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PRESENTACIÓN 

La trayectoria intelectual de Víctor L. Urquidi es una exploración incansable so­
bre un vasto paisaje académico. Desde su participación en los debates sobre los 
límites al crecimiento, su constante análisis de la estructura de la economía 

mundial y su impacto sobre el medio ambiente y los recursos naturales, Víctor 
Urquidi siempre se mantuvo a la vanguardia del trabajo académico. En todas las 

etapas del recorrido, su actividad alcanzó a delinear un programa de investiga­
ción de largo plazo sobre los temas centrales de nuestro tiempo. Ese programa 
se mantiene vigente y culmina hoy con una pregunta de gran complejidad que 
ocupó la atención de Víctor Urquidi durante los últimos años de su vida: ¿cuá­
les son las condiciones que permitirán transitar hacia el desarrollo sustentable? 

Los ensayos y las conferencias que a continuación se presentan son una se­
lección de la obra prolífica de este investigador que supo franquear las fronte­
ras tradicionales, a veces demasiado rígidas, de las disciplinas de las ciencias so­

ciales. En todos ellos queda de manifiesto su compromiso ético, su constante 
preocupación por la equidad social y su inquebrantable fidelidad con el rigor 
analítico. Éstos son los valores que supo infundir a los programas de investiga­

ción en El Colegio de México. 
Los ensayos aquí reunidos van tejiendo un análisis que toca todas las fases 

del recorrido intelectual de Víctor Urquidi y que siguen siendo una referencia 
importante en el debate contemporáneo sobre desarrollo sustentable. La pri­
mera sección está dedicada al tema del cambio global y el desarrollo sustenta­
ble. En ella se incluyen los trabajos sobre el cambio económico mundial y las 

perspectivas del desarrollo sustentable. La segunda sección contiene los artícu­
los y las conferencias sobre la estrategia y política ambientales. En éstos se plan­
tea la necesidad de incorporar el medio ambiente como parte medular de cual­
quier estrategia de desarrollo. La tercera sección está enfocada al tema de los 
instrumentos económicos y la política ambiental. Se trata de una serie de en­
sayos sobre las modalidades de la intervención pública para modificar y encau­

zar el comportamiento de los agentes económicos en materia ambiental. La 
cuarta sección concentra los artículos y las conferencias sobre pobreza, pobla­
ción y medio ambiente. La quinta sección agrupa los trabajos sobre los regímenes 

[11] 



12 PRESENTACIÓN 

regulatorios para diferentes dimensiones de la política ambiental. La sexta y úl­
tima sección contempla la reflexión de Víctor Urquidi sobre medio ambiente 
y política regional y de manejo del territorio. En ella se lleva a cabo un análisis 
original sobre descentralización y la integración de los objetivos del desarrollo 
sustentable y el equilibrio en el desarrollo regional. 

ALEJANDRO NADAL 

Programa sobre Ciencia, Tecnología y Desarrollo 
El Colegio de México 



DE LOS LÍMITES DEL CRECIMIENTO 
AL DESARROLLO SUSTENTABLE. 

ENSAYO EN HONOR DE VÍCTOR L. URQUIDI 

INTRODUCCIÓN 

Los grandes debates sobre medio ambiente y desarrollo en los que participó ac­

tivamente Víctor L. Urquidi hace 35 años constituyen, precisamente, los temas 
de importancia crítica predominantes en la actualidad. Podría decirse que Ur­
quidi fue un visionario en cuanto a que esos debates llegaron a configurar un 

programa de investigación que sigue siendo dominante y contiene poderosas 
ramificaciones hacia temas de gran importancia. 

Se puede identificar con cierta precisión la fecha en la que la agenda de ese 
programa fue definida: 1972. Ese año tienen lugar dos importantes aconteci­
mientos con grandes repercusiones. El primero es la cumbre sobre Medio Am­
biente y Desarrollo celebrada en Estocolmo. El segundo es la publicación del 
informe Limites al crecimiento para el Club de Roma. 

Este ensayo es un recorrido analítico por los caminos que el trabajo de 
Víctor Urquidi contribuyó a abrir hace ya más de tres décadas. Arranca en los 

primeros análisis sobre los límites al crecimiento y culmina en la serie de tra­
bajos que rodea la discusión sobre el desarrollo sustentable (Urquidi, 1994, 
2000). Aunque hay algunos progresos interesantes en ciertos renglones, la 
principal enseñanza de este recorrido es que nos hemos alejado del desarrollo 
sustentable. En consecuencia, la pregunta central del ensayo es la siguiente: ¿se­
rá posible abrir la puerta hacia el desarrollo sustentable en el marco de las eco­

nomías capitalistas del siglo XXI? 
El plan del ensayo es como sigue. En la primera parte se describe el deba­

te desencadenado por los modelos de los primeros informes al Club de Roma. 
Esos modelos fueron los primeros que reprodujeron la estructura y dinámica 
de una economía global y su interacción con el medio ambiente y los recursos 
naturales. Su importancia reside en que trazaron un programa de investigación 

que se mantiene vivo hasta nuestros días. 
La segunda parte se concentra en una reflexión sobre las características so­

bresalientes de la economía mundial en 1972 y su evolución a lo largo de los 
últimos 30 años. Entre 1972 y 2005 se presentan cambios muy importantes en 
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la economía mundial, en especial el abandono del sistema de paridades fijas y 
el inicio de la apertura financiera global. Esta transformación se acompaña de 
un desempeño mediocre en materia de crecimiento y bienestar que tiene gran­
des implicaciones para el debate sobre sustentabilidad. 

La tercera parte presenta un resumen del estado en el que se encuentra la 
base de recursos naturales y el medio ambiente a 25 años de los primeros mode­
los del Club de Roma. Finalmente, la cuarta parte se concentra en tres temas re­
lacionados con la viabilidad de alcanzar el desarrollo sustentable: el debate sobre 
la curva ambiental de Kuznets, el desplazamiento del costo ambiental mediante 
el comercio internacional y la problemática del bienestar sin crecimiento. 

l. SE ABRE EL DEBATE: LOS MODELOS DEL CLUB DE ROMA 

En 1972 se publicó el primer modelo de simulación sobre las interacciones en­
tre el crecimiento demográfico, la producción de alimentos, la extracción de re­
cursos naturales no renovables y el crecimiento económico a escala mundial. El 
modelo fue producido para el Club de Roma y se publicó en el libro Los limi­
tes al crecimiento (Meadows et al., FCE, 1972). La gran contribución de ese aná­
lisis fue trasladar el debate en torno al medio ambiente de la discusión sobre 
problemas locales de contaminación (al estilo Rachel Carson y Barry Com­
moner) hacia una reflexión más sistemática sobre las tasas de utilización y so­
breexplotación de los recursos naturales en el mundo. 

La presentación del estudio se efectuó sin dar a conocer la estructura ma­
temática del modelo, lo cual abrió un enorme frente de vulnerabilidad al pro­
yecto. 1 Inmediatamente se desató un acalorado debate sobre las implicaciones 
del análisis, sobre todo desde la perspectiva de las aspiraciones de los países en 
vías de desarrollo. Como miembro del Club de Roma, Víctor Urquidi fue el 
principal promotor de este debate en México y escribió el prólogo de la traduc­
ción al español (Urquidi, 1972). Ese debate no sólo se mantiene vivo, sino que 
ha seguido desarrollándose y profundizándose, tomando un derrotero sorpren­
dente por la variedad de temas que incorpora. Lo fundamental es que el con­
cepto de desarrollo sustentable y la discusión sobre la sustentabilidad débil y 
fuerte emergen de esos análisis precursores. 

El modelo de Limites al crecimiento (modelo LAC) está formado por bloques 
de ecuaciones para los sistemas de producción de alimentos, la industria, la de-

1 El modelo sólo se dio a conocer en 1974, con la publicación del libro The Dynamics of 
Growth in a Finite World. 
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mografía, los recursos naturales no renovables y un sistema para contaminación. 
La principal conclusión del estudio es que de continuar la tendencia observada 
en 1972 de crecimiento en población mundial, industrialización, contamina­
ción, producción de alimentos y agotamiento de los recursos naturales, los lí­
mites al crecimiento serían alcanzados en algún momento durante los siguien­
tes 100 años. El sistema global presentaría un comportamiento en el que se 
rebasarían los límites físicos y se produciría un colapso en los niveles absolutos 
de población y producción industrial. En la mayor parte de los escenarios del 
modelo, el colapso se presentaría por el agotamiento de los recursos naturales. 2 

Pero el modelo LAC era muy agregado: la población mundial era un todo 
no diferenciado y únicamente tomaba en cuenta el promedio de las caracterís­
ticas de todos los habitantes del planeta. Sólo consideraba un tipo de contami­
nantes del medio ambiente: la familia de contaminantes persistentes cuya di­
námica recién comenzaba a ser comprendida en 1972. 

Una de las críticas más fuertes al modelo era que permitía el crecimiento 
exponencial de la producción y la población, pero no introducía un supuesto 
equivalente para el progreso técnico. Uno de los escenarios explorados por el 
modelo LAC estaba basado en la hipótesis de que la contaminación ambiental 
se reduciría por un factor de cuatro a partir de 1975, que los rendimientos pro­
medio por hectárea a escala mundial se duplicarían y que la energía nuclear 
permitiría satisfacer todas las necesidades energéticas del planeta.3 Aun en ese 
escenario, el colapso del sistema industrial y la caída en la población se produ­
cen antes del año 2100. En síntesis, el progreso técnico simplemente prolonga 
el tiempo durante el cual prosigue el crecimiento, pero no consigue remover 
los límites físicos que acaban por detenerlo. 

Los supuestos introducidos con respecto a la tecnología deberían ser obje­
to de un cuidadoso análisis. Quizá el supuesto más problemático en relación 
con la tecnología utilizada por el sistema industrial es que se mantiene constan­
te el coeficiente capital/producto a lo largo de todos los escenarios. Sin duda se­
ría posible introducir supuestos más refinados en la sucesión de técnicas en la 
producción. Pero los optimistas tecnológicos debieran recordar también que, 

2 Para el sistema agrícola, el modelo LAC supone que se pueden lograr aumentos en la pro­

ducción intensificando el uso de fertilizantes y otros insumos químicos. Pero la producción indus­
trial de fertilizantes no podría mantener el ritmo de crecimiento de la demanda. En consecuencia, 
un colapso en el sistema mundial de producción de alimentos sólo sería cuestión de tiempo. 

3 En 1972 todavía se observaba un optimismo radiante con respecro al futuro de la indus­

tria nuclear. El accidente de la planta nuclear en la isla de Tres Millas se produjo el 28 de marzo 

de 1979 y cambió el rumbo de la industria nuclear en el mundo. Desde entonces no se ha encar­

gado el diseíio o la construcción de una sola planta nuclear en Estados Unidos. 
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en muchos casos, la tecnología misma es parte de los problemas y no la "solu­
ción" (i.e., extensión de los límites físicos al crecimiento exponencial). Con to­
das sus lagunas, el modelo alerta sobre la lentitud en las tasas de "progreso téc­
nico" en lo que se refiere a cambios institucionales, políticos y sociales. 

La limitación más importante en el terreno del cambio tecnológico es que, 
a fin de cuentas, la tecnología sirve a los propósitos de los valores de la socie­
dad que la genera. Los autores del modelo LAC suponen que en una sociedad 
en la que se privilegia la explotación irracional de la naturaleza y el enriqueci­
miento desorbitado de una minoría, la tecnología tenderá a deteriorar el me­
dio ambiente, a profundizar la desigualdad social y a ignorar los problemas 
fundamentales de supervivencia de la sociedad. En síntesis, esa sociedad gene­
rará tecnologías que acelerarán el colapso en lugar de prevenirlo. 

El modelo LAC de 1972 inauguró una carrera para elaborar proyecciones de 
la economía mundial. Le sucedieron los modelos de Mesarovic y Pestel (1974), 
de Leontief (1977) y de la Fundación Bariloche (Herrera eta/., 1977).4 Esa ge­
neración de modelos fue escrita todavía en el lenguaje Fortran y sólo hasta 1985 
comenzó a estar disponible para su uso en plataforma DOS en las primeras com­
putadoras personales. Esos modelos establecieron las bases para una representa­
ción más rigurosa de las interdependencias entre procesos económicos, tasas de 
uso de recursos naturales y deterioro ambiental. También permitían analizar las 
tendencias dominantes y elaborar escenarios probables para la evolución futu­
ra del sistema mundial, con el fin de examinar las posibilidades de orientarla. 

El modelo de Mihajlo Mesarovic y Eduard Pestel (1974) introduce una 
importante innovación: la desagregación del modelo en 1 O regiones del mun­
do y cinco niveles de análisis. La contribución más notoria de esta nueva estruc­
tura es que se podía rebasar. la visión simplista del modelo LAC, en la que todo 
el planeta alcanza los límites al crecimiento al mismo tiempo. En un modelo del 
mundo como una sola entidad, las diferencias entre regiones son suprimidas y 
únicamente se toman en cuenta los indicadores y las variables globales. En di­
cho modelo, el sistema alcanza y rebasa los límites en un solo instante y si so­
breviene el colapso, éste ocurre en un mismo tiempo para todo el mundo. 

En un modelo desagregado los- límites se alcanzan en momentos diferen­
tes y eso tiene repercusiones sobre todos los componentes del modelo. No hay 
un límite único para todos los componentes del modelo; más bien, cada uno 
de los diversos componentes del sistema enfrenta diferentes límites en distin­
tos momentos. La experiencia general del colapso para todo el sistema puede 
adelantarse o atrasarse, dependiendo de la estructura del modelo y de las ínter- ' 

4 Una descripción de los modelos globales se encuentra en Castellar y Pla (1997). 
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relaciones entre sus distintos componentes. El colapso o las catástrofes podrían 
ocurrir por diferentes razones a escala regional, quizá antes de la mitad del si­
glo XXI; lo importante es que, como el mundo es un sistema, tarde o tempra­
no esos colapsos tendrían repercusiones sobre las demás regiones. 

El simplismo del modelo LAC entrañaba un riesgo significativo de que se 
hicieran recomendaciones de política equivocadas. En cambio, el modelo Me­
sarovic-Pestel (MP) señala que el único curso de acción es el "crecimiento orgá­
nico", un proceso en el que un plan maestro imprime una coordinación gene­
ral para todos los componentes del sistema. Para la humanidad, la disyuntiva 
es entre crecimiento no diferenciado y crecimiento orgánico. El primero con­
duce al colapso, mientras que el segundo se asemeja a lo que hoy se denomina 
desaqollo sustentable. 

El hilo conductor de los escenarios del MP se relaciona con los conflictos 
que pueden surgir a partir de la desigualdad socio-económica y la lucha por el 
acceso a los recursos naturales de los que depende, en última instancia, el cre­
cimiento. Su primer conjunto de escenarios está relacionado con la evolución 
de las disparidades internacionales en materia de ingreso per cápita, el princi­
pal generador de conflictos identificado por estos autores. Hoy, la pregunta que 
se plantearon sigue siendo válida: las disparidades en ingreso per cápita entre 
países ¿tienden a desvanecerse con el tiempo o, por el contrario, van a empeo­
rar por el crecimiento no diferenciado? 

Para responder esa pregunta, el modelo introduce el supuesto optimista de 
que las tasas de fecundidad alcanzarían su nivel de equilibrio en un plazo no 
mayor a 35 años.5 El modelo encuentra que la brecha entre ingreso per cápita 
en países desarrollados y subdesarrollados aumentará. La única manera de re­
vertir esta tendencia negativa sería por medio de un aumento espectacular en 
la ayuda oficial a los países en desarrollo. 

En efecto, el contraste con la realidad no habría podido ser más dramáti­
co. La ayuda total al desarrollo a partir de la década de los ochenta se desplo­
mó, y para 1992 alcanzaba solamente los 60 000 millones de dólares. La ten­
dencia contraccionista se mantiene y en el año 2000 apenas se alcanzó un total 
de 53 000 millones de dólares. Lo más preocupante es que la tendencia nega­
tiva en la brecha del ingreso per cápita se deterioró todavía más. Por ejemplo, 
medido en dólares constantes (deflactor implícito en el año 2000 para el dólar 
estadounidense), el ingreso per cápita anual promedio de los 20 países más ri-

5 Para Mesarovic y Pescel, la casa de fecundidad de equilibrio denota la casa que conduce a 

un balance en el nivel de población después de un proceso de transición, siempre y cuando no se 

produzcan variaciones en la casa de mortalidad. 
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cos del mundo pasó de 1 O 066 a 27 591 entre 1970 y 2000. En ese mismo lap­
so, el ingreso per cápita anual promedio de los 20 países más pobres pasó de 
524 a 211.6 El ingreso per cápita promedio de los países pobres pasó de repre­
sentar 5 a 0.7% del ingreso per cápita promedio de los países ricos. 

Hoy día, la elaboración de modelos mundiales sigue llevándose a cabo en 
varios centros de investigación. Algunos ejemplos notables son los modelos uti­
lizados por Nordhaus y Boyer (2000), Manne (1992) y Cline (1992) sobre la 
economía del cambio climático. Aunque esos modelos son todavía demasiado 
rudimentarios desde el punto de vista de la estructura económica, tienen utilidad 
para analizar los escenarios futuros sobre la acumulación de gases invernadero, la 
superficie boscosa mundial y los sumideros de carbono, el empleo de combusti­
bles fósiles, las variables demográficas y sociales, el uso de suelos y la producción 
de alimentos, y el costo de reducir las emisiones de gases de invernadero. 

Todos los modelos pueden ser criticados por su falta de realismo. Pero esa 
crítica es simplista y no aporta gran cosa. Podría argumentarse que todos los 
modelos son simplistas porque son, precisamente, modelos. Como tales, tienen 
que prescindir de muchos componentes y variables cuyo uso no se considera 
esencial incorporar al modelo. Desde luego, la pregunta fundamental es si las 
conclusiones (primordialmente pesimistas) de los escenarios trazados por los 
modelos como el LAC se han visto confirmadas o desmentidas por la realidad. 

II. EL VIRAJE DE LA ECONOMÍA MUNDIAL 

Una gran paradoja rodea los informes al Club de Roma y el debate sobre los 
límites al crecimiento. La economía mundial pasa por un punto de inflexión a 
principios de los años setenta, precisamente cuando se publican los primeros 
dos informes al Club de Roma. Esos afios marcan un gran parteaguas en la his­
toria económica mundial. Si el periodo 1945-1970 presenta tasas de creci­
miento sostenido muy elevadas para el promedio mundial (la era dorada de la 
expansión de las economías capitalistas), el periodo 1970-2000 presenta un 
promedio de tasas de crecimiento mucho menor. 

Para la economía mundial, la caída en la tasa de crecimiento fue de 40% 
entre los dos periodos sefialados. En consecuencia, existe una ironía en todo es­
to: de seguro hay límites físicos al crecimiento, pero por el momento, en los 
tres últimos decenios, la tasa de crecimiento del PIB mundial ha mantenido un 

6 Fuente: World Economic Outlook del FM, y deflactor implícito del PIB de Estados Uni­

dos para el año 2000 del U.S. Commerce Department, Bureau ofEconomic Analysis (BEA). 
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nivel muy bajo y, sin embargo, se ha seguido produciendo un fuerce deterioro 
ambiental. 

Cuadro l. Tasas de crecimiento del PIB anual, 1950-98 

Regiones 

Europa Occidental 
Japón 
Asia (excluyendo Japón) 
América Latina 
África 
El mundo* 

• Incluye países soviéticos y ex soviéticos. 
Fuente: David Felix (2006). 

1950-73ª 

4.81 
9.29 
5.18 
5.33 
4.45 
4.91 

1973-98'1 

2.11 
2.97 
5.46 
3.02 
2.74 
3.01 

% de cambio\bla 

-56 
-69 

5.4 
-43 
-38 
-38 

La gran paradoja que hoy se discute es si las predicciones sobre deterioro 

ambiental, límites al crecimiento y colapso de la economía, que mencionaban 

los modelos LAC y Mesarovic-Pestel, se cumplieron o no. En realidad, lo más 

importante es que sus previsiones sobre crecimiento de la economía mundial 
no correspondieron a la realidad histórica: la economía mundial creció en los 

últimos tres decenios a tasas menores que las del periodo dorado de expansión 

entre 1945-1970. 

¿Cuáles son las causas de este lento crecimiento y del mal desempeño de la 

economía mundial? Sin duda hay factores estructurales que afectan las tasas de 

crecimiento. Se puede decir, por ejemplo, que la reconstrucción después de la 

segunda guerra mundial permitió, casi por definición, alcanzar tasas de creci­

miento muy altas, y que una vez alcanzada la primera fase de reconstrucción era 

natural que las tasas de crecimiento regresaran a la normalidad.7 Pero existen 

otros elementos de interpretación que es importante examinar brevemente. 

El 15 de agosto de 1971 el presidente Nixon giró instrucciones a su secre­

tario del Tesoro para que se suspendieran la venta y compra de oro, desvincu­

lando el dólar del patrón oro y lanzando a la economía mundial por el cami­

no de los tipos de cambio flexibles. Era el final de la era de Bretton Woods y el 

mundo económico y financiero cambiaría de manera radical. A partir de ese 
momento se inicia el abandono del sistema de paridades fijas y surge una fuer-

7 Desde esta perspectiva, el periodo dorado de alto crecimiento de las economías capitalis­

tas correspondería a un periodo excepcional y sería difícil reproducir las causas que le dieron ori­

gen. Por otra parte, el periodo 1970-2000 correspondería más a un periodo normal en la vida y 
expansión de las economías capitalistas. 
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te presión para eliminar todas las restricciones a la libre circulación de capital 
qtie conduce a la globalización financiera. 

La razón del surgimiento de esta presión para desregular la esfera financie­
ra es fácil de comprender. El sistema de paridades flexibles abrió la puerta al 
riesgo para los agentes económicos que intervenían en los mercados internacio­
nales. A partir de 1972 comenzaron a dejarse sentir los efectos negativos deri­
vados del riesgo cambiario provocado por las variaciones en las paridades. Al 
mismo tiempo, surgieron oportunidades de rentabilidad que antes habían es­
tado vedadas. La necesidad de protegerse frente al riesgo cambiario, por una 
parte, y la urgencia de aprovechar las oportunidades para especular con los mo­
vimientos y diferenciales de tasas de interés y tipos de cambio, por la otra, con­
tribuyeron a impulsar la desregulación y la apertura financiera. 

La diversificación de instrumentos financieros y la expansión de activida­
des y transacciones en los mercados de capital no se hicieron esperar. En 1973 
las transacciones diarias en los mercados de divisas de todo el mundo no reba­
saba.n los 20 000 millones de dólares (mdd); la relación entre transacciones en 
divisas y el valor del comercio mundial era de 2 a 1. Según datos de la Banca 
Internacional de Pagos, en 1991 las transacciones diarias en los mercados de 
divisas eran ya de 78 000 mdd y para finales de los años noventa ese monto su­
peró los 1.3 billones de dólares. Hoy, la razón entre transacciones en divisas y 
comercio internacional es de 70 a 1. No puede haber un indicador más claro 
de la separación entre la esfera financiera y los sectores reales de la economía. 

Dicha separación está relacionada con el mal desempeño de la economía 
mundial desde 1970. En efecto, entre las razones por las que pueden observar­
se tasas de crecimiento del PIB más lentas tenemos las que se mencionan a con­
tinuación. Primero, la tendencia al alza en las tasas de interés de largo plazo: 
entre 1960 y 1970 la tasa de interés real de largo plazo en los países industria­
lizados fue menor que la tasa de crecimiento del PIB, pero entre 1984 y 2002 
las tasas de interés real de largo plazo fueron significativamente mayores que la 
tasa de crecimiento del PIB. 8 La razón principal detrás de este fenómeno es que 
la desregulación financiera permitió la formación de mercados de instrumen­
tos financieros, lo que restó capacidad a los bancos centrales para influir en la 
formación de tasas de interés de largo plazo. La desregulación abrió el acceso a 
los instrumentos de deuda externa con rendimientos más altos y por eso las 
operaciones con esos títulos aumentaron de manera vertiginosa. 

La segunda razón es la volatilidad en los tipos de cambio reales. En teoría, 
el cambio en el régimen de Bretton Woods y el abandono del sistema de tipos 

8 Felix (2006). 
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de cambio fijos deberían haber conducido a la constelación de tipos de cambio 
reales con una mayor estabilidad por la posibilidad de ajustes en los tipos de 
cambio nominales.9 Pero entre 1980 y 2002 la volatilidad de los tipos de cam­
bio nominales fue mayor que la del periodo 1960-1980. Lo anterior estuvo 
acompañado por movimientos más fuertes y frecuentes en los tipos de cambio 
reales en los países desarrollados, y la situación fue peor en los países subdesa­
rrollados. Esto está directamente relacionado con el crecimiento vertiginoso de 
las operaciones en los mercados de divisas. 

Finalmente, tenemos el desvío de recursos de los sectores reales de la eco­
nomía al sector de las actividades financieras, inmobiliarias y de seguros (AFIS). 

Estas actividades desplegaron un extraordinario dinamismo a partir de los años 
setenta, tantó al interior de las economías desarrolladas como en el comercio 
internacional. Ese dinamismo es testimonio del desvío de recursos hacia las AFIS 

en detrimento de la inversión productiva en los sectores reales de la economía. 
Esta expansión de la esfera financiera ha estado asociada a una gran volatili­

dad e inestabilidad. Las divisas y los títulos financieros no tienen valor intrínse­
co, y por eso son especialmente susceptibles de sufrir violentas y muy marcadas 
variaciones en su valor, porque éste depende de las expectativas y percepciones de 
los agentes económicos. Esos vaivenes en el valor de activos financieros pueden 
estar totalmente desvinculados de los aspectos medulares o sustantivos de una 
empresa o de una economía. Lo que importa en la formación de expectativas de 
los agentes es simplemente lo que se cree que serán las. expectativas del mercado. 
Eso explica por qué los mercados financieros son tan volátiles y turbulentos. Key­
nes (1973) sabía esto y consideraba que los flujos de capital debían estar someti­
dos a controles. IO Los mercados financieros están marcados, además, por inten­
sas asimetrías de información y por el hecho de que las políticas que podrían 
inyectarles estabilidad tienen el efecto contrario de generar incentivos perversos 
para que los agentes tomen más riesgos y provoquen mayor inestabilidad. 

Existe otra explicación más relacionada con el ciclo largo de acumulación de 
capital que se inicia en el último tercio del siglo XIX y que ha sido desarrollada por 
la escuela de Braudel, Arrighi y otros autores. El punto de partida es que los prin-

9 Este resultado se alcanzaría porque las variaciones de los tipos nominales eliminarían los de­

sequilibrios temporales en los precios de mercancías en monedas diferentes. El ajuste se aceleraría 

con el arbitraje de las especulaciones de divisas. Además, existen las políticas que impiden las varia­

ciones en los tipos. Por otro lado, se eliminaría también la fuente de distorsiones proveniente de la 

intervención pública, que impide cambios en los tipos nominales y en los flujos de capital. 
10 En su Teoría general del empleo, el interés y la moneda, Keynes muestra cómo los agentes 

en los mercados financieros forman sus expectativas tratando de anticipar lo que la opinión pro­

medio espera que sea dicha opinión. 
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cipales indicadores económicos de la economía mundial permiten afirmar que la 
crisis de los años setenta en realidad nunca se resolvió. Desde esta perspectiva, las 

crisis financieras de los años noventa serían parte de un mismo fenómeno: el oca­
so de un ciclo largo de acumulación alrededor de un centro hegemónico. 

El primer elemento de este enfoque es la caída de la tasa de ganancia en las 
principales economías capitalistas a partir de los años sesenta y setenta. La evi­
dencia de este proceso se encuentra detallada en una literatura cada vez más 
amplia y rigurosa (Duménil y Lévy, 1993, 2002; Wolff, 2001). Por eso se des­
plomaron las tasas de crecimiento de la inversión fija bruta en los países indus­

trializados, que pasaron de 6.1 o/o entre 1959-1971 a 2.5% entre 1972-1984, y 
a 3.1 o/o entre 1985-2002. 11 

La interpretación de Arrighi (1994) es que a medida que el ciclo largo de 
acumulación de capital basado en la hegemonía de Estados Unidos comenzó a 
enfrentarse a tasas de rentabilidad cada vez menores, los capitales buscaron un 

nuevo espacio de expansión en la demanda de capital móvil y en la especula­
ción financiera. Desde esta perspectiva, la globalización (comercial, financiera 

y de relocalización de la producción) no es la historia de éxito de la expansión 
capitalista, como los medios la han hecho aparecer. Al contrario, la globaliza­
ción es la respuesta de las economías capitalistas a la profunda crisis en la que 
ingresan a partir de los años sesenta y setenta. 

Estamos muy lejos de las predicciones de los modelos y los informes al 
Club de Roma. Desde los años ochenta, el desplome de la ayuda oficial al de­
sarrollo se vio acompañado de un creciente abismo de desigualdad en el ámbi­
to de la economía mundial. Y asociado a esto, el deterioro ambiental y la so­
breexplotación de la base de recursos naturales se intensificaron. Los informes 

al Club de Roma se equivocaron profundamente acerca de la evolución futura 
de la economía capitalista mundial. Pero no se equivocaron en sus escenarios 
sobre degradación ambiental y los peligros de colapso mundial que entrañan. 

III. MEDIO AMBIENTE, RECURSOS NATURALES Y CICLOS GLOBALES 

Una crítica importante a los modelos del Cl~ de Roma señala que sus predic­
ciones no se han cumplido. Eso es erróneo porque las predicciones sobre co­

lapsos en el sistema mundial no comenzarían a presentarse sino hasta los años 
2015-2020, e incluso más tarde. Por ejemplo, para el modelo LAC la humani­
dad se enfrentaría a los límites fundamentales al crecimiento en el año 2072. 

11 Daros del FMI, lnternational Financia/ Statistics para varios años. 



ENSAYO EN HONOR DE VÍCTOR L URQUIDI 23 

Aunque los autores del modelo realizaron ajustes en años recientes para hacer 
compatible el modelo con los acontecimientos de los últimos 30 años, nada en 
esos cambios permite alterar de manera fundamental sus conclusiones cualita­
tivas. La conclusión central sigue siendo válida: la raíz del problema está en el 
crecimiento demográfico, el agotamiento de los recursos y la extraordinaria de­
sigualdad que existe en el mundo. En varios de sus trabajos posteriores, Víctor 
L. Urquidi confirmó que los estudios para el Club de Roma siguen siendo vá­
lidos, sobre todo en lo que se relaciona a los desechos tóxicos, el cambio climá­
tico y el agotamiento de la base de recursos naturales (Urquidi, 2002, 2003). 
Hoy los signos de sobreexplotación de recursos naturales y del deterioro am­
biental cada vez más intenso están por todas partes. 

Agricultura y pesquerías. En los últimos 40 años la producción de alimentos ha 
seguido creciendo. Desde ese punto de vista, los problemas identificados por 
los modelos LAC y MP no parecen provocar una crisis. El número de personas 
subnutridas en el mundo pasó de 37 a 18% de la población mundial entre 
1965 y 1998. Sin embargo, las tasas de crecimiento de la producción mundial 
agrícola son cada vez más reducidas y la producción per cápita ha tendido a 
disminuir. La tasa de crecimiento de la producción per cápita pasó de 3.5% pa­
ra el periodo 1960-1970 a solamente 2.5% entre 1981-1990. Para el decenio 
1990-2000 esa tasa de crecimiento es de apenas 0.25%. 12 

Es evidente, por otra parte, que con una población en crecimiento difícil­
mente se van a requerir menos alimentos. Sin embargo, la expansión de la su­
perficie cultivada parece estar encontrando sus límites. Entre 1961 y 2004 la 
superficie cultivada per cápita pasó de 1.4 a 0.81 m2• Por su parte, la tasa de 
crecimiento de los rendimientos agrícolas en la producción de cereales se redu­
jo de 3.4 a 1.8% desde principios de los años sesenta hasta finales de los no­
venta. Estas tendencias podrían estar indicando que se ha llegado a los límites 
de las fronteras extensiva e intensiva, por lo menos con la tecnología de la lla­
mada revolución verde. Hay que recordar que las mejores tierras se encuentran 
ya bajo un régimen de explotación intensiva a base de insumos agroquímicos, 
que ha dejado una marca de deterioro en suelos y acuíferos. 

El estado que guardan las pesquerías oceánicas del mundo es alarmante. El 
total de captura alcanzó su nivel histórico más elevado con 82 millones de to­
neladas en 1987, pero a partir de ese año la captura ha declinado hasta los 71 

12 Los datos sobre agricultura y producción de alimentos provienen del proyecto "Susten­

tabilidad global: tendencias de la agricultura mundial" del Programa sobre Ciencia, Tecnología y 
Desarrollo (Procientec) de El Colegio de México. 
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millones de toneladas. En la actualidad, la FAO (2004) estima que en 12 de las 
16 regiones pesqueras en las que se dividen los mares del mundo 70% de las 
pesquerías oceánicas están siendo explotadas en el nivel de máximo rendimien­
to sostenible o por encima de éste, es decir más allá de su capacidad para res­
taurar la captura anual con nuevas cohortes que permitan mantener la renta­
bilidad. El exceso de la actividad pesquera es la causa de la actual situación. 

Toda la información de que dispone la FAO confirma sus cálculos de prin­
cipios de los años setenta, que situaba el potencial máximo sostenible de cap­
tura global en 100 millones de toneladas (FAO, 2004). Hoy la FAO considera 
que la captura total se sitúa en el límite alcanzable de ese potencial. Pero ese ni­
vel de captura se mantiene con un exceso de presión sobre los recursos mari­
nos vivos en muchas regiones al explotarse más las cohortes jóvenes. Ese pro­
ceder está hipotecando el futuro de las pesquerías, ya que los peces jóvenes no 
alcanzan su edad de madurez sexual y reproductiva. 

Cada año aumenta la profundidad a la cual se realizan las capturas de las 
especies pelágicas, pasando de un promedio de 170 m en los años cincuenta a 
275 m en el año 2001 (Millenium Ecosystem Assessment, 2005). A esas pro­
fundidades el esf\ierzo pesquero se está concentrando en especies que habitan 
niveles inferiores de las cadenas tróficas. Así, la presión sobre los demás com­
ponentes de esas cadenas y los ecosistemas es mayor. 

Petróleo. El ejemplo más claro del agotamiento de los recursos naturales no re­
novables es el del petróleo. Al igual que lo asume el modelo LAC, las compañías 
petroleras han explotado en primer término los yacimientos de más fácil acce­
so. El petróleo que fue extraído primero se encontraba cerca de la superficie te­
rrestre, con mucha presión, más ligero y con poco contenido de azufre, y por 
lo tanto fácil de refinar y convertir en gasolina. A medida que se agotaron esos 
yacimientos se explotaron otros que estaban en la plataforma continental, con 
menos presión y mayor contenido de azufre. Hoy día, la tasa de extracción es 
de unos 85 millones de barriles diarios y es probable que ya se haya rebasado 
el punto de máxima producción mundial. Esto no significa que el petróleo esté 
a punto de agotarse, pero sí que se agotaron los días del petróleo barato. 

Las repercusiones de este hecho son enormes. La economía mundial des­
cansa de manera fundamental en el petróleo y sus derivados. El petróleo es res­
ponsable de 45% del consumo total de combustible y de 95% de la energía 
utilizada por el sistema mundial de transporte. 13 En la agricultura, el petróleo 

B Key World Energy Statistics, Agencia Internacional de Energía, 2005. Versión electróni­

ca: www.iea.org. 
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es de importancia vital (por cada joule que se consume en los alimentos de Es­
tados Unidos, por ejemplo, se invierten 1 O joules de combustibles fósiles para 
su producción). Haber rebasado el pico de la producción mundial de petróleo 
(la cima de Hubbert) tendrá un efecto gigantesco de reestructuración econó­
mica y financiera en todo el mundo. 

Extinciones masivas y biodiversidad. Hace unos 440 millones de años, al termi­
nar el periodo ordovicio, se extinguió 85% de las especies que vivían en el pla­
neta. Posteriormente, al final del devoniano, hace 380 millones de años se pro­
dujo la segunda extinción masiva, con la que desapareció 82% de las especies. 
Más tarde, hace 245 millones de años, al concluir el pérmico y comenzar el 
triásico, ocurrió la extinción masiva más intensa de todas: cerca de 96% de las 
especies se extinguieron. Finalmente, hace 65 millones de años se produjo la 
cuarta extinción masiva, lo que marcó el fin de los dinosaurios al final del cre­
tácico (Whi~field, 1993). Las causas de estas extinciones masivas son variadas 
y destacan las erupciones volcánicas y otras graves perturbaciones del clima 
global. Después de cada extinción tuvieron que transcurrir 1 O millones de años 
para recuperar la riqueza biológica. 

El consenso entre los biólogos y ecólogos es que el mundo está avanzando 
en dirección de otra extinción masiva comparable a las cuatro precedentes. La 
gran diferencia es que esta extinción masiva tendría orígenes antropogénicos: el 
ser humano sería testigo, pero también el motor final, de este proceso de pérdida 
de diversidad biológica. Su propio destino quizá dependa del mismo. Se calcu­
la que existen unas 1 O millones de especies en el planeta, pero cada año miles de 
especies, desde microorganismos hasta grandes mamíferos, se pierden para siem­
pre. La tasa de extinciones que se calcula que existe hoy día es mil veces más alta 
que la tasa de extinciones revelada en el récord fósil para los últimos 60 millo­
nes de años. Su velocidad e intensidad hacen temer incluso por el derrotero que 
podría seguir la evolución en los siglos venideros (Myers y Knoll, 2001). 14 

En la actualidad existen 5 500 especies conocidas en peligro de extinción. 
La lista de especies amenazadas de la Unión Mundial para la Conservación de 
la Naturaleza (IUCN) muestra que una de cada cuatro especies de mamíferos y 
una de cada ocho especies de aves están amenazadas de extinción en las próxi­
mas décadas. 15 

14 A lo largo de la historia geológica del planeta, el proceso de generación de nuevas espe­

cies era más rápido que el proceso de las extinciones. Sin embargo, parece que en los últimos años 

la evolución está perdiendo esa carrera. 
15 La lista de especies de la IUCN puede consultarse en www.redlist.org. 
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La principal causa detrás de la extinción de especies es la destrucción de 
hábitat y ecosistemas como el bosque tropical húmedo, los humedales y los 
cuerpos de agua dulce (Eldredge, 1998). A medida que se expande la frontera 
agrícola y ganadera, la deforestación conduce a la pérdida de hábitat de espe­
cies amenazadas. La segunda causa más importante es la introducción de espe­
cies exóticas y la tercera es la actividad extractiva (muchas veces ilegal) sobre 
animales y plantas de la lista de especies amenazadas o en vías de extinción. 
Muy pronto, sin embargo, el cambio climático podría convertirse en una de las 
principales causas de la extinción masiva que ya estamos presenciando. 

Cambio climdtico. En el año 2003 las emisiones totales de carbono por el uso 
de combustibles fósiles y por la deforestación rebasaron los 6 800 millones de 
toneladas, lo que representa un crecimiento de 4% con respecto al año ante­
rior. Las emisiones globales de carbono se han cuadruplicado desde 1950 y los 
Estados Unidos, con sólo 5% de la población mundial, contribuyen con 23% 
de las emisiones totales. 

Aunque una parte de las emisiones son absorbidas naturalmente por bos­
ques y océanos, en los últimos años las emisiones superan la absorción por los 
sumideros de carbono y los gases invernadero se acumulan más rápido en la at­
mósfera. Como resultado de este incremento en las emisiones, entre 1750 y 
2003 la concentración atmosférica de bióxido de carbono pasó de 280 a 376 
partes por millón (ppm). De acuerdo con el Panel lntergubernamental sobre 
Cambio Climático (IPCC), el principal organismo científico en esta materia, ese 
aumento de 32% no tiene precedentes en los últimos 20 000 años (Houghton 
et al., 2001 ). 

Como resultado, en el último siglo la temperatura promedio de la super­
ficie terrestre aumentó 0.6ºC. Se proyecta que la temperatura promedio au­
mente entre 1.4 y 5.8ºC para el año 2100. Este aumento sería más pronun­
ciado en las latitudes más altas, y traerá aparejada una mayor variabilidad 
climática, con eventos meteorológicos más volátiles y frecuentes. Es posible 
que el nivel de los océanos aumente a medida que se lleva a cabo una expan­
sión térmica y que los glaciares y grandes bloques de hielo se derritan. El im­
pacto sobre la agricultura, los asentamientos costeros (e isleños) y sobre la 
biodiversidad será muy severo, lo que representa una gran amenaza para la 
humanidad. 

Deterioro de ecosistemas. El efecto acumulado del deterioro ambiental que se ha 
llevado a cabo en los últimos 100 años se encuentra sintetizado en el desgaste 
de los ecosistemas en todo el mundo, desde los bosques y tundras hasta los hu-
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medales y sistemas costeros. Uno de los rasgos más preocupantes del desgaste 
ambiental global es la reducción en la capacidad de los ecosistemas para pres­
tar los servicios de regulación y aprovisionamiento que son tan vitales para el 
bienestar humano (Millenium Ecosystem Assessment, 2005). En los últimos 50 
años los seres humanos han transformado muchos ecosistemas del planeta más 
rápida e intensivamente que durante cualquier otro periodo comparable. En 
buena medida, esos cambios se hicieron para responder a la demanda crecien­
te de alimentos, agua, madera y energía. Pero hoy día, los ecosistemas más im­
portantes del planeta han perdido su capacidad de prestar los servicios de re­
gulación y de aprovisionamiento que son fundamentales para el bienestar 
humano .. 

De los 24 ecosistemas estudiados por el Millenium Ecosystem Assessment 
(MEA), 15 han sido deteriorados o usados más allá de su capacidad de recupe­
ración. El costo implícito en la pérdida o el deterioro de estos ecosistemas es di­
fícil de medir, pero es significativo y, además, está aumentando. Algunos de es­
tos costos están siendo soportados de manera desigual por distintos grupos 
sociales. En especial, el costo pesa más sobre los grupos más desfavorecidos y 
eso hace más difícil el combate contra la pobreza. Finalmente, esta situación 
hace que el deterioro de los ecosistemas sea uno de los obstáculos más impor­
tantes para alcanzar las metas sobre desarrollo del milenio. 

Normalmente, los cambios en los ecosistemas se presentan de manera gra­
dual. Sin embargo, el estudio del MEA revela que ha aumentado la probabilidad 
de que se presenten cambios no lineales en los ecosistemas, y las consecuencias 
pueden ser muy importantes para el bienestar humano. Esos cambios son al­
teraciones abruptas y con aceleración creciente, frecuentemente con efectos 
irreversibles. Una vez que se alcanza y rebasa un umbral, los cambios son cua­
litativos y muy difíciles de prever. El ejemplo más claro se encuentra en el co­
lapso de pesquerías, pero ese tipo de comportamiento también se puede apre­
ciar en ecosistemas costeros, bosques tropicales o en cambios climáticos a escala 
regional. La carga sobre la superficie boscosa y los acuíferos del mundo es es­
pecialmente onerosa y deberá ser regulada en el futuro inmediato de manera ri­
gurosa para evitar que el peligro de estos cambios se incremente. 

IV. CRECIMIENTO EN UN MUNDO DE RECURSOS FINITOS 

IV.l. En dos importantes trabajos, el Premio Nobel Simon Kuznets (1955, 
1963) analizó la experiencia de varios países después de la segunda guerra 
mundial y concluyó que en las primeras etapas de desarrollo de una economía 
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puede presentarse un incremento de la desigualdad social por la concentración 
del ingreso. Pero al mantenerse el crecimiento económico esa desigualdad dis­
minuye. La idea de que puede existir una relación análoga entre crecimiento y 
calidad del medio ambiente surgió de los trabajos de Selden y Song (1994), 
Shafik y Bandyopadhyay (1992) y Grossman y Krueger (1994). 

Hoy proliferan los estudios sobre la existencia de una curva en forma de 
U invertida que pretende explicar cómo en las primeras fases del crecimiento 
aumenta el deterioro ambiental, pero a partir de un umbral en el ingreso per 
cápita (por ejemplo, cuando se alcanzan los 8 000 dólares per cápita) el creci­
miento continuo conduce a una reducción en el deterioro y a una mejora am­
biental significativa. Esta construcción ha sido bautizada como la curva am­
biental de Kuznets (EKC, por sus siglas en inglés). 

La EKC invierte los términos del debate: no sólo no existe un problema de 
límites al crecimiento (como lo sostenían los informes al Club de Roma), sino 
que el crecimiento sería el camino para lograr la conservación y la salud del 
medio ambiente. Y en la medida en que la globalización supuestamente pro­
mueve el crecimiento, los promotores de la apertura comercial y financiera in­
sisten en que se trata de un proceso favorable para el medio ambiente (así co­
mo para una mayor justicia social). Una serie de estudios basados en la 
construcción de la EKC ha buscado demostrar que efectivamente existe esa re­
lación benigna entre crecimiento y medio ambiente. Sin embargo, las cosas no 
son tan sencillas. 

La noción de la curva ambiental de Kuznets considera el medio ambiente 
como un bien normal: al aumentar el ingreso, aumenta su demanda. La idea 
de la EKC está basada en el supuesto de que, al iniciarse el crecimiento, la eco­
nomía de un país pasa por una transformación estructural en la que la agricul­
tura es reemplazada por la industria pesada (intensiva en emisiones de conta­
minantes). Si no existieran cambios estructurales a medida que avanza el 
proceso de crecimiento, el efecto del aumento en la escala de producción con­
duciría al deterioro ambiental. Pero cuando el crecimiento conduce a cambios 
en la tecnología y a un sesgo a favor de industrias más intensivas en informa­
ción (con menores emisiones de contaminantes), el deterioro ambiental se de­
tiene e incluso se revierte. 

Todo eso parece razonable. Pero hay varios problemas en esta construc­
ción. 16 El primero es que el medio ambiente es multidimensional y, por lo tan-

16 El análisis estadístico sobre la EKC deja mucho que desear. La mayor parte de los estudios 
supone que si los coeficientes de las regresiones son significativos y tienen los signos esperados, 

existe la relación de la EKC. Las críticas a las técnicas utilizadas se pueden encontrar en Stern 
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to, no es posible tratarlo como si fuera un solo bien. Para algunas dimensiones 
del medio ambiente, por ejemplo la contaminación atmosférica, el deterioro am­
biental puede comportarse tal y como lo sugiere el modelo implícito en la curva. 
Pero esta evolución podría coexistir con un mayor deterioro en otras dimensio­
nes, por ejemplo en la erosión de suelos o la sobreexplotación de acuíferos. Aun­
que las técnicas econométricas permiten llevar a cabo un análisis multivariable, 
el problema permanece sin solución, pues en algunas dimensiones puede presen­
tarse una mejora, mientras que en otras puede observarse un mayor deterioro. 

El segundo problema es que la EKC supone que todos los problemas am­
bientales no se acumulan y que son reversibles. Es cierto que el in:cremento de 
agentes contaminantes en la atmósfera de las grandes ciudades o en un río pue­
de controlarse (aunque a veces con un grandísimo esfuerzo y políticas muy se­
veras aplicadas de manera agresiva), pero eso no puede decirse de los procesos 
de erosión de suelos, destrucción de hábitats naturales o extinción de especies. 
En la erosión de suelos el horizonte temporal para la restauración es muy lar­
go, a veces del orden de miles de años. Los procesos de reforestación pueden 
llevarse a cabo en un tiempo rawnable, pero las especies que habitaban el bos­
que primario no necesariamente retornarán. La destrucción de hábitat, las ta­
sas de extracción de animales y de plantas, así como la cacería, conducen a pro­
cesos de extinción que son irreversibles. Por ejemplo, la pérdida de recursos 
genéticos que acompaña la destrucción de un bosque tropical húmedo repre­
senta un quebranto sin reparación alguna, no importa cuál sea el ingreso per 
cápita alcanzado por una sociedad. 

En resumen, cuando el deterioro ambiental es irreversible, el mismo pro­
ceso que conduciría a demandar una mejor calidad en el medio ambiente im­
pide que los ecosistemas pudieran satisfacer esa demanda. De hecho, como la 
curva EKC es una curva promedio y no marginal, los contaminantes se siguen 
acumulando aun después de haberse rebasado el umbral del ingreso per cápita 
a partir del cual las cosas deberían mejorar (Tisdell, 2001). En ese caso, pare­
ce difícil que los países subdesarrollados logren mejorar la calidad ambiental 
mediante un proceso que primero destruye el medio ambiente para crecer y 
después permita "pagar para restaurar el entorno natural". 

(2004) y Perman y Stern (2003). La conclusión del primero de estos trabajos es tajante: "La evi­

dencia presentada muestra que el análisis estadístico en el que está basada la EKC no es robusto. 

Hay pocas evidencias de un sendero en forma de U invertida seguido por los países a medida que 

aumenta su ingreso. Puede existir una relación en forma de U invertida entre concentraciones ur­

banas de algunos contaminantes y el ingreso, aunque eso debe ser analizado con mérodos de se­

ries de tiempo o datos de panel más rigurosos. Parece poco probable que la EKC sea un modelo 

adecuado sobre emisiones o contaminantes". 
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La literatura sobre la EKC supone también que el catálogo de contaminan­
tes permanece constante a lo largo del proceso de crecimiento. Este supuesto 
es inconsistente con el planteamiento medular de la curva ambiental de Kuz­
nets. Después de todo, el cambio estructural que subyace en la EKC es lo que 
permite concebir la reducción de emisiones. Pero el cambio estructural trae 
aparejado cambios en las emisiones y en los contaminantes. Eso significa que, 
en algunos casos, los contaminantes que son eliminados pueden ser reempla­
zados por nuevos agentes, como carcinógenos químicos o algunos reactivos 
que se originan en otros productos. Los contaminantes viejos pueden ser eli­
minados, pero también pueden ser reemplazados por otros nuevos y el impac­
to neto sobre el medio ambiente resulta difícil de medir. En ese caso, la supues­
ta EKC nunca llegaría a adoptar la forma de una U invertida. 

Además, el aparato conceptual de la EKC se limita a mediciones con indi­
cadores locales del desempeño ambiental de la economía. Por ejemplo, mide la 
evolución de bióxido de azufre (so2) que es producido localmente a lo largo del 
tiempo y tomando en cuenta el ingreso per cápita. Pero no toma en cuenta la 
producción de so2 asociada a productos consumidos localmente. Desde ese 
punto de vista, la curva de Kuznets es deficiente porque no considera el desem­
peño ambiental total de una economía, es decir, el que estaría reflejado en las 
emisiones y el daño ambiental incorporado en los productos (importados) que 
consume. Es posible que algunos países desarrollados reduzcan sus emisiones 
al trasladar a países en vías de desarrollo las actividades más contaminantes. La 
huella ecológica de esos países ricos seguiría siendo desmedida y el efecto glo­
bal seguiría siendo negativo. Más adelante regresaremos a este tema al exami­
nar los estudios sobre el balance de las emisiones de bienes importados. 

El tercer problema es que, aun si la relación convencional que supone la 
EKC fuera una realidad, la gran mayoría de los países en vías de desarrollo ha es­
tado creciendo a tasas muy lentas. Esto significa que se han acercado de mane­
ra muy lenta a la cresta de la EKC, es decir, a la fase en la que hay mayor deterio­
ro ambiental. De hecho, el ingreso per cápita para el cual comienza a disminuir 
el deterioro ambiental encontrado en algunos estudios sobre la EKC es mucho 
más alto que la mediana del ingreso per cápita en el mundo. Eso quiere decir 
que la degradación ambiental a escala global va a permanecer en niveles muy al­
tos por muchos años. Además, las crisis económicas hacen todavía más lento el 
paso por la cresta de la curva y alargan el tiempo en el que la presión es mayor 
sobre los recursos naturales y el medio ambiente. 

IV.2. El debate sobre crecimiento y sustentabilidad también ha de colocarse en 
la esfera del comercio internacional. La teoría económica del comercio interna-
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cional parte del supuesto de que la apertura comercial conduce a una situación 
positiva para todos los participantes y, por esa razón, promueve el crecimiento 
económico. Si existiera la curva ambiental de Kuznets, eso llevaría a una mejo­
ría en el medio ambiente. Además, la apertura comercial podría ser benéfica pa­
ra el medio ambiente porque los agentes pueden importar tecnologías más lim­
pias y eficientes. Desde esa perspectiva, la Organización Mundial de Comercio 
concluye que las regulaciones ambientales no deben estorbar o perturbar el co­
mercio internacional. Nuevamente, las cosas no son tan sencillas. 

Para empezar, la relación entre apertura comercial y crecimiento económi­
co no es tan clara como se pretende. Es cierto que hay estudios (Dollar, 1992; 
Frankel y Romer, 1999) que encuentran una correlación positiva. De ahí sepa­
sa a concluir que si la globalización favorece el crecimiento, entonces la aper­
tura comercial y financiera es la clave para resolver los problemas ambientales. 
Sin embargo, los datos no confirman el vínculo entre globalización y creci­
miento, y hay muchos análisis que cuestionan esta relación (la mejor referen­
cia es Maddison, 2001). Ciertamente la experiencia de la economía mexicana 
en los últimos 15 afios es evidencia de que la apertura comercial no necesaria­
mente garantiza mayor crecimiento. Representa un caso ejemplar de una ex­
pansión espectacular del sector exportador que coexiste con un estancamiento 
letárgico en lo que toca a la economía en su conjunto. La explicación es senci­
lla: el sector exportador se encuentra básicamente desconectado del resto de la 
economía. 

Pero, independientemente de la discusión sobre si el libre comercio con­
duce al crecimiento o no, hay otra dimensión de la problemática entre comer­
cio y medio ambiente que es importante. tomar en consideración. Existe la po­
sibilidad de que mediante los flujos de comercio y de la inversión extranjera 
directa se lleve a cabo un desplazamiento de costos ambientales. Esto podría 
suceder, por ejemplo, si los países industrializados y ricos importaran más bie­
nes de sectores intensivos en contaminación y degradación ambiental de los 
que exportan. Desde la perspectiva de los países subdesarrollados, las exporta­
ciones de bienes intensivos en emisiones y degradación ambiental (BIDA) cons­
tituirían una forma de especialización perversa, si bien correspondería perfec­
tamente con la noción de ventajas comparativas de la versión nai've de la teoría 
neoclásica del comercio internacional. Los precios de los productos que corres­
ponden a la categoría BIDA (por ejemplo, la extracción y el procesamiento de 
materias primas) han permanecido rezagados frente a los demás precios, y eso 
explica en buena medida el deterioro de los términos de intercambio encontra­
do en Ocampo y Parra (2003). La pérdida de ingresos ocasionada por el dete­
rioro de los términos de intercambio es compensada con una mayor cantidad 
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ofrecida en el mercado internacional. Ocurre lo mismo cuando la carga por el 
servicio de la deuda es demasiado fuerte. En ese caso, los países exportadores 
pueden malgastar sus activos en recursos naturales para pagar cargas financie­
ras sin construir una transición hacia otro estadio de desarrollo. 

Desafortunadamente, la especialización en estas ventajas comparativas 
"estáticas" no facilita por lo general la transferencia de capacidades tecnológi­
cas hacia sectores en los que la productividad crece más rápido (y que están más 
alejados de la base de recursos naturales). Tampoco hace accesible el camino a 
la diversificación en sectores más dinámicos en cuanto a cambios tecnológicos. 
Este tipo de procesos revela que la especialización y el "aprovechamiento" de las 
oportunidades que ofrecen las ventajas comparativas no siempre tienen el mis­
mo efecto sobre las opciones futuras para el desarrollo. Los países que se espe­
cializan en las ventajas comparativas menos dinámicas pueden acabar encerra­
dos en el callejón sin salida del estancamiento perenne (Muradian y Martínez 
Alier, 2001 :287). La especialización es perversa porque no permite escapatoria 
fácil. La proyección para el largo plazo no es brillante porque los daños en el 
medio ambiente pueden ser considerables e irreversibles. 

Este riesgo es ampliamente reconocido en la literatura especializada, pero 
existen pocos trabajos empíricos que permitan pronunciarse sobre esta posibi­
lidad. Para examinar estas consideraciones, el estudio de Muradian y Martínez 
Alier (2001) analizó los flujos de importaciones de 11 países ricos (Alemania, 
Dinamarca, España, Estados Unidos, Francia, Holanda, Irlanda, Italia, Japón, 
Reino U nido, Suecia) provenientes de países subdesarrollados entre 1971-197 6 
y 1991-1996, para los productos de sectores más intensivos en contaminación 
y deterioro ambiental. Lo primero que muestra el cuadro 2 es que hay un de­
terioro notable en los precios de estos productos en las últimas dos décadas. 17 

El exceso de oferta también puede incidir en esto ya que los países pobres bus­
can compensar la pérdida de ingreso por los bajos precios con aumentos en las 
cantidades exportadas. 

El cuadro muestra también que, en general, no existe una desvinculación 
en términos físicos entre el crecimiento en los países ricos y las importaciones 
de recursos naturales no renovables. Es decir, el crecimiento en los países ricos 
coincide con un aumento en el consumo de recursos no renovables provenien­
tes de los países subdesarrollados. La hipótesis de la "dematerialización" de la 
producción por el auge de las industrias intensivas en información no se ve 
apoyada por estos datos. 

17 Esos datos concuerdan con las conclusi'.mes del trabajo de Ocampo y Parra (2003). 
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Cuadro 2. Cambios en los flujos de comercio Norte-Sur 
de recursos naturales no renovables en peso y en precios entre 

1971-1976 y 1991-1996 

% de cambio 

Productos Peso Precios (U.S. dólares 1987) 

Aluminio 660 -12 
Hierro en bloques 306 -26 
Hierro y acero (perfiles) 238 -31 
Productos derivados del petróleo 230 -21 
Níquel (aleaciones) 196 -22 
Gas (natural y producido) 128 10 
Zinc 87 -35 
Mineral de cobre 70 -52 
Cobre (aleaciones) 32 -35 
Bauxita 30 71 
Estaño (aleaciones) 12 -63 
Plomo 9 -46 
Mineral de zinc 8 -45 
Mineral de níquel -3 -46 
Mineral de hierro -10 -32 
Mineral de plomo -10 -34 
Petróleo crudo -12 -10 
Fertilizantes -51 -17 
Mineral de estaño -97 22 
Fuente: Muradian y MartínezAlier (2001). 

El cuadro revela además que las importaciones de los productos semipro­
cesados crecieron mucho más que las de materias primas no procesadas. Eso 
quiere decir que hay un movimiento hacia las exportaciones de un mayor va­
lor agregado en los países subdesarrollados, lo que permitiría pensar que se es­
tán saliendo de la trampa de las ventajas comparativas estáticas y de baja pro­
ductividad. Aunque ésa es una posibilidad, también es cierto que la carga de 
deterioro ambiental que tienen que sobrellevar esos países subdesarrollados es 
muy fuerte porque, además de las actividades extractivas, tienen que soportar 
el gravamen ambiental del procesamiento inicial. Con frecuencia, esas fases del 
proceso productivo son más intensivas en el uso de energía y agua, y por eso 
las emisiones y los efluentes son más pesados. 

El costo ambiental de las exportaciones en estos casos puede ser más alto 
en los países en vías de desarrollo debido a que pueden tener instituciones me­
nos eficientes para aplicar una normatividad más estricta. Por otra parte, la ne­
cesidad de cerrar la brecha de divisas es un incentivo para relajar las normas so-
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bre salud ambiental y para dejar un mayor grado de libertad a las empresas ex­
portadoras. Finalmente, es posible que en los países más pobres el valor cuan­
tificado de las externalidades negativas sea menor y no refleje el verdadero cos­
to a largo plazo del deterioro ambiental. 

Es posible identificar la huella ecológica de cada uno de los productos in­
tercambiados en los mercados internacionales. Pero el ejercicio no es fácil por 
la dificultad de seguir la traza de las emisiones de gases tóxicos y de efecto in­
vernadero; de los efluentes de solventes y líquidos abrasivos; de la destrucción 
de paisajes y hábitats de especies amenazadas o en peligro de extinción debido 
a la expansión de la frontera agrícola; del cambio de temperaturas en estuarios, 
lagunas y otros cuerpos de agua; del abatimiento de los mantos freáticos, o de 
la salinización de tierras de cultivo. Lo mismo puede decirse de la evaluación 
de los costos de este tipo de procesos. Pero una vez que se ha cuantificado el 
costo, ¿cómo asegurar que quien provoca ese deterioro ambiental pague? Sin 
duda, para internalizar los costos ambientales será necesario algún tipo de in­
tervención pública. 

¿Qué sucede cuando se conjuga el análisis en términos de la curva ambien­
tal de Kuznets con el estudio de los términos de intercambio ambiental? En 
principio, los resultados de la EKC pueden revertirse porque el efecto neto po­
dría empeorar el desempefio ambiental de una economía. Pero hay que sefia­
lar que no existe una respuesta clara porque sencillamente no se ha hecho un 
estudio de esta naturaleza. El trabajo más interesante es el de Muradian, 
O'Connor y Martínez Alier (2001), en el que miden el balance de emisiones 
incorporadas en el comercio internacional (BEET, por sus siglas en inglés) para 
18 países industrializados y su comercio con el resto del mundo y con los paí­
ses en vías de desarrollo. El análisis se llevó .a cabo utilizando la base de datos 
IPPS del Banco Mundial, que combina datos sobre producción industrial y con­
taminación, a partir de lo cual se pueden calcular coeficientes de intensidad de 
contaminación para muchas ramas de la industria. Los datos se presentan en 
términos de coeficientes de emisiones por unidad de producto en valor; para 
reducir distorsiones, Muradian et al. recalcularon los coeficientes para presen­
tarlos en función del volumen (peso) del producto industrial en cada rama. 18 

18 La transformación se hizo para 11 de los sectores más intensivos en contaminación: acei­

tes y grasas; acabado de pieles; calzado; pulpa, papel y cartón; química industrial; refinación de 

petróleo; pintura, barnices y lacas; hierro y acero; metales no ferrosos; jabones y detergentes; per­

fumes y cosméticos; resinas sintéticas, y plásticos. Los coeficientes de intensidad de contamina­

ción fueron estimados para cinco agentes importantes: bióxido de azufre (502), bióxido de ni­
trógeno (N02), monóxido de carbono (CO), compuestos orgánicos volátiles, partículas finas y 
el total de parúculas suspendidas. 
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Finalmente, la contaminación incorporada en el comercio se calculó con los 
coeficientes modificados y los datos en volumen sobre importaciones y expor­
taciones de las Naciones Unidas. Las mediciones se hicieron para los años 
1976, 1979, 1984, 1987, 1990 y 1994. Los países para los cuales se llevó a ca­
bo este ejercicio fueron los siguientes: Alemania, Austria, Bélgica, Dinamarca, 
España, Estados Unidos, Finlandia, Francia, Grecia, Holanda, Irlanda, Italia, 
Japón, Noruega, Portugal, Reino Unido, Suecia y Suiza. 

En ese trabajo se calculó el balance de emisiones incorporadas de la si­
guiente manera: 

(Elm) - (El) = BEET 

en donde Elm y Elx son las emisiones incorporadas en las importaciones y expor­
taciones respectivamente. Cuando se tiene BEET > O, las emisiones incorporadas 
en las importaciones de bienes son mayores que las emisiones incorporadas en 
las exportaciones de ese país. En ese caso, se dice que hay un desplazamiento de 
costos ambientales hacia el exterior del país. 

Los resultados muestran que Estados Unidos mantuvo un desplazamien­
to ambiental para todo el periodo y en todos los contaminantes considerados. 
En el caso de S02, N02 y CO, en los primeros años del estudio el desplaza­
miento es alto y después parece disminuir, pero para los últimos años vuelve a 
incrementarse. Japón también presenta un desplazamiento para casi todos los 
años del estudio. Para Europa, la evolución del balance de los contaminantes 
parece seguir la forma de una U invertida. En general, la forma de las curvas 
para Estados Unidos y Japón está influida por cambios en la estructura de los 
flujos de comercio. En especial, el balance para el bióxido de azufre se ve afee~ 
tado por variaciones en las importaciones y exportaciones de petróleo, hierro 
y acero, y de productos metálicos no ferrosos. 

Los datos permiten calcular el balance de los términos de intercambio am­
biental: 

[::;:]x 100 = ETT 

en donde EEPx y EEP m son las presiones ambientales incorporadas en las ex­
portaciones y las importaciones respectivamente. Si eX.iste un desplazamiento 
hacia los países menos desarrollados de actividades intensivas en contamina­
ción (o en "medio ambiente"), el índice EIT de un país rico debería mostrar 
una tendencia decreciente a lo largo del tiempo. Los datos revelan que en el caso 
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de Estados Unidos, con la excepción de partículas finas, hay un desplazamien­
to de costos ambientales hacia los países en vías de desarrollo, pero que ese des­
plazamiento está disminuyendo. En el caso de Europa, la tendencia es distin­
ta para la mayoría de los contaminantes. Es decir, existe evidencia de un 
desplazamiento de costos ambientales hacia países en vías de desarrollo. Y el caso 
de Japón es similar al de Europa. 

Este tipo de análisis demuestra que el esquema de la curva ambiental de 
Kuznets no es suficiente para capturar la compleja relación existente entre de­
sarrollo y medio ambiente. En el siguiente apartado examinamos otro tipo de 
consideraciones que son particularmente relevantes para este debate. Con ellas 
se cierra el círculo que va desde la discusión sobre los límites al crecimiento 
hasta el ideal del desarrollo sustentable. 

IV.3. En el análisis de la curva ambiental de Kuznets existe una gran falacia al 
asimilar el crecimiento con el bienestar. Eso es erróneo por muchas razones. En 
primer lugar, si comparamos varios países según el nivel del PIB per cápita, no 
siempre el indicador más alto será el mejor. Habría que tomar en cuenta otras 
dimensiones del desarrollo, por ejemplo, la desigualdad social, el agotamiento 
de los recursos naturales o el deterioro ambiental. En segundo lugar, el creci­
miento tiene un costo y, si lo tomamos en cuenta, puede ser que lo que parez­
ca crecimiento sea simplemente una ilusión que oculta varios problemas serios 
en el mediano y largo plaw. Examinemos estos dos aspectos del problema con 
el fin de vincular la discusión sobre límites al crecimiento con la noción de de­
sarrollo sustentable. 

El sesgo que demuestran casi todos los economistas a favor del crecimien­
to está basado en dos características importantes de la teoría y la política eco­
nómicas. La primera tiene que ver con la medición de los costos del crecimien­
to. La segunda se relaciona con la noción de escasez y con características más 
profundas de las economías capitalistas. 

La medida estándar del grado de actividad de una economía es el produc­
to nacional bruto o el producto interno bruto. Esas medidas pretenden dar 
cuenta de la actividad de producción en un periodo determinado. Las cuentas 
nacionales pueden complementar el panorama con una visión un poco más de­
tallada de los flujos de producción, consumo e inversión. La balanza de pagos 
complementa el panorama con una contabilidad sobre flujos de comercio, in­
versión y capital financiero entre países. Pero en el primero de esos sistemas 
contables hay varias inconsistencias que son arrastradas a los otros sistemas. La 
más grave es que no se toman en cuenta (literalmente) el desgaste y agotamien­
to de los recursos naturales, ni el deterioro ambiental. 
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Si un país tala todos sus bosques, lleva al colapso una pesquería, agota la 
fertilidad de sus suelos; si la industria contamina sus acuíferos, todo eso con­
tribuirá a hacerlo más pobre. Sin embargo, las cuentas nacionales, la medición 
del PIB y la balanza comercial sólo registrarán el valor de la madera, de la cap­
tura de pescado, del producto agrícola y del producto industrial como aporta­
ciones positivas para el PIB. Utilizando ese sistema contable, una economía pue­
de recorrer un sendero equivocado y descubrir, más temprano que tarde, que 
se ha empobrecido al liquidar toda su base de recursos naturales y que el dete­
rioro ambiental le ha cerrado el camino al futuro. 

En la contabilidad estándar no se distingue la contribución al PIB de fabri­
car misiles o bombarderos de la de construir hospitales o producir más alimen­
tos; o entre el costo de limpiar el desastre ambiental del Bacon Valdez y el cos­
to de un programa de desarrollo comunitario. Todo eso forma parte del PIB. El 
mensaje es claro: el crecimiento no es sinónimo de bienestar y, de hecho, pue­
de significar empobrecimiento cuando se acompaña de deterioro ambiental. 

Una aproximación al problema ha consistido en estimar el valor de la de­
preciación de lo que ha sido denominado por algunos el capital natural, y res­
tarlo de la medida del PIB. Esta analogía entre la base de recursos naturales y los 
activos de una empresa o un agente económico cualquiera rinde percepciones 
inesperadas sobre lo que es el proceso de crecimiento y la contabilidad que de­
biera acompañarlo. Las ideas centrales de este procedimiento han sido presen­
tadas por muchos autores (Repetto. 1989; Daly y Cobb, 1994; Max-Neef, 
1995; El-Serafy, 1989 y 1997) y en la actualidad son aplicadas (con mayor o 
menor apoyo oficial) en muchos países. 

Siguiendo esta metodología, cuando se resta el valor de la depreciación de 
los activos producidos (maquinaria, equipo y edificios) de la medida del PIB se 
obtiene el producto interno neto (PIN). Cuando se resta el valor del desgaste y 
deterioro de la base de recursos naturales y el medio ambiente se obtiene el 
producto interno neto ajustado (PINA), que permite dar una idea más certera 
sobre la calidad del crecimiento y las perspectivas a largo plaw de una econo­
mía. Un ejemplo de este enfoque se encuentra en Winter (1995), quien revisó 
las cuentas nacionales con los criterios mencionados y no encontró relación al­
guna entre crecimiento económico y exportaciones en el caso de países africa­
nos especializados en el comercio de recursos naturales no renovables. Para el 
caso de México, el sistema de cuentas nacionales ajustadas por el agotamiento 
de la base de recursos naturales y el desgaste ambiental revela que el PINA fue 
23% inferior al PIB estándar (INEGI, 2005). 

Por su parte, el Banco Mundial ha elaborado un índice de ahorro genui­
no que busca determinar la parte del ingreso nacional que es ahorrada para el 
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futuro, tomando en cuenta el agotamiento de los recursos naturales y las nue­
vas adiciones al acervo de capital (Hamilton y Clemens, 1997). Para cualquier 
país, el indicador de ahorro genuino puede servir de manera más fiel para de­
terminar si se está en presencia de un caso de sustentabilidad o si se está co­
rriendo el riesgo de hipotecar el futuro de una economía. 

Desafortunadamente, este indicador parte de un supuesto de sustentabi­
lidad débil en el que el capital producido puede reemplazar por completo al ca­
pital natural. En ese caso, hay sustentabilidad cuando la suma de ambas clases 
de capital es, por lo menos, constante en el tiempo. Eso implica que el ahorro 
(genuino) es igual o superior a la depreciación del capital producido y del ca­
pital natural. El punto de partida de esta condición es que al irse agotando los 
recursos naturales (por ejemplo, un yacimiento de petróleo) la economía esta­
ría invirtiendo una cantidad equivalente al valor de esos recursos en otras for­
mas de capital (por ejemplo, tecnología de energía solar o nuclear). De hecho, 
no importa que el capital se encuentre en la misma rama o sector de la produc­
ción. El supuesto de sustentabilidad débil no reclama la fungibilidad de las for­
mas físicas del capital, pues se limita a pedir que, en términos de valor, el capi­
tal total permanezca {por lo menos) constante. En otros términos, la 
sustentabilidad débil es compatible con una situación en la que se puede des­
truir un bosque para abrir nuevas tierras al cultivo, siempre y cuando la conta­
bilidad aplicada permita conservar el valor del bosque. 

Éste es un supuesto inaceptable. Primero, porque cuando el valor de un 
lote de maquinaria pesada es equivalente al valor (estimado) de una pra:dera o 
de un humedal, eso no significa que los dos activos sean reemplazables. Esa vi­
sión es ingenua y puede acarrear problemas profundos de viabilidad de un sis­
tema económico en el largo plazo. Por otra parte, si calculamos el valor de los 
recursos naturales (y el costo de su agotamiento) a precios corrientes que tien­
den a ser bajos, se estaría subestimando ese componente de los costos del PIB y 
podría ser compensado fácilmente con un ahorro en otros sectores. Todo el 
sentido del indicador estaría distorsionado. 19 

Aunque el modelo de Límites al crecimiento no coloca su análisis en térmi­
nos de lo que ahora se denomina desarrollo sustentable, se puede argumentar 
que su supuesto fundamental es que la elasticidad de sustitución entre la base 

19 Muradian y MartínezAlier (2001) citan el estudio de Pearcey Atkinson (1993) que con­

cluye, con un criterio de sustentabilidad débil, que el desarrollo en el mundo es sustentable. Pa­

ra Muradian y Martínez Alier esa visión se deriva del hecho de que hay un ahorro neto descomu­
nal en los países ricos que compensa el agotamiento del capital natural en todo el mundo. Eso 

difícilmente puede clasificarse como desarrollo sustentable. 
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de recursos y el capital producido por el ser humano es nula. Es decir, el mode­
lo descansa en un supuesto de lo que hoy se denomina sustentabilidad fuerte. 
De acuerdo con este supuesto, la destrucción de la base de recursos naturales, 
ya sea de ecosistemas que prestan servicios de regulación o de aprovisionamien­
to, no puede reponerse o compensarse con un acervo de capital producido por 
el ser humano. 

El supuesto de sustentabilidad fuerte implica que, por ejemplo, cuando un 
bosque es talado en una región, sus servicios sólo pueden mantenerse si en otra 
región se planta o se invierte en la conservación de una zona boscosa equiva­
lente. Y en cuanto a los recursos naturales no renovables, los yacimientos de pe­
tróleo o de carbón pueden irse agotando únicamente si son reemplazados con 
fuentes de energía de la misma capacidad. 

El modelo LAC se introduce en esta discusión asumiendo que los límites fí­
sicos de la disponibilidad de recursos son una realidad y una restricción con 
que la humanidad tiene que vivir; por ende, la posibilidad de crecer ad in.fini­
tum está vedada. En realidad, esta visión sobre los recursos naturales es análo­
ga a la noción de sustentabilidad fuerte (aunque se permite algo de sustitución 
entre algunos componentes de la base de recursos naturales). Es evidente que 
una combinación juiciosa de los criterios de sustentabilidad débil y fuerte es lo 
único que en el largo plazo permitirá acercarnos al desarrollo sustentable. 

Aun así, será necesario responder a la interrogante implícita en todo este 
recorrido que tomó como punto de partida el modelo LAC. ¿Qué hacer con el 
crecimiento? ¿Es indispensable el crecimiento para garantizar el bienestar de los 
seres humanos en este planeta? Quizá en esa pregunta se conjugan los dilemas 
más importantes de la humanidad al inicio del siglo XXI. 

En términos generales, el crecimiento económico se ha convertido en si­
nónimo de riqueza y bienestar. Ésa es una idea difundida en casi todos los li­
bros de texto de economía. Ya vimos cómo esa asimilación carece de sustento 
cuando la contabilidad no es adecuada. Los mismos libros de texto enseñan 
que el crecimiento debería detenerse cuando los beneficios marginales son 
iguales a los costos marginales. Es obvio que cuando se incrementan los costos 
marginales del crecimiento físico y disminuyen los beneficios marginales el cre­
cimiento más allá de la intersección de las curvas resultará irracional. Pero co­
mo no existe una contabilidad de los costos del PIB, los economistas se instalan 
en lo que Daly (1991) ha bautizado como la manía del crecimiento: hay que 
crecer para salir de todos los problemas, de la pobreza y la escasez, hasta del de­
terioro ambiental.2º 

20 Daly remata preguntando: "¡dejaremos de crecer cuando los costos superen los benefi-
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Pa:ra Daly y Cobb ( 1994) el sesgo procrecimiento debe ser reemplazado por 
un estado estacionario en el que se reduzca el nivel de "transumo" (throughput, 
la capacidad del sistema para procesar materiales y energía, y convertirlos en de­
sechos durante la producci6n de bienes y servicios), se aumente el bienestar de 
cada persona y se alcance un nivel estacionario en la poblaci6n total. En el fon­
do, la medida del PIB es una medida de transumo y buscar incrementarlo es la 
receta para un desastre en el futuro. En una economía de estado estacionario el 
acervo de capital físico y la poblaci6n se mantienen constantes (Urquidi, 1994), 
con tasas de depreciaci6n bajas y tasas de natalidad (y de mortalidad) bajas; eso 
conduce a la longevidad de los activos físicos y de la poblaci6n en una sociedad 
que reduce de manera significativa su impacto sobre el medio ambiente. 

Según Daly, esta manía del crecimiento proviene de un sesgo ideol6gico. 
Si se siguiera una contabilidad estricta se separarían los costos de los beneficios, 
pero eso conduciría a aceptar que existe un punto más allá del cual el creci­
miento ya no es 6ptimo {o en otros términos, el crecimiento cero sería 6pti­
mo). Esa idea es inaceptable en una sociedad en la que existe una concentra­
ci6n del producto anual y de los derechos de propiedad sobre la tierra y el 
capital, y en la cual la tecnología tiene siempre un sesgo intensivo en c.tpital. 
En esa sociedad, el pleno empleo con un salario adecuado necesita de un alto 
grado de demanda agregada, lo que requiere una inversi6n neta muy elevada 
para compensar aún más los ahorros que hacen posible la concentraci6n del in­
greso. La alta inversi6n neta significa crecimiento. 

Pero esta explicaci6n no es totalmente convincente, sobre todo porque el ob­
jetivo de pleno empleo no forma parte de la naturaleza de las economías capita­
listas. Eso tampoco explica por qué la inversi6n como proporci6n del PIB cay6 de 
6 a 3% en las economías de la OCDE entre 1950-1970 y 1970-2000. La verdade­
ra raz6n por la cual esas economías necesitan crecer no es simplemente ideol6gi­
ca y depende más de su peculiar forma de organizar la producci6n y el consumo. 

El análisis de Marx (1980:366) sobre la competencia entre los capitalistas 
permite una visi6n diferente. La premisa es que el capital no puede existir si­
no como fracciones que constituyen, cada una, un centro privado de acumu­
laci6n de capital. La competencia intercapitalista es el proceso mediante el cual 
se imponen entre sí las leyes del capital. Por eso la competencia "no es otra cosa 
que la naturaleza interna del capital". En esa competencia las fracciones indi­
viduales del capital no pueden dejar de crecer so pena de desaparecer.21 

dos?". Su respuesta es interesante: lo más probable es que no sea así porque la reducción en el bie­
nestar va a ser atribuida a la escasez de productos y eso sólo se resuelve con más crecimiento. 

21 Este punto no ha sido bien entendido por la gran mayoría de los autores marxistas. En 
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En esa lucha fratricida los capitales individuales utilizan todas las armas 
que les es posible emplear. El cambio tecnológico es una de esas armas, como 
bien ha reconocido Baumol (2004) al atribuirle a Marx la tesis central de su úl­
timo libro: "Bajo el capitalismo, la actividad inventiva, que en otras economías 
es fortuita y optativa, se hace obligatoria y se convierte en un asunto de vida o 
muerte para la empresa''. 

Si, como sostiene Baumol, las economías capitalistas son tan exitosas pa­
ra producir crecimiento, deberíamos preguntar si tendrán el mismo éxito en 
proporcionar desarrollo sustentable. Es decir, se necesita saber si se puede tran­
sitar a economías que puedan incrementar el bienestar humano sin intensificar 
el uso de recursos naturales y energía que se encuentran en su entorno. Esas 
economías no estarían estáticas, por el contrario, permanecerían en constante 
regeneración, pero tendrían que permanecer en una escala que permitiera al 
medio ambiente continuar sus funciones regulatorias de los grandes ciclos bio­
lógicos, geológicos y químicos del planeta. La pregunta de si esa transición es 
factible, quizá la interrogante más importante porque se relaciona directamen­
te con la supervivencia de la humanidad, permanece abierta. La respuesta no 
puede esperar mucho tiempo. 

REFERENCIAS 

ANTWEILER, W. 
1996 "The pollution terms of trade". Economic Systems Research 8(4), [361-

365). 
ARRIGHI, Giovanni 

1994 The Long Twentieth Century. Money, Power, and the Origins ofOur Times. 
Londres y Nueva York: Verso. 

BAUMOL, William J. 
2004 The Free-Market lnnovation Machine: Analyzing the Growth Mirac/e of Ca­

pitalism. Princeton, N.J.: Princeton University Press. 
CASTELLAR-Busó, Vicent, y Rafael PLA-LóPEZ 

1997 Historia de los modelos globales. Versión electrónica: www.uv.es/~buso/ 
sietemes/intro_es.html 

general, el marxismo prefirió basarse en los textos de El capita4 en especial los tomos 1 y 11, para 

el análisis del capitalismo y su "esencia interna''. Esos dos tomos tienen que ver con la teoría del 

valor y la plusvalía, y con los esquemas de reproducción del capital, respectivamente. La gran po­

lémica sobre la transformación de valores en precios de producción (tema abordado en el tomo 

III de El capital¡ sirvió para llamar la atención sobre la importancia del análisis en términos de 

precios, a fin de realizar el proyecto analítico de Marx. 



42 DE LOS LfMITES DEL CRECIMIENTO AL DESARROLLO SUSTENTABLE 

CUNE, William 
1992 The Economics of Global Wflrming. Washington: lnstitute for lnternational 

Economics. 
DALY, Herman 

1991 Steady-State. Economics. Island Press. 
DALY, Herman, y John B. CoBB 

1994 For the Common Good: Redirecting the Economy Toward Community, the 
Environment anda Sustainable Future. Boston: Beacon Press. 

DOLLAR, D. 
1992 "Outward-oriented developing economies really do grow more rapidly: 

evidence from 95 LDCs, 1976-1985". Economic Developmentand Cultu­
ral Change 40(3), [523-544]. 

DuMi;NIL, Gérard, y Dominique Li;yy 
1993 The Economics ofthe Profit Rate. Aldershot: Edwar Elgar. 
2002 "The profit rate: Where and how much did it fall? Did it recover? (USA 

1948-1997)". Review of Radical Política! Economics 34, [437-461]. 
ELDREDGE, N. 

1998 Lift in the Balance. Humanity and the Biodiversity Crisis. Princeton: Prin­
ceton University Press. 

fü-SERAFY, Salab 

FAO 

1989 "The proper calculation of income from depletable natural resources" en 
Environmental Accountingfor Sustainable Development (Y. J. Ahmad, S. El­
Serafy y E. Lutz, editores), UNEP-World Bank Symposium. Washington, 
D.C.: The World Bank. 

1997 "Green accounting and economic policy''. Ecological Economics 21, [217-229]. 

2004 The State of World Fisheries and Aquaculture, 2004. Roma: FAO Fisheries 
Department. 

FELIX, David 
2006 "El pasado como futuro. La contribución de la globalización financiera a 

la crisis del neoliberalismo", en Historias de crisis y desarrollo. Autonomía 
económica y globalización (A. Nadal y F. Aguayo, editores). México: El Co­
legio de México. (En prensa). 

FRANKEL, J., y D. RoMER 
1999 "Does trade cause growth?". American Economic Review. 89(3), 

[379-399]. 
GROSSMAN, G.M., y A.B .. l<RUEGER 

1994 "Environmental impacts of a North American Free Trade Agreement", en 
The US-Mexico Free Trade Agreement (P. Garber, editor). Cambridge, MA: 
MIT Press. 

HAMILTON, Kirk, y Michael CLEMENS 
1997 ''.Are we saving enough for the future?", en Expanding the Measure ojWealth: 

!ndicators of Environmentally Sustainable Development. The World Bank. 
HERRERA, Amílcar, et al. 

1977 ¿Catdstrofe o nueva sociedad? El modelo mundial latinoamericano. Ottawa: 
lnternational Development Research Centre. 



ENSAYO EN HONOR DE VÍCTOR L. URQUIDI 43 

HouGHTON, J.T., D.J. DING, M. Noguer GRJGGS, 
P.J. VAN DER LINDEN, X. DAI, K. MASKELL y C.A. JüHNSON 

INEGI 

2001 Climate Change 2001: The Scientific Basis. lntergovernmental Panel on 
Climate Change (IPCC). Cambridge, U.K.: Cambridge University Press. 

2005 Sistema de cuentas nacionales económicas y ecológicas. Instituto Nacional de 
Estadística, Geografía e Informática. Versión electrónica: www.ine­
gi.gob.mx. 

l<EYNES, John Maynard 
1973 The GeneralTheoryofEmployment, lnterest, andMoney. Cambridge: Mac­

Millan Cambridge University Press for The Royal Economic Society. 
KuzNETS, S.S. 

1955 "Economic growth and income inequality". American Economic Review 
45, 1-28. 

1963 "Quantitative aspects of the economic growth of nations, VIII: The dis­
tribution of income by size". Economic Development and Cultural Change 
11, 1-92. 

LEONTIEF, Wassily 
1977 The Future of the World Economy. Oxford: Oxford University Press. 

MADDISON, Angus 
2001 The World Economy: A Millenial Perspective. París: Organization for Eco­

nomic Cooperation and Development (OECD). 
MANNE,Alan 

1992 "Global 2100: Alternative scenarios for reducing emissions". OECD Wor­
king Paper 111. París: Organization for Economic Cooperation and De­
velopment. 

MARX, Karl 
1980 Grundrisse. Elementos fundamentales para la crítica de la economía política. 

Tomo 1. México: Siglo XXI Editores. 
MAX-NEEF, M. 

1995 "Economic growth and quality of life: A threshold hypothesis". Ecological 
Economics 15, 115-118. 

MEADOWS, Donella H., Dennis L. MEADOWS, Jlflrgen RANDERS y William W. BEHRENS 
1972 The Limits to Growth. Nueva York: University Books (traducción del 

Fondo de Cultura Económica: Los límites al crecimiento, 1972). 
MESAROVIC, M., y E. PESTEL 

197 4 Mankind at the Turning Point. Dutton/Reader's Digest. 
MILLENIUM EcosYSTEM AssESSMENT 

2005 Ecosystems and Human We/1-being: Synthesis. Washington, D.C.: Island 
Press. 

MuRADIAN, Roldan, y Joan MARTfNEZ ALIER 
2001 "Trade and the environment: From a 'Southern' perspective". Ecological 

Economics 36, (281-297]. 
MuRADIAN, Roldan, Martín O'CoNNOR, y Joan MARTfNEZ ALIER 

2001 Embodied Pollution in Trade: Estimating the 'Environmental Load Displa­
cement' oflndustrialised Countries. Fondazione Eni Enrico Mattei. Nota di 



44 DE LOS ÚMITES DEL CRECIMIENTO AL DESARROLLO SUSTENTABLE 

lavoro 57-2001. Versión electrónica: http://www.feem.it/web/activ/ 
_activ.html 

MYERS, Norman, y Andrew H. l<NOLL 
2001 "The biotic crisis and the future of evolution". Proceedings, Nacional Aca­

demy ofSciences, 98(10), 5389-5392 (8 de mayo). 
NORDHAUS, William D., y Joseph BoYER 

2000 Wárming the Worlá: Economic Models of Global Wárming. Cambridge, 
Massachusetts: The MIT Press. 

ÜCAMPO, José Antonio, y María Ángela PARRA 
2003 "Los términos de intercambio de los productos básicos en el siglo xx". Re­

vista de la CEPAL 79, abril [7-35]. 
PEARCE, D.W., y G.D. ATKINSON 

1993 "Capital theory and the measurement of sustainable development: An in­
dicator of 'weak' sustainability". Ecological Economics 8, [ 103-108]. 

PERMAN, R., y D.I. STERN 
2003 "Evidence from panel unit root and cointegration tests that the environ­

mental Kuznets curve does not exist". Australian ]ournal of Agricultura/ 
and Resource Economics 47, 325-347. 

REPETTO, Robert 
1989 Wasting Assets: Natural Resources in the National Income Accounts. Wash­

ington, D.C.: World Resources lnstitute. 
SELDEN, T., y D. SONG 

1994 "Environmental quality and development: Is there a Kuznets for air pollu­
tion emissions?". ]ournal of Environmental Economics and Management 27, 
[147-162]. 

SHAFIK, N., y S. BANDYOPADHYAY 
1992 "Economic growth and environmental quality: Time series and cross­

country evidence". Background Paper for the World Development Report 
1992. Washington, D.C.: The World Bank. 

STERN, D.I. 
2004 "The rise and fall of the environmental Kuznets curve". World Develop­

ment 32(8), [1419-1439]. 
TISDELL, Clem 

2001 "Globalisation and sustainability: Environmental Kuznets curve ana the 
WTO". Ecological Economics 39, [185-196]. 

URQUIDI, Víctor L. 
1972 "Allende el año 2000". Prefacio a la edición en español de Los límites al 

crecimiento. México: Fondo de Cultura Económica. 
1994 "Economía y medio ambiente", en La diplomacia ambiental México y la 

Conferencia de Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo. 
México: Fondo de Cultura Económica. 

1998 "Desarrollo sustentable: ¿quimera o proceso alcanzable?". Centro de In­
vestigaciones Socioeconómicas, Universidad Autónoma de Coahuila. Sal­
tillo, Coahuila (24 de marzo de 1998). 

2000 "El desarrollo sustentable: un concepto multidisciplinario en un mun­
do complejo y cambiante". Programa de Estudios Avanzados en Desa-



ENSAYO EN HONOR DE vfCTOR L. URQUIDI 45 

rrollo Sustentable y Medio Ambiente (LEAD). México: El Colegio de 
México. 

2002 "Los desafíos del desarrollo sustentable en la región latinoamericana". El 
Colegio de México. (Manuscrito no publicado, aparece en este volumen). 

2003 "Perspectivas de las cumbres de Río y de Johannesburgo. ¿Se harán reali­
dad las estrategias de desarrollo sustentable y equitativo?". Revista Mexica­
na de Polltica Exterior 67-68, [47-72]. 

WHITFIELD, Philip 
1993 From so Simple a Beginning. The Book ofEvolution. Nueva York: The Mac­

Millan Company. 
WILSON, E.O. 

1992 The Diversity of Life. Cambridge, MA: Harvard University Press. 
WINTER,A. 

1995 "Natural resources, nacional income, and economic growth in Africa". 
World Development 23(9), [1507-1519]. 

WoLFF, Edward N. 
2001 "The recent rise of profits in the United States". Review of Radical Politi­

cal Economics 33(3), [315-324]. 





DESARROLLO SUSTENTABLE Y CAMBIO GLOBAL 





PERSPECTIVAS 
DE LAS CUMBRES DE Rf O Y DE JOHANNESBURGO. 

¿SE HARÁN REALIDAD LAS ESTRATEGIAS 
DE DESARROLLO SUSTENTABLE Y EQUITATIVO?* 

En retrospectiva, la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Am­
biente y el Desarrollo llevada a cabo en 1992 -llamada ahora Cumbre de 
Río- fue un parteaguas para la humanidad, por lo menos en el señalamiento 
del nuevo concepto del desarrollo sustentable y equitativo. En esa megaconfe­
rencia, acompañada de un gran foro paralelo de organizaciones no guberna­
mentales (ONG), académicas, empresariales y de la sociedad civil en general, 
culminó un proceso de discusión iniciado en las instancias multilaterales en Es­
tocolmo en 1972. En los años sesenta había aumentado de manera considera­
ble la preocupación por el deterioro ambiental del planeta, y en consecuencia 
la necesidad de asumir por medio de la cooperación internacional el cumpli­
miento de programas globales, regionales y nacionales para detener los proce­
sos de deterioro y asegurar la protección del medio ambiente. 

Sin embargo, en los dos decenios transcurridos de Estocolmo a Río de 
Janeiro fue poco lo que se logró fuera de la aprobación de un Plan de Acción 
y la creación del Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente 
(PNUMA), con sede en Nairobi, dotado de 100 millones de dólares. El Plan de 
Acción, sujeto a aplicación "voluntaria'', tuvo escaso resultado, aun entre los 
países industrializados, algunos de los cuales habían iniciado ya programas 
y medidas de protección ambiental. Los países de planificación central, en­
cabezados por la Unión Soviética, ni siquiera asistieron a la Conferencia de 
Estocolmo. Las naciones en vías de desarrollo, encabezadas por Argelia, Bra­
sil e India, reiteraron sus reclamos sobre la necesidad de mayores recursos fi­
nancieros internacionales para el desarrollo, y no tomaron en serio los pro­
blemas de deterioro ambiental por no considerarse responsables de ellos. El 
PNUMA, a partir de 197 4, logró impulsar algunas acciones de limpieza am­
biental en Europa y apoyó a buen número de países en vías de desarrollo en 
la formulación de diagnósticos y de políticas y planes para el mejoramiento 
ambiental. 

*Revista Mexicana de Política Exterior, núm. 67-68, pp. 47-72, julio de 2002-febrero de 
2003. 

[49] 
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En 1984 se hizo evidente que sería preciso dar mucho mayor impulso a las 
políticas ambientales y hacerlas parte de los planes de desarrollo. La Asamblea 
General de las Naciones Unidas dio vida a una Comisión Mundial del Medio 
Ambiente y el Desarrollo, presidida por la primera ministra de Noruega e in­
tegrada por 24 personalidades de todas las regiones del mundo. La Comisión 
Brundtland, así llamada, instalada en Ginebra con un secretariado muy com­
petente, dio a conocer al público su informe en 1987, después de múltiples 
consultas regionales y con las comunidades científico-ecológicas. Dicho infor­
me fue la base nueva para dar consistencia conceptual a la labor de las Nacio­
nes Unidas. Nuestro faturo común, 1 en relectura hoy, llama la atención por la 
sabiduría y la visión con que se abordaron los temas del medio ambiente del 
planeta. 

No se trataba de impulsar el desarrollo a secas, sino un desarrollo que res­
petara la conservación de la naturaleza, redujera las contaminaciones y los de­
terioros existentes, y estimulara una transición ordenada y fundamental del em­
pleo casi exclusivo de fuentes energéticas de origen fósil (entre ellas el carbón y 
el petróleo), peligrosas para la calidad atmosférica, a un uso mayor de fuentes 
renovables: el viento, los rayos solares, la biomasa, las mareas (la energía nuclear 
empezaba ya a plantear muchas dudas hacia el futuro). Se debía dar impulso, 
además, a procesos de producción "limpios" en la agricultura, la industria y los 
servicios, con las necesarias adaptaciones del transporte, el crecimiento urbano 
y el industrial, para hacer viables los propósitos de un desarrollo que se llama­
ría sustentable y equitativo, como legado indispensable a las generaciones veni­
deras para su supervivencia.2 Por lo demás, ha quedado claro que las especies 
amenazadas no son sólo las comúnmente mencionadas de la fauna y la flora, 
sino la especie humana misma. Los efectos de la actividad económica sobre los 
recursos naturales son equiparables a los producidos en la salud humana por las 
contaminaciones, en diferentes lapsos según las especies y las localizaciones te­

rritoriales. 
En la Cumbre de Río se adquirieron compromisos a medias, es decir, no 

vinculantes, en particular para empezar a dominar el cambio climático, pro­
teger la biodiversidad, controlar la deforestación y proteger los bosques en ge­
neral, y evitar la constante pérdida de suelos. Tan sólo el Convenio Marco so-

1 Nuestro faturo común. Informe de la Comisión Mundial de Medio Ambiente y Desarro­

llo. Madrid, Alianza Editorial, 1987. 
2 En inglés, sustainable and equitable development, término traducido de diversas maneras a 

otras lenguas. En español prevalecen tanto sostenible (por ejemplo, en Espafia y algunos países de 
la región latinoamericana) como sustentable (por ejemplo, en México y países de Centroamérica). 
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bre el Cambio Climático, pese a la creciente evidencia científica del efecto in­
vernadero y el alza consecuente de la temperatura oceánica, tardó cinco años 
en tratar de aplicarse mediante el Protocolo de Kyoto de 1997; y apenas en 
2002 se ha logrado, en la Cumbre de Johannesburgo, acordar su vigencia, 
que tomará unos dos años en producirse, sin la seguridad de que todos los 
países, sobre todo Estados Unidos y Australia, lo acepten o lo apliquen con 
rigor. Nadie ignora la oposición a ese protocolo, que han impulsado los inte­
reses petroleros y carboníferos, por el lado de la oferta de combustibles, y los 
de la industria automovilística, por el lado de la demanda. Todos los grandes 
países industriales están violando las normas sobre emisiones de carbono y 
otros gases a la atmósfera, alejándose de los compromisos adquiridos o pro­
puestos. 

El Convenio Marco sobre Biodiversidad no tiene plena vigencia ni satis­
face a todos los países firmantes, principalmente los no industrializados. La de­
forestación sigue su curso alarmante en el planeta, como lo han demostrado los 
informes recientes del PNUMA y otros organismos. 3 En materia de suelos no se 
advierte ningún avance. La relación entre la deforestación y el cambio climáti­
co es bastante obvia, pues se están mermando o están desapareciendo los "su­
mideros" de carbono. Acerca del agua dulce -su escasez creciente en algunas 
partes del planeta, su falta de calidad para cientos de millones de habitantes y 
su deficiente administración-, se inician apenas ahora los grandes diálogos 
multilaterales. En Río quedó el agua casi en el olvido, y en Johannesburgo si 
acaso se rescató un poco. 4 

3 PNUMA (UNEP), GEo-3: Perspectiva ambiental global (disponible hasta septiembre de 2002, 
sólo en inglés). en la que se hace un diagnóstico claro y preciso del constante deterioro ambien­

tal, por regiones, de los últimos 30 aÍios. 
4 Como lo ha recalcado el doctor Asir Biswas, presidente del Centro del Tercer Mundo pa­

ra la Administración del Agua, con sede en México, a partir de una reunión multilateral en 1977 

en Mar del Plata, no sólo no se ha efectuado hasta la fecha ninguna evaluación de la situación glo­

bal en materia de agua, sino que "ni siquiera se ha discutido el asunto de manera formal en las 

Naciones Unidas en cuanto a organizar semejante consulta". Hasta fines de los años noventa, el 
agua, dice el doctor Biswas, desapareció de la agenda política internacional y dejó de considerar­

se como tema prioritario. En la actualidad, por fortuna, a raíz de iniciativas tomadas por Suecia, 
de la creación del Consejo Mundial del Agua y del establecimiento reciente de la Comisión Mun­

dial sobre el Agua en el Siglo XXI, se prevé reiniciar una dinámica postergada durante 25 años 
("From Mar del Plata to Kyoto: A review of global water policy dialogues", ponencia escrita pa­

ra presentarse en el Simposio Internacional del Agua para la Sobrevivencia Humana, Nueva Del­
hi, 25-30 de noviembre de 2002). En 2003 habrá en Kyoto un nuevo Foro sobre el Agua, como 

seguimiento del de La Haya de marzo de 2001 y a pesar de una declaración "ministerial" en 

Bonn, en diciembre de 2001, de poco efecto en Johannesburgo. 
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La serie de recomendaciones de la Cumbre de Río sobre políticas ambien­
tales y otros componentes del desarrollo sustentable y equitativo, incorporadas 
en la Agenda 21, quedó en puntos suspensivos, si no en letra muerta, en la ma­
yoría de los países. En Río se firmó la Declaración sobre Desarrollo Sustenta­
ble, sin definir el concepto. Esto ha dado lugar a que no se haya iniciado aún 
en ninguna nación un proceso integral político-económico, social y ambiental 
que pueda asemejarse a lo que la Comisión Brundtland recomendó para el fu­
turo. De hecho, la definición proporcionada por el informe de esta comisión 
ha sido ampliada y enriquecida por quizá dos centenares de autores y organi­
zaciones. Unos pocos países, la mayoría en el norte de Europa, se han aproxi­
mado en cierta medida al desiderátum de iniciar una estrategia de desarrollo 
sustentable y equitativo. Las condiciones económicas mundiales y su reflejo en 
el financiamiento internacional neto a favor de los países en desarrollo no han 
dado lugar a una aplicación suficiente de recursos para ese fin. Cuando se lle­
gó a Johannesburgo, la idea del desarrollo sustentable y equitativo incluso em­
pezaba a debilitarse en muchas partes y aun en círculos académicos. 

La Cumbre de Johannesburgo a fines de agosto de 2002 ha rescatado por 
lo menos el concepto del desarrollo sustentable y equitativo, mantenido en su 
altar por la Secretaría de las Naciones Unidas y unos cuantos grupos académi­
cos y ONG; aunque también, en cierto modo, por algunas organizaciones em­
presariales internacionales, como el Consejo Empresarial Mundial sobre el De­
sarrollo Sustentable (WBCSD, por sus siglas en inglés), con sede en Ginebra, que 
ha promovido y publicado varios estudios importantes de carácter global, de 
tipo propositivo, acerca de sectores industriales en los que sería indispensable 
avanzar con compromisos en materia ambiental, como los de celulosa y papel, 
transporte, cemento y otros. 

Según Maurice Strong, quien fue secretario general de las conferencias de 
Estocolmo y Río de Janeiro, y primer director ejecutivo del PNUMA, "estamos 
por primera vez a cargo de nuestra propia existencia[ ... ] tenemos, literalmen­
te, el poder para decidir si vamos a sobrevivir o no". 5 Poco antes de la cumbre 
de 2002, afirmó: "la gran esperanza cifrada [en Johannesburgo] es que reacti­
ve la voluntad política y el interés público", ya que la Cumbre de Río, "pese a 
verdaderas decepciones", dio lugar en efecto a que se registrara "un progreso 
real en algunos frentes", aunque: 

[diez] años después de Río vemos que cualquier progreso que hayamos logrado no 

nos ha hecho avanzar firmemente con una trayectoria que nos lleve a un futuro 

5 Entrevista en El País (Madrid/México), 12 de marzo de 2001. 
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sostenible, [pues] la voluntad política está a la zaga, no porque se carezca del apo­

yo de los gobiernos, sino porque su atención está desviada por problemas más in­

mediatos, como el terrorismo. Espero y confío [ ... ] en que la Cumbre de Johan­

nesburgo realmente genere el impulso político de que ahora carecemos, porque de 

no ser así, cabría preguntarse de dónde vendrá el impulso.6 

En otras palabras, el desarrollo sustentable y equitativo no ha alcanzado la 
prioridad necesaria ni en los gobiernos ni en las sociedades civiles; es más, el 
medio ambiente, pieza esencial de la nueva estrategia, tampoco ha sido objeto 
de prioridad. Como se verá más adelante, la voluntad política ha vuelto a fa­
llar, sobre todo la de la primera potencia mundial, Estados Unidos. 

Conforme se acercaba la Cumbre de Johannesburgo soplaban vientos 
tanto optimistas como pesimistas. Las reuniones preparatorias no habían sido 
de gran éxito; por ejemplo, la última consulta en Bali acerca del documento 
que se suponía sería el Plan de Acción que aprobaría la Conferencia resultó en 
un severo "encorchetamiento" de cláusulas, en los que no se lograba ningún 
acuerdo. La mayoría de ellos se resolvió en el Comité Principal de la Conferen­
cia, si bien respecto a otros se ignora lo ocurrido, salvo entre quienes hayan es­
tado presentes, en cuanto al contenido encorchetado y las razones para no lle­
gar a acuerdo. 

Al fin, de Johannesburgo, aparte de las actividades de los foros paralelos, 
surgieron dos documentos: 

-una Declaración Política de 32 puntos, que subraya el compromiso co­
lectivo de alcanzar el desarrollo sustentable y equitativo para las generaciones 
futuras, en una perspectiva de largo plazo, con mejoramiento de los mecanis­
mos multilaterales. O sea, lo ya declarado en Río de Janeiro; y 

-un Plan de Acción (en inglés, en la versión disponible el 5 de septiem­
bre, Plan oflmplementation). 

El Plan de Acción es un documento que recoge mucho de lo ya tratado en 
la Agenda 21 de Río de Janeiro en 1992, y pide reiteradamente su aplicación 
efectiva. Este nuevo Plan de Acción7 consiste en un articulado de 162 cláusu­
las, si se omiten de la penúltima versión las 51, 139 y 151, que se descartaron, 
y se añaden las 5 bis, 33 bis, 119 bis en adelante (que son 10), la 120 bis y la 
146 bis, intercaladas. Se divide en 11 grandes capítulos, contando el VIII bis: 

6 Entrevista en Opciones, publicación del Programa de las Naciones Unidas para el Desarro­

llo (PNUD}, junio de 2002, p. 23. 
7 Draft Plan of lmplementation of the Worúi Summit on Sustainable Development, Doc. 

A/CONF. 199/CRP?, Advanced unedited text, 5 de septiembre de 2002. 
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l. Introducción. 
II. Erradicación de la pobreza. 
III. La transformación de patrones insustentables de consumo y produc­

ción. 
IY. Protección y administración de la base de recursos naturales del desa-

rrollo económico y social. 
V. El desarrollo sustentable en un mundo en proceso de globalización. 
VI. La salud y el desarrollo sustentable. 
VII. El desarrollo sustentable de los pequeños estados isleños en vías de 

desarrollo. 
VIII. El desarrollo sustentable en África. 
VIII bis. Otras iniciativas regionales. 
IX. Medios de aplicación. 
X. Marco institucional para el desarrollo sustentable. 
Como puede observarse, los capítulos no obedecen a un orden lógico y los 

temas no se jerarquizan. Dentro de los capítulos, algunas cláusulas sólo repiten 
enunciados de la Cumbre de Río de Janeiro, otras comprenden gran número 
de subcláusulas, otras son referencias específicas a un tema menor o a un país 
o región concretos (por ejemplo, los estados isleños, África), y un sinnúmero 
son simples lugares comunes, o detalles dignos apenas de un reglamento. De 
todo ello, no obstante, se pueden entresacar las siguientes recomendaciones, 
unas reiterativas y otras nuevas {con referencias a capítulos y cláusulas, por 
ejemplo, Il-6, etcétera). 

RECOMENDACIONES REITERATIVAS O YA COMUNES 

a] La erradicación de la pobreza (cláusulas Il-6 a la 12). Se trata de enunciados 
sobre planes nacionales, incluso locales; acceso igualitario de la mujer; acceso 
de las poblaciones indígenas al desarrollo; acceso a los programas de salud; pro­
mover infraestructura rural y acceso a los mercados; promover la actividad 
agropecuaria entre agricultores medianos y pequeños; mejorar los sistemas dis­
tributivos de alimentos; combatir la desertificación y las alternativas de sequías 
e inundaciones; dar mayor acceso al agua potable y a los servicios sanitarios. 
Todo esto se ha dicho en innumerables informes de organismos de las Nacio­
nes Unidas y otros; 

b] fortalecer la aportación que el desarrollo industrial pueda dar a la erra­
dicación de la pobreza y a la administración sustentable de los recursos natu­
rales, entre otras cosas mediante la integración de tecnologías ambientales, la 
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promoción de microempresas y pequefias y medianas empresas (11-9). No se 
menciona a la Organización de las Naciones Unidas para el Desarrollo Indus­
trial (ONUDI) y otros organismos que han abundado en estos temas durante 
afios; 

c] apoyar el incremento de oportunidades de empleos que generen ingre­
sos (11-9); se menciona en particular a la Organización Internacional del Tra­
bajo (oIT), organismo enteramente ineficaz en la materia citada, pues depende 
de otros factores fuera de su alcance; 

d] incrementar la inversión en tecnologías más limpias y en la ecoeficien­
cia (111-15), y reforzar la responsabilidad ambiental y social de las empresas 
(111-17); 

e] evitar y reducir al mínimo la emisión de desechos, y maximizar su reu­
so y reciclaje, así como el empleo de materiales proambientales (111-21), e in­
sistir en la buena administración de los desechos químicos y los peligrosos 
(111-22); 

f] ratificación de la Convención de las Naciones Unidas sobre la Ley del 
Mar (IV-29); 

g] mejorar el contenido de la Convención Marco sobre Biodiversidad (IV-
42, con especificaciones); 

h] dar mayor prioridad a los programas de administración forestal susten­
table (IV-43); 

i] incrementar y reforzar la labor de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas, así como del Consejo Económico y Social y la Comisión sobre el De­
sarrollo Sustentable, en materia de ambiente y desarrollo sustentable (X-125 a 
la 132); asimismo, la labor de otros organismos del Sistema de las Naciones 
Unidas y los organismos regionales (X-133 a la 144). 

RECOMENDACIONES NUEVAS 

a] Reducir a la mitad, para el afio 2015, la proporción de personas sin acceso 
a agua potable y a servicios sanitarios, y elevar el acceso a servicios de energía 
renovable y limpia, como medio de erradicar la pobreza (11-8); 

b] lograr para el afio 2020 un mejoramiento significativo de las condicio­
nes de vida de por lo menos 100 millones de habitantes de tugurios (se entra 
al detalle de algunos medios) (11-10); 

c] promover en un plazo de 10 afios programas de apoyo a iniciativas re­
gionales y nacionales para acelerar la transición a patrones de consumo susten­
tables, con detalle de especificaciones (III-14); 
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d] desarrollar y difundir tecnologías alternativas en materia de energía, au­
mentando la proporción de energías renovables y tecnologías más limpias de 
empleo de combustibles de origen fósil, incrementando la eficiencia energéti­
ca y reduciendo las distorsiones provocadas por los subsidios que impidan el 
desarrollo sustentable (III-19); 

e] aplicar estrategias de transporte para el desarrollo sustentable (IIl-20); 
f] fijar como meta el año 2020 para minimizar los efectos adversos del em­

pleo de productos químicos, y previamente el año 2008 para su clasificación y 
etiquetado (III-22); 

g] formular para el año 2005 planes integrales de administración del agua 
y de eficiencia hídrica, con apoyos para los países en vías de desarrollo (IV-25, 
con varias subcláusulas, y IV-26 a la 28); 

h] fijar como meta el año 201 O para la aplicación del criterio de los eco­
sistemas en materia de bancos de pesca, y el año 2015 para restaurar los inven­
tarios ya reducidos, así como aplicar para el 2005 los planes de acción de la Or­
ganización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO) 

en materia de administración pesquera y eliminar subsidios (N-29); 
i] establecer medidas eficaces sobre la prevención de desastres (IV-35); 
j] reducir a la mitad, para el año 2015, la proporción de las personas que 

sufren de hambre, y promover la seguridad alimentaria (IV-38); 
k] promover el ecoturismo sustentable (IV-41); 
l] apoyar a los países en vías de desarrollo para que logren mayores beneficios 

derivados de la globalización, con referencia a la liberalización del comercio in­
ternacional en forma equitativa y no discriminatoria (V-45, 45 bis y siguientes); 

m] reducir en dos tercios para el año 2015 las tasas de mortalidad de ni­
ños de hasta cinco años, y las de mortalidad materna en tres cuartos, respecto 
a la tasa vigente en el año 2000, y reducir para el año 2005 en 25% la preva­
lencia del sida entre jóvenes de 15 a 24 años en los países más afectados, y glo­
balmente para el año 2010 (Vl-46); 

n] eliminar el plomo en la gasolina y en las pinturas (VI-49 y 50); 
o] acelerar la protección ambiental de los estados isleños (Vll-52 a la 55); 
p] apoyar a los países de la región de África en sus programas ambientales 

y de desarrollo sustentable, teniendo en cuenta la Nueva Participación para el 
Desarrollo de África (Nepad, por sus siglas en inglés) (VII-56 a la 65); 

q] incrementar el volumen de recursos de cooperación financiera para los 
países en vías de desarrollo, mejorar las condiciones del financiamiento inter­
nacional y estimular el flujo de financiamientos y asistencia técnica de los sec­
tores privados; incrementar las disponibilidades del Fondo Global del Ambien­
te (GEF, por sus siglas en inglés) (IX-80 y 81); 



LA CUMBRES DE RfO Y DE JOHANNESBURGO 57 

r] apoyar el programa de Doha, de la Organización Mundial de Comer­
cio (OMC) (IX-84 a la 94}; 

s] cumplir las metas acordadas en materia de educación básica, y fijar el 
año 2015 para el cursado de la primaria completa, y otras (IX-109 a la 117). 
Ni siquiera se mencionan la Organización de las Naciones Unidas para la Edu­
cación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), la Conferencia de Jomtien, etcétera. 

t] promover procesos de participación de organismos públicos y privados 
(X-145 a la 150}; 

u] "Reconocer la consideración que se está dando a la posible relación entre el 
ambiente y los derechos humanos, incluido el derecho al desarrollo" [sic] {X-152). 
Recomendación bastante floja, por decir lo menos (véase más adelante}; 

v] la Cumbre aprobó la creación del Grupo de los 15 Países Megadiversos, 
auspiciado y organizado por México [esto no apareció en el Plan de Acción]. 

Cabe hacer algunas consideraciones provisionales sobre la Cumbre de Jo­
hannesburgo -es demasiado pronto para hacer balance completo. 

Lo primero puedo resumirlo en esta frase: "Muchos árboles, poco bos­
que", sobre todo en el Plan de Acción. Es más, podría decir, respecto a lo pri­
mero, "muchos árboles y arbustos de todo tamaño y diferente importancia''. El 
Plan de Acción es un verdadero compendio desordenado semejante a las pági­
nas amarillas de los directorios telefónicos, que suelen ser bastante desafiantes. 
Lo de "poco bosque" porque, pese a la insistencia de las Naciones Unidas en 
rescatar el concepto de desarrollo sustentable y equitativo, en los documentos 
emanados de Johannesburgo se perdió de vista el bosque, es decir, el conjunto 
interrelacionado de las políticas ambientales, sociales y económicas, y de refor­
mas políticas y estructurales, que pueden dar lugar a que se generen los proce­
sos de desarrollo sustentable. 

Es obvio que la tecnología, el libre comercio, los avances en informática, 
las acciones de las organizaciones no gubernamentales y de diferentes grupos 
de acción local, los programas educativos y de capacitación, los programas de 
salud y algunos sectoriales como los referentes al agua, los servicios sanitarios 
y el transporte, y las orientaciones positivas que empiezan a dar algunos orga­
nismos empresariales privados no pueden, por sí solos, frente a la voluntad to­
davía demasiado tenue manifestada por los gobiernos -sin interrelacionarse, 
coordinarse y fortalecerse-, contribuir gran cosa al desarrollo sustentable y 
equitativo, ni siquiera a la elaboración de una estrategia adecuada a mediano 
y a largo plazos. Todo ello está por hacerse, y Johannesburgo no parece haber­
se ocupado expresamente de estos aspectos. Sobre todo, ha faltado el compro­
miso político, una ausencia grave a estas alturas del deterioro ambiental del 
planeta. 
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Por otro lado, Johannesburgo ha demostrado que ese tipo de megaconfe­
rencias ha entrado en una etapa de rendimientos decrecientes, dado que, entre 
otras cosas, se manifestaron en ésta algunas dedicatorias especiales -desde lue­
go comprensibles- a situaciones de la región africana, y faltó a su vez cohesión 
en los grandes problemas globales y regionales. Parecería adecuado, como lo su­
girió el primer ministro de Dinamarca al finalizar la reunión, que en adelante 
se refuercen los compromisos regionales y subregionales. Ha habido, es cierto, 
reuniones regionales previas, pero no eficaces, salvo en la Unión Europea (UE). 

La situación en la región latinoamericana no da muchas esperanzas, pues por 
un lado actúa la Oficina Regional para América Latina y el Caribe del PNUMA 

(ORPALC), y por otro, en forma bastante secundaría, la Comisión Económica 
para América Latina y el Caribe (CEPALC), sin aportar nada novedoso y sin con­
seguir consensos de importancia. Asimismo, existe una instancia de ámbito "he­
misférico", derivada de las propuestas norteamericanas para crear la Asociación de 
Libre Comercio de las Américas (ALCA), qu~ en una reunión en Montreal en mar­
ro de 200 l, previa a la Cumbre de Quebec de abril, se limitó a declarar que 
"para lograr el desarrollo sustentable, reconocemos que la congruencia en mate­
ria de políticas a seguir debe empezar en casa propia, y deberá mejorarse a nivel 
internacional", a lo cual siguen otras generalidades y lugares comunes, añadién­
dose que sobre el cambio climático "no hubo pleno consenso". En realidad, hubo 
bastante rechaw a las actividades de la ORPALC-PNUMA. Por estos caminos es du­
doso que la acción llamada regional pueda llegar a algo concreto en materia de 
desarrollo sustentable y equitativo; tal vez podrían lograrse acuerdos a niveles 
subregionales en la región latinoamericana, por ejemplo, en el Mercado Co­
mún del Cono Sur (Mercosur), en América Central, en el Caribe ex británico.8 

México actúa más bien en un ámbito de "merconorte". 
Otra consideración que surge de los resultados de la Cumbre de Johannes­

burgo es la necesidad de esclarecer el vínculo entre "pobreza", como se usa el 
término en las Naciones Unidas, y desarrollo sustentable. Queda la duda de si 
la cumbre tuvo como objetivo impulsar las políticas económicas y sociales des­
tinadas a reducir los coeficientes de pobreza que prevalecen en los países en vías 
de desarrollo -objetivo inobjetable para la humanidad, que se examina en di­
versas instancias de las Naciones Unidas- o si se trató de un objetivo más li­
mitado, el de intentar mejorar las políticas ambientales como parte del proce­
so de desarrollo sustentable. Al igual que ocurre ya en tantas conferencias 

8 Se encontrarán consideraciones sobre estos temas en un opúsculo que he titulado Los de­
safios del desarrollo sustentable en la región latinoamericana, de próxima publicación por el progra­
ma LEAD/El Colegio de México. 
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internacionales, sobre todo cuando los objetivos son varios, no se consigue 
conciliarlos; quedan todos a medias, en este caso los dos citados. 

No parece que se haya logrado el primer objetivo, no obstante el capítulo 
11 del Plan de Acción. Para empezar, los ministros de Medio Ambiente no eran 
los más indicados para tratar sobre asuntos de la pobreza mundial, que rebasan 
los aspectos puramente ambientales, y además, el clausulado de ese capítulo le 
da mucho peso a algunos aspectos ambientales, pero no a otros. Entró en las 
cláusulas respectivas un poco de todo, una especie de pequefí.o manual del de­
sarrollo para las poblaciones que padecen pobreza. 

En cuanto al segundo objetivo, en cambio, el del análisis de las partes am­
bientales tan importantes para el desarrollo sustentable en general, que debe 
abarcar los países del mundo industrializado así como las naciones en desarro­
llo, no se otorgó la importancia necesaria a la corrección de las fallas en la pro­
tección de la biodiversidad; y, por lo demás, los problemas del cambio climá­
tico se dejaron implícitos en la aprobación del Protocolo de Kyoto, que tendrá 
en adelante su propia dinámica. En cuanto al acceso al agua, a la educación, a 
la salud, las acciones quedan un poco en el aire, sujetas a nuevos foros y con­
ferencias (pues el agua no cuenta con ningún órgano especializado), y en su 
campo a las actividades de los organismos especializados de las Naciones Uni­
das, como la UNESCO y la Organización Mundial de la Salud (oMs). Las políti­
cas ambientales nacionales y regionales permanecen un tanto en el limbo, su­
jetas a lo que los países buenamente quieran -y sobran ejemplos. 

La enorme expansión demográfica del mundo que habitamos, que se cal­
cula pueda llegar a rebasar los 8 000 millones de habitantes para el afio 2020, 
no entró en las consideraciones de Johannesburgo, como también estuvo au­
sente en Río de Janeiro, donde se supuso que el asunto se trataría en la Confe­
rencia de El Cairo de 1994 (sin mayor solución a la vista). El incremento de­
mográfico se dará en su mayor parte en los países en vías de desarrollo, desde 
China e India hasta Jamaica, Sudáfrica y Timor Oriental -salvo catástrofes. 
Buena parte de los países de estos grupos no han iniciado la llamada transición 
demográfica, es decir, que la natalidad se reduzca a la par que la mortalidad o 
aun a un mayor ritmo. Los incrementos de población se darán en consecuen­
cia en los territorios más amenazados por el deterioro ambiental y por la falta 
de capacidad para mitigarlo o corregirlo, donde imperan los índices más eleva­
dos de pobreza o miseria, o sea, donde hay menos recursos financieros, menos 
conocimiento y tal vez menos cohesión social. El desarrollo sustentable y equi­
tativo no podrá prosperar en medio de la miseria y la ignorancia. 

En cuanto a derechos humanos, que se suponía podía ser un tema impor­
tante en la Cumbre de Johannesburgo -al decir de la entonces comisionada 
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de las Naciones Unidas, Mary Robinson-, la cláusula del Plan de Acción en­
trecomillada líneas arriba -única referencia a este tema-, en el sentido de 
que los estados "deberán reconocer la consideración que se está dando a la po­
sible relación entre el ambiente y los derechos humanos, incluido el derecho al 
desarrollo, con plena y transparente participación de los estados miembros de 
las Naciones Unidas y los estados observadores'', es a todas luces lamentable 
aun desde el punto de vista político. ¿La "posible relación"?, ¿cuál "desarrollo", 
¿el de antes o el desarrollo sustentable y equitativo? 

Un tema que no se trata adecuadamente en el Plan de Acción, tal vez por­
que se ve como asunto nacional, cuando alcanza ya dimensiones transfronteri­
zas terrestres y fluviales, y de otras aguas comunes, es el de la disposición de los 
desechos peligrosos y tóxicos. No basta mencionar la Convención de Basilea de 
1989 sobre el Transporte y la Disposición de Desechos Peligrosos, de aplica­
ción todavía limitada, e instar a que se ratifiquen los nuevos convenios de Rot­
terdam sobre Consentimiento Previo para el Comercio de Ciertos Productos 
Químicos e Insecticidas Peligrosos, y de Estocolmo sobre Contaminantes Or­
gánicos Persistentes; habría, además, que hacer mucho mayor hincapié en el 
problema general de los desechos vertidos en los océanos, las bahías y deltas, 
los ríos y arroyos, los lagos, los campos abiertos, y en la simple labor de reco­
lección de basura urbana, cuyos tonelajes irán creciendo, sobre todo en los paí­
ses en vías de desarrollo. Por cierto, los desechos radiactivos no logran la me­
nor mención en el Plan de Acción. 

En algunas de sus cláusulas en el capítulo X, sobre el marco institucional 
internacional, el Plan de Acción incurre en autocongratulaciones inmerecidas 
por parte de la comunidad internacional, por más que habla también de la ne­
cesidad de fortalecer muchos aspectos de dicho marco que son palmariamen­
te deficientes. Sin mediar ninguna evaluación objetiva, recomienda aplicar las 
recomendaciones del llamado Consenso de Monterrey "a todos los niveles"; 
encarga a la Asamblea General "adoptar" el desarrollo sustentable como ele­
mento clave de sus actividades; propone incrementar el papel desempeñado 
por el Consejo Económico y Social, sobre todo en materia de coordinación de 
actividades; ensalza la labor de la Comisión del Desarrollo Sustentable y le en­
carga más funciones, no obstante su relativo fracaso en los últimos años, etcé­
tera -no sin advertir que "el fortalecimiento del marco institucional interna­
cional para el desarrollo sustentable es un proceso evolutivo", que deberá, entre 
otros aspectos, evitar duplicaciones, procurar mayor eficiencia, integración y 
coordinación. Todo ello también en el ámbito regional. 

En el fondo, en Johannesburgo quedó sin definir cómo integrar las polí­
ticas ambientales en las políticas destinadas a reducir la pobreza y la desigual-
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dad. Y, valga la reiteración, estuvo ausente la voluntad política para iniciar la 
estrategia que proteja las condiciones de vida de las generaciones venideras, que 
dé la espalda al desarrollo caracterizado por la expresión "más de lo mismo" y 
dé inicio a nuevos procesos en los que concurran todos los elementos del co­
nocimiento y de las buenas experiencias ambientales, sociales, económicas y 
humanas de que ya se dispone. 

El desarrollo sustentable y equitativo no significa suspender el desarrollo, 
sino modificarlo y humanizarlo, dar un viraje a favor de condiciones a largo 
plaw de convivencia pacífica y de supervivencia de la especie humana. 





LOS DESAFf OS DEL DESARROLLO SUSTENTABLE 
EN LA REGIÓN LATINOAMERICANA* 

l. ANTECEDENTES 

Han transcurrido casi 10 afíos desde la Conferencia de las Naciones Unidas so­
bre Medio Ambiente y Desarrollo, llevada a cabo en Río de Janeiro en junio de 
1992. Han pasado 15 afíos desde la publicación del llamado Informe Brundt­
land, de la Comisión Mundial de Medio Ambiente y el Desarrollo, que sirvió 
como documento de base a la Cumbre de Río. Y van ya casi 18 afíos desde el 
nombramiento de esa comisión por la Asamblea General de Naciones Unidas. 

A estas fechas del nuevo milenio, ni uno solo de los 178 países represen­
tados en Río de Janeiro ha emprendido un proceso coherente e integral de de­
sarrollo sustentable y equitativo, concepto aprobado en la Declaración de los 
jefes de Estado y contenido en la Agenda 21, el programa global, regional y na­
cional derivado de la Conferencia. {Véase, más adelante, la sección IV). 

Sin embargo, algunos países han mejorado sus políticas ambientales, sobre 
todo en Europa occidental, entre los asociados de la Unión Europea. Entre 
otros miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Eco­
nómicos (ocoE) ha habido avances, como en Japón, pero a la vez retrocesos en 
esta materia, como los casos de Canadá, Estados Unidos, Australia, Nueva Ze­
landia, México y Corea del Sur. Los países del ex bloque soviético no se han 
distinguido por haber puesto en marcha ni siquiera programas ambientales 
adecuados. En África y el Oriente Medio, y varias partes de Asia del Sur y del 
Sudeste, y en China, tampoco se registran programas proambientales suficien­
temente integrados. La situación en la región latinoamericana y del Caribe d!=­
ja todavía mucho que desear {véase el capítulo III). 

El concepto de desarrollo sustentable1 viene de otro que algunos economis-

* Texto publicado como el número 5 de la serie Cuadernos de Trabajo del Programa de Es­
tudios Avanzados en Desarrollo Sustentable y Medio Ambiente de FJ Colegio de México, en oc­
tubre de 2002. 

1 Éste fue el término al fin adoptado por los traductores de las Naciones Unidas al finalizar 
la Cumbre de Río, por analogía con la palabra inglesa sustainable, aunque en español tendrá que 
considerarse como un anglicismo, ya que no tiene el mismo significado. Sirvió, sin embargo, 

[63] 
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tas, notablemente Ignacy Sachs, habían propuesto en los años sesenta2 y de las 
ideas conservacionistas de la comunidad científica, apoyadas por escritores y 
publicistas y por los medios escritos. (Véase más adelante el capítulo IV). De 
estas instancias y del liderazgo del gobierno de Suecia y algunos otros de Euro­
pa septentrional surgió la primera Conferencia de las Naciones Unidas, deno­
minada del Medio Ambiente Humano, en 1972, con sede en Estocolmo. A 
ella no asistieron los países del bloque soviético y faltaron varios otros. Los paí­
ses en vías de desarrollo no estuvieron plenamente representados y los discur­
sos de sus representantes llevaban la impronta retórica de los llamados "Dece­
nios del Desarrollo" de las Naciones Unidas y poca comprensión del cambio 
cualitativo del medio ambiente global y regional, y aun a nivel nacional. Los 
países en desarrollo afirmaban que el costo del mejoramiento ambiental no po­
dría asumirse y que lo prioritario era seguir clamando por financiamiento ex­
terno para el desarrollo a secas. Por otro lado, en Estocolmo se efectuó en pa­
ralelo el primer foro de organizaciones no gubernamentales (ONG) interesadas 
en el medio ambiente, en el cual participaron también personalidades de las 
comunidades científicas y de la sociedad civil, que, como de costumbre, iban 
mucho más adelante de las posiciones gubernamentales. 

El resultado principal de la reunión de Estocolmo fue crear el Programa de 
las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA), iniciado en 1974, con 
sede en Nairobi, Kenia, con un fondo de escasos 100 millones de dólares. Su la­
bor produjo en una primera etapa resultados concretos principalmente en Eu­
ropa, porque ya existía en esta área geográfica tendencia a corregir los excesos de 
la contaminación y se contaba con bases institucionales de cooperación regio­
nal, entre ellas la Comunidad Económica Europea (CEE) y la OCDE. Por su par­
te, el PNUMA apoyó en todas las regiones en vías de desarrollo la elaboración de 
programas nacionales para mejorar el medio ambiente e inició la consideración 
de temas de carácter mundial o global. De éstos el más destacado fue el Proto­
colo de Montreal de 1987, que ya tenía antecedentes, para eliminar la produc­
ción, comercio y utilización de los dorofluorocarburos (cFc), sustancias dora­
das empleadas en varios procesos industriales, sobre todo en la electrónica y en 

para llamar la atención. Se usa también a veces el término sostenible, que tampoco es del todo sa­

tisfactorio ni tiene el mismo significado -pero que, por ejemplo, emplean en sus publicaciones 

en español el PNUMA, la CEPAL y otros, y algunos medios de comunicación. En francés, se adoptó 

durable. En alemán, se dice nachhaltige Entwick/ung. Alguna vez pensé en emplear perdurable, 
pero me he plegado al vocabulario oficial de las Naciones Unidas. 

2 Véase la colección de ensayos de Ignacy Sachs, Ecodesarroll.o: desarroll.o sin destrucción, Mé­
xico, El Colegio de México, 1982, especialmente los capítulos 2, "En torno a la economía políti­
ca del medio ambiente"; 3. "Ambiente y estilos de desarrollo", y 9, "Medio ambiente y desarrollo". 
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diversos productos químicos y cosméticos envasados para aplicación mediante 
aerosoles. Se había ya demostrado que los CFC habían empezado a reducir el es­
pesor de la capa de owno que envuelve el planeta y protege la atmósfera de los 
rayos ultravioleta. Se les pudo atribuir también la destrucción del owno en la 
Antártida y significativas contribuciones al efecto de invernadero: el aumento 
de la temperatura atmosférica por exceso de emisiones de carbono respecto a la 
capacidad de absorción del mismo por la vegetación, los bosques y los océanos. 
El PNUMA ha publicado valiosos estudios sobre los temas ambientales más sig­
nificativos, y sus informes anuales recientes son ejemplares tratamientos de la 
problemática global y regional con enfoque multidisciplinario. 

Para 1984 fue evidente que era indispensable dar un nuevo y fuerte impul­
so a las políticas ambientales y situarlas en un marco más amplio. De ahí la Co­
misión Brundtland3 y todo lo que ha seguido en el marco de las Naciones Uni­
das y en los ámbitos regionales y nacionales. Se pusieron grandes esperanzas en 
la Conferencia y Cumbre de Río, convocada por la Asamblea General de Nacio­
nes Unidas en 1992. Suecia, el primer paladín del medio ambiente, transfirió el 
5 de junio de 1991 los bártulos a Brasil, que aceptó ser sede de la conferencia. 
Sin embargo, ni Brasil ni Naciones Unidas han podido mantener el liderazgo. 
Han faltado recursos financieros y materiales, pero sobre todo voluntad políti­
ca del conjunto de los países miembros. Aun las mismas comisiones regionales 
de las Naciones Unidas, como la Comisión Económica para América Latina y 
el Caribe (CEPALC), y otros organismos multilaterales, con excepción de la OCDE, 

asumieron tardía y lentamente las ideas y las recomendaciones de la Cumbre de 
Río. La Asamblea de las Naciones Unidas creó una Comisión del Desarrollo 
Sustentable, bajo la égida del Consejo Económico y Social, que en su mayor par­
te sólo ha contribuido a definir programas generales para abordar algunos de los 
principales problemas globales del medio ambiente. En su IX sesión, en Nueva 
York, en abril de 200 l, varias delegaciones mostraron insatisfacción por los es­
casos avances y hasta se puso en duda aun la utilidad de dicho mecanismo. 4 

En 1997, se organizó una minicumbre en Nueva York, en las Naciones 
Unidas, para conmemorar Río+5. En el informe que firmaron varios jefes de 
Estado se lee: "Reconocemos [los países participantes] que se ha obtenido cier­
to número de resultados positivos, pero nos preocupa profundamente que las 
tendencias generales conducentes al desarrollo sustentable sean peores hoy día 

3 World Commission on Environment and Development, Our Common Future, Nueva 
York, Oxford University Press, 1987. La edición en español del Informe Brunddand, Nuestro fa­
turo común, se publicó en Madrid por Alianza Editorial en 1987. 

4 Véase BRIDGES Uíéekry Trade News Dígest, vol. 5, núm. 16, 1 de mayo del 2001, p. 4. 
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de lo que fueron en 1992".5 Las conmemoraciones de Río+6, 7 y 8 han pasa­
do desapercibidas, como le ocurrió a Río+9 en el 2001. En la actualidad se pre­
para la conmemoración que se designa como Río+ 1 O, que se llevará a cabo a 
invitación del gobierno de Sudáfrica, en Johannesburgo, en agosto del año 
2002. 

11. LA SITUACIÓN AMBIENTAL EN EL MUNDO 

Mientras tanto, el deterioro ambiental global y regional ha continuado en for­
ma aguda y en algunos aspectos acelerada. Ya en 1997, el PNUMA afirmaba en 
su GE0-1, que"[ ... ] a pesar de los avances en varios frentes, el ambiente, des­
de una perspectiva global, ha seguido degradándose durante el último decenio, 
y problemas ambientales destacados siguen estando enraizados en el tejido so­
cioeconómico de las naciones de todas las regiones[ ... ]". Más adelante, se re­
calca en dicho informe que: 

El progreso hacia un futuro global es demasiado lento. No se aprecia ningún sen­

tido de urgencia. Tanto en el ámbito internacional como en el nacional son toda­

vía insuficientes los recursos financieros disponibles y la voluntad política para fre­

nar la degradación ambiental global y para hacer frente a los problemas más 

importantes -por más que se disponga ya del conocimiento y la tecnología ne­

cesarios para lograrlo. Se reconoce en forma apenas limitada que los problemas 

ambientales son por fuerza de largo plazo y acumulativos, y que tienen graves con­

secuencias globales y en materia de seguridad [ ... ] Las estructuras para la gober­

nación y la solidaridad ambiental globales siguen siendo demasiado débiles para 

que el progreso se alcance como realidad mundial. Como resultado de todo ello, 

se está ampliando la brecha entre lo que se ha conseguido ya y lo que, con senti­

do realista, falta [por] hacer.6 

En el informe GEO 2000 publicado en junio del 2000 por el mismo orga­
nismo, en el prólogo firmado por el director ejecutivo del PNUMA, se hace la ad­
vertencia de que al mismo tiempo que se está procurando resolver los problemas 

5 Naciones Unidas, Programme far the Further lmpiementation of Agenda 21, sesión especial 

de la Asamblea General, 23-27 de junio de 1997. (Obtenido de internet; traducción del inglés.) 
6 United Nations Environment Programme (UNEP-PNUMA), Global Environment Outlook, 

GE0-1, Executive Summary: Global Overview, p. 2. Tomado de internet: www.unep.org/unep/ 
eia/exsum/ex.2.htm (traducido del inglés). 
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ambientales tradicionales, siguen surgiendo algunos nuevos que deben atender­
se con gran urgencia, como los del cambio climático, los efectos potenciales de los 
organismos transgénicos y la cada vez más frecuente exposición a los productos 
químicos sintéticos. Será por ello indispensable investigar ampliamente "las cau­
sas de los principales problemas ambientales, entre ellas los patrones de consumo 
insustentables, las zonas de gran densidad demográfica que colocan a los recur­
sos disponibles bajo presiones excesivas y los efectos de los conflictos armados que 
causan tensiones y degradación ambientales, tanto locales como regionales". En 
cuanto a los esfuerzos que se han hecho para detener el deterioro ambiental, 

son demasiado pocos y tardíos. Al ambiente se asigna todavía baja prioridad en la 

planeación nacional y regional, y son escasos los recursos financieros si se compa­

ran con los que se asignan a otras tareas del desarrollo. Pese a señales positivas y a 

mejoramiento de las políticas ambientales, faltan procesos de formulación integra­

les -cada vez más urgentes- que deben reflejarse, además, en las evaluaciones.7 

El diagnóstico contenido en este informe contó con la participación de 
más de 850 expertos repartidos por todo el mundo en más de 100 países y con 
la colaboración de más de 30 institutos ambientales y de los demás organismos 
del sistema de las Naciones Unidas. No obstante, se hace notar lo inadecuado 
e insuficiente de mucha de la información disponible, como, por ejemplo, 
acerca del uso de plaguicidas, el acervo de pesquerías, la calidad de los bosques, 
los yacimientos hídricos subterráneos y la diversidad biológica. El informe 
abunda en la necesidad de compilar información cualitativa y en la dificultad 
para hacer comparables los datos de diversos países, lo que impide llegar a ci­
fras agregadas que permitan evaluaciones más precisas. El uso de datos de ori­
gen satelital, donde sea aplicable esta técnica, no ha alcanzado ni de lejos su po­
tencial. Mucha información está protegida o se oculta, por ejemplo en materia 
de recursos hídricos y yacimientos de hidrocarburos. Incluso existe tendencia 
a comercializar la información transmitida por internet, lo que limita el acce­
so a la misma. 8 

La actividad del PNUMA se desarrolla en todas las regiones y en diversas ins­
tancias, lo que le permite examinar la situación en diferentes ámbitos territo­
riales y oceánicos: África, Asia y el Pacífico, Europa y Asia central, América La­
tina y el Caribe, Norteamérica (Canadá y Estados Unidos), Asia occidental y 

7 UNEP (PNUMA), Gl.obal Environment Outlook 2000, "Prólogo'', Londres, UNEP/Earthscan, 
1999, pp. xii-xiii. -

8 /bid., "El problema de los datos", pp. xvi-xix. 
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las regiones polares. Para cada una existen análisis detallados, que el Global 
2000 incorpora. La preocupación central del PNUMA para el siglo XXI consiste 
en los problemas ambientales globales, que reparte en tres grandes categorías: 
acontecimientos imprevistos y descubrimientos científicos, transformaciones 
súbitas e inesperadas de viejos problemas y problemas bien conocidos sobre los 
cuales las respuestas son inadecuadas. 9 La mayor parte de los expertos encues­
tados informó que su principal preocupación es que se agraven problemas am­
bientales que no reciben suficiente atención, por ejemplo, el cambio climático 
y la escasez y poca calidad del agua. 

En el ámbito internacional intergubernamental, cabe mencionar la Decla­
ración de Malmo, Suecia, de mayo de 2000, cuando los ministros del medio 
ambiente participaron en el primer Foro Ambiental Ministerial Global a fin de 
tomar acuerdos con vistas a Río+ 1 O. En dicha declaración se recalcó la "brecha 
alarmante entre los compromisos y las acciones", y en general se apoyaron las 
conclusiones y recomendaciones del GE0-2000 antes mencionado. Además, 
se subrayó el papel que debe desempeñar el sector empresarial, y en general el 
que corresponde a la sociedad civil. Se insistió en la validez de la Agenda 21 y 
en que la Cumbre Río+ 1 O se ocupara de fortalecer la tendencia a generar el 
proceso de desarrollo sustentable. No obstante, la Declaraciór:i de Malmo se re­
duce a las bellas palabras de siempre, necesarias en el ámbito de las Naciones 
Unidas. El meollo a la vista es cómo traducirlas en realidades, en los ámbitos 
regional y global. 

Son numerosos los organismos internacionales, además del PNUMA, que ve­
rifican y explican el deterioro ambiental en sus frecuentes informes; por ejem­
plo, el Banco Mundial, el Banco Interamericano de Desarrollo y otros de carác­
ter regional, así como instituciones de investigación ambiental en los principales 
países. El deterioro ambiental global y regional se reconoce asimismo en infor­
mes de institutos científicos, en los medios, en los centros educativos y en cre­
ciente número de organizaciones no gubernamentales en todos los continentes, 
y genera respuestas activas y propuestas de las instituciones universitarias y en 
un número creciente de organizaciones no gubernamentales. En Estados Uni­
dos destacan, por la amplitud de sus respectivos ámbitos, el World Resources 
lnstitute y el World Watch lnstitute; en Gran Bretaña, el lnternational lnstitu­
te for Environment and Development; en Canadá, el lnternational lnstitute for 
Sustainable Development. Una importante organización empresarial de carác­
ter mundial ha impulsado a su vez a las grandes empresas transnacionales para 
que mejoren sus políticas proambientales y ha emprendido importantes estu-

9 !bid., p. xxvii. 
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dios. 10 Los medios, en los últimos años, destinan espacio casi diario a los temas 
ambientales y promueven reportajes especiales. 

Varios desastres y catástrofes han llamado la atención de la opinión públi­
ca mundial, en materias cuya problemática empezó a plantearse desde fines de 
los años sesenta, en particular en relación con empleo de los energéticos de ori­
gen fósil, con las contaminaciones hídricas y los usos del agua, con los confi­
namientos de desechos peligrosos y de sustancias tóxicas, con las pérdidas de 
biodiversidad, de bosques y de suelos, y con la degradación de las condiciones 
del hábitat humano. En la Conferencia de Río se firmaron convenciones mar­
co sobre el cambio climático y acerca de la pérdida de biodiversidad como te­
mas de interés global urgente, y se propusieron otras convenciones, por ejem­
plo, sobre protección de los bosques y de los suelos, que se han firmado. Todas 
ellas han sido ya ratificadas y han entrado en vigor, pero nada más. Los avan­
ces han sido tenues, y en el caso del cambio climático, tras el Protocolo de Kio­
to de 1997, destinado a reducir las emisiones netas de carbono a la atmósfera 
que generan el efecto invernadero, ha habido un derrumbe en la voluntad de 
algunos gobiernos importantes para seguir adelante oportunamente, lo que fue 
evidenciado en la Conferencia de La Haya de noviembre de 2000, no obstan­
te la cada vez más segura y documentada información de la comunidad cien­
tífica internacional sobre el efecto invernadero y las variaciones climáticas. 11 

Los países en desarrollo, por su parte, han preferido seguir la política del aves­
truz, esperando que los países industrializados más adelantados empiecen a ha­
cer algo, seguidos algún día por China. El gobierno de Estados Unidos, en par­
ticular, anunció que no aceptaba el Protocolo de Kioto alegando efectos 
negativos en la economía de ese país. Sin embargo, es probable que se ratifique 
su entrada en vigor en la Cumbre de Johannesburgo, aun sin Estados Unidos. 

10 World Business Council for Sustainable Development (wecso), Exploring Sustainable 
Development, Worúi Global Scenarios; Summary Brochure, Londres, 1997; y Ten Years of Achieve­
ment. Annual &view 2000, Ginebra, enero de 2001. En Monterrey, Nuevo León, México, se es­
tableció el Consejo Empresarial para el Desarrollo Sostenible en América Latina, después deno­
minado Centro Innova para el Desarrollo Sostenible, como filial del Consejo Mundial. Sin 
embargo, ha suspendido sus actividades. El wecso inició en el año 2000 un estudio en todo el 
mundo sobre las implicaciones de la industria del cemento, cuyos resultados se darán a conocer 
en Johannesburgo. 

11 Acerca de las rawnes básicas por las que es necesario llegar a acuerdos políticos para re­
ducir el efecto invernadero con base en el Protocolo de Kioto, es de mucho interés el trabajo de 
Alain Lipietz: "Working for World Ecologial Sustainability: Towards a 'New Great Transforma­

tion'", en The Future of the Global Economy: Towards a Long Boom?, París, OCDE, 1999, pp. 
139-160. El autor es profesor del Centro de Estudios Prospectivos de Economía Matemática 
Aplicados a la Planificación, de Francia. 
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En abril de 2002, la Cumbre de Biodiversidad de las Naciones Unidas, VI 
Conferencia de las Partes, reunida en La Haya, hizo recomendaciones decep­
cionantes acerca del programa de trabajo necesario, al no referirse a los bosques 
primarios. En cambio, se aceptó respetar los derechos de propiedad de los paí­
ses del Sur sobre su diversidad biológica, aunque en forma voluntaria y sujeta 
a contratos nacionales. Existe aún mucho comercio ilegal de especies, incluidas 
las maderables. 

III. LA SITUACIÓN AMBIENTAL EN LA REGIÓN LATINOAMERICANA 

En la región latinoamericana y del Caribe, 12 a pesar de haber sido la sede de la 
Cumbre de 1992 y de haberse obtenido respuesta positiva de las sociedades ci­
viles de muchos de los países y de los gobiernos, así como de organizaciones lo­
cales, y de haberse llevado a la práctica diversos programas ambientales, el avan­
ce proambiental ha sido mínimo y, por otro lado, el deterioro ha sido constante 
y de gran peligro para la especie humana, no sólo para los equilibrios ecológicos. 

Los informes anteriores a la Cumbre de Río pecaban de irreales, y eran, a 
veces, políticamente tendenciosos. 13 Las voces críticas de la sociedad civil y de 
los medios académicos casi nunca fueron escuchadas. La misma CEPALC empe-

12 Por "región latinoamericana y del Caribe" entiendo el amplio territorio geográfico, con 
sus ronas oceánicas, que comprende los países que antes constituían "América Latina'' y algunos 

territorios del Caribe. Por su gran diversidad en todos los órdenes, y pese a sus similitudes, con­

sidero de poca utilidad insistir en el término "América Latina'' (con el añadido de "y el Caribe"), 

y de aun menos valor sumar cifras de todos los países o de parte de ellos para tratar "a nivel agre­

gado" la problemática económica, social y ambiental de la "región". Hay poca congruencia en la 

forma en que se presentan las cifras por diversos organismos internacionales. La CEPALC dice in­

cluir datos de territorios del Caribe de "habla inglesa" en el conjunto del "Caribe", pero incluye 

a Suriname, y en otro cuadro incluye a Puerto Rico, que es parte de Estados Unidos, dejando fue­
ra a Haití, Cuba y Belice. Por su parte, el PNUMA incluye en el "Caribe", además de los territorios 

de habla inglesa, a las Antillas Neerlandesas, Aruba, Guadeloupe, Martinique, Haití, Puerto Rico, 

Cuba y la República Dominicana, aunque excluye a Belice, que incorpora, junto con México, en 
"Mesoamérica". 

13 Un documento importante fue el informe de la Comisión de Desarrollo y Medio Am­

biente de América Latina y el Caribe, Nuestra propia agenda, publicado por el Banco Interameri­

cano de Desarrollo (BID) y el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) en 1990. 

Véase también el libro precursor de Osvaldo Sunkel y Nicolo Gligo (comps.), Estilos de desarro­
llo y medio ambiente en América Latina, México, Fondo de Cultura Económica, Serie Lecturas de 

El Trimestre Económico 36, 2 tomos, 1980, 1981, compuesto por 28 capítulos de diversos au­
tores. Fue una valiosa primera aproximación, ya bastante superada. El concepto de "estilos de de­
sarrollo" adoptado no fue, en mi opinión, muy afortunado. 
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zó a ocuparse apenas en 1978 del medio ambiente en relación con el desarro­
llo, y sólo a raíz de la Cumbre de Río registró algunas ideas relativas al desarro­
llo sustentable. Anteriormente, para la CEPALC como para tantos otros organis­
mos no sólo se omitía el problema del deterioro ambiental en el tratamiento 
del desarrollo económico y social, sino que brillaba por su ausencia su relación 
con el resto de la actividad económica y social, sobre todo en una perspectiva 
futura. 

Sin embargo, un informe reciente de la CEPALC hace ver, por lo menos, que 
a ese nivel se empieza a reconocer el desafio que presentan las tendencias recien­
tes de deterioro ambiental como parte del proceso de desarrollo; es decir, se em­
pieza a asumir, aunque en forma segmentada, la noción del desarrollo susten­
table. 14 A partir de la aseveración de que "la creciente conciencia internacional 
respecto de los aspectos ambientales del desarrollo ha penetrado gradualmente 
en las políticas públicas de la región [ ... ] ", se afirma en seguida que " [ ... ] a pe­
sar de los esfuerzos realizados, la información sobre el estado del medio am­
biente en América Latina y el Caribe muestra que el proceso de degradación ha 
seguido avanzando en los últimos años", lo que "compromete el desarrollo fu­
turo de los países de la región, cuyas economías dependen en gran medida del 
mantenimiento en el largo plaw de la capacidad productiva de los ecosiste­
mas" .15 Aunque lo anterior no constituye una alusión clara al desa"ollo susten­
table, pues sigue la tradición de ligar el medio ambiente con la problemática de 
los recursos naturales, sin tener en cuenta los grandes deterioros de origen an­
tropogénico que afectan la salud de la especie humana, es decir, resultantes de 
la industrialización y la agricultura modernas, del uso masivo de energéticos de 
origen fósil en el transporte de carga y de pasajeros, y de las concentraciones ur­
banas, ni los aspectos sociales consecuentes, constituye una novedosa (para la 
CEPALC) aproximación -y en efecto, más adelante se entra en diversos aspee-

14 Véase CEPALC, Una década de luces y sombras: América Latina y el Caribe en los años no­
venta, Naciones Unidas/CEPALC, en coedición con Alfaomega, Bogotá, 2001, cap. 7, "La apertu­

ra de espacios para el desarrollo sostenible", y cap. 8, "Desempeño económico y social del Cari­

be", sección 5, "Medio ambiente y desarrollo sostenible". Véase asimismo un primer esbozo en 

CEPALC, Equidad. desarrollo y ciudadanía, J. Visión global, CEPALC, en coedición con Alfaomega, 

Bogotá, 2a. edición, noviembre de 2000, cap. 2, "Equidad, desarrollo y ciudadanía: una visión 

global", sección 6, "Un desarrollo más estable, dinámico, integrador y sostenible"; y III. Agenda 
económica, cap. 6, "Consolidar los espacios del desarrollo sostenible". Curiosamente, el tomo ll 
Agenda social, no contiene al parecer ninguna referencia al desarrollo sustentable ni a la política 

ambiental en conexión con muchos aspectos de la política social, como el educativo, el de vivien­

da, el de la lucha contra la pobreza, etcétera. 

l 5 CEPALC, Una década ... ' p. 227. 
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tos del desarrollo sustentable, aunque sin tratarlos en su conjunto. La CEPALC se 
queda todavía muy atrás de la Agenda 21 de la Cumbre de Río y de los escritos 
más recientes del mundo académico, y aun de los del PNUMA. 

Tanto la CEPALC como el PNUMA, sin embargo, que se asocian en la consi­
deración de los asuntos ambientales en la región latinoamericana, subrayan el 
constante deterioro. El PNUMA-ORPALC (Oficina Regional para América Latina 
y el Caribe), en su más reciente informe sobre América Latina "y el Caribe", 16 

es bien explícito: "Los albores del siglo XXI nos presentan un mundo en donde 
continúan la contaminación, la degradación y la destrucción del medio am­
biente" .17 Pasa a mencionar "grandes logros" -que en verdad son de dudar, 

pues a continuación hace ver que "los logros alcanzados no son suficientes[ ... ] 
la temática ambiental aún no ha sido totalmente integrada en los procesos de 
generación de políticas y corrientes de pensamiento". Y añade de inmediato: 
"El tiempo en que el medio ambiente era considerado tema adicional [sic] ha 
pasado. Ahora es fundamental que el tema ambiental sea definitivamente in­
tegrado en el proceso de toma de decisiones en todos los sectores, tales como 
la economía, la agricultura y la gestión urbana''. 18 (Podía haberse agregado el 
transporte, la educación, la salud, el avance tecnológico, la política social, la ad­
ministración pública, el empresariado, etcétera). 

Todo esto va precedido de una afirmación desafortunada, y desde luego no 
comprobada, de que "el desafio que enfrentamos -el cual no debe ser subes­
timado- es lograr que nuestra región vuelva al camino del desarrollo susten­
table". 19 Pero, ¿cuál camino? La región jamds ha conocido ese camino. El desa­
rrollo, hasta la fecha, ha sido sencillamente insustentable. El desafío consiste más 
bien en cómo transformarlo en sustentable. No se aprecia suficiente congruen­
cia en algunas de las consideraciones del PNUMA-ORPALC que, además, no coin­
ciden en algunos aspectos con las consideraciones sobre América Latina conte­
nidas en el GEO 2000 del PNUMA-Nairobi, que asigna la principal importancia, 
en la región latinoamericana, a los problemas del ambiente urbano y a los del 
empleo sustentable de los bosques tropicales y la biodiversidad.2º 

Dejando este aspecto de momento a un lado, el informe del PNUMA-ORPALC, 
en lo referente al deterioro ambiental en la región latinoamericana, que es par-

16 PNUMA-ORPALC, GEO 2000, América Latina y el Caribe. Perspectivas del medio ambiente, 
Oficina Regional para América Latina y el Caribe (ORPALC), México/San José de Costa Rica, 

2000. (Este documento se relaciona con el GEO 2000, del PNUMA, citado en la nota 7). 
17 !bid., "Presentación", p. S. 
18 /bid. 
19 /bid., p. 5, segundo párrafo (cursivas mías). 
20 UNEP, Global Environment Outlook 2000, cap. 2, p. 121, "Key Facts". 
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te del informe general GEO 2000 ya citado, no deja lugar a dudas sobre la si­
tuación y la perspectiva. Reúne gran cantidad de datos estadísticos y de infor­
mación sobre aspectos territoriales y marinos, biodiversidad, bosques y agua, 
emisiones a la atmósfera, población y educación, fuerza laboral, economía, 
consumo, producción industrial y agrícola, y salud en la región latinoameri­
cana. Habría, por supuesto, que considerar la validez de esta información es­
tadística y su pertinencia a la problemática del desarrollo sustentable, y en par­
ticular sopesar el significado de las cifras agregadas que se dan respecto a la 
región y a sus tres subtotales que se caracterizan como Mesoamérica, Caribe y 
"Sur América" [sic], y de cada país en lo individual. El conjunto llamado "Me­
soamérica'' no parece ser una categoría muy adecuada, ya que se compone de 
México, Centroamérica, Panamá y Belice, siendo el primero bastante disím­
bolo_ del resto en características económicas y ecológicas, y además miembro 
de lo que yo llamaría el "Merconorte". En efecto, México se incluye, para cier­
tos datos, en "Norteamérica''. El conjunto llamado "Caribe" comprende Cu­
ba, la República Dominicana, Haití y 19 islas de habla inglesa, francesa y neer­
landesa, más Puerto Rico (que es parte de Estados Unidos, pero, para ser 
lógicos desde el punto de vista ambiental, ¿por qué no el estado de Florida?). 
En todo caso, es una información útil, con esas y posiblemente otras limita­
ciones (véase más adelante). 

De cualquier modo, se puede discrepar del análisis en algunos aspectos. 
Por ejemplo, de entrada se atribuye la degradación ambiental en el mundo, ci­
tando un informe anterior del PNUMA y no el GEO 2000, a dos causas princi­
pales: "la pobreza persistente de la mayoría de los habitantes del planeta y el 
consumo excesivo de la minoría'', causalidad que se extiende sin más a la re­
gión latinoamericana, si bien afiadiendo "el desarrollo insostenible de la agri­
cultura, la industria y el turismo, la urbanización no planificada, el crecimien­
to demográfico y la densidad poblacional" .21 El GEO 2000, como se refirió en 
página anterior, expresa esas causas en forma más matizada. Destacar el "con­
sumo excesivo" en una zona del mundo donde la mayor parte de la población 
no goza de poder de compra ni para un consumo esencial de alimentos y de 
otros bienes esenciales es una exageración, aun una contradicción; cierto es 
que una pequeña "minoría'' de altos ingresos es la que consume a niveles pare­
cidos a los de los países altamente industrializados, pero con ese consumo casi 
no se afecta el medio ambiente de América Latina, ya que es consumo de bie­
nes y servicios en gran parte importados. En cambio, la pobreza extrema, en 
zonas rurales de la región latinoamericana, que también se manifiesta en par-

21 PNUMA-ORPALC, Resumen ejecutivo, p. 9. 
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te en las zonas urbanas, sí daña el medio ambiente en tanto determine prácti­
cas agrícolas de roza y quema, de deforestación sin repuesto de árboles, de em­
pobrecimiento de los suelos, de vertido de desechos a los arroyos y otras super­
ficies de agua, de desatención masiva a la recolección de desechos sólidos, etc. 
{¡Y qué decir de la conducta ambiental de las clases medias, y de las empresas 
medianas y pequeñas!). Por otro lado, no es exacto que "aproximadamente tres 
cuartas partes de la población [de la región] viven en zonas urbanas, mayor­
mente megalópolis, en las que la calidad del aire amenaza la salud humana y 
la escasez de agua es un hecho común". 22 En esto hay descuido en la interpre­
tación de los datos. Las megalópolis, para empezar, son pocas, y concentran 
más bien 20% de la población. 

No obstante, los hechos importantes, registrados en los pocos datos dispo­
nibles, tanto por el PNUMA como por la CEPALC, son que el deterioro ambiental 
es grave. En materia de bosques, entre 1990 y 1995, la pérdida en los países en 
desarrollo fue de 65 millones de hectáreas, de las cuales 29.5 millones se ubi­
caron en la región latinoamericana y del Caribe -lo que, además, podría ser 
una subestimación. Aquí aparece una fuerte discrepancia entre el dato de 
GEO 2000, que se acaba de citar, y otro que provee PNUMA-ORPALC, de sólo 5.8 
millones de hectáreas en el mismo periodo, que parece provenir de la FAO. De 
cualquier manera, se pierden enormes extensiones de bosques ambientalmen­
te valiosos, por ser sumideros de carbono, sobre todo en Brasil, Bolivia, Vene­
zuela, Paraguay y México. La CE.PALC cita información del Banco Mundial y el 
Fondo Mundial para la Naturaleza (wwF) según la cual "un 46% de las ecorre­
giones terrestres de América Latina y el Caribe se encuentra en estado crítico, 
o en peligro, y un 31 o/o en estado de vulnerabilidad" -no sólo bosques tropi­
cales húmedos y de coníferas, sino además pastizales, matorrales y mangla­
res-, y considera que la "deforestación continúa siendo el principal problema 
[ambiental] [ ... ] como proceso que es la causa principal de pérdida de biodi­
versidad". 23 Las tasas anuales de pérdida de bosque natural durante 1990-1995 
excedieron 6% en Jamaica, 5% en Haití, 3% en Costa Rica y El Salvador, y de 
1 a 2.5% en casi todos los demás países.24 El hecho de que la tasa anual en Bra­
sil haya sido de menos de 0.5% debe contrastarse con la superficie de pérdida, 
que se estimó en nada menos que 15 millones de hectáreas en el periodo 
1988-1997, de las cuales más de 9 millones fueron entre 1990 y 1997.25 

22 !bid. 
23 CEPALC, Una década de luces y sombras ... , pp. 250-251. 
24 !bid., gráfica 7.2, p. 253, según datos del World Resources Institute, Washington. 
25 Derivado de Global Environment Outlook 2000, p. 124. 



LOS DESAFÍOS DEL DESARROLLO SUSTENTABLE EN AMÉRICA LATINA 75 

La región padece un fenomenal vertido de desechos a la intemperie y en 
superficies hídricas, sin tratamiento y sin procesos de confinamiento adecua­
dos. Las emisiones industriales de contaminantes orgánicos en 1996, según da­
tos compilados por el Banco Mundial en 1999, citados por la CEPALC, excedie­
ron de 200 gramos/día por trabajador en casi todos los países de la región, y 
de 250 gramos en cuatro países.26 Se estima, según la Organización Paname­
ricana de la Salud (OPs), que en 1995 se generaron 275 000 toneladas diarias 
de residuos sólidos urbanos {municipales). Es probable que las cifras reales 
sean superiores. Resulta, además, desolador leer que menos de 2% de las aguas 
residuales en la región recibe tratamiento y que 40% de los desechos se lanza 
a tiraderos no controlados. Por mi conocimiento de los datos de México, pue­
do sospechar que toda esta información es una enorme subestimación de la 
realidad. 27 

La producción de CFC en la región, concentrada en tres países -Brasil, 
México y Venezuela- constituía 14.9% de la producción global en 1996, no 
obstante el Protocolo de Montreal de 1987. Se han implantado, sin embargo, 
programas con financiamiento del Fondo Global del Ambiente {GEF) que per­
miten sustituirlos en las industrias que los han empleado. Por otra parte, se 
hace ver que existe fuerte contrabando de CFC. 

La persistencia de todas estas condiciones, y otras como la contaminación 
atmosférica, la pérdida constante de biodiversidad, la contaminación de las zo­
nas costeras, la degradación de los suelos, indica que las políticas ambientales 
distan mucho de ser adecuadas. La afirmación por el PNUMA-ORPALC de que "el 
Foro de Ministros de Medio Ambiente de América Latina y el Caribe [ ... ] 
creado en 1982, juega un papel fundamental en el desarrollo de políticas am­
bientales[ ... ]" suena bastante hueca.28 Y la de que en su reunión, en Barbados, 
en marzo de 2000, se "reafirmó como primera línea de acción la inclusión in­
tegral de los principios de sostenibilidad en las políticas macroeconómicas y 
sectoriales de desarrollo" es, por desgracia, otra muestra de retórica barata, co­
mo antes lo fue las declaraciones de la Cumbre de las Américas efectuada en 
Santa Cruz, Bolivia, en 1996. 

26 CEPALC, Una década de luces y sombras ... , gráfico 7 .3, p. 256. 
27 En un artículo titulado "El desarrollo urbano en México y el medio ambiente", El Mer­

cado de ~lores, México, Nacional Financiera, año LX, abril del 2000, pp. 34-42, puse al descu­

bierto que la información estadística mexicana sobre residuos municipales y en general sobre re­

siduos peligrosos adolece de grandes deficiencias, aun de bases falsas. El volumen de desechos por 

día/persona lo mismo puede ser mayor o menor que cifras comparables de otros países miembros 
de la OCDE. 

28 /bid., p. 13. 
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Entre el año 2000 y el actual se han acelerado gestiones para ampliar las 
consideraciones ambientales de la región latinoamericana (y el Caribe) a un 
ámbito continental ("hemisférico"), en conexión con la propuesta de crear una 
Asociación de Libre Comercio de las Américas (ALCA). Con orígenes en la de­
claración unilateral del gobierno de Estados Unidos, la Iniciativa para las Amé­
ricas de 1990, se iniciaron en diciembre de 1994 gestiones tendientes a lograr 
un acuerdo que lleva la sigla ALCA. Esto dio lugar a que, en el marco de la 
Cumbre de Québec, Canadá, convocada para el 20-22 de abril de 2001, se 
planteara suscribir este acuerdo para el año 2005. Aparte de otras reuniones 
previas, por ejemplo, una reunión ministerial en Buenos Aires del 6 de abril, 
sobre acceso a mercados, inversiones, servicios y otros temas relativos al libre 
comercio, se convocó también una reunión previa de ministros del ambiente 
de las Américas en Montreal, en marzo de 2001. A esta reunión se aportaron 
diversos documentos de organizaciones privadas, entre ello~ uno de un grupo 
no gubernamental en que se recalcó la necesidad de fortalecer las políticas am­
bientales de los países y de plantear un Acuerdo Ecológico de las Américas29 

en que participarían grupos empresariales y de la sociedad civil. En otros do­
cumentos se recomendó que los ministros del ambiente ("hemisféricos") tra­
taran sobre cómo crear un sistema de indicadores nacionales ambientales y del 
desarrollo sustentable, y se hiw hincapié en la necesidad de la participación 
ciudadana y empresarial, y la de ampliar y mejorar la investigación científica 
sobre las contaminaciones hídrica y atmosférica, así como de emplear incen­
tivos económicos, entre ellos los permisos comerciales, para adoptar tecnolo­
gías limpias y establecer sistemas de gestión empresarial que respondan a las 
certificaciones de iso-14000. El acta final de la reunión de Montreal en reali­
dad no aportó nada nuevo; tal vez la afirmación más importante que contie­
ne es que "para lograr el desarrollo sustentable, reconocemos que la congruen­
cia en materia de políticas a seguir debe empezar en casa propia, y deberá 
mejorarse a nivel internacional", y de ahí siguen muchas otras generalidades y 
lugares comunes. Sobre el cambio climático, se limita a decir que "no hubo 
pleno consenso". 30 

29 Hemispheric Working Group on Trade and the Environment, Developing Ecologica/ 
Connectivity [sic]: Toward a Strengthened Americas Environmental Cooperation Agenda, lnterna­

tional Institute for Sustainable Development (Winnipeg, Canadá}, Fundación ECOS (Uruguay) y 
otras organizaciones privadas. Se advierte por cierto, en relación con los temas ambientales para 

la Cumbre de Québec, un fuerte sesgo de rechazo a las reuniones de los ministros del ambiente 

exclusivamente "regionales" (es decir, sin incluir a Estados Unidos y Canadá) organizadas por el 
PNUMA-ORPALC. 

30 Comunicado final, según texto transmitido por INCALIST, de Costa Rica. 
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La Cumbre de Quebec, muy enfocada al "libre comercio hemisférico", 
acabó por asignar poca importancia a los temas ambientales, que además no 
son de las preferencias prioritarias de la actual administración de Estados Uni­
dos. La Declaración de Quebec alude a la protección del ambiente y al uso sus­
tentable de los recursos naturales "con vistas a asegurar un equilibrio entre el 
desarrollo económico, el desarrollo social y la protección del medio ambiente". 
Sin embargo, no se estableció de manera explícita un vínculo entre el medio 
ambiente o el desarrollo sustentable y el ALCA.31 Sería en todo caso prematuro 
especular sobre los resultados concretos de dicha Cumbre en materias ambien­
tales y de desarrollo sustentable. 

IV. EL DESARROLLO SUSTENTABLE 

Y EQUITATIVO COMO PROCESO SOCIOPOLfTICO 

La Cumbre de Río de 1992 no logró adoptar una definición precisa del desarro­
llo sustentable y equitativo, por más que la Comisión Brundtland lo había expre­
sado desde 1987. Los términos de la Comisión Brundtland fueron los siguientes: 

Es desarrollo sustentable aquel que se lleve a cabo "sin comprometer la capacidad 

de las generaciones futuras para satisfacer sus propias necesidades", añadiéndose 

que: "No se puede asegurar la sostenibilidad física si las políticas de desarrollo no 

prestan atención a consideraciones tales como cambios en el acceso a los recursos 

y en la distribución de los costos y beneficios"; está implícita asimismo "la preo­

cupación por la igualdad social entre las generaciones, preocupación que debe ló­

gicamente extenderse a la igualdad dentro de cada generación". Todavía más, se 

asevera que "los objetivos del desarrollo económico y social se deben definir des­

de el punto de vista de sostenibilidad en todos los países, ya sean desarrollados o 

en desarrollo, de economía de mercado o de planificación central".32 

El Informe Brundtland admite, en todo caso, que "las interpretaciones 
pueden variar, pero deben compartir ciertas características generales y resultar 
en un consenso básico de desarrollo sustentable y sobre un marco estratégico 
amplio para lograrlo.33 En realidad, han surgido decenas de interpretaciones, 

31 Declaración de Québec, citada en BRIDGES W'eeko/ Trade News Digest, vol. 5, núm. 15, 

24 de abril del 200 l. 
32 Los entrecomillados provienen de Nuestro faturo común, op. cit., p. 67. 
33 /bid. 
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y no pasa un mes sin que alguien salga con una nueva o se queje de una ante­
rior. 34 Y el consenso básico está aún por conocerse y declararse. 

Mi propia definición actualizada, entre la aguda proliferación desatada, la 
condenso en los cinco puntos siguientes: 

1. Por desa"ollo sustentable y equitativo debe entenderse una estrategia, en 
los ámbitos global, regional y nacional, que permita entregar en forma progre­
siva a las generaciones venideras la posibilidad de mejorar su calidad de vida sin 
destrucción de los recursos naturales renovables del planeta y con protección 
de la biodiversidad. 

2. El desarrollo sustentable deberá proseguirse en condiciones de crecien­
te eficiencia tanto económica como ambiental en el uso de los recursos natu­
rales y en la producción de bienes y servicios. El saber científico y tecnológico 
deberá emplearse para proteger los recursos tanto renovables como los no re­
novables, con transiciones hacia métodos de producción que descansen en el 
empleo de insumos materiales menos contaminantes de los suelos, las aguas, la 
atmósfera y el hábitat rural y urbano de la especie humana. 

3. Se deberá tender a una producción cada vez más limpia en el uso de ma­
teriales y en sus procesos y transformaciones. En particular, la energía genera­
da con insumos de origen fósil deberá ser reemplazada con el tiempo por otras 
fuentes y formas de energía, menos contaminantes o aun enteramente limpias. 

4. El desarrollo sustentable habrá de ser equitativo, es decir, deberá com­
prender la idea tradicionalmente aceptada de contribuir, mediante políticas y 
programas económicos y sociales articulados, a reducir las gruesas desigualda­
des que se han manifestado durante el siglo XX, que hoy alcanzan extremos que 
están en evidencia en todos los continentes mediante diversos indicadores que 
en esta era de la comunicación instantánea no pueden ni deben ser ocultados 
a la conciencia ciudadana. El desempleo y la miseria no tienen cabida en un de­
sarrollo sustentable y equitativo. 

5. No se trata, en consecuencia, de hacer más de lo mismo que ha presen­
ciado ya el siglo XX, sino de emprender un proceso que, además de considerar 
la inversión real productiva para lograr índices de bienestar económico más ele­
vados, tenga en cuenta de manera simultánea la inversión ambiental requerida 
y lo que ahora se llama ecoeficiencia, así como la necesidad de construir el bie­
nestar social sobre bases equitativas. La formación de recursos humanos vía la 

34 En la IX sesión de la Comisión de Desarrollo Sustentable de las Naciones Unidas, se lle­
gó a decir que este organismo, a estas alturas, todavía no ha definido adecuadamente el desarrollo 

sustentable. Véase BRIDGES Wéekry Trade News Digest, vol. 5, núm. 16, 1 de mayo de 2001, p. 4. 
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educación y la capacitación deberá constituir uno de los pilares del desarrollo 
sustentable y equitativo. 

Si se aceptan estas proposiciones, nadie debería usar la palabra desarrollo sin 
que se añadan los adjetivos sustentable y equitativo, explícita o implícitamente. 
La situación en la región latinoamericana, sin embargo, no permite afirmar que 
así se piense. Se oye hablar demasiado de "desarrollo" a secas, en el sentido es­
trecho de lograr mayor crecimiento de la producción de bienes o servicios con 
una inversión dada. Por otra parte, muchos actores de la actividad empresarial 
se atribuyen estar haciendo desarrollo sustentable cuando sólo están aplicando 
medidas de protección ambiental. Es de encomiarse la política proambiental 
que una empresa practique, pero se requiere que el proceso sea colectivo, o sea 
que forme parte de una política pública en que se sumen los esfuerzos del Es­
tado y del sector empresarial, y se abarque no sólo el quehacer de las grandes 
empresas sino que se extienda a las múltiples y diversas empresas medianas y 
pequeñas que constituyen generalmente la gran mayoría. En situaciones asimé­
tricas como las que prevalecen, el lograr cambiar las conductas ambientales de 
las empresas medianas y pequeñas requiere que a éstas se les apoye con incen­
tivos financieros y fiscales, y con programas de capacitación. Es necesario, ade­
más, convencerlas de que las inversiones proambientales suelen ser redituables. 

De igual modo, se necesitarán enormes campañas educativas, publicitarias 
y de capacitación en ámbitos locales para que la ciudadanía contribuya con sus 
propias acciones colectivas al desarrollo sustentable y equitativo. No basta que 
mi vecino diga que porque prepara composta en su jardín está "haciendo de­
sarrollo sustentable", cuando sólo es una acción individual de tipo ambiental. 
No basta que la señora de enfrente separe su basura en papel y cartón, vidrio, 
plásticos, materia orgánica y "otros" si la colectividad no se ocupa de recolec­
tar separadamente los materiales y enviarlos a lugares de reciclaje y reaprove­
chamiento. Localmente se pueden crear redes eficaces de apoyo de la ciudada­
nía a las políticas ambientales y de desarrollo sustentable. En forma paralela, 
habrá que fortalecer la capacidad y el interés de las autoridades municipales y 
otras locales para asumir eficazmente la parte que les corresponde. 

En el ámbito internacional, si el desarrollo sustentable no ha sido empren­
dido aún por ningún país, cabría preguntar si las políticas ambientales nacio­
nales, y las que promueven los organismos internacionales públicos y privados, 
regionales o globales, son suficientes para encaminar a las sociedades hacia el 
desarrollo sustentable. La respuesta hoy no se caracteriza por ser positiva. Ha­
bría mucho que agregar a la pregunta. Por otro lado, el argumento de que si el 
país vecino no inicia este proceso, no habría por qué darse prisa en el propio 
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es enteramente ilógico; lo correcto será iniciar negociaciones para actuar de 
manera conjunta y, en último análisis, el país propio debe iniciar el proceso de 
desarrollo sustentable porque le conviene hacerlo -lo que en inglés llaman la 
política de no regrets- y seguirá conviniéndole con el tiempo, además de que 
pondrá buen ejemplo a los países morosos. 

En las cuentas nacionales, que supuestamente registran los progresos en la 
producción y en la demanda, no se incorporan aún los efectos negativos del 
daño ambiental. La secretaría de las Naciones Unidas ha elaborado una meto­
dología para construir las "cuentas ambientales", pero comúnmente no se 
aplica. Un país que registre mayor producción, inversión y exportación fores­
tal sin registrar a la vez el valor estimado del daño ambiental de esa actividad, 
por ejemplo, la degradación de los bosques y la pérdida de superficies foresta­
les, podría entrar en una contradicción total y desorientadora: incremento del 
PIB convencional, pero decremento al deducirse el costo de los daños ambien­
tales no recuperables o recuperables a muy largo plazo. En un caso concreto, el 
de México, el Instituto Nacional de Estadística, Geografia e Informática (INEGI) 

ha calculado que en el periodo 1985-1992, si se incorporara la depreciación de 
los recursos naturales, el producto interno neto ajustado ambientalmente (PINE), 

tendría que reducirse entre 11.3% y 13.5% de los valores normalmente esti­
mados a precios corrientes, encontrándose además que los costos por degrada­
ción aumentaron en el periodo indicado proporcionalmente más que los cos­
tos por agotamiento. 35 

El desarrollo sustentable abarca la noción de equidad social, o sea que para 
evaluarlo habría que tener en cuenta el conjunto de las políticas sociales y eco­
nómicas y sus efectos en la desigualdad. Las compilaciones de datos en esta ma­
teria revelan que en la región latinoamericana prevalece una gran desigualdad de 
ingresos. La CEPALC estima que en los años noventa, en materia de pobreza, se 
logró una "gradual reducción de los elevados niveles de pobreza", habiendo ba­
jado la proporción de hogares pobres a 36%, en comparación con 41 o/o en 
1994. Sin embargo, el número de "pobres" aumentó, debido al crecimiento de­
mográfico; no se ha reducido el número absoluto de "pobres e indigentes'', so­
bre todo en las áreas rurales.36 Los índices varían considerablemente entre los 
países, pero se calcula que, en el decenio, mejoraron en algunos mientras que 

35 Véase Francisco Guillén, "Sistema de cuentas ecológicas y económicas en México 

(scEEM), I 985- I 992", en Instituto Nacional de Ecología, Economia ambiental: l.ecciones de Amé­
rica Latina, México, Secretaría de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca, 1997, pp. 

113-120. 
36 CEPALC, Una década de luces y sombras ... , cap. 6, "Desempeño de los ·sectores sociales", 

pp. 199-200. 
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empeoraron en otros. Para los fines presentes, interesa señalar que un proceso 
de desarrollo sustentable supondría lograr menor desigualdad y menos pobreza 
extrema. La CEPALC informa que no ha habido avances importantes en la distri­
bución del ingreso y que "los beneficios del crecimiento [ ... ] se concentran en 
los estratos socioeconómicos más acomodados".37 La tarea en cuanto al adjeti­
vo "equitativo" en el proceso de desarrollo sustentable tendrá en consecuencia 
que ser gigantesca, por medio de empleo, educación, programas sociales y 
otros. A estas consideraciones habrá que añadir otras relativas a inseguridad, sa­
lud ambiental, hábitat, etcétera. 

La conclusión, aun en un análisis simple, es que el desarrollo sustentable 
habrá de resultar más bien del conjunto de las políticas públicas en lo econó­
mico, lo social, lo ambiental y aun lo cultural, y de la participación ciudada­
na que de programas aislados, incluso el ambiental en sí. O sea que, en las 
condiciones presentes, no puede afirmarse que la idea del desarrollo sustenta­
ble haya penetrado en la sociedad ni en los gobiernos al grado de que sea una 
base firme de formulación de políticas de desarrollo, donde éstas lleguen a 
considerarse necesarias. Es más, será difícil vencer la tendencia a formular ob­
jetivos a muy corto plazo. No se han identificado de manera adecuada las ri­
gideces estructurales, las resistencias de todo orden a que se enfrenta una p~­
lítica de cambio, por lo menos en los sectores críticos. Existe un gran vacío 
entre las formulaciones teóricas del desarrollo sustentable y la práctica políti­
ca, económica y social. Tan sólo en materia de energéticos y agua será difícil 
pensar que los cambios se produzcan por simple efecto de crear mercados 
abiertos y competitivos, ni siquiera que las políticas ambientales, en su trayec­
toria actual, pudieran detener el deterioro ambiental. No se ha avanzado en 
construir los cimientos. 

Dentro de cada nación, será indispensable que el desarrollo sustentable sea 
un objetivo colectivo, no limitado a algún sector o alguna zona crítica. El en­
foque tendrá que ser integral y sistémico. Para cualquier sociedad que haya lle­
gado tarde, como ocurre en la mayoría de las de la región latinoamericana, a la 
coyuntura histórica actual, el esfuerzo de definición y puesta en marcha de pro­
cesos de desarrollo sustentable y equitativo será mucho mayor que el empren­
dido con anterioridad bajo el paradigma del desarrollo económico a secas. La 
problemática no es sólo técnico-ecológica, sino al mismo tiempo social y polí­
tica. Éstas son la calidad y la dimensión intrínsecas del desarrollo sustentable. 
Es la complejidad plena del desarrollo. Las alternativas no existen, pero tam­
poco se puede asegurar que el objetivo principal se alcance. 

37 !bid., p. 211. 
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V. EL INTERCAMBIO COMERCIAL Y EL DESARROLLO SUSTENTABLE 

En Estocolmo, en 1972, los países en vías de desarrollo expresaron su descon­
fianza alegando que no podrían asumir los costos de los programas proambien­
tales. En 1992, en Río de Janeiro, surgió de nuevo esta idea, aunque matiza­
da, tal vez ante la expectativa de que les favorecería una gran transferencia de 
tecnología ambiental reductora de costos, pero más bien porque el llamado 
Grupo de los 77 mantenía todavía la posición anterior en términos de econo­
mía política en el contexto de las grandes declaraciones de Naciones Unidas. 
Sin embargo, al asumirse el concepto del desarrollo sustentable se modificó el 
paradigma, ya no se trataría de crecer o desarrollarse linealmente -desarrollo 
a secas, o sea insustentable- sino de abarcar todo, incluso lo social y lo am­
biental, en forma intervinculada, compleja, para defender los equilibrios eco­
lógicos, lograr mayor equidad y asegurar avances en los procesos de producti­
vidad y los niveles de vida. Luego, si el intercambio comercial internacional 
entre grandes, medianas y pequeñas economías, que incluye no sólo volúme­
nes de exportaciones e importaciones sino la relación de precios del intercam­
bio, debía pasar a ser un instrumento y no un fin en sí mismo, habría que re­
lacionar el tema comercio con el tema desarrollo sustentable. Esta relación no 
es cuestión de precios relativos, sino de consideraciones estructurales. Es más, 
el comercio internacional no se rige tanto por precios relativos -el anteceden­
te de los teóricos de antes- sino por cambios en los volúmenes de oferta y de 
demanda, los primeros resultantes de avances tecnológicos y de mejoramien­
to de las capacidades de gestión empresarial, y los segundos de la diferencia­
ción de los ingresos, de las concentraciones de éstos y de los cambios en el con­
sumo que inciden en la elasticidad-ingreso de la demanda. 

La Ronda Kennedy, desde los años sesenta, para liberalizar parcialmente el 
Acuerdo sobre Aranceles Aduaneros y Comercio ( GATI), condujo al fin, bajo la 
ideología de la apertura de los mercados --criterio de precios relativos- y la 
reducción del proteccionismo -parcialmente criterio de cambios en la estruc­
tura de la demanda-, a la Ronda Uruguay, de la cual salió la Organización 
Mundial de Comercio (OMC). Esta organización, que por ahora incluye 150 
países, es en realidad un GATI actualizado y ampliado acorde con las nuevas co­
rrientes de libre empresa y mercados no restringidos en bienes y servicios. Su 
propósito ha sido dar la prioridad máxima al incremento del intercambio co­
mercial por medio de la reducción y eliminación de los obstáculos fiscales, 
arancelarios y no arancelarios. Si el GATT no prestó interés al tema ambiental, 
la OMC, que sí lo incluye en su acta constitutiva, lo mantiene enteramente en 
situación subordinada. Para la OMC y los principales países que la apoyan, lo 
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importante es el comercio, no el ambiente -y mucho menos el desarrollo sus­
tentable. Pertenecer a la OMC puede facilitar el aumento de las exportaciones 
hasta cierto punto, y permite entablar acciones para lograrlo, pero no garanti­
za que la protección ambiental predomine sobre los intereses comerciales, co­
mo debería ocurrir en un proceso a largo plazo de desarrollo sustentable. 

La subestimación de lo ambiental se reflejaba ya en 1992-1993, por ejem­
plo, al negociarse el Tratado de Libre Cómercio de América del Norte (TLCAN), 
que se proponía suscribieran Canadá, Estados Unidos y México y que debía en­
trar en vigor en 1994. Sin embargo, por efecto de presiones de organizaciones no 
gubernamentales en Estados Unidos, principalmente, se aceptó y firmo un acuer­
do paralelo tripartito de cooperación ambiental, instrumento sin precedente en 
un tratado comercial. Por medio de este acuerdo paralelo se creó una Comisión 
de Cooperación Ambiental ( CCA), con funciones limitadas, para investigar y pro­
poner soluciones a problemas ambientales. Por razones relacionadas con la acti­
tud del Congreso de Estados Unidos, tanto el TLCAN como el Acuerdo de Coo­
peración Ambiental llegan a mencionar el objetivo del desarrollo sustentable en 
sus respectivos preámbulos, en el primer caso como "desarrollo sostenible" y en 
el segundo como "desarrollo sustentable"; pero en el articulado se omite este ob­
jetivo, salvo al hacer referencia a la validez general de los convenios multilatera­
les sobre temas ambientales. Se prevé que las medidas fitosanitarias puedan esta­
blecerse con cierta libertad, de manera "legítima", aunque no en forma que 
signifiquen protección disfrazada, como tampoco con disposiciones tan débiles 
que ello sirva para estimular la inversión de manera artificial. La escasa prioridad 
de las políticas ambientales queda manifiesta, sin embargo, en el capítulo XI del 
TLCAN, que crea un procedimiento por medio del cual cualquier empresa que se 
considere afectada en sus intereses por una disposición ambiental tomada por 
uno de los gobiernos signatarios puede elevar una demanda contra ese gobierno, 
en la jurisdicción nacional que corresponda, la cual se considerará bajo un pro­
ceso secreto, es decir, sin conocimiento del público y sin intervención de la Co­
misión de Cooperación Ambiental que el propio Tratado estableció.38 Constitu­
ye de hecho una cláusula inaudita de protección al inversionista extranjero. 

Por otra parte, el funcionamiento de la CCA no ha tenido autonomía, por 
más que haya publicado importantes estudios sobre problemas ambientales en 
los tres países y su posible solución; los ministros de comercio se han impues­
to a los ministros del medio ambiente, con el argumento, a veces explícito, a 

38 Véase Howard Mann y Konrad von Moltke, Naftas Chapter 11 and the Environment Ad­
dmsing the Impact of lnvestor-State Process on the Environment, Winnipeg, Canadá, lnternational 
lnstitute for Sustainable, Development, Working Paper, 1999. 
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veces disfrazado, de que las políticas ambientales son un "estorbo" para el in­
tercambio comercial. Ni siquiera se han generado informes suficientemente 
críticos de las políticas ambientales en Canadá, Estados Unidos o México.39 

Existe, sin embargo, un Comité Consultivo Público Conjunto (ccrc) que se 
reúne semestralmente y ante el cual se pueden ventilar casos de redamos am­
bientales y de peticiones ciudadanas con intervención de las organizaciones no 
gubernamentales (ONG). No obstante, sus efectos son sumamente limitados. 

Uno de los principales estudios hechos por la secretaría de la CCA, referen­
te a la relación entre el comercio y el ambiente, en el que participaron nume­
rosos expertos de los tres países, cayó enteramente en el vacío. 40 Dicho estudio 
tuvo desde el principio el defecto de que trataría el asunto en forma agregada 
-investigar si el comercio afecta el ambiente en general, o en ciertas ramas, y 
si las medidas ambientales afectan el volumen de comercio en general. Era ob­
vio que por ese lado no se podría llegar a ninguna conclusión. En primer lugar 
porque independientemente del comercio internacional, cualquier actividad 
económica, sea agrícola, industrial o de servicios, genera desechos, parte de los 
cuales pueden ser peligrosos; en segundo término porque la actividad económi­
ca que crea exportaciones o utiliza importaciones también vende en el merca­
do interno y se abastece de éste, sin ninguna conexión directa con el comercio 
exterior; y tercero, porque las disposiciones ambientales deben tener carácter 
general, sin dedicatoria especial a las exportaciones o a las importaciones. 

Lo que debió hacer la CCA fue iniciar estudios concretos en las ramas de 
actividad correspondientes a los principales renglones del comercio exterior 
bajo el TLCAN -fueran productos naturales, intermedios o finales, industria 
del papel o la automotriz, la electrónica, la química, la del calzado o cualquier 
otra-, para determinar en qué puntos concretos de la cadena productiva 
-río arriba o río abajo-, en los procesos productivos o en los de embalaje y 

39 Cabe mencionar que en 2001, un grupo de trabajo de la CCA del TLCAN emitió un infor­

me en que se explica que desde 1995 se han desplegado esfuerws para mejorar las políticas de 
aplicación de las disposiciones ambientales, incluso los indicadores, y que se ha formulado una 

evaluación de necesidades en materia de datos y requerimientos sobre movimientos transfronte­

riws de desechos peligrosos. Aparte de la descripción de las dificultades, no se entra en conside­
raciones sobre el deterioro ambiental ni sobre las políticas ambientales generales de los tres paí­

ses. Véase Commission for Environmental Cooperation, Special Report on Enforcement Activities, 
Montreal, junio de 2001, ISBN 2-922305-54-6 (hay texto en español). 

4° Comisión para la Cooperación Ambiental (cCA), Evaluación de los efectos ambientales del 
Tratado de Libre Comercio de América del Norte. El marco de trabajo analítico para la evaluación de 
los efectos ambientales del Tratado de Libre Comercio de América del Norte.fase II; Estudio Temáti­
co 1: "El maíz en México"; Estudio Temático 2: "Producción de ganado de engorda en Estados 

Unidos y Canadá"; Estudio Temático 3: "La electricidad en América del Norte", Montreal, 1999. 
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transporte, dentro o fuera del país, se generarían desechos peligrosos para el 
ambiente, fuera éste el nacional o el del país o los países con los que se comer­
ciara, a fin de poner en marcha programas de control y mejoramiento am­
bientales conforme a las políticas nacionales en la materia y los compromisos 
internacionales. Para poner un ejemplo hipotético extremo, un producto de 
la industria X en el país A pudiera incluso corresponder a una tecnología "lim­
pia'', pero al exportarse al país B mediante transporte por carretera estaría em­
pleando camiones que consumen un combustible contaminante, por ejemplo 
un diese! de alto contenido de azufre; en ese caso no sería la exportación en sí 
la que pudiera dañar el ambiente, sino el hecho mismo de emplear en el trans­
porte en general un combustible de baja calidad. Tal vez incluso algunos de 
los insumos en el proceso de embalaje pudieran también provenir de impor­
taciones del país Ben que intervinieran procesos "no limpios". Estudios de este 
tipo no se han hecho.41 La razón es que desde el principio se manejó el tema 
comercio/ambiente en un contexto político en que había que encontrar "cul­
pables ambientales" para imponer restricciones a las importaciones del país 
"culpable", en lugar de dar apoyJ:>s al mejoramiento de la política ambiental. 
En otras palabras, no está demostrado que el intercambio comercial empeo­
re el ambiente, pero tampoco que la falta de medidas ambientales estimule el 
traslado de empresas a otros países donde se suponga que el cumplimiento de 
las disposiciones ambientales sea deficiente, ni que una política ambiental efi­
caz tenga efectos negativos en el comercio. No obstante, prevalece entre mu­
chos sectores empresariales, y aun académicos, la idea de que lo importante y 
prioritario es promover el comercio con reducciones arancelarias, lo que, ip­
so facto, impulsará el crecimiento económico y eso generará los recursos con 
los cuales se pueda atender los asuntos ambientales. No existe demasiada 
preocupación por los daños ambientales como tales, sino por las medidas que 
puedan tomarse que pudieran afectar en forma negativa el comercio. Nueva­
mente, el intercambio comercial se considera en muchas esferas, incluso las 
internacionales, como más importante que el mejoramiento ambiental. 

Lo que sobresale es que se carece de una política ambiental encuadrada en 
una visión de desarrollo sustentable. En el TLCAN, casi sistemáticamente, los in­
tereses del comercio han vencido al ambiente, no obstante que el comercio in­
ternacional no es sino una parte modesta de la actividad productiva, ya sea en 
el TLCAN o en el resto del mundo. 

41 Yo mismo dirigí un memorándum a la secretaría ejecutiva de la CCA sobre el asunto, sin 

ningún resultado, ni siquiera acuse de recibo a pesar de que inicialmente formé parte de un co­
mité asesor. 
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El tema ambiental en las relaciones entre México y Estados Unidos ad­
quiere cada día más importancia porque la situación ambiental en la frontera 
terrestre y la fluvial que separa a los dos países ha empeorado considerablemen­
te, en parte por el surgimiento de nuevas industrias a un ritmo elevado, de am­
bos lados de la frontera, entre ellas la expansión de la industria de subcontra­
tación o maquiladora del lado mexicano, y en parte por la ineficacia de las 
políticas ambientales en ambos países. El 50% de las exportaciones totales de 
México consiste ya en productos manufacturados bajo el sistema de subcontra­
tación, con muy poco control ambiental. Ingresan los insumos por carretera en 
puntos críticos de la frontera y salen procesados, ensamblados, etc., con el solo 
valor agregado de la mano de obra barata, por el mismo medio de transporte, 
con atascamientos de transporte automotor que contribuyen además a la con­
taminación atmosférica. Los desechos generados, en buena medida de carácter 
peligroso, casi no se controlan, pese a la existencia de convenios binacionales y 
de mecanismos de cooperación. Los recursos hídricos están ya contaminados 
en varios puntos de la frontera y se vislumbra una grave escasez de agua en vo­
lumen y calidad. Es un área que, aunque ya pueda más bien llamarse "parte del 
Merco norte", no ha demostrado casi ningún avance ambiental, como a veces 
se pretende en las cifras agregadas de la "región latinoamericana". 

El caso concreto del Mercosur merece también mencionarse en el examen 
de la situación ambiental de la región latinoamericana. Aparte de las políticas 
ambientales nacionales de los cuatro países -Argentina, Brasil, Paraguay y 
Uruguay- que constituyen desde 1994 el Mercosur, al entrar en vigor el tra­
tado respectivo existe una serie de compromisos y disposiciones en materia am­
biental referentes al Mercosur como tal y que afectan o pueden afectar el co­
mercio intra-subregión, pero que en todo caso son indicadores del poco 
esfuerzo real que se ha hecho hasta ahora en esa subregión para aplicar políti­
cas ambientales conducentes a lo que algún día pudiera ser una estrategia de 
desarrollo sustentable.42 En el Tratado de Asunción existe en el Preámbulo una 
leve referencia al medio ambiente, y se dispusieron mecanismos de cooperación 
en la materia, sobre todo en la cuestión del uso de medidas fitosanitarias yacer­
ca de la armonización de determinadas medidas de protección ambiental, de 
normas y de medición, áreas naturales protegidas, residuos peligrosos, la biose­
guridad, etc. En 1994 se aprobaron directrices básicas en materia de política 

42 En relación con las políticas ambientales en el Mercosur y sus países asociados, véase el 

valioso estudio de Marta Leichner Reynal, Mercosur, su dimensión ambiental: comercio y priorida­
des políticas de inversión, Washington, World Wildlife Fund, octubre de 2000, en especial las pp. 

51-103. 



LOS DESAFÍOS DEL DESARROLLO SUSTENTABLE EN AMÉRICA LATINA 87 

ambiental, lo cual va más allá de lo previsto en el TLCAN, y varios proyectos de 
interés común a los cuatro países miembros han pasado por evaluaciones de 
impacto ambiental, lo que casi está ausente en las relaciones México-Estados 
Unidos. El Mercosur avanzó hacia la formulación de un protocolo ambiental, 
que parece ser un gran adelanto conceptual de cooperación en la materia, que 
se considera como un elemento determinante de la integración general de las 
economías del Mercosur y el proceso de desarrollo sustentable en las mismas 
como objetivo.43 Su firma reciente no garantiza aún su aplicación, dada la cri­
sis del Mercosur y la de sus dos países principales, Argentina y Brasil. 

En el ámbito mundial, el tema del comercio y el ambiente se reproduce en 
las políticas de la OMC y en la interpretación de algunas de sus disposiciones. Si 
se mantiene la idea de que las medidas ambientales dañan el comercio, sobre 
todo del país más fuerte en la negociación de un caso concreto, el resultado a 
la larga será dañar más el ambiente. En el Acuerdo de Marrakech que creó la 
Organización Mundial de Comercio, se prevé además, con base en los antece­
dentes en el GATT, que pueda haber tratamiento diferenciado a favor de los paí­
ses en vías de desarrollo para favorecer sus exportaciones mediante regímenes 
preferenciales a los mercados de los países altamente desarrollados, sin necesi­
dad de ofrecer plenamente concesiones recíprocas. Se permite también dar más 
tiempo y reducir el grado de obligación para que los países en desarrollo cum­
plan las reglas del Sistema Multilateral de Comercio. Esta disposición y varias 
asociadas a la misma permiten asimismo aplazar o no cumplir medidas de pro­
tección ambiental por parte de los países en desarrollo, hasta por un periodo 
transitorio de ocho años en algunos casos, no obstante la inclusión del objeti­
vo del desarrollo sustentable en el preámbulo de los acuerdos de Marrakech.44 

Aplicar ese articulado equivale a aplazar las medidas de política ambiental en 
el mundo. El articulado oculta una contradicción fundamental entre favorecer 
a los países en desarrollo en sus políticas económicas generales e inducirlas a to­
mar medidas significativas para proteger el ambiente y asegurar el desarrollo 
sustentable. Los países en desarrollo reclaman con justicia que no se invoquen 
medidas ambientales en los países desarrollados como sustitutos de restriccio­
nes arancelarias o no arancelarias en las obligaciones de un tratado de comer­
cio; pero tampoco debe aplazarse el mejoramiento ambiental como instrumen-

43 !bid., pp. 96-103 y Anexo III. 
44 Véase Ricardo Meléndez-Ortiz y Ali Dehlavi, "A Case for Updating Special and Diffe­

rential Treatment in the WTo", cap. 8, en Peider Konz {comp.). Trade, Environment and Sustain­
able Development Views from Sub-Saharan A.frica and Latín America, Ginebra, The United Nations 

University e International Center forTrade and Sustainable Development (ICTSD), 2001. 
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to que haga más fluido y menos contaminante el intercambio comercial sobre 
bases de competitividad y transparencia, como parte de una estrategia de de­
sarrollo sustentable. El caso del atún en el comercio entre México y Estados 
Unidos -país que prohibió su importación mientras no se demostrara que la 
captura del atún hubiera dejado de entrafiar la muerte en las redes de delfines 
asociados a sus pesquerías- terminó con resolución a favor de México, pero 
la aplicación de ésta fue obstaculizada aun por las autoridades mexicanas. 

Luego se necesita crear mecanismos que aseguren la cooperación inter­
nacional en materia ambiental por sobre todo, porque ésta es necesaria y es 
parte de un proceso de desarrollo sustentable que a la larga deberá ser com­
petitivo y equitativo. La OMC está bajo fuerte presión de intereses puramen­
te comerciales, que atentan aun contra los recursos naturales en los países en 
vías de desarrollo. Circulan ya ideas sobre la conveniencia de crear un orga­
nismo ambiental internacional, pero no se ve por qué no pueda mejorarse lo 
que existe, como el PNUMA y las intervenciones de la Unión Europea, la OCDE 

y otras instancias. 
Se requiere evitar simplificaciones. Ni el comercio internacional es tan "li­

bre" como se supone, ni las medidas ambientales son o pueden ser tan eficaces 
como algunos quisieran. En cuanto a lo primero, a pesar de que se emplean 
argumentos de teoría del comercio como si éste fuera "del tipo de productos 
como el trigo, las nuevas corrientes teóricas sobre el comercio tienden a consi­
derar que el intercambio es en gran parte del tipo de productos como los de la 
industria aeronáutica''.45 Es más, una proporción muy grande del intercambio 
comercial mundial está constituida por comercio "administrado". Ya en 1980, 
según Sidney Weintraub, casi 50% tenía esa característica, es decir, estaba "su­
jeto a algún tipo de control extramercado", por ejemplo, el de confecciones, 
textiles, calzado, productos siderúrgicos y de la construcción naval, y gran par­
te del agropecuario.46 Podría afiadirse el de maquinaria, vehíc"wos automotores, 
productos aeronaúticos, productos químicos, artículos electrónicos, etc. Dicha 
proporción sin duda se ha incrementado en los afias noventa. Más aún, el co­
mercio internacional intrafirma, que comprende productos intermedios, no 
responde en esencia a ningún concepto amplio de libre mercado, y la subcon­
tratación internacional (por ejemplo, la llamada maquila en México) consiste 

45 Véase Paul R. Krugman, Rethinking lnternational Trade, Cambridge, MIT Press, 1994, p. 1. 

46 Véase Sidney Weintraub, "Perspectivas del comercio mundial", cap. 2, en Víctor L. Ur­
quidi y Gustavo Vega Cánovas (comps.), Unas y otras integraciones: seminario sobre integraciones 
regionales y subregionales, México, El Colegio de México y El Trimestre Económico, Serie Lectu­

ras núm. 72, 1991, p. 101. 
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en transacciones intrafirma controladas por las empresas matrices, cuyas deci­
siones tienen más que ver con el bajo nivel salarial en los países en que se loca­
liza la subcontratación que con las viejas teorías ricardianas de ventaja compa­
rativa que tanto se invocan o las hecksher-ohlinianas de épocas más recientes. 
En México, el gobierno ejerce muy poca influencia en las actividades de las em­
presas maquiladoras, ni siquiera para que cumplan sus obligaciones fiscales. 

El comercio mundial, según recientes compilaciones de la UNCTAD,47 ha 
crecido en los últimos años a una tasa superior a la del producto global estima­
do, sobre todo durante el año 2000, cuando las exportaciones mundiales en vo­
lumen y en valor se incrementaron 10%. La expansión comercial mayor se re­
gistró en la región de Asia, tanto en el caso de China como en el de los países 
que componen el sudeste de esa región (entre 7 y 15% anual en términos de vo­
lumen o quántum), en tanto que las exportaciones de la región latinoamerica­
na {y del Caribe) han crecido menos {alrededor de 7% al año, y a una tasa de 
11 % en el 2000). Los aumentos se registraron más en el volumen que en el va­
lor, dado que los precios de muchos productos primarios de exportación han 
disminúido o mostrado debilidad desde 1996, con algunas excepciones como el 
petróleo crudo y el níquel. Es de suponer que el impacto ambiental del aumen­
to del volumen de la exportación mundial de productos naturales habrá sido 
muy considerable, directa e indirectamente. El informe de la UNCTAD no pro­
porciona información al respecto, aunque se puede inferir que la expansión de 
la capacidad de producción de petróleo crudo en las regiones en vías de desarro­
llo y en los países de la Federación Rusa y de Asia Central llegará a tener impac­
tos ambientales importantes, con todo y la recuperación de los precios, que no 
parece afectar el consumo de combustibles automotores de manera apreciable. 
Por otro lado, las exportaciones totales de la región latinoamericana y del Cari­
be apenas rebasan 5 a 6% del comercio mundial total, pero originan daños am­
bientales de consideración. 

VI. PERSPECTIVA Y CONCLUSIONES 

Los planteamientos sobre desarrollo sustentable a partir de 1992 no han lo­
grado penetrar en el complejo proceso de la formulación de políticas públicas 
en los países de la región latinoamericana, por más que se mencionen en do­
cumentos y aun en declaraciones recientes, tanto nacionales como en el ám-

47 United Nations Conference on Trade and Development (uNCTAD), Trade and Develop­
ment Report, 200 J, Naciones Unidas, 200 I. 



90 DESARROLLO SUSTENTABLE Y CAMBIO GLOBAL 

bito regional y el "hemisférico" o continental. La razón fundamental, aparte 
de los repetidos fracasos en la elaboración de las políticas económicas y socia­
les en la mayor parte de los países de la región, debe encontrarse precisamen­
te en la etapa de desarrollo en que se encuentra la mayoría de los países, y en 
los descalabros financieros y económicos ocurridos a partir de 1982. Además, 
el haber pasado de un largo periodo de desarrollo industrial y de moderniza­
ción agrícola a base de proteccionisnio a ultranza, con excesos de intervencio­
nismo de Estado, con un sector empresarial las más de las veces débil e inefi­
caz ante la acometida de los procesos de globalización venidos del exterior, ha 
dado lugar a constantes tropiezos de estrategia de desarrollo, dentro de los 
cuales los asuntos ambientales y los aspectos de desarrollo sustentable no han 
alcanzado verdadera prioridad -ni siquiera se han debatido de manera am­
plia y adecuada. No debe extrañar, en consecuencia, que los avances hayan si­
do mínimos, aun en los preparativos para el desempeño de una política am­
biental adecuada. 

Si internamente ha sido difícil definir posiciones ante la problemática am­
bie'ntal, con más razón lo ha sido formular planteamientos ante la problemáti­
ca global que lleva ya algunos años de debate, por ejemplo, la del cambio cli­
mático, la pérdida de biodiversidad global, la desforestación y otras. Lo global 
ha parecido a muchos una intervención en asuntos de soberanía nacional, pero 
en realidad, en la globalización, las soberanías, al menos en lo económico y lo 
ambiental, no pueden llegar muy lejos, pues todo está interconectado. La pre­
tensión de que existen problemas ambientales y de desarrollo sustentable exclu­
sivamente regionales ("latinoamericanos") se desmorona cuando se tiene que 
admitir que el deterioro ambiental del planeta no puede reconocer fronteras te­
rrestres, marítimas o atmosféricas. Luego un punto fundamental es el encua­
drar lo nacional, lo subregional o lo regional en el contexto global, planetario, 
y eso no se ha empezado. La verdadera soberanía consiste en hacer bien las co­
sas en pro del interés nacional y el global. 

El avanzar hacia el desarrollo sustentable, comprendiendo su componen­
te esencial que es el mejoramiento ambiental, no será tarea sólo de los gobier­
nos sino también de la sociedad. Para ello se requiere establecer los lineamien­
tos de la participación de la sociedad civil en un marco de gobernación 
moderno que, por medio de las políticas públicas, busque los consensos con 
todos los elementos de la colectividad capaces de aportar ideas y esfuerzos. Las 
organizaciones no gubernamentales están llamadas a desempeñar un papel cre­
ciente en la formulación de las políticas públicas a favor del desarrollo susten­
table y de su componente indispensable, la política proambiental. Los organis­
mos internacionales, que también requieren enterarse de lo que piensan y 
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desean las sociedades civiles, están en posibilidad de cooperar en estos empe­
ños, pero a su vez requerirán modernizarse, 

El camino por andar, tan sólo en materia de programación proambiental, 

y más aún de desarrollo sustentable y equitativo, no se ha definido todavía. Se 
ha escrito y hablado mucho, pero ha falcado que lo escrito ejerza influencia. En 
cambio, con frecuencia se sigue sosteniendo que la atención a lo ambiental es un 
estorbo al desarrollo, y un costo adicional, cuando en verdad es lo contrario. 

Se ha perdido mucho tiempo, más de 30 años, desde que se empezó a per­
filar la perspectiva ambiental del planeta y de sus sociedades. No se ha hecho, 
como bien lo ha afirmado Maurice Strong, quien coordinó los trabajos de la 
Conferencia de Estocolmo, del inicio del PNUMA y de la Cumbre de Río de Ja­

neiro, y puso en marcha el Consejo de la Tierra, que preside, establecido en 
Costa Rica, la "transición fundamental a un camino de progreso sostenible 

[sustentable]".48 Y agrega: ''Ahora tenemos, literalmente, el poder para decidir 
si vamos a sobrevivir o no". Bien puede añadirse: Sí, al desarrollo sustentable y 
equitativo, pero [ ... ] ¿para cuándo? No debe descartarse que ya sea demasiado 
tarde. Muchos umbrales han sido traspasados, algunos con carácter irreversible. 

48 Entrevista al periódico El País, de Madrid, el 12 de marzo de 2001. 





EL DESARROLLO SUSTENTABLE: 
UN CONCEPTO MULTIDISCIPLINARIO 

EN UN MUNDO COMPLEJO Y CAMBIANTE* 

l. LOS CONCEPTOS DE UMBRALES Y DE COMPLEJIDAD 

En las discusiones actuales sobre desarrollo sustentable y en particular acerca de 
los problemas y la política ambientales, no suele prestarse mucha atención a un 
concepto que pudiera considerarse fundamental en el tiempo y en el espacio, 
no sólo de carácter científico-tecnológico sino asimismo cultural; social y po­
lítico: el de los umbrales. 

Una breve digresión lingüística. 1 El concepto de "umbral", según una 
fuente, proviene del latín liminaris y, mas allá, de limitem, o sea que se aso­
cia con "lindero", y desciende de "lumbral", habiendo perdido la l (Gómez 
de Silva, 1988). Según otra, viene del latín umbratilis, o sea "que está a la 
sombra'' (Pequeño Larousse, 1985). Se emplea en la arquitectura: "madero o 
piedra que está bajo una puerta, una entrada''; "parte inferior o escalón de la 
entrada de una casa'' (Pequeño Larousse, 1985; Alonso, 1990). En sentido fi­
gurado, la definición en varios diccionarios es relativamente precisa: "El 
principio de una cosa'' (Alonso, 1990); "entrada de cualquier cosa'' (Pequeño 
Larousse, 1985). 

En inglés, threshold se define (traduzco) como: "Algo que está a punto de 
empezar o de suceder, punto de entrada'' (Sykes/Oxford, 1976), y viene de la 
agricultura, el desgrane de la espiga del trigo, o sea una separación. Asimismo, 
en la física, en inglés se define como "límite por debajo del cual no ocurre una 
reacción" (Sykes/Oxford, 1976). 

En francés, seuil, que se define (traduzco) como "dala colocada horizontal­
mente en la base de una puerta que hay que franquear para entrar o salir" (Da­
va et al., 1976), y en sentido figurado "principio, comienw, entrada'' (Dava, 
1976), y "estar a las puertas de algo" (García-Pelayo y Gross et al./Larousse, 
1984); y no olvidar que "umbral" se asocia con el francés ombre (sombra). 

* Programa de Estudios Avanzados en Desarrollo Sustentable y Medio Ambiente, México, 

octava generación, año l, semana 5, 24-28 de julio de 2000. 
1 Basada en diccionarios y otras referencias consultadas. Véase el anexo bibliográfico. 
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También se asocia seuil con accord, por ejemplo (traduzco) "acuerdo de indiza­
ción de los salarios", y "umbral de rentabilidad" (Le Robert/Collins, 1994). 

En suma, después de un umbral algo sucede; antes, no sucede. Al fran­
quearlo o rebasarlo se accede a algo nuevo. Aplicado el concepto al desarrollo 
sustentable, interpreto que "umbral" nos dice "un límite más allá del cual ocu­
rre un deterioro" que se podría denominar "un desarrollo insustentable"; y 
aplicado a la noción más restringida de la política ambiental, "un límite, expre­
sado en una norma, más allá del cual las emisiones de desechos conducen al de­
terioro del ambiente, poniendo en peligro el equilibrio ecológico y la salud de 
la especie humana''. 

La noción de umbral puede usarse en sentido positivo o negativo: traspa­
sado el umbral, las cosas pueden mejorar o empeorar, según dónde se sitúe el 
observador. No existe, por cierto, simetría entre la etapa postumbral positiva 
y la negativa. Según Lester Brown, debe distinguirse entre un umbral en el 
mundo de la naturaleza y uno en el de la sociedad humana. Pone un ejemplo 
del primero: el descenso de la temperatura del agua al llegar a cero grados al­
canza un umbral físico, tras el cual se congela. En cambio, al tratar acerca del 
segundo género de umbral se limita a decir que "en el mundo social, los um­
brales al cambio súbito no dejan de ser reales pero es mucho más difícil iden­
tificarlos o preverlos" (Brown, 1999). Y extrapola su conclusión a ejemplos del 
cambio en los regímenes políticos, como cuando cayeron los sistemas de eco­
nomía planificada centralmente en Europa Oriental. Y va más allá al prever 
que la creciente concientización y conocimiento de la problemática ambien­
tal lleva a un umbral que entrañará un "cambio radical en la forma en que se 
responde a las amenazas ambientales" (Brown, 1999). Es decir, establece la 
probabilidad de un umbral positivo colectivo para el mundo en general, lide­
rado por supuesto por los países industrializados, aunque admite que el pro­
ceso será por fuerza largo y complejo. Son buenas intenciones o deseos, sin du­
da, pero los ejemplos que el mismo autor cita de deterioros ecológicos 
debieran dar mucho que pensar antes de asumir visiones optimistas, pues lo 
negativo suele pesar siempre más que lo positivo. 

Dejando atrás estas definiciones -que muchos podrán impugnar-, pero 
no olvidándolas, cabe afirmar que en el desarrollo agropecuario, industrial, de 
los servicios, con el uso de viejas o nuevas tecnologías, existe el riesgo de re­
basar umbrales "y caer en procesos que pudieran llevar indefectiblemente al 
deterioro ambiental, con distintos grados de repercusión en la sociedad en ge­
neral y en el tiempo". Dichos procesos de deterioro pueden ser complejos, re­
sultantes de causas o factores tanto anteriores como presentes que actúan de 
manera no lineal y a distintas velocidades en el tiempo. Más ampliamente, en 
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funci6n del desarrollo sustentable en toda su complejidad, el deterioro no s6lo 
es ecol6gico sino que puede además ser social, econ6mico, político y hasta cul­
tural, según los valores imperantes. 

II. LOS MEDIOS DE PREVENIR O CONTRARRESTAR EL DETERIORO 

Para abordar el tema del rebase de los umbrales y en general el de prevenir o con­
trarrestar el deterioro ambiental y el de la sustentabilidad deberá partirse por aña­
didura de dos importantes nociones necesarias para abordar la problemática ci­
tada: la del carácter multisectorial, complejo y sistémico de los temas ambientales 
y de desarrollo sustentable, y la casi probable no-linealidad de determinados fe­
n6menos productivos, ambientales y sociales, que en ciertas circunstancias pu­
dieran crear condiciones de caos. El tema de la complejidad ha sido tratado am­
pliamente en documentos del Club de Roma y del Instituto Internacional de 
Aplicaci6n de Análisis de Sistemas (con sede en Laxenburg, Austria); el del caos 
en documentos de la Universidad de las Naciones Unidas, y en diversas obras.2 

El caos es susceptible de definirse formalmente y también de manera más gene­
ral: una de las acepciones supone que factores causantes de muy baja intensidad, 
lejanos, pueden acelerarse y en un punto de "bifurcaci6n" llevar a más de un ca­
mino no previsible -una especie de constante cambio de condiciones de base 
que en algún momento desencadena consecuencias no previsibles. 

Se parte también de la base de que toda producci6n de bienes o de servi­
cios genera desechos, o sea algo material que deja de ir incorporado en el pro­
ducto. Los desechos, resultantes de los procesos que se emplean en la produc-

2 En cuanto al análisis sistémico aplicado, en las obras del Club de Roma véanse Donella 

H. Meadows et al., Los limites del crecimiento, México, Fondo de Cultura Económica, 1972, y 

Alexander King y Bertrand Schneider, La primera revolución mundial· informe del Consejo del 
Club de Roma, México, Fondo de Cultura Económica, Colección Popular, 1991, parte primera. 

En cuanto a teoría del caos y sus aplicaciones, véanse: Universidad de las Naciones Unidas, "A 
world of chaos", en Wórk in Progress, vol. 14, núm. 1, junio de 1992, Tokio, 12 pp.; Miguel José 

Yacamán, "El caos, la nueva física, las nuevas matemáticas y sus aplicaciones a las ciencias socia­
les", Ciencia y desarrollo, enero-febrero de 1994, vol. XIX, núm. 114, pp. 14-20, México, Conacyt; 

Benjamín Domlnguez Tello y Scott Barton, "Dinámicas no lineales y comportamiento humano; 
transdisciplina de la física a la psicología", Ciencia y desarrollo, noviembre-diciembre de 1997, vol. 

XXIII, 3 137, pp. 18-23, México, Conacyt; Emilio Sánchez Santiago, "Tratando de entender el 

caos financiero", El Economista, Sección Banca y Crédito, México, 2 de septiembre de 1998; M. 

Michel Waldrop, Complexity: The Emerging Science at the Edge of Order and Thaos, Nueva York, 

Touchstone/Simon and Shuster, 1992, 380 pp.; James Gleick, Chaos: Makina a New Science, 
Nueva York, Penguin Books, 1987, 352 pp. 
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ción, pueden o no ser aprovechables o reciclables. Siéndolo o no, la historia de 
la industrialización de los últimos dos siglos ensefia que los desechos casi siem­
pre han ido a dar a algún sitio de la naturaleza distinto a su origen, es decir, han 
ido a deponerse en las aguas dulces o las marítimas, en los suelos o en la atmós­
fera. Durante mucho tiempo no se reconoció que la capacidad de la naturaleza 
para absorberlos o transformarlos no fue siempre ilimitada, ni siquiera de di­
mensión significativa. Se dio por supuesto lo contrario. Es decir, que no se re­
basarían los umbrales, o se creyó que no se rebasarían si es que se conocían, por­
que no se median éstos, porque no se sabía gran cosa del efecto de rebasarlos, 
o por cualquier otra causa, incluso la indiferencia. En el caso de la energía, va­
rios autores (Daly, 1978, 1996) han puesto de relieve que en la economía se 
hace caso omiso de la segunda ley de la termodinámica, la Ley de la Entropía, 
según la cual la energía empleada en la transformación productiva pasa de es­
tar en un estado ordenado, libre y plenamente utilizable a un estado en que pre­
valecen el desorden, la atadura a ciertos procesos y menos flexibilidad de uso. 

Apenas en los afios sesenta se reconoció en los medios científicos la po­
sible gravedad de algunos fenómenos de deterioro ecológico y, más amplia­
mente, del medio ambiente humano. Ello contribuyó a llevar la acción de las· 
Naciones Unidas a la convocatoria de una conferencia internacional, la de Es·. 
tocolmo de 1972, y a la creación de un primer organismo de asesoría y estu-' 
dio de los temas ambientales, el Programa de las Naciones Unidas sobre el 
Medio Ambiente (PNUMA). Se ha pasado por un largo y lento proceso de iden~ 
tificación de los problemas de deterioro ambiental antropogénico, tanto en 
los medios internacionales como en las comunidades científicas, sociales y 
políticas nacionales. En los países en desarrollo, esa identificación ha ocurri­
do en un número reducido de los mismos; la gran mayoría están en un esta­
do de ignorancia social de los fenómenos. Sin embargo, se empezó a aceptar 
cada vez más que a plazos medios y largos se presentarían situaciones de de­
terioro que harían peligrar los equilibrios ecológicos y la salud humana, no 
sólo en los países industrializados definidos como principales responsables 
históricos del constante deterioro ambiental, sino además en los países en vías 
de desarrollo semiindustrializados o en los todavía dependientes de la explo­
tación casi exclusiva de sus recursos naturales. 

El deterioro ha ocurrido lo mismo en las regiones y zonas de organización 
capitalista de las economías que en aquéllas bajo la influencia de sistemas de pla­
neación estatal y control colectivo, o en aquéllas de sistema político todavía muy 
primitivo. En el conjunto de las Naciones Unidas y en destacados organismos 
multilaterales como la organización para la Cooperación y el Desarrollo Econó­
micos (ocoE), la Comunidad Económica Europea y, en menor grado, otros de 
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asesoría especializada o regional de las Naciones Unidas, la política a seguir se in­
clinó a favor del establecimiento de normas administrativas referidas a emisfones 
peligrosas sólidas, líquidas y gaseosas. Existe hoy plena conciencia de que los ries­
gos y peligros del deterioro ambiental y de los daños actuales y los futuros peli­
gros surgen de las agencias generadoras del deterioro que son principalmente las 
empresas industriales y de servicios, y los medios de transporte basados en la 
combustión de hidrocarburos, así como los que resultan del consumo domésti­
co. El problema es más bien el de cómo inducir eficazmente a las sociedades a co­
rregir el deterioro y a promover el empleo de tecnologías limpias y encaminar los 
esfuerzos hacia el desarrollo sustentable; un elemento esencial de esa estrategia 
sería reemplazar la energía de fuentes no renovables por la de recursos renovables. 

Con las conferencias internacionales se ha reconocido el origen histórico, 
ya manifestado desde el siglo XIX, de las emisiones y se ha responsabilizado a los 
generadores directos de las emisiones e, indirectamente, a los estados naciona­
les, ya fuera que hubieren reconocido o no la posible gravedad de las emisiones 
de desechos. Sin embargo, se procedió en los años setenta y ochenta en la for­
ma clásica de establecer reglamentaciones, basadas en la legislación que cada 
país adoptara, en coordinación con o por seguimiento de recomendaciones de 
los divers~s organismos internacionales. Como éstos carecen de autoridad para 
imponer sus recomendaciones, se pasó de inmediato a la era de la normatividad 
y la reglamentación nacionales destinadas a darles cumplimiento, como si fue­
ra un asunto de seguridad industrial o sanitaria, o de mejoramiento de las polí­
ticas de salud en general, o de protección y conservación de la naturaleza. 

Cierto es que también existió, en forma más bien tenue, la idea del uso de 
incentivos {o desincentivos, según la forma de verlos) de carácter fiscal y finan­
ciero, con su expresión en precios relativos, que indujeran a los actores econó­
micos a reducir o hacer más limpias sus emisiones industriales, comerciales y 
agrícolas, o a economizar en el uso de recursos escasos o de consecuencias con­
taminantes; pero en la práctica, a excepción de algunas tarifas sobre el empleo 
o el tratamiento del agua y de sus descargas, en lo principal en algunos países 
europeos, y de algunos intentos de encarecer los energéticos, el método adop­
tado en general fue el de la reglamentación y la aplicación de sanciones --que, 
curiosamente, se tomó del lenguaje militar, al llamarse en inglés command and 
control, que de modo más corriente en español podría llamarse de "normas y 
castigos", dejando fuera la palabra "control" que en la práctica no existe. Algu­
nos autores sostienen que los precios relativos no pueden funcionar como ele­
mentos correctivos ante la realidad del uso de la energía y la creación de la en­
tropía en el proceso de transformación (Daly, 1978, 1996), siendo una parte de 
la solución entonces prescindir de las formas de energía más contaminantes. 
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En los afios setenta, cuando entraron en vigor las diversas reglamentacio­
nes, los países industrializados empezaban a abrirse hacia la plena libertad de 
mercado, es decir, hacia el uso de incentivos y desincentivos de mercado en sus 
políticas económicas y laborales, y aun en otros campos, con abandono de la 
planeación, de la intervención del Estado en la economía, del estatismo y aun 
del llamado "dirigismo". Fue la época del thatcherismo y del reaganismo, con 
su antecesor en el sistema de economía social de Erhard en Alemania Occiden­
tal y en algunos pensadores del liberalismo económico de los afi.os treinta y cua­
renta. Estos mismos países, que dominaban por su influenccia en la OCDE, en 
la Comisión Europea y en los organismos financieros internacionales, no tuvie­
ron sin embargo ningún empacho en hacer lo contrario en materia de política 
ambiental -difundieron un sistema de control administrativo que, entre otras 
cosas, no aseguraba eficiencia "según las fuerzas del mercado" y en muchos ca­
sos favorecía la corrupción. Muy lejos quedaron las ensefianzas del venerable 
profesor Pigou sobre la incorporación de externalidades negativas en la econo­
mía de las empresas -pues eso era el deterioro ambiental- mediante instru­
mentos económicos. La idea apenas fue rescatada en los preparativos de la 
Cumbre de Río de 1992 (Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio 
Ambiente y Desarrollo) y tuvo su expresión en la Agenda 21 (Naciones Unidas, 
1992), extenso programa de recomendaciones que surgió de dicha Cumbre y 
de sus antecedentes, notablemente el Informe Brundtland (Comisión Mundial 
sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, 1987). A partir de 1988-1989 se han 
publicado diversos informes de comisiones y subcomisiones de la OCDE, artícu­
los académicos, resultados de investigaciones empíricas. 

Los instrumentos económicos para mejorar el medio ambiente han sido es­
tudiados y discutidos en ciertos medios en los últimos afi.os en diversos países, 
y en organismos de cooperación internacional, pero su aplicación ha sido muy 
limitada (casos de Estados Unidos, Canadá, Europa occidental) o totalmente 
obviada (por ejemplo, México), por falta de legislación adecuada, y más que 
nada por carecer el tema de prioridad política o de comprensión por los medios 
oficiales y los empresariales. Además, la atención se ha desviado de los instru­
mentos fiscales y financieros a los de "fuerzas del mercado", tales como los per­
misos de contaminación comerciables en bolsas de comercio o por medio de 
mecanismos de compensación ad hoc, con resultados muy reducidos. Además, 
éstos se han propuesto en la esfera internacional, por ejemplo, los que se apli­
carían en caso de llegarse a acuerdos derivados del Protocolo de Kioto de 1997 
y las reuniones posteriores de negociación y cumplimiento en cuanto a las emi­
siones netas de carbono a la atmósfera, en relación con el efecto invernadero y 
el cambio climático que podrá derivarse del mismo. 
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III. MÁS ALlÁ DE lA REGLAMENTACIÓN: 

lA DETERMINACIÓN DE LOS UMBRALES 

Los sistemas de normas y castigos (NyC) que se han adoptado, pero también 
cualquier sistema, inclusive el de incentivos económicos que parta de normas, 
tiene necesidad de plantearse el monto numérico de las emisiones más allá del 
cual se considere que entrafian riesgos y peligros para los ecosistemas, para la 
salud y para la naturaleza. Es decir, los umbrales que no deberán rebasarse, so 
pena de crear situaciones de deterioro ambiental difíciles de corregir o que pu­
dieran ser irreversibles y de efectos negativos incalculables en los sistemas eco­
lógicos y en la salud humana. 

Debe quedar claro que los umbrales no deberán establecerse con criterios 
políticos sino científicos. Se supone que las normas ambientales proceden de 
investigaciones científicas, pero con frecuencia se modifican conforme a inci­
dencias políticas. En los países más adelantados, donde se lleva a cabo la ma­
yor parte de la investigación científica y tecnológica, existe la capacidad para 
determinar el efecto de las emisiones de desechos peligrosos y para fijar las nor­
mas de acuerdo con los criterios científicos respectivos. Aun así, existen graves 
omisiones y salvedades, que responden a intereses mercantiles o políticos. En 
los países semiindustrializados que, como México, se han dedicado a adoptar 
o copiar las normas ya determinadas en los países avanzados, con escasa inves­
tigación para evaluar su pertinencia, la aplicación adolece de mayores omisio­
nes. Además, la información estadística es bastante deficiente. Los tiempos po­
líticos han sido también con frecuencia muy cortos. 

Lo grave no es adoptar normas de otros países, sino la ausencia de evalua­
ción e investigación que permita juzgar su eficacia para, en su caso, modificar­
las. Es posible que en muchos casos las normas ambientales debieran ser más 
rigurosas en los países en desarrollo, como medida de prevención o por la casi 
seguridad de que se van a violar. Corresponde entonces un papel importante a 
las comunidades científicas ocuparse de los temas ambientales y en particular 
cuantificar los desechos para poder evaluar los efectos de su emisión. Asimis­
mo, corresponde a las autoridades y a los sectores empresariales, así como a la 
sociedad civil, apoyar las investigaciones que conduzcan a un juego de normas 
efectivo y debidamente protector. y corresponde a los científicos sociales dise­
fiar los análisis políticos y conductuales destinados a crear medios de inducción 
y cumplimiento colectivo, de grupo e individual de las normas. 

Se deben tener en cuenta, asimismo, los efectos acumulativos y de compo­
sición e interrelación de los desechos, en regiones y zonas de alto riesgo, las tec­
nologías cambiantes y los medios de confinamiento y tratamiento de los dese-
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chos si éstos se siguen generando; lo preferible, pero no fácilmente lograble, es 
empujar hacia la adopción y utilización de tecnologías de producción limpias. 
Los umbrales terminan por no ser un asunto exclusivamente técnico sino so­
cial y político. Un umbral para una empresa no alcanza a tener mucho signifi­
cado sino en función de la adición de umbrales de varias empresas reunidas en 
un territorio, sean de una misma o de varias ramas de actividad. Un umbral 
para un grupo de agentes puede no tener la misma consecuencia que para un 
territorio o una región de características singulares por la naturaleza de los re­
cursos afectados. 

Los informes disponibles, por ejemplo, el más reciente del Programa de las 
Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente (PNUMA, 2000), sefialan que los de­
terioros ambientales a nivel global, regional y nacional -con contados casos 
de excepción, y aun teniendo en cuenta muchos proyectos de mejoramiento-­
continúan a una tasa bastante preocupante, sin que se manifieste la voluntad 
política colectiva necesaria para emprender lo que realmente sería una estrate­
gia de desarrollo sustentable en el sentido propuesto desde 1987 y aprobado 
por la Cumbre de Río de 1992. 

En el ámbito internacional, la división Norte-Sur en esta materia resulta 
en dar la espalda a la realidad a plazos medio y largo, ya que la mayor parte de 
las economías, sobre todo las más avanzadas y las de los países semiindustriali­
zados, están cada vez. más entrelazadas, por lo que se requerirán soluciones in­
ternacionales, no sólo para los problemas globales sino aun para los considera­
dos internos que afectan otros territorios. 

El estudio de los umbrales críticos y más significativos, con frecuencia in­
terrelacionados entre sí, será esencial, sea global, sea nacional o subregional. 
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DIMENSIONES DEL DESARROLLO SUSTENTABLE 
Y EL CASO DE MÉXICO* 

En la Declaración de Río de 1992 se asumió un compromiso trascendental: la adop­
ción del objetivo del desarrollo sustentable, es decir, un desarrollo económico y social 
que incluya la protección ambiental y el respeto a los recursos naturales, que sea equi­
tativo y asegure a las generaciones venideras el acceso a los recursos y a tecnologías no 
contaminantes para mejorar la calidad de vida a escala mundial. Hasta ahora, el 
balance general no ha sido positivo. Río+ 5 transcurrió sin mayor resultado ni pers­
pectiva. La conferencia de Kioto destinada a poner en marcha programas para con­
trolar el cambio climdtico global no ha conseguido mucho apoyo. Ningún país ha 
emprendido todavía un proceso integrado de desarrollo sustentable. No es un asun­
to técnico, sino social y político: exige movilizar los recursos necesarios, dar prioridad 
al nuevo objetivo, conjugar los esfuerzos gubernamentales con los empresariales y los 
de la sociedad civil crear conciencia de los umbrales peligrosos y aun irreversibles que 
puedan presentarse, construir una cultura de conocimiento y comunicación que con­
tribuya al desarrollo sustentable. Éste deberd comprender el empleo de energía no 
contaminante; el uso proambiental del agua, los suelos y los recursos forestales; la pro­
tección de la biodiversidad; el reciclaje de desechos municipales, industriales y agrí­
colas; la promoción de sistemas de educación y capacitación para el ambiente y la sa­
lud, ~ de igual importancia, una política demogrd.fica efectiva y de largo alcance. 
Ningún país podrd aislarse de esta perspectiva, y ninguna medida en particular serd 
suficiente por sí sola. 

En el caso de México, pese a adelantos institucionales en materia de política 
ambiental a partir de 1989, el ambiente continúa deteriordndose en todos los ór­
denes. Los múltiples factores condicionantes de un proceso integrado de desarrollo 
sustentable no han contado con la prioridad, los recursos y la atención constante que 
se requieren en una perspectiva de largo plazo. Dada la relación particular de Mé­
xico con Canadd y Estados Unidos por medio del TLCAN, serd urgente llevar a cabo 
un estudio de las perspectivas del desarrollo sustentable de los tres países en su con­
junto. Falta dar el primer paso en esa dirección. 

* Estudios Demogrdficos y Urbanos, vol. 14, núm. 3, pp. 525-544, septiembre-diciembre de 
1999. 
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INTRODUCCIÓN 

El propósito de esta exposición es ofrecer algunas ideas acerca de la perspectiva en 
que se encuentra México por lo que respecta a emprender un proceso de desarro­
llo sustentable. Para ello se repasa brevemente en qué deberá consistir el desa­
rrollo sustentable y equitativo al que se comprometieron los países participantes 
en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y Desarrollo 
llevada a cabo en Río de Janeiro en junio de 1992. A continuación se contrasta 
dicho compromiso con lo que ha ocurrido en la práctica hasta ahora, aun tenien­
do en cuenta algunos avances a escala global e internacional en materia ambien­
tal y en dirección hacia el desarrollo sustentable. Se analizan después los condi­
cionantes de este proceso en general y la problemática de su aplicación en el caso 
de México, en particular a la luz de la política ambiental de los últimos años. 1 

EL COMPROMISO DEL DESARROLLO SUSTENTABLE Y EQUITATIVO 

En la Cumbre de Río de Janeiro de 1992 se proclamó, mediante la Declaración 
de Río, firmada por los jefes de Estado o de gobierno de 178 países miembros 
de las Naciones Unidas, el compromiso de promover un desarrollo sustentable 

y equitativo. 
Aunque no se ofreció una definición precisa, la lectura de esa Declaración, 

y del documento general de recomendaciones también aprobado, la llamada 
Agenda 21, lleva a la conclusión de que se trata de algo enteramente trascen­
dental para el futuro de la especie humana: que el desarrollo futuro incorpore 
plenamente la protección del medio ambiente, y atienda en particular al obje­
tivo de legar a las generaciones futuras el acceso a los recursos naturales, debi­
damente protegidos, que apenas una pequeña parte de la humanidad ha tenido 
a su alcance hasta ahora. Ello supone la debida conservación y protección de 
los recursos y la economía en su uso. No se pretende solamente mantener los 
equilibrios ecológicos del planeta. Se propone sobre todo que la actividad eco­
nómica y social de la especie humana se lleve a cabo de tal manera que esos 
equilibrios sean posibles y permanentes. 

1 Este trabajo se presentó, en un taller organizado por la Comisión Económica para Amé­

rica Latina y el Caribe (CEPAL}, subsede México, el 7 de septiembre de 1998. Las tres primeras par­

tes de este escrito se basan en la ponencia con la que participé en el I Congreso Regional de Me­
dio Ambiente y Desarollo Sostenible, efectuado en Guatemala, Facultad Latinoamericana de 

Ciencias Sociales, Flacso, Programa Guatemala, del 17 al 21 de agosto de 1988. 
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El concepto de desarrollo sustentable tiene su origen en los afios sesenta y se­
tenta, cuando se empezó a advertir y alertar acerca del peligro de los excesos de 
contaminación ya percibidos. Estas advertencias se produjeron en los medios 
científicos, en la opinión pública y académica en general y en algunos gobier­
nos que ya iniciaban políticas ambientales en relación con la atmósfera y el agua. 
En algún momento se recomendó el "ecodesarrollo" (Sachs, 1982).2 El Con­
sejo del Programa de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente (PNUMA) 

hiw suyo el concepto en sus primeros afios; es más, según su segundo director 
general, allí se acufió el término "desarrollo sustentable" en los afios setenta 
(Toiba, 1990: 42-43 y 1992). Pero no fue hasta la constitución de la Comisión 
Mundial del Medio Ambiente y del Desarrollo (la llamada Comisión Brundt­
land), creada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1984, que rin­
dió su informe en 1987 (Comisión Brundtland, 1987), cuando el concepto se 
amplió y se propuso como eje central para la conferencia convocada en Río de 
Janeiro en junio de 1992. Las instancias anteriores habían visualizado el proble­
ma del medio ambiente en forma parcial, sin tener en cuenta de manera plena 
las múltiples interacciones sociales y económicas. 

Entre 1972 y 1982 (Estocolmo+lO), los índices de deterioro ambiental se­
guían siendo evidentes y preocupantes, no sólo en los grandes países industria­
les y en los principales países en vías de desarrollo, sino en todos los continen­
tes, en las wnas polares, en los océanos y en la biosfera en general. Las soluciones 
no podían ser ya nacionales ni regionales, sino que además se requeriría una vi­
sión global o planetaria. La Conferencia de 1992, convocada como resultado del 
Informe de la Comisión Brundtland, creó el consenso necesario para un nuevo 
punto de partida. 

La realidad actual es que algunos recursos mundiales no renovables pue­
den entrar en una etapa de agotamiento o ya la han iniciado, por ejemplo, cier­
tos minerales y determinados hidrocarburos. Los costos de su exploración y ex­
plotación están aumentando y seguirán elevándose. Otros, como los suelos y 
los bosques, han sufrido dafios casi irreparables, y se han contaminado de sus­
tancias peligrosas para la salud y aun tóxicas. Ni la atmósfera, ni las aguas dul­
ces o los océanos están a salvo. Muchos recursos naturales están amenazados de 
extinción, tales como importantes especies de la fauna y la flora. Existe gran in­
certidumbre sobre el mantenimiento de la biodiversidad. Mientras tanto, la 
población mundial sigue aumentando, y su actividad, organizada en distintos 
sistemas sociales y económicos, sigue depredando y contaminando. 

2 Sachs insistía en que la meta.del ecodesarrollo evitaría caer en el economicismo o en el 

ecologismo. Prólogo por Vicente Sánchez, pp. 1-2. 
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EL DESARROLLO INSUSTENTABLE E INEQUITATIVO 

Hoy día se cuestiona con intensidad y extensión, hasta con pasión, el resulta­
do de lo que la humanidad, en la practica de la relación tecnología/recursos, ha 
logrado en los últimos dos siglos. Pese a los grandes adelantos, la exclusión, las 
desigualdades y la miseria siguen predominando y en épocas recientes se han 
acentuado. Mediante el avance de la ciencia y la tecnología se ha extendido el 
dominio sobre los recursos naturales y se ha multiplicado la productividad. Sin 
embargo, la depredación de la naturaleza continúa y, además, se contaminan 
las aguas, los mares, los suelos, la atmósfera y el hábitat humano, sin conside­
rar los efectos a futuro. Las sociedades, lejos de acercarse a un objetivo utópi­
co y tranquilo, se aproximan a la orilla de un abismo de catástrofe, caos, vio­
lencia y descomposición social, aun de posible ingobernabilidad. 

Hasta principios de los años ochenta se vivió en un ambiente de esperan­
za auspiciado por las Naciones Unidas y sus organismos especializados y regio­
nales, adornado de abundante retórica oficial. Los no pocos estudios del pro­
ceso de desarrollo en las esferas universitarias y en los medios académicos y de 
investigación en general concebían el desarrollo, en lo esencial, como un pro­
ceso de inversión física destinado a aumentar la capacidad productiva para pro­
veer a la población de más bienes y servicios y de una base de estructura urba­
na y de transporte. Se previó también la necesidad de ampliar y mejorar los 
sistemas educativos, de reducir las barreras sociales, de prestar atención especial 
a la productividad en los sectores básicos, sobre todo en la agricultura, y de fo­
mentar la industrialización y el empleo con apoyo en la acción del Estado. 

No todo ello se ha logrado, a veces ni en mínima proporción. Ya en los 
años cincuenta y sesenta se comprendió, por ejemplo, en ciertos sectores de 
América Latina, de la India y de algunos países del Pacífico asiático y de Áfri­
ca --con apoyo en innumerables escritos de miembros de las instituciones aca­
démicas y de funcionarios del sistema de las Naciones Unidas-, que para 
cumplir en un plazo relativamente corto de la historia mundial con los múlti­
ples objetivos económicos y sociales que se planteaban, el desarrollo no se lo­
graría de manera automática ni con resultados seguros. La sola desventaja tec­
nológica de los países en vías de desarrollo, la insuficiencia de sus ahorros y con 
frecuencia la debilidad de sus sectores de exportación y las fluctuaciones y de­
formaciones de los mercados a que estaban sujetos, sumado todo ello a sus es­
tructuras económicas precarias, con población eminentemente rural y margi­
nada de la modernidad, hacían prever crecientes dificultades y retrasos. 

En el ámbito internacional, los países en desarrollo demandaban una mayor 
ampliación, mas allá de las posibilidades del Banco Mundial y de otras instancias 
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multilaterales, de las fuentes de financiamiento externo, para obtener éste en con­
diciones más favorables. Se formularon las bases de los sucesivos "decenios del de­
sarrollo", se crearon nuevos organismos en el sistema de las Naciones Unidas como 
la UNCTAD y la ONUDI, para corregir las desventajas comerciales, tecnológicas e in­
dustriales. La propia Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económi­
co, la OCDE, por medio del DAC, organismo interno de apoyo al desarrollo, cen­
tralizó la información sobre la cooperación financiera internacional para verificar 
el cumplimiento del objetivo asumido por los países desarrollados de destinar 
0.7% de su PIB a ese fin (en los últimos años se comprueba que alcanza apenas de 
0.2 a 0.3%, lo que denota la falta de voluntad política) (OCDE, 1985). 

En las visiones del desarrollo de esa época no se consideraban las conse­
cuencias en el medio ambiente generadas por la industrialización, el transpor­
te moderno, el incremento del comercio exterior y la aglomeración urbana, ni 
las de la dinámica demográfica y el cambio social. Se daba por supuesto que la 
actividad económica, no obstante los desechos y partículas que emitía, no po­
nía en riesgo el desarrollo futuro. Los planteamientos ambientales no se in­
cluían en los planes de desarrollo y mucho menos en la teoría del desarrollo.3 

Entre las advertencias hechas hacia mediados y fines de los años sesenta fi­
guraron principalmente las de destacados científicos en Europa y Estados Uni­
dos, cuyas observaciones y escritos comenzaron a crear conciencia en los medios 
de comunicación y en esferas del mundo político y de las Naciones Unidas.4 En 
1972 se llevó a cabo en Estocolmo, a instancias de algunos países europeos, Es­
tados Unidos y Japón, la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio 
Ambiente Humano. Esta reunión de carácter intergubernamental contó ade­
más con un foro paralelo para la participación de las ONG y de representantes de 
las esferas académicas e institucionales. Las Naciones Unidas lograron apenas 
un éxito limitado, más bien de tipo declaratorio que otra cosa. La oposición, o 
por lo menos un elevado escepticismo político, provino de los países en desa­
rrollo, del Grupo de los 77, que vieron en la política ambiental un costo insu­
perable y un obstáculo al propio desarrollo que, en su conceptualización estre­
cha y simplificada, contribuía ya al deterioro ambiental. Un delegado brasileño 
llegó a afirmar que se deseaba la contaminación porque significaba industriali-

3 Como ejemplo de dos concepciones del desarrollo muy respetables pero carentes de aten­
ción al medio ambiente, he citado con frecuencia a Myrdal (1971) y a Furtado (1983). Existen, 

desde luego, muchas otras referencias. La evolución de estas ideas hacia el concepto de ecodesa­

rrollo y finalmente el de desarrollo sustentable se recoge en un trabajo del autor, "Economía y me­

dio ambiente" en la obra compilada por Glender y Lichtinger (1994: 17-69). 
4 En la obra compilada por Glender y Lichtinger, en el capitulo sobre "Economía y medio 

ambiente", hago referencia a esta etapa de evolución del pensamiento. 
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zación. Con esa posición y diversas salvaguardas nacidas de la ambigüedad de 
los discursos de varios jefes de gobierno de países de Asia y África, las políticas 
ambientales, sobre todo en los países en desarrollo, no podían encaminarse con 
brío y eficacia. Los países con economías de "planíficación central" ni siquiera 
se dignaron asistir a la Conferencia. Casi como único resultado tangible se creó 
el PNUMA, con una aportación inicial de apenas 100 millones de dólares, para 
asesorar a los gobiernos e iniciar algunos programas ambientales. 

También el Club de Roma había llamado la atención acerca de los peligros 
a largo plazo del deterioro ambiental en el aspecto global en relación con la dis­
ponibilidad de recursos naturales y el incremento de la población mundial. Sus 
advertencias iban dirigidas en especial a los países ya industrializados, pero 
abarcaban asimismo a los países en vías de desarrollo. Muchas otras organiza­
ciones privadas y académicas publicaron estudios sobre la incidencia de los fe­
nómenos de deterioro ambiental en la economía y la sociedad, e hicieron ver 
la necesidad de incorporar el tema ambiental a los programas de desarrollo eco­
nómico y social. Los daños posibles a la salud humana estaban ya a la vista. Las 
demandas sociales y políticas para la aplicación de políticas ambientales efec­
tivas empezaron a multiplicarse. 

En los años ochenta, al ocurrir el considerable aumento de los precios del 
petróleo crudo por acción de la OPEP, se llegó a la gran crisis del endeudamien­
to externo excesivo, abusivo y desordenado, de gran número de países en vías 
de desarrollo, lo mismo deficitarios en petróleo que dotados de capacidad de 
exportación de hidrocarburos. Los organismos financieros internacionales fue­
ron incapaces de impedir ese tipo de endeudamiento directo con la banca co­
mercial en la que se depositaban a su vez los llamados petrodólares. Esa gran 
crisis ha venido a reconocerse como el parteaguas del desarrollo concebido en 
su forma limitada original, por cuanto los países endeudados perdieron la po­
ca autonomía que tenían para seguir sus propias políticas. En estas circunstan­
cias el medio ambiente quedó arrumbado, en lugar muy bajo en la lista de 
prioridades, como se situó aún más la relación del desarrollo con el ambiente. 

La Comisión Brundtland, en su informe Nuestro faturo común, al plantear 
el desarrollo sustentable, tuvo el mérito de dar un gran paso adelante, que de­
jaba atrás muchas de las teorías y visiones anteriores, todas ellas incompletas y 
carentes de atención al medio ambiente. Además de plantear el tema del desa­
rrollo sustentable, llamó la atención sobre la necesidad de reducir el empleo de 
los energéticos de origen fósil -carbón, petróleo, gas- que ha caracterizado 
al desarrollo mundial en los últimos 200 años, y sobre todo en los recientes 50. 
La combustión con base en carbón y derivados del petróleo y, en menor medi­
da, el empleo de gas natural, por sus emisiones de carbono y otros gases, expli-
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can, conforme a datos fehacientes, la creciente concentración neta de carbono 
en la atmósfera, no compensada por su absorción natural en los bosques y en 
superficies oceánicas. El llamado efecto invernadero, o sea, el calentamiento 
gradual de la atmósfera, con su consecuencia en el nivel de los océanos, es ya 
tema de urgencia, como lo reconocieron la Convención Marco sobre el Cam­
bio Climático firmada en Río de Janeiro en 1992 y la Conferencia de las Par­
tes llevada a cabo en Kioto, en diciembre de 1997. 

La Conferencia de Río, como es bien sabido, abordó asimismo los temas 
de la protección de la biodiversidad, la administración sustentable de los bos­
ques y el control de la desertización. Se aprobó además la Agenda (o programa) 
21, que contiene importantes recomendaciones sobre política ambiental y de­
sarrollo sustentable, en los ámbitos global, regional, nacional y local, y que 
considera una diversidad de instrumentos para lograr esos objetivos. 

SITUACIÓN Y TENDENCIAS ACTUALES 

Acaba de transcurrir el momento Río+6, después de una primera evaluación 
Río+S efectuada en las Naciones Unidas en junio de 1997, en una minicum­
bre. A la luz del informe surgido de esta cumbre (Naciones Unidas, 1997), la 
situación actual puede caracterizarse como de incumplimiento generalizado de 
las recomendaciones de la Agenda 21, y de avances muy cautelosos, o aun re­
trocesos, en la aplicación de las convenciones suscritas y ratificadas durante 
1992-1997. Se destaca en el citado informe que: "Reconocemos [los países par­
ticipantes] que se ha obtenido cierto número de resultados positivos, pero nos 
preocupa profundamente que las tendencias generales conducentes al desarro­
llo sustentable son peores hoy día de lo que fueron en 1992 ... " (Naciones Uni­
das, 1997: párrafo 4). La Comisión de Desarrollo Sustentable del Consejo Eco­
nómico y Social de Naciones Unidas tiene a su cargo la coordinación general y 
el avance en ciertos campos, pero su alcance y sus recursos son limitados. Lo 
único que se reconoce como un éxito considerable, que arranca desde 1991, ha 
sido el Protocolo de Montreal, promovido por el PNUMA, acerca de la prohibi­
ción, el comercio y uso de los dorofluorocarburos (CFC), que conforme a inves­
tigaciones científicas idóneas, adelgazan la capa de ozono, que protege la atmós­
fera de nuestro planeta del paso de dosis peligrosas de rayos ultravioleta. 

El muy reciente Río+6 ha pasado sin pena ni gloria, y está todavía por ver­
se si el Protocolo de Kioto se traducirá en políticas suficientes de reducción de 
emisiones de carbono en los próximos años. El asunto sigue trabado en las 
gruesas y a veces impenetrables esferas de los intereses económicos y políticos 
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de varios de los principales países signatarios, no obstante numerosas ratifica­
ciones del protocolo. 

Puede afirmarse que ningún país de los que firmaron la Declaración de Río 
en 1992 ha emprendido una política de desarrollo sustentable y equitativo, en 
forma integral, en los términos previstos. Sin embargo, un número limitado de 
países, entre ellos casi todos los que componen la OCDE (los de Europa Occiden­
tal, Estados Unidos, Japón -pero en menor grado los de la cuenca del Medi­
terráneo, Australia, Corea del Sur o México--) han puesto en práctica políticas 
de control ambiental centradas en la reducción de las emisiones de desechos in­
dustriales, y en algunos casos agropecuarios, y de desperdicios municipales, en 
especial por lo que hace a prevención de la contaminación atmosférica, de las 
aguas dulces y marinas, los suelos y los mantos freáticos. Se han construido con­
finamientos especiales para los desechos peligrosos y tóxicos; se han instituido 
reciclajes y se ha promovido la llamada "tecnología limpia'' que supone cambios 
en los procesos técnicos; se han creado wnas naturales protegidas desde el pun­
to de vista ecológico. Todo ello acompañado de políticas de comunicación, edu­
cativas y de concientización, con ayuda importante de las organizaciones no gu­
bernamentales. Pero se ha adelantado poco, en su conjunto, en la sustitución de 
los energéticos más contaminantes y en la reducción de la dependencia de los 
sectores del transporte respecto al empleo de derivados del petróleo. Existe gran 
resistencia en muchos países que son grandes emisores de carbono -lo mismo 
Estados Unidos, Canadá y Australia que China- a comprometerse con reduc­
ciones efectivas de estos gases en un periodo de tiempo rawnable. 

Por otro lado, la necesidad de reducir la contaminación de las fuentes hí­
dricas no ha sido abordada en el ámbito internacional, a la vez que se prevén 
condiciones de escasez futura de agua dulce en diversas regiones del planeta. 
Las aguas freáticas, por un lado, y los humedales, los manglares, las zonas cos­
teras, por otro, siguen siendo envenenados y maltratados. 

La falta de políticas ambientales integradas, que ocupen una posición prio­
ritaria en los programas de los gobiernos y de la sociedad en general, se debe a 
que la dimensión ambiental no ha sido incorporada a la noción del desarrollo 
sino muy parcialmente, más bien en respuesta a demandas sociales muy con­
cretas y localizadas. 

Por una parte, la rigidez institucional y burocrática es intensa en todos los 
países. Por otra, prevalece en muchas partes la idea de la autorregulación. La 
OCDE inició sus programas ambientales en los años setenta siguiendo la pauta de 
algunos países industriales que habían creado sistemas de "normas y castigos", 
es decir, el establecimiento de normas ambientales que las empresas u otros ac­
tores contaminadores (conforme al dicho de que "quien contamina paga'') de-
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bían cumplir so pena de multas y hasta clausura de las empresas. En la actuali­
dad gana terreno, poco a poco, la noción de que los sectores empresariales prin­
cipales, en una perspectiva de aperturas y competitividad, sabrán en su momen­
to -como de hecho ocurre ya con muchas empresas transnacionales y otras de 
gran dimensión- tomar las medidas necesarias, en el nivel de empresa, para 
proteger el ambiente, cumpliendo con las normas o aun excediéndose en ello. 

El que una emprc.sa lo haga no asegura, en todo caso, que lo hagan otras 
en su proximidad o en la misma rama de actividad. Se requieren planes o pro­
gramas sectoriales o por zonas críticas. Por lo demás, el marco de competitivi­
dad entre grandes empresas deja fuera a las empresas medianas y pequeñas, que 
son la mayoría, aun en los países industrializados y en particular en los países 
en vías de desarrollo. Estas últimas no cuentan con la información, los recur­
sos financieros y la capacidad de gestión necesarios para hacer las inversiones 
que permitan cumplir las normas ambientales y evitar rebasar los umbrales pe­
ligrosos, así sea en Estados Unidos, en China o en México. Es un tema que sur­
ge cada vez más en los foros internacionales y nacionales. Mientras las grandes 
empresas reconocen ya que la inversión proambiental es redituable, a las demás 
sería necesario ofrecerles programas de apoyo y capacitación en todos los órde­
nes, así como incentivos -aun bajo la lógica de la apertura de mercados y de 
la competitividad-ya sea para prevenir el deterioro ambiental o para, a la vez, 
asegurar su evolución y permanencia como fuentes de empleo y de comple­
mentación de las grandes producciones industriales y de servicios. 

Se afirma a veces que tal o cual empresa "hace desarrollo sustentable", pero 
debe precisarse que mientras no exista en el ámbito de nación un conjunto de 
políticas económicas y sociales, incluso sobre la administración de recursos na­
turales, que conduzca al desarrollo sustentable, las empresas sólo estarán cum­
pliendo con normas específicas o con orientaciones particulares de la política 
ambiental, pero sin tener en cuenta los objetivos nacionales e internacionales de 
conjunto. Es evidente que las empresas, sean privadas o estatales, en sus com­
pras de insumos, en su producción y distribución o en su participación en po­
líticas nacionales, no siempre se guían por la lógica del desarrollo sustentable. 

En el panorama internacional, por otra parte, si el desarrollo sustentable, 
definido en su sentido más general previsto en la Conferencia de Río, no ha sido 
emprendido plenamente por ningún país, cabría preguntar si las políticas am­
bientales nacionales, regionales e internacionales, promovidas por diversos or­
ganismos internacionales y por los gobiernos nacionales, son suficientes para 
encaminar a las sociedades hacia el desarrollo sustentable. La respuesta a esta 
pregunta está enmarcada en la incertidumbre acerca de lo que hoy se entiende 
por desarrollo, sea sustentable o no; es decir, se acentúa en las distintas instan-
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das la idea del simple crecimiento, registrada en lo general por algún índice de 
cambio en el valor de los grandes agregados -el PIB, por ejemplo--, sin consi­
deración de los daños simultáneos que el crecimiento impone a los recursos na­
turales, a la salud humana y al hábitat. Se ha impuesto la necesidad, que se ex­
tiende con gran lentitud, de elaborar, además de las cuentas nacionales -la 
medición de los agregados económicos-, las cuentas ambientales -el cálculo 
del costo de la pérdida de activos naturales, sean materiales o humanos. Lo que 
en algunos casos pueda parecer un incremento del PIB, o por lo menos de la 
componente inversión productiva, puede en realidad quedar contrarrestado por 
una pérdida de capital real en la naturaleza, en la calidad de vida o en el sector 
humano, que puede traducirse en menor ingreso futuro. Mientras no se inte­
gren las cuentas ambientales y se hagan los análisis correspondientes en los ni­
veles concretos y no solamente en grandes agregaciones, poco se podrá suponer 
respecto a avances hacia un proceso de desarrollo sustentable. 

En general, la idea del desarrollo sustentable no ha penetrado en la sociedad 
ni en los gobiernos al grado de que sea una base firme de formulación de políti­
cas de desarrollo, donde éstas lleguen a considerarse necesarias. Suelen prevalecer 
los objetivos a corto plazo. En particular, no se han identificado de manera ade­
cuada las rigideces estructurales, las resistencias de todo orden a que se enfrenta 
el cambio, por lo menos en los sectores críticos. La mayoría de las resistencias son 
difíciles de cambiar con rapidez. Existe un gran vacío entre las formulaciones teó­
ricas del desarrollo sustentable y la práctica política, económica y social.· Prevale­
ce, además, una excesiva conformidad con la idea -también teórica- de que en 
el marco de mercados libres y competitivos, nacionales o internacionales, se ge­
neran las condiciones que permitirán abordar, por simple interés propio de los 
grandes sectores empresariales, las políticas ambientales y otras necesarias -por 
ejemplo, respecto a energéticos y agua- que detendrían el deterioro ambiental. 

No se ha avanzado en construir los cimientos que, con el concurso de so­
ciedades civiles participativas, conduzcan con el tiempo a aceptar los procesos 
de desarrollo sustentable que a largo plazo pudieran evitar las grandes amena­
zas sociales y ambientales que se ciernen sobre la humanidad, y que permitirían 
asegurar a las generaciones futuras, en condi~iones equitativas, el acceso a ni­
veles de vida y bienestar aceptables. 

Una de las condiciones implícitas -y aun explícitas en los documentos de 
Río de Janeiro-- es que no basta que un país, una sociedad, se propongan por 
sí solos encaminarse al desarrollo sustentable. Se necesita que la idea sea acep­
tada y cumplida por todos los principales países que en la esfera económica 
ejerzan gran influencia en el sistema mundial: sean industriales, agrícolas o pe­
troleros. Se requiere asimismo que la cooperación internacional, hoy tan men-
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guada, se oriente hacia esa finalidad y reconozca, además, las desigualdades 
preexistentes y la capacidad diferencial para salir del atraso, para llevar a la 
práctica políticas ambientales efectivas y para asumir las responsabilidades del 
desarrollo sustentable en todos los terrenos. 

Por lo mismo, dentro de cada nación será indispensable que el desarrollo 
sustentable sea un objetivo colectivo, no limitado a algunas regiones críticas o 
a determinados sectores. De nada sirve que una región de un país aborde el de­
sarrollo sustentable mientras otra vecina o conectada con ella no lo haga. El en­
foque deberá ser integral y sistémico. 

En tanto prevalezcan los intereses más inmediatos de los principales paí­
ses industriales del mundo, apoyados en las instancias políticas respectivas que 
responden casi siempre a intereses privados, y mientras las naciones excluidas 
por ahora de ejercer influencia en las demás no puedan llegar a tener mayor ca­
pacidad de acción, o se limiten a formular posiciones defensivas, el desarrollo 
sustentable puede no pasar de ser una elegante quimera. 

Mas ¿qué otro camino le queda a la humanidad? La globalización se ha in­
tensificado en los decenios recientes. Comprende en lo principal el comercio y 
las inversiones y alcanza en particular las comunicaciones, la transmisión del 
conocimiento y de la información de todo tipo. Es un proceso que difícilmen­
te se detendrá. En la globalización, por el dominio que ejerce el paradigma del 
mercado abierto y competitivo, tenderán a beneficiarse en mayor medida los 
países con economías más fuertes y con mayor dominio de la innovación tec­
nológica, o los agrupamientos de países que compartan objetivos comunes a 
futuro en estas materias. Muchos países, si no la mayoría, no están todavía en 
condiciones de aprovechar las posibles ventajas de la globalización, ni siquiera 
de evitar sus efectos desfavorables. Para cualquier sociedad que haya llegado 
tarde a esta gran coyuntura histórica, el esfuerzo de definición de objetivos a 
largo plazo y de construcción de la capacidad de lograrlos vía la educación, las 
estrategias económicas y sociales y la creación de condiciones de convivencia 
política democrática, tendrá que ser mucho mayor que el emprendido con an­
terioridad. Si en ese esfuerzo se incorpora la compleja noción del desarrollo 
sustentable, con sus posibles beneficios de equidad social, se podrá asegurar un 
resultado más valioso para las poblaciones futuras que si se sigue haciendo más 
de lo mismo o apenas atendiendo las exigencias de corto plazo. 5 

5 Para el caso de México, una sociedad que se encuentra arrapada entre las rendencias de la 

globalización y la resisrencia al cambio, se ofrece una base para el debare en un informe de la Sec­

ción Mexicana del Club de Roma, coordinado por el auror (Urquidi, l 996a). No se riene hasra 
ahora noricia de ningún orro esrudio semejante hecho en un país larinoamericano. 
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La globalización y el desarrollo sustentable tienden cada día más a consti­
tuir un marco en el que tendrá que considerarse la interacción de todos los ele­
mentos, en los ámbitos mundial y regional. Igualmente será necesario hacerlo 
en la esfera nacional de cada país, y en la interrelación de unos países con otros 
situados en su zona de influencia o de agrupamiento subregional, como por 
ejemplo en el caso del Mercosur, o el de Centroamérica. 

En suma, el camino del desarrollo sustentable está todavía por andarse. 
Ningún país lo ha emprendido aún. El deterioro ambiental, económico y social, 
que se registra casi sin excepción en todos los países, hace ver la necesidad de dar 
mucho mayor impulso a los compromisos de Rio de Janeiro. Las políticas am­
bientales no son sino una parte, ciertamente importante, al lado de otras en las 
esferas política, económica y social, de un proceso integrado de desarrollo sus­
tentable. No se trata de un problema técnico-ecológico solamente, sino que es 
al mismo tiempo social y político. Exige movilizar recursos, dar prioridad al 
nuevo y complejo objetivo, conjugar los esfuerzos sociales, los gubernamenta­
les con los de los sectores empresariales y de la sociedad civil. Habrá de crearse 
mayor conciencia de los umbrales peligrosos que se aproximan, de medir los 
riesgos y tomar las acciones adecuadas, de evitar la irreversibilidad de algunos 
procesos de contaminación ambiental, de construir una cultura institucional de 
conocimiento y comunicación que contribuya al desarrollo sustentable. 

Toda medida aislada, por útil que fuere, será por sí sola insuficiente. Se tra­
ta de una problemática compleja que requiere adoptar estrategias coordinadas 
a largo plazo y supone el involucramiento de la sociedad como un todo. Nin­
gún país, ninguna región, podrá aislarse de esta transición hacia el futuro más 
lejano. La cooperación internacional multilateral deberá ser un elemento indis­
pensable, llevada a cabo de común acuerdo y tendiente a favorecer la acción de 
las sociedades menos protegidas o capacitadas para la nueva era. 

LA PERSPECTIVA DEL DESARROLLO SUSTENTABLE EN MfilcICO 

Dejando para la historia la admirable labor intelectual y práctica de algunos con­
servacionistas mexicanos en los primeros decenios del presente siglo, no se pres­
tó atención a una política ambiental propiamente dicha sino en relación con la 
Conferencia de Estocolmo de 1972, en la que México estuvo representado, pre­
via aprobación de un principio de legislación. Se situó la política ambiental como 
problema de salud, en la secretaría respectiva, sin mayor consecuencia. En 1988 
se hizo aprobar en el Congreso la Ley de Equilibrio Ecológico y de Protección al 
Ambiente, previa localización de los asuntos ambientales en una Subsecretaría de 
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Ecología (no se le llamó de Medio Ambiente), en la Secretaría de Desarrollo Ur­
bano y Ecología. A los pocos años, en el marco de dicha secretaría de Estado, se 
creó el Instituto Nacional de Ecología y se entró de lleno en el sistema de nor­
mas y castigos para administrar la política ambiental, aunque fuera en forma par­
cial. El primer diagnóstico ambiental nacional se publicó en 1990 (Sedue, 1990); 
si bien incompleto, reconocía la gravedad del deterioro ambiental, pero no ofre­
cía un programa concreto. Cabe observar que se aproximaban los preparativos 
para la Cumbre de Río, de manera que el !NE compiló un estudio de situación 
ambiental en el cual se incluyó mucha más información que se presentaría en la 
Conferencia, bajo los auspicios de la Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol, 
1992). Esta misma secretaría daría a conocer un informe mucho más completo 
después de la Cumbre (Sedesol, 1994), en el que se profundizó en gran parte de 
la información y se dejó a la vista un cuadro muy preocupante de deterioro am­
biental en cuanto a emisión de desechos, contaminación del agua, falta de con­
finamientos y otros indicadores. En diciembre de 1994 se creó la Secretaría de 
Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca (Semarnap), incorporando en ella 

·el !NE, la Comisión Nacional del Agua, el Instituto de Pesca y otros organismos 
existentes. Apenas en 1996 se dio a conocer el llamado Programa de Medio Am­
biente 1995-2000 (Poder Ejecutivo Federal, Semarnap, 1996), en el cual se pre­
senta un diagnóstico "funcional para una estrategia de desarrollo sustentable" que 
identifica procesos que "plantean grandes líneas o dimensiones", por cierto muy 
discutible.6 No se conoce ningún estudio que haya incidido en los propósitos de 
dicho programa, que incluía seis "líneas argumentativas para un diagnóstico 
comprensivo". Por otro lado, no se publicó sino hasta 1999 el estudio bienal de 
situación ambiental en México correspondiente a 1995-1996. 

Aparte de las consideraciones generales que se han hecho, la política am­
biental en los últimos años se ha enfocado en medida importante a la protec­
ción de ciertos recursos naturales en las llamadas zonas protegidas, al conoci­
miento de la biodiversidad, a una mejor aplicación de las normas ambientales 
para la industria, a aspectos concretos como la contaminación atmosférica en 
la zona metropolitana de la Ciudad de México, a temas específicos en la zona 
de la frontera norte, a la construcción institucional, la formación de recursos 
humanos y la obtención de apoyos financieros para los programas. En 1996, 
después de un largo periodo de consultas, incluso con sectores no guberna­
mentales, se reformó la ley de 1988, adicionándosele facultades no antes espe­
cificadas para las autoridades ambientales, bases para una mejor descentraliza-

6 En su momento hice un análisis de este documento, que podrá encontrarse en Urquidi 
(1996b). 
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ción en su ejecución y un pequeño capítulo sobre instrumentos económicos 
para el cumplimiento de las normas ambientales. También se ha promovido 
mayor calidad y extensión en las investigaciones ambientales. 

No puede negarse que se ha intensificado la atención del gobierno federal 
y de muchos de los gobiernos estatales, y aun de algunos municipales, a la pro­
blemática ambiental. Sin embargo, puede afirmarse al mismo tiempo que lapo­
lítica ambiental en México adolece de falta de coordinación entre secretarías de 
Estado y entidades paraestatales, y de capacidad de las autoridades locales para 
asumir sus responsabilidades. No siendo suficientes los recursos destinados a la 
política ambiental, tampoco se ha asumido para la misma una prioridad nacio­
nal adecuada. En la carrera contra el tiempo, los avances institucionales y de 
diagnóstico pierden terreno ante la progresión del deterioro en todos los ámbi­
tos. En particular se ha desatendido el problema de la emisión de desechos pe­
ligrosos por la industria y otras actividades económicas, aun en lo que respecta 
a recolección de basura, y se está produciendo un grave retraso en la construc­
ción de confinamientos, en la instalación de servicios de reciclaje de desechos y 
de agua. En materia de energía se han iniciado algunas acciones para sustituir 
los combustibles más contaminantes, pero el volumen de emisiones netas de 
carbono hacia la atmósfera, precursoras del efecto invernadero a escala global, 
continúa aumentando. México no adoptó una posición claramente definida en 
relación con el Protocolo de Kioto de 1997. En cambio, fue de los primeros países 
que ratificaron el Protocolo de Montreal sobre la producción y el comercio de 
clorofluorocarburos (CFC), aunque hay indicios de que es también uno de los paí­
ses en que se manifiesta contrabando de ellos. México es también uno de los 
pocos países que siguen produciendo DDT y utilizándolo. La economía energé­
tica no ha sido sometida a acciones prioritarias, como tampoco se ha reducido 
el desperdicio de agua dulce ni se ha reducido su contaminación. 

El panorama que ofrece México en materia ambiental indica a todas luces 
una enorme distancia entre lo que pudiera ser una política ambiental efectiva y 
la realidad. Para poner un ejemplo importante, si bien es cierto que muchas de 
las grandes empresas industriales, sobre todo en los sectores de exportación, han 
emprendido importantes programas técnicos y promocionales sobre mejoras 
ambientales concretas, lo alcanzado por las empresas medianas y pequeñas ha 
sido muy limitado debido en gran medida a que no existen programas de in­
centivos económicos y de capacitación destinados a lograrlo, que el gobierno 
conjuntamente con el sector empresarial pudieran diseñar y llevar a la práctica. 
Existen estudios que demuestran que la pequeña industria no practica un 
"comportamiento ambiental" adecuado, ni tiene acceso a la información nece­
saria, ni menos aún a los recursos financieros que pudieran incentivarla. Por 
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otro lado, se dan también ejemplos notables, en pequeña escala, de avances en 
la capacidad de gestión ambiental, pero sin mayor consecuencia general. 

En el campo de la información y la concientización ambientales, y pese a 
lo que divulgan los diversos medios de comunicación, falta una mejor defini­
ción de mecanismos para que la información lleve a resultados prácticos. En el te­
rreno educativo es poco lo que se ha avanzado, como ocurre asimismo en el 
área de la capacitación. 

De lo afirmado hasta aquí sobre las dificultades para encaminar a los países, 
las regiones, la comunidad global, hacia el desarrollo sustentable y equitativo, 
puede deducirse que menos aún se ha logrado una orientación hacia el desarro­
llo sustentable en México, por más que la frase "desarrollo sustentable" sea em­
pleada en forma bastante extendida aunque imprecisa. Las circunstancias por las 
que atraviesa la sociedad mexicana desde hace varios años no han sido propicias 
para el desarrollo sustentable porque están ausentes tres grandes elementos: l] la 
falta de objetivos económieos y sociales en plaws mediano y largo dentro de los 
cuales pueda encuadrar el desarrollo sustentable; 2] la incapacidad de la sociedad 
mexicana para acometer programas y acciones que eliminen las causas de la de­
sigualdad en las condiciones sociales y corrijan los efectos más graves de la mar­
ginalidad, por un lado, y de la concentración económica, por otro, y 3] la difi­
cultad para generar consensos en materias que afecten intereses y resistencias 
diversos sin los cuales el propósito del desarrollo sustentable no puede alcanzar 
la prioridad necesaria ni en las esferas de gobierno ni en las de la sociedad civil. 

Sería erróneo y dañino suponer que con un poco de mejoría en la políti­
ca ambiental concreta, una mejor divulgación de la problemática ambiental, la 
introducción de unos cuantos cursos de capacitación o una aplicación más ri­
gurosa de las normas existentes se desbrozaría el camino para avanzar hacia un 
desarrollo sustentable y equitativo. Si todo ello no va acompañado de campa­
ñas sociales y políticas comprensivas, en las que el desarrollo sustentable alcan­
ce a ser una divisa real y no una frase de fácil empleo, puede llegarse a situacio~ 
nes irreversibles de deterioro ambiental y social; se llegará a umbrales peligrosos 
de deterioro interrelacionados, cuya corrección podrá tener un gran costo eco­
nómico, sin tiempo para prevenirlos con conjuntos de programas y acciones 
interrelacionados que den nuevas dimensiones al desarrollo y al bienestar, tan­
to en el ámbito nacional como en escalas regionales. 

En México, dicho llanamente, no se ha dado el primer paso para empren­
der un proceso de desarrollo sustentable y equitativo. El que en otros países, en 
lo general, tampoco se haya avanzado, no obstante algunos casos de buenas po­
líticas ambientales en determinadas áreas, no debe, en todo caso, llevar a la 
conclusión de que pueda aplazarse una estrategia de desarrollo sustentable en 



118 DESARROLLO SUSTENTABLE Y CAMBIO GLOBAL 

México, no porque existan compromisos morales como los de la Conferencia 
de Río de Janeiro de 1992 u otros nacidos de la convivencia internacional, sino 
porque convendrá a la población futura de México y a la sociedad mexicana 
avizorar un desarrollo sustentable. Los requisitos son muchos y habrá que re­
flexionar muy específicamente en la complejidad de la problemática y las po­
sibilidades de la sustentabilidad a largo plazo. 

La dimensión nacional tampoco podrá definirse en forma aislada a lo que 
ocurra en el ámbito mundial, en el contexto de las tendencias de la globaliza­
ción. Sin ir demasiado lejos, podría partirse del hecho de que para México, en 
el terreno del comercio, las inversiones y la transformación tecnológica, así como 
en el financiero, la globalización se define principalmente en la asociación con 
Estados Unidos y Canadá por medio del Tratado de Libre Comercio de Amé­
rica del Norte y los convenios paralelos. Si bien el TLCAN no llega al extremo de 
la Unión Europea, en que lo ambiental se ha vuelto parte del proceso de inte­
gración regional total y en muchos aspectos preeminente, el Convenio de Coo­
peración Ambiental (cCA) entre los tres países signatarios representa la obliga­
ción de asumir el objetivo del desarrollo sustentable, aunque sólo aparezca en 
el preámbulo. Más allá de esta buena intención, estaría la conveniencia nacio­
nal de cada país, y en este caso de México, por las razones apuntadas, de hacer 
efectiva la aspiración del desarrollo sustentable. 

Sin embargo, transcurridos casi cinco años desde la puesta en vigor del TLCAN, 

están todavía por precisarse los efectos del incremento del comercio sobre el me­
dio ambiente y, a la inversa, los efectos de los requisitos ambientales sobre el co­
mercio y la inversión. El CCA ha promovido estudios sobre estas materias, pero 
no han recibido atención prioritaria. No hay más que considerar lo que ocurre 
en la wna de la frontera entre Estados Unidos y México, así como en ciertos as­
pectos de las relaciones en la frontera entre Canadá y Estados Unidos. Además, 
ninguno de estos dos países en particular ha avanzado en forma propositiva y efi­
caz hacia la dimensión compleja y múltiple del desarrollo sustentable, a pesar de 
la mayor concientización de la sociedad civil en ambos países, de la que se tienen 
muestras cotidianas. Privan los grandes intereses industriales y comerciales sobre 
los a su vez grandes problemas ambientales, por ejemplo, en materia de energía 
basada en hidrocarburos, como fue evidente en las negociaciones previas al Pro­
tocolo de Kioto sobre cambio climatico y en el contenido de los compromisos 
asumidos en este convenio multilateral a partir de diciembre de 1997. 

En la relación comercial México-Estados Unidos no se ha pasado de hacer 
estudios generales, por una parte, y de iniciarse un proceso creciente de denun­
cias sobre acciones empresariales que dañan el ambiente. Más que la protección 
del ambiente parece prevalecer el interés de proteger intereses económicos, al 
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menos en Estados Unidos, y en menor escala en Canadá, que se consideran 
afectados o amenazados por el comercio proveniente de un país, México, con 
salarios más bajos y con menor capacidad para aplicar sus políticas ambienta­
les. Mientras no se salga de las generalidades en que se traten el comercio y el 
ambiente en grandes agregados sin entrar en el análisis de los principales ren­
glones del comercio recíproco, tanto en sus productos acabados como en las ca­
denas de producción y distribución, tanto upstream como downstream, con el 
fin de detectar los puntos precisos en que se transgreden normas ambientales, 
teniendo en cuenta los insumos importados, los servicios de transporte, los em­
paques y la distribución, no se habrá avanzado en el conocimiento de la rela­
ción comercio/ambiente.7 Un análisis de este tipo requeriría por lo menos es­
coger unos veinte renglones importantes del intercambio de mercancías y sus 
servicios conexos, no para limitarse a denunciar los daños sino para proponer 
soluciones que puedan llevarse a la práctica en plazos rawnables, con la coope­
ración que puedan brindar el CCA y otros medios o mecanismos. Algunos aspec­
tos de la apertura generada por el TLCAN merecerían un examen pormenoriza­
do de las consecuencias sociales del nuevo comercio, por ejemplo, en materia 
de importaciones de maíz norteamericano a México. 8 

Si en asuntos ambientales el avance ha sido lento, es evidente que en cues­
tión de desarrollo sustentable lo será aún más, ya que ni siquiera existe un es­
tudio comparable de carácter general sobre las políticas y perspectivas del de­
sarrollo sustentable de Canadá, Estados Unidos y México. Llevarlo a cabo sería 
un peldaño necesario para abrir en todas sus dimensiones la interrelación sus­
tentable del comercio, las inversiones y la innovación tecnológica entre los tres 
signatarios del TLCAN. Independientemente de que México efectuara su propio 
estudio de prospectiva de la sustentabilidad, no debiera sustraerse a las posibi­
lidades de que se hiciera en un marco de cooperación, porque a la larga será de 
interés y utilidad para la interpretación a futuro de la sociedad mexicana en el 
marco de la globalización. 
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DESARROLLO SUSTENTABLE: 
¿QUIMERA O PROCESO ALCANZABLE?* 

l. BREVE ANTECEDENTE HISTÓRICO 

Después del avance constante en la elevación general de los niveles de vida y 
bienestar de la población mundial a lo largo de la historia, sobre todo a par­
tir de la Revolución Industrial de fines del siglo XVIII -un corto periodo de 
200 años a la fecha-, en el actual fin de siglo tiende a cuestionarse el resul­
tado de lo que la humanidad, en la práctica de la relación tecnología/ recursos, 
ha logrado. Pese a los grandes adelantos, la exclusión y las desigualdades si­
guen predominando y en épocas recientes se han acentuado. La longevidad ha 
aumentado, pero la mortalidad infantil y de niños y niñas en edad escolar 
continúa destrozando recursos humanos potenciales. Mediante la técnica se 
extiende el dominio sobre los recursos naturales y se multiplica la productivi­
dad, y sin embargo la depredación de la naturaleza continúa y, además, se 
contaminan las aguas, los mares, los suelos, la atmósfera y el hábitat humano. 
Las sociedades, lejos de acercarse a un objetivo utópico y tranquilo, se apro­
ximan a la orilla de un abismo de violencia y de descomposición social, aun 
de ingobernabilidad -como si dos grandes guerras mundiales e innumerables 
conflictos regionales y locales no hubieran bastado para dejar bien señalado 
que es indispensable hallar otro camino para la convivencia humana que no 
sea la violencia. 

En el siglo XIX las fuentes energéticas empezaron a desplazarse del carbón 
al petróleo y en el XX este último surgió como el combustible de uso más ex­
tendido; surgieron asimismo otras fuentes, entre ellas la energía nuclear, la bio­
masa, la energía wlar y la eólica. En los últimos 50 años, la ciencia médica re­
dujo la morbilidad y alargó la esperanza de vida como nunca antes. Durante el 
siglo pasado, el comercio mundial de productos básicos se multiplicó: la agri­
cultura se modernizó para obtener elevados rendimientos, haciendo que técni­
camente se esfumara el espectro del hambre. La estructura de varios países im-

* Centro de Investigaciones Socioecon6micas, Universidad Autónoma de Coahuila, Salti­
llo, Coahuila, 24 de marw de 1998. 

[121] 



122 DESARROLLO SUSTENTABLE Y CAMBIO GLOBAL 

portantes se transformó a favor de la industria de alta capitalización y produc­
tividad, y de constante innovación tecnológica. 

La primera guerra mundial no fue una advertencia suficiente. En la post­
guerra de entonces, de revanchas y de juegos de poder, se quiso volver en lo 
económico, financiero y monetario a las reglas del juego del siglo XIX. En lo so­
cial, tan se olvidó lo poco que se había logrado en algunos países europeos en 
materia de garantías de bienestar social y fortalecimiento del ingreso familiar 
básico que la Gran Depresión de los años treinta trajo mayor desempleo y de­
samparo a decenas de millones de obreros industriales trabajadores de los ser­
vicios --caldo de cultivo para nuevas agresiones a la humanidad. La segunda 
guerra mundial, de enorme incorporación de nuevas tecnologías, verdadera­
mente traumática en sus daños al género humano, enseñó por lo menos que las 
consecuencias de la primera podían evitarse -una vez obtenida la victoria so­
bre el nazismo. En la postguerra inmediata se crearon nuevas instituciones de 
cooperación internacional, notablemente el sistema de las Naciones Unidas y 
el fortalecimiento de mecanismos de cooperación regional, en un régimen de 
voluntad política corisensada. En muchos países se dio vida a nuevas institucio­
nes para garantizar los mínimos de bienestar de sus poblaciones. La reconstruc­
ción reemplazó a la revancha. Las colonias imperiales se independizaron. Los 
países del que pronto se llamaría el Tercer Mundo adquirieron plena concien­
cia de su situación y de su perspectiva: salir del subdesarrollo, por esfuerzo pro­
pio y con colaboración internacional. 

II. LA IDEA DEL DESARROLLO 

En este último medio siglo, ¿cómo se concibió el desarrollo? Cierto, se previó 
la necesidad de ampliar y mejorar los sistemas educativos, de reducir las barre­
ras sociales, de aumentar la productividad en los sectores básicos, sobre todo en 
la agricultura, de utilizar nuevas técnicas en la industria, muchas de ellas sur­
gidas de los esfuerzos bélicos, y de fomentar la industrialización y el empleo 
por acción del Estado. Ya en los años cincuenta y sesenta se comprendió, por 
ejemplo, en América Latina y en la India --con apoyo en innumerables escri­
tos de miembros de las instituciones académicas y de funcionarios del sistema 
de las Naciones Unidas- que el desarrollo, para cumplir en un plazo relativa­
mente corto los múltiples objetivos económicos y sociales que se planteaban, 
no se lograría de manera automática y con resultados seguros. La sola desven­
taja tecnológica de los países en vías de desarrollo, la insuficiencia de sus aho­
rros y con frecuencia la debilidad de sus sectores de exportación y las fluctua-
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dones y deformaciones de los mercados a que estaban sujetos, sumado todo 
ello a sus estructuras económicas precarias, con población eminentemente ru­
ral y marginada de la modernidad, hadan prever crecientes dificultades y retra­
sos -mientras una parte menor de la población seguía exigiendo prontos re­
sultados concretos. 

En el ámbito internacional, y en el contexto de la guerra fría --el enfren­
tamiento de dos sistemas políticos y sociales, el capitalismo democrático, por 
un lado, y el socialismo real y totalitario, por otro--, los países en desarrollo, 
que crearon una coalición llamada el Grupo "de los 77", plantearon una de­
manda acentuada de ampliación de las fuentes de financiamiento externo en 
condiciones más favorables. Se formularon las bases de sucesivos "decenios del 
desarrollo", y se crearon nuevos organismos en el sistema de las Naciones Uni­
das, como la UNCTAD y la ONUDI, para corregir las desventajas comerciales, tec­
nológicas e industriales que aquejaban a los 77. Sin embargo, los países de gran 
industrialización y poder tecnológico y económico, denominados genérica­
mente los desarrollados, que habían establecido la OCDE y controlaban además 
las instituciones financieras internacionales, el FMI y el Banco Mundial, man­
tenían otras ideas sobre el futuro de la economía mundial, nacidas muchas de 
ellas en la época anterior a la segunda guerra mundial. 

Su objetivo no era la planificación del desarrollo impulsada por el Estado, 
sino la liberación del comercio mundial, la eliminación de restricciones a los 
movimientos de capital y, en general, el establecimiento de condiciones en que 
la inversión, el crédito, el comercio, la tecnología, aun el desarrollo empresa­
rial, se guiaran y rigieran por fuerzas del mercado -una abstracción que se 
oponía al poder representado por la fuerza del Estado en los regímenes llama­
dos por Naciones Unidas "economías de planificación central" y aun en los 

-países semiindustrializados con regular o aun fuerte intervención del Estado en 
la vida económica. El gran enfrentamiento histórico, que rebasó la economía 
y los intercambios, y buscó clientelas en los países en desarrollo, y que se sos­
tuvo sobre todo en el terreno de la capacidad de destrucción por medios nu­
cleares, terminó con el desmoronamiento del régimen soviético y la caída sim­
bólica del muro de Berlín, en una transición cuyas principales características 
concretas no se han definido todavía. Lo único claro por el momento es la base 
unipolar de la economía mundial y del poder militar. 

Cuando se hablaba de desarrollo económico o de desarrollo a secas hace 
40 a 50 años, no se consideraba el efecto a largo plaw del incremento más in­
tenso de la población mundial que podía preverse en parte por descensos con­
tinuos de la mortalidad frente a tasas de natalidad constantes o en algunos ca­
sos todavía en ascenso, sobre todo en el Tercer Mundo. A principios de los años 
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setenta, las Naciones Unidas, al convocar la primera Conferencia sobre Pobla­
ción (Bucarest, 1974), vieron casi derrotada su postura acerca de la necesidad 
de instaurar políticas de población tendientes a reducir la tasa de natalidad; se 
oponía, entre otros, el Grupo de los 77, encabezado por Argelia y Argentina. 
En los medios académicos e institucionales se había avanzado ya bastante en el 
estudio de la naturaleza y las consecuencias del incremento de las poblaciones 
en relación con el desarrollo económico. Tardó mucho tiempo en producirse 
una conceptualización que entrelazara población y desarrollo, como una rela­
ción indisoluble tanto en sus aspectos negativos como en los positivos, así como 
en la repartición equitativa de los beneficios del desarrollo económico. 

En esa época, tampoco se consideraban las consecuencias que en el medio 
ambiente ejercerían la industrialización, el transpone moderno, el incremento 
del comercio exterior y de la aglomeración urbana. Se consideraba por supues­
to que la actividad económica, no obstante los desechos y partículas que emitía, 
no ponía en riesgo su continuación más allá de algunos umbrales. En las esferas 
científicas se empezaba a señalar límites que, si se rebasaran, serían peligrosos 
para la salud humana y para la conservación de los recursos naturales. Los eco­
nomistas, en general, trataban los problemas ambientales -en muchos casos ya 
manifestados y reconocidos- simplemente como "factores no económicos" que 
no tenían lugar en sus modelos y planteamientos. 1 

III. INICIOS DE LA POLfTICA AMBIENTAL 

Entre.las advenencias anunciadas hacia mediados de los años sesenta figuraron 
principalmente las de destacados científicos en Europa y Estados Unidos, así 
como connotados escritores, cuyas observaciones y escritos comenzaron a crear 
conciencia en los medios de comunicación y en esferas del mundo político y 
de las Naciones Unidas. 2 Poco después se llevó a cabo, a instancias de algunos 

1 Como ejemplo de dos concepciones del desarrollo muy respetables pero carentes de aten­

ción al medio ambiente, he citado con frecuencia a Gunnar Myrdal (Asian Drama: An lnquiry into 
the Poverty of Natiom, Nueva York, Vintage Books, 1971) y a Celso Furtado (Brevt! introducción 
al desarrollo: un enfoque interdiscip/inario, México, Fondo de Cultura Económica, 1983). Existen, 

desde luego, muchas otras referencias. La evolución de estas ideas hacia el concepto de ecodesa­

rrollo y finalmente el de desarrollo sustentable puede consultarse en un trabajo, "Economía y me­

dio ambiente", que aporté a la obra compilada por Alberto Glender y Víctor Lichtinger, La di­
plomacia ambiental, México, Fondo de Cultura Económica/Secretaría de Relaciones Exteriores, 

1994, cap. 11, pp. 47-69. 
2 Véase mi trabajo citado en la nota l. 
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países europeos, Estados Unidos y Japón, la Conferencia sobre el Medio Am­
biente Humano (Estocolmo, 1972). Esta reunión intergubernamental contó 
además con un foro paralelo para la participación de las ONG y de representan­
tes de las esferas académicas e institucionales. Las Naciones Unidas lograron 
apenas un éxito limitado, que se tradujo en la creación posterior del Programa 
de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente (PNUMA), con escasos 100 
millones de dólares como aportación internacional. La oposición, o por lo me­
nos un elevado escepticismo político, provino de los países del Grupo de los 
77. Su epítome fue la declaración de un delegado brasileño de que se deseaba 
la contaminación porque significaba industrialización. Con esa posición y di­
versas salvaguardas nacidas de la ambigüedad de los discursos de varios jefes de 
gobierno de países de Asia y África, las políticas ambientales, sobre todo en los 
países en desarrollo, no podían encaminarse con brío y eficacia. Los países con 
economías de "planificación central" ni siquiera se dignaron asistir a esa con­
ferencia. En el decenio 1974-1984, el PNUMA inició una valiosa labor de aseso­
ría a los países en desarrollo interesados en llevar a cabo políticas ambientales, 
mientras los países desarrollados impulsaron las suyas propias principalmente 
por medio de legislación ambiental nacional y por la cooperación de la OCDE 

y, en su ámbito, de la Comunidad Económica Europea. 
Para el mundo en su conjunto, los resultados no fueron muy perceptibles. 

Ya en 1972, el Club de Roma había llamado la atención acerca de los peligros 
del deterioro ambiental a escala global en relación con la disponibilidad de re­
cursos naturales y el incremento de la población mundial. Un primer informe, 3 

de muy amplia difusión, fue seguido de varios otros sobre diversos temas co­
nexos. 4 Muchas otras organizaciones privadas y académicas intensificaron a su 
vez sus estudios sobre la incidencia de los fenómenos de deterioro ambiental' en 
la economía, e hicieron ver la necesidad de incorporar el tema ambiental a los 
programas de desarrollo económico y social. Las demandas sociales y políticas 
para la aplicación de políticas ambientales efectivas empezaron a multiplicar­
se. Pero a diez años de distancia de la creación del PNUMA (1984), se llegó a la 
conclusión de que no se había avanzado lo suficiente. De esa consideración 
surgió la idea de establecer, en el propio año de 1984, una Comisión Mundial 

3 Donella y Dennis Meados et al., Los limites del crecimiento, México, Fondo de Cultura 

Económica, 1972. 
4 En 1990 se públicó La primera revolución global, de Alexander King y Bertrand Schnei­

der, México, Fondo de Cultura Económica. En 1992, dos de los autores de Los limites del creci­
miento publicaron un "20 años después", Mds allá de los limites, en que reiteraron la problemáti­

ca ya prevista, casi no cocada por las acciones públicas e internacionales, haciendo ver que se 

habían perdido, precisamente, 20 años. 
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del Medio Ambiente y el Desarrollo, integrada por personalidades de 24 nacio­
nalidades distintas, apoyadas en un secretariado especial de las Naciones Uni­
das. Tras tres años de trabajos y de consultas en todas las regiones del mundo, 
se dio a conocer en 1987 él informe titulado Nuestro faturo común, 5 conocido 
como el Informe Brundtland. 

IV. EL DESARROLLO SUSTENTABLE 

El Informe Brundtland constituyó la base intelectual de la convocatoria de la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo (Río 
de Janeiro, 1992). En él se recomendó que se adoptara el concepto de desarro­
llo sustentable para orientar las políticas de desarrollo mundial, igual para los 
países desarrollados que para las naciones en vías de desarrollo, teniendo en 
cuenta el bienestar de las generaciones futuras y su necesidad de acceso a los re­
cursos naturales del planeta en forma equitativa y con la debida protección am­
biental. Se planteaba así un vínculo creciente y complejo entre desarrollo y me­
dio ambiente, a la luz de la experiencia de los anteriores dos decenios 
(Estocolmo+25) y de las previsiones del continuo deterioro ambiental a escala 
global, nacional, regional y local, producto de la forma en que se seguía enton­
ces emprendiendo el desarrollo económico y social, y aun el "crecimiento eco­
nómico" en su acepción más limitada que había caracterizado los años inme­
diatos a las grandes crisis de la deuda externa y del suministro de energéticos 
de los años ochenta. 

Entre los principales temas abordados por la Comisión Brundtland figu­
ró el del empleo de los energéticos de origen fósil -carbón, petróleo, gas­
que ha caracterizado el desarrollo mundial en los últimos 200 años, sobre todo 
en los recientes 50. La combustión a base de carbón y de derivados del petró­
leo y, en menor medida, el empleo de gas natural, por sus emisiones de carbo­
no y otros gases, explican, conforme a datos fehacientes, la creciente concen­
tración neta de carbono en la atmósfera, no compensada por su absorción 
natural en los bosques y en superficies oceánicas. Es decir, el empleo de tales 
energéticos, empezando por el petróleo crudo (siendo este último susceptible 
de agotamiento previsible y de mayor costo a largo plazo), explica el efecto in­
vernadero, o sea el calentamiento gradual de la atmósfera, con su consecuen­
cia en el aumento del nivel de los océanos. Por ello, deberán seguirse políticas, 

5 Nuestro futuro común, Nacionés Unidas, Informe de la Comisión del Medio Ambiente y 
el Desarrollo, Madrid, Alianza Editorial, 1987. 
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y tomarse medidas, encaminadas a reducir el consumo energético por unidad 
de PIB (eficiencia energética) y a sustituir los combustibles más contaminantes 
por otros de menor efecto en emisión de carbono, a fin de controlar y aun evi­
tar el cambio climático; a la vez, deberán intensificarse los programas y las me­
didas para evitar la deforestación y la depredación de la vegetación del planeta 
a fin de contribuir a la capacidad de absorción de carbono. Son dos caras de la 
misma moneda. En Río de Janeiro, en 1992, se suscribió la Convención Marco 
sobre el Cambio Climático, y fue seguida de conferencias intergubernamenta­
les que por el momento han culminado en el Protocolo de Kioto (1997), to­
davía sin mayor consecuencia. 

La Conferencia de Río de 1992, debidamente preparada a lo largo de tres 
afios, convocó a más de 150 jefes de estado o de gobierno a suscribir la Con­
vención sobre Cambio Climático y otra para la Protección de la Biodiversidad, 
así como otros dos convenios sobre Protección de los Bosques y sobre Deser­
tificación. Se aprobó además una Agenda (o Programa) 21, que contiene reco­
mendaciones sobre política ambiental y desarrollo sustentable, a niveles global, 
regional, nacional y local, y que considera una diversidad de instrumentos, in­
cluso los incentivos económicos, para lograr esos objetivos. 

V. LOS ACONTECIMIENTOS POST-RfO 

Estamos casi en el momento Río+6, después de una primera evaluación Río+S 
efectuada por las Naciones Unidas en junio de 1997. La situación actual pue­
de caracterizarse como de incumplimiento generalizado de las recomendacio­
nes de la Agenda 21, y de avances muy cautelosos, o aun retrocesos, en la apli­
cación de las convenciones suscritas y ratificadas durante 1992-1997. Lo 
único que se reconoce como un éxito considerable ha sido el cumplimiento 
del Protocolo de Montreal de 1987, promovido por el PNUMA, acerca de la pro­
hibición, comercio y uso de los clorofluorocarburos (CFC) que adelgazan, el 
conforme a investigaciones científicas idóneas, la capa de owno que protege 
la atmósfera de nuestro planeta de los rayos ultravioleta. En pocos afios se ha 
incrementado en gran medida la adhesión efectiva a dicho Protocolo y se han 
cumplido en gran medida sus objet~vos, entre ellos el de la sustitución de los 
CFC por otros gases en las industrias electrónica, de aparatos de aire acondicio­
nado, de productos con aerosol y otras. 

No obstante, puede afirmarse que ningún país de los que firmaron la De­
claración de Río de 1992 ha emprendido una política de desarrollo sustenta­
ble en los términos previstos en el Informe Brundand. En cambio, un núme-
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ro limitado de países, entre ellos casi todos los que componen la OCDE (los de 
Europa Occidental, Estados Unidos, Japón -pero en menor grado los de la 
cuenca del Mediterráneo, Australia, Corea del Sur o México}, han puesto en 
práctica políticas de control ambiental centradas en la reducción de las emisio­
nes de desechos industriales y de desperdicios municipales, en especial por lo 
que hace a prevención de la contaminación atmosférica, de las aguas dulces y 
marinas, los suelos y los mantos freáticos. Se han construido confinamientos 
especiales para los desechos peligrosos y tóxicos. Se han instituido reciclajes y 
se ha promovido la llamada "tecnología limpia", que supone cambios en los 
procesos técnicos. Todo ello acompañado de políticas de comunicación, edu­
cativas, de capacitación y de concientización, con ayuda de las organizaciones 
no gubernamentales. Pero se ha adelantado poco, en su conjunto, en la susti­
tución de los energéticos más contaminantes y en la reducción de la dependen­
cia de los sectores del transporte respecto al empleo de derivados del petróleo. 
La reciente conferencia de Kioto sobre el cambio climático puso en evidencia 
la resistencia de muchos países que son grandes emisores de carbono -lo mis­
mo Estados Unidos, Canadá y Australia que China- a comprometerse a re­
ducciones efectivas de sus emisiones de carbono. Por otro lado, la necesidad de 
reducir la contaminación de las fuentes hídricas no ha sido abordada a escala 
internacional, a la vez que se prevén condiciones de escasez futura de agua en 
diversas regiones del planeta. 

La falta de políticas ambientales integradas, que ocupen una posición prio­
ritaria en los programas de los gobiernos y de la sociedad en general, se debe a 
que la dimensión ambiental no ha sido incorporada a la noción del desarrollo 
sino muy parcialmente, más bien en respuesta a demandas sociales muy concre­
tas. Por una parte, la rigidez institucional y burocrática se registra en todos los 
países. Por ot-ra, prevalece en muchas partes la idea de que los sectores empre­
sariales principales, en una perspectiva de aperturas y competitividad, sabrán en 
su momento --como de hecho ya ocurre con las empresas transnacionales y 
otras de gran dimensión- tomar las medidas necesarias, a nivel de empresa, 
para proteger el ambiente, cumpliendo con las normas o aun excediéndose en 
ello. Este marco de competitividad entre grandes empresas deja fuera, sin em­
bargo, a las empresas medianas y pequeñas, que son la mayoría aun en los paí­
ses industrializados y en particular en los países en vías de desarrollo. Estas em­
presas no cuentan con la información, los recursos financieros y la capacidad de 
gestión necesarios para hacer las inversiones que permitan cumplir las normas 
ambientales y no exceder umbrales peligrosos, así sea en Estados Unidos, en 
China o en México. Es un tema que de más en más surge en los foros interna­
cionales y nacionales. En tanto las grandes empresas reconocen ya que la inver-
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sión proambiental es redituable, a las demás sería necesario ofrecerles programas 
de apoyo en todos los órdenes -aun bajo la lógica de la apertura de mercados 
y de la competitividad- ya sea para prevenir el deterioro ambiental o para, a 
la vez, asegurar su evolución y permanencia como fuentes de empleo y de com­
plementación de las grandes producciones industriales y de servicios. 

Si el desarrollo sustentable, definido en su sentido más general previsto en 
el Informe Brundtland, no ha sido emprendido por ningún país, cabría pregun­
tar si las políticas ambientales nacionales, regionales e internacionales, promo­

vidas por diversos organismos internacionales y por los gobiernos nacionales, 
son suficientes para encaminar a las sociedades hacia el desarrollo sustentable. 
La respuesta a esta pregunta está enmarcada en la incertidumbre acerca de lo 

que hoy se entiende por desarrollo, sea sustentable o no; es decir, en las distin­
tas instancias se acentúa la idea del crecimiento, registrada en lo general por al­

gún índice del cambio en el valor de los grandes agregados -el PIB, por ejem­
plo-, mas no se cuantifican los daños simultáneos que el crecimiento impone 
a los recursos naturales, a la salud humana y al hábitat. Se ha impuesto la nece­

sidad, que se extiende con alguna lentitud, de elaborar, además de las cuentas 
nacionales (los agregados económicos}, las cuentas ambientales (la pérdida o 
destrucción de activos naturales, sean materiales o humanos). Lo que en algu­

nos casos pueda parecer un incremento del PIB, puede en realidad quedar con­
trarrestado por una pérdida de capital real en la naturaleza o en el capital hu­

mano. Mientras no se integren las cuentas ambientales y se hagan los análisis 
correspondientes a niveles concretos y no solamente más generales, poco se po­
drá suponer respecto a avances hacia un proceso de desarrollo sustentable. 

VI. CONCLUSIONES: GLOBALIZACIÓN Y DESARROLLO SUSTENTABLE 

La conclusión provisional a que se puede llegar es que, en general, la idea del 
desarrollo sustentable no ha penetrado en la sociedad ni en los gobiernos al gra­
do de que sea una base firme de formulación de políticas de desarrollo, donde 
éstas lleguen a considerarse necesarias. Suelen prevalecer los objetivos a corto 
plazo. En particular, no se han identificado adecuadamente las rigideces estruc­
turales, las resistencias de todo orden -por lo menos en los sectores críticos­

que se enfrentan al cambio, la mayoría de ellas difíciles de cambiar con rapidez. 
Existe un gran vado entre las formulaciones teóricas del desarrollo sustentable 

y la práctica política, económica y social. Existe, además, una excesiva confor­
midad con la idea -también teórica- de que en el marco de mercados libres 
y competitivos, nacionales o internacionales, se generan las condiciones que 
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permitirán abordar, por simple interés propio de los sectores empresariales, con 
cierto grado de aucomaticidad, las políticas ambientales y otras -por ejemplo, 
respecto a energéticos y agua- que ayudarán a detener el deterioro ambiental. 
No se ha avanzado en construir los cimientos que, con el concurso de socieda­
des participativas, conduzcan con el tiempo a aceptar los procesos de desarro­
llo sustentable que a largo plazo pudieran evitar las grandes amenazas sociales 
y ambientales que se ciernen sobre la humanidad, y que permitirían asegurar a 
las generaciones futuras, en condiciones equitativas, el acceso a niveles de vida 
y bienestar aceptables. 

Una de las condiciones implícitas -y aun explícitas en los documentos de 
Río de Janeiro- es que no basta que un país, una sociedad, se propongan por 
sí solos encaminarse al desarrollo sustentable. Se necesita que la idea sea acep­
tada por todos los principales países que en la esfera económica ejerzan gran 
influencia en el sistema mundial: sean industriales, agrícolas o petroleros, y se 
requiere que la cooperación internacional, hoy tan menguada, se oriente hacia 
esa finalidad y reconozca, además, las desigualdades prexistentes y la capacidad 
diferencial para salir del atraso, para llevar a la práctica políticas ambientales 
efectivas y para asumir las responsabilidades del desarrollo sustentable en to­
dos los terrenos. Por lo mismo, dentro de cada nación será necesario que el de­
sarrollo sustentable sea un objetivo colectivo, no limitado a algunas regiones 
críticas. De nada sirve que una región aborde el desarrollo sustentable mien­
tras otra vecina o conectada con ella no lo haga. El enfoque tendrá que ser in­
tegral y sistémico. 

En tanto prevalezcan los intereses más inmediatos de los principales paí­
ses industriales del mundo y mientras las naciones excluidas por ahora de 
ejercer influencia en las demás no puedan llegar a tener mayor capacidad de 
acción, o se limiten a formular posiciones defensivas, el desarrollo sustenta­
ble puede no pasar de ser una elegante quimera. Mas, ¿cuál otro camino le 
queda a la humanidad? 

La globalización, fenómeno que se ha intensificado en los decenios recien­
tes y que alcanza en particular a las comunicaciones y a la transmisión del co­
nocimiento, es un proceso que difícilmente se detendrá. En la globalización, 
por la prevalencia del paradigma del mercado abierto y competitivo, tenderán 
a beneficiarse los países con economías más fuertes y con mayor dominio de la 
innovación tecnológica, o los agrupamientos de países que compartan objeti­
vos comunes a futuro en estas materias. Muchos países, si no la mayoría, no es­
tán todavía en condiciones de aprovechar las posibles ventajas de la globaliza­
ción, ni siquiera de evitar sus efectos desfavorables. Para cualquier sociedad que 
haya llegado tarde a este gran parteaguas histórico, el esfuerzo de definición de 
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objetivos a largo plazo y de construcción de capacidad de lograrlos vía la edu­
cación, las estrategias económicas y sociales y la creación de condiciones de 
convivencia política democrática tendrá que ser mucho mayor que cualquiera 
hecho con anterioridad. Si en ese esfuerzo se incorpora la compleja noción del 
desarrollo sustentable, con sus beneficios de equidad social, se podrá asegurar 
un resultado más valioso para las poblaciones que si se sigue haciendo más de 
lo mismo o apenas atendiendo las exigencias de corto plazo. Globalización y 
desarrollo sustentable tienden cada día más a constituir un marco en que ten­
drá que considerarse la interactuación de todos los elementos. Ni quimera, ni 
resultado en la palma de la mano, sino algo tal vez intermedio que tendrá que 
trabajarse con el mayor ahinco. 

Como reflexión final, cabe insistir en que la política ambiental y la de de­
sarrollo sustentable no constituyen un costo sino un beneficio. Ello permite 
aventurar la idea, además, de que si no puede esperarse que todos los países 
emprendan el proceso de desarrollo sustentable al mismo tiempo y con la mis­
ma intensidad, de todos modos una nación no incurrirá en error si se adelan­
ta a las demás, ya que con ello acercará las metas de bienestar que su propia po­
blación desee y quiera merecer, y podrá además servir de ejemplo a las otras. 





EL DESARROLLO SUSTENTABLE 
Y EL TERCER SECTOR: ALGUNAS SUGERENCIAS* 

ANTECEDENTES GENERALES 

En los años setenta y ochenta la progresión del deterioro ambiental global no 
fue detenida o suficientemente contrarrestada por la acción del sistema de las 
Naciones Unidas ni de las organizaciones regionales, como tampoco, en lo ge­

neral, por la acción de los gobiernos y las sociedades de los países industriali­
zados. Mucho menos se registró algún avance adecuado, con las limitaciones 
consiguientes, en los países en vías de desarrollo. 

En Estocolmo, en 1972, no se había obtenido un consenso verdadero. Mu­

chos países importantes no participaron en la conferencia. Pocos de los gobier­
nos representados habían asumido un compromiso ambiental debidamente res­

paldado por los órganos legislativos. La creación subsiguiente del Programa de 
las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA) tuvo señalada importan­
cia, pero sus recursos fueron bastante limitados y los resultados obtenidos des­

pués de sus primeros 1 O años, que fueron desde luego valiosos, no llegaron a ser 
suficientes. Debe reconocerse que algunos países, determinadas organizaciones 
y, ciertamente, el PNUMA tenían a su favor el haber creado conciencia de los pro­
blemas ambientales nacionales, regionales y globales, y el haber tomado inicia­
tivas de gran consecuencia en diversas áreas. 

Los países en vías de desarrollo, sin embargo, se rezagaron, por ignorancia, 
por falta de conciencia nacional de los problemas ambientales, por falta de re­

cursos humanos y financieros, y por una actitud, en muchos, de que el proble­
ma provenía en esencia de los países industrializados, responsables del mayor 
consumo de energéticos y productos químicos, y generadores de los mayores 

volúmenes de desechos industriales en general, y aun de desechos nucleares. 
Los países del Sur atribuían a los del Norte el deterioro ambiental y, en cambio, 
esperaban recibir del Norte los recursos para iniciar sus propias políticas en pro 

del ambiente, sin una adecuada definición, o ninguna, de las políticas a seguir. 

* OrganirAciones civiles y políticas públicas en México y Centroamérica, pp. 207-216, marzo 
de 1998. 

[133] 



134 DESARROLLO SUSTENTABLE Y CAMBIO GLOBAL 

En 1984, la Asamblea General de Naciones Unidas constituyó la Comi­
sión Mundial sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo (Comisión Brundt­
land). Esta Comisión, con base en estudios preparatorios y vastas consultas 
que duraron casi tres· años, elaboró el informe titulado Nuestro faturo común 
(Comisión Mundial del Medio Ambiente y el Desarrollo, 1987). Se tuvieron 
en cuenta, por una parte, los resultados negativos que registraban en el am­
biente las tendencias y modalidades del desarrollo mundial hasta esas fechas; 
y, en segundo lugar, los acuerdos que empezaban a surgir en las sociedades ci­
viles, con apoyo en organizaciones no gubernamentales, instituciones científi­
cas y académicas y agrupaciones diversas. Fueron importantes por igual los de­
bates cada vez más extendidos acerca de la problemática global, así como, en 
otro extremo, los conocimientos acumulados por el propio sistema de las Na­
ciones Unidas. La necesidad de políticas ambientales a largo plazo quedó fue­
ra de toda duda. 

La Comisión Brundtland, en su informe, sintetizó el diagnóstico propo­
sitivo en lo que aquí traduzco en una frase: cómo transitar de una situación y 
perspectiva de desarrollo insostenible de la humanidad a una de desarrollo sus­
tentable. Desde su perspectiva, la Comisión vio la necesidad de sentar las bases 
de una nueva modalidad de desarrollo mundial que tuviera en cuenta la equi­
dad intergeneracional, la valorización y conservación de los recursos naturales 
y el acceso ordenado y racional a éstos. Incorporó al diagnóstico las estrategias 
económicas y las sociales, los efectos del acelerado poblamiento humano re­
ciente del planeta, los desequilibrios territoriales entre continentes y dentro de 
los confines nacionales y regionales, las excesivas concentraciones urbanas, el 
abandono y despojo de las áreas rurales, las deficiencias en materia de salud y 
educación, la protección de las fuentes fundamentales de recursos alimenti­
cios, y otros elementos y requisitos para una mejor convivencia humana en el 
futuro. 

El Informe Brundtland recoge ideas y conocimientos generados antes y 
después de Estocolmo, y la experiencia propia del PNUMA. La Comisión detec­
tó crecientes convergencias, tanto entre gobiernos como entre instituciones e 
individuos, y acogió aportaciones de las organizaciones científicas y no guber­
namentales. Ya en Estocolmo, en gran parte a instancia de los biólogos y otros 
científicos, las autoridades de las Naciones Unidas habían previsto la partici­
pación de las organizaciones de la sociedad civil y las académicas en un primer 
foro paralelo de debates, aparte del que ocurriría entre los representantes gu­
bernamentales. En el foro paralelo, científicos y economistas, sociólogos y po­
litólogos, activistas y representantes de organizaciones no gubernamentales y 
de organismos internacionales, preocupados todos por la situación y perspec-
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tiva ambientales, tuvieron oportunidad de sostener útiles y animados cambios 
de impresiones y discusiones, que trascendieron de inmediato a los medios de 
comunicación. La conciencia de la humanidad, en ese foro abierto, se expre­
saba con más claridad y visión, mientras los delegados de los gobiernos sesio­
naban aprisionados por sus instrucciones, por los intereses que representaban 
y por la retórica inevitable de quienes prometen más de lo que en realidad 
piensan cumplir. 

DESARROLLOS RECIENTES 

Veinte años después, en la Cumbre de Río, el foro paralelo alcanzó una di­
mensión ampliada sin precedente alguno. Si en Estocolmo, en 1972, pocas 
delegaciones habían siquiera incorporado a representantes de las comunidades 
académicas, científicas o de la sociedad civil, y éstas no contaron con recursos 
suficientes para hacerse presentes (Kakabadse y Burns), 1 en la Conferencia de 
Río de Janeiro las delegaciones incluyeron un contingente importante de re­
presentantes de ONG. Por otro lado, se acreditaron oficialmente más de 1 400 
ONG, y en el llamado Foro Global se contaron más de 25 000 participantes 
procedentes de 167 países (Kakabadse y Burns, p. 3). Como consecuencia de 
esta modalidad de la Conferencia de Río, donde se sentó un significativo pre­
cedente respecto a las relaciones entre las Naciones Unidas y las ONG, se adqui­
rieron compromisos que han hecho de éstas, en materia de desarrollo susten­
table, un interlocutor obligado. Ello quedó consignado en la Agenda 21, el 
principal documento de la Conferencia que sirve de orientación, con las reco­
mendaciones pertinentes, para la política ambiental y de desarrollo sustenta­
ble a escala global, así como por intermedio de los agrupamientos económi­
cos regionales y en las jurisdicciones soberanas nacionales propiamente dichas. 
Se acepta que "a partir de CNUMAD, las ONG han encontrado nuevas maneras 
de influenciar la formulación de políticas tanto a nivel nacional como dentro 
del sistema de las Naciones Unidas" (Kakabadse y Burns, p. 4). 

Sin embargo, en los cuatro años transcurridos desde la Conferencia de Río 
de Janeiro, que fue la culminación de inquietudes y propuestas de los años pre­
cedentes, se han registrado avances apenas limitados. El entusiasmo de Río fue 
un tanto pasajero. El optimismo a que mucha.S conferencias internacionales in­
ducen, tal vez llevado demasiado lejos por la retórica acostumbrada, no se ha 

1 Se ha afirmado que "Suecia fue el único país que financió la participación de ONG en su 

delegación oficial". (Véase Yolanda Kakabadse N. y Sarah Burns). 
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traducido en tendencias y hechos que hagan suponer que se está transitando, 
en verdad, hacia un nuevo paradigma de desarrollo sustentable. Algunos obser­
vadores, que han vivido de cerca las frustraciones derivadas de conferencias an­
teriores, suelen ver el proverbial vaso con el líquido a la mitad como "medio lle­
no", con tendencia a alcanzar un elevado nivel sin derramarse; otros, lo ven 
apenas medio vacío, con pérdidas por evaporación. Es verdad que en materia 
de cambio climático ha habido adelantos importantes en las discusiones, pero 
sin demasiados compromisos fijos o con dificultad para definirlos. En cuanto 
a la protección de la capa superior de owno, el Protocolo de Montreal --que 
fue iniciativa del PNUMA- constituye un caso de considerable éxito por lo que 
hace a la prohibición de producir clorofluorocarburos (CFC), pero en menor 
grado a la eliminación total de su empleo mientras no se extienda la disponi­
bilidad de sustitutos adecuados. 

Es preciso reconocer que actualmente no es posible identificar aún socie­
dad alguna en que se haya iniciado una política de desarrollo sustentable, ni 
que haya empezado a interrelacionar siquiera, en la práctica, en forma parcial 
o aproximada, la política ambiental con la del desarrollo sustentable. No han 
faltado declaraciones, discursos y documentos alusivos, pues las buenas inten­
ciones son el elemento que acusa mayor tasa de incremento, al menos nomi­
nal, en la aldea global. 2 

Fuera de algunos países de industrialización avanzada en que la política 
ambiental ha manifestado alguna eficacia en los últimos años -lo que permi­
tiría esperar que se facilitaría más adelante la integración de la misma en una 
estrategia de desarrollo sustentable-, en la gran mayoría se sigue por la vía del 
retroceso. 

Cierto es que el concepto de desarrollo sustentable, consagrado en la De­
claración de Río, no fue objeto de una definición precisa en los documentos de 
la Conferencia, como tampoco lo fue en el Informe Brundtland. Este último 
admite que "las interpretaciones, pueden variar, [aunque] deben compartir 
ciertas características generales y resultar de un consenso básico de desarrollo y 
sobre un marco estratégico amplio para lograrlo".3 

2 Un ejemplo: el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) y el Acuerdo de 

Cooperación Ambiental paralelo consignan en sus respectivos preámbulos que los tres países sig­

natarios están comprometidos a promover el desarrollo sustentable y a alcanzarlo teniendo por 

uno de sus elementos esenciales la conservación, el mejoramiento y la protección del medio am­

biente (véase Secretaría de Comercio y Fomento Industrial). Pero ninguno de los tres signatarios 

da muestras aún de estar en condición de cumplir ese compromiso. Lo mismo ocurre en otras re­
giones, aun en la amparada por la Unión Europea. 

3 Informe Brunddand, Nuestro foturo común, p. 67. Por su parte, un economista británico 



EL DESARROLLO SUSTENTABLE Y EL TERCER SECTOR 13 7 

Prob/emdtica actual 

En esencia, el desarrollo sustentable, a mi entender, supone una política a largo 
plazo que, lo mismo en la economía que en el ambiente y en la sociedad en ge­
neral, deberá atender las necesidades de las generaciones futuras en función de 
los recursos naturales disponibles, siempre protegidos y mejorados, con menos 
contaminación de suelos, aguas y atmósfera, y atendiendo el mejoramiento del 
hábitat humano, tanto rural como urbano. El desarrollo sustentable deberá ser 
global y regional, así como nacional, pues no existen ya fronteras ambientales ni 
tecnológicas, y debe descansar en principios de equidad distributiva. Los pro­
blemas ambientales del planeta, de la especie humana y de la propia naturaleza, 
deberán abordarse con arreglo a análisis, diagnósticos y pronósticos de índole 
sistémica, en dimensión intertemporal, en un marco de interrelaciones y retroa­
limentaciones. El desarrollo sustentable tal vez sea quimérico, o sólo se alcance 
en forma fraccionada, parcial e insuficiente. Sin embargo, es una norma válida 
y que, de ser consensada en todos los países principales, y por obvia repercusión 
en los demás, podría orientar el futuro de la actividad económica y social de la 
humanidad. 

Ahora bien, ¿se ha aceptado el concepto de desarrollo sustentable -bajo 
cualquiera de las definiciones e interpretaciones parciales que se hayan dado-­
en forma suficientemente general y clara como para que los estados miembros 
de Naciones Unidas, los organismos de este sistema, las organizaciones regio­
nales y subregionales, los gobiernos nacionales y subnacionales, y las socieda­
des civiles puedan fijarlo como objetivo alcanzable mediante una diversidad de 
procesos políticos, sociales y económicos? 

Cabe la duda, pero en ella cabe también -¿por qué no?- la esperanza, 
de que las ONG y los demás y variados componentes del tercer sector, incluido 
el importantísimo de los derechos humanos,4 alcancen a aceptar una defini­
ción, en toda su complejidad, que dé mayor valor a sus esfuerzos por influir en 
la opinión pública y en los gobiernos, a fin de entablar los planes y los progra­
mas que conduzcan al objetivo deseado. Por supuesto que dichos procesos ten­
drán por fuerza que juzgarse por sus resultados, y no por los meros plantea­
mientos iniciales. 

enumeró 51 definiciones de desarrollo sustentable, de casi otros tantos autores, en documentos 

y libros publicados por autores de habla inglesa: no menciona, por cierto, a autor alguno que haya 

intentado una definición en otra lengua o no haya sido traducido al inglés (véase John Pezzey). 
4 En el espectro amplio tan admirablemente expuesto, con respecto a América Latina. 

(Véase Rubem César Fernández). 
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En el fondo, las políticas nacionales y regionales conducentes al desarrollo 
sustentable sólo pueden surgir de un conocimiento público amplio de los factores 
determinantes del deterioro ambiental surgido en los últimos 80 años, en lo prin­
cipal como resultado de las modalidades tecnológicas y comerciales de la produc­
ción industrial, minera, agropecuaria y de servicios urbanos y de comunicación, 
o sea de las formas y estrategias del crecimiento y el desarrollo, y de la distribución 
social de sus resultados. Se precisa también efectuar una evaluación objetiva de la 
situación ambiental de la que se partió en cada caso --que sin duda nunca fue idí­
lica-, para descubrir en qué instancias y momentos se trascendieron umbrales en 
que la generación de desperdicios se tornó peligrosa y en que la explotación de los 
recursos naturales o su uso tradicional se tornaron amenazantes para la supervi­
vencia misma de los recursos y para las especies dependientes de ellos. 

A este respecto, el meollo del problema actual y futuro de la humanidad, 
según el Informe Brunddand, reside en el uso de la energía de origen fósil --el 
carbón, el petróleo y sus productos, y el gas natural- en su respectiva signifi­
cación relativa en cada nación, en la actualidad y en proyección al futuro. 
Mientras no sea posible sustituir en medida suficiente y adecuada esas fuentes 
de energía, en especial las dos primeras, cuya combustión genera los elemen­
tos principales que contribuyen al deterioro atmosférico global por medio del 
efecto invernadero y sus consecuencias, no se habrá dado el primer paso hacia 
la creación de condiciones que permitan el desarrollo sustentable. 

Este fenómeno se acompaña de la intensa destrucción de los "sumideros" de 
carbono en las áreas cubiertas por bosque tropical,5 proceso que en muchas par­
tes del mundo origina fuertes polémicas entre ambientalistas, el sector empresa­
rial, los gobiernos y los poderes legislativos. Se plantea un cambio fundamental 
en la relación que los energéticos disponibles de mayor uso en casi todas las eco­
nomías -sea que se produzcan o que se obtengan por medio del comercio in­
ternacional- guardan con el conjunto de la actividad económica y social. Los 
energéticos de origen fósil, además, son objeto de comercio internacional; su 
producción, transportación y distribución requieren grandes inversiones, no fá­
cil ni prontamente sustituibles. Habría que ponderar al mismo tiempo cuál se­
ría el mejor uso de los bosques y de la biodiversidad que éstos cobijan, bajo una 
estrategia conducente al desarrollo sustentable. 

5 Llama la atención que, según estudios recientes, los embalses de las plantas hidroeléctri­

cas pueden contribuir al efecto invernadero en mayor proporción que las plantas eléctricas. En un 

caso, en Brasil, se estimó que las emisiones de metano y de bióxido de carbono derivadas de la 

vegetación sumergida en un embalse de más de 3 000 kilómetros cuadrados tendrían en los pri­
meros años un efecro 26 veces superior al de una planta carboeléctrica que generara el mismo vo­

lumen de energía. 
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CONCLUSIONES 

Todo lo anterior lleva a unas breves conclusiones, provisionales e incompletas 
sin duda, pero que pueden ser importantes de acuerdo con la función del sec­
tor independiente o tercer sector en relación con la política ambiental y de de­
sarrollo sustentable: 

1. Que las ONG y los demás elementos del tercer sector, sin desatención alguna a 

otros objetivos y causas, harían bien en concentrar buena parte de sus actividades 

en los temas ambientales y del desarrollo sustentable. 

2. Que más allá de la denuncia, la información, la educación, la capacitación, 

la cooptación de fuerzas locales y regionales en pro del ambiente en su sentido más 

amplio y de la vía hacia el desarrollo sustentable, y de la habilidad que asuman 

para convencer a los medios de comunicación, a los sectores empresariales y otros 

reacios al cambio, y a los poderes gubernamentales de las ramas ejecutiva y legis­

lativa, será necesario que las organizaciones del tercer sector adquieran pleno com­

promiso hacia el desarrollo sustentable como objetivo básico a largo plazo, en to­

das sus interacciones y retroalimentaciones, plazos y modalidades. El futuro de la 

humanidad así lo exige. 

3. Que, dada la creciente complejidad científica y tecnológica de la actividad 

económica y de muchos aspectos de la vida social, será también conveniente que 

las organizaciones del tercer sector reciban el asesoramiento constante y amplio de 

representantes objetivos de las comunidades científicas y los centros de emana­

ción de avances tecnológicos. No todo lo que resulte de la actividad económica 

daña por fuerza al ambiente, y aun puede emplearse en beneficio del mejoramien­

to ambiental; por otra parte, en muchos asuntos o casos específicos no se presen­

tan todavía opciones "limpias" o suficientemente limpias, o bien requieren largos 

plazos para llegar a resultados prácticos y operativos, en que intervienen además 

factores financieros, administrativos y de gestión. 

Por ejemplo, ¿podrían sustituirse el carbón y otros combustibles de origen 
fósil en un plazo perentorio? ¿Podrían transformarse radicalmente el transpor­
te, la generación de electricidad, la manufactura de vehículos, barcos y aviones, 
por decreto y en plaw inmediato? ¿La sustitución de plaguicidas dorados y de 
ciertos tipos de fertilizantes químicos puede llevarse a cabo plenamente, en to­
das partes, en condiciones favorables para el productor agropecuario? Por otro 
lado, las alternativas energéticas menos contaminantes o totalmente "limpias" 
no se investigan ni experimentan con suficiente intensidád, por más que exis­
ten ejemplos notables y prototipos. Y así sucesivamente. El factor tiempo es 
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una realidad, pero la estrategia, la interrelación de elementos y la complejidad, 
en un enfoque sistémico, no admiten aplazamientos. 

La tarea que, desde el punto de vista ambiental y del desarrollo sustentable, 
puede avizorarse para el tercer sector será indudablemenete grande y creciente 
en intensidad. El sector independiente deberá prepararse para ella (Zazueta, 
1993). Asimismo, los gobiernos y los organismos internacionales se verán pre­
cisados a actuar en forma mucho más entrelazada con el tercer sector, y éste a 
su vez con los poderes Ejecutivo y Legislativo de los estados, con los partidos 
políticos, con los organismos internacionales, con las comunidades cienáficas 
y tecnológicas, así como con los representantes institucionales de las diversas 
grandes ramas de la actividad económica y social que están en la brega diaria de 
producir, distribuir y consumir lo que la humanidad necesitará en el futuro pa­
ra su supervivencia y para la conservación de la naturaleza. 
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ECONOMfA, POLÍTICA AMBIENTAL 
Y DESARROLLO SUSTENTABLE* 

l. DE LA ECOLOGfA AL DESARROLLO SUSTENTABLE 

Desde hace una treintena de años, se ha adquirido conciencia cada vez mayor 
del deterioro ambiental del planeta, de las amenazas al equilibrio ecológico ge­
neral y a los sistemas y subsistemas identificados en diferentes partes del mun­
do. No fue un descubrimiento súbito, pues muchos de los daños se conocían 
ya en épocas anteriores. Los científicos jamás los han ignorado y fueron ellos, 
de hecho, durante el decenio de los años sesenta del presente siglo -con ayu­
da de algunos escritores y divulgadores- quienes llamaron la atención sobre 
la nueva intensidad de los daños y su vínculo con determinadas actividades in­
dustriales y, en particular, con la creciente dependencia de toda la humanidad 
respecto al empleo y consumo de los combustibles de origen fósil. Asimismo, 
se creó mayor conciencia de los nuevos perfiles sociales generadores de los 
grandes volúmenes de materiales de desperdicio que empezaban a degradar las 
concentraciones urbanas y las áreas rurales. 

Los economistas, en cambio, rara vez prestaron atención a estos fenóme­
nos; para ellos, los recursos comunes eran dones de la naturaleza sin límite y sin 
precio que pagar, o la tecnología podía encargarse del problema ambiental si es 
que éste se aceptara como importante. Los fenómenos llamados "extraeconó­
micos" no tenían por qué incorporarse a las nociones sobre el funcionamiento 
de las economías y los mercados, o podían tomarse como factores intrusos no 
cuantificables, o quizá no muy importantes. Nunca faltaron voces de adverten­
cia, y se encuentran atisbos, en especial a nivel microeconómico, en las obras 
de algunos neoclásicos británicos y otros. Ciertamente, el inglés Alfred Pigou 
estableció una base teórica para considerar el bienestar en la economía. 1 Las 
"externalidades", en análisis de equilibrio parcial, se incorporaron a la teoría 
económica. 2 Pero bienestar hoy día comprende mucho más que la situación de 

* LVI Legislatura, Cámara de Diputados, grupo de diputados ciudadanos, noviembre de 1996. 
1 A.C. Pigou, The Economics ofWelfare, Londres, 4a. edición, 1929. 
2 Véase el excelente examen del tema en Robert U. Ayres y Afien V. Kneese, "Production, 
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una empresa u otra unidad micro, o de una familia, pues se refiere también a 
la integridad del medio ambiente y al desarrollo sustentable. 

Llama también la atención que la literatura sobre el desarrollo de los pri­
meros decenios del presente siglo, hasta los años setenta, contiene muy poco 
sobre el medio ambiente. Baste mencionar que, por ejemplo, Myrdal, Little o 
Rosenstein-Rodan no trataron los aspectos ambientales del desarrollo, como 
tampoco, hasta fines de los afios setenta, los hicieron Prebisch, Furtado, Seers, 
Sunkel o la CEPAL en general, la que estableció al fin en 1978, en Santiago de 
Chile, seis afios después de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Me­
dio Ambiente Humano, una división conjunta de estudios ambientales con el 
PNUMA, Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente. 3 

Por iniciativa de los biólogos, algunos economistas empezaron a reconside­
rar sus posiciones de aislamiento de los fenómenos ambientales. Se avanzó con 
cierta rapidez gracias a iniciativas nacidas en el sistema de las Naciones Unidas 
y a la influencia de los medios de comunicación y de unos cuantos libros de de­
nuncia de los daños ambientales al planeta ya definidos o potenciales. La Con­
ferencia de Estocolmo de 1972 recogió las principales ideas y los planteamien­
tos, no compartidos por cierto por todos los países industrializados ni por casi 
ninguno de los países en desarrollo. En esa conferencia se reconocieron muchos 
de los problemas ambientales y se examinó su relación con las políticas econó­
micas y de desarrollo. Se aprobó una larga serie de recomendaciones que serían 
la base para que los países que aún no habían iniciado programas de protección 
al ambiente emprendieran políticas destinadas a ese objetivo. Pero el PNUMA fue 
dotado de recursos muy limitados para apoyar los diversos esfuerzos naciona­
les, promover nuevas iniciativas y colocar en el seno de la problemática mun­
dial, hasta entonces sólo económica y social, los aspectos ambientales conexos. 

consumption, and externalities". American Economic Review, vol. LIX, pp. 282-297, junio de 

1969, reproducido en Wallace E. Oates, compilador, The Economics of the Environment, Brook­
field, Vt., Edward Elgar, Publíshing Company, 1994, pp. 3-18. Véase asimismo David W. Pearce, 
Economía ambiental, México, Fondo de Cultura Económica, 1985, traducción del original pu­

blicado en 1982; y Maureen L. Cropper y Wallace B. Oates, "Environmental economics: a sur­
vey", fournal of Economic Literature, vol. XXX. pp. 675-7 40, junio de 1992. 

3 He tratado más extensamente el tema en "Economía y medio ambiente", cap. 11 de la 

obra coordinada por Alberto Glender y Víctor Lichtinger, La diplomacia ambiental: México y la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo, Secretaría de Relaciones Ex­
teriores/Fondo de Cultura Económica, México, 1994, pp. 47-69. Véase también Víctor L. Ur­

quidi, "Reflexiones sobre medio ambiente y economía del desarrollo", Centro Internacional de 
Formación en Ciencias Ambientales, Madrid, Fasciculos sobre Medio Ambiente núm. 15, septiem­
bre de 1982; versión revisada en Estudios Sociológicos, vol. III, núm. 7, enero-abril de 1985, Mé­

xico, El Colegio de México. 
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Por su parte, el Club de Roma había ya hecho advertencias y, en 1972, dio a co­
nocer al público un primer estudio que mvo gran resonancia mundial;4 

La política ambiental no puede ya concebirse de manera aislada. Es más, 
forma parte de un concepto más amplio, el del desarrollo sustentable, al que 
178 estados se comprometieron en 1992, en la Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo (CNUMAD92), llevada a cabo en 
Río de Janeiro. Al suscribirse la Declaración de Río, junto con los convenios 
sobre biodiversidad y sobre cambio climático, y aprobarse la Agenda 21 que 
contiene recomendaciones tanto para la cooperación internacional como para 
las políticas ambientales nacionales y regionales, se ha dado un gran paso, al 
menos sobre el papel. El objetivo es complejo y difícil de alcanzar: proteger al 
planeta de la creciente degradación de los recursos naturales y revertir el dete­
rioro ambiental presente en todos los continentes, así como añadir a los hori­
zontes económicos y sociales, al mismo tiempo y de manera explícita, el obje­
tivo del bienestar de las generaciones futuras que siempre ha sido la meta de los 
programas de desarrollo. 

El concepto de desarrollo sustentable, presentado en 1987 por la Comi­
sión Mundial para el Medio Ambiente y el Desarrollo (Comisión Brundt­
land),5 inspirado en ideas anteriores de biólogos y economistas pero no lobas­
tante articuladas en función de otros aspectos y vertientes del desarrollo, pasó 
a ser en Río de Janeiro la pieza angular de lo que pudiera convertirse en un 
nuevo paradigma del desarrollo de la humanidad.6 

¿Qué debe entenderse por desarrollo sustentable? En la Conferencia de 
Río (CNUMAD92), aun cuando el término aparece en la Declaración y en casi 
todos los documentos, no llegó a definirse con precisión. Tal vez habría sido 
imposible que los delegados de los estados miembros de las Naciones Unidas 
y los miles de asistentes a los foros paralelos se hubieran puesto de acuerdo. En 
Río se descansó en la elaboración del concepto de desarrollo sustentable hecha 
por un grupo de personalidades integrantes de la Comisión Brundtland, crea­
da en 1984, con apoyo de las comunidades científicas y del personal técnico 
del sistema de las Naciones Unidas. Si, según muchos, la definición intentada 

4 Donella H. Meadows, Dennis Meadows y coautores, Los limites del crecimiento, México, 
Fondo de Cultura Económica, 1972. 

5 Comisión Mundial para el Medio Ambiente y el Desarrollo (Comisión Brunddand), 

Nuestro futuro común, Madrid, Alianza Editorial, 1987. 
6 Entre los que expresaron ideas precursoras figuran Ignacy Sachs, Vicente Sánchez y Héc­

tor Segenovich, Nicholas Georgescu-Roegen, Hermann Daly, Kenneth Boulding, Oswaldo Sun­

kel, José Villamil, y otros. Véase mi capítulo en Glender y Lichtinger, op. cit., en especial las pp. 

50-58, citado en la nota 3. 
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por la Comisión Brundtland, dada a conocer públicamente en 1987, no fue 
muy feliz ni demasiado precisa, al menos quedó explícita y sirvió de base a los 
estados que se comprometieron en Río cinco años después. Hela aquí.7 

(Es desarrollo sustentable aquel que se lleve a cabo) sin comprometer la capacidad 

de las generaciones futuras para satisfacer sus propias necesidades. (Y agrega) No 

se puede asegurar la sostenibilidad física si las políticas de desarrollo no prestan 

atención a consideraciones tales como cambios en el acceso a los recursos y en la 

distribución de los costos y beneficios ... (está implícita asimismo) la preocupa­

ción por la igualdad social entre las generaciones, preocupación que debe lógica­

mente extenderse a la igualdad dentro de cada generación. (Todavía más, se ase­

vera que) los objetivos del desarrollo económico y social se deben definir desde el 

punto de vista de sostenibilidad en todos los países, ya sean desarrollados o en de­

sarrollo, de economía de mercado o de planificación centralizada. 

El propio Informe Brundtland admite que: 

Las interpretaciones pueden variar, pero deben compartir ciertas características ge­

nerales y resultar de un consenso básico de desarrollo (sustentable) y sobre un 

marco estratégico amplio para lograrlo. 8 

El desarrollo sustentable supone una política a largo plazo que, tanto en la 
economía como en el ambiente (y en la sociedad en general), deberá atender 
las necesidades de las generaciones futuras en función de los recursos naturales 
disponibles, siempre protegidos y mejorados, con menos contaminación de 
suelos, aguas y atmósfera, y atendiendo el mejoramiento del hábitat humano, 
tanto rural como urbano. El desarrollo sustentable deberá ser global, regional 
y nacional, y descansar en la equidad distributiva. 

Una vez lanzado el concepto, iba a ser punto menos que imposible impe­
dir las más variadas interpretaciones del alcance de la noción del desarrollo sus­
tentable, según las regiones, los contextos socioeconómicos y políticos, las ideas 
preconcebidas y muchas otras consideraciones.9 Así lo previó la misma Comi-

7 Comisión Brundtland, Nuestro faturo común, op. cit., p. 67. 
8 Jbidem, p. 67. 
9 Véase John Peezy, Sustainable Deve/opment Concepts: An Economic Analysis, World Bank 

Environment Paper Number 2, Washington, Banco Mundial, noviembre de 1992, apéndice l, 
pp. 55-62. Peezy, economista inglés, enumera 51 definiciones de desarrollo sustentable, de casi 
otros tantos autores, pero entre ellas no menciona ningún otro autor que no sea de habla ingle­
sa, igual en la amplia biQgrafía que cita(!). 
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sión que redactó el informe, y el asunto llegó a Río de Janeiro todavía impre­
ciso y sujeto, además, a lo que los gobiernos miembros de la Comisión Prepa­
ratoria de la Conferencia aceptaran por consenso. 

De la definición un tanto indefinida arranca con claridad la noción de que 
los problemas ambientales del planeta, de la especie humana y de la propia na­
turaleza deberán abordarse con arreglo a análisis, diagnósticos y pronósticos de 
orden sistémico, en dimensión intertemporal. Nada de lo que pase o no suce­
da, o que no se atienda, en cualquier aspecto ambiental deja de tener relación 
con el resto, en un sistema de interrelaciones y retroalimentaciones. Por ello, 
una fuerte perturbación de un equilibrio determinado puede, pasado un um­
bral, tornarse de hecho irreversible; puede ocasionar inestabilidad endémica y 
producir un acercamiento al caos. 

Sin ánimo de exagerar, el desarrollo sustentable vendrá a ser con el tiem­
po la respuesta a la insatisfacción que desde hace decenios se ha manifestado 
respecto a los excesos del capitalismó, por una parte (incluidas tanto las versio­
nes de los países industrializados como las de los países en vías de desarrollo), 
y del dirigismo, por otra {comprendidos en éste los regímenes económicos ba­
sados en una fuerte intervención del Estado, las economías mixtas y las distin­
tas variantes de las economías plenamente autoritarias de planificación central 
socialista). 

Ambas grandes visiones del futuro han sido, entre otras cosas, incapaces de 
crear condiciones de crecimiento y desarrollo que impidan el deterioro am­
biental; es más, tampoco hlm logrado en general producir, salvo en unos cuan­
tos casos excepcionales, sqciedades en que la equidad social se alcance junto 
con el desarrollo pleno del los recursos y una disponibilidad ampliamente ge-

1 

neralizada de bienes y senficios para garantizar niveles de vida apetecibles y a 
la vez equitativos. 

El desarrollo sustentable, como la democracia perfecta o la plena equidad 
social, tal vez nunca se alcance. Sin embargo, es una norma que, adoptada por 
consenso en todos los países principales, podría orientar el futuro de la activi­
dad económica global, regional y nacional en un proceso de desarrollo que, en 
su conjunto, beneficie a la humanidad, proteja el ambiente y el hábitat y con­
tribuya a la reducción de las desigualdades agudas. 10 

10 Estoy consciente de que el mundo actual no se divide en sociedades capitalistas, por un 

lado, y sociedades socialistas, por otro, y de que existen muchas propuestas y aun algunas expe­

riencias de sociedades alternativas de tipo comunitario, igualitario y austero. Sin embargo, han 

predominado las primeras, y todo parece indicar que por mucho tiempo se tenderá, en esta eta­

pa histórica de globalizaci6n, a crear un capitalismo modificado, más equitativo, en la mayoría 

de las sociedades y no un socialismo planificado realmente democrático. 
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11. AMBIENTE Y DESARROLLO SUSTENTABLE 

Los compromisos de Río de Janeiro son globales y nacionales. Sin embargo, 
hasta ahora las políticas ambientales, con algunas excepciones muy importan­
tes como en la Unión Europea, se consideran solamente en el ámbito nacional. 
En toda política ambiental nacional en un país en vías de desarrollo, como Mé­
xico, se ha planteado un obvio dilema: empezar por el desarrollo económico y 
social (bien concebido) para después atender los aspectos ambientales, o esta­
blecer de una vez las políticas ambientales demandadas por la sociedad aunque 
puedan incidir en un rezago de los procesos de desarrollo. Este dilema, por 
cierto, no se le presentó a los países hoy industrializados que iniciaron su desa­
rrollo en el siglo XIX. El desarrollo sustentable como concepto enseña que no 
debe existir hoy semejante dilema, sino que deben abordarse los cfos grandes 
objetivos en forma conjunta e interrelacionada. Por desgracia, no es posible 
aún identificar un solo país que en la actualidad haya interrelacionado las dos 
políticas, la ambiental y la del desarrollo sustentable, ni siquiera en forma par­
cial o aproximada. 

Más grave es comprobar que, a casi cuatro años de distancia de la Confe­
rencia de Río de Janeiro (CNUMAD92), no se pueda señalar un solo país que ha­
ya iniciado una política de desarrollo sustentable o que haya emprendido pa­
sos concretos destinados a dejar huella de sus intenciones a largo plazo. No han 
faltado declaraciones, discursos y documentos alusivos al tema. Las buenas in­
tenciones abundan; se expresan, por ejemplo, en el preámbulo del Tratado de 
Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), donde se enumera como uno 
de los propósitos el de "promover el desarrollo sostenible [sic], y en el Acuerdo 
de Cooperación Ambiental de América del Norte donde se afirma que la coo­
peración ... es un elemento esencial para alcanzar el desarrollo sustentable, en 
beneficio de las generaciones presentes y futuras". 11 

La realidad sigue siendo otra, pese a que en algunos países se han desarro­
llado programas ambientales relativamente eficaces, como en Japón, Suecia, 
Alemania o los Países Bajos, que podrían integrarse en una política de desarro­
llo sustentable. No es posible aún incluir en la lista a Canadá y Estados Uni­
dos, y mucho menos a la gran mayoría de los países en vías de desarrollo, en­
tre ellos México. 

Tampoco los compromisos internacionales se están cumpliendo con efec­
tividad, excepto, hasta cierto punto, el Protocolo de Montreal sobre la reduc-

11 SECOFI, Tratado de Libre Comercio de América del Norte: texto oficial, México, 1993, pp. 
4 y 1099. 
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ción y eliminación de las emisiones de CFC (clorofluorocarburos) que dañan y 
destruyen parcialmente la delgada capa de ozono que protege de los rayos ul­
travioleta a la atmósfera y a las especies humana y animal. 12 El Fondo Ambien­
tal Global del Banco Mundial (GEF) cuenta ya con recursos adicionales. La 
Unión Europea dedica cada vez más inversiones a la política ambiental de sus 
estados miembros. El Banco Interamericano de Desarrollo ha iniciado un pro­
grama de apoyo a la política ambiental. El Banco Norteamericano de Desarro­
llo (NADBANK), sito en San Antonio, Texas, cuyo objetivo es financiar proyec­
tos ambientales en una zona que abarca hasta 100 kilómetros a cada lado de la 
frontera México-Estados Unidos, ha iniciado operaciones. Aun así, todas estas 
acciones y programas, sumados, no significan ni el inicio del tránsito hacia el 
desarrollo sustentable. Las convenciones sobre el Cambio Climático y sobre la 
Biodiversidad suscritas en Río avanzan apenas lentamente en su gradual apli­
cación. 

En el fondo, las políticas nacionales y regionales de desarrollo sustentable 
-aparte de su costo y de los problemas de organización nacional de las mis­
mas- sólo pueden surgir de un conocimiento público amplio de los factores 
determinantes del deterioro ambiental, de las tendencias del desarrollo y de la 
situación ambiental de la que se partió. En particular, el meollo, según el In­
forme Brundtland, está en el uso de la energía de origen fósil: el carbón, el pe­
tróleo y sus productos, y el gas natural, en sus respectivas significaciones rela­
tivas en cada país. Mientras no se sustituyan en gran medida esas fuentes de 
energía, en especial las dos primeras, cuya combustión genera los elementos 
principales que contribuyen al deterioro atmosférico global por medio del efec­
to invernadero y sus consecuencias, no se habrá dado un paso importante ha­
cia la creación de condiciones que permitan el desarrollo sustentable. El poder 
alcanzarlo tiene que contrastarse con el hecho histórico de que el desarrollo 
moderno de la industria y el transporte, y de las concentraciones urbanas, se ha 
basado precisamente en el consumo de esos energéticos. Se plantea, en conse­
cuencia, un cambio fundamental en la relación que los energéticos disponibles 
de mayor uso en casi todas las economías, ya sea que se produzcan o se obten­
gan por medio del comercio internacional, guardan con el conjunto de la ac­
tividad económica y social. 

12 La situación más reciente respecto al Protocolo de Montreal y los compromisos de reduc­

ción y eliminación de los CFC puede consultarse en Acción Ozono, publicación trimestral del Pro­

grama de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA), núm. 17, enero de 1990, y en 

el suplemento especial núm. 3, de noviembre de 1995. 
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III. lA SITUACIÓN EN MfilcICO 

Trasladada esta problemática al ámbito de un país como México, se compren­
de que no será fácil, tan s6lo en los aspectos ambientales y de desarrollo econ6-
mico, transitar hacia el desarrollo sustentable. Añadido el componente social, 
que entre otros aspectos se caracteriza por una aguda desigualdad, el objetivo de 
la equidad queda aún más distante, por más que el concepto esté presente en la 
ret6rica oficial, privada y académica. 

En México han existido desde 1972 elementos importantes de política 
ambiental y se ha creado alguna conciencia a nivel político, administrativo y de 
la sociedad en general sobre la importancia de mejorar dicha política. No obs­
tante, sin desmerecer en nada los esfuerzos hechos a lo largo de más de 20 años, 
y en particular la nueva orientaci6n que parecen estar adoptando la Secretaría 
del Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca (SEMARNAP) y el Instituto Na­
cional de Ecología (INE) para el periodo de 1996 en adelante, debe reconocer­
se que apenas se empieza a planear una política integrada para contrarrestar el 
deterioro ambiental general del país. 

En el medio oficial, la gravedad de los problemas fue descrita con claridad 
en 1990 en el Programa Nacional de Protecci6n Ambiental 1990-1994 a cargo 
de la entonces SEDUE, cuyo objetivo era aplicar las disposiciones de la Ley Gene­
ral del Equilibrio Ecol6gico y la Protecci6n al Ambiente de 1988. En ese docu­
mento se declar6 que todos los ecosistemas de México se encontraban amena­
zados por el desarrollo agropecuario, industrial y urbano, a lo que se añadía el 
efecto del crecimiento demográfico todavía muy rápido. Se determin6 que las 
áreas principales de contaminaci6n eran entonces las grandes ciudades, los puer­
tos industriales, las cuencas hídricas y algunos ecosistemas especificados. El pro­
grama decía muy poco, por cierto, acerca de las superficies de uso agropecuario. 

El más reciente informe bienal sobre la situaci6n ambiental, de la Secreta­
ría de Desarrollo Social (antes de la creaci6n de la Secretaría del Medio Am­
biente, Recursos Naturales y Pesca), 13 contiene informaci6n verdaderamente 
preocupante que, en forma sintética, me permito presentar a continuaci6n. 

Se enumeran en el informe 25 áreas críticas, que incluyen wnas agrícolas 
(cap. 3). (A esa lista habría que añadir toda la subregi6n de la frontera norte). 
Se sefialan también 15 áreas caracterizadas como de riesgo para la salud huma­
na, incluida la Ciudad de México y su wna metropolitana, y cinco áreas de 

13 Secretaría de Desarrollo Social, Instituto Nacional de Ecología, México: Informe de la si­
tuación general en materia de equilibrio ecológico y protección al ambiente 1993-1994, México, 

1994. 
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alto riesgo personal para la población local debido a la presencia de sustancias 
carcinogénicas (cap. 3). Además, la calidad del agua urbana en general ha des­
cendido, la deforestación continúa ocurriendo a una tasa anual superior a 1 %, 
y la intensidad energética en la producción ha aumentado en lugar de haber 
descendido. Se estima que la intensidad contaminante de las industrias de 
transformación se multiplicó veinte veces entre 1950 y 1989, sin indicios de 
que se haya atenuado (cap. 11). 

En 1993, según el informe citado, la generación de desechos municipales 
sólidos (excluidos los desechos de procesos industriales) se estimó en 893 kg 
por habitante como promedio nacional (en el Distrito Federal, 1 259 kg). La 
mayor parte del total de 28 millones de toneladas que se generó ese año se ori­
ginó en las zonas centrales de México y en el Distrito Federal (60%); en el nor­
te correspondió a 21 %; en la wna de la frontera Norte a 6%. Más de la mitad 
del volumen total fueron desechos orgánicos y casi 20% vidrio, papel y plásti­
cos, siendo el resto metales y hule. Se calculó que 82% de tales desechos fue a 
dar a tiraderos a la intemperie, en su mayoría no controlados. Por añadidura, 
se estimó que en 1994 el volumen de desechos peligrosos, tanto líquidos como 
sólidos, fue de 7.7 millones de toneladas, constituido en 38% por solventes, 
43% por aceites, pinturas, soldadura, resinas, ácidos y derivados del petróleo, 
y el restante 21 % por desechos varios (cap. 18). 

Han estado en ejecución programas de construcción de confinamientos 
sanitarios de desechos y de tratamiento de aguas y de reciclaje, incluidos pro­
yectos especiales para los desechos tóxicos. En la wna fronteriza del norte exis­
te un régimen especial aplicable a las empresas maquiladoras, y se ha creado 
una mayor conciencia de los agudos problemas ambientales que afectan las 
aguas subterráneas. En términos generales, queda mucho por hacer, por ejem­
plo la elaboración de un inventario nacional actualizado de los desechos peli­
grosos. No se ha logrado impedir, por otra parte, que una proporción muy 
considerable, quizá la gran mayoría, de los desechos industriales líquidos con­
siderados peligrosos vaya a dar a los sistemas de drenaje, a los ríos y los arroyos 
y otras superficies acuáticas, a las lagunas y los esteros, a las bahías, o a tirade­
ros no debidamente controlados de donde los desechos líquidos y las partícu­
las que llevan se filtran al subsuelo y a los mantos freáticos. 

El diagnóstico completo de la problemática ambiental de México, sobre to­
do en un posible contexto de desarrollo sustentable como objetivo a mediano y 
a largo plaws, no se ha hecho todavía. Entre los diversos campos en que se ha 
aumentado el conocimiento figuran desde luego algunas áreas naturales prote­
gidas, así como otras, no debidamente protegidas, en que el deterioro forestal y 
de los suelos, así como la condición de las cuencas hídricas, las lagunas y los es-
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teros, es evidente. Pero en el terreno de los desechos industriales y municipales, 
problema que se agrava cada año en grandes proporciones, se carece de informa­
ción sistemática y suficiente. No se ha diseñado aún una política nacional para 
los desechos municipales, que incluya no sólo los de origen industrial sino los 
que emanan de las unidades de vivienda. Es más, el discurso oficial sobre la po­
lítica ambiental en México parece referirse sobremanera a los recursos naturales, 
y en cambio se dice muy poco acerca del problema de los desechos industriales 
y municipales, no obstante que el sistema de normas y castigos (Nyc) está dise­
ñado en lo principal para contener o reducir la contaminación por las emisio­
nes de sustancias peligrosas y tóxicas resultantes de las actividades agropecuaria 
e industrial, y hasta cierto punto la comercial y de servicios. 14 

Puede suponerse que en 1995 la situación ambiental de México continuó 
empeorando, y que 1996 depara el mismo diagnóstico. Es indudable, por lo de­
más, que aun incrementando en buena medida los recursos destinables a los pro­
gramas vigentes, los resultados positivos no se verán antes de muchos años. Se re­
querirá que dentro del propio sector público se coordine la política ambiental, 
al más alto nivel, de manera que constituya un todo integrado y no una serie de 
acciones individualizadas a cargo de diferentes secretarías de Estado, dependen­
cias descentralizadas, empresas paraestatales y entidades federativas. Será preci­
so asimismo una cooperación y vinculación más estrechas de las autoridades am­
bientales con el sector productivo privado, el cual representa el conjunto de 
actores empresariales que, por medio de sus acciones productivas y otras, deter­
mina en gran parte el grado de contaminación y deterioro del ambiente. Como 
tampoco podrá dejarse fuera del marco de la política ambiental integrada la in­
teracción adecuada con el gran mundo de los hogares o unidades de vivienda 
que generan directamente desechos que contribuyen a la contaminación de sue­
los y aguas, o intervienen en la intensificación y la difusión de la contaminación 
atmosférica por medio del transporte urbano e interurbano, o en otras formas. 

El efecto contaminador de la actividad industrial proviene de la emisión de 
residuos sólidos, líquidos y gaseosos caracterizados como peligrosos, y a veces tó­
xicos, que tienen por destino principal los sistemas de drenaje y los llamados ti­
raderos a cielo abierto, no controlados, así como otros destinos tales como los 
ríos y arroyos, las lagunas y los esteros, los barrancos y, en el caso de los gaseosos, 
una atmósfera ya cargada con las emanaciones de los vehículos automotores. 

14 Podemos estar todos de acuerdo en la necesidad de proteger y utilizar racionalmente los 
recursos naturales, así como de respetar a las tortugas, las ballenas y las mariposas, defendiéndo­

las de los depredadores y del ecoturismo. Sin embargo, es igualmente importante, porque afecta 

a la salud humana, el problema de los desechos municipales e industriales. 
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Los establecimientos industriales y de servicios, en especial las empresas 
medianas y pequeñas, y las microempresas, carecen de suficiente conciencia y 
conocimiento de la problemática ambiental según lo reveló una encuesta re­
ciente de investigadores de El Colegio de México. I5 

La política ambiental mexicana, en la parte referente a desechos industria­
les, se basa, como la de todos los países miembros de la OCDE y otros, en la apli­
cación de normas y castigos (Nyc). Aun cuando se ha mejorado su administra­
ción, en México existen sólo unas 80 normas, cuya aplicación dista bastante de 
ser rigurosa y eficaz. Las empresas grandes, sean nacionales, extranjeras o de ca­
pital mixto, suelen acatarlas, aunque no siempre al máximo posible, sino más 
bien lo suficiente para no transgredirlas pero no lo bastante para tener un efec­
to ambiental importante, es decir, se cumplen para estar ligeramente dentro de 
la norma; por ejemplo, emisiones de 90 sobre un máximo permitido de 100, 
pero no se desciende a 15 o 25, es decir, no se va siempre del "final del tubo" 
al principio del mismo, lo que supondría cambios en procesos técnicos que re­
quieren a veces fuertes inversiones. No se está transitando de tecnologías am­
bientalmente sucias a otras limpias, o siquiera menos sucias. 

En el caso de las emisiones de las empresas medianas y pequeñas, como se 
desprende de la encuesta de El Colegio de México a que se hace referencia, las 
emisiones de sustancias peligrosas rebasan con frecuencia las normas, sea por 
desconocimiento, por imposibilidad técnica, por falta de financiamiento ade­
cuado o por baja calidad de su propia gestión ambiental. 

Teniendo en cuenta las nuevas tendencias entre los países miembros de la 
OCDE y los estudios de esta organización y otras, empieza a prestarse atención, 
como hubiera sido lógico desde el principio, al posible empleo de instrumen­
tos económicos, en concreto incentivos fiscales, financieros y otros, como com­
plementos necesarios de las disposiciones reglamentarias para inducir a las em­
presas a asumir conductas empresariales proambientales que a la vez resulten 
rentables y competitivas. 

Estas nuevas políticas, que además tienen fundamento en el capítulo 8 de 
la Agenda 21 aprobado en la Conferencia de Río de Janeiro (CNUMAD92), y so­
bre lo cual buen número de instituciones académicas han iniciado estudios, 
podrían complementar la política de Nyc, a fin de inducir a las empresas a ha-

15 Véase Alfonso Mercado y Lilia Domínguez, "Contaminación industrial en la wna me­

tropolitana de la Ciudad de México", Comercio Exterior, vol. 45, núm. 10, octubre de 1995, pp. 
766-774; Víctor L. Urquidi, "Instrumentos económicos para la política ambiental: estructura in­

dustrial y comportamiento empresarial en los países en vías de desarrollo, con referencia a Méxi­

co", Seminario Internacional sobre Instrumentos Económicos para un Comportamiento Empre­
sarial Favorable al Ambiente, México, El Colegio de México, 16-17 de octubre de 1995. 
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cer las inversiones necesarias en equipo, cambios de tecnología y nuevos pro­
cesos que les permitan economizar agua y energía, reciclar desechos y reducir 
o evitar emisiones de residuos peligrosos, así como adoptar tecnologías limpias 
y con ello, además, mejorar su eficiencia y su competitividad. México no ha 
entrado todavía en esta nueva etapa, cuyo estudio apenas se inicia. 

IV. POLÍTICA AMBIENTAL Y REGIONALIZACIÓN 

Lo anterior reseña el marco general en el cual evoluciona la política ambien­
tal de México, ya de por sí difícil de llevar a cabo. Como ya se dijo, no se han 
dado pasos hacia la elaboración de una política de desarrollo sustentable. Se 
trata solamente de una política ambiental nacional, no integrada aún en las 
políticas generales de desarrollo socioeconómico, pero con algunos aspectos 
de cooperación con Estados Unidos y Canadá. 

Paso ahora a tratar una dimensión particular de la política ambiental en 
un país como México, relativamente grande en extensión y en economía, cons­
tituido en régimen político federal. 

En muchos países, inclusive en México, la política ambiental se inició a es­
cala nacional sin descentralización de funciones a sus territorios o entidades 
componentes. Desde 1989, y con mayor atención en la actualidad, se ha des­
centralizado la responsabilidad de las acciones proambientales, particularmen­
te la aplicación de normas. Éstas siguen siendo federales, no regionales; sin em­
bargo, en los gobiernos de las entidades federativas, con la cooperación del 
gobierno federal, se ha fincado el programa administrativo de vigilancia y con­
trol, así como la determinación de impactos ambientales en los casos que co­
rrespondan. Esta tendencia es sin duda un resultado de nuevas políticas admi­
nistrativas consideradas convenientes desde muchos puntos de vista, y tiene la 
ventaja de fijar la atención en los problemas locales y de involucrar a las comu­
nidades respectivas. En determinadas circunstancias se podrá inducir mayor 
demanda de protección ambiental y de programas de apoyo, así como una ma­
yor eficiencia en la realización de la política ambiental. 

La federalización o descentralización de la política ambiental está prevista 
en la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente de 
1988. 

En la exposición de motivos de la Ley se afirma que: 16 

16 Ley General de Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, 1988, México, Secretaría 

de Gobernación, pp. 13 y 15. 
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El sentido político del proyecto [de ley) es pasar de una visión sectorial de las ac­

ciones de gobierno hacia fórmulas de coordinación más eficaces, de una alta cen­

tralización en las decisiones a la concurrencia de los tres niveles de gobierno en la 

solución y prevención de los problemas ecológicos; de una acción estatal funda­

mental limitativa a la corresponsabilidad de gobierno y sociedad, a la concertación 

de compromisos en torno a acciones, para canalizar adecuadamente demandas y 

contribuir a la solución efectiva de los problemas . 

. . . [se define] el sistema de concurrencia entre los tres niveles de gobierno ... [se] 

dispone la descentralización a las entidades federativas y los municipios de las facul­

tades para prevenir y controlar la contaminación de la atmósfera, la contaminación 

generada por aguas vertidas a los sistemas de drenaje y alcantarillado y de la produ­

cida por ruido, energía térmica, lumínica y vibraciones; de crear y administrar áreas 
naturales protegidas de interés estatal y municipal; de realizar las evaluaciones de im­

pacto ambiental que no se reservan a la Federación ... y de establecer y aplicar las san­

ciones por infracción a las disposiciones que se refieren a asuntos de su competencia. 

Estas ideas se elaboran con mayor detalle en el resto de la exposición de 
motivos, y están plasmadas en el articulado de la Ley; por ejemplo en los arts. 
lo. fracciones VII y VIII, 4o. fracciones 1y11, 60. fracciones 1 a VII, 80. frac­
ciones Vy VI, los arts. 12, 16, 18, 41, 42, 57, 58, 59, 111fracción11, 112 frac­
ción III, 116 fracción 1 a VI, y otros, según la temática específica de que tra­
ten (recursos naturales, atmósfera, emisiones municipales, vigilancia, etc.). La 
legislación establece la descentralización, reserva a la Federación determinadas 
funciones y tareas y prevé mecanismos de relación o coordinación entre la Fe­
deración, los estados y los municipios, así como entre estos últimos dos, y con 
las diferentes autoridades sectoriales. Considera también el caso en que por la 
naturaleza del fenómeno ambiental pueqan establecerse mecanismos especia­
les en función del mismo, bajo iniciativa o tutela federal, como entre el Distri­
to Federal y la wna conurbada al mismo. Puede darse la cooperación entre en­
tidades federativas sin la participación de la Federación. 

No obstante, si se parte de que en materia ambiental no hay fronteras rea­
les, el descentralizar solamente por entidades federativas no parece ser la estra­
tegia adecuada, o por lo menos no la única, ya que el medio ambiente no re­
conoce fronteras territoriales, maritímas ni atmósfericas. 

La naturaleza y sus recursos no surgieron en nuestro planeta para benefi­
cio de tales o cuales entidades políticas nacionales o subnacionales, ni siquiera 
para determinadas etnias o culturas de la especie humana. Son propiedad co­
mún de la humanidad, y su destrucción vía la actividad económico-social o por 
fenómenos naturales, tampoco se inhibe por fronteras de ninguna clase. Lo 
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mismo ocurre dentro de las fronteras territoriales de un país como México, y 
entre México y sus países vecinos y las wnas marítimas contiguas o cercanas, 
y no se diga en la atmósfera donde, como ha dicho José Sarukhán, "todo se re­
vuelve". 

En el caso concreto de México, para empezar, no todas las entidades fe­
derativas cuentan con la capacidad necesaria para aplicar las normas y las re­
glamentaciones existentes, y menos aún para investigar y analizar los proble­
mas ambientales estatales. Cierto es que la Federación podría sin duda inducir 
esfuerzos de cooperación con los estados, con el apoyo de organismos descen­
tralizados, bancos de desarrollo y otros, inclusive del sector empresarial local, 

pero para ello se requerirán periodos largos de capacitación de las burocracias 
locales, así como de capacidades de análisis y evaluación. 

Igual o más importante es reconocer que, en materia ambiental, sería un 
error conceptual considerar la problemática de cada estado como independien­
te de la de otros estados contiguos o vecinos, o que sean parte de una misma 
cuenca hídrica. La descentralización por sí sola, como se prevé en la ley, no ga­
rantiza que se puedan armonizar las políticas ambientales de entidades federa­
tivas contiguas o de grupos de entidades federativas. El mejor ejemplo es la re­
lación entre el Distrito Federal y el Estado de México, en las grandes wnas 
adyacentes y conurbadas, y en materia del uso del agua mexiquense por el Dis­
trito Federal. Pero sin duda existen muchos más en la wna de la frontera nor­
te y en el sureste, o entre entidades federativas de territorio pequeño adyacen­
tes a otras de mayor extensión con las que exista una interrelación económica 
y ambiental importante. Las dificultades prácticas de la coordinación de polí­
ticas ambientales entre entidades son muy grandes. 

No bastaría acudir a lo que en México, en algunos casos, se llama regiona­
lización, la cual consiste en definir grandes bloques de estados, cada uno com­
puesto de tres o más entidades, con arreglo a alguna orientación de los puntos 
cardinales: Norte, Noroeste, Occidente, Sureste, etc. Estados como Oaxaca, 
para tomar un solo ejemplo, se componen de zonas cuya vertiente es el golfo 
de México y también de otras que dan al océano Pacífico, con diferencias cli­
máticas y ambientales. Lo que parece necesario es que se identifiquen y defi­
nan regiones y subregiones, o wnas, en que los fenómenos ambientales ten­
drían que considerarse en su alcance regional o subregional, más allá de límites 
territoriales y sin abarcar necesariamente toda la superficie de la jurisdicción 
respectiva o de la vecina. Como tampoco un municipio por fuerza constituye 
una wna integrada con otro, sea del mismo estado o de un estado vecino. Y así, 
sucesivamente, atendiendo a criterios ambientales, hace falta una "regionaliza­
ción, subregionalización y wnificación ambientales". 
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Cabe pensar, desde luego, en la zona de la frontera norte, o en subwnas 
de ésta, caracterizadas además por cierta homogeneidad industrial derivada de 
la importancia de las industrias maquiladoras, por el uso del escaso suminis­
tro de agua en alguna de las áreas agrícolas e industriales, y por el volumen de 
desechos industriales que resultan de determinadas actividades. El golfo de 
California, desde varios puntos de vista, sería otra región transestatal y trans­
municipal. De igual modo pueden considerarse regiones como la cuenca Ler­
ma-Santiago, afectada por la industrialización y por las prácticas agrícolas y 
pecuarias de los estados circunvecinos, así como varias wnas del Bajío, Mi­
choacán y Jalisco, la cuenca Orizaba-Río Blanco, la zona industrial CIVAC 

Cuernavaca (tan vinculada al Distrito Federal), la de Monterrey-Saltillo y sus 
alrededores, la de Aguascalientes-Guanajuato y asimismo la zona de Tlaxca­
la-Puebla-Adixco y aledaños de estas ciudades, la cuenca del Papaloapan, los 
complejos petroquímicos del sur de Veracruz y de ciertas zonas de Tabasco, la 
subregión de la sonda de Campeche, la península de Yucatán, y otras muchas, 
grandes y pequeñas. La lista, que seguramente existe ya para ciertos fines no 
ambientales, puede ser incrementada considerablemente. 

Se precisa encuadrar la política ambiental, y sus aspectos de descentraliza­
ción, en los marcos regionales y subregionales del desarrollo industrial y agrope­
cuario, teniendo en cuenta además los sistemas interurbanos de transporte, las lí­
neas de abastecimientos recíprocos, los suministros energéticos y muchos otros 
aspectos de integración regional. No todos los problemas ambientales en las dis­
tintas regiones y subregiones serán comunes a todas las entidades y los munici­
pios comprendidos, pero habrá sin duda algunos de importancia que trasciendan 
las fronteras estatales o afecten wnas allende esas fronteras, y, en consecuencia, 
requieran vinculaciones administrativas de orden regional y no sólo eventuales 
coordinaciones. Es obvio que la política ambiental de un estado determinado, o 
de un municipio, puede ser anulada por la ausencia de política ambiental, o su 
insuficiencia o falta de adecuación, en otro estado o en un municipio contiguo. 

Es posible que en México la idea de la planificación industrial regional no 
esté ya de moda. En el nuevo contexto en que se han disminuido las funciones 
de planeación a largo plazo del Estado mexicano, para adentrarse en cambio en 
el terreno de los instrumentos abstractos y en la recomendación de que se "vue­
le por instrumentos" sin precisar el lugar donde se requiera aterrizar, no tiene 
lugar la planeación. 

No obstante, la idea de planeación regional y subregional tiene validez en 
muchas partes del mundo; por ejemplo, en Francia, lo que llaman el ordena­
miento del territorio, sin delimitar las acciones sólo dentro de los confines de 
las unidades territoriales de una determinada jurisdicción política departamen-
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tal. En Estados Unidos no se ha abandonado la planeación regional y de deter­
minadas cuencas, como tampoco en el Reino Unido. En Europa, en general, y 
por las razones que imperan en la constitución de la Unión Europea como en­
te con poderes supranacionales e intereses comunitarios, la planeación regio­
nal, que abarca la ambiental, está plenamente vigente. La economía regional es 
un hecho, y se basa en vinculaciones reales que el propio sistema económico y 
social ha generado y en muchos casos fortalecido. 

Sería poco racional y poco eficaz que en materia ambiental se procediera 
a la aplicación de las políticas en contextos estrechos que no tuvieran en cuen­
ta la realidad de las vinculaciones intrarregionales susceptibles de definirse e 
identificarse. México cuenta con valiosos y numerosos estudios de regionaliza­
ción que tienen aplicación en diversos contextos. El ambiental debe aíiadirse 
como elemento indispensable de un principio de aproximación a un futuro de­
sarrollo sustentable y equitativo. 

V. CONCLUSIÓN 

El presente trabajo propone que la descentralización de la política ambiental en 
México, así como en otros países de dimensión semejante y estructura federal 
de la región latinoamericana, se plantee no entidad por entidad, sino sobre ba­
ses regionales o subregionales, wnales y subwnales, en todos los casos en que 
la interrelación entre la actividad económica y la problemática ambiental lo 
aconseje, sobre todo en las cuencas hídricas. La regionalización en México de­
bería ser la base de la coordinación entre entidades estatales, y en su caso mu­
nicipales, para la definición y la ejecución de las políticas ambientales respec­
tivas, dentro del marco nacional. La política ambiental mexicana no puede ni 
debe desvincularse de la global y de la de los países con los cuales existe la ma­
yor relación comercial y económica, Estados Unidos y Canadá, y de manera se­
cundaria Europa Occidental y Japón; la regionalización de la política ambien­
tal debe abarcar en especial la wna de la frontera norte a ambos lados de la 
misma. Las wnas contiguas de las fronteras del sur, con Belice y Guatemala, 
deben considerarse en su conjunto. 

Cualquier wna en que el comercio exterior desempefie un papel impor­
tante en el uso de los recursos naturales debería incorporar los impactos am­
bientales a los criterios de regionalización. Se abriría así una dimensión mucho 
más provechosa que la actual a las investigaciones y los planteamientos sobre 
desarrollo regional, así como a las políticas ambientales generales y aquellas que 
sobre esta base puedan conducir con el tiempo al desarrollo sustentable. 



ECONOMfA Y MEDIO AMBIENTE* 

EL DESARROLLO ECONÓMICO SIN ATENCIÓN 

AL MEDIO AMBIENTE (1950-1970) 

Hacia 1970 se empezaba apenas a reconocer la importancia que pudiera revestir 
el deterioro ambiental en el crecimiento económico de los países con economía de 
mercado y de elevado nivel de industrialización En las naciones con economías 
entonces llamadas de planificación central, los problemas ambientales casi no se 
atendían. Por otro lado, en aquellas en vías de desarrollo, semiindustrializadas o 
situadas en etapas aun menos evolucionadas, expuestas ya al abuso de la natura­
leza en aras del desarrollo, los aspectos ambientales no se reconocían como signi­
ficativos. El tema de las externalidades ·negativas o positivas no estaba ausente de 
la teoría económica, pero no se identificaba de manera especial en las discusiones 
sobre políticas de desarrollo económico o en las consideraciones teóricas de la épo­
ca, y menos en aquéllas en que se planteaban los problemas del medio ambiente. 

A fin de situar el tema del medio ambiente en el contexto actual de la eco­
nomía, y en particular de la economía del desarrollo, es preciso partir de una 
definición aproximada del fenómeno del desarrollo. Cabe recordar que en 
nuestra región latinoamericana, a partir de los años cincuenta, la Secretaría de 
la Comisión Económica para América Latina ( CEPAL) llevó la primada en de­
finir los alcances y las modalidades del desarrollo económico. 1 No obstante, no 
era ésta la única fuente de análisis teórico o práctico en la materia, y por lo de­
más, hasta 1978, brillaron por su ausencia en las publicaciones de la CEPAL las 
consideraciones sobre medio ambiente.2 

* La diplomacia ambiental, México y la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio 

Ambiente y Desarrollo, Secretaría de Relaciones Exteriores, Fondo de Cultura Económica, pp. 

47-69, México, 1994. 
1 El primer ensayo de la CEPAL sobre el tema del desarrollo fue el trabajo de Raúl Prehisch, 

El desarrollo económico de América Latina y algunos de sus principales problemas, Santiago de Chi­

le, Doc. E/CN. 12/89, 14 de mayo de 1949; reimpreso en Boletín Económico de América Latina, 
CEPAL, febrero de 1962, y en publicaciones posteriores. 

2 Véanse más adelante los nuevos planteamientos de la CEPAL, a partir de 1980, y los adi­

cionales de 1991. 

[157] 
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En los años cincuenta y sesenta, economistas, no sólo latinoamericanos si­
no de otras muchas partes, escribieron y teorizaron sobre desarrollo económico. 

Puede considerarse que uno de los mejores exponentes en el ámbito inter­
nacional fue el economista sueco Gunnar Myrdal, por la amplitud de su visión. 
Según él, el desarrollo económico, en su sentido moderno, del siglo XX no po­
día desligarse de los aspectos sociales, culturales y políticos. En su extraordina­
ria obra Asian Drama escribió: 

El desarrollo significa un proceso de distanciamiento del "subdesarrollo" -salir de 

la pobreza- [que] se busca lograr, y tal vez se obtenga en realidad, por medio de 

la "planeación del desarrollo". . . [En un país subdesarrollado J existe. . . una cons­

telación de numerosas condiciones indeseables para el trabajo y para la vida: la 

producción, los ingresos y los niveles de vida son reducidos, muchas modalidades 

de la producción, y las actitudes y los patrones de conducta, son desfavorables; pre­

valecen además instituciones de influencia negativa, desde las que operan al nivel 

del Estado hasta aquellas que rigen las relaciones sociales y económicas de la fami­

lia y de la comunidad local. .. Se da una relación causal general entre todas estas 

condiciones, de manera que constituyen un sistema social. El "desarrollo" consis­

te en lograr que se eleve todo ese sistema.3 

Considerando en especial el caso de la India, Myrdal enumeraba algunas 
de las características del subdesarrollo: baja productividad, reducida intensidad 
de capital, escaso ahorro, mínimas condiciones de vida y aun miseria. Para que 
fuera posible evolucionar del subdesarrollo al desarrollo defendía la necesidad 
de un enfoque institucional por medio de la planeación, que para él consistía 
en esencia en la coordinación de las políticas económicas y sociales, como par­
te de un programa político. El alcanzar a tener una economía moderna sería en 
gran parte resultado de la creación y ampliación del área de las valoraciones ins­
trumentales, es decir, colectivas, como remplazo de las valoraciones individua­
les de las que se partía. "El desarrollo conduce, por lo tanto, a ofrecer mayor 
número de opciones ... lo cual resulta de una mayor comprensión de la causa­
ción circular y de una disposición acentuada a considerar el cambio como ins­
trumento para lograr nuevos objetivos". 

Para Myrdal, por cierto, la "planeación" no sustituía la formulación de po­
líticas, puesto que entrañaba decisiones de carácter político; pero requería em­
prender un proceso de gran importancia, aplicado a "todas las partes del siste-

3 Gunnar Myrdal, Asian Drama: An lnquiry into the Poverty of Nations, edición abreviada 
de Seth S. King, Nueva York, Vintage Books, 1971, pp. 427-428. 
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ma social ... por medio de esfuerzos concretos, poderosos y coordinados"; los 
países en desarrollo -añadía- no podían confiar en un enfoque gradualista.4 

Concluía Myrdal que "es más fácil llevar a cabo las políticas económicas que 
las sociales, que deben enfrentarse a los intereses creados, arremeter contra inhi­
biciones profundas, ofender tradiciones y creencias, y luchar contra el fuerte pe­
so de la inercia social; no obstante, si las políticas de desarrollo se centran en el de­
sarrollo económico en su sentido limitado o estrecho, no tendrán efecto".5 

En el fondo, Myrdal se refería, como muchos otros autores, a los factores 
estructurales del desarrollo, no sólo económicos y difíciles de vencer. La litera­
tura es abundante y abarca, entre otros, a Rosenstein-Rodan (uno de los pio­
neros, a fines de los años treinta), a Nurske, Arthur Lewis, Singer, Prebisch, 
Ahumada, Furtado, Sunkel, Pinto, Seers y muchos más. Un escéptico, Litde, 
reconocía no obstante que "el estructuralista ve el mundo como si fuera infle­
xible; el cambio resulta inhibido por obstáculos, estrangulamientos y restriccio­
nes, lo que, en términos económicos, significa que la oferta es inelástica ... [de 
manera que] para lograr el desarrollo, la estructura debe cambiarse, y para al­
canzar un desarrollo rápido, la estructura deberá cambiarse rápidamente". Es 
más, la visión estructuralista da pie a desconfiar del mecanismo de los precios 
y prevé la obtención del cambio por otros medios". Sólo que para Little, en el 
fondo, debido a que sí pueden ocurrir respuestas a corto plazo a los cambios en 
los precios, "el plazo largo nunca llega ... y no puede plantearse una teoría es­
tructuralista del crecimiento". 6 

Esto último, sin embargo, no cuadra, porque abunda la evidencia de que 
a largo plazo prevalecen los problemas estructurales, que casi nunca se pueden 
resolver, y todavía menos por simples cambios en los precios relativos o en ge­
neral por mecanismos del mercado (aunque puedan influir). Como ha afirma­
do Seers, es preciso enfrentarse al hecho de que "la realidad humana es tal que 
no pueda diseñarse ningún modelo para analizarla (sobre todo uno de carácter 
dinámico) que sea a la vez lo bastante realista y sencillo como para proveer una 
ideología universal del desarrollo que sea aplicable a cualquier país, en especial 
si se tienen en cuenta, lo cual es obligado, los factores demográficos y los geo­
gráficos, y una gama amplia de elementos económicos y culturales". 7 

4 Myrdal, ibid., pp. 427-440, passim. 
5 !bid., pp. 442-443. 
6 lan M.O. Licde, Economic Development: Theory, Policy and lnternational Relations, Nue­

va York, Basic Books, 1971, en especial pp. 21, 71 y ss. 
7 Dudley Seers, "lntroduccion" y "Development Opcions: The Screngchs and Weaknesses 

of Dependency Theories in Explaining Government's Room to Manoeuvre", en Dudley Seers 
(comp.), Dependency Theory: A Critica/ Reassessment, Londres, Frances Pincer, 1981, p. 146. 
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Sin pretender abarcar todas las principales definiciones y descripciones, el 
presente inten~o de caracterización de la naturaleza del desarrollo, referido so­
bre todo al caso de América Latina, puede apoyarse también en Furtado, para 
quien el desarrollo es "un proceso de transformación ... que engloba el conjun­
to de la sociedad [y que] ... está ligado a la introducción de métodos produc­
tivos más eficaces y se manifiesta bajo la forma de un aumento del flujo de bie­
nes y servicios finales a disposición de la colectividad", lo que permite satisfacer 
más plenamente las necesidades humanas. El punto de partida es una determi­
nada estructura, sujeta a un proceso de cambio. Furtado asigna enorme impor­
tancia a la innovación, a los valores, al "excedente social" que hace posible nue­
vas fases del desarrollo pero que es susceptible de asignarse de diversas maneras 
en función de presiones políticas y de otra índole que los distintos estratos so­
ciales ejercen. 

Para Furtado, el Estado desempeña un papel importante al ayudar a crear 
industrias básicas -respaldadas por un proteccionismo moderado-- e institu­
ciones financieras que de otra manera no llegarían a existir. En la práctica, sin 
embargo, las empresas transnacionales, que poseen y administran el conoci­
miento y la capacidad de investigación, y saben aprovechar hábilmente el aho­
rro disponible, acaban por predominar en los sectores en que la demanda de 
sus productos es dinámica. Por otra parte, las empresas paraestatales tienen por 
función "socializar parte de los costos de la producción", y con ello fomentan 
la modernización en todos los sectores; asumen asimismo responsabilidades en 
los casos en que la rotación del capital sea lenta y las economías de escala seap. 
más importantes. Puede esperarse -no siempre se cumple- que las empresas 
del Estado contribuyan al proceso de acumulación de capital. 8 

APROXIMACIONES ENTRE ECONOMfA Y MEDIO AMBIENTE (1970-1987) 

Adviértase que ninguna de las fuentes citadas de definición y caracterización 
del desarrollo alude para nada al medio ambiente o lo tiene en cuenta como 
elemento explícito en el proceso de desarrollo, aunque siempre hubieran exis­
tido ideas conservacionistas en muchos países y uno que otro economista hu­
biera elaborado elementos de teoría aplicables al uso de los recursos naturales, 
sobre todo los no renovables.9 La conexión entre desarrollo y medio ambien-

8 Celso Furtado, Breve introducción al desarrollo: un enfoque interdiscíplinario, México, Fon­
do de Cultura Económica, 1983, traducción de la edición brasileña, caps. IV y XI, passim. 

9 Por ejemplo, Siegfried van Ciriacy-Wancrup, Conservación de los recursos: economía y 
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te, en el sentido amplio de éste, vendría después, impulsada hacia fines de los 
años sesenta y principios de los setenta por hombres de ciencia, en especial por 
ecólogos, y por la convocatoria de la Conferencia de las Naciones Unidas so­
bre el Medio Ambiente Humano, que se celebraría en Estocolmo en 1972. 

No fueron muchas las voces que insistían en esta conexión. Una de ellas, 
la de Commoner, que no era economista y que tuvo muy considerable difu­
sión, partía del "descubrimiento del ambiente" en Estados Unidos al celebrar­
se la Semana de la Tierra en abril de 1970, acontecimiento que alertó a figuras 
políticas y del mundo oficial, a la prensa y a muchos otros sectores. Common­
er fue claro: "La crisis ambiental, evidente ya en la biósfera, proviene de las ten­
siones ecológicas que refleja, de las fallas de la tecnología productiva -y de sus 
antecedentes científicos-, y además de las fuerzas económicas, sociales y po­
líticas que nos han lanzado por este camino autodestructivo" .10 Su advertencia, 
expuesta en lenguaje comprensible para el gran público, fue atendida con serie­
dad. Con referencia a los aspectos económicos, insistió en que "si el ambienta­
lista se abstiene de inmiscuirse en el complejo dominio del economista y del 
politólogo, éstos tendrán que incursionar por las veredas igualmente difíciles de 
las ciencias ambientales; mientras que si el ambientalista se echa de cabeza en 
los asuntos económicos, se extraviará pronto en un laberinto de teorías poco 
conocidas y de controversias escasamente comprensibles, para terminar rebasa­
do por un alud de desprecio profesional". Y añadía: " ... dada la: urgencia del ca­
so, me parece que tanto el economista como el ambientalista tienen la obliga­
ción de arriesgarse más allá de los límites de sus disciplinas y aceptar cualquier 
crítica consiguiente como algo que debiera soportarse, de buen modo, como 
deber social". 11 De allí seguía un capítulo que muy pocos economistas objeta­
rían, sobre externalidades negativas, interacciones entre los procesos de inver­
sión y los impactos ecológicos, los plazos largos que se toma la naturaleza para 
responder a las agresiones económicas, etc. Además, establece la responsabili­
dad primordial de la economía de Estados Unidos en el deterioro ambiental del 
mundo, por su elevado consumo de recursos y por su posición clave en la eco­
nomía global. Para sobrevivir -insiste- las consideraciones ecológicas debe­
rán guiar a las económicas y políticas" .12 

polltica. México, Fondo de Cultura Económica, 1957. Véase también Joan Martínez Alier y 
Klaus Schupmann, La ecología y la economía, cap. X, "La teoría económica y los recursos agota­
bles", pp. 190-224. 

10 Bany Commoner, The Closing Circle: Nature, Man and Technology, Nueva York, Bancam 

Books, 1972, p. 9. 
11 !bid., pp. 249-250. 
12 !bid., p. 291. 
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Muchas de estas ideas, y sus elaboraciones, fueron analizadas en la Con­
ferencia de Estocolmo de 1972, sobre todo en el foro paralelo a la reunión in­
tergubernamental. Sin embargo, los países en vías de desarrollo manifestaron 
considerable resistencia e insertaron el lema ambiental en la retórica de los pro­
blemas Norte-Sur y de los Decenios del Desarrollo, con exigencias en materia 
de comercio internacional, tecnología, financiamiento, cooperación técnica, 
todas ellas sin duda justificables, pero también con ribetes exagerados, como 
la noción, expresada por un delegado del Brasil, de que la contaminación se­
ría bienvenida porque significaba industrialización. 13 

No obstante, de Estocolmo salió la creación del Programa de las Naciones 
Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA), con sede en Nairobi, el cual, con es­
casos recursos, se dedicó a la gran tarea de cooperar con los países miembros de 
las Naciones Unidas, en el terreno técnico y económico-social, para tratar de 
resolver problemas de contaminación tanto regionales como subregionales y 
nacionales. A lo largo de veinte años (1972-1992) se registraron en el haber del 
PNUMA resultados importantes, por ejemplo, la limpieza del mar Báltico y de la 
zona del Mediterráneo; el Protocolo de Montreal de 1987 para reducir y llegar 
a abolir la producción y el uso de los clorofluorocarburos (CFC) que han des­
truido ya parte de la capa de ozono; la Convención de Basilea de 1989 para el 
Control Transfronterizo de Desechos Peligrosos; el inicio en 1985 de las nego­
ciaciones sobre el cambio climático global, y varios otros acuerdos y programas 
de acción en materias específicas o de aplicación regional. 

En el terreno de la economía del desarrollo, merecen mencionarse además 
la Declaración de Cocoyoc de 1979 sobre Modelos de Utilización de Recursos, 
Medio Ambiente y Estrategias de Desarrollo, y la Declaración de 1980 sobre 
Políticas Ambientales y Procedimientos Relativos al Desarrollo Económico. El 
PNUMA hizo, a lo largo de casi veinte años, hincapié constante en las ventajas 
económicas de la protección ambiental y en el costo de los daños causados a los 
recursos naturales y los derivados de la contaminación.14 

El debate entre ambientalistas y economistas se amplió después de 1972. 
Se produjeron análisis y adelantos conceptuales significativos de los que da 
cuenta una amplia literatura. 15 Los economistas latinoamericanos, sin embar-

13 Los países de economía socialista de planificación central, encabezados entonces por la 

Unión Soviética, ni siquiera se dignaron participar en la Conferencia. 
14 Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente, Reseña del PNUMA, 1990, pp. 

42-43. Su director general, Mostafa K. Tolba, insistía constantemente en sus declaraciones y dis­

cursos sobre la interrelación de la economía y el medio ambiente. 
15 Maureen L. Cropper y Wallace B. Oates, "Environmental Economics: A Survey",]our­

nal of Economic Literature, vol. XXX, junio de 1992, pp. 675-740. 



ECONOMÍA Y MEDIO AMBIENTE 163 

go, casi no participaron en estos debates, hasta que se produjo la obra de Sun­
kel, iniciada por medio del proyecto conjunto de la CEPAL y el PNUMA Estilos de 
Desarrollo y Medio Ambiente en América Latina, llevado a cabo entre 1978 y 
1980, que culminó en un seminario regional en Santiago de Chile en noviem­
bre de 1979.16 

En su "Introducción", Sunkel hace un repaso de las nociones sobre de­
sarrollo, y del surgimiento de las ideas críticas sobre los "estilos de desarro­
llo" que, entre otras cosas, "no prestaban consideración adecuada a la dimen­
sión ambiental" (aunque no era ésta la principal preocupación), por lo que 
se partió de la "interacción sociedad-naturaleza", donde la tecnología venía 
interviniendo en pro de la productividad pero generando un "medio am­
biente artificial, cuya reposición requería recurrir a la biosfera continua y pe­
ligrosamente, y dando lugar a que el consumo de energía se transformara en 
"productos y residuos que deben reacomodarse en la naturaleza''. Al no reab­
sorber, la naturaleza, los desechos y residuos, "se producirá la contamina­
ción, con lo cual se deteriorarán esos recursos [naturales] y se afectará la pro­
pia salud de la población". l 7 

El resultado del proyecto Estilos de Desarrollo fue trascendental, tanto así 
que el propio Prebisch contribuyó con un ensayo titulado "Biosfera y desarro­
llo". 18 En verdad, el libro resultante viene a ser una obra monumental, por su 
calidad y por la variedad de temas que se abordaron. No obstante, fincado en 
la noción de los "estilos de desarrollo", muy de moda en esa época entre los eco­
nomistas disidentes del Tercer Mundo, y que se centraba en las aberraciones del 
capitalismo consumista y dispendioso, la conexión ambiente/desarrollo adqui­
rió, aun en Prebisch, un tono crítico del "capitalismo periférico" más que un 
cuerpo de análisis económico del medio ambiente. 

No podía, desde luego, ignorarse que en el fondo se trataba de un asunto 
de economía política, con fuerte influencia de las estructuras sociales y políti­
cas prevalecientes. El resultado de la actividad económica como se presentaba 
y describía, lo mismo en las naciones industrializadas que en los países latino­
americanos y otros del entonces llamado Tercer Mundo, era sin duda perjudi­
cial para la biosfera en que vivía toda la humanidad. En esa visión, la culpa pa­
recía ser del sistema social y económico capitalista y no tanto de las acciones 

16 Véase Osvaldo Sunkel y Nicolo Gligo (comps.), Estilos de desa"ollo y medio ambiente en 
América Latina, México, Fondo de Cultura Económica, Serie Lecturas, núm. 36, 2 vols., 1980. 

17 Osvaldo Sunkel, en la "Introducción" a Sunkel y Gligo, Estilos de desarrollo ... , op. cit., 
pp. 10 y 11-13. 

18 Raúl Prebisch, "Biósfera y desarrollo", en Sunkel y Gligo, op. cit., vol. l, cap. 1, pp. 
67-90. 
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individuales, de la colectividad y no del dueño de un automóvil contaminan­
te, de las empresas productoras de vehículos de combustión interna y no del 
consumo de gasolina, de la injusticia social y la marginación rural y no del 
campesino necesitado de leña que, para obtenerla, destruía los bosques. 

Desde esa posición no se requería sino un salto intelectual relativamente 
pequeño para llegar a la conclusión de que el problema ambiental era poco 
menos que insoluble mientras no se transformara la sociedad en su totalidad y 
se adoptaran otras soluciones; "estilos opcionales" 19 al estilo de desarrollo ca­
racterístico. En América Latina, los siglos de dominación colonial -el estilo 
de desarrollo "ibérico", no superado en la época independiente- implicaron 
la explotación de los recursos naturales y humanos por medio de "modos de 
producción [que] siguieron atentando contra la conservación de los recursos", 
" ... nuestra historia no es sino la historia de la tasa de extracción de nuestros 
recursos, de las formas foráneas de dominación, de las estrategias y tácticas de 
penetración del estilo ascendente". 2º 

Por este camino, era evidente que iba a ser bastante difícil inducir a los go­
biernos latinoamericanos a formular políticas ambientales como parte del pro­
ceso de desarrollo, y que el deterioro ecológico seguiría su curso no obstante la 
legislación que se adoptara después de la Conferencia de Estocolmo, y los pro­
gramas y las acciones que se pusieran en marcha. Con todo, los años transcu­
rridos desde la Conferencia de Estocolmo no dieron una orientación adecua­
da a la CEPAL, y marchó hacia la crisis de los años ochenta, el famoso "decenio 
perdido", sin haber establecido una base adecuada de interacción del medio 
ambiente con el desarrollo ni de programas positivos de prevención a largo pla­
w. Las actitudes y el pensamiento latinoamericanos habrían de tener eco más 
tarde en los diversos foros internacionales, aun en la Conferencia de Río de Ja­
neiro de 1992.21 

19 José J. Villamil, "Concepto de estilos de desarrollo: una aproximación", en Sunkel y Gli­
go, op. cit., vol. l, cap. 2, especialmente pp. 101-102. 

20 Nicolo Gligo y Jorge Morello, "Notas sobre la historia ecológica de la América Latina", 

en Sunkel y Gligo, op. cit., vol. l, cap. 4, pp. 156-157. 
21 La inercia del pensamiento cepalino se advierte todavía en un extrafio documento publi­

cado en 1990 por el Banco Interamericano de Desarrollo y el Programa de las Naciones Unidas 

para el Desarrollo, en que se alude inclusive al "estilo de desarrollo" entre los "verdaderos orígenes 

de la penuria latinoamericana y caribeña''. Véase Comisión de Desarrollo y Medio Ambiente de 

América Latina y el Caribe, Nuestra propia agenda, cap. II, p. 8. Es, no obstante, un documento 

valioso en la consideración compleja de los fenómenos ambientales y su relación con los aspectos 
políticos, internos e internacionales, que afectan una solución a fondo, aunque no aborda la rela­

ción economía/medio ambiente sino en términos muy agregados. 
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Sin embargo, durante los años setenta surgió una línea de pensamiento ra­
wnable, que aunque no tuvo repercusión y aceptación inmediatas, a la postre, 
casi diez años después, serviría de base a la noción de una nueva "economía del 
desarrollo sustentable". Se trata del "ecodesarrollo", concepto acuñado y ex­
puesto por el economista polaco Ignacy Sachs, quien, desde 1971, escribía ar­
tículos y ensayos referidos a la perspectiva de los países en desarrollo. Su méri­
to fue "trabajar en un nivel de abstracción menor que pretende, en último 
término, encontrar los medios de armonizar los objetivos sociales y económi­
cos del desarrollo con un manejo de recursos y del medio ambiente que sea 
ecológicamente adecuado" ... "[el] ecodesarrollo ... una meta hacia la cual en­
caminemos nuestros pasos, evitando caer en el economicismo o en el ecologis­
mo". 22 

Sachs fue de los primeros en buscar una conciliación entre las nociones de 
desarrollo y la necesidad de ejercer al mismo tiempo una política ambiental. En 
los países industrializados se veía, al principio, el costo de la protección am­
biental como un elemento negativo para el crecimiento, sin sospechar el cre­
ciente valor económico de la conservación de los recursos, del reciclaje, el cos­
to/beneficio que se generaría a la larga, ni el futuro desenvolvimiento de la 
industria y la tecnología ambientales. En las naciones en vías de desarrollo la 
perspectiva resultaba aun más negativa: se consideraba que el atender a las ne­
cesidades de mejoramiento ambiental significaría tener que restar inversiones 
y esfuerws dedicados al desarrollo económico y social como tales, basado en la 
industrialización (suponiendo, claro está, que este proceso fuera siempre sen­
sato y productivo). 

No hay duda de que el concepto de ecodesarrollo elaborado por Sachs, 
pensado en gran medida en relación con la economía rural, ayudó a abando­
nar las falsas antinomias en que se hallaba la relación desarrollo/medio ambien­
te y a encuadrar esta relación en un análisis mucho más amplio, de sistemas, de 
aplicación de técnicas de costo/beneficio, de incorporación a las tareas de la 
planificación a largo plazo, de enfoques interdisciplinarios e interinstituciona­
les y de economía política. 23 Pero transcurrió mucho tiempo para que los as­
pectos positivos, y aun la problemática, se llegaran a comprender y a traducir 
en políticas y acciones gubernamentales, lo mismo en América Latina que en 

22 Vicente Sánchez, en el "Prólogo" a la colección de ensayos de Ignacy Sachs que él com­
piló en 1982, Ecodesanvllo: desarrollo sin destrucción, México, El Colegio de México, pp. 1-2. 

23 Seachs, op. cit., en especial los capítulos 2, "En torno a una economía política del medio 
ambiente"; 3, "Ambiente y estilos de desarrollo", y 9, "Medio ambiente y desarrollo". Sachs in­

cluye en su obra una amplia bibliografía correspondiente al periodo anterior a 1980. 
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Asia o en África, por más que el PNUMA y otras iniciativas multilaterales y re­
gionales promovieran las nuevas ideas. 

Una definición concisa del ecodesarrollo, por cierto notablemente precur­
sora de lo que en los años ochenta sería la del "desarrollo sostenible (o susten­
table)", se encuentra en un trabajo de Sánchez y Sejenovich de 1978: 

Consideramos el ecodesarrollo como una modalidad del desarrollo económico 

que postula la utilización de los recursos para la satisfacción de las necesidades de 

las actuales y futuras generaciones de la población, mediante la maximización de 

la eficiencia funcional de los ecosistemas a largo plazo, empleando una tecnología 

adecuada a este fin y la plena utilización de las potencialidades humanas, dentro 

de un esquema institucional que permita la participación de la población en las 

decisiones fundamentales. 24 

El economista inglés Pearce abordó también en los años setenta aspectos 
importantes del análisis económico aplicable al medio ambiente, a partir de la 
economía del bienestar, pasando por el análisis de insumo-producto, los concep­
tos de optimización, la economía de los recursos no renovables, la economía del 
reciclaje y la conservación, y la cuestión de los límites del crecimiento.25 Su apor­
tación metodológica y crítica fue importante y aparece citada en gran número de 
trabajos posteriores. Sin embargo, más que al conjunto de la economía, su tra­
bajo se dirigía al esclarecimiento del problema economía/ambiente de sectores o 
de asuntos concretos en los que se carecía de instrumentos analíticos adecuados. 

Más fundamental y global fue el trabajo del norteamericano Daly, quien, 
inspirado en estudios anteriores de Georgescu-Roegen, de Boulding, y aun de 
John Stuart Mill, puso en duda nada menos que las bases de la economía moder­
na del crecimiento (desarrollo). Uno de los elementos fue la falta de considera­
ción de la segunda ley de la termodinámica o ley de la entropía, según la cual, "en 
un sistema cerrado, la entropía (esto es, la cantidad de energía ya no accesible o 
utilizable} aumenta de manera continua'', que es decir que el orden en tal siste­
ma se convierte de manera firme en desorden. 26 Si en una parte de un sistema se 

24 Vicente Sánchez y Héctor Sejenovich, "Ecodesarrollo: una estrategia para el desarrollo 

social y económico compatible con la conservación ambiental", en &vista lnteramericana de Pla­
nificación, México, Sociedad Interamericana de Planificación, vol. XII, núms. 47-48, pp. 

152-160, artículo citado en Vicente Sánchez et al., Glosario de términos sobre medio ambiente, Mé­

xico, El Colegio de México, la. edición, 1982, p. 42. 
25 Véase David W. Pearce, Economía ambiental, México, Fondo de Cultura Económica, 

1985, traducción del original publicado en 1976. 
26 Nicholas Georgescu-Roegen, "The Entropy Law and the Economic Problem", en Herman 
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quiere reducir el grado de entropía, sólo puede lograrse a base de aumentarlo en 
otra parte del mismo, así como la refinación del mineral de cobre (materia de alta 
entropía) ocasiona un aumento más que compensatorio en la entropía en las 
áreas circundantes; el metal, que acaba por convertirse en desperdicio, tiene en­
tropía inferior. "En términos de entropía, el costo de cualquier actividad biológi­
ca o económica es siempre superior al del producto ... [o sea que] ocasiona nece­
sariamente un déficit". "No existe un reciclaje libre [de los desperdicios], así como 
tampoco existe ninguna actividad que no genere desperdicios". Conclusión: un 
desarrollo económico creciente lleva implícita una también creciente tasa de mer­
ma y agotamiento de los recursos de baja entropía; de ahí que lleva implícito asi­
mismo un acortamiento de la esperanza de vida de la especie humana que depen­
de esencialmente de los recursos. No es, pues, sostenible a muy largo plazo el 
proceso por el que pasa la humanidad; existen límites biológicos. La protección 
misma del medio ambiente, las medidas anticontaminantes, requieren recursos 
de baja entropía (mientras no se aprenda el aprovechamiento en escalas inimagi­
nables de la radiación solar, es decir, de la única fuente de energía libre).27 

En consecuencia, a juicio de Daly, se imponía la idea de una economía en 
estado estacionario (steady-state economy), que no significaría estancamiento sino 
una situación en que el acervo de capital físico y el de la población se mantuvie­
ran constantes a un nivel especificado y deseado en virtud de una tasa baja de 
"transumo" (throughput) o flujo de insumos de baja entropía hacia los productos 
de alta entropía, esto es, el flujo que entraña el proceso de conversión. En el caso 
de la producción se trataría de tasas de producción física bajas iguales a tasas ba­
jas de depreciación, y en el de la población, tasas de natalidad bajas iguales a 

E. Daly (comp.), Toward a Steady-State Economy, San Francisco, W.H. Freeman and Company, 

1973, cap. l, pp. 37-49; se reprodujo en la versión ampliada de este libro en 1980 que se cita en la 

bibliografía al final; asimismo se incluyó en la traducción al español de esta obra, que apareció ape­
nas en 1989: Herman E. Daly (comp.), Economía, ecología y ética: ensayos hacia una economía en es­
tado estacionario, México, Fondo de Cultura Económica, 1989, pp. 61-72. La obra principal de 

Georgescu-Roegen fue The Entropy Law and the Economic Process, Cambridge, Harvard University 

Press, 1971. Véase también, de Daly, Steady-state Economics: The Economics of Biophysical Equili­
brium and Moral Growth, San Francisco, W.H. Freeman and Company, 1977, que recoge ensayos 

suyos publicados entre 1971y1976. En el caso de Kennesh E. Boulding, véase "The Economics 
of the Coming Spaceship Earth", en H. Jarren (comp.), Environmental Quality in a Growing Eco­
nomy. Baltimore, Johns Hopkins University Press, 1966; traducido como "La economía futura de 

la tierra como un navío espacial", en Daly, op. cit., México, 1989, pp. 262-274. 
27 Lo expresado en este párrafo se basa en Georgescu-Roegen, loe. cit., pp. 37-49, en espe­

cial las pp. 41-47 de la versión en inglés. Sobre el concepto de entropía, véase tambiénJeremy Rif­
kin, con Ted Howard, Entropy: A New World View, Nueva York, Viking Press, 1980, reedición en 

Bantam Books, 1982, parte II, pp. 33-59. 
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tasas de defunción bajas, lo que daría lugar a que la longevidad de los acervos fí­
sicos y de la población resultaran de magnitud elevada. "El flujo de transumo, 
visto como el costo de mantenimiento de los acervos, empieza con la extracción 
(merma) de recursos caracterizados por baja entropía en el punto de emplearse 
como insumos, y termina con una cantidad igual de desperdicios (contamina­
ción) de elevada entropía en el punto del producto obtenido".28 Todo ello sirve 
de base a un enfoque radicalmente nuevo de la relación economía/medio am­
biente, y es el sustrato de lo que hoy se denomina desarrollo sustentable. 

Debe señalarse que la aplicabilidad de la ley de la entropía fuera de su espe­
cificidad ha sido cuestionada.29 Por otro lado, sorprende que pocos economistas 
hayan tenido en cuenta o aceptado lo escrito por Daly --casi no se le menciona 
en los libros de los últimos veinte años sobre economía del medio ambiente. Sin 
embargo, Daly siguió publicando acerca de su visión de la insostenibilidad a muy 
largo plazo del desarrollo económico tal como se ha venido concibiendo y ma­
nifestando hasta ahora, haciendo ver, además, los valores éticos y morales que se 
incorporan en la necesidad de una "economía en estado estacionario", los aspec­
tos institucionales y distributivos, los impositivos y aun los políticos y éticos, o 
sea mucho de lo que ha sido objeto de discusión en los años más recientes.30 

EL INFORME BRUNDTLAND Y LA CONFERENCIA DE RfO (1987-1992) 

Como es bien sabido, en 1984, como resultado de la mayor conciencia creada 
en muchos países, sobre todo en los de alto nivel de industrialización, acerca 
del deterioro ambiental y de sus repercusiones globales, climáticas y de otro or­
den, la Asamblea General de Naciones Unidas estableció la Comisión Mundial 
del Medio Ambiente y del Desarrollo, presidida por la primera ministra de No-

28 Herman E. Daly, "The Economics of the Steady State", American Economic Review, vol. 

64, núm. 2, mayo de 1974, p. 15; publicado en español, "La economía del estado estacionario", 

en Demografia y Economía, México, El Colegio de México, vol. VIII, núm. 3 (24), 1973, pp. 

357-365. 
29 Véase, por ejemplo, Edward Goldsmith, The Wáy: An Ecological Wórld-View,, Londres, 

Rider, Apéndice l, "Does the Entropy Law Apply to the Real World?", 1992, pp. 382-391. 

30 Por ejemplo, Herman E. Daly, "Tht Steady-State Economy: What, Why and How", en 

Dennis Clarke Pirages (comp.), The Sustainable Society lmplications far Limited Growth, Nueva 

York, Praeger Publishers, 1977, pp. l 07-130; y varios capítulos de Economics, Ecology, Ethics, op. 
cit. Una obra posterior de Herman E. Daly y John B. Cobb, Jr., For the Common Good: Redirect­
ing the Economy toward the Community, the Environment, anda Sustainable Future, Boston, Bea­
con Press, 1989, reitera mucho de lo anterior, pero contiene una sección dedicada a la aplicación 

de esas ideas a la economía norteamericana. 
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ruega, la señora Gro Harlem Brundtland. La Comisión abordó el tema desa­
rrollo/ medio ambiente con gran amplitud y llegó a la conclusión de que am­
bos procesos, considerados indisolubles, se podían armonizar en un concepto 
conjunto, el de "desarrollo sustentable". El Informe Brundtland, dado a cono­
cer en 1987, adopta la siguiente definición: 

Es desarrollo sustentable aquel que se lleve a cabo "sin comprometer la capacidad 

de las generaciones futuras para satisfacer sus propias necesidades". Y agrega: "No 

se puede asegurar la sostenibilidad física si las políticas de desarrollo no prestan 

atención a consideraciones tales como cambios en el acceso a los recursos y en la 

distribución de los costos y beneficios"; está implícita asimismo "la preocupación 

por la igualdad social entre las generaciones, preocupación que debe lógicamente 

extenderse a la igualdad dentro de cada generación". Todavía más, se asevera que 

"los objetivos del desarrollo económico y social se deben definir desde el punto de 

vista de sostenibilidad en todos los países, ya sean desarrollados o en desarrollo, de 

economía de mercado o de planificación centralizada".31 

Sin embargo, el propio Informe Brundtland admite que "las interpretacio­
nes pueden variar, pero deben compartir ciertas características generales y re­
sultar de un consenso básico de desarrollo [sustentable] y sobre un marco es­
tratégico amplio para lograrlo".32 

En esencia, el desarrollo sustentable debe ser una política a largo plazo 
que, tanto en la economía como en el medio ambiente (y en la sociedad en ge­
neral), deberá atender las necesidades de las generaciones futuras en función de 
los recursos disponibles, debe ser tanto global como regional y nacional, y de­
be descansar en principios distributivos, es decir, de equidad. Sin embargo, iba 
a ser difícil, una vez lanzado el concepto, impedir las más variadas interpreta­
ciones del alcance de la noción del desarrollo sustentable, según las regiones, 
los contextos socioeconómicos y políticos y muchas otras consideraciones. 33 

Muchos se atribuyen la paternidad del término, que en inglés es sustainable de­
velopment, en español desarrollo sustentable o sostenible {según preferencias lin-

31 Informe de la Comisión Brunddand, Nuestro faturo común, Madrid, Alianza Editorial, 
1987, p. 67. 

32 Idem. 
33 Véase John Pezzey, Sustainable Development Concepts: An Economic Analysis, World 

Bank Environment Paper Number 2, Washington, Banco Mundial, noviembre de 1992, apén­

dice l, pp. 5 5-61. Pezzey, economista inglés, enumera 51 definiciones de desarrollo sustentable, 
de casi otros tantos autores, pero entre ellos no menciona ni a Sachs ni a ningún ot;o autor que 
no sea de habla inglesa, igual en la amplia bibliografía que cita(!). 
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güísticas) y en francés dévéloppement durable. El doctor Mostafa K. Tolba, se­
gundo director del Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente 
(1975-1992), lo reclama para el mismo PNUMA: 

Casi 20 largos años han transcurrido desde que el Consejo de Gobierno del PNUMA 

acuñó el término [desarrollo sustentable] hasta que se ha aceptado ya plenamente. 

No obstante, apenas si se están comprendiendo en la actualidad sus implicaciones. 

La integración de prioridades económicas con las realidades ecológicas es un proce­

so arduo y riguroso que ha tomado forma a lo largo de años de cuidadosa evalua­

ción y reflexión ... 34 

Sin embargo, como ya se ha visto, la idea, si no el término preciso, había 
surgido en los círculos académicos en los años setenta -el ecodesarrollo-, no­
tablemente en los escritos de lgnacy Sachs, y fue bien definida por Sánchez y 
Sejenovich en 1978, entre otros. También es el meollo de lo que planteaba Her­
man Daly desde los años setenta. Eh todo caso, tal vez lo importante sea que un 
organismo multilateral promueva ideas de los científicos y busque la forma de 
llevarlas a la atención de los gobiernos. Ciertamente, al convocarse la Conferen­
cia de Río de Janeiro de 1992, y en gran parte a resultas del Informe Brundand, 
el término se consagró y, con todo y sus imprecisiones, se aceptó. La Declara­
ción de Río de Janeiro sobre Medio Ambiente y Desarrollo (CNUMAD, 1992) 
-que por cierto no lo define-, lo incorpora, sin embargo, en estos términos: 

Se enumeran 27 principios que deben guiar "la conducta económica y ambiental 

de individuos y de naciones en la búsqueda de la sustentabilidad global [sic]". Afir­

ma a continuación que "los seres humanos ... tienen derecho a una vida sana y 

productiva en armonía con la naturaleza" (Principio 1°); que "la protección am­

biental constituirá una parte integrante del proceso de desarrollo y no podrá ser 

considerada en forma aislada'' (Principio 4°); que "la erradicación de la pobreza es 

un requisito indispensable para el desarrollo sustentable" (Principio 5°); que los 

países signatarios se comprometen a "hacer frente de manera equitativa a las ne­

cesidades de desarrollo y ambientales de las generaciones presentes y futuras" 

(Principio 3°), y a "reducir patrones no sustentables de producción y consumo y 

promover políticas demográficas adecuadas [sic].35 

34 Mostafa K. Tolba, "To Regain our Lose Days", discurso pronunciado en la Universidad 

de Guadalajara, Jalisco, 27 de noviembre de 1992. 
35 Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo. Conferencia de las Nacio­

nes Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo, junio de 1992. 
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El problema consiste en traducir el concepto de desarrollo sustentable a los 
contextos nacionales, previendo la forma en que deba o pueda transformarse 
el modelo actual de desarrollo, que en la mayoría de los países podría definir­
se como "deterioro sustentable", los plaws y programas para lograrlo, los cos­
tos y beneficios, y su relación con todos los aspectos presentes y previsibles de 
la evolución económica y social. 

A este respecto, cabe insistir en un aspecto fundamental, que consiste en 
reconocer que no podrá haber desarrollo sustentable si no se reduce radical­
mente el uso de los energéticos, aumentando su eficiencia pero también cam­
biando las tecnologías, incluso para depender menos de las fuentes más conta­
minantes, como el carbón y el petróleo. Es decir, se plantea pasar lo más pronto 
posible a procesos y políticas de desarrollo que consideren otras fuentes de 
energía diferentes a los hidrocarburos, que no contaminen ni degraden el am­
biente y se basen en recursos renovables. 

Aunado este planteamiento central a las otras consideraciones citadas en el 
Informe Brunddand, se desprende que lo que se propone es una transforma­
ción inédita en la historia de la humanidad en el marco de una revolución de­
mocrática global, tema que trasciende el alcance de estas notas. 

En cuanto a la interrelación medio ambiente/economía, se pueden enu­
merar sin embargo algunas de las principales incidencias en un largo periodo 
de transición. Esto se intenta a continuación. 

ECONOMÍA Y MEDIO AMBIENTE HOY 

Desde la Conferencia de Río de Janeiro ha habido poco avance hacia la formu­
lación de políticas de desarrollo sustentable, por más que existan políticas am­
bientales en gran número de países. No obstante, los acuerdos regionales y glo­
bales en los que el PNUMA ha contribuido a lo largo de los años, así como algunos 
programas bilaterales y nacionales, pueden considerarse como elementos de un 
posible desarrollo sustentable a largo plaw. Lo que falta es inducir la integración 
de la economía y el medio ambiente en la nueva modalidad que se define como 
desarrollo sustentable. Se intenta a continuación indicar algunas de las áreas que 
merecen especial atención. 

En primer lugar, pese al escepticismo de muchos, es preciso reconocer que 
. el deterioro del medio ambiente global, regional y nacional, y los daños al equi­
librio ecológico, son ya de tal consideración que, independientemente de si 
fueran o no reversibles, entrañan ya un costo económico creciente para la hu­
manidad, tanto para reparar el daño como para reducirlo o eliminarlo. La agre-
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sión a los recursos naturales y su destrucción, y en algunos casos su posible ago­
tamiento, significan pérdida de capital real, que empieza ya a contabilizarse se­
gún métodos que las Naciones Unidas y diversos organismos académicos y 
otros han estado proponiendo.36 Talar más bosque, propagar la erosión del sue­
lo o extraer más minerales del subsuelo no se traduce necesariamente en incre­
mento del producto interno bruto, pues el costo de reposición puede ser supe­
rior a los beneficios inmediatos o puede ser infinito. Los dafios a los mantos 
freáticos, los ríos, las lagunas y las zonas marítimas ponen en peligro produc­
cione,s futuras de alimentos. La contaminación atmosférica urbana origina cos­
tos enormes para su control, pone en entredicho los sistemas industriales y de 
transporte a base de combustibles, ocasiona perjuicios a la flora y la fauna, y 
amenaza la salud de los seres humanos; la lluvia ácida dafia los bosques y oca­
siona otros efectos químicos tóxicos difíciles de controlar. Estos procesos y el 
crecimiento o el desarrollo económicos están ya estrechamente vinculados en­
tre sí; significan costos económicos reales a los que toda sociedad tendrá que 
hacer frente. La merma de biodiversidad no sólo amenaza el equilibrio ecoló­
gico sino que da lugar a pérdidas económicas. 

Los costos ambientales, en materia económica, caben en el concepto de ex­
ternalidades, que tiene muchas otras aplicaciones (por ejemplo, el cambio tecno­
lógico) y que no ha sido ajeno a la teoría económica, como se ha mencionado 
con anterioridad. Éstas pueden considerarse, además, como factores estructura­
les, no susceptibles de modificarse a corto plazo por medio de los mecanismos 
del mercado. 37 Para las unidades productivas, el problema consiste en internali­
zar las externalidades, con el apoyo del Estado en su función económica. 

Por otro lado, la prevención del deterioro ambiental y los programas de 
protección absorben también recursos reales, o sea naturales, humanos, cientí­
ficos y tecnológicos. Lo ambiental y lo económico se retroalimentan tanto ne­
gativa como positivamente. Se generan costos, pero también se generan bene­
ficios. Sin embargo, los costos iniciales, en las primeras etapas, pueden exceder 
las capacidades de ahorro, lo cual establece la necesidad de definir prioridades. 

36 El cap. 8 del Programa 21 aprobado en la CNUMAD contiene referencias a la importancia 

de adoptar la contabilidad ambiental. Naciones Unidas ha propuesto ya un manual para la inte­

gración de las cuenras nacionales y las cuentas ambientales: Statistical Office of the United Na­

tions, SNA Draft Handbook on lnttgrated Environmental and Economic Accounting (provisional 
version), Nueva York, marzo de 1992. Un estudio importante sobre la materia es el de un grupo 

de investigadores del Centro Tropical de Ciencias y el World Resources lnstitute, Accounts Over­
due: Natural Resource Depreciation in Costa Rica, Washington, World Resources lnstitute, 1991. 

37 Véase Nicolo Gligo, "Medio ambiente y recursos naturales, en el desarrollo latinoame­

ricano", en Osvaldo Sunkel (comp.), El desarrollo desde dentro, cap. 6, especialmente pp. 255-258. 
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De allí el dilema entre desarrollo y ambiente a que se enfrentan en especial las 
economías de países en vías de desarrollo, debido a que se teme que la atención 
al ambiente sólo pueda lograrse a costa del desarrollo y de la aspiración de ele­
var los niveles de vida de la población, pues el ahorro interno es limitado y la 
capacidad tecnológica es con frecuencia mínima. De allí también que los paí­
ses en vías de desarrollo demanden a los industrializados una cuantiosa coope­
ración financiera y tecnológica. 38 

Puede preverse que una atención creciente a la protección ambiental ejerce­
rá efectos de importancia en la localización de la agricultura y en las estructuras 
industriales. Por ejemplo, se tendrían que abandonar, en ciertas áreas, cultivos 
cuyos efectos sobre los suelos fueran ulteriormente negativos; tendría que evitar­
se -y sustituirse- el empleo de ciertos fertilizantes y plaguicidas; tendría que 
reconsiderarse la conveniencia de impulsar ciertas modalidades de la ganadería. 
Sería preciso relocalizar industrias contaminantes, en especial aquellas generado­
ras de desechos tóxicos, e invertir en procesos tecnológicos limpios y en nuevos 
procesos de reciclaje, o transportar los desechos a wnas lejanas y seguras. Los sis­
temas de transporte y distribución se afectarían considerablemente. Las econo­
mías, en el empleo de energéticos, la sustitución de unos por otros, el gradual 
abandono o reducción sustancial del consumo de hidrocarburos, a fin de limi­
tar y controlar las emisiones de carbono a la atmósfera -tema de la Convención 
del Cambio Climático--, presentan incidencias económicas en todos los órde­
nes, tanto en los países productores y exportadores de hidrocarburos como en los 
importadores. La protección y reforestación de los bosques tropicales para 
contribuir a la absorción del carbono significa costos, pero también beneficios; 
por otro lado, la población campesina que en algunas regiones destruye el bos­
que para alimentarse tendría que encontrar otra ocupación y otra fuente de ali­
mentos, y los proyectos de deforestación a favor de la ampliación de las áreas des­
tinadas a pastizales tendrían que suspenderse, encontrándose ocupaciones 
sucedáneas de los recursos. Las industrias basadas en la extracción de maderas 
tendrían que redefinirse en función de fuentes de materia prima y de objetivos. 

Las anteriores transformaciones afectarían, vía suministros y vía precios re­
lativos, una gran cantidad de productos, y el consumo tendría que reorientar­
se hacia la protección ambiental a la vez que a la satisfacción de necesidades bá-

3S La prioridad principal, para Tinbergen y Hueting, por ejemplo, debe fincarse en el desa­

rrollo de nuevas tecnologías que, entre otras cosas, induzcan energías de flujo y el reciclaje. Véase 

Jan Tinbergen y Roetie Hueting, "GNP and market prices: wrong signals for sustainable economic 

success that mask environmental destruction", en Robert Goodland et al. (comps.), Environment­
aily Sustainable Economic Development: Buiú/ing on Brundtland, París, UNESCO, pp. 51-57. 
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sicas. Semejante transformación no tiene precedente. En este contexto mere­
cen especial atención, en una noción rigurosa del desarrollo sustentable, el pa­
pel que desempeñan los energéticos, el consumismo y la distribución equitati­
va de la riqueza, los ingresos y el acceso a los bienes y servicios fundamentales 
para la supervivencia. 

No menos importantes serían las incidencias del desarrollo sustentable en 
el comercio y las inversiones nacionales e internacionales, y en los flujos de fi­
nanciamiento internacional. Toda relocalización de la agricultura o la industria, 
todo cambio en el origen y uso de los energéticos u otros recursos básicos, 
transformarán la estructura del comercio mundial; requerirán asimismo nuevas 
inversiones asociadas a las nuevas corrientes comerciales, así como nuevas asig­
naciones de financiamientos y del empleo de tecnologías. En casos concretos, 
la necesidad de proteger el ambiente puede tener repercusiones a plazos redu­
cidos en los montos y las intensidades del comercio internacional. El no respe­
tar los requisitos ambientales puede, por otra parte, dar lugar a nuevas regla­
mentaciones internacionales que afecten las principales corrientes del comercio 
mundial. Habrá, sin duda, periodos variables de transición en que los daños 
ambientales puedan haber aumentado de manera considerable aun antes de ha­
berse podido llevar a efecto programas correctivos o preventivos. No debe des­
cartarse tampoco la cuestión de la posible relocalización de poblaciones afecta­
das por contaminaciones de diversos tipos, cambios climáticos, pérdida de 
suelos y de áreas forestales, etcétera. 

La ejecución de las políticas ambientales en pos del desarrollo sustentable 
tiene asimismo, dentro y fuera de las economías nacionales, incidencias econó­
micas de otro orden, que tienen que ver con los sistemas de costos y precios y 
su manipulación. Por un lado, podrá ser necesaria la eliminación de subsidios 
que hayan favorecido el desarrollo "artificial" de actividades dañinas al medio 
ambiente; por otro, sería indispensable, mediante diversos medios, reemplazar 
en condiciones económicas de mercado las producciones desplazadas por otras 
que generen empleo e ingresos y satisfagan necesidades, lo que a su vez afecta 
estructuras internas y determinados renglones del comercio internacional. El 
Programa 21 aprobado en Río de Janeiro prevé en su capítulo 8 el uso de di­
versos instrumentos económicos -precios reales de mercado, incentivos fi­
nancieros y fiscales, permisos comerciables cuyos excedentes se puedan colocar 
en el mercado-- para inducir los cambios que se consideren necesarios. Hasta 
ahora su empleo no se ha extendido mucho en los países industriales, y casi en 
absoluto en los países en vías de desarrollo. Igualmente importante sería la apli­
cación generalizada de desincentivos -impuestos adicionales y otros cargos­
al empleo de recursos energéticos y otros cuya consecuencia ambiental se defi-
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na como dañina. En los países industrializados se han aplicado· diversas medi­
das de este tipo. También se han hecho recomendaciones más radicales, como 
la de establecer un "impuesto ecológico" en sustitución de las muchas medidas 
parciales, algunas simplemente regulatorias, que los principales países han es­
tablecido, y aun en reemplazo del impuesto sobre la renta u otros que se con­
sidere inhiban las nuevas inversiones tecnológicas necesarias. 39 

En el fondo, las acciones a favor del ambiente, además de las inversiones 
de infraestructura y las políticas generales de los gobiernos, las tendrán que lle­
var a cabo, por una parte, las industrias -grandes, medianas y pequeñas, y de 
distintas características-, y por otra, de manera individual, las familias consu­
midoras de bienes de consumo y usuarios de los distintos medios de transpor­
te. Por ello, hacia ellas deberán dirigirse, en mayor medida en el futuro, las po­
líticas ambientales por medio de incentivos y desincentivos y no sólo por la 
obligación de acatar determinadas disposiciones regulatorias respecto a normas 
y permisos, con la amenaza de la prohibición o la clausura (que puede generar 
desempleo y afectar los flujos del comercio internacional). 

Si se acepta que las políticas ambientales en todos los órdenes debieran es­
tar ya -y aún más en el futuro-, imbricadas estrechamente con la economía 
y en particular con las estrategias de desarrollo ya practicadas, a fin de desem­
bocar en un cambio trascendental para la humanidad que se englobe en el con­
cepto de desarrollo sustentable, nO es por contra evidente que se hayan diluci­
dado adecuadamente los aspectos analíticos que unen la economía con el medio 
ambiente. Se ha visto cómo hasta mediados de los años setenta se trataba de 
campos conceptuales independientes entre sí, y cómo la aproximación entre 
ambos ha evolucionado apenas durante los últimos diez años hacia un concep­
to, todavía no preciso ni plenamente asequible, de desarrollo sustentable. Se ha 
adelantado en varias áreas: por un lado, algunas consideraciones fundamentales 
como las de Georgescu-Roegen y Daly; por otro, algunas teorizaciones y refina­
mientos útiles para el análisis económico de la problemática ambiental; en otro 
ámbito y alcance, la idea del ecodesarrollo y su sucesora, la del desarrollo susten­
table, y, en fin, esbows de pensamiento globalizador que van más allá de la eco­
nomía y vinculan no sólo a ésta sino a otras disciplinas con la construcción a lar­
go plaw de las bases de la supervivencia de la especie humana.40 

39 Véase Ernst U. von Weizsacker y Jochen Jesinghaus, Ecological Tax &form: A Policy Pro­
posal far Sustainable Deve/opment, Londres, Zed Books, 1992. 

40 Véase Alexander King y Bertrand Schneider, La primera revolución mundial: informe del 
Consejo al Club de Roma, México, Fondo de Cultura Económica, 1991; asimismo Daly y Cobb, 

op. cit. 
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América Latina ha estado en gran parte ausente del debate y de las con­
ceptualizaciones, y aun los documentos recientes constituyen más bien ele­
mentos para tomas de posición internacional o regional -como los prepara­
tivos para la Conferencia de Río-- que avances en la aplicación del análisis 
económico al medio ambiente o en el diseño de políticas de desarrollo que in­
corporen la dimensión ecológica y ambiental. En esta categoría está, por lo 
menos, el informe de la Comisión de Desarrollo y Medio Ambiente de Amé­
rica Latina y el Caribe. 41 En cuanto a la CEPAL, uno de sus documentos funda­
mentales recientes (1990) sobre los nuevos derroteros del desarrollo para la re­
gión latinoamericana incluye, apenas, breves referencias a ciertos aspectos del 
desarrollo sustentable; otro carece de toda referencia al medio ambiente; otro 
más, orientado a la reunión preparatoria regional latinoamericana para la 
Conferencia de Río de Janeiro, incorpora de manera explícita la problemática 
del medio ambiente, pero no pasa de abundar en descripciones, en presentar 
casos particulares de los países latinoamericanos y en exponer generalidades 
asequibles en cualquier libro de texto o en otros documentos de los organismos 
de las Naciones Unidas; por lo demás, no hace aportación significativa alguna 
al tema economía/ medio ambiente. 42 Tampoco puede decirse que la actuación 
latinoamericana en la Conferencia de Río haya sido sobresaliente, ni que las 
posiciones gubernamentales hayan pasado en muchos casos de ser declaracio­
nes retóricas. 

UNA CONCLUSIÓN MÍNIMA 

Yendo al meollo, puede concluirse que el acercamiento entre la economía y el 
medio ambiente se ha dado apenas a medias, en niveles no siempre debida­
mente jerarquizados y en forma escasamente integrada. El adelanto que se ha 
registrado en las teorías y los conceptos proviene principalmente de los centros 
académicos de Estados Unidos y Europa Occidental, y de algunas comisiones 
y organismos del sistema de las Naciones Unidas. Es poco lo que han aporta­
do los economistas o los ambientalistas latinoamericanos -a veces con poco 
disimulado contenido ideológico--, y es muy reducido el número de econo-

41 Nuestra propia agenda, op. cit. 
42 Véanse, en el orden citado: CEPAL, Transformación productiva con equidad: la tarea prio­

ritaria de/ desarrollo de América Latina y el Caribe en los años noventa, Santiago de Chile, 1990, 

pp. 138-140; CEPAL, Equidad y transformación productiva: un enfoque integrado, Santiago de Chi­
le, 1992 (sin referencia alguna al medio ambiente), y CEPAL, El desarro//o sustentable: transforma­
ción productiva, equidad y medio ambiente, Santiago de Chile, 1991. 
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mistas de la región que se interesan por el medio ambiente o que procuran in­
tegrar la problemática ecológica con la del desarrollo. Hace ya años, me permi­
tí sugerir que, para el economista, el medio ambiente no debiera ser una sim­
ple dimensión adicional del desarrollo económico, sino un "ensanchamiento" 
del concepto de desarrollo para tener un enfoque de conjunto que trate de unir 
los aspectos económicos y sociales con los provenientes de las leyes de la natu­
raleza y del adelanto científico y tecnológico.43 

A lo anterior se añade que el economista requiere datos numéricos que 
pueda incorporar a modelos y expresar cuantitativamente, y que por lo regu­
lar su formación profesional no incluye la necesaria información cualitativa, 
como mucha de la que se utiliza para describir el deterioro ambiental. Es de­
cir, la economía excluyó las externalidades, no consideró importante loquean­
tes fue un cambio lento, a muy largo plaw, de las referidas al medio ambien­
te, y ahora los economistas se encuentran un tanto perplejos ante la necesidad 
de integrar los cambios ambientales cada vez más rápidos que han estado ocu­
rriendo, algunos de ellos verdaderas amenazas a la supervivencia, en sus con­
ceptos e instrumentaciones de la economía. El lograr mayor integración eco­
nomía/ medio ambiente será decisivo para mejorar las políticas ambientales y, 
en especial, avanzar, como empieza ya a ocurrir en algunos países industriali­
zados, en la formulación de instrumentos económicos, financieros y fiscales 
que promuevan conductas ambientales positivas por parte de los agentes eco­
nómicos. 

REFERENCIAS 

BHALLA, A.S. (comp.) 
1992 Environment, Employment and Development, Ginebra, World Employ­

ment Programme, lnternational Labour Office. 
BouLDING, Kenneth E. 

1966 "The Economics of the Coming Spaceship Earth", en H. Jarrer (comp.), 
Environmental Quality in a Growing Economy, Baltimore, Johns Hopkins 
University Press. 

ÜRIACY-WANTRUP, Siegfried von 
1957 Conservación de los recursos: economía y política, México, Fondo de Cultu­

ra Económica. 

43 Víctor L. Urquidi, "Reflexiones sobre medio ambiente y economía del desarrollo", con­
ferencia impartida en el Cenero Internacional de Formación en Ciencias Ambientales (cIFCA), 

Madrid, 1982, publicada en Estudios Sociológicos, El Colegio de México, vol. 111, núm. 7, ene­
ro-abril de 1985. 



178 DESARROLLO SUSTENTABLE Y CAMBIO GLOBAL 

COMISIÓN BRUNDTIAND 
1987 Nuestro futuro común, Comisión Mundial del Medio Ambiente y del De­

sarrollo, Madrid, Alianza Editorial. 
COMISIÓN DE DESARROLLO Y MEDIO AMBIENTE DE .AMJ;.RJCA LATINA Y EL CARIBE 

1990 Nuestra propia agenda, Banco Interamericano de Desarrollo y Programa 
de las Naciones Unidas para el Desarrollo, Washington y Nueva York. 

COMISIÓN ECONÓMICA PARA .AMJ;.RJCA LATINA Y EL CARIBE (CEPALC) 
1990 Transformación productiva con equidad: la tarea prioritaria del desarrollo de 

América Latina y el Caribe en los años noventa, Santiago de Chile. 
1991 El desarrollo sustentable: transformación productiva, equidad y medio am­

biente, Santiago de Chile. 
1992 Equidad y transformación productiva.: un enfoque integrado, Santiago de 

Chile. 
COMMONER, Barry 

1972 The Closing Circle: Nature, Man and Technology, Nueva York, Bantam 
Books. 

CROPPER, Maureen L., y Wallace B. ÜATES 
1992 "Environmental Economics: A Survey", fournal of Economic Literature, 

vol. XXX, junio de 1992, pp. 675-740. 
DALY, Herman E. (comp.) 

1973 Toward a Steady-State Economy, San Francisco, W.H. Freeman and Com­
pany. 

197 4 "The Economics of the Steady State", American Economic Review, vol. 64, 
núm. 2, mayo de 1974, pp. 15-21. 

1977 Steady-State Economics: The Economics of Biophysical Equilibrium and Mo­
ral Growth, San Francisco: W.H. Freeman and Company. 

1989 (comp.), Economics, Ecology, Ethics: Essays Towards a Steady-State Eco­
nomy, W.H. Freeman and Company, 1980. Publicado en español, Econo­
mía, ecología, ética: ensayos hacia una economía en estado estacionario, Mé­
xico, Fondo de Cultura Económica. 

1989 y John B. CoBB, Jr., For the Common Good: Redirecting the Economy to­
ward Community. the Environment, and Sustainable Future, Boston, Bea­
con Press. 

FuRTADO, Celso 
1980 Breve introducción al desarrollo: un enfoque interdisciplinario, México, Fon­

do de Cultura Económica, 1983, traducción de la edición en portugués 
de 1980. 

GoLOSMITH, Edward 
1992 The Wáy: An Ecological World-View, Londres, Rider. 

GLIGO, Nicolo 
1991 "Medio ambiente y recursos naturales en el desarrollo latinoamericano", 

en Sunkel, pp. 233-280. 
GooDLAND, Robert, Herman DALY, Salah EL SERAFY, y Bernd von DROSTE (comps.) 

1991 Environmentally Sustainable Economic Development: Brundtland, París, 
UNESCO. 



ECONOMÍA Y MEDIO AMBIENTE 179 

l<ING, Alexander, y Bertrand SCHNEIDER 
1991 La primera revolución global: informe del Consejo al Club de Roma, Méxi­

co, Fondo de Cultura Económica. 
LITTLE, I.M.D. 

1971 Economic Development: Theory, Policy and !nternational Relations, Nueva 
York, Basic Books. 

MAIHOID, Gunther, y Víctor L. URQUIDI (comps.) 
1990 Didlogo con nuestro futuro común: perspectivas latinoamericanas del Informe 

Brundtland, México, Fundación Friedrich-Ebert; Caracas, Editorial Nue­
va Sociedad. 

MARTfNEZ ALIER, Joan, y Klaus SCHLÜPMANN 
1991 La ecología y la economía, México, Fondo de Cultura Económica. 

MYRDAL, Gunnar 
1971 Asían Drama: An Inquiry in to the Poverty of Nations, edición abreviada por 

Seth S. King, Nueva York, Vintage Books. 
PEARCE, David W 

1976 Economía ambiental, México, Fondo de Cultura Económica, 1985, tra­
ducción de la edición en inglés de 1976. 

1990 Edward BARBIER y Anil MARKANDYA, Sustainable Development: Economics 
and Environment in the Third World, Londres, Earthscan Publications. 

PROGRAMA DE LAS NACIONES UNIDAS PARA EL MEDIO AMBIENTE 
1990 Agencia Española de Cooperación Internacional y Ministerio de Obras 

Públicas, Desarrollo y medio ambiente en América Latina y el Caribe: una 
visión evolutiva, Madrid, Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo. 

SACHS, lgnacy 
1971-1979 Ecodesarrollo: desarrollo sin destrucción, México, El Colegio de México, 

1982, compilación de Vicente Sánchez de traducciones del inglés y del 
francés de trabajos publicados por el autor entre 1971y1979. 

SANCHEZ, Vicente, y H. SEJENOVICH 
1978 "Ecodesarrollo: una estrategia para el desarrollo social y económico com­

patible con la conservación ambiental", en Revista !nteramericana de Pla­
nificación, México, Sociedad lnteramericana de Planificación, vol. XII, 
núms. 47-48, pp. 152-160. 

1982 Beatriz GUIZA, Monique LEGROS y Alejandro LICONA, Glosario de términos 
sobre medio ambiente, México, El Colegio de México. 

SEERS, Dudley (comp.) 
1981 Dependency Theory: A Critica/ Reassessment, Londres, Frances Pinter. 

SuNKEL, Osvaldo (comp.) 
1991 El desarrollo desde dentro: un enfoque neoestucturalista para la América La­

tina, México, Fondo de Cultura Económica, Serie Lecturas, núm. 71. 
1980 y Nicolo Guco (comps.), Estilos de desarrollo y medio ambiente en Améri­

ca Latina, México, Fondo de Cultura Económica, Serie Lecturas, núm. 
36, 2 vols. 

TROPICAL ScIENCE INSTITUTE Y WORLD REsouRcES INSTITUTE 
1991 Accounts Overdue: Natural Resource Depreciation in Costa Rica, San José, 

Costa Rica, Washington, World Resources Institute. 



180 DESARROLLO SUSTENTABLE Y CAMBIO GLOBAL 

URQUIDI, Víctor L. 
1985 "Reflexiones sobre medio ambiente y economía del desarrollo", Estudios 

Sociológicos, México, El Colegio de México, vol. III, núm. 7, enero-abril, 
pp. 9-24. 

1992 ''Aspectos económicos de la protección ambiental", en México ante los re­
tos de la biodiversidad, México, Comisión Nacional para el Conocimien­
to y el Uso de la Biodiversídad, pp. 187-199. 

1992 "El dilema protección ambiental vs. desarrollo'', en La situación mundial 
y la democracia, Coloquio de Invierno, México, UNAM, Conacultua, FCE, 
pp. 148-157. 

VON \VEIZSACKER, Ernst U., y Jochen ]ESINGHAUS 
1992 Ecological Tax Reform, Londres, Zed Books. 



ALLENDE EL AÑO 2000. LOS LÍMITES 
DEL CRECIMIENTO, INFORME DEL CLUB DE ROMA 

SOBRE EL PREDICAMENTO DE LA HUMANIDAD* 

Prólogo a la edición en español 
ALLENDE EL AÑO 2000 

La investigación auspiciada por el Club de Roma -asociación privada com­
puesta, desinteresadamente, por hombres de empresa, científicos y participan­
tes en la vida pública nacional e internacional- sobre el "Predicamento de la 
Humanidad" ha originado con la presente obra, Los Límites del crecimiento, 
una inmediata controversia. Desde la aparición, en marzo de 1972, de la ver­
sión en inglés, The Limits to Growth, del profesor Dennis L. Meadows y sus co­
laboradores del Instituto Tecnológico de Massachusetts, los comentarios, en 
pro y en contra, se han sucedido en la prensa y las revistas informativas de gran 
número de países. La traducción de este libro a varias lenguas, junto con la ac­
tual versión al español --destinada a América Latina y a España- contribui­
rá sin duda a extender la discusión a lo largo del mundo y a crear conciencia 
-no importa cuál sea la base de datos de que se parta y cuál el prejuicio ideo­
lógico- del problema central que el estudio plantea: el de la capacidad del pla­
neta en que convivimos para hacer frente, más allá del año 2000 y bien entra­
do el siglo XXI, a las necesidades y los modos de vida de una población mundial 
siempre creciente, que utiliza a tasa acelerada los recursos naturales disponibles, 
causa daños con frecuencia irreparables al medio ambiente y pone en peligro 
el equilibrio ecológico global -todo ello en aras de la meta del crecimiento 
económico, que suele identificarse con bienestar. 

Contrariamente al tenor de muchos de los comentarios superficiales que se 
han hecho a esta obra, y al proyecto que la sustenta, no se trata de un pronós­
tico apocalíptico, ni para el mundo en su conjunto ni para determinadas par­
tes, sean los países subdesarrollados o los altamente capitalizados. Se trata sim­
plemente de un análisis de una serie de elementos, con sus interacciones, que, 
según sus tasas de incremento y su importancia relativa, pueden determinar o 
no que la sociedad que estamos legando a nuestros bisnietos y a quienes les si-

* Fondo de Cultura Económica, 1972. 
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gan pueda ser administrada en forma racional, y represente, si no para todos, 
al menos para la gran mayoría una condición de vida aceptable en lo material 
y plena en lo espiritual. Tal como van las cosas, por ahora no parece probable 
que se produzca ese tipo de sociedad. Las naciones industrializadas, que con­
sumen la mayor parte de los recursos naturales del mundo en beneficio de una 
pequeña parte de la población, marchan casi ciegamente hacia niveles de con­
sumo material y deterioro físico que a la larga no pueden sostenerse. Y con ello 
se distancian cada vez más de las naciones de menor desarrollo, en las que vi­
ven dos tercios de los habitantes del globo, en que el punto de partida es de gra­
ve deterioro ambiental, baja productividad y escasa capacidad para alcanzar ni­
veles medios de bienestar que garanticen normas internacionalmente acordadas 
de convivencia humana que traducen viejas aspiraciones de los pueblos. 

En el seno de las Naciones Unidas, donde han alcanzado expresión estas 
aspiraciones en numerosos documentos y recomendaciones, la visión del fu­
turo de la Humanidad no tiene gran alcance. En lo político, se carece de me­
ta; los obstáculos a la paz están a la vista, sin que las Naciones Unidas como 
tal Jea una institución capaz de removerlos. En lo económico y social, se ope­

--ra por "decenios"; en la actualidad corre el Segundo Decenio del Desarrollo, 
dotado de metas cuantitativas y cualitativas de dudoso cumplimiento. Un nú­
mero apreciable de investigadores, en diversos países, ha procurado, sin em­
bargo, efectuar enfoques a más largo plazo. El año 2000 es la meta preferida 
en muchos estudios, tal vez por ser fin de siglo y un número redondo con 
múltiples propiedades; en Estados Unidos, Francia, Japón, Brasil, Argentina y 
otros países existen interesantes estudios que proyectan la sociedad presente, 
sobre todo las variables económicas, base de extrapolación de tendencias ob­
servadas, supuestos y combinaciones de hipótesis y buenas dosis de imagina­
ción. Alg•mos datos que sirven de partida se toman como firmes, por ejemplo, 
las proyecciones demográficas; a ellos se añaden consideraciones sobre recur­
sos naturales, tecnología, comercio internacional, distintos "escenarios" polí­
tico-militares y sociales, etc. Las proyecciones lineales que implican conducen 
a veces a pronósticos bastante aventurados y otras a simples utopías o, por otro 
lado, a catástrofes globales o regionales. 

El estudio del Club de Roma no pretende metas tan ambiciosas ni es un 
anuncio del fin del mundo. Es ante todo un instrumento o método en que por 
medio de la técnica del "análisis dinámico de sistemas" se interrelacionan cin­
co géneros de variables: monto y tasa de incremento de la población mundial, 
disponibilidad y tasa de utilización de los recursos naturales, crecimiento del 
capital y la producción industriales, producción de alimentos y extensión de la 
contaminación ambiental. El sistema constituido por estos elementos, que son 
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cuantificables, es susceptible de muy diversas variaciones a lo largo del tiempo, 
según el monto y la tasa de cambio de cada uno y de los factores que los deter­
minan. Siendo cuantificables por observación, aproximación o hipótesis, estos 
elementos pueden expresarse en ecuaciones e introducirse en una computado­
ra. Pueden efectuarse tantas "corridas" de computadora como variaciones se 
deseen introducir. Dado que las relaciones entre las variables no son necesaria­
mente de carácter lineal, los resultados obtenidos, derivados de complejas in­
teractuaciones, no son previsibles a simple vista -están reservadas al investi­
gador algunas sorpresas. Es más, los rezagos entre unos elementos y otros, y los 
efectos rezagados de algunos factores positivos o negativos de retroalimenta­
ción, dejan ver que algunos objetivos son inalcanzables a corto plazo. o que al­
gunas acciones ejercen efectos desfavorables muchos años después -razones 
de más para que la imbricada situación del planeta y sus habitantes se estudie 
desde ahora. 

Con base en estas consideraciones, los autores presentan en esta obra los 
principales resultados de su investigación, y tienen el mérito adicional de hacer­
lo en lenguaje sencillo, dejando los trabajos técnicos de base para otro volumen. 
La conclusión a que se llega es que la población y la producción globales no 
pueden seguir creciendo indefinidamente, porque se ponen en juego -están ya 
influyendo-- factores que tienden a limitar semejante expansión, entre ellos el 
agotamiento progresivo de los recursos, el posible aumento de la mortalidad y 
los efectos negativos de la contaminación ambiental. Hacia mediados del siglo 
XXI, con diferencias de más o de menos según distintas hipótesis, será necesario 
haber logrado un equilibrio que permita sostener un nivel dado de población 
en condiciones de vida material estables. De otra manera, como lo muestran di­
versas alternativas presentadas, se corre el peligro de un colapso de consecuen­
cias incalculables, inclusive un descenso brusco de la población. El camino para 
llegar a un equilibrio mundial no es un proceso automático, ni el manteni­
miento de la estabilidad se producirá sin una buena administración de las va­
riables globales. Pero con este estudio se podrá estar al menos más consciente 
de lo que requerirá hacerse y de las implicaciones de distintas combinaciones de 
acción o aun de la falta de acción. La metodología seguida permite, además, in­
troducir nuevos cambios en las variables, entre ellas las que se derivan de des­
cubrimientos tecnológicos aún no imaginables o de la aplicación, en diversas 
condiciones, de conocimientos existentes válidos a nivel científico pero aún no 
probados en la práctica. 

Al examinar los modelos de Los límites del crecimiento en el mundo de ha­
bla hispana, y en particular en América Latina, surge de inmediato la pregunta: 
¿qué significa el modelo global para una región determinada o para un país ais-
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lado? El libro no hace sino escasas referencias a este problema, por más que mu­
chos de los aspectos concretos del estudio se refieren a recursos no renovables 
cuya disponibilidad varía en distintas regiones, o al hecho de que las tasas de uti­
lización de los mismos y los niveles de producción industrial y contaminación 
son mucho mayores en los países que han alcanzado ya altos niveles de desarro­
llo. Por otra parte, bien sabido es que la tasa de incremento de la población del 
Tercer Mundo es el doble de la de los países industrializados -y en algunas re­
giones, como en América Latina, del triple. Por lo tanto, las interrelaciones, pre­
sentes y futuras, entre población, recursos, producción y contaminación son 
distintas según la región o país de que se trate y no necesariamente coinciden­
tes con las del mundo como un todo. Aun una región como la latinoamericana 
no es, por supuesto, homogénea; en ella existen grandes diferencias por países 
en cuanto a monto y tasa de incremento de la población, disponibilidad de re­
cursos, capacidad de autoabastecerse de productos agrícolas e industriales, y aun 
de viabilidad económica, social y política. 

Constituirá una etapa indispensable de los nuevos análisis que se hagan 
-y que se inician ya en Europa, la Unión Soviética, Japón y América Latina­
"desagregar" los modelos globales. Es evidente, por lo demás, que a los países 
en vías de desarrollo como la mayoría de los latinQamericanos, o a los de eta­
pa intermedia como algunos otros de América Latina, el sur de Europa y otros, 
no puede satisfacerles la perspectiva de crecimiento nulo que plantea a la pos­
tre, en el siglo XXI, el modelo mundial estabilizado, ya que sus propios niveles 
de capacidad productiva y consumo material son aún muy bajos e insatisfac­
torios. Y si los países más adelantados empiezan a volver más lento su creci­
miento -en Japón, por ejemplo, se habla abiertamente de ello- y llegan a 
suspenderlo de aquí a 100 años, ¿cuáles serán las consecuencias internaciona­
les de semejante estabilidad, en particular para los países de menor desarrollo 
cuyo propio crecimiento ha dependido o dependerá aún, por medio del co­
mercio exterior, de la expansión económica de los más desarrollados? 

En un mundo que tienda a la estabilidad, así sea a 100 años de plazo, la 
perspectiva que ello ofrece a los países y las regiones que persiguen la expansión 
plantea toda clase de interrogantes, en todos los órdenes, en cuanto a la orga­
nización y el funcionamiento de la sociedad y en cuanto a los fines mismos de 
la actividad humana. Para algunos países latinoamericanos -por ejemplo, 
aquéllos en que la población se duplicará cada veinte o veintidós años si per­
sisten las actuales tasas de incremento (Brasil, Centroamérica, Colombia, Ve­
nezuela, México, la República Dominicana)-, los planteamientos integrales 
quizá tengan que hacerse más pronto de lo que se piensa en la actualidad. Aun 
suponiendo en ellos políticas de población que desde ahora tiendan a reducir 
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hacia fines del presente siglo la tasa de natalidad a lo necesario para lograr ape­
nas el remplazo de las defunciones, la estabilidad de la población en números 
absolutos difícilmente se lograría, debido a factores estructurales, antes del año 

2060. Así que habrá que hacer frente al incremento continuo de la población 
por 90 años más, y probablemente aún más allá. A esta población se querrá dar 
crecientes niveles de bienestar material, expresados en consumo de bienes y ser­
vicios que a su vez dependerán de inversiones y producción agrícolas e indus­
triales, creciente producción de energía y un vigoroso intercambio internacio­
nal de productos. Semejante proceso puede ir acompañado, si no se toman 
medidas oportunas, de altos grados de contaminación física y deterioro del me­
dio ambiente, así como de degradación de los recursos naturales. Algunos de 
éstos -minerales no renovables y suelos y bosques- podrán agotarse. Inclu­
sive existe el riesgo de que antes de que los propios países latinoamericanos los 
agoten para satisfacer necesidades de su propia producción (sobre todo los mi­
nerales), los consuman las grandes empresas internacionales que con ellos tie­
nen que alimentar las voraces necesidades de consumo de las sociedades post­
industriales. Ello plantea posibles conflictos de orden económico y político. 

Es evidente, por todas estas razones y por el hecho, explícitamente recono­
cido por los autores, de la desigualdad que impera en el planeta, que la transi­
ción hacia un mundo en equilibrio no puede hacer a un lado la necesidad de 
restructurar las relaciones sociales, internas e internacionales. El Comité Ejecu­
tivo del Club de Roma, en el Comentario al final del libro, habla de una estra­
tegia global para lograrlo. No existen recetas para ello, ni ha sido propósito de 
este estudio ofrecerlas. Se ha cumplido, sin embargo, una primera etapa -su­
jeta desde luego a rectificación- que consiste en llamar la atención sobre la 
magnitud y complejidad de la acción humana en un mundo material finito. 
No estábamos acostumbrados a pensar en estos términos, por más que en la 
Historia se haya previsto muchas veces el fin apocalíptico. La ciencia moder­
na, cuyo desarrollo impredecible y acelerado en los últimos treinta años, para 
bien y para mal, ha sido extraordinario y ha alentado esperanzas y aun sueños 
extraplanetarios, permite ya reconocer, en efecto, que sí existen límites. Difí­
cilmente pueden esperarse milagros tecnológicos que a su vez no impliquen 
mayor uso de recursos o tengan consecuencias graves sobre el medio ambien­
te. La situación actual del globo, las depredaciones del hombre sobre su medio 
ambiente por el afán de producir bienes materiales, por el afán de lucro o por 
incapacidad para establecer la paz duradera, no dan lugar a mucho optimismo. 
El mensaje que nos deja Los límites del crecimiento -y que constituye pieza 
central del proyecto sobre el Predicamento de la Humanidad que seguirá lle­
vando adelante el Club de Roma- es que todavía nos queda tiempo. No es 
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demasiado tarde, pero pronto lo será si no tomamos conciencia clara de lo que 
está pasando. 

El lector hispanoparlante --en América Latina, España y otras partes­
juzgará la bondad de esta afirmación. No se requiere ser alarmista ni propagan­
dista. Se precisa buena dosis de realismo. Es necesario despertar inquietud. Es­
te género de preocupación debe ser compartido por todos; debemos todos par­
ticipar en la solución de los problemas por venir de la Humanidad. Por ello, 
recomiendo al lector no una sino varias lecturas de este libro; que no se preci­
pite a sacar conclusiones en tal o cual sentido al cabo de las primeras treinta o 
cincuenta páginas. Que lo lea todo, con calma, y medite. Que haga saber, por 
los distintos medios publicitarios, o directamente a los autores, sus reacciones 
y sus ideas, a manera de contribuir a que se lleven a cabo estudios más comple­
tos y profundos y a que aumente constantemente el número de personas res­
ponsables, a nivel público y privado, que empiecen a actuar con vistas a un fu­
turo más lejano que el de ordinari<? rige la acción política, social y económica. 

México, D.F. 
junio de 1972 
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LA ESTADÍSTICA AMBIENTAL EN MÉXICO 

Aunque existían antecedentes conservacionistas en relación con los recursos 
naturales, México no inició sus políticas proambientales generales hasta unos 
meses previos a la convocatoria de la Conferencia de las Naciones Unidas so­
bre el Medio Ambiente Humano, llevada a cabo en Estocolmo en agosto de 
1972. Adelantándose a la fecha de la reunión, el gobierno mexicano hiw apro­
bar en el Congreso de la Unión un primer intento legislativo sobre medio am­
biente y creó una subsecretaría para el caso en la Secretaría de Salud. 

Lo lógico al emprender un nuevo programa de orden nacional --que erró­
neamente se trató como un asunto sectorial, ligado solamente a la salud- se­
ría, además de establecer la legislación y el planteamiento correspondiente de 
política de gobierno, definir un programa de actividades. Sin embargo, estas 
actividades no tuvieron suficiente alcance ni jerarquía, y además se careció de 
la debida preparación para emprenderlas. La conferencia de Estocolmo tampo­
co envió un mensaje que fuera lo suficientemente definido y vinculante, ya que 
los países en vías de desarrollo se defendieron como pudieron para no compro­
meterse a implantar programas ambientales, alegando dificultades por el cos­
to que tendrían que asumir mientras los países industrializados no fueran más 
generosos con sus dádivas para el desarrollo. El caso extremo, menos elegante 
por supuesto que los discursos de Indira Gandhi y de otros líderes del enton­
ces llamado Tercer Mundo, fue el de Brasil, cuyo jefe de delegación clamó: 
"¡Queremos contaminación, porque significa industrialización!". 

Las Naciones Unidas empezaron por crear en 1972 el Programa para el 
Medio Ambiente (PNUMA), con oficinas en Nairobi, Kenia, dotado de una li­
mosna internacional de 100 millones de dólares. A pesar de esta limitación de 

* Secretaría de Medio Ambiente y Política Ambiental, Segunda Feria de Información Am­

biental, World Trade Center, México, D.F., 7 a 9 de agosto de 2001. Panel sobre Necesidades de 

Información Ambiental, 7 de agosto. 
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recursos, el PNUMA pudo iniciar actividades importantes de apoyo para los paí­
ses que no tenían ni idea de lo que debiera ser un programa ambiental, e in­
tervino en varios proyectos importantes de descontaminación o limpieza del 
ambiente, por ejemplo, en el mar Báltico y en el Mediterráneo. Poco a poco 
-algunos dirían que demasiado tarde y con demasiada lentitud- se fueron 
creando en muchos países programas nacionales y actividades conducentes a 
las finalidades proyectadas. En Estocolmo tuvo lugar el primer foro de orga­
nizaciones no gubernamentales y de lo que ahora se llama la sociedad civil, que 
funcionó en forma paralela a la megaconferencia de ese año y en la que parti­
ciparon científicos y otras personalidades de la vida académica y de la vida pú­
blica, y de los medios; en ese foro la atención se concentró en los problemas 
reales sin intervención de las delegaciones oficiales. Fue allí donde empezó, 
gracias al profesor Ignacy Sachs, a hablarse del concepto de ecodesa"ollo. 

En México, el débil comienzo de la política ambiental se fortaleció en 1990 
al crearse en la Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología una subsecretaría de 
Ecología (que en realidad debió haberse llamado del Medio Ambiente). Se ha­
bía promovido a fines de 1988 la primera Ley General del Equilibrio Ecológico 
y de Protección al Ambiente, junto con reformas constitucionales, todo lo cual 
requirió que cada entidad federativa aprobara una ley igual o semejante. Se creó 
también el Instituto de Ecología, con cierta autonomía, para el estudio de las 
medidas ambientales necesarias y su aplicación y cumplimiento. Se adoptó el sis­
tema de "normas y castigos" prevaleciente en la Organización para la Coopera­
ción y el Desarrollo Económicos (ocoE), modalidad regulatoria que ya había si­
do puesta en vigor unos años antes por el gobierno de Estados Unidos por 
medio de su Administración para la Protección Ambiental (EPA). La Secretaría de 
la OCDE, por su parte, evolucionaría a partir de mediados de los años ochenta, y 
sobre todo en los noventa, hacia la idea, de buena lógica económica, de reforzar 
este sistema con incentivos fiscales, financieros y otros de carácter económico. 

En 1984, la Asamblea General de las Naciones Unidas creó una Comisión 
Mundial de Medio Ambiente y Desarrollo, integrada por personalidades de to­
das las regiones, para redactar un informe, del que resultó el concepto de desa­
rrollo sustentable y equitativo, con nuevas propuestas para la cooperación inter­
nacional y para la adopción de políticas globales, regionales y nacionales en 
materia ambiental. Naciones Unidas convocó en 1987, con el patrocinio de los 
gobiernos de Suecia y Brasil, la Cumbre de Río de Janeiro, de 1992. En la mis­
ma, los jefes de Estado o de gobierno de 178 países firmaron la Declaración de 
Río. Se aprobó asimismo un plan de acción, la llamada Agenda 21, y se firma­
ron o en su caso promovieron varios convenios multilaterales globales, entre 
ellos el del Cambio Climático. En el plan de acción se incluyó un capítulo re-
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ferente a los instrumentos económicos necesarios para asegurar el éxito de la 
aplicación de las normas ambientales. 

No obstante, la legislación mexicana tardó ocho años para incluir en la Ley 
de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente de diciembre de 1996 un pe­
queño apartado sobre incentivos --que no ha tenido ninguna aplicación ni 
efectos prácticos hasta la fecha. Se sigue descansando, con algunos retoques, en 
el sistema de normas y castigos como instrumento principal, aunque existe ya 
mayor conciencia de los deterioros ambientales y de la necesidad de detenerlos 
y posiblemente revertidos por otros medios. El valor esencial de los instrumen­
tos económicos financieros y fiscales a favor de las empresas para que adopten 
o mejoren sus programas proambientales reside en que por ese medio se fomen­
tarían inversiones proambientales y se robustecería la escasa cultura ambiental 
del sector empresarial, sobre todo entre las empresas medianas y pequeñas. 

En la actualidad, los programas ambientales del gobierno mexicano y de 
diversas organizaciones no gubernamentales abarcan aspectos educativos y de 
capacitación, y algunos cuentan con apoyos financieros internacionales. Ade­
más, se comienza a articular el tema ambiental no como sectorial sino como 
entrelazado con toda la actividad económica y social que corresponde al sector 
público, y que en su aplicación requiere el involucramiento completo del sec­
tor empresarial y, además, de la sociedad civil. .Se reconoce también, cada día 
más, que los daños al ambiente trascienden las fronteras internacionales y las 
estatales y municipales en todos sus aspectos, incluidos los atmosféricos. Mé­
xico participa también en los convenios multilaterales, algunos ya ratificados 
como el de Montreal sobre la producción y comercio de los CFC, y otros, como 
el del Cambio Climático y el de Protección de la Biodiversidad, en proceso to­
davía de negociación y acuerdo final. 

Se pensaría, entonces, que en México se puso en marcha desde hace tiem­
po un programa de elaboración de estadísticas ambientales fidedignas, que 
servirían para elaborar indicadores y para medir y evaluar los deterioros y los 
resultados esperados de las políticas y las medidas ambientales. Se esperaría 
asimismo que el concepto de desarrollo sustentable y equitativo habría empe­
zado a llevarse a la práctica, con apoyo igualmente en indicadores del deterio­
ro social y de todos los elementos que intervienen, en la relación con el am­
biente y con la protección no sólo de la naturaleza sino también de la especie 
humana, para llevar a la sociedad mexicana, a plazo intermedio y largo, a cum­
plir los objetivos y los compromisos de la Cumbre de Río. No se puede ya 
aceptar el desarrollo a secas, o sea seguir haciendo "más de lo mismo", es de­
cir, con graves contaminaciones ambientales. No sólo es un compromiso in­
ternacional, sino que debe asumirse también como objetivo nacional. 
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Por desgracia, y pese a importantes avances en el desempeño de algunos as­
pectos de la política ambiental en México, la estadística ambiental necesaria no 
ha sido hasta ahora objeto de esfuerzos coordinados ni eficaces. Esto quiere de­
cir que se navega bastante a ciegas en las materias ambientales. Existe por su­
puesto un gran espectro de datos de toda clase sobre las condiciones ecológicas 
del país --quizá en realidad no suficientes- y se publican indicadores diver­
sos de deterioro, sea de la calidad del agua, de la deforestación, de la pérdida de 
biodiversidad y de especies, de la merma de los bancos de pesca, de las enfer­
medades de posible origen en las condiciones del deterioro ambiental, de la des­
trucción de los suelos, y muchas otras. También hay datos sobre las condicio­
nes atmosféricas de la Ciudad de México y otras ciudades importantes del país, 
por cierto tratándolas como si en la atmósfera hubiera fronteras verticales, y 
dentro de la Ciudad de México como si las cinco zonas en las que se miden 
ciertos indicadores fueran territorios incomunicados (aire subdividido, como le 
llamé alguna vez). Sin embargo, no existe una visión integrada, de conjunto, de 
la estadística ambiental, tal vez porque no se han asignado y coordinado las fun­
ciones necesarias para recopilarla, ni se han invertido recursos en ello. 

En el limitado espacio de tiempo de que dispongo en esta intervención, no 
podré entrar en mucho detalle; seguramente se necesitaría una serie de confe­
rencias y seminarios para hacer los planteamientos y la evaluación y el análisis 
de los diversos datos que se publican o se compilan en numerosas dependen­
cias, muchos de los cuales dejan mucho que desear. Me limitaré en consecuen­
cia al tema que conozco mejor: el de los desechos municipales, y genéricamen­
te industriales, sobre lo cual ya he podido, durante el año 2000, dar a conocer 
públicamente mi opinión, que aquí resumiré. 1 

En pocas palabras, me había empezado a llamar la atención un cuadro 
que aparecía en sucesivos informes del Instituto de Ecología (!NE) de la Se­
cretaría de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca {Semarnap), en oca­
siones también en publicaciones conjuntas con el Instituto Nacional de Es­
tadística, Geografía e Informática (INEGI).2 En los informes consultados, se 

1 Véase: i] Víctor L. Urquidi, "El desarrollo urbano en México y el medio ambiente", El 
Mercado de Valores, Prospectiva del Sistema Urbano Mexicano Il, Nacional Financiera, México, 

D.F., año LX, Edición en Español [sic], abril del 2000, pp. 34-42; ii] "El problema de los dese­

chos industriales en México", ponencia presentada al XI Congreso Nacional de Industriales de la 

Confederación de Cámaras Industriales (coNCAMIN), Segunda Fase, Panel sobre Medio Ambien­

te, México, D.F., 12 de julio del 2000. 
2 Los principales informes de referencia son, por orden de fechas: i] en 1997, !NE, Estadís­

ticas e indicadores de inversión sobre residuos sólidos municipales en los principales centros urbanos de 
México, México, D.F.; ii-a] en 1998, INEGI y Semarnap, Estadísticas del medio ambiente 1997, e in-
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mostraba el volumen nacional de "residuos sólidos municipales" y su estruc­
tura (por ejemplo, en 1996). Se me ocurrió casi por casualidad calcular los 
porcentajes correspondientes a cada componente, que no aparecían en el 
cuadro, con el siguiente resultado: basura designada como "de comida, jar­
dines y materiales orgánicos similares" (52.4%); papel, productos de papel y 
cartón (14.1%); vidrio (4.4%); plásticos (4.4%); metales (2.9%); textiles 
(1.5%), y un remanente no clasificado denominado "otros (basura variada)" 
de 18.9%. Pues da la casualidad de que en todos los años, desde 1993 hasta 
el más reciente, estos porcentajes resultaron idénticos, hasta la decimal, y que 
la tasa de incremento del total (y en consecuencia de cada categoría) era la 
misma cada año, de alrededor de 4.1 %. Estos datos aparecían además con in­
dicación regional de origen: 46% en la región centro; 21 % en la norte; 14% 
en el Distrito Federal; 12% en el sureste, y 6.5% en la zona de la frontera 
norte. Con esa información dudosa, INEGI y Semarnap estimaron que el to­
tal de residuos sólidos municipales emitidos en 1996 fue de 31.96 millones 
de toneladas, lo que representaba 917 gramos/día por habitante, o en térmi­
nos anuales, 334.7 kg por habitante.3 

Mi curiosidad me llevó a examinar también los datos que consignaba la 
OCDE con motivo de su primer examen de la situación ambiental en México.4 

Encontré que aceptaba sin crítica las cifras oficiales mexicanas sobre residuos 
sólidos municipales. No queda claro, por cierto, si los específicamente indus­
triales están incluidos en esa cifra, aunque debe suponerse que sí. La OCDE por 
su parte estima que para el conjunto de los países miembros de esa organiza­
ción la emisión anual de residuos sólidos municipales "a mediados de los no­
venta'' fue de 530 kg por habitante,5 o sea 58.2% superior a la cifra mexicana. 

Como es obvio, no todas las emisiones sólidas son contaminantes; con 
mayor precisión, no todas se consideran como residuos peligrosos. Sobre este 
concepto, las cifras mexicanas calculadas por Semarnap indicaron que en 

forme de la situación general en materia de equilibrio ecológico yprotección al ambiente 1995-1996, 
cap. IIl-2, Estadísticas sobre Asentamientos Humanos, pp. 221-257, en particular los cuadros 

IIl.2.19 y IIl.2.21, en las pp. 251y253 (cuya fuente original se atribuye a Sedesol, Dirección de 

Residuos Sólidos, 1996; ii-b] Semarnap, Informe de labores 1997-1998; iii] actualizaciones hasta 
1999 y otros datos obtenidos de la página de Semarnap: //www.ine.gob.mx. 

3 Con base, se supone, en las cifras oficiales de población de México, que, como es bien sa­

bido, subestiman la población real debido a que no se considera la subenumeración de infantes, 

que puede llegar, según los demágrafos expertos, a 3% de la población censada. 
4 OCDE, Andlisis del desempeño ambiental México, París, 1998. 
5 OCDE, Towards Sustainable Development. Environmental Indicators, París, 1998, cuadro 7, 

pp. 38-39, y anexo técnico, p. 119. 
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1994 la emisión de residuos peligrosos fue de 7.6 millones de toneladas,6 o sea 
tal vez -sin que haya certeza sobre los conceptos comparados- 25% o más 
del gran total de residuos sólidos municipales. Su distribución por principales 
entidades fue: Distrito Federal, 23.4%; Estado de México, 18.5%; Nuevo 
León, 10.1 %; Jalisco, 6.9%, repartiéndose el 41 o/o restante entre las demás en­
tidades. Sin embargo, otro cálculo del INE da, para 1998 (al parecer), un mon­
to total de residuos peligrosos de sólo 3.2 millones de toneladas,? o sea apenas 
42% de la cifra consignada para 1994. Según explicación verbal que se me dio 
en su oportunidad, la cifra menor no debe considerarse comparable con la 
mayor porque provino de la suma obtenida de datos en manifestaciones sobre 
el particular entregadas por las empresas que contestaron el cuestionario en­
viado (omitiéndose las no contestadas y, además, las mal contestadas). Acerca 
de este particular, la OCDE consignó para 1994 la primera cifra, la de ocho mi­
llones de toneladas. Esta cifra es muy cercana, en los datos de la OCDE, a la de 
Alemania (Federal), de 9.1 millones en 1993, y la de Francia de 7.0 millones 
en 1990 -lo que ya plantea dudas-, pero a la vez es muy superior a las de 
otros países miembros de la OCDE de mayor industrialización que México: Ita­
lia, 3.3 millones en 1991; Canadá, 5.9 millones en 1991, y Reino Unido, 1.8 
millones en 1993/1994.8 Si se considera que el PIB en los países miembros de 
la OCDE es entre seis y siete veces el valor del de México, no parece haber con­
gruencia entre la cifra mexicana de ocho millones de toneladas y las de esos 
países. Pero por otro lado, la cifra de México, no total sino por habitante, apa­
rece como de 65% de la del conjunto de la OCDE en 1996, lo que haría supo­
ner que la intensidad de la emisión de desechos sólidos municipales en Méxi­
co es desproporcionadamente grande. Una proporción semejante se aprecia 
considerando solamente los desechos de la industria manufacturera por cada 
mil dólares de PIB, que para México se calcula en 60 kg al año comparada con 
la del conjunto de los países de la OCDE, de 90 kg, siendo la mexicana 67% de 
esta última. Luego la cifra mexicana probablemente es bastante exagerada; pe­
ro eso no da ningún valor a la segunda cifra mexicana de 3.2 millones de to­
neladas, que no es un dato estadístico sino un dato suelto, y que se refiere por 
cierto solamente a "ciudades de más de 100 000 habitantes" y comprende ape­
nas 12 514 empresas.9 

6 INEGI/Semarnap, fuente ii-a citada en la nota 2, calculado sobre la base del cuadro 

III.3.5.17, p. 320, cuyos datos provienen de la Dirección General de Materiales, Residuos y Ar:.­
tividades Riesgosas, INEGI, 1995. 

7 Véase //www.ine.gob.mx, actualización al 05/08/1999. 
8 OCDE, fuente citada en la nota 5. 
9 Para añadir a la confusión, el día de ayer un diario de la capital, citando a un funcionario 
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Lo anterior se refiere, hasta donde pueda uno dilucidar con los datos dis­
ponibles, a desechos sólidos, totales y, en la parte correspondiente, los peligro­
sos como parte de esos totales. Las cifras disponibles no permiten evaluar ni las 
cantidades ni sus posibles impactos y destinos. Lo único que se puede concluir 
es que hace falta que el Estado mexicano emprenda, de manera sistemática, 
con los recursos necesarios, la elaboración de estadísticas fehacientes y convin­
centes sobre la emisión de desechos municipales e industriales, con la debida 
coordinación administrativa. A eso habría que agregar que esos desechos no 
son todos, pues la actividad agropecuaria, la pesquera, la forestal, la minera ge­
neran también desechos sólidos, que a su vez son municipales. Y todas las ac­
tividades generan asimismo desechos líquidos, una proporción de los cuales 
son indefectiblemente peligrosos; además, deben sumarse las emisiones de ga­
ses tóxicos a la atmósfera. Habría también que contar con estadísticas regiona­
les, por cuencas hídricas, por zonas costeras y fronterizas. Sería necesario armar 
una estructura estadística de gran calidad. No basta insistir, como se me decía 
durante el sexenio pasado en Semarnap, en que los desechos son responsabili­
dad y jurisdicción de los municipios, con lo cual Semarnap podía no asumir 
responsabilidad por los datos. Con ese criterio, tampoco habría que preocupar­
se por datos de nacimientos, defunciones, casamientos en los registros ~iviles, 
porque los manejan los municipios o las entidades estatales. 

Como afirmé al principio, debo recalcar que los indicadores y las estadís­
ticas ambientales son deficientes en todos los órdenes. Los que he citado, so­
bre desechos sólidos municipales y en su caso industriales, son de primera im­
portancia como elementos para medir y evaluar la situación ambiental del país 
y los efectos de las diversas contaminaciones, incluso sobre la salud. Serían, 
además, instrumentos indispensables para la planeación ambiental y para la 

económica y social en general. 

del !NE, informó que según "estimaciones preliminares de la Semarnat en el país se emiten al am­

biente alrededor de cuatro millones de toneladas de residuos peligrosos -datos extraoficiales [sic] 
hablan de entre 8 y 14 millones de toneladas-, 12 millones de contaminantes atmosféricos en las 
cuencas urbanas y 100 mil toneladas de sustancias tóxicas y bioacumulables". Se consigna también 

que "sólo alrededor de 100 de las 4 000 plantas industriales más grandes del país presentaron en 

los últimos años de manera voluntaria [sus datos al] Registro de Emisiones y Transferencia de Con­

taminantes (RECT), por lo que este reporte será obligatorio a partir del año próximo". Al parecer el 

!NE enviará al Congreso de la Unión una iniciativa para modificar la Ley General de Equilibrio 

Ecológico y Protección al Ambiente que, de ser aprobada, entraría en vigor en el año 2002, y se 
esperaría que el primer RETC se publique en el 2003. (La jornada, 6 de agosto de 2001, p. 22.). 





LA POLÍTICA AMBIENTAL Y LA COHESIÓN SOCIAL* 

POLÍTICA AMBIENTAL Y DESARROLLO SUSTENTABLE: 

MÉXICO Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL 

En México, en la época moderna, cuando todavía no se llevaba al ámbito de la 
política pública lo que hoy se denomina una política ambiental, han existido 
ideas conservacionistas sobre los suelos, los bosques, las especies vegetales y ani­
males. En forma paralela, desde principios del presente siglo se han llevado a la 
práctica programas para mejorar la salud humana. Estas vertientes, que no siem­
pre han coincidido, evolucionaron de manera gradual después de la revolución 
de 1910-1921. Sin embargo, no se manifestó conciencia del medio ambiente 
como un todo sino en fecha bastante reciente, en particular, como en otros paí­
ses, en la segunda mitad de los años sesenta, cuando los resultados de investiga­
ciones en los medios científicos nacionales e internacionales, los escritos sobre 
los posibles efectos de los plaguicidas dorados, las evidencias del deterioro de los 
suelos y los bosques, así como de la contaminación de los recursos hídricos em­
pezaron a ser objeto de atención por los medios de comunicación, los gobier­
nos y las ramas legislativas. La Asamblea General de las Naciones Unidas con­
vocó apenas en 1972, en Estocolmo, una primera conferencia del medio 
ambiente humano, a la cual asistió un número importante de países, con excep­
ción de las naciones comprendidas en el bloque soviético. 

La asistencia de México a esa conferencia no tuvo mayor consecuencia, en 
virtud de la forma limitada en que la política ambiental se empezó a concebir 
en la administración pública y la sociedad mexicanas, como un problema de 
salud. Fue en la Secretaría de Salud donde se adjudicó a una subsecretaría ocu­
parse del tema ambiental. A partir de 1974, México se hizo representar, vía la 
Secretaría de Relaciones Exteriores, en la junta directiva del Programa de Na­
ciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA) con sede en Nairobi, Kenia. 
No fue sino hasta los años ochenta cuando el gobierno de México se planteó a 

* ¿Estados Unidos Mexicanos? Los limites de la cohesión social en México, informe de la sección 

mexicana del Club de Roma, pp. 507-518, 2001. 
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sí mismo una política ambiental de carácter general y para ello, en la nueva Se­
cretaría de Desarrollo Urbano y Ecología (Sedue) (término que debió haber si­
do medio ambiente, pues la ecología es una rama de la ciencia), se creó una 
Subsecretaría de Ecología (medio ambiente). En 1988 se hiw aprobar por el 
Congreso de la Unión una Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección 
al Ambiente, que en lo esencial abordó el tema de la reglamentación necesaria 
para corregir y prevenir el deterioro ambiental, establecer las sanciones reque­
ridas y determinar en materia de la ley la relación entre la Federación y las en­
tidades federativas. Esta ley dio lugar a la gradual aprobación de disposiciones 
semejantes en todas las entidades, siendo la última en hacerlo el Estado de Mé­
xico. El Distrito Federal se guió por las disposiciones federales, hasta que en 
1997 la Asamblea Legislativa formada en esta entidad asumió el estudio de una 
ley correspondiente. En la Sedue se creó el Instituto Nacional de Ecología como 
órgano encargado de establecer, mantener y aplicar la normatividad ambiental 
y efectuar las inspecciones requeridas, realizar investigaciones de problemas y 
conflictos ambientales, elaborar documentación e informes acerca de la situa­
ción ambiental del país, y colaborar con entidades semejantes y de carácter 
científico y tecnológico en México y en otros países, así como con los organis­
mos internacionales. Se abrió también la Procuraduría Federal del Medio Am­
biente (Profepa) para vigilar la aplicación de las normas y, en su caso, sancio­
nar a las empresas u otros agentes que no las cumplieran o que las violaran 
sistemáticamente. En 1990, la Sedue publicó un programa nacional para la 
protección ambiental en el periodo 1990-1994.1 

Todas estas funciones se incorporaron en 1991 a una nueva Secretaría de 
Desarrollo Social (Sedesol). Dada la inminencia de la conferencia de las Nacio­
nes Unidas sobre medio ambiente y desarrollo, convocada para junio de 1992 
en Río de Janeiro, el INE, formando ya parte de Sedesol, publicó en 1992 un do­
cumento, como informe nacional a la conferencia, en el cual se expuso la situa­
ción ambiental en México, correspondiente~ periodo 1991-1992.2 Este infor­
me tuvo además el propósito de presentar a la opinión pública un nuevo 
diagnóstico bastante amplio y enumerar una serie de propósitos y medidas en 
proyecto. Tanto el diagnóstico de 1990 como el informe bienal de 1991-1992 
pusieron en relieve que el deterioro ambiental en México iba en aumento por la 

1 Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología, Programa Nacional para Protección Ambien­
ta/ 1990-1994, México, 1990. 

2 Secretaría de Desarrollo Social/Instituto Nacional de Ecología, México: informe de la si­
tuación general en materia de equilibrio ecológico y protección al ambiente 1991-1992, México, 

1992. 
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pérdida de recursos naturales, de suelos y de superficie forestal; la desatención a 
las zonas naturales que requerían protección y la contaminación de las cuencas 
hídricas. No se había logrado instaurar un programa eficaz e integral para me­
jorar el medio ambiente, incluido el problema de los desechos municipales e in­
dustriales, el de la coordinación entre la Federación, los estados y el Distrito Fe­
deral, y el de los confinamientos para residuos clasificados como peligrosos. 

En diciembre de 1994, al crearse la Secretaría de Medio Ambiente, Recur­
sos Naturales y Pesca --compuesta por las funciones rigurosamente ambientales 
antes correspondientes a la Sedesol, con el agregado inexplicable (porque su fun­
ción es promotora de actividades, sin la necesaria atención al medio ambiente) 
de la Comisión Nacional del Agua, las autoridades forestales y el Instituto de Pes­
ca-, se buscó fortalecer la acción ambiental mejorando la normatividad y dan­
do más realce al !NE, se crearon consejos asesores a nivel nacional y regional, y se 
procuró una visión más amplia de los factores determinantes del deterioro am­
biental y de las acciones que el sector empresarial y la sociedad civil pudieran em­
prender en apoyo de la política ambiental. Se inició también mayor diálogo con 
las entidades federativas y las distintas regiones del país, y con organizaciones no 
gubernamentales, asociaciones empresariales y otros grupos interesados en el am­
biente. Asimismo, se mantuvo una relación estrecha con la Organización de 

Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE), a la que México había ingresado 
en 1994. En la OCDE se había emprendido un importante programa de evalua­
ción del desempeño ambiental y de estudio de distintos instrumentos, incluso los 
de carácter económico, para mejorar las políticas ambientales. Semarnap asumió 
la representación de México en el PNUMA, en la Comisión de Cooperación Am­
biental del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (cCA-TLCAN), y en 
los diversos organismos correspondientes de Naciones Unidas para los asuntos 
ambientales y de cumplimiento de los convenios internacionales. 

La conferencia de Río de Janeiro se basó en lineamientos marcados en el 
Informe Brundtland (Comisión Mundial de Medio Ambiente y Desarrollo) de 
1987 y en los trabajos preparatorios llevados a cabo en diferentes instancias del 
sistema de Naciones Unidas en que participaron los gobiernos, los organismos 
especializados del sistema y las principales organizaciones no gubernamentales. 
En Río, los jefes de Estado o de gobierno firmaron una declaración por medio 
de la cual, entre otras cosas, se adoptó el concepto de desarrollo sustentable 
como objetivo, tanto ambiental como económico y social a largo plazo, para 
garantizar a las generaciones venideras, a escala mundial, regional y nacional, 
el empleo eficiente y equitativo de los recursos naturales, tanto renovables co­
mo no renovables, y su debida protección. Se aprobó la Agenda 21, un largo ca­
tálogo de acciones, propuestas y recomendaciones en todos los temas ambien-



200 POLÍTICAS Y ESTRATEGIAS AMBIENTALES 

tales y de desarrollo sustentable. Se decidió incrementar los recursos del ya exis­
tente Fondo Ambiental Global (GEF, por sus siglas en inglés) que administra el 
Banco Mundial para financiar proyectos ambientales. Se firmaron los conve­
nios marco sobre el cambio climático global y acerca de la protección de la bio­
diversidad, y se promovieron acuerdos semejantes sobre recursos forestales y 
desertización. México había ya firmado con anterioridad el protocolo de Mon­
treal, promovido por el PNUMA, para prohibir la producción y el comercio de 
dorofluorocarburos (CFC), sustancias doradas cuya emisión ha reducido el gro­
sor de la capa de ozono que protege el planeta del paso de los rayos ultraviole­
ta, cuyas consecuencias cancerígenas habían sido ya demostradas. El convenio 
sobre el cambio climático fue reconocido como instrumento indispensable 
para contener y aun reducir la intensidad del efecto invernadero atribuido al 
aumento de las emisiones netas de carbono, resultantes del empleo de combus­
tibles de origen fósil y de la incapacidad de los sumideros para absorber los ex­
cedentes de carbono debido a la deforestación masiva y progresiva, sobre todo 
en las selvas tropicales. En 1997, mediante el Protocolo de Kioto, se inició una 
serie de reuniones intergubernamentales para cuantificar los compromisos de 
reducción de emisiones de carbono y otros gases que los diferentes grupos de 
países debían asumir, y se hizo un examen de los mecanismos e instrumentos 
que pudieran ser necesarios para inducir esa nueva tendencia; por desgracia, de 
estas reuniones no se ha obtenido hasta la fecha mayor resultado. 

Fueron muchas las esperanzas puestas en la conferencia de Río, pero como 
ocurre en tantas reuniones internacionales, la puesta en práctica de sus recomen­
daciones ha tomado bastante tiempo. El desarrollo sustentable y la adopción de 
políticas ambientales integrales son un asunto de complejidad sin precedente. 
Ni siquiera los países con mayor responsabilidad ante el deterioro ambiental glo­
bal han cumplido con los enunciados y los objetivos de la conferencia. Mucho 
menos se ha avanzado en el proceso de encaminar las sociedades humanas hacia 
el desarrollo sustentable. Este supone de entrada que el desarrollo no se prose­
guirá ya como antes, sin consideración de los efectos ambientales, sino que, an­
tes bien, el desarrollo deberá promoverse con la incorporación obligada de pro­
gramas de mejoramiento ambiental y de protección de los recursos naturales, 
con el empleo de tecnologías "limpias" (es decir, no contaminantes o "verdes") 
y con fuerte apoyo en los sistemas educativos y de capacitación. Se requerirá 
coordinación entre los distintos sectores de la sociedad, en función de un obje­
tivo común. El desarrollo sustentable se deberá beneficiar de un mayor grado de 
cooperación internacional tecnológica y financiera. Alcanzar el desiderátum del 
desarrollo sustentable entrañará también la reducción de las desigualdades socia­
les imperantes y el progreso hacia regímenes de equidad. 
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EL DETERIORO AMBIENTAL EN MIDaCO 

Aplicado todo lo anterior a la situación de México, puede afirmarse que, entre 
la adopción retórica del concepto de desarrollo sustentable y la integración de 
programas para alcanzarlo, existe un gran vacío, como también en otras partes 
del mundo. El hecho es que el deterioro ambiental en México ni se ha contro­
lado de manera adecuada ni se ha revertido. Continúa produciéndose a ritmo 
muy preocupante, ya que algunos de los deterioros pudieran ser irreversibles o 
poco recuperables, aun a plazos medianos y largos, y a costos muy grandes. 3 Se­
gún información reciente emanada de Semarnap y otras fuentes, se pierde cada 
año 0.7% de !as reservas forestales; la biodiversidad se reduce y sigue amenaza­
da; están desapareciendo especies; los datos de la erosión de los suelos produc­
tivos y su menor fertilidad no se conocen con precisión. Las emisiones totales 
de carbono de México a la atmósfera se calculan en 1 400 kg por habitante/ 
año, sin señal de disminuir, sino lo contrario -es la contribución del territorio 
y la economía mexicanos al efecto de invernadero global. 

El tonelaje anual de residuos municipales e industriales se ha estimado en 
alrededor de 30-32 millones (aproximadamente 965 gramos/persona/día), cifra 
que alcanza 69% de lo que la OCDE calcula para el conjunto de países miembros 
de dicha organización. Tan alta proporción, comparada con las emisiones de paí­
ses de muy elevado grado de industrialización, pone en duda el valor de la cifra 
mexicana, y esto se confirma además por la deficiente metodología empleada en 
México para el cálculo. Lo mismo podrían ser 15 que 30 o 35 millones las emi­
siones. Por otro lado, los desechos peligrosos, que se habían estimado en ocho 
millones de toneladas al año, se calculan ahora en 3.5 millones; mas en esto tam­
bién se revela un problema metodológico, ya que la segunda cifra resulta de una 
suma de manifestaciones de empresas que no corresponde al total de ellas.4 De 
cualquier manera las emisiones de desechos son muy voluminosas en México, 
más de lo que una buena política ambiental pondría como pauta. 

Debe añadirse que la situación ambiental en la wna de la frontera norte 
ha empeorado de manera especial con el aumento vertiginoso de la producción 

3 Se encontrará una apreciación de los antecedentes y de la situación ambiental en 1996 en 
Víctor L. Urquidi, El medio ambiente en México: diagnóstico, programas, perspectivas, Culiacán, Si­

naloa, El Colegio de Sinaloa, julio de 1996. 
4 Acerca de las dudas sobre las cifras mexicanas, véase Víctor L. Urquidi, "El desarrollo ur­

bano en México y el medio ambiente", en El Mercado de ~lores, Nacional Financiera, año LX, 

núm. 4, abril de 2000, y "El problema de los desechos industriales en México", ponencia presen­

tada al XI Congreso Nacional de Industriales de la Confederación de Cámaras Industriales (Con­
camin), Panel de Medio Ambiente, 12 de julio de 2000, inédito. 
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de las empresas maquiladoras y el incremento de otras actividades industriales 
y comerciales en esa parte del país. El mayor volumen de desechos no se cono­
ce con precisión, ni del lado mexicano ni del estadunidense. Incide asimismo 
la expansión insólita del transporte automotor en todas sus formas, con base en 
gasolina y diesel de calidades contaminantes. Se registra además mayor gene­
ración de electricidad en plantas térmicas. 

En materia de desechos, cabe insistir en que en todo el territorio mexica­
no no existe sino un solo confinamiento debidamente regulado y acondiciona­
do para la recepción de residuos peligrosos, su clasificación, reciclaje, tratamien­
to y disposición final, situado cerca de Cadereyta, Nuevo León; otros proyectos 
han sido obstaculizados por intereses locales y por la empresa que ostenta el 
monopolio en la materia. 

La sociedad civil mexicana no está muy bien informada acerca del deterio­
ro ambiental ni de sus incidencias regionales, pese a los documentos oficiales 
y a las numerosas denuncias de grupos privados e internacionales. Los medios 
de comunicación tienden a tratar casos individuales episódicos o que llaman la 
atención momentánea del público, como la tala de árboles en un lugar parti­
cular, el peligro de desaparición de alguna especie animal, los incendios y otras 
formas de destrucción forestal en las wnas del trópico húmedo y en otras par­
tes del país, algún derrame de petróleo, algún daño ecológico en una laguna 
costera o en un lago de agua dulce, algún reclamo de grupos afectados por una 
explosión o un desastre natural, un conflicto entre autoridades e intereses lo­
cales, o directo entre comunidades e intereses, por el establecimiento de un 
confinamiento o un campo de golf. 

En el caso de la contaminación atmosférica, en la zona metropolitana de 
la Ciudad de México (ZMCM), o en otras ciudades metropolitanas, la desinfor­
mación suele ser masiva. Por ejemplo, el gobierno del Distrito Federal desde 
años atrás insiste en publicar indicadores de contaminación (imecas) sin tener 
en cuenta los municipios conurbados de la propia ZMCM que se ubican en es­
tados vecinos. La atención se concentra en el indicador correspondiente al 
owno, en su grado máximo alcanzado en un corto periodo de tiempo al me­
diodía, cuando excede con bastante frecuencia la norma internacional. El ow­
no se forma por influencia de otras emisiones gaseosas de la combustión de 
gasolina, diesel y otros combustibles de origen fósil, en las que predominan las 
emanadas del parque vehicular. Luego se considera el vehículo automotor como 
el principal agente contaminador, sin especificar si proviene de autos, de ca­
miones, de vehículos de distribución y reparto comercial, de autobuses, mi­
crobuses y taxis que emplean combustibles de menor calidad, o de unidades 
de semirremolque que utilizan calidades de diesel emisoras de considerable 



LA POL{TICA AMBIENTAL Y LA COHESIÓN SOCIAL 203 

volumen de partículas de azufre. Se hace creer que el ozono afecta la salud y 
aun que produce miles de decesos al año -datos de dudosa calidad estadísti­
ca. Pero el ozono, que no es contaminante sino un irritante y oxidante, sólo 
afecta a las personas que ya padecen males respiratorios graves. Antes y des­
pués de mediodía los indicadores del ozono son bajos. Sin dejar de asignar res­
ponsabilidad al tráfico automotor, debería reconocerse también que las partí­
culas suspendidas, sobre todo las de hasta 2.5 micras -acerca de las cuales no 
se proporciona con regularidad información pública-, que "ni se ven ni se 
huelen", se depositan directamente por vía respiratoria en los bronquios. Son 
muchos los factores generales que influyen en la contaminación atmosférica, 
entre ellos la falta de transporte público eficiente en la ciudad de México, la 
desorganización vial, la poca planeación de los movimientos comerciales y de 
abasto, la carencia de vías de circunvalación que eviten el paso por avenidas y 
calzadas centrales del transporte de carga en tránsito del norte al sur y del 
oriente al occidente y viceversa. Situaciones parecidas empiezan a generarse en 
otras urbes metropolitanas del país. No es posible creer que existan barreras en 
la atmósfera que impidan la circulación de partículas contaminantes entre las 
entidades circundantes del Distrito Federal y la ciudad de México. El DF no 
es una isla sin comunicación con la gran región centro del país y otras regio­
nes también sujetas a deterioro ambiental. 

Algunos de los problemas críticos del medio ambiente mexicano fueron 
expuestos en el segundo informe bienal de Sedesol correspondiente a 
1993-1994, y en los publicados por Semarnap en colaboración con el Institu­
to Nacional de Estadística, Geografía e Informática (INEGI), que abarcan los 
bienios 1995-1996 y 1997-1998. 5 Debe reconocerse que, independientemen­
te de la gran cantidad de información que contienen estos informes -no to­
da ella de la misma calidad-, no se advierte que la situación ambiental de Mé­
xico haya mejorado en los últimos 25 años. Esto ha sido señalado también por 
la OCDE en su informe de evaluación del desempeño ambiental de México.6 

Más recientemente, el grupo G-25, un grupo independiente, ha hecho un aná­
lisis objetivo de la situación ambiental, incluida la estructura institucional de 
la política en la materia. 7 

5 Secretaría de Desarrollo Social/Instituto Nacional de Ecología, México: informe de la si­
tuación general en materia de equilibrio ecológico y protección al ambiente, México, 1994; INEGI y 
Semarnap, Instituto Nacional de Ecología, Estadísticas del medio ambiente 1997 e informe de la si­
tuación general en materia de equilibrio ecológico y protección al ambiente 1995-1996, México, 

1999, INEGI e !NE, Indicadores de desarrollo sustentable en México, México, 2000. 
6 OCDE, Andlisis del desempeño ambiental, México, París, OCDE, 1998. 
7 Grupo de reflexión (G-25), México: hacia una política ambiental eficaz para el desarrollo 
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La educación ambiental, por más que se hable de ella, está apenas en sus 
principios. Se propicia la idea de que hay que incorporarla en los planteles de 
ensefianza preprimaria y primaria (básica), pero se desatiende lo que pudiera 
hacerse en la ensefianza secundaria y media superior y, en el creciente ámbito 
de la educación superior, en los múltiples centros de capacitación que existen 
en el país, y entre la población adulta. Se carece de una visión global integrati­
va y orientada al futuro. Se descuida la educación y capacitación sobre prácti­
cas ambientales entre la población urbana en general, en los hogares, las fábri­
cas, las oficinas, en los servicios de transporte, etcétera. El agua, elemento ya 
escaso en gran parte de México, no es objeto de campafias de ahorro y uso efi­
ciente. La recolección de basura obedece aún a sistemas primitivos, dispendio­
sos, antiambientales y antisociales en sus consecuencias, tanto en ciudades 
grandes como, con mayor razón, en los poblados pequefios y en el campo. Se 
carece de un plan nacional de recolección de residuos municipales y desechos 
en general. El reciclaje, el reuso, la separación de basura no se practican sino 
por absoluta excepción, y se evita formular programas nacionales en la mate­
ria con el argumento de que la basura y su recolección son asunto de jurisdic­
ción municipal, que es donde menos conocimiento y recursos se hallan. 

CONCLUSIONES 

¿Qué relación puede preverse que tenga la situación ambiental del país y sus 
tendencias con la cohesión social? Pueden adelantarse más bien hipótesis que 
análisis con fundamento, puesto que no se tiene conocimiento de ninguna in­
vestigación en estos asuntos en México. 

Una primera hipótesis sería que la población urbana educada, con por lo 
menos grado de ensefianza secundaria para arriba, tiene alguna conciencia de 
que la contaminación y el deterioro ambientales, en sus diversas formas, afec­
tan o pueden afectar la salud humana -aun sin comprender todas las mani­
festaciones, y aún menos las de carácter global, como el cambio climático. Las 
personas en esta categoría saben que no puede acumularse en forma indefini­
da basura sin tratar, o enviarse simplemente a tiraderos incontrolados; que los 
tiraderos son gigantescos nidos de ratas y fuente de infecciones; que algunos 

sustentable, México, Céspedes, marzo de 2000. Posteriormente, el G-25 presentó a la considera­

ción del presidente electo, Vicente Fox, una serie de propuestas y recomendaciones titulada 

"Cambio y fortalecimiento en medio ambiente. México necesita de una política y una gestión 

ambiental eficaz", publicadas como desplegado en Reforma, miércoles 16 de agosto de 2000. 



LA POLÍTICA AMBIENTAL Y LA COHESIÓN SOCIAL 205 

desechos pueden ser peligrosos o aun tóxicos; que algunas sustancias se infil­
tran al suelo y a los mantos freáticos; que el aire en la zona metropolitana de la 
Ciudad de México, en varias otras metrópolis y en ciertos centros de la indus­
tria petroquímica es una amenaza permanente a la salud humana. Por otra par­
te, hay mucha información errónea y no comprobada, como la de que el ozo­
no presente en la Ciudad de México y en otras urbes es responsable de alta 
morbilidad por enfermedades respiratorias y aun de miles de decesos anuales 
-nada de esto se ha verificado con rigor estadístico. En cambio, se carece en 
todas partes de suficiente información sobre los daños causados por los insec­
ticidas y plaguicidas dorados, como el DDT y sus variantes y una larga lista de 
productos de uso semejante, con frecuencia prohibidos en otros países; tampo­
co se aprecia el daño ambiental que pueda causar la aplicación excesiva de abo­
nos nitrogenados. Poca gente se entera de que la mayor parte de las reservas hí­
dricas del país están ya contaminadas por estas sustancias. En general, se carece 
de una cultura favorable al trataniiento y buen uso de la basura doméstica y 
otros residuos, con separación de distintos tipos de basura -orgánica, papel y 
cartón, metales, vidrio, sustancias peligrosas y tóxicas, por lo menos. Las auto­
ridades locales, con algunas excepciones, no cuentan con capacitación y orien­
tación adecuadas, ni recursos financieros, para implantar este tipo de medidas 
y para coordinar actividades entre la población civil. La concientización am­
biental de la población urbana es insuficiente, a veces incluso a base de infor­
mación errónea o incompleta, y las medidas destinadas a crearla son todavía 
mínimas y desarticuladas en su conjunto en relación con las necesidades. 

Una segunda hipótesis sería que las poblaciones campesinas, incluidas las 
indígenas, no obstante que se sostenga en algunos círculos que son sabias en 
cuanto a la protección de la naturaleza -lo que tampoco ha sido probado con­
vincentemente- están transitando de una situación "antigua'' dominada por 
actividades rurales pequeñas y "naturales", a otra de carácter semiindustrial y 
semiurbano, en que se emplea maquinaria, combustibles derivados del petró­
leo, insecticidas dorados y abonos químicos que dañan el ambiente. Las más 
"rurales" de estas comunidades en muchas partes del país, sobre todo en las zo­
nas del golfo de México, el sur y el sureste de México, invaden las superficies 
boscosas para hacer leña y para abrir tierras al cultivo --el sistema de quema y 
roza- a fin de dedicarlas a productos que se obtienen con semillas de bajo ren­
dimiento -tierras que después se abandonan, con pérdida de suelos y de fer­
tilidad. Tienen pocos animales, y en general subalimentados y expuestos a en­
fermedades, y sus desechos van frecuentemente a los arroyos y ríos, sin 
aprovecharse. Además, la densidad demográfica en estas zonas ha seguido au­
mentando. Puede deducirse que en estas modalidades de la actividad agrope-



206 POLÍTICAS Y ESTRATEGIAS AMBIENTALES 

cuaria no existe suficiente conciencia de los daños ambientales, pues las prio­
ridades familiares son simplemente las de alimentarse y sobrevivir. 

Una tercera hipótesis se relaciona con la cultura familiar en los segmentos 
de ingreso modesto o reducido, donde lo más probable es que no se dé ningún 
valor al tema ambiental. Se desperdicia agua (si la hay disponible), se tira la ba­
sura en cualquier hoyanco o barranco, o por el camino, se cortan árboles para 
hacer leña, se hacen trabajos de carpintería rural o de obtención de resinas a 
costa del bosque, se desconoce la preparación de composta, se carece del más 
elemental sistema de drenaje sanitario, se practica la preparación de alimentos 
sin suficiente o ninguna consideración higiénica o ambiental. En las pequeñas 
empresas familiares, los desechos se vierten en los arroyos y las zanjas. Las fa­
milias urbanas o semiurbanas de clase media sólo por excepción llevan a cabo 
prácticas ambientales. En las grandes ciudades, y aun en algunas de tamaño 
medio, estas modalidades de la desatención al ambiente están instaladas ade­
más en la economía informal y en el ambulantaje creciente de todos tipos. 

En las tres hipótesis anteriores podría sostenerse que los problemas am­
bientales no afectan directamente la cohesión social a tal grado que depende de 
otros factores. Dicha cohesión podría mantenerse o bien ha sido ya quebran­
tada por la emigración y sus efectos, la comercialización, la ignorancia, la rapi­
ña, la ruptura intrafamiliar y aun por la corrupción de las autoridades locales. 
Es decir, existe divorcio entre una situación ambiental determinada y la cohe­
sión social. En las zonas marginadas o semimarginadas de los centros urbanos 
es probable que se verifique la misma situación, aunque pueda haber unas po­
cas excepciones. De cualquier manera, los pequeños esfuerzos proambientales 
de grupos menores de la población que pudieran involucrar cooperación en el 
ámbito local, de barrio, de colonia o de municipio, contribuyendo tal vez a la 
cohesión social si a la vez existieran instancias de intermediación y solución de 
diferencias y conflictos, no llegan aún a proyectarse a escalas regionales ni en 
el ámbito nacional. En este sentido, el deterioro ambiental proseguirá, sin pro­
vocar respuesta suficiente de la sociedad civil -hasta que se produzca un de­
sastre natural o una contaminación local que cause víctimas y daños materia­
les. La solución que se dé a estos casos no garantiza, por lo demás, que se 
mejore la cohesión social si intervienen la corrupción o el engaño por parte de 
las autoridades y los actores intermediarios, y si prevalecen las inequidades co­
munes en los sistemas administrativos y judiciales locales. 

Una cuarta hipótesis es que las empresas industriales y de servicios de gran 
dimensión, así como las transnacionales, han reconocido en su mayor parte 
que una buena política ambiental de su parte es requisito fundamental para la 
competitividad interna e internacional, como ya se ha demostrado en diversas 
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encuestas y en estudios específicos. Al inculcar principios de protección y cul­
tura ambientales y poner en práctica acciones pertinentes en los procesos in­
dustriales, de almacenaje, de empaquetado y de distribución, las empresas de 
estas dimensiones educan y capacitan a su vez a sus funcionarios técnicos y ad­
ministrativos, a sus operarios e incluso a sus obreros no calificados. Las empre­
sas que a su vez dan a conocer sus resultados en forma accesible con~i:ibuyen así 
a mejorar la concientización y la conducta proambientales de la población 
donde están ubicadas o con la que mantienen relación. 

Una quinta hipótesis es que existe en cambio un gran problema de ausen­
cia de cultura empresarial ambiental entre las pequeñas y medianas empresas 
en la industria, el comercio y los servicios. Estas empresas han padecido una di­
fícil situación en los últimos 20 años en cuanto a financiamiento, acceso a tec­
nología y a información, por desatención por parte del Estado, y por simple ig­
norancia o desidia. Es decir, las pequeñas y medianas empresas no contribuyen 
por medio de políticas ambientales a una mayor eficiencia social, dan mal 
ejemplo y alimentan la idea de que la supervivencia es más importante que la 
ecoeficiencia. Para una sana evolución de una empresa, cualquiera que sea su 
tamaño, no debe haber incompatibilidad entre ecoeficiencia y capacidad. Sin 
embargo, el tema aún no ha sido objeto de estudios concretos ni se ha explo­
rado en todas sus dimensiones.8 Sería posible que una buena política hacia las 
pequeñas y medianas empresas fortaleciera la cohesión social. 

Una sexta hipótesis sería que la cohesión social sólo podría responder po­
sitivamente al problema de los deterioros ambientales en la medida en que la 
misma política ambiental se mejorara, se volviera más transparente, más parti­
cipativa, más eficaz y libre de corrupción, si dispusiera de mayores recursos y 
se explicara a la población con claridad y honestidad de propósitos, con la coo­
peración de los medios y de los sectores empresariales grandes, medianos y pe­
queños. 

Mientras no ocurra todo esto y no se tomen en serio los lineamientos de 
lo que podría ser una política de desarrollo sustentable y equitativo, no habrá 
seguridad de que .esta nueva visión del desarrollo -el desarrollo sustentable y 
equitativo-, por ese solo hecho, pueda considerarse como elemento protector 
o propulsor de la cohesión social. 

8 Merece mencionarse una encuesta sobre la conducta ambiental en empresas industriales 

y de servicios en la ZMCM llevada a cabo en 1994-1995. Véase Alfonso Mercado García (coord.), 

Instrumentos económicos para un comportamiento empresarial favorable al ambiente en México, Mé­
xico, El Colegio de México y Fondo de Cultura Económica, 1999. 





IAS PERSPECTIVAS DE UN DESARROLLO 
SUSTENTABLE EN MÉXICO* 

l. EL DESARROLLO DESIGUAL E INSUSTENTABLE DE MÉXICO 

EN LOS ÚLTIMOS 40 AÑOS 

La economía mexicana ha sido exhibida ante el mundo como una economía en 
desarrollo que alcanzó fuertes bríos en los años cincuenta a sesenta inclusive. El 

producto interno bruto a precios constantes se elevó a una tasa anual media geo­
métrica de 6.4% entre 1951 y 1980, lo que pese a una población dinámica, con 
aumento medio anual de 2.9%, permitió que el producto por habitante se ele­

vara a 3.34%. En otros términos, el producto per cápita a precios constantes au­
mentó 2.68 veces en 30 años, lo que puede calificarse como un desempeño eco­
nómico extraordinario. 

Estos indicadores siempre se han considerado como sintéticos, pues se ba­
san en grandes agregados y no reflejan la composición del producto ni su distri­
bución por niveles de ingreso. Esos 30 años, no obstante, fueron significativos 

por el crecimiento de todos los principales sectores: el agropecuario, el minero, 
el industrial y el de servicios. Se logró, además, un leve mejoramiento de la dis­

tribución del ingreso, reflejado en la mayor proporción de la fuerza de trabajo 
ocupada en actividades de mayor productividad y en un incremento del salario 
medio real. Estos indicadores señalan que se generó un proceso de desarrollo en 

el sentido moderno del término, aun cuando no estuvo exento de los problemas 
estructurales no resueltos. 

En la actualidad, a partir de 1981 la economía mexicana da muestras de 
poco dinamismo, de grandes disparidades en la evolución de los principales, 
sectores y de agudas desigualdades de ingreso y sociales. Es más, según los mis­

mos indicadores, la economía entró desde principios de los años ochenta en 
una profunda crisis de estancamiento. Entre 1981 y 1998, el PIB a precios cons-

* Trayectorias, Revista de Ciencias Sociales, Universidad Autónoma de Nuevo León, año 2, 

núm. 2, pp. 68-76, enero-abril de 2000. 

Conferencia presentada en la Academia Mexicana de Ingeniería durante la Reunión Inter­

nacional de Ingeniería y Sociedad, México, D.F., 29 de septiembre de 1999. 
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tantes se ha incrementado a una tasa media anual de apenas 1.61 %, y el PIB per 
cápita ha disminuido durante esos casi dos decenios a una tasa media anual de 
0.34%, aun teniendo en cuenta que el incremento poblacional, durante este 
periodo, se redujo de cerca de 2.6% al año a 1.8%. En rigor, todas las cifras so­
bre aumento y disminución del PIB deberán someterse, con elementos que ha 
empezado a calcular el INEGI, a correcciones y ajustes que tengan en cuenta el 
costo de la pérdida de recursos naturales y los efectos de la contaminación. O 
sea que los incrementos del PIB, medidos en términos de cuentas ambientales, 
resultarían menores y los descensos mayores. 

El origen de este virtual estancamiento de la economía mexicana durante 
los 18 años transcurridos entre 1981y1998 -a lo que podría añadirse el es­
caso 3% de incremento esperado en 1999-, acompañado de fuertes contras­
tes distributivos en su interior, ha de encontrarse en el decenio 1971-1980, con 
algunos antecedentes en los años sesenta. 

Entre 1969 y 1971, la inversión privada en la agricultura y la industria se 
debilitó, por múltiples causas, entre las que cabe citar los acontecimientos de 
1968, de carácter político. No obstante, empezaron también a ejercer influen­
cia dos factores económicos importantes: uno, el hecho de que a principios de 
los años setenta la expansión de la producción petrolera llegaría pronto a su fin 
por falta de inversión pública en exploración de yacimientos de hidrocarburos 
y por escasa modernización de la industria respectiva; y otro, por la creciente 
sobrevaluación de la moneda frente al dólar que se inició hacia fines de los años 
sesenta. El tipo de cambio de 12.50 por dólar fijado en abril de 1954, que al 
principio representó una subvaluación, se tornó progresivamente en un indi­
cador menos estimulante de las exportaciones y más permisivo de las importa­
ciones a medida que la tasa de inflación mexicana, aunque en aquellos tiempos 
fuese muy moderada, acumulaba año tras año una disparidad creciente respec­
to a la de las economías industriales, en particular la de Estados Unidos. 

Por añadidura, la política arancelaria fue altamente proteccionista, con re­
percusión en el nivel de los precios internos. La sustitución de importaciones 
iniciada años atrás adquiría cada vez más características de inducción de una 
escalada de costos y de pirámides ineficientes de industrias sobreprotegidas. 
Como consecuencia, la exportación de manufacturas, a diferencia de lo que 
ocurría en otros países latinoamericanos, resultaba casi inexistente. Las expor­
taciones consistían abrumadoramente en productos agropecuarios y mineros, 
que se adaptaban a los precios internacionales (casos del café, el algodón, el 
azúcar, los metales no ferrosos, etc.). Para fines de 1970, el peso estaba indu­
dablemente sobrevaluado y se avecinaba una crisis de balanza de pagos. Ésta se 
generó en pocos años, en especial al surgir en 1973 un déficit petrolero que 
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coincidió con un alza de siete veces el costo del barril de petróleo crudo en el 
mercado internacional. Por inercia, se mantuvo el tipo de cambio de 12.50 por 
dólar, en tanto que la tasa media anual de inflación comenzó a elevarse. En 
agosto de 1976, fue necesario devaluar el peso para corregir en parte el dese­
quilibrio externo y por agotamiento de la reserva de divisas. 

Sin embargo, mientras tanto, el descubrimiento de nuevos yacimientos de hi­
drocarburos y el empleo de nuevas técnicas de exploración y explotación contri­
buyeron a convertir a México, en 1974, en país exportador neto de petróleo cru­
do, con beneficio de los nuevos y elevados precios en el mercado internacional. 
Esto a su vez dio pie a que México se endeudara directamente con la banca comer­
cial internacional, a plazos relativamente cortos y a tasas de interés de alto riesgo. 
La falta de recursos presupuestales se suplió con crédito fácil del exterior. Los 
4 000 millones de dólares de deuda externa a fines de 1970 se ampliaron a 20 000 
para diciembre de 1976; es decir, la deuda externa se multiplicó por cinco y ad­
quirió una composición que hacía más vulnerable su servicio. La expansión del 
gasto público por medio de déficit y la del crédito bancario interno se añadieron 
a otros factores para crear un proceso inflacionario inédito, que acentuó la tenden­
cia a la sobrevaluación del peso, hasta que éste reventó en agosto de 1976. 

México, por cierto, sin proponérselo y sin que hubiera conciencia nacio­
nal en la materia -pues en aquella época no se hablaba de globalización- en­
tró vía el petróleo, de lleno, a un gran mercado globalizado y por vía del endeu­
damiento, externo masivo con la banca comercial de los países industrializados, 
a la globalización financiera. Jamás se midieron las consecuencias que ello ten­
dría, no estaba el país preparado para una súbita interdependencia económica 
y financiera internacional. 

Antes de que finalizara el decenio de los setenta, al volver a elevarse el pre­
cio internacional del petróleo crudo en 1979, al triple de la cotización enton­
ces vigente, y contando ya con una producdón exportable muy aumentada, la 
política económica instrumentada en México perdió los estribos y cayó en el 
paroxismo del endeudamiento, tanto interno como externo. Para 1980 se pen­
só que el petróleo garantizaría plenamente las obligaciones externas, que se ha­
bían incrementado nuevamente alcanzando el cuádruplo del monto anterior, 
en ello participó el sector empresarial. 

El déficit del sector público llegó a ser de 16% del PIB en 1981, y se crea­
ron las condiciones para que se contrataran préstamos bancarios del exterior a 
muy corto plaw con el solo propósito de pagar con ellos los intereses sobre las 
deudas precedentes. El año de 1981 fue el último que registró un fuerte creci­
miento del PIB, en buena medida "petrolizado", de 8.8%. Para mediados de 
1982, México entró en un estado técnico de quiebra, sin acceso a nuevos eré-
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ditos. El PIB registró entre 1981 y 1990 una tasa media de incremento de ape­
nas 0.82% anual (descenso medio anual por habitante de 0.01 %), cifras que 
se benefician del extraordinario aumento ocurrido en el año inicial del cálcu­
lo. Fueron los primeros nueve años del estancamiento. 

La economía mexicana no se ha recuperado desde entonces, excepto lige­
ramente durante los años 1991-1994. La caída de 6.2% en 1995, derivada de 
la crisis del peso de diciembre de 1994 y del ajuste necesario para poder sobre­
llevar el nuevo endeudamiento externo de 1995, no se compensó hasta 1997. 
El PIB per cápita en ese año no superó al de 1994. Es más, la recuperación se 
ha registrado casi exclusivamente en los sectores manufactureros de exporta­
ción, que contribuyen con no más de 11 o/o a la demanda agregada, y que tie­
nen un alto contenido de importaciones. La inversión interna nacional dismi­
nuyó, la industria de la construcción se contrajo a una mínima expresión, el 
consumo del sector público se redujo y el consumo privado, en su conjunto 
(que incluye pequeños sectores de alto consumo y grandes sectores de subcon­
sumo), decreció. La evolución en 1998y1999 se ha caracterizado por los mis­
mos rasgos. En consecuencia, la desigualdad y la marginación se han incremen­
tado, ya que la fuerza de trabajo ha seguido creciendo a 3.3% anual ante un 
mercado de trabajo que no puede absorberla. 

II. PERSPECTIVAS DE UN DESARROLLO SUSTENTABLE 

Y EQUITATIVO EN MÉXICO 

La síntesis anterior, referida casi exclusivamente a los aspectos económicos, de­
be servir como telón de fondo para cualquier consideración sobre la perspecti­
va futura. Muchas otras personas podrán aportar sus luces sobre los aspectos po­
líticos, sociales y culturales, y aun dentro del campo económico acerca de temas 
específicos como los presupuestales y fiscales, los bancarios y otros. Lo que he 
querido es partir de una realidad objetiva: la de que la economía está todavía en 
una profunda crisis estructural que algunos avances de los últimos años no han 
podido contrarrestar. Para mí no es fácil siquiera imaginar cómo una economía 
con las características de la mexicana pueda pasar por una transición sólida a ser 
una economía en expansión y capaz de reducir las desigualdades internas. Las 
desigualdades no se abatieron ni siquiera en los mejores años de las expansiones 
económicas anteriores. La capacidad de la economía mexicana para obtener pro­
vecho de la globalización, y dentro de ella del enorme mercado norteamericano 
que ofrece el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), no está 
aún probada, porque las carencias básicas en la política de desarrollo anterior al 
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presente no se han compensado y porque la actual proclividad a que todo se re­
suelva por las fuerzas del mercado, con el mínimo de intervención del Estado, 
no conduce a soluciones socialmente eficientes ni equitativas. Se ha pasado de 
los excesos del intervencionismo estatal en la economía a los excesos de una no­
ción de mercado en la que sólo los actores fuertes pueden prosperar. 

En estas condiciones, cabe preguntarse si México está preparado para em­
prender una estrategia de desarrollo sustentable y equitativo, si hay elementos 
que permitan suponer que se puede transitar de un desarrollo insustentable e 
inequitativo (o, como prefiero decirlo: "quitativo") a un desarrollo sustentable 
y equitativo. Paso a explicar estos términos. 

La idea del desarrollo sustentable no fue inventada en la Cumbre de Río de 
Janeiro de 1992: la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente 
y Desarrollo. La preocupación por el medio ambiente ha tenido fuenes raíces his­
tóricas, en particular en relación con la conservación de los recursos naturales. Los 
procesos de industrialización iniciados a fines del siglo XVIII en Europa, basados 
en el carbón y en el transpone de materias primas de ultramar y en la innovación 
tecnológica, cambiaron las estructuras de la producción de las manufacturas y 
concentraron grandes aumentos de productividad. Los efectos ambientales se 
produjeron con velocidad, pero no se percibieron como peligrosos o dañinos 
para la salud humana fuera de los confines de las pequeñas zonas industrializadas. 
Sin embargo, la acumulación de innovaciones, el descubrimiento del petróleo y 
la elaboración de sus principales derivados, los nuevos procesos químicos y el po­
der de la industria mecánica llevaron a nuevas etapas de industrialización. La pri­
mera guerra mundial y la crisis económica internacional de los años treinta de es­
te siglo pusieron al descubieno los primeros indicios del deterioro ambiental. 

La segunda guerra mundial dio mayor impulso a la producción manufac­
turera y en consecuencia a la generación de desechos o residuos. Ya en los años 
sesenta las comunidades científicas llamaron la atención sobre las consecuen­
cias ambientales. Poco después, su preocupación tuvo eco en las ciencias socia­
les, aunque escasamente en la ciencia económica como tal. 

De algunas experiencias en América Latina surgió la idea del "ecodesarro­
llo", el desarrollo sin destrucción del ambiente, idea que se conoció en la pri­
mera Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente, en Estocol­
mo en 1972. En esa época el desarrollismo propugnado por muchos gobiernos 
y por organismos internacionales como la CEPAL y otros no tomaba en cuenta 
en absoluto la repercusión en el medio ambiente. Connotados economistas del 
mundo industrializado y de los países en desarrollo escribían sobre desarrollo 
sin añadir los términos "deterioro ambiental". Naciones Unidas puso en mar­
cha su primer gran programa, el Programa de Naciones Unidas para el Medio 
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Ambiente (PNUMA), con sólo 100 millones de dólares. Algunos países industria­
lizados empezaron a instrumentar medidas de control del deterioro ambiental. 
Los organismos no gubernamentales enarbolaron la divisa "verde" y crearon 
movimientos importantes en diversas partes del mundo. 

El tenue progreso en la materia y el divorcio completo entre desarrollo 
económico y medio ambiente condujeron a que se fortaleciera la acción de las 
Naciones Unidas a partir de 1984. Se creó en primer lugar una gran comisión 
de personalidades de todas las regiones, asesoradas por un compacto grupo de 
funcionarios técnicos. La comisión presidida por la primera ministra de No­
ruega, la señora Gro Harlem Brundtland, dio a conocer su informe en 1987, 
titulado Nuestro faturo común. Ésta fue la base sobre la que se construyó la 
Conferencia de Río de Janeiro de 1992 que, tomando las recomendaciones del 
Informe Brundtland, propuso a la humanidad emprender un proceso de desa­
rrollo sustentable y equitativo. En un documento importante aprobado en la 
conferencia, la Agenda 21, se elaboraron los distintos aspectos en 38 capítulos, 
con recomendaciones consensadas. 

Por desarrollo sustentable y equitativo se quiere decir un desarrollo -una 
forma de crecimiento de la producción de bienes y servicios- que, a la luz de 
los daños ya manifiestos y de los previsibles, resultantes de esa misma produc­
ción, permita respetar la integridad de la naturaleza y garantizar los equilibrios 
ecológicos globales y regionales. Ello supone, entre otras cosas, economizar re­
cursos agotables como los hidrocarburos y remplazar su uso por energéticos 
menos contaminantes de la atmósfera y de los suelos y las aguas. Se deberá asi­
mismo proteger los recursos hasta ahora renovables, como el agua dulce, los 
bosques y los suelos, con programas más activos tanto nacionales como inter­
nacionales. Se supone a la vez un mejor ordenamiento territorial de los asenta­
mientos· humanos, en especial la protección del hábitat. Y sobre todo, el desa­
rrollo sustentable entraña el compromiso global, regional y nacional de legar a 
las generaciones humanas venideras un ambiente protegido y el acceso, en me­
jores condiciones, a los recursos que han hecho posible que hasta ahora una 
proporción apenas pequeña de la especie humana haya podido disfrutar de me­
jores niveles de vida. Es decir, el desarrollo sustentable debe ir acompañado de 
mayor equidad entre las naciones y dentro de las naciones, a fin de lograr sus 
resultados a largo plazo, que se expresarán en la salud, la educación, el hábitat 
humano, la calidad de vida y otras manifestaciones positivas de la convivencia. 

Una parte esencial del proceso de desarrollo sustentable y equitativo es la 
instauración de políticas de gran alcance de protección del ambiente. No es el 
único elemento componente del desarrollo sustentable, pero es indispensable, 
en sus aspectos científico-tecnológicos, culturales, de gestión empresarial, de 
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educación y capacitación y de política pública. Continuar el desarrollo como 
antes, con insustentabilidad ambiental, y mantener la desigualdad y las inequi­
dades no conduce al futuro que se aceptó como objetivo en Río de Janeiro. 

Junto con otros 177 países, México adquirió en 1992 el compromiso en Río 
de Janeiro, al suscribir la Declaración de Río, de emprender el desarrollo susten­

table. Igual que los otros 177 países, no se ha dado aún el primer paso para que 
la economía y la sociedad mexicanas entren a una transición hacia un proceso de 
desarrollo sustentable. No se debe desestimar lo que se ha empezado a obtener 
en diversos aspectos de una política ambiental nacional, apoyada además en va­
rios programas de cooperación internacional de los organismos de las Naciones 
Unidas, y en programas regionales y bilaterales. A pesar de ello, la política am­
biental de México, con muchos años de retraso, no goza de la prioridad en la 
conciencia nacional, ni en el gobierno, ni en los sectores empresariales, ni en la 

sociedad civil, que se requeriría para que todos los esfuerzos se encaminen desde 
ahora y a plaws intermedios y largos a la consecución de un desarrollo sustenta­
ble y equitativo. Repito, no se trata solamente de la protección ambiental a cor­

to plazo, sino de un conjunto de políticas públicas encaminadas a mantener la 
sustentabilidad e integrar socialmente a la sociedad civil y a la participación ciu­
dadana en la creación de condiciones equitativas vinculadas al desarrollo. 

Podrían algunos sostener que mientras otras naciones no se dirijan con 
paso firme hacia el desarrollo sustentable y equitativo no vendría al caso que 
México lo hiciera. El dilema es real: seguir promoviendo crecimiento y desa­
rrollo económico sin miramientos adecuados al ambiente y a las condiciones 
sociales, o integrar todos los elementos en un conjunto congruente de políti­

cas públicas que lleven a la meta del desarrollo sustentable. 
Se ha puesto de manifiesto en muchas sociedades que la política ambien­

tal no añade costos reales al proceso de desarrollo, porque induce la eficiencia 
y la competitividad y porque existen medios tecnológicos para mejorar el am­
biente a costos decrecientes. Ello no ha sido reconocido aún en la economía 

mexicana; en particular la pequeña y la mediana industria, así como en medi­
da importante las industrias y actividades paraestatales están ausentes de la po­
lítica proambiental. Para lograr una política proambiental en el sector empre­
sarial se requiere no sólo conocimiento y capacidad tecnológica, sino capacidad 
empresarial, capacitación de los cuadros medios y acceso a recursos e informa­

ción, incluidos recursos financieros. Se puede sostener con claridad que sin in­
centivos fiscales y financieros es dificil que la pequeña y mediana empresa, que 

constituye la mayoría, logre emprender programas proambientales y conservar 
su puesto en los mercados, contribuyendo así a crear empleo. Una política am­
biental no puede consistir solamente en la publicación de normas, la designa-
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ción de inspectores para comprobar su cumplimiento y la imposición de mul­
tas y cierres de actividades. A escala municipal, brilla por su ausencia en Méxi­
co un programa nacional de recolección de basura y de disposición adecuada 
de los residuos y los desechos, tanto de los hogares como de las empresas indus­
triales y de servicios. Se carece también de programas para reducir la contami­
nación que la producción agropecuaria moderna, basada en agroquímicos, ha 
generado en perjucio de las cuencas hídricas. 

Otorgar la prioridad necesaria a la política ambiental como elemento de un 
desarrollo sustentable y equitativo requiere, por una parte, un amplio foro de 
discusión nacional que no existe aún en México, y una reorganización de las es­
tructuras públicas con el fin de facilitar la transición al desarrollo sustentable de 
una manera coordinada, con la participación de todos los sectores civiles inte­
resados y pertinentes. Es una enorme tarea en que será preciso despojarse de ata­
vismos, de mitos condicionantes y de inercias, para aviwrar un nuevo horiwn­
te. Al mismo tiempo, será preciso integrar todos los elementos del desarrollo 
sustentable y equitativo en un conjunto sistémico que reconozca las intercone­
xiones y la complejidad, las proyecciones no lineales y las retroalimentaciones, 
los tiempos y los espacios. Ésta es la gran tarea para el futuro. 
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EL GRAN DESAFf O DEL SIGLO XXI: EL DESARROLLO 
SUSTENTABLE. ALCANCES Y RIESGOS PARA MÉXICO* 

Con base en el andlisis del comportamiento que ha tenido la evolución de la eco­
nomía mexicana en los últimos 50 años, el autor sostiene que, para que México 
pueda ofrecer a la sociedad mexicana un desarrollo sustentable y equitativo en el 
próximo siglo, ademds de asumirlo como un compromiso de toda la sociedad, serd 
necesario profondizar en el proceso de democratización efectiva y participativa; en 
el diseño de estrategias económicas de largo plazo; revertir la creciente desigualdad 
social- la ineficacia del conjunto del sistema educativo; la imu.ficiencia de los pro­
gramas de apoyo a la ciencia y la tecnología innovativa; así como alcanzar una con­
gruencia general entre fines y medios. 

INTRODUCCIÓN 

Con la proximidad del siglo XXI, que en rigor empieza el primer segundo de 
enero del año 200 l, cabe reflexionar acerca de la situación en que se encuen­
tran la economía y la sociedad mexicanas después de 19 años de estancamien­
to, que a fines del año 2000 serán dos decenios. 

El propósito de este ensayo es el siguiente: 
• Analizar la evolución de la economía mexicana de los últimos 50 años, 

con atención al contraste entre el crecimiento sostenido del periodo 
1951-1980 y el estancamiento con inflación en el periodo 1981-2000. 

• Considerar lo que significa adentrarse en un periodo tal vez nuevo de 
avance, en el siglo XXI, dominado por la globalización, con distintas oportuni­
dades y mayores requisitos, para encaminar a la sociedad mexicana hacia el de­
sarrollo sustentable y equitativo. 

* El Mercado de ~lores, cambio de siglo, una visión prospectiva, afio LIX edición en espa­

fiol, 12/99 diciembre, pp. 50-59, Nacional Financiera. 
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MEDIO SIGLO DE AVANCE Y RETROCESO 

Durante los últimos 50 años (1950-2000), induyendo de una vez un año 2000 
proyectado, la economía mexicana ha experimentado dos grandes periodos de 
gran contraste: uno de crecimiento y desarrollo, de 1951 a 1980, y otro de es­
tancamiento e inflación de 1981 a 1999-2000. 

EL CRECIMIENTO, 1951-1980 

El primer periodo se construyó desde una base débil, la de los años veinte y 
treinta, seguida de una industrialización moderna incipiente en los años cua­
renta, afectada por auge, inflación y desequilibrio externo. 

Durante los años cincuenta se logró, a partir de 1954, un largo periodo de 
estabilización con crecimiento que a fines de los sesenta comenzó a mostrar in­
dicios de crisis al percibirse una próxima escasez de petróleo crudo y una cre­
ciente sobrevaluación del peso. 

En los años setenta se quiso evitar o aplazar la crisis con base en el descubri­
miento de grandes yacimientos petrolíferos profundos, la exportación de petró­
leo crudo bajo el paraguas de precios determinado por la acción de la Organiza­
ción de Países Exportadores de Petróleo (OPEP) y el acceso libre a los petrodólares 
en manos de la banca comercial global. Sin embargo, las políticas macroeconó­
micas fueron desequilibrantes, en particular un gran gasto público deficitario sin 
reforma fiscal. Las consecuencias fueron un proceso inflacionario y, al fin, la de­
valuación del peso, ya para entonces (1976) bastante sobrevaluado, tras una re­
lativa estabilidad de más de 20 años, afectada en forma gradual por la inflación, 
y al fin agudizada por un sobreendeudamiento externo. Se acentuó el auge pe­
trolero entre 1977 y 1981 sin cambio en la política macroeconómica, y sobrevi­
no el colapso de 1982 con una deuda externa más de 20 veces superior a la que 
existía a fines de 1970. El año de 1981 fue el último de elevado crecimiento del 
producto interno bruto (rrn) en este siglo (8.6%). 

En resumen, durante 1951-1980 inclusive, el incremento medio anual del 
PIB fue de 6.41 %, acompañado de un aumento de la población a tasa media, 
bastante elevada, de 2.98%, lo cual dio una elevación del PIB per cápita anual 
medio, en 30 años, de 3.3% (véase cuadro l). 

En pocos países en vías de desarrollo se había registrado en esa época un 
avance tan notable en las cifras agregadas. Sin embargo, fue un crecimiento dis­
parejo caracterizado por una industrialización rápida bajo un sistema de eleva­
da protección arancelaria apoyada en barreras no arancelarias, intervención 
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Cuadro l. México: tasas de crecimiento por periodo 

PIB pesos 
constantes Población PIB/hab. 

Periodos (%) (%) (%) 
1951-1960 6.10 2.91 3.10 
1961-1970 6.46 3.18 3.16 
1971-1980 6.69 2.89 3.73 
1981-1990 1.67 2.22 -0.54 
1981-1995 1.39 2.15 -1.12 
1991-1994 2.64 2.00 0.62 
1991-1995 0.84 2.02 -0.58 
1991-2000 2.82 1.90 0.89 
1996-1997 6.07 1.98 4.04 
1996-2000 4.81 1.74 2.97 
1951-1980 6.41 2.98 3.33 
1981-2000 2.24 2.06 0.17 

Nota: todas las tasas tienen como base el año anterior al del periodo de que se trate. 

Fuente: cifras oficiales, Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (INEGI), excep­

to 1998-1999. 

fuerte del Estado en la inversión en capacidad productiva y en el auge de algu­
nos renglones de agricultura moderna, pero con gran descuido de otras áreas 
como la agricultura campesina y el desarrollo forestal, la vivienda urbana, la 
educación, la ciencia y la tecnología. La economía mexicana, con excepción del 
petróleo, se cerró a la participación en los mercados mundiales. Las manufac­
turas no fueron competitivas afuera de las fronteras protegidas. El capital ex­
tranjero participó muy poco en la expansión y en cambio el crédito externo, al 
final, se usó en forma indiscriminada. 

El estancamiento, 1981-2000 

El segundo gran periodo de la economía, de 1980 al año 2000 en su conjun­
to, ha sido de estancamiento -en particular hasta 1990 inclusive, con ligero 
avance entre 1991y1994, fuerte descenso en 1995, y recuperación entre me­
diados de 1996 y 1998, avance débil en 1999 y proyección moderada para el 
año 2000. En este largo periodo de estancamiento, en que se registraron cua­
tro años de descenso del PIB (1982, 1983, 1986 y 1995), la tasa media de in­
cremento anual del PIB no habrá pasado de 2.2%. Durante el mismo periodo 
de 20 años, la población habrá crecido a una tasa media de 2.06%, desde lue­
go con tendencia descendente desde 2.22% en 1981 a 1.70% en 1999-2000. 
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El aumento medio anual del PIB por habitante, a lo largo de los dos decenios, 
habrá sido para el año 2000 de 0.17% -o sea casi cero-- (véase cuadro 1). 

En esta larga fase de estancamiento han ocurrido avances y retrocesos dis­
tintos a los del periodo precedente de 30 años de crecimiento. En los años 
ochenta la economía mexicana sufrió ajustes macroeconómicos mayores: es­
tancamiento del PIB con elevadas tasas de inflación, aumento del endeudamien­
to externo, recorte del gasto público, recepción de mayor volumen de capita­
les extranjeros de inversión a largo plazo y contención de la demanda interna 
para evitar grandes desequilibrios fiscales. Sin embargo, la exportación de ma­
nufacturas se incrementó en números redondos (sin contar los del régimen de 
maquila), desde apenas 7 mil millones de dólares en 1984 a 25 mil millones de 
dólares en 1994, y todavía más, a 52 mil millones de dólares en 1998. Por otro 
lado, la exportación de petróleo crudo, después de un máximo de 15 mil 600 
millones de dólares en 1982, descendió a solamente 13 mil 300 millones de 
dólares en 1985, o sea en 15% (mucho menos de lo que tiende a suponerse). 
El colapso vino en 1986, cuando el precio del petróleo se redujo a la mitad y 
las exportaciones se derrumbaron a 5 mil 600 millones de dólares. Últimamen­
te, la exportación de petróleo crudo ha fluctuado entre 1 O mil 700 millones de 
dólares en 1997 y 6 mil 100 millones de dólares en 1998, con significativa ten­
dencia a la recuperación en 1999. De cualquier manera, es evidente que en los 
años recientes su importancia relativa se ha reducido bastante, frente al auge de 
la exportación de manufacturas. 

Considerando por separado las exportaciones e importaciones bajo el ré­
gimen de maquila, y con referencia solamente al saldo neto de las mismas, su 
importancia también ha crecido considerablemente, y ha contribuido en for­
ma directa a un incremento importante del empleo y a la entrada de divisas. En 
1980 fue apenas de 772 millones de dólares y empezó a escalar durante los 
años siguientes hasta llegar en 1994 a 5 mil 800 millones de dólares, o sea casi 
siete y media veces; nuevamente se incrementó en 1998 a 1 O mil 500 millones 
de dólares, o sea 14 veces su valor en 1980. En 1999 se prevé otro incremento 
a 12 mil millones de dólares. El auge fenomenal de la entrada neta de divisas 
contabilizada en las operaciones de maquila resulta de la persistente baratura 
de la mano de obra mexicana, que en 1995 tuvo un costo salarial aún más ba­
jo en términos de dólares, y del auge constante de la economía de los Estados 
Unidos durante los últimos 12 años. No obstante, el saldo neto de la maquila 
no se transmite en su integridad al resto de la economía mexicana, sobre todo 
en la zona de la frontera norte donde los salarios de los trabajadores se desti­
nan en fuerte proporción a compras en los supermercados y otros comercios y 
servicios al otro lado de las ciudades fronterizas. 
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En términos generales, los años recientes en la economía mexicana han 
sido de depresión de la demanda interna, fincada en un superávit fiscal (gasto 
programable) y en un pequeño déficit financiero requerido para poder cumplir 
el servicio de la deuda externa incrementada nuevamente de 1995, casi en 
60%, de este año en adelante. La inflación media anual entre 1995 y la que 
puede proyectarse al 2000 habrá sido de 22.8%, pues el alza de precios se agu­
dizó en 1995 por la fuerte devaluación del peso. El desempleo abierto real no 
ha bajado del 10.5%, y se ha creado un enorme sector de economía informal. 
Las desigualdades de ingreso se han intensificado. Las condiciones de pobreza 
y pobreza extrema se han extendido. Las disparidades regionales también se han 
acentuado. La inversión pública en términos reales han descendido. La inver­
sión privada productiva real, con excepción de la extranjera, ha disminuido. El 
consumo en términos reales ha reducido su participación en la demanda agre­
gada de 64 a 56% y dentro del mismo puede suponerse que el de los deciles 
medios bajos y los bajos se ha frenado. El PJB de 1999 fue apenas 14.0% supe­
rior al de 1994, que fue el más alto registrado en cualquier periodo anterior. 

Haciendo un paréntesis un poco largo, la interpretación de algunas va­
riaciones a corto plazo se dificulta, pues en México, como en otras partes, la 
mayoría de los analistas, dentro y fuera del sector público, tienden a manejar 
tasas de incremento y coeficientes con desdén o descuido hacia las cifras ab­
solutas. Es decir, se comparan tasas de incremento en lugar de las cifras rea­
les. De esa forma de análisis se sacan conclusiones que no parecen ser tan fir­
mes cuando se penetra en los desgloses de las cifras agregadas. Por ejemplo, 
se afirma que en el trimestre X el PJB creció a una tasa de Yo/o, comparada con 
la del mismo trimestre del año anterior. Esto puede ser cierto, pero para una 
comprensión del fenómeno dinámico que se quiere representar habría que 
comparar también con las tasas de crecimiento trimestrales inmediatamente 
anteriores y desglosar por sectores, y examinar, en el caso del PIB, las cifras ab­
solutas a precios constantes. 

Lo mismo con cualquier otra cifra o su indicador. En el caso del IPC, ocu­
rre cuando la tasa del último mes se "anualiza'' para atrás, en relación con los 
12 últimos meses, en lugar de anualizarla para adelante: por ejemplo, una tasa 
mensual de 1.02%, con independencia de lo que haya ocurrido en los últimos 
12 meses, es una tasa que proyectada a un año daría 13%, o sea que es indica­
tiva de algo que podría ocurrir, a menos que se espere definitivamente que la 
inflación del mes siguiente y los sucesivos sean a tasas menores y decrecientes. 
Por otro lado, cuando se supone que el IPC se incrementará en Xo/o durante el 
año civil siguiente, ¿cuál es la base del cálculo o proyección?, ¿se tomó en cuen­
ta que la base de ponderación del IPC mexicano sigue siendo la de la estructu-
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ra del gasto familiar de 1977, y que esta estructura ha cambiado en función de 
los ingresos y de la estructura de éstos, de la diferenciación entre consumo de 
productos y de servicios, los cuales tienden a encarecerse más, etc.? Cuando se 
dice que el salario real medio -sin especificarse de qué promedio se trata- ha 
bajado o ha subido, y el poder de compra se mide por el IPC, ¿se está hablando 
con precisión? Cuando, para tener una medida simple, y para muchos discuti­
ble, del grado de sobrevaluación del peso -fenómeno muy frecuente en Mé­
xico- se compara el poder de compra de México con el de Estados Unidos o 
de una canasta de monedas extranjeras en función de los IPC respectivos, como 
si el comercio exterior se efectuara en la práctica o se midiera a precios de con­
sumidor, cuando en realidad es a precios de mayoreo, o de productor (y en mu­
chos casos a precios administrados por las transnacionales o las paraestatales, en 
su comercio intraempresa), ¿qué es lo que se está midiendo? 

Si la base de comparación hacia atrás, a un trimestre de un año antes o a 
un año anterior, en que por ejemplo el PIB del sector agropecuario o de la cons­
trw;:ción haya sido anormalmente bajo, entonces una tasa moderada reciente 
puede ostentarse como un crecimiento porcentual fuerte, aunque las cifras ab­
solutas no sean de gran significación en los agregados, o sea que se abulta el sig­
nificado del aumento relativo. Cuando se preveía que el PIB iba a crecer 3.7%, 
y resultó de 4.8% como en 1998, entra la duda de que estén bien los cálculos 
o se debe entender que se está refiriendo a la tasa de aumento de un agregado, 
el del PIB, cuya composición se modificó con influencia transitoria de uno de 
sus componentes, o por cambio en los coeficientes de ponderación. 

El déficit en cuenta corriente de la balanza de pagos se minimiza diciendo 
que es "apenas" de 3 o 3.5% del PIB. Pero, ¿cuál PIB?, ¿el del año anterior?, ¿el 
del último trimestre anualizado para atrás?, ¿el que se espera en el año en cur­
so?, ¿el que se proyectó para este año, hace 12 o más meses, al presentarse las 
perspectivas del año para la discusión del presupuesto? En fin, ¿cuál? Esto,no 
suele aclararse. Si se proyecta o espera un déficit en cuenta corriente de X mag­
nitud, que tiene que financiarse con uso de reservas internacionales o con en­
trada de capitales, lo que importa es la magnitud, no la proporción con respec­
to al PIB. No es lo mismo tener que financiar un déficit de mil millones de 
dólares, que uno de 15 mil millones en la misma moneda. 

Cuando se afirma que el superávit presupuesta! del gasto programable es 
de 3% del PIB, sin mayor explicación con respecto a las causas y el origen de se­
mejante superávit ni de su destino, no se está definiendo nada que ayude a en­
tender la dinámica de las finanzas públicas o su impacto en la economía real. 
Cuando se indica que el déficit financiero no pasará de 1.25% o de 1.0% del 
PIB, se mantiene en realidad la misma incertidumbre, porque el denominador 
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en el cálculo no se conoce. Un déficit de 1.25% de un PIB no conocido, ¿es mu­
cho o es poco?, ¿es financiable con facilidad o sólo afectando la tasa de interés?, 
¿es financiable con emisiones de títulos internos o con deuda externa nueva, y 
de corto o de mediano plazo? 

Cuando, como en conocido semanario económico británico o en la pren­
sa diaria, se comparan las exportaciones con los PIB, para obtener el coeficiente 
respectivo, se están comparando peras con manzanas, ya que las exportaciones 
se contabilizan a valor bruto (incluidos los insumos importados y nacionales), 
mientras el PIB y los elementos de las cuentas nacionales con cálculos de valor 
agregado. ¿Tiene sentido sumar el valor bruto de la maquila mexicana con el 
valor bruto de las demás exportaciones sin aclarar que la primera se produce 
con 98% de insumos importados que entran al país sin pago de impuestos, 
mientras que las otras exportaciones tienen por lo menos variados porcentajes 
de insumos nacionales y que sus insumos importados pagan en muchos casos 
derechos e impuestos de importación? La aduana de Estados Unidos permite 
reimportar los productos elaborados bajo el régimen de maquila con ventaja ta­
rifaria en comparación con los productos procedentes de México que proven­
gan de lo que el informe anual del Banco de México designa ahora como "res­
to" de la exportación de manufacturas. 

Todo lo anterior debiera tratarse en mayor profundidad de análisis aun 
para la interpretación de la coyuntura del momento, a fin de evitar extrapola­
ciones indebidas. En las series de 20 años como las que se citan antes, en cam­
bio, puede confiarse en las tasas medias anuales calculadas con base geométri­
ca, aparte de que es conveniente no tomar como base un año muy bajo de PIB 

para después subrayar los aumentos sin mención de si se recuperaron los nive­
les absolutos anteriores. 

En los últimos 20 años ha habido, pese al problema de los índices, perio­
dos de sobrevaluación (1988-1994), subvaluación (1995-1996) y de nuevo so­
brevaluación (1997-1999). El crecimiento de las importaciones ha sido deter­
minado por la combinación de la apertura comercial, antes y después de la 
firma del TLCAN, con los periodos de sobrevaluación. Se ha creado un déficit 
comercial de consideración, no obstante el incremento de las exportaciones. El 
superávit de las operaciones de maquila, que siempre existe, ha ocultado en 
años recientes dicho déficit. Buena parte de la nueva expansión industrial pos­
terior a 1990 consiste en realidad, además, en una semimaquila en industrias 
como la automotriz y otras en que hay libre importación de insumos. 

Al déficit comercial se añade un déficit en servicios diversos y en rendimien­
tos del capital extranjero que requiere obtener financiamientos externos anuales 
del orden de 15 mil millones de dólares para poder, al mismo tiempo, mantener 
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reservas monetarias netas internacionales de monto moderado (26 mil millones 
de dólares). El desequilibrio externo va acompañado, en la visión de la política 
macro, de un control de la expasión monetaria y del crédito que refuerza las ten­
dencias de depresión de la demanda interna, esto sin contar la inmovilidad del 

crédito del sistema bancario apuntalado por aportaciones presupuestales y otras 
formas de rescate para crear capitalización de la banca y liquidez, cuyo costo de 
oportunidad se concreta en freno a los gastos sociales en términos reales. 

Examinado el periodo de dos decenios a que se hace referencia, no puede 
decirse que el conjunto de las políticas macroeconómicas, monetaria, crediti­
cia y fiscal haya originado en estos últimos años del siglo condiciones propicias 

para un crecimiento sostenido de la economía con base en el ahorro interno, 
tanto empresarial como personal, y de expansión de la demanda interna en for­
ma multiplicativa. 

Veinte años de estancamiento, aun cuando se hayan registrado algunos 
cambios estructurales, sobre todo en el área industrial manufacturera y en al­
gunas ramas de servicios, así como ampliaciones de la base industrial en deter­
minadas ramas de la industria y los servicios, no garantizan una fácil entrada a 
un periodo de expansión económica a mediano plazo a partir del 2001. 

Si bien el abastecimiento interno de petróleo crudo puede estar asegurado (a 
diferencia de lo que ocurría a fines de los años sesenta y principio de los setenta), 
la economía mexicana adolece de importantes deficiencias estructurales no re­
sueltas, ni siquiera sujetas a programas congruentes. Destacan notablemente el 
área de la agricultura tradicional y el desarrollo rural, el amplio espectro de las 
empresas medianas y pequeñas en que ha habido considerable abandono, la ad­
ministración de los recursos forestales y de los recursos pesqueros, las infraes­
tructuras de transporte interno, las infraestructuras urbanas y los sistemas de 

distribución en ellas, el abastecimiento de agua, el sistema tributario como un 
todo, la educación y la capacitación en su conjunto, la institucionalización del 
aprovechamiento del progreso de la ciencia y la innovación tecnológica. Pueden 
citarse también el desmantelamiento de viejos programas de compensación de 
las desigualdades sociales, la falta de una política congruente de expansión del 
acervo nacional de vivienda y la débil política de mejoramiento ambiental. És­
tas son áreas del quehacer económico que no se reflejan en el manejo a corto 
plazo de las cifras agregadas y de sus tasas respectivas o coeficientes. 

El medio ambiente merece atención especial, porque el deterioro ambien­
tal en México continúa produciéndose en todos los ámbitos -tierras y bos­
ques, aguas superficiales y subterráneas, la atmósfera y el hábitat urbancr-, pese 
a los avances legislativos e institucionales. El medio ambiente," en particular el 
deterioro vía la emisión de desechos solidos y líquidos que se lanzan a sistemas 
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de drenaje y alcantarillado insuficientes y deficientes, y a áreas de confinamien­
to y recolección primitivas, carece de la prioridad necesaria a escala nacional, a 
escala empresarial y aun a escala de la sociedad civil. 

lA GLOBALIZACIÓN Y SUS EFECTOS 

El proceso de globalización a que está sujeta la economía mexicana en lo exter­
no ofrece oportunidades, pero también presenta inconvenientes y aspectos que 
pueden ser negativos. Para aprovechar la globalización ha faltado preparación 
y aun estrategia. Se ha relegado a lugar secundario las políticas y los programas 
sectoriales de desarrollo, en aras de la libre decisión empresarial tanto nacional 
como extranjera en cuanto al futuro de muchos sectores de la economía mexi­
cana. La falta de estrategias de desarrollo no se supera con programas sectoria­
les de gobierno, como los quinquenales que se han conocido en los últimos 
años, porque el sector público no es ya el motor del desarrollo y el crecimien­
to, y porque la capacidad nacional para aportar los recursos técnicos, humanos 
y financieros se ha debilitado. 

Se ha dejado de lado la función de coordinación de las políticas económicas 
y financieras de plazos medio y largo, a favor de incitar a ciertas fuerzas del mer­
cado a producir resultados en una lógica que no puede abarcar el conjunto de las 
necesidades y la demanda a plazos medio y largo de la economía mexicana. En 
los últimos dos decenios se ha perdido la ruta del avance y se ha caído en crisis 
frecuentes, agravadas por desbalances estructurales, inclusive los venidos del ex­
terior. Estas crisis no han sido atendidas con los recursos adecuados o necesarios, 
entre ellos los asequibles al Estado y los que pudiera generar la sociedad civil. 

Existía antes la noción o el método de la planeación económica y social na­
cional, con horiwnte de un sexenio, en ocasiones con la mira puesta más lejos, 
pero sin una adecuada consideración de conjunto que enmarcara los diferentes 
objetivos en forma congruente con los medios. Pese a la rectoría del Estado que 
se consagró en una reforma constitucional del año 1984, que en retrospectiva 
parece haber sido innecesaria, no ha habido seguridad en el dar señales al sec­
tor empresarial para sus propias decisiones más allá del plazo más corto. 

Últimamente, en especial desde 1995, ha privado una política macroeco­
nómica que mantiene el superávit del presupuesto programable, que es poco 
entendible en circunstancias de depresión de la demanda agregada y que tien­
de a comprimir todo en una cifra real cada vez más limitada. Por añadidura, el 
déficit financiero es financiable. Pero en realidad el superávit citado es una for­
ma de transferir recursos internos al servicio de la deuda externa, con sacrificio 
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del gasto corriente programable. Es una planeación financiera a corto plazo que 
domina a una estrategia inexistente de desarrollo a plazos medio y largo, con la 
esperanza de que ingrese al país capital del exterior que sirva para financiar el 
déficit de la balanza en cuenta corriente sin obligar al uso de las reservas inter­
nacionales. Si se trata de inversión extranjera directa con fines productivos, cu­
yas metas y estrategias son a largo plazo, se compromete la estructura produc­
tiva futura del país con el servicio al capital de las empresas trasnacionales. Si 
se trata de atraer capitales a corto plazo para cerrar la brecha, se requiere man­
tener tasas de interés y rendimientos de bolsa suficientemente atractivos, pero 
destructores de la pequeña y mediana empresa mexicana. Además, se incurre de 
manera continua en una sobrevaluación del peso para dar la impresión de es­
tabilidad; ésta sirve para "abaratar" en pesos el costo del servicio de la deuda 
externa, pero asimismo fomenta importaciones, dificulta exportaciones y per­
mite salidas más baratas de capital mexicano al exterior o de transferencia de las 
transnacionales de sus utilidades para el pago de dividendos. Todo esto no in­
dica una verdadera congruencia entre la planeación financiera y las tendencias 
de la economía real y el comercio exterior, que también es real. 

Si lo anterior se considera a la luz del estancamiento general de dos decenios, 
con su cauda de desigualdad social y de aplazamiento de gastos en infraestructu­
ra, en programas sociales, en medio ambiente y en construcción del acervo de re­
cursos humanos, no parece que se pueda seguir dependiendo de proyecciones 
anuales de base coyuntural, por más que sean también necesarias, sin un marco 
de referencia estructural y de interrelaciones que señale tanto posibilidades como 
limitaciones. Lo que se requeriría es una visión de conjunto a plazos medio y lar­
go para dar un contexto dentro del cual la proyección coyuntural, con todo y sus 
limitaciones y sus defectos, pueda interpretarse de manera adecuada. 

La realidad es que a plazos medio y largo los factores de incertidumbre son 
mucho mayores y la proyección resulta mucho más difícil, quizá sólo válida 
dentro de ciertos límites o márgenes. Sin embargo, ello no debiera impedir es­
tablecer estrategias para el conjunto y para sus partes interrelacionadas. Por ello 
es de indudable significación el tener que partir de la situación de estancamien­
to en que se ha encontrado la economía mexicana, en comparación con la épo­
ca anterior y en comparación también con otras economías de características 
semejantes, porque el objetivo no debe ser alcanzar una cifra X de incremento 
del PIB en un año dado, sino crear las bases para un aumento sostenido y sos­
tenible del mismo. 

Asimismo, debe considerarse con la debida ponderación la larga perma­
nencia de impedimientos estructurales, incluso jurídicos e institucionales, jun­
to con las inercias y la resistencia al cambio. Ningún problema de carácter es-
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tructural puede resolverse con la sola apelación a las "fuerzas del mercado", o 
sea, en el fondo, confiando solamente en cambios en los precios relativos. 
Cuando conocida publicación mensual de un banco comercial en un suple­
mento dice que en México hay que privatizar la educación básica y vender al 
mejor postor las escuelas primarias oficiales, se advierte hasta qué extremos 
pueden llegar el dogma y la ignorancia. Cuando una empresa importante de la 
rama química, que dice llevar a cabo una cuidadosa política ambiental para "es­
tar dentro de las normas" y que controla 40% del mercado de sus líneas de pro­
ductos, en que también hay pequefias y medianas empresas que aún no han si­
do beneficiadas por el acceso a la información y a la tecnología adecuadas para 
poder cumplir esas normas, hacer saber que no le importa el destino de las em­
presas que están en desventaja y que queden, en consecuencia, eliminadas del 
mercado por su falta de competitividad, se evidencia una falta de visión nacio­
nal, de atención al medio ambiente y de solidaridad, entre otras cosas. Cuan­
do un funcionario de una secretaría de Estado, al mencionarse que la crecien­
te demanda de madera no va acompafiada de una política de protección, 
mejoramiento y mejor administración de los bosques para evitar y reducir los 
altos índices de deforestación del país, minimiza el problema afirmando que 
gracias al TLCAN "se pueden importar todos los tablones que se desee de Esta­
dos Unidos a menores precios" (sin decir que la moneda está sobrevaluada, sin 
referencia a localidades ni calidades, ni a ningún otro factor circunstancial, ni 
a la necesidad imperiosa de proteger los bosques maderables y su regeneración 
con una política ambiental bien definida), cabe preguntarse también dónde es­
tá la visión de un largo plazo nacional sustentable. 

Cuando se habla de proteger las tortugas, las ballenas, las mariposas y las 
guacamayas, sin mostrar preocupación pareja por la especie humana que sufre 
los desmanes de la emisión de desechos peligrosos a las barrancas, los ríos y las 
lagunas, directamente o por medio de los supuestos sistemas de drenaje y alcan­
tarillado, a los ríos que van a dar al golfo de México, cabe reflexionar con urgen­
cia acerca de las tendencias subyacentes, incluso las culturales y sus efectos a lar­
go plazo. En materia de desechos, en ningún sitio del país se está pensando en 
una política nacional que requeriría además armar una cruzada para recolectar, 
clasificar y disponer adecuadamente de la basura casera y la de los cientos de mi­
les de talleres, comercios, tendajos y puestos ambulantes que están regados por 
todo el territorio nacional. No es asunto que pueda resolverse de manera exclu­
siva a escala municipal o aun estatal: requiere intervención del ejecutivo federal. 

Cuando un funcionario de una institución universitaria privada asume la 
posición de un pequefio grupo de científicos de Estados Unidos de alta moti­
vación política y de intereses en contra de la opinión mayoritaria de millares de 



228 POLÍTICAS Y ESTRATEGIAS AMBIENTALES 

científicos de todo el mundo de que el cambio climático global, producto de 
la actividad empresarial y del uso de combustibles contaminantes en el trans­
porte automotor, amenaza los equilibrios ecológicos futuros con grandes con­
secuencias desfavorables para la humanidad, se advierte una grave falla de in­
formación. Cuando funcionarios públicos, ante el problema del cambio 
climático global, asumen una posición de "deslinde", pues los "culpables" del 
fenómeno son los países más industrializados que, además, emplean algunos 
millones de vehículos que consumen combustibles de origen fósil, por lo que 
no cabría definir en el ámbito nacional una política de reducción de emisiones 
de carbono mientras aquéllos no "empiecen primero", tiene que concluirse que 
es otro caso de miopía ambiental absoluta. Y así sucesivamente podrían darse 
más ejemplos de incongruencia en las políticas nacionales. 

LA PREPARACIÓN PARA UN DESARROLLO SUSTENTABLE Y EQUITATIVO 

Lo anterior lleva a una conclusión importante: el futuro de cualquier economía 
y sociedad, la mexicana u otra que se le asemeje -y con más razón las de los 
países ya plenamente industrializados-, no puede estar sujeto a "más de lo mis­
mo", que en una frase puede designarse como "desarrollo insustentable e inequi­
tativo", es decir, un patrón de desarrollo que sólo se mide por el crecimiento de 
unos cuantos agregados estadísticos sin pensar siquiera en las consecuencias ri­
gurosamente ecológicas y ambientales o en la salud y el hábitat de las generacio­
nes futuras, ni en sus efectos distributivos y en el deterioro ambiental. 

En el caso de México, falta aún una evaluación objetiva de la situación en 
que se encuentra la economía y la sociedad al acercarse el final del siglo XX (el 
31 de diciembre del año 2000, y no de 1999). Se tiende a exagerar algunos lo­
gros recientes y a minimizar el deterioro acumulado, tanto económico y social 
como ambiental, que se ha registrado a lo largo de 50 años y que ha continua­
do aun con mayor intensidad durante los últimos veinte años caracterizados 
por estancamiento. Hasta los años setenta no se prestaba atención al deterioro 
ambiental como fenómeno colectivo, por ignorancia, descuido, ceguera, iner­
cia, por la proclividad a la improvisación, en esencia por falta de visión a largo 
plazo. Las consecuencias están hoy a la vista. 

No obtante, no se puede esperar a que se efectúe una evaluación completa. 
Ninguna sociedad puede o debe hacer un alto, entrar en descomposición, para 
después reagruparse frente a desafíos futuros (aunque hay casos en la ex Unión 
Soviética y en algunos territorios de la región latinoamericana y de la africana). 
El camino se tiene que hacer andando, como dijera el poeta. Mas el problema 1iO 
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es abrir una vereda, sino visualizar un campo ancho y abieno, de interconexión 
múltiple interna y que conecte además con el resto del mundo y, en el caso de 
México, con las economías y sociedades a las que está asociado más cercana o ín­
timamente, las de América del Norte, en una posición de.aguda asimetría. 

Un grupo mexicano de estudiosos intentó desde 1994 llamar la atención 
sobre los principales rasgos de esta problemática, tanto a escala internacional 
como nacional, en el marco de incertidumbre en que se asienta todo lo inter­
nacional, teniendo en cuenta las corrientes globalizantes en sus diferentes di­
mensiones: económica, política, educativa, tecnológica, de comunicación, social 
y cultural. 1 El informe publicado ha tenido alguna difusión, aunque poco re­
conocimiento. No pretende dar mayor certeza que otros estudios críticos, pero 
s: tiene él propósito -y en esto su validez y actualidad se mantiene- de aler­
tar sobre la creciente imbricación mutua en México de todos los aspectos, des­
de las reformas al sistema político hasta las estrategias de desarrollo sustenta­
ble, los efectos de la desigualdad social, las deficiencias del sistema educativo 
en su conjunto y las dimensiones culturales a las que habría que hacer frente. 

Aunque resulte difícil sintetizar sus resultados, se intenta a continuación 
señalar lo más importante, al lado del análisis expuesto en párrafos preceden­
tes sobre la significación del estancamiento económico a que se ha hecho alu­
sión. Adelanto que las ideas y el análisis del presente autor podrían no ser com­
partidos por académicos y personalidades que participaron en el estudio 
citado: en lo que sigue, añado puntos de vista personales que no necesariamen­
te coinciden con el valor colectivo de ese estudio. 

México llega al siglo XXI con un rezago fuerte en todos los órdenes, no mi­
tigado por algunos resultados recientes de la recuperación de mediados de 
1996 en adelante. Los avances hacia un sistema político democrático efectivo 
no han sido suficientes para dar certidumbre a la economía, que no se ha re­
puesto de los retrocesos sufridos durante los últimos dos decenios. 

Todo desarrollo requiere incremento de la inversión productiva y de la 
productividad que sea suficiente para crear más empleo u ocupación produc­
tiva y mejor remunerada de la población económicamente activa, que es la ma­
nera de crear demanda interna. Cierto es que la innovación tecnológica no 
siempre crea de inmediato más empleo in situ, sino lo contrario, pero debe ver­
se como elemento que, junto con otras acciones, ampliará a plazo medio las 
oportunidades de crear ocupaciones remuneradoras. 

1 México en la globalización: condiciones y requisitos de un desarrollo sustentable y equitativo. 
Informe de la Sección Mexicana del Club de Roma, coordinado por Víctor L. Urquidi. México, 

Fondo de Cultura Económica, 1996, 1997, 1999 (2a. reimpresión}, 223 pp. 
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Sin demanda interna, consumo e inversión, la industrialización y la am­
pliación de los servicios no puede prosperar a menos de contar con una de­

manda internacional rápidamente creciente. Esta perspectiva no existe, y está 
sujeta además a fuerte competencia de las demás economías que se encuentran 
en la misma situación. En el caso de México, ni se aprovecha suficientemente 

el gigantesco mercado norteamericano ni se desarrolla el mercado interno bá­
sico del país. 

Cuadro 2. México: producto interno bruto y población 

PIB (miles de millones Población total PIBlhab. (miles de pesos 
Años de pesos comtantes de 1980.!' (millonesi comtantes de 1980) 

1950 693 27.77 24.95 
1960 1 252 36.95 33.89 
1970 2 340 50.60 46.25 
1980 4470 67.05 66.67 
1981 4 862 68.54 70.94 
1982 4 832 70.06 68.97 
1983 4629 71.61 64.64 
1984 4796 73.20 65.52 
1985 4 920 74.83 65.76 
1986 4 736 76.49 61.91 
1987 4 824 78.19 61.69 
1988 4 884 79.92 61.10 
1989 5047 81.70 61.78 
1990 5 271 83.49 63.13 
1991 5 462 85.16 64.14 
1992 5 616 86.86 64.66 
1993 5 649 88.60 63.76 
1994 5 858 90.37 64.82 
1995 5 495 92.20 59.60 
1996 5 777 94.05 61.43 
1997 6 182 95.74 64.57 
1998 6479 97.46 . 66.48 
1999c 6680 99.12 67.39 
2oooc 6 958 100.81 69.02 

ª Cifras oficiales, Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Infomática (INEGI), excepto 

1998-1999. 
b Cifras corregidas por subcobertura: para los años 1950, 1960, 1970, 1980, 1990 y 1995, Gus­

tavo CabreraAcevedo, "Cambios en el crecimiento de la población total", Demos JO: carta demo­
grdfica de México, 1997, pp. 4-5. Los demás años entre 1981 y 1994 se interpolaron para 1996 a 

2000 con estimaciones del autor. 
e Proyección del autor, cifras preliminares. 
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La demanda agregada interna básica, dada por la masa salarial, ha estado 
estancada y aun se ha debilitado. El problema consiste en movilizar esta deman­
da sin caer en excesos financieros y de inflación. Consiste además en fortalecer 
la productividad en esquemas de estrategia autónoma, es decir, con innovación 
tecnológica ligada a los mercados específicos en función de necesidades de de­
sarrollo básicas. 

Lo que antes se presentaba como requisitos del desarrollo a secas, necesi­
ta hoy, además, incorporar el objetivo del desarrollo sustentable, definido a raíz 
de la Cumbre de Río de 1992, con ciertos antecedentes, como un desarrollo 
equitativo que respete la protección de los recursos naturales y en general del 
medio ambiente. Puede sintetizarse como un proceso que permita alcanzar va­
riados y complejos resultados: 

•La equidad social en el desarrollo mediante un crecimiento de la econo­
mía que compense y reduzca las desigualdades históricas y las creadas por las 
estrategias inadecuadas e incompletas de los últimos 50 años. 

• La protección del medio ambiente y el hábitat humano mediante un uso 
de la riqueza natural que privilegie su conservación y reduzca y controle los 
efectos contaminantes de la actividad económica, social y tecnológica que 
practica la especie humana. 

• La economía en el uso de los recursos escasos y en particular de los que, 
como los principales energéticos de origen fósil, contribuyen a la formación del 
efecto invernadero y, en consecuencia, al cambio climático a largo plazo, y el 
remplazo de los recursos y los procesos emisores de residuos y desechos conta­
minantes, su reciclaje en los casos en que la tecnología existente y la futura lo 
permitan; todo ello para evitar en general, al máximo posible, las emisiones de 
residuos peligrosos o tóxicos, con apoyo en la aplicación de tecnologías "más 
limpias" o "menos sucias". 

• La organización de la sociedad, a escalas nacional y regional, en un con­
texto global, de cooperación, de tal manera que se asiente la cultura de la sus­
tentabilidad por medio de políticas públicas de la más elevada prioridad y con 
la participación de la sociedad civil. 

• La puesta en práctica por los gobiernos, en sus diversas jurisdicciones, y 
por los sectores empresariales y las organizaciones de la sociedad civil de meca­
nismos de consulta y de coordinación para dar vigencia, con visión de largo 
plazo, a políticas y programas que aseguren los objetivos del desarrollo susten­
table. 

Es hoy dudoso que país alguno haya emprendido el proceso del desarro­
llo sustentable, a más de siete años de la Cumbre de Río, pero en muchos se 
han mejorado las políticas ambientales. No es necesario, ni posible, que todos 
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los países actúen de manera simultánea en pro de un desarrollo sustentable y 
equitativo. Sin embargo, tampoco hay nada que impida que una sociedad que 
haya alcanzado a comprender la necesidad de este concepto comience a dar los 
primeros pasos. Sobre todo, es un proceso que a la larga y aun a plazo medio 
es costeable; no va en contra del desarrollo sino que lo mejora y lo hace más efi­
caz y equitativo. 

Si México ha de entrar en el proceso del desarrollo sustentable, más allá de 
tenues políticas ambientales, tendrá que asumirlo como compromiso de toda 
la sociedad. Para ello se requerirá adelantar en la democratización efectiva y 
participativa, en el diseño de estrategias económicas a largo plaw, con autono­
mía de valoración, y revertir el deterioro ambiental, la creciente desigualdad so­
cial, la ineficacia del conjunto del sistema educativo, la insuficiencia de los pro­
gramas de apoyo a la ciencia y a la tecnología innovativa, incluida la referente 
a la comunicación satelital y por medios digitales, y alcanzar una congruencia 
general entre fines y medios. 

Éste será el gran desafío para el siglo XXI. 



REFLEXIONES SOBRE MEDIO AMBIENTE 
Y ECONOMfA DEL DESARROLLO* 

Las reflexiones que siguen, producto de mi creciente interés por el tema del 
medio ambiente en su relación C()n el desarrollo, revelan, por sí mismas, el pro­
blema básico ante el cual estamos los economistas: que no nos hemos puesto a 
pensar con suficiente claridad sobre cómo incorporar el tema y los problemas 
del medio ambiente a lo que venimos exponiendo sobre desarrollo económico 
y social.1 

La primera pregunta que me hago y que quiero transmitir --ojalá sea esto 
objeto de nuevas reflexiones- es que no sabemos cómo debemos situar las 
consideraciones de medio ambiente en el desarrollo. Siguiendo afirmaciones 
hechas por algunos de los especialistas que he leído, estoy de acuerdo en que el 
medio ambiente no es una simple dimensión adicional del desarrollo económi­
co, sino que es un "ensanchamiento" -yo le llamaría así- del concepto de de­
sarrollo que se está produciendo para tener un enfoque de conjunto que trate 
de unir los aspectos económicos y sociales -en los que se ha centrado el inte­
rés de los economistas principalmente- con los aspectos provenientes de las 
leyes de la naturaleza y, derivado de ello, provenientes del adelanto científico y 
tecnológico. Así que hablar de medio ambiente significa adoptar un enfoque, 
una metodología, que requiere el concurso de varias disciplinas para que pue­
da ser incorporado, efectiva y eficazmente, a la problemática del desarrollo y, 
en consecuencia, a la problemática de la planificación del desarrollo. En este 
último tema tal vez estemos todos de acuerdo en principio, pero no en cómo 

*Estudios Sociológicos, El Colegio de México, vol. III, núm. 7, enero-abril de 1985. 

Conferencia pronunciada en el acto de inauguración del curso "Gestión ambiental para el 

desarrollo" ( GAD), Centro Internacional de Formación en Ciencias Ambientales ( CIFCA), Madrid, 
16 de septiembre de 1982. El texto original ha sido modificado ligeramente y corregido para los 

fines de la presente publicación. 
1 Estoy consciente de que "medio ambiente" tiende ahora a llamarse "ambiente", a secas. 

Para mi gusto, el primero dice más y lo mantengo en este texto revisado. (Véase Vicente Sánchez, 

Beatriz Guiza, Monique Legros y Alejandro Licona, Glosario de términos sobre medio ambiente, 
México, El Colegio de México, 1982, pp. 19-20 y 60-63, especialmente la p. 61, en que se ex­
plica la mayor amplitud del término "medio ambiente"). 

[233) 
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integrar el medio ambiente a la planificación, pues el economista está necesi­
tado de alguna forma de cuantificación. El economista trabaja con magnitudes 
que se puedan medir numéricamente con facilidad; trabaja con modelos y ne­
cesita siempre cuantificar, porque la expresión del resultado del funcionamien­
to de una economía, o la tasa de desarrollo, o lo que se quiera, tiene que ser nu­
mérico. El medio ambiente se nos escapa de esa conceptualización un poco 
estrecha que tenemos los economistas. 

Es evidente, por todo lo que hemos experimentado en los últimos años, 
que la temática del medio ambiente tiene un contexto global. Es un sistema de 
interacción entre sociedad y naturaleza en el que nos estamos adentrando. Los 
economistas no hemos tenido esa concepción global, es decir, de contexto glo­
bal del planeta, de la humanidad, en relación con nuestras preocupaciones. Nos 
hemos centrado en los problemas nacionales en diversos planos y en los proble­
mas internacionales, como los que hoy están en la mesa de discusiones en to­
dos lados; pero muy poco en los problemas glqbales, entendiendo por esto el in­
tentar ver el conjunto de la humanidad y sus recursos, y pensando a futuro. 

En los últimos 12 años ha habido alguna preocupación por estos proble­
mas, mas no tanto proveniente de economistas como de especialistas de otras 
disciplinas o de personas de diversas especialidades. Soy miembro del Club de 
Roma, y he podido acercarme mucho a esas discusiones, inclusive aquí en Es­
paña, donde hay un grupo dedicado a estos temas. Ha habido otros que se han 
dedicado a esta problemática global, por ejemplo, el profesor Leontief en un 
informe que hizo para las Naciones Unidas; desde luego, también ha surgido 
la preocupación global en algunas de las conferencias de las Naciones Unidas. 
Pero es limitada. Quiero dar un ejemplo: la Conferencia de las Naciones Uni­
das sobre Población llevada a cabo en Bucarest en 1974 tenía en un principio 
no sólo la idea de ayudar a los países a definir políticas de población, sino que 
también, en el trasfondo, se apoyaba en la idea global. Es decir, el mundo ten­
drá más de 6 mil millones de habitantes a fin de siglo. Eso continuará: se lle­
gará a 1 O mil, a 12 mil, a 20 mil millones de habitantes. 

Mas este concepto se perdió totalmente en la conferencia de Bucarest, por­
que se tropezó, en el plano internacional, con la muy natural decisión política 
de los gobiernos allí representados de afirmar que los asuntos de población tie­
nen que ver con la soberanía nacional, que cada país tiene libertad para definir 
o no su política de población, y que no existe problema internacional y mucho 
menos uno global de población. Aun los temas de migración internacional, 
que hoy están tan presentes en muchas partes, se trataron bastante marginal­
mente en Bucarest. En cuanto a los temas de desarrollo económico, por más 
que se hablaba del nuevo orden internacional, el vínculo desarrollo económi-
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co-población fue tratado en forma muy secundaria. Es un tema que cuesta tra­
bajo que examinen tanto los economistas, por un lado, como los demógrafos, 
por otro.2 

Doy ese ejemplo porque creo que nos encontramos con algo parecido en el 
campo del medio ambiente, y trataré de elaborar esta idea más adelante, pero 
antes procuraré repasar cuál ha sido el concepto de desarrollo económico que 
los economistas hemos manejado hasta ahora, desde el punto de vista de un país 
en desarrollo. En primer lugar, nos hemos preocupado de los aspectos reales. 
Por aspectos reales entiendo la utilización de recursos, la construcción de capa­
cidad productiva en los diferentes sectores, sea la agricultura, la industria, las co­
municaciones, el transporte, etc.; es decir, cómo administrar y utilizar los recur­
sos humanos y materiales para crear capacidad productiva. Ésa es la realidad en 
el trasfondo del desarrollo. Los objetivos que se adoptan son: alcanzar un ingre­
so por habitante de tal cifra, o lograr una tasa de aumento de ese ingreso, obte­
ner una mejor distribución social del ingreso, etcétera. 

En segundo término, los economistas dedicados al desarrollo tratamos lo 
que llamaría los aspectos de intermediación; es decir, el mundo vive en un siste­
ma monetario-financiero, la gente recibe ingresos, gasta una parte, la otra la aho­
rra, generalmente en alguna forma institucional. ¿Qué instituciones se necesitan 
crear para transformar ahorro en inversión en el supuesto de que es la inversión, 
o sea el incremento de la capacidad productiva, la que generará mayor creci­
miento futuro? Eso lleva a los economistas a hablar del proceso ahorro-inversión, 
de la intermediación financiera necesaria para producir esa generación de inver­
sión y, a través del sector público, de todo el campo de las finanzas públicas, la 
política fiscal, la política tributaria, la política de gasto y las consecuencias que 
tienen el desequilibrio fiscal en la generación de procesos inflacionarios o cual­
quier otro aspecto que interese en la materia. 

Tercero, nos ha interesado la vinculación de una economía nacional -de 
la que se ocupa el economista dedicado al desarrollo-- a la economía interna­
cional, en un mundo que, tenemos que reconocer, es crecientemente interde­
pendiente. No voy a desviarme sobre el tema de la interdependencia que pue­
de llevarnos muy lejos, pero creo admisible la afirmación de que el mundo es 
crecientemente interdependiente en lo económico, y que además es una inter-

2 En la Conferencia Internacional sobre Población organizada también por las Naciones 

Unidas, reunida en México en agosto de 1984 para examinar lo hecho en el decenio, volvieron a 

estar ausentes las consideraciones globales. Véase Víctor L. Urquidi,. "Desandanzas poblaciona­

les: de Bucarest a Tlatelolco", en Vuelta, núm. 98, México, enero de 1985, pp. 22-24. (Noca aña­

dida por el autor, enero de 1985). 
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dependencia mucho más compleja que la que teníamos en los esquemas de aún 
hace veinte años. 

Al preocuparnos por esa vinculación del desarrollo nacional con la econo­
mía internacional, tenemos que ver qué cambios estructurales se pueden pro­
ducir en el comercio exterior de un país de los que se puedan derivar ventajas 
para el desarrollo interno; al mismo tiempo estudiamos, en el área de los "as­
pectos reales" del desarrollo, los cambios estructurales internos que signifiquen 
incorporación de mayor productividad a una economía por medio de la indus­
trialización o de la modernización agrícola, o el mejoramiento de las comuni­
caciones, para obtener de eso un resultado que se exprese en bienes y servicios 
a disposición de la comunidad. De modo que son dos grandes engranajes: el 
cambio estructural interno y su consecuencia o vinculación, por medio del co­
mercio exterior, con el cambio estructural internacional y con la economía in­
ternacional. Esto lleva en la mayor parte de los países a desear una mayor in­
dustrialización, a no quedarse en la etapa primitiva de simple intercambio de 
productos agrícolas por manufacturas de los países que ya tienen industria. Los 
países en desarrollo procuran industrializarse y aun llegar en etapa posterior a 
exportar manufacturas. En esta etapa están ya participando en forma significa­
tiva unos nueve países: los de nueva industrialización de América Latina y de 
Asia, principalmente -los llamados NIC, por la sigla inglesa. 

Todo este proceso involucra también lo que llamaría "cambios institucio­
nales", rubro en el cual incluyo la planificación, pues ésta es un cambio insti­
tucional, una forma de proyección al futuro que tiene que traducirse en un me­
canismo para asignar recursos. Si no lo hacemos, la única alternativa para los 
países en desarrollo es la que nos presenta --creo que erróneamente- la teo­
ría neoclásica de la libre asignación de recursos en función del mercado. Si nos 
guiáramos por esta teoría de libre asignación de los recursos, estaríamos toda­
vía cambiando productos agrícolas por manufacturas. Los mismos Estados 
Unidos no estarían tan industrializados si no hubieran tenido intervención del 
Estado. La planificación es una intervención en la asignación de recursos para 
lograr ciertos objetivos que responden a valores políticos y culturales, o a la 
evolución gradual de la etapa de desarrollo o la estructura de un país. 

La experiencia latinoamericana, que conozco mejor, es bastante decepcio­
nante en lo relativo a planificación y estrategias de desarrollo. Si se examina lo 
que ha pasado en América Latina en los últimos treinta a cuarenta años, se ha re­
gistrado crecimiento económico en muchos países; en algunos ha habido un 
cambio estructural significativo, sobre todo en el sentido de la industrialización; 
pero ha habido relativo descuido de la tecnificación de la agricultura, por más 
que siempre se ha incluido en las ideas sobre desarrollo, y ha habido poco cam-
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bio en la relación internacional, no obstante alguna exportación de manufactu­
ras. América Latina sigue siendo un conjunto de países que necesita exportar pro­
ductos básicos para importar manufacturas. Se ha producido algún cambio pero, 
en términos ger1erales, mucho menor de lo que se piensa. Todo este proceso de 
desarrollo latinoamericano, decepcionante porque todos los países atraviesan una 
crisis profunda, se ha basado en ideas que, con todo el respeto que tengo por mis 
viejos colegas de la CEPAL, han evolucionado poco, han sido mecanicistas y no 
han sabido incorporar nuevos fenómenos.3 Ilustraré por qué hago una afirma­
ción tan tajante, mencionando tres temas que se descuidaron casi totalmente. 

Uno, el de la población. Si se examina la literatura sobre desarrollo econó­
mico de América Latina, no aparece mucho el problema demográfico como pro­
blema de desarrollo, o como posible lastre en los procesos por los cuales se aspi­
ra a llegar a determinados niveles de desarrollo. Esto tiene sus orígenes, digamos, 
ideológicos, en la formación intelectual del economista, que se traduce en desco­
nocimiento profundo de procesos demográficos que no son tan simples como se 
supone. A mi juicio, se encuentra un elemento común con otros problemas des­
cuidados: se trata de problemas a muy largo plazo. Como la población, aun a 
tasas elevadas como la de 3% registrada en muchos países latinoamericanos, es un 
elemento que se transforma lentamente, mientras que los plazos u horizontes de 
planificación siempre han sido cortos -no han pasado de cinco o seis años, y a 
veces ni eso-, entonces se da por supuesto que ahí está la población, con una 
tasa de crecimiento y tiene una serie de variables; pero éstas no interesan para la 
planificación y se descuida, en consecuencia, ese elemento. Éste es un tema que 
se encuentra desatendido en la literatura sobre desarrollo económico de América 
Latina. Cuando algún país tuvo que hacer frente al problema demográfico, como 
México, nos encontramos con un vacío muy grande en los conceptos sobre po­
blación y desarrollo: hubo que trabajar mucho en buscar justificaciones para una 
política demográfica como parte de una estrategia de desarrollo. Hoy día, en Mé­
xico el elemento población forma ya parte de la planificación y del aparato con­
ceptual del desarrollo. Ello no es cierto aun en otros países de la región. 

Un segundo tema que ha estado fuera de las consideraciones del econo­
mista, desde los aspectos teóricos hasta los más prácticos de la política de de­
sarrollo, es el de la ciencia y la tecnología. Ahí estaba la ciencia -la ciencia es 
universal-. La tecnología era, en gran parte, la aplicación del conocimiento 
científico, el descubrimiento práctico mediante la innovación, el proceso de 

3 Véase Víctor L. Urquidi, "Problemas fundamentales en la perspectiva del desarrollo lati­

noamericano", El Trimestre Económico, vol. L(2), núm. 198, abril-junio de 1983, pp. 1097-1126. 

(Nota añadida por el autor en enero de 1985). 
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aumento de la productividad. La tecnología se crea en los países industrializa­
dos, nos llega de allá, se incorpora, y aumentamos la productividad. Nadie se 
puso a pensar en las consecuencias que tenía todo ello, empezando por pregun­
tarse si ésa era la tecnología que necesitábamos para las condiciones de nues­
tros propios países en desarrollo. Sería muy interesante elaborar todo esto. Lo 
cito sólo como otro elemento que en su tiempo se consideró como un proble­
ma de tan largo plazo que no entraba en la planificación y en los mecanismos 
de especificación del desarrollo económico. Ahora estamos enterándonos de lo 
contrario: los cambios tecnológicos son tan rápidos, la tecnología es tan diná­
mica, que nos estamos quedando atrás y todavía no tenemos una noción clara 
de qué hacer para desarrollar una política tecnológica en nuestros países. Sin 
embargo, existe conciencia de que esto tampoco se puede dejar fuera del mar­
co general de las ideas sobre desarrollo económico. 

Podría citar un tercer elemento de largo plazo que también es desatendi­
do por los economistas -pero no por los sociólogos, por supuesto- y es el 
cambio social. El economista, cuando habla de desarrollo, supone que los cam­
bios sociales son lentos y no significativos para los fines de una buena concep­
tualización del desarrollo económico. O bien, en forma normativa, va al extre­
mo de decir: hay que producir un gran cambio social, una revolución, porque 
sin ella no puede haber adelanto ni mejoramiento de las condiciones de vida. 
Mas, si no se sostiene esa posición, simplemente se desatiende la complejidad 
del cambio social, y esta desatención tiene grandes consecuencias, porque mu­
chas prescripciones, hasta muchas recetas fáciles que dan los economistas sobre 
política a corto plazo y política de desarrollo, tropiezan a veces con obstáculos 
en áreas que el economista no conoce, o sea áreas de la psicología social, del 
cambio en la estratificación social de un país, en el surgimiento de distintos 
grupos en el campo político, obrero, etcétera. 

Llego así a este tema que encaja en la misma categoría: el medio ambien­
te. Los economistas han considerado el medio ambiente como algo que está 
ahí. Cierto que se habla de deterioro por aquí y por allá, y que el medio am­
biente cambia, pero no entra en las consideraciones del economista ocupado 
del desarrollo económico. 

Ahora bien, la dificultad intelectual que tiene el economista -ya la citaba­
es cómo cuantificar. Esto me lleva a hacer una pequefia observación sobre toda 
la problemática que plantea el economista: simplifica mucho los esquemas con 
objeto de presentarlos de manera, digamos, racional, congruente, aun elegante, 
en forma de modelos econométricos. Presenta relaciones muy sencillas. Muchas 
veces los economistas hacen supuestos irreales, porque tienen que partir de algo 
que ya existe en el conocimiento teórico, y encuentran gran dificultad para veri-
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ficar sus hip6tesis porque la informaci6n es muy deficiente (este problema lo ha 
estado acentuando mucho Leontief últimamente), o bien se tiene, como en las 
investigaciones médicas, una muestra no representativa de la realidad y se sacan 
conclusiones fenomenales sobre causa y efecto, como los médicos también lo ha­
cen en cuanto a causa y efecto de ciertos males y ciertas medicinas, etc. Luego el 
economista está ante esa dificultad. Me pregunto, y son preguntas que hago a los 
especialistas del medio ambiente: ¿c6mo podríamos cuantificar los cambios que 
ocurren, positivos o negativos, en el medio ambiente o en la situaci6n ambien­
tal?, ¿hay una tasa de deterioro ambiental?, ¿hay una tasa de mejoramiento am­
biental?, ¿puede eso traducirse en bienestar, o en bienestar negativo?, ¿tiene un 
costo econ6mico real?, ¿c6mo se incorpora, c6mo se internaliza -como dice el 
economista- ese costo al proyecto, programa, etc., en que estén interesados el 
Estado o los sectores de la economía privada? Primeras preguntas que no sé con­
testar; las dejo como inquietud para los que se dedican a esto. 

En segundo lugar, ¿c6mo puede el economista incorporar a sus esquemas el 
conocimiento cualitativo, y no s6lo el cuantitativo, de los recursos naturales, que 
en buena medida es de lo que estamos hablando al tratar el medio ambiente: 
suelos, bosques, océanos -que ahora son el nuevo tema de interés-, atm6sfe­
ra?, ¿c6mo puede el economista traducir esa informaci6n en consideraciones so­
bre la calidad de vida -vida urbana, por ejemplo--, donde somos afectados por 
la contaminaci6n atmosférica y muchas otras formas de contaminaci6n, como 
la del ruido? ¿Cómo puede hacer lo mismo en cuanto a la calidad de vida rural, 
que a ojos vistas se está deteriorando en muchas partes de nuestros países en de­
sarrollo? Tal vez no en los países desarrollados, que tienen más conciencia del va­
lor de estos recursos; pero sí en un país como el mío (donde dijo un arquitecto 
amigo que el mexicano es el enemigo natural del árbol, aunque creo que se ha 
dicho también en Venezuela y en otros lugares) y dondé vemos físicamente la 
desaparici6n de los bosques y la erosi6n. ¿C6mo afecta eso a la vida humana jun­
to con otros elementos de la vida rural, que tienen que ver con la desigualdad, 
con la prevalencia de enfermedades gastrointestinales que hacen que la mortali­
dad infantil siga siendo muy alta, y con muchos otros factores que actúan en 
contra de lo que serían las simples aspiraciones sociales y econ6micas? 

Esto me lleva a pensar que el economista dedicado al desarrollo necesita 
compenetrarse en los temas del medio ambiente, desde el aspecto del conoci­
miento científico-físico hasta los aspectos socioambientales, para llegar a una 
planificaci6n del desarrollo que incorpore, como ya se intenta en otras áreas de 
cambio, a largo plazo, el factor ambiental o el elemento de cambio ambiental 
a los planes de desarrollo, al igual que ya se han incorporado -citaba yo an­
tes- aspectos demográficos en algunos países o aspectos de política científica 
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y tecnológica. Podría llegarse a algo que anoté aquí simplemente como una si­
gla: a un "Maconde" (¡no Macondo!), "medio ambiente con desarrollo", o "de­
sarrollo con medio ambiente", en vez de separar el medio ambiente como si 
fuera una cosa enteramente ajena a la que hay que dedicar algún esfuerzo de 
emergencia para ver si se reduce la contaminación atmosférica o se reduce la 
contaminación de las aguas de un lago, o se alivian algunos de los daños que 
sufren las riberas de los ríos, las bahías, etcétera. 

Se advierte en los últimos diez años una creciente conciencia internacio­
nal de los problemas del medio ambiente, como resultado de la conferencia de 
Estocolmo y su seguimiento: la creación del Programa de las Naciones Unidas 
para el Medio Ambiente (PNUMA) y la serie de acciones regionales e internacio­
nales. Por lo menos, creo que hay conciencia internacional; no siempre es tan 
clara cuando hay intereses de por medio, pero hay conciencia. Sabemos que el 
Mediterráneo ha sido objeto de acciones cooperativas entre las naciones para 
resolver algunos problemas -aunque me dicen que hay todavía muchos muy 
graves. En el Báltico se abordaron entre los países nórdicos algunos problemas 
creados por la lluvia ácida. Sin duda que hay muchos otros casos que no conoz­
co en detalle. Al menos, creo que es resultado de esa conciencia internacional, 
y algunas acciones se emprenden por medio de organismos de las Naciones 
Unidas, o de la OCDE, o de cualquier organismo de este tipo. 

Pero, ¿hasta qué punto hay conciencia nacional? Por conciencia nacional 
de los problemas ambientales no quiero decir simplemente que en un país de­
sarrollado se actúe en alguna forma, sino que la conciencia del problema esté 
no sólo en los gobiernos, sino en la población, en los actores económicos: las 
empresas, los grupos sociales organizados, etc. Pensando sobre todo en los paí­
ses de América Latina -no quiero prejuzgar cuál es la situación en países eu­
ropeos, o la misma España, que no conozco muy bien-, y no obstante lo que 
digan las Naciones Unidas, o lo que digan algunos de los grandes entusiastas de 
las políticas ambientales, creo que existe todavía una escasa conciencia nacio­
nal de los problemas ambientales, sobre todo de su significación para el desa­
rrollo futuro de los países. Desde luego que existe legislación al respecto en mu­
chos, pero también sabemos que las leyes no se cumplen o no se reglamentan, 
y que es muy difícil cumplirlas porque son leyes teóricas. Esa legislación se mo­
difica, se ajusta, sigue existiendo, y sin embargo no se cumplen las normas más 
elementales de protección ambiental, o de control de la contaminación. 

Además, como ya expresé, no se incorpora el medio ambiente a los proce­
sos de planificación. ¿Cuáles son las causas de ello? Una es una dificultad de 
tipo ideológico, que se expresa quizá mejor que nada con la célebre afirmación 
de un funcionario brasileño en Estocolmo en 1972: "Queremos contamina-
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ción porque necesitamos industrializamos, y si el precio de la industrialización 
es la contaminación, aceptémosla". Esas ideas están cambiando, pero ésa es una 
posición ideológico-política que prevalece mucho en los países latinoamerica­
nos, donde se confunde también con la idea de que la protección del medio 
ambiente es de origen nórdico, que viene de los países desarrollados, que nos 
va a costar mucho, nos va a hacer más costosa la industrialización, y que es una 
imposición de los sistemas imperialistas, de las burguesías hegemónicas -se 
usa toda esa fraseología-, y que no tenemos por qué preocuparnos de eso. 
Creo que la situación cambia, pero existe esa dificultad para crear una concien­
cia nacional real que permita incorporar el medio ambiente al desarrollo. 

La segunda causa es el problema de la cuantificación que he citado, sobre 
lo cual no he visto nada hasta la fecha. 

La tercera es la de la internalización del factor ambiental en los programas 
y proyectos para incorporarlo a los estudios que se hacen de costo/beneficio, de 
evaluación de proyectos (si es que se hacen correctamente), o de evaluación del 
factor ambiental. Habría que dar algún valor económico en los programas y 
proyectos de desarrollo a la protección del medio ambiente, no sólo internali­
zando esos costos en el programa o proyecto específicos, sino en función de la 
totalidad de la interacción medio ambiente-desarrollo de un país. Esta falta de 
evaluación o de valoración económica del medio ambiente se expresa en cosas 
tan simples como ésta: en nuestros países casi no hay reciclaje de desechos, de 
desperdicios, como lo hay en los países de gran industrialización. Lo que se 
desperdicia se desperdició, desaparece y no se emplea; no hay procesos de estí­
mulo o incentivos para crear el reciclaje, pero tampoco hay conciencia de su 
importancia. Por ejemplo, si la gente supiera cómo se puede aprovechar el pa­
pel de periódico para cal~facción, ahorraríamos mucho gas y combustible lí­
quido en nuestros países, pero sólo he visto en una publicación inglesa, jamás 
en una mexicana, el anuncio de un dispositivo -por cierto, danés- para 
comprimir papel de periódico para calefacción. 

Tampoco hay, en consecuencia de todo ello, conciencia acerca de una me­
jor -u óptima, si se quiere- utilización de los recursos naturales. Como sa­
bemos, los recursos se desperdician. Aplicamos a los bosques la misma técnica 
de la minería: sacar lo mejor y no preocuparnos de lo que queda. También lo 
hacemos con la agricultura y los suelos, y tenemos todavía sistemas ancestrales 
--que tienen causas sociales- que significan destrucción de bosques y de sue­
los en lugar de una utilización racional. Todavía existen prejuicios sobre la uti­
lización de los bosques que llevan a mucha gente a pensar que es un error cor­
tar árboles, cuando lo que se tiene que hacer es una administración, una gestión 
racional de los bosques. 
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No hay la concepción de cuál es el costo real de desatender la protección 
ambiental o el mejoramiento del ambiente (conceptos no enteramente equiva­
lentes). Esto se expresa en las dificultades para administrar un programa am­
biental (cuando lo hay sobre el papel, en la legislación). Estamos haciendo un 

estudio en El Colegio de México para descubrir por qué después de tantos años 
no se ha llevado a cabo un programa eficaz contra la contaminación atmosfé­
rica y de otros medios. Esto tiene que ver con la jerarquía que adquiere en el 
aparato administrativo la oficina del gobierno que deba ocuparse del ambien­
te. Tiene que ver asimismo con las relaciones intersectoriales en un gobierno. 
Como es un problema horiwntal, es mucho más difícil de organizar que uno 

simplemente sectorial. Tiene que ver con jurisdicciones federales, estatales, lo­
cales, esto es, con una serie de dificultades que no están estudiadas ni resueltas. 

O sea que la administración de los problemas del medio ambiente es difícil, es 
un asunto novedoso, en el que no se ha puesto suficiente pensamiento ni de­
dicación, desde el punto de vista de la administración pública (no desde el de 

los abogados que redactan un proyecto de ley). 
Creemos, en México por lo menos, que también hay una falta de interés co­

lectivo o de apoyos colectivos fuera del Estado; es decir, no lo hay dentro del Es­
tado suficientemente, pero fuera de él tampoco. En México y tal vez en la ma­
yor parte de los países latinoamericanos --quizá con excepción de Brasil-, se 

carece de grupos o asociaciones privadas significativas que estén preocupados 
por el problema del medio ambiente y que formen opinión o actúen como gru­
po de presión sobre el poder público; o bien, organismos semipúblicos en los 
cuales puedan interactuar elementos de la administración pública con elemen­
tos del sector privado, como los hay por centenares y millares en los países in­

dustrializados (inclusive existen organismos internacionales de carácter privado). 
En nuestro sistema educativo, así como no se enseñaba nada de demogra­

fía y mucho menos de ciencia y tecnología en los niveles elementales y secun­

darios, tampoco se enseña sobre protección del medio ambiente. Si el niño no 
recibe en su familia y en la colectividad en que vive la noción de que el medio 
ambiente vale -y vale para la colectividad- tampoco la recibe en la escuela, 
o del maestro. Apenas se está empezando en México a incorporar a los libros de 
texto nociones elementales sobre medio ambiente, desechos, desperdicios, la at­

mósfera, etc. Se está experimentando con eso, en términos generales. Mas si se 
asciende en la escala educativa y se llega a las universidades, tampoco existe una 
maestría sobre medio ambiente, ni hay cursos especializados. Por supuesto que 

se registran acciones individuales e investigaciones en institutos y hay maestros 
que saben de la materia, pero no se conoce un programa orgánico para ensefiar 
sobre medio ambiente, y mucho menos vinculado al trabajo de los economis-
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tas. Mas en México hace años -quizá sea lo mismo en el resto de América La­
tina- tampoco había buenos cursos sobre demografía, no obstante que era un 
problema importante y fundamental de la evolución del país -problema de 
enseñanza ya remediado a nivel de posgrado en El Colegio de México. 

No es mucha la investigación. Hay investigaciones aisladas, existen insti­
tutos que se dedican a algún aspecto. Mas los recursos que se asignan a inves­
tigaciones del medio ambiente son muy limitados en la mayor parte de los paí­
ses latinoamericanos. Tampoco hay suficiente comunicación, desde la prensa 
diaria, la semanal o quincenal o las revistas y, sobre todo, por medio de la ra­
dio y la televisión, que eduque y cree conciencia. Son distintos aspectos que 
considero importantes, sin los cuales es muy difícil llevar a cabo una política de 
medio ambiente que sea parte de las ideas más generales, que mucha gente tie­
ne en la cabeza, sobre desarrollo económico. 

Se me ocurre que lo más elemental que podría hacer un organismo de pla­
nificación en un país latinoamericano que tuviera autoridad sobre los nuevos 
desarrollos industriales, agrícolas, etc., es exigir la expedición de algo que lla­
maríamos tal vez un "certificado ambiental" para que una industria, o un ta­
ller pequeño, cualquier empresa, un hotel, puedan llevar a cabo sus actividades. 
Así como tienen que contar con un certificado sanitario y una serie de otros 
permisos y requisitos, ¿por qué no un certificado ambiental? Ello supone que 
tendría que haber detrás una capacidad administrativa ligada al proceso de pla­
nificación -donde lo haya- que permita obtener la información necesaria y 
hacer ver las consecuencias de no hacer esto o aquello. Tendría también que es­
tar esa capacidad ligada a la del Estado para crear los incentivos necesarios a fin 
de que empresas cuyas operaciones tengan efectos negativos sobre el medio 
ambiente puedan incorporar esos costos, en lo necesario, y así evitar esas con­
secuencias negativas. Es decir, ayudarles a internalizar el costo de la protección 
ambiental mediante incentivos de muchas clases {hay algunos, fiscales y demás, 
pero no operan mucho en la práctica). 

Un terreno muy importante, aún más difícil, es el de la contaminación at­
mosférica creada por los automóviles. En México se estima que más de 60% 
del smog de la Ciudad de México, que es además el principal centro industrial 
del país, con características muy especiales por la altura y una serie de circuns­
tancias, y por la calidad de la gasolina, se debe a los vehículos automotores. 
¿Por qué hay que esperar a que llegue el automóvil no contaminante del futu­
ro, y por qué no se puede hacer algo con los viejos automóviles y camiones que 
circulan ya?, ¿por qué no se puede hacer más en la creación de conciencia del 
automovilista -no sólo el automovilista privado, sino también el conductor 
del vehículo de servicio público y el vehículo del Estado que es tan contami-
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nante como el privado-- para que se haga algo, creando incentivos para trans­
formar esa situación? 

Quiero referirme también a la capacidad de las ciencias sociales para ocu­
parse de los problemas ambientales. A la que puedo referirme mejor es a la eco­
nomía, pero sospecho que la sociología y la ciencia política estén un poco peor 
en este sentido que la economía. Ésta, por sus orígenes, sus esquematizaciones 
teóricas y el predominio que todavía existe en el mundo industrializado occi­
dental de la teoría neoclásica y sus derivaciones más recientes -variaciones so­
bre el mismo tema-, parte de una incapacidad básica para incorporar fenó­
menos de cambio estructural, especialmente los que hasta ahora hemos creído 
de cambio lento. Si se revisa la teoría económica establecida, se encuentra que 
el tema de la ciencia y la tecnología es un dato extraño para el economista; le 
viene del "espacio exterior", un factor totalmente exógeno que no sabe incor­
porar a sus esquemas de teorización y de conceptualización sobre la economía. 
Así ha ocurrido, en cierta medida, con el cambio demográfico y mucho más 
con el tema del medio ambiente. 

Me atrevería a sugerir, pero no tengo la seguridad para afirmarlo, que algo 
similar ocurre con las conceptualizaciones de la teoría económica marxista, que 
no están actualizadas a la realidad del mundo moderno y no han podido incor­
porar estos nuevos elementos. Pero seguramente sí lo puedo afirmar en cuan­
to a lo que pueda llamarse la escuela "cepalina", la escuela semiestructuralista, 
por lo menos de cambio estructural, en que se ha concebido toda la idea del 
desarrollo proveniente de la CEPAL durante tantos años y que tampoco, además 
de ciertas faltas de rigor e inconsistencias, ha podido incorporar estos nuevos 
elementos. 

Así que las ciencias sociales, por más que deban dar su curso a las considera­
ciones científico-ecológicas -ya que todo es un conjunto, naturaleza y socie­
dad-, están mal equipadas desde el punto de vista teórico riguroso para incor­
porar estos cambios. Estas cosas ocurren hasta en otras áreas de la ciencia social; 
por ejemplo, acabo de estar en una reunión en que se contrastaba el conocimien­
to de la teoría monetaria con la realidad de las instituciones monetarias naciona­
les e internacionales, y encuentra uno que la teoría monetaria, que se maneja con 
distintos refinamientos, es la misma de hace cuarenta años, pero que las institu­
ciones nacionales e internacionales han evolucionado; luego, se abre una brecha 
gigantesca entre las prescripciones normativas que se han derivado de la teoría 
monetaria tradicional y lo que realmente puede ocurrir a nivel nacional e inter­
nacional. Si eso sucede en un campo tan elaborado como ha sido el monetario y 
financiero, ¿cómo no va a ocurrir en estas otras esferas en las que estamos tratan­
do de llamar la atención hacia estos grandes problemas globales de la humanidad? 



REFLEXIONES SOBRE MEDIO AMBIENTE Y ECONOMfA DEL DESARROLLO 245 

Cuando pensamos en el plaw más largo, y no sólo en el desarrollo que 
prevemos a 1 O o 15 años, sino en la evolución de nuestro planeta a 20, 30 o 
40 años -y debemos reflexionar sobre lo que dicen los científicos de los cam­
bios climáticos, del greenhouse ejfect (que puede producir grandes cambios cli­
máticos en Europa y otras partes); cuando nos ponemos a pensar en algo que 
comentaba hoy con Pablo Bifani (la relación global recursos-población), o 
cuando pensamos en cómo cambiar la dirección del desarrollo tecnológico de 
manera que beneficie más a los países en desarrollo que tienen la necesidad de 
crear empleo en proporciones muchísimo mayores que las que jamás se han 
imaginado, debido al elevado incremento demográfico del Tercer Mundo; o 
cuando pensamos en cuál será el futuro de la industrialización y de la urbani­
zación (¿se va a concentrar todo en las ciudades del Tercer Mundo, como se ha 
concentrado ya en el Ruhr o en ciertas de Estados Unidos o Inglaterra?), el eco­
nomista parece estar totalmente perdido: no tiene la menor noción de cómo 
manejar estas grandes magnitudes. Ello nos lleva a entrar en otro campo: tal 
vez el de una futura especialización, la del especialista en problemas globales, 
que va a tener que saber un poco de todo (evitando la charlatanería de mu­
chos), gente que profesionalmente investigue estos problemas con más acucio­
sidad y con más rigor. 

Por último, quiero referirme al aspecto internacional de la política del me­
dio ambiente en el contexto en que se desenvuelven las relaciones internacio­
nales de la actualidad. He escuchado este tipo de afirmaciones de especialistas 
del ambiente y tambien de grupos que están ligados a la CEPAL: hay que incor­
porar el medio ambiente al diálogo Norte-Sur, al nuevo orden económico in­
ternacional, etc. ¿Qué quiere decir todo esto? Creo que no se han puesto a pen­
sar en qué consiste. ¿Cómo hablamos de incorporarnos o incorporar este tema 
al diálogo Norte-Sur, si ni siquiera tenemos conciencia, por ejemplo en Amé­
rica Latina, de la protección ambiental y de lo que podríamos hacer en coope­
ración unos con otros? No niego que el tema sea importante, que deba ser par­
te de toda discusión del futuro desarrollo, a escala internacional, entre los países 
desarrollados y los países en desarrollo, pero estimo que tenemos que evitar caer 
en esta retórica del diálogo internacional, que muchas veces descuida realida­
des que, nos gusten o no nos gusten, están ocurriendo en las políticas de los 
países desarrollados y de los países en desarrollo. 

[Post-data (enero de 1985): el Centro Internacional de Formación en Ciencias 
Ambientales (CIFCA) fue disuelto por el gobierno de España en 1984.] 





LOS PROBLEMAS DEL MEDIO AMBIENTE 
EN LAS RELACIONES MÉXICO-ESTADOS UNIDOS* 

l. POLÍTICA AMBIENTAL Y POLfTICA DE DESARROLLO 

1. Gran parte del debate de los últimos años acerca de los problemas ambienta­
les que se relacionan con el comercio exterior y la inversión internacional--que 
en consecuencia tienen que ver con el TLCAN, antes y después de su entrada en 
vigor, y que es hoy uno de los temas centrales de las relaciones México-Estados 
Unidos- se ha desenvuelto sin suficiente información e investigación de base 
empírica. En lo general, se ha recurrido a consideraciones teóricas, cuasiteóricas 
y seudoteóricas; han abundado los puntos de vista y las declaraciones de deter­
minados sectores políticos y de grupos de intereses; y han pesado mucho las vi­
siones, con frecuencia superficiales, de los medios de comunicación. Además, 
buena parte del debate se ha referido en forma por demás estrecha a determina­
dos aspectos particulares, sin mayor aportación de resultados de la investigación 
ni encuadre en las consideraciones generales. 

2. A pesar del gran conjunto de documentación de que se ha ido dispo­
niendo, desde sesudos estudios econométricos hasta emotivas declaraciones 
oficiales y piezas retóricas, pasando por trabajos enfocados a algún asunto con­
creto o en defensa de alguna posición particular -todo ello sin duda valio­
so--, lo que está faltando es un enfoque general de orden sistémico que sirva 
para examinar la problemática ambiental de las relaciones México-Estados 
Unidos en un marco amplio de perspectivas. El deterioro ambiental es un fe­
nómeno que se manifiesta a escala mundial y, por añadidura, admite ya graves 
características globales. Ni México ni Estados Unidos constituyen una excep­
ción; pero es evidente que en Estados Unidos (como en Canadá y en muchos 
otros países) es bastante mayor y más preciso el reconocimiento que la socie­
dad y el gobierno otorgan a los daños ambientales que derivan de la actividad 
económica, incluidos por supuesto los atribuibles al intercambio comercial y a 
las inversiones. En cambio, en México, por su trayectoria anterior como país 

* Sociedad y política, México y Estados Unidos, una visión recíproca Ill, El Colegio de la Fron­
tera Norte, I 997, pp. 15-41. 
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de escasa concientización social y de limitada evolución científico-tecnológica, 
la atención a la problemática ambiental ha llegado con por lo menos una ge­
neración de retraso. 

3. Como país semiindustrializado y con grandes y evidentes manifestacio­
nes de la condición que corresponde al subdesarrollo, inclusive fuertes contras­
tes internos entre sectores y subsectores modernos y otros arcaicos o incapaces 
todavía de superar rigideces estructurales, México pertenece en materia am­
biental a un numeroso grupo de países en desarrollo que no han logrado toda­
vía incorporar el medio ambiente, en forma congruente y articulada, a su estra­
tegia de desarrollo económico y social. La asimetría respecto a Estados Unidos 
y Canadá, en el proceso de integración de América del Norte, es muy acentua­
da, y la gradual inserción de la economía mexicana en la globalización no va 
por ahora mucho más allá de la perspectiva que rodea al TLCAN. Además, la eco­
nomía mexicana transita desde hace 14 años por un terreno de ambigüedad, 
desde el punto de vista social y político, en las directrices de la estrategia eco­
nómica. Las crisis recurrentes de endeudamiento externo y las políticas de ajus­
te macroeconómico y macrofinanciero han impedido acometer el proceso de 
desarrollo en función de objetivos bien definidos de crecimiento general de la 
producción, de aumento del empleo y de mejoramiento social sólido. 

4. Se han emprendido algunas reformas económicas profundas, pero en 
muchos aspectos no han llegado a cuajar en un coeficiente de inversión priva­
da y de generación de ahorro interno suficiente para garantizar un dinamismo 
económico que sea adecuado a las necesidades del incremento previsible de la 
población en edad de trabajar y dispuesta a participar en la actividad económi­
ca. ~te el desenvolvimiento del TLCAN como instrumento promotor de la in­
versión y el comercio exterior sobre bases firmes, la economía mexicana se en­
cuentra actualmente en grave desventaja, debido al colapso económico de 
1995, las repercusiones todavía negativas en 1996, el nuevo incremento agu­
do del endeudamiento externo, en su mayor parte a plazo corto, y el debilita­
miento de la capacidad empresarial -todo ello no obstante algunos signos de 
recuperación y de avance en sectores industriales abocados a la exportación. 
Como participante tardío en la definición y organización de las políticas am­
bientales, México se ocupa de éstas sin suficiente relación con el resto de la pro­
blemática del desarrollo económico y social, por más que se haya avanzado en 
esa dirección en los últimos años. Por consigui ~nte, en la consideración de los 
problemas ambientales México-Estados Unidos, no sería posible hacer caso 
omiso del conjunto de elementos condicionantes de la actual perspectiva me­
xicana de desarrollo. En ese conjunto, por lo demás, tampoco se pueden pasar 
por alto las resistencias que puedan surgir en la esfera política y en la infraes-
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tructura jurídica de la sociedad mexicana, como tampoco las resistencias y 
reacciones en la sociedad norteamericana. 

11. LA CONFERENCIA DE RfO DE JANEIRO Y SUS ALCANCES 

5. En la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desa­
rrollo, llevada a cabo en Río de Janeiro en 1992, los países participantes se 
comprometieron a lograr el objetivo del desarrollo sustentable y a promover­
lo, entre otras cosas, con apoyo en políticas ambientales y en políticas de equi­
dad social. El desarrollo sustentable y equitativo es lo contrario de lo que se ha 
venido haciendo hasta ahora, en México como en la mayor parte de los países. 
Ha imperado el desarrollo insustentable e inequitativo, y aun el "quitativo". El 
nuevo paradigma supone garantizar a las generaciones venideras el mismo ac­
ceso a los recursos de que han disfrutado las precedentes y .los actuales grupos 
humanos, por lo cual son indispensables la conservación de los recursos natu­
rales, el control y la reducción, y en su caso eliminación, de los desechos peli­
grosos y la transformación de la actividad productiva de bienes y servicios de 
tal manera que el ambiente, en lugar de seguir empeorando, constituya un fac­
tor de mejoramiento del bienestar y la salud de la población mundial y de pro­
tección de los ecosistemas y de la condición físico-biológica del planeta. A la 
vez, el desarrollo sustentable sin políticas sociales que comprendan mejores 
programas de salud, de educación, de urbanización y, en general, de fortaleci­
miento del poder de compra de los grupos menos favorecidos no cumpliría con 
los objetivos planteados. 

6. A casi cinco afíos de distancia de los compromisos de Río de Janeiro, 
ningún país ha sido aún capaz de emprender una política de desarrollo susten­
table. La razón es evidente: alcanzar el desarrollo sustentable supondría movi­
lizar a la sociedad en todos sus aspectos para construir el nuevo proceso de de­
sarrollo (tal vez hacia el segundo tercio del siglo XXI). Más aún, requeriría una 
reconsideración fundamental de la intensidad y las formas en que se emplea la 
energía, a fin de reducir la acentuada dependencia que las economías moder­
nas mantienen con respecto a la energía de origen fósil. Esta modalidad de 
energía ha sido un elemento vital, explicativo y condicionante, de la evolución 
y el desarrollo de las economías y sociedades modernas. Mas pocos son los paí­
ses que hasta ahora han llevado a la práctica políticas y programas de ahorro de 
energía, o han desplazado la demanda de los combustibles de origen fósil ha­
cia otras formas de generación y uso de la energía menos contaminantes o in­
cluso limpias. Los programas de energía nuclear se han estancado y son obje-
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to de importantes cuestionamientos. El empleo de fuentes energéticas no con­
vencionales se ha obtenido apenas de manera bastante limitada. ¿Cuál será la 
perspectiva que se le presentará a un país que, para su desarrollo económico, 
para alcanzar siquiera un nivel de producto por habitante de 5 000 a 8 000 dó­
lares, requerirá consumir más energía pero carecerá de los recursos financieros 
y humanos para poner en servicio en forma y medida suficientes algunas otras 
fuentes de energía que no sean de origen fósil, es decir, que no descansen en el 
petróleo, el gas o el carbón, y que logren ecoeficiencia en el empleo de los mis­
mos? Aun los países de mayor nivel de industrialización, incluido Estados Uni­
dos, apenas han empezado a caminar hacia ese objetivo energético y, por aña­
didura, poco han hecho para reducir las emisiones de carbono, producto de la 
combustión, que contribuyen a crear el llamado efecto invernadero en la at­
mósfera del planeta. El que se pueda llegar a utilizar como fuente energética el 
abundante hidrógeno o se llegue a la energía nuclear por fusión figuran toda­
vía como imagen en el dominio del desarrollo virtual. 

7. Son éstos, por supuesto, problemas ambientales globales a largo plazo 
que se entrelazan con los inmediatos. No fueron los únicos abordados en Río 
de Janeiro, ya que se han puesto mucho más al descubierto otros de importan­
cia y naturaleza globales, referentes a: los recursos hídricos, la degradación de 
los suelos, la deforestación, la necesidad de proteger la biodiversidad, el salva­
mento de las especies en peligro de extinción, el agotamiento de algunos recur­
sos minerales, el crecimiento excesivamente rápido de la población mundial, y 
otros que plantean enormes desafíos a todas las sociedades y no sólo a las de 
mayor grado actual de desarrollo. En el mundo presente, todas las sociedades 
están interrelacionadas en el proceso de globalización, y lo estarán en mayor 
grado en el mundo del mañana. Son crecientes y agudas las amenazas a la sa­
lud humana provenientes de la contaminación atmosférica y de las aguas. Pu­
dieran pensar algunos que las relaciones México-Estados Unidos tuvieran poco 
que ver con los graves problemas ambientales globales. Sin embargo, las rela­
ciones entre ambos países se anidan cada día más en el marco general de las 
consideraciones ambientales. Tampoco sería posible aislar la relación entre 
México y Estados Unidos de las vertientes globales de la problemática ambien­
tal, y de hecho algunos aspectos del estudio de los temas de interés global, por 
ejemplo, en materia de cambio climático, cuentan ya con participación mexi­
cana. México, como signatario del Protocolo de Montreal, ha iniciado tam­
bién un programa para reducir y eliminar el uso de los CFC como refrigerante, 
con resultados positivos en varias plantas industriales y con recuperación del 
cloro; se cuenta con apoyo del Fondo de Montreal, que administra el Banco 
Mundial. 
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III. EL INTERCAMBIO COMERCIAL Y SUS EFECTOS AMBIENTALES 

8. La actividad económica, por su empleo de energía y de recursos naturales, 
genera residuos o desechos por medio de distintas formas de transformación y 
combinación técnica. Algunos de los desechos pueden ser peligrosos y aun tó­
xicos. En consecuencia, todo incremento de la producción de bienes y servicios 
que responda a aumentos del comercio exterior y las inversiones, o que tenga 
por objeto ampliar el volumen del comercio, originará mayores volúmenes de 
desechos. También el cambio social, por ejemplo, por medio de la migración, 
la ampliación territorial y en densidad humana de las ciudades, y las crecientes 
desigualdades que acompañan a dichos fenómenos, contribuye, en cualquier 
momento, a formar desechos y a acentuar el deterioro ambiental. En determi­
nadas regiones o lugares específicos, el incremento demográfico rápido suele ser 
causa directa de presiones sobre la disponibilidad de recursos y de deterioro del 
ambiente local. Son procesos que se desenvuelven con independencia de las 
instituciones que pueda suponerse hayan sido creadas para evitar esos resulta­
dos. Así también, evolucionan sin seguir de manera necesaria las pautas seña­
ladas por las instituciones que tienen por misión proveer más bienes y servicios 
por medio de políticas implantadas para estimular el comercio y las inversiones. 
Para reducir al mínimo la emisión de desechos, como elemento esencial de una 
política de desarrollo sustentable, se requiere no sólo definir políticas, hacer 
aprobar la legislación pertinente y promover adaptaciones y cambios institucio­
nales, sino aunar esfuerzos cada vez mayores y quizá más costosos para la socie­
dad en su conjunto. Las decisiones tendrán que ser tomadas con plena partici­
pación democrática y con propósitos claro~ de cumplimiento. 

9. Tanto el comercio interior como el exterior que se originen en los au­
mentos de la actividad económica -la agropecuaria, la pesquera, la forestal, la 
industrial, los servicios y cualquier otra-, o que induzcan precisamente esos 
aumentos de la producción, pueden contribuir en forma directa al deterioro 
ambiental. Éste puede generarse no sólo en la producción misma, sino también 
en el transporte y la intermediación de los productos, cuya necesidad es, a su 
vez, parte de la expansión de la actividad económica. No obstante, no es siem­
pre posible distinguir sin lugar a duda el comercio interno del comercio inter­
nacional, y mucho menos en un contexto de globalización. Un acuerdo comer­
cial como el TLCAN no es sino un instrumento, una serie de señales y reglas, para 
inducir mayor volumen de intercambio (comercio) y mayor monto de inver­
siones productivas (capacidad de producción). La expansión del comercio y las 
inversiones atribuibles a un tratado como el TLCAN no por fuerza han de pro­
ducirse de manera generalizada, sino en determinadas direcciones. Éstas depen-
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derán en buena medida de los recursos disponibles, de la capacidad empresa­
rial, de las políticas y reglamentaciones internas de cada país, de la experiencia 

histórica, de las posibilidades financieras, de los niveles salariales, de la produc­
tividad laboral y de la total en una empresa, de los cambios en los precios rela­

tivos, etc. No es posible singularizar un efecto ambiental concreto atribuible a 
las disposiciones de un convenio comercial con base en formular declaraciones 
sobre lo que sería deseable o conveniente, como ha venido ocurriendo entre 

México y Estados Unidos en los últimos años. Se requeriría mucha más infor­
mación y aun se precisaría mucha investigación empírica. Además, las decisio­
nes de exportar o importar están aún en buena medida atomizadas; son innu­

merables los actores. 
1 O. En los años precedentes a 1994, el comercio y las inversiones entre Mé­

xico y Estados Unidos aumentaron aun en ausencia del TLCAN o en espera de 
que se llevara a buen fin la negociación del mismo; las inversiones directas es­
tuvieron representadas por mayores volúmenes de comercio en bienes de capi­
tal y en productos intermedios. Cabe preguntar: ¿en qué momento la cuestión 
ambiental se convirtió en problema importante por resolver en medio de todo 

ese intercambio y de los mayores montos de inversión? Hacen falta investiga­
ciones para descubrir cuáles fueron los umbrales que, al alcanzarse o rebasarse, 
detonan el posible daño ambiental, o que puedan determinarse en el futuro, te­

niendo en cuenta la perspectiva de desarrollos tecnológicos y su aplicación en 
los años por venir, los cambios en las preferencias de demanda en cada país, et­

cétera. 
11. El efecto ambiental del comercio exterior o la hipótesis del daño am­

biental sólo pueden determinarse o medirse por medio de estudios empíricos a 
lo largo de la cadena productiva, hacia los orígenes y, a la vez, hacia los merca­

dos. Si como consecuencia del TLCAN, o por cualquier otra razón, inclusive la 
existencia de inversiones anteriores y la aparición de oportunidades de merca­
do, las exportaciones de un producto mexicano aumentaran, las consecuencias 
o pertinencias ambientales requerirían examinarse en forma pormenorizada. 
Por un lado, hacia el origen de la cadena productiva, por ejemplo, los procesos 
productivos empleados, así como las fuentes (nacionales o externas) de los prin­
cipales insumos materiales, las condiciones en que éstos se producen, el empleo 

de ciertos productos químicos, las fuentes de abastecimiento de agua y de ener­

gía, las instalaciones de almacenamiento, los empaques empleados y el embar­
que de la mercancía, los medios de transportación y distribución empleados, 
los procesos de mantenimiento, los diferentes tipos de desechos que se hayan 
generado desde el origen, las instalaciones destinadas a tratamiento y recicla­
miento de desechos, y muchos otros elementos específicos. Por otro lado, se de-
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berá investigar la cadena distributiva que lleva a la venta final, los servicios de 
transportación, refrigeración y almacenamiento, y otros, que permitan identi­
ficar en qué punto se generaría un riesgo ambientai. 

12. Si se determinaran efectos ambientales negativos, sería preciso estable­
cer los umbrales más allá de los cuales dicho efecto fuera peligroso. Entrarían en 
juego muchos otros factores pertinentes al ambiente; en un proyecto minero o 
agropecuario, la situación de trabajo de los obreros en cuanto a condiciones de 
vivienda, disposición de residuos hogarefí.os, etc.; en relación con la infraestruc­
tura existente o en proceso de ampliación, entre ellos el sistema de drenaje, los 
confinamientos de desechos, las instalaciones de tratamiento, etcétera. 

13. De igual modo, deberían estudiarse conforme a los mismos criterios 
las importaciones mexicanas provenientes de Estados Unidos y Canadá (o de Ca­
nadá y otros países que lleguen por intermedio de puertos y sistemas de trans­
portación de Estados Unidos) que constituyan insumos importantes de los 
productos de exportación mexicanos, así como de otros productos interme­
dios empleados en diferentes etapas de la producción. Además, los bienes de 
consumo importados por México que están sujetos a reglamentaciones sanita­
rias, pero que no se examinan respecto a su efecto ecológico en el país de ori­
gen o en el área de destino en México debieran ser asimismo objeto de inves­
tigación. 

14. No podrían estudiarse con detalle todos los productos objeto de co­
mercio, por lo que habría que destacar grupos de productos afines, zonas y re­
giones críticas, etc. Tendría que incluirse el examen de la situación de activida­
des económicas asociadas a la que se estudie, cuyas producciones puedan 
provocar presiones ambientales similares. Podría empezarse por dirigir las in­
vestigaciones hacia categorías significativas de exportación e importación, a fin 
de llegar a evaluaciones preliminares. El intercambio intraempresa, es decir, los 
bienes intermedios y otros que se mueven al interior de empresas que operan 
en los dos (o los tres) países, entre matrices y subsidiarias, merecería atención 
especial porque goza de prerrogativas aduaneras, por ejemplo, en la industria 
automotriz, en la fabricación de artículos y aparatos eléctricos y electrónicos, 
en productos metálicos, en determinados productos alimenticios, etcétera. 

IV. LA POLÍTICA AMBIENTAL MEXICANA 

15. La política ambiental de México, que empezó tarde a definirse y formali­
zarse, ha sido rebasada por los acontecimientos, por la tendencia a la globali­
zación y por las tensiones creadas por el TLCAN. 
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16. Se comenzó en los años setenta con legislación relativa a desechos in­
dustriales y otros aspectos, con atención a los efectos en la salud. Tras reformas 
constitucionales, la Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección al Am­
biente de 1988 estableció mecanismos de reglamentación y control (de normas 
y castigos, Nyc) semejantes a los instaurados por algunos de los países miembros 
de la OCDE a fines de los años sesenta y que después se generalizaron y consoli­
daron a raíz de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambien­
te Humano, efectuada en Estocolmo en 1972. La Ley General de 1988 tiene, 
entre otras virtudes, la de sentar las bases para la descentralización de la aplica­
ción de las medidas de control ambiental por medio de las autoridades estata­
les y municipales. Sin embargo, antes de 1990, cuando se dio a conocer el pri­
mer programa ambiental, poco se había logrado: se publicaron algunas normas 
y se difundió a medias un diagnóstico no muy profundo ni comprensivo de la 
situación ambiental del país. El Programa de las Naciones Unidas sobre el Me­
dio Ambiente (PNUMA), establecido en 197 4, cooperó en algunos aspectos. 

17. En todo caso, la política ambiental no alcanzó en la jerarquía guber­
namental mexicana ni en las prioridades nacionales una posición suficiente­
mente alta. Por otro lado, el sector empresarial tampoco mantuvo una actitud 
muy positiva hacia el medio ambiente. Por último, la ciudadanía, las organiza­
ciones no gubernamentales, la sociedad civil tuvieron poca conciencia de la 
problemática ambiental en todas sus amplias dimensiones, con excepción de 
algunos organismos privados conservacionistas. Por su parte, la comunidad 
científica y tecnológica mexicana aportó en esa época muy poco, no obstante 
algunos destellos. 

18. El Informe Brundtland de 19871 y los preparativos para la Cumbre de 
Río, incluidos algunos a escala regional en que intervinieron la CEPAL, el Ban­
co Interamericano de Desarrollo, el PNUD y otros organismos, sirvieron para 
llamar la atención sobre las perspectivas ambientales a largo plazo. A su vez, la 
expansión del sector industrial maquilador, sobre todo en la región de la fron­
tera norte, y la apertura comercial mexicana iniciada a mediados de los años 
ochenta cuando México se adhirió al GATT, y después la posibilidad de que se 
suscribiera el TLCAN, dieron lugar a que la situación ambiental en México fue­
ra examinada o comentada en Estados Unidos con bastante detenimiento y 
preocupación. Igual ocurrió en las esferas políticas, empresariales y académicas 
en México, así como en las organizaciones no gubernamentales. El deterioro 
ambiental en sus varias formas comenzó a ser objeto de observación. En la wna 

1 Comisión Mundial del Medio Ambiente y el Desarrollo, Nuestro futuro común, Madrid, 

Alianza Editorial, 1987. 
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metropolitana de la Ciudad de México (ZMCM), que concentra 20% de lapo­
blación total, los problemas atmosféricos específicos ligados a la calidad de los 
combustibles, el incremento rápido del núpiero de vehículos en circulación y 
el inadecuado sistema de transporte público acentuaron el interés público y 
privado en el ambiente. 

19. No obstante, el gobierno mexicano no respondió de manera suficien­
te y adecuada a las nuevas demandas. La política ambiental y el conjunto de 
reglamentaciones permanecieron situados a un nivel apenas intermedio en la 
administración pública, con poca repercusión en las autoridades estatales y 
municipales, ni siquiera en las del Distrito Federal. Poco a poco se fue forman­
do, de cualquier manera, un diagnóstico más completo, sobre todo a medida 
que se apresuraban los preparativos para la Conferencia de Río y como resul­
tado, además, de un estudio bilateral, hecho por los organismos ambientales 
de Estados Unidos y México, acerca de los desechos y la contaminación en 26 
pares de ciudades de la frontera norte. 

20. La Conferencia de Río, entre otras cosas, colocó en la primera línea de 
observación la cuestión del cambio climático global, la protección y revaloriza­
ción de la biodiversidad, y los peligros de la depredación de los recursos natu­
rales a escala mundial. Estos asuntos son ya atendidos en México por la comu­
nidad científica, la Comisión Nacional para la Protección de la Biodiversidad, 
y las autoridades ambientales, en particular en la Secretaría de Medio Ambien­
te, Recursos Naturales y Pesca (Semarnap), creada en diciembre de 1994. 

21. En México prevalece, no obstante, el discurso referido en general a los 
recursos naturales --entre ellos, los temas de la mariposa monarca, las ballenas 
y las tortugas-, que para los medios de comunicación social ofrecen más visi­
bilidad. Las consideraciones acerca de las graves consecuencias de la emisión de 
desechos industriales y de la contaminación de vías fluviales, lagunas y esteros 
y, en general, las wnas costeras, los mantos freáticos y los suelos, y el deterioro 
atmosférico de la ZMCM parecen recibir menos atención. Entre las rawnes que 
podrían aducirse respecto al mayor hincapié hecho por las autoridades federa­
les en la conservación de los recursos naturales -y sin restarle ningún mérito a 
la estrategia que se ha seguido a ese respecto-- estaría la de que, por tratarse de 
problemas a muy largo plazo que requieren una preparación muy cuidadosa y 
en los que falta además mucha información, provocan interés por parte del pú­
blico y generan ofrecimientos de financiamiento por el sector privado y otras 
fuentes de recursos. Otra explicación podría encontrarse en el hecho de que el 
ocuparse a fondo y con eficacia de los crecientes desechos industriales, incluidos 
los municipales, colocaría a la Secretaría de Medio Ambiente frente a instancias 
oficiales poderosas, tanto en la administración federal y las estatales como en el 
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sector paraestatal, sobre todo frente a Pemex, la industria petroquímica paraes­
tatal, la Comisión Federal de Electricidad, los ferrocarriles y los medios de trans­
porte interurbano, y otros grupos resistentes al cambio. Y por lo que hace a la 
contaminación atmosférica, se sigue la línea de que es asunto de la competen­
cia de las autoridades municipales, de manera que el avance resulta muy lento. 
Es posible que las reformas a- la Ley del Equilibrio Ecológico aprobadas en oc­
tubre de 1996, que entraron en vigor en diciembre, fortalezcan la posición que 
guarda la Semarnap y su capacidad para ocuparse con mayor eficacia de los pro­
blemas de los desechos industriales y municipales, así como de las contamina­
ciones atmosféricas y de las cuencas hídricas como problemas regionales que re­
quieren la concertación de varios niveles de autoridad administrativa y política. 
En realidad, haría falta una gran cruzada nacional para lograr en la sociedad me­
xicana, en todos los sectores, una atención adecuada a esta problemática. 

22. Debe reconocerse que la calidad de los diagnósticos ambientales na­
cionales ha mejorado, como lo atestiguan informes publicados por el Institu­
to Nacional de Ecología de la Secretaría de Desarrollo Social en 1992 y 1995, 
y los contenidos en el Programa de Medio Ambiente 1995-2000, dado a co­
nocer en marzo de 1996 por la Semarnap. Se ha ampliado y profesionalizado 
mucho más el personal técnico de esta secretaría, y son frecuentes y regulares 
las consultas con las organizaciones no gubernamentales, los organismos em­
presariales y los institutos y otras instancias del sector académico y de investi­
gación. Para la modificación reciente de la legislación ambiental de 1988 se dio 
oportunidad amplia a todos estos sectores de expresar su opinión y de hacer 
aportaciones, a escala nacional y local. 

23. Otro elemento importante es que México, como país miembro de la 
OCDE, está obligado a suministrar información a este organismo internacional 
en cumplimiento de las normas que el mismo ha establecido; se han adelanta­
do numerosas consultas con su personal técnico en relación con la primera eva­
luación que hará la OCDE, en 1997, de la política ambiental de México. La Se­
marnap ha iniciado también un examen sistemático de los compromisos que 
supone para México la Agenda 21, con vistas al quinto aniversario de la Con­
ferencia de Río en junio de 1997. 

V. EL MEDIO AMBIENTE, EL TLCAN Y LA FRONTERA NORTE 

24. El TLCAN lleva anexo el Convenio de Cooperación Ambiental de América 
del Norte, que prevé una reunión anual, a nivel ministerial, de las autoridades 
encargadas del medio ambiente de Canadá, Estados Unidos y México, y que 
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estableció una Comisión sobre Cooperación Ambiental (cCA) con sede en 
Montreal. La CCA ha llevado a cabo una serie de estudios, a cargo de subcomi­
siones, grupos de trabajo, talleres, etc., acerca de algunos de los temas compren­
didos en sus muchas atribuciones. Uno de los estudios, que está aún en etapa 
de evolución, se refiere a los efectos ambientales del comercio [internacional] 
inducido por el TLCAN. El primer informe público surgió de un taller llevado a 
cabo en La Jolla, California, en abril de 1996.2 Estas actividades derivan del 
convenio anexo al TLCAN, como consecuencia de la preocupación de Estados 
Unidos sobre los vínculos entre el comercio y el ambiente, en especial la noción 
que se manejó durante las negociaciones previas de que el presumible menor 
grado de cumplimiento de las normas ambientales en México, y en general su 
política ambiental menos rigurosa, tendrían efectos económicos y de empleo de 
carácter negativo en Estados Unidos; inclusive impulsarían una posible migra­
ción de plantas industriales a territorio mexicano aun más allá de la zona ma­
quiladora de la frontera norte, en busca de nuevos "paraísos contaminantes" 
que estuvieran a salvo de una reglamentación rigurosa. Según diversos autores, 
no parece que existan pruebas de que semejante migración haya ocurrido en es­
cala significativa, aun cuando al parecer queda mucho por investigar en cuan­
to a casos concretos. 

25. La relación entre comercio y ambiente debe verse como algo intrín­
seco en la comprensión y el logro de los objetivos del TLCAN. Queda claro hoy 
día que la política ambiental no puede tratarse de manera aislada como si fue­
ra un asunto meramente técnico-científico o tuviera que ver sólo con la salud 
humana. Por el contrario, como ya se ha expresado, toda actividad económi­
ca incorpora aspectos ambientales, y la política ambiental debe estar integra­
da en la política de desarrollo y en la política económica general. Donde quie­
ra, la actividad económica genera costos y beneficios ambientales que deben 
incluirse, sean a corto, a mediano o a largo plazo. Luego, el tema que aborda 
la CCA resulta ser de máxima importancia, y debe ser objeto de consideración 
objetiva tanto en México como en Estados Unidos y Canadá. En México, en 
particular, es necesario que, no obstante diversos prejuicios y puntos de vis­
ta, se comprenda en todos los medios y en las instituciones tanto públicas co­
mo privadas que la falta de cumplimiento adecuado de las normas ambienta­
les, y las fallas que pueda tener la aplicación de la política ambiental, podrían 

2 Commission for Environmental Cooperation, Building a Framework far Assessing NAFTA 

Environmental Ejfects. Report on a Workshop in La folla, California, April 29-30, 1996, Moncreal, 
Canadá, Environmental and Trade Series núm. 4, pp. xv + 157. (Se anuncia que habrá edición 
en español). 



258 POLÍTICAS Y ESTRATEGIAS AMBIENTALES 

traer consecuencias negativas para la economía mexicana, lo mismo en el co­
mercio que en las corrientes de inversión directa extranjera, y repercutiría 
además en la imagen que de México se tenga en Estados Unidos y en el ex­
tranjero en general. 

26. Respecto al ambiente en la frontera norte, cabe subrayar la importan­
cia de dos nuevas instituciones: la Comisión de Cooperación Ambiental de la 
Frontera y el Banco Norteamericano de Desarrollo. La primera sienta un ex­
traordinario precedente binacional, ya que está facultada de manera exclusiva 
para "certificar" y aprobar proyectos para la consideración del financiamiento 
que pueda proveer el citado banco. Éste, a su vez, constituye otro precedente al 
ser una institución financiera también binacional, creada por los dos gobiernos, 
destinada a otorgar crédito a entidades públicas y privadas a ambos lados de la 
frontera, dentro de un límite territorial de 100 kilómetros a cada lado, para 
proyectos de tratamiento de agua y otras obras de infraestructura. 

27. La zona mexicana de la frontera norte, que es más visible a mayor nú­
mero de norteamericanos que cualquier otra parte del territorio de México, y 
cuya importancia económica y demográfica ha aumentado muy considerable­
mente durante los últimos 40 años, ha llamado la atención, entre otras cosas, 
por razón de la fuerte migración que ha recibido de las zonas agrícolas y locali­
dades urbanas pequeñas y medianas del interior de México; asimismo, por el 
enorme volumen de cruces de la frontera, incluidos los de emigrantes indocu­
mentados, transitorios o permanentes. El incremento demográfico en las ciuda­
des de la frontera norte y las zonas aledañas ha elevado por sí mismo la tensión 
ambiental, sobre todo en virtud de la débil capacidad de las administraciones 
públicas locales para responder a las necesidades crecientes de servicios munici­
pales. Sin embargo, la expansión de la industria maquiladora, que hoy se apro­
xima a unos 3 000 establecimientos, es sin duda el elemento más significativo 
de la situación ambiental en la frontera norte, teniendo en cuenta no sólo su 
propia actividad sino su efecto de atracción de fuerza de trabajo, de expansión 
urbana y de intensificación del transporte. 

28. Cierto es que la industria maquiladora da empleo ya a cerca de 20% 
de la fuerza de trabajo industrial del país, y genera un valor agregado equiva­
lente a un ingreso neto en divisas de 5 000 millones de dólares anuales.3 Éstos 
son índices positivos para la economía mexicana. No obstante, el volumen de 
desechos industriales es necesariamente también cada día más grande y excede 

3 Más adelante se insistirá en la necesidad, para otros fines, de un tratamiento analítico se­

parado de las exportaciones e importaciones de las maquiladoras, diferenciándolas del resto del 
comercio de bienes y servicios. 
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la capacidad de los sistemas de drenaje, confinamientos y otras instalaciones. 
No es el caso entrar a examinar los problemas de interacción transfrontera que 
ello ha originado ni introducirse en los debates y las polémicas al respecto, si­
no señalar un hecho que afecta al medio ambiente mexicano, como ha sido 
ampliamente documentado. Puede suponerse que la atención a los problemas 
ambientales de la frontera norte haya amentado aún más en Estados Unidos a 
raíz del TLCAN, y que en la opinión pública norteamericana no por fuerza se 
distingue entre las actividades de la industria maquiladora, la que no es maqui­
ladora y otras, y en general las actividades que están ubicadas en el resto de las 
áreas industriales de México. Como quiera que sea, en la zona de la frontera se 
ha desarrollado una sensibilidad mucho mayor a los problemas ambientales, 
incluidos los derivados del TLCAN, que en otras partes de los territorios de am­
bos países. (Con la posible excepción de las wnas de producción y distribución 
de petróleo y sus derivados en el sureste de México). La frontera norte no pue­
de ser objeto de menos atención ambiental industrial por parte de las autori­
dades mexicanas que el interior del país. 

29. Cabe recalcar también que la crisis económica y financiera mexicana 
de 1994 y 1995 se vincula directamente al incremento reciente de la actividad 
maquiladora, ya que en las primeras semanas de 1995 el salario medio mexi­
cano en los municipios de la frontera, que en medida muy importante deter­
mina las decisiones de las empresas matrices de Estados Unidos (y ahora tam­
bién de otros países) de efectuar operaciones de maquila en México, se redujo 
más de 40 por ciento en función del dólar. El mayor volumen de operaciones 
de maquila no ha tropezado, por lo demás, con falta de mano de obra, puesto 
que la oferta de ésta, a los niveles generales de calificación media y baja, ha sido 
al parecer ilimitada. 

30. De conformidad con el TLCAN, el régimen de la maquila está destina­
do a fundirse con el régimen general del comercio dentro de pocos años. Al fi­
nal, como ya lo habíamos previsto algunos investigadores hace casi un dece­
nio, 4 dicho régimen tendrá que evolucionar para acomodarse a una etapa de 
posmaquila. Mientras tanto, la maquila seguirá siendo muy importante mien­
tras el bajo salario en la wna de la frontera norte (u otras del interior de M~­
xico en que existan plantas maquiladoras) compense los efectos futuros del 
TLCAN. Por medio de éste se seguirán desgravando productos manufacturados 

4 Véase Mario Carrillo Huerta y Víctor L. Urquidi, "Trade Deriving from the lnternation­

al Division of Production: Maquila and Postmaquila in Mexico", en]ourna/ ofTht F/agstajflns­
titute, vol. XIII, núm. 1, abril de 1989, Flagstaff. Arizona, pp. 14-47. (La versión original en espa­
fíol fue escrita para una compilación en México que aún no se publica). 
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competitivos que Estados Unidos importe y sean originarios de industrias me­
xicanas que hasta ahora no hayan sido maquiladoras en el sentido de emplear 
casi exclusivamente insumos importados y poder obtener beneficios del trata­
miento arancelario especial otorgado por Estados Unidos a la maquila estable­
cida en México (el cobró de impuestos sobre el valor agregado solamente). El 
futuro de la maquila y de la transición a una situación de "competitividad nor­
mal" dependerá también de la política macrofinanciera y macroeconómica de 
México, con atención especial al tipo de cambio en su relación con el salario en 
México. A la postre, serán en esencia las decisiones que tomen las empresas ma­
trices en el extranjero las que determinen el futuro de la actual maquila, en la 
nueva etapa de la posmaquila. En cierto modo, como ya lo demostraron dos in­
vestigadores norteamericanos hace más de diez años, la mayor parte del comer­
cio mundial de manufacturas asume diversas formas de subcontratación o ma­
quila. 5 En México, a raíz de la apertura comercial iniciada en 1985, se han 
encaminado muchas industrias transnacionales y otras hacia la subcontratación 
y la descentralización de sus operaciones en México, con adquisición de insu­
mos hechos en México, pero ayudadas también por mecanismos de importa­
ción libre de derechos de materiales y componentes destinados a incorporarse 
en productos de exportación (por ejemplo, en la industria automotriz). Son 
avances hacia la posmaquila que sin duda se reflejarán en cambios favorables de 
actitud hacia el medio ambiente. Serán también volúmenes de comercio "in­
traempresa'' poco controlables por las autoridades mexicanas. 

31. De cualquier manera, la industria maquiladora, tal como se le define 
y conoce hasta ahora, desempeña un papel económico que, fuera del empleo y 
algunas repercusiones tecnológicas, no debe exagerarse en la perspectiva del de­
sarrollo económico actual de México o en la de los resultados del TLCAN o de 
las políticas de promoción de las exportaciones. En 1995 se registraron oficial­
mente exportaciones totales de manufacturas de todas clases por 66 000 millo­
nes de dólares; sin embargo, de este total las manufacturas de la industria no 
maquiladora, a su valor declarado de exportación, fueron por 35 000 millones 
de dólares (monto nada despreciable), o sea 53% de ese total, mientras que el 
47% restante (31 000 millones de dólares) correspondió al valor bruto de las 
exportaciones de la industria maquiladora, que a su vez efectuó importaciones 
de insumos por 26 000 millones de dólares, dejando un valor agregado de al­
rededor de 5 000 millones de dólares. En 1996 pudiera registrarse un incre-

5 Joseph Grunwald y Kenneth Flamm, La fabrica mundial El ensamble extranjero en el co­
mercio internacional, México, Fondo de Cultura Econ6mica, 1991. (The Global Factory: Foreign 
Assembly in lnternational Trade, Washington, The Brookings lnstitution, 1985). 
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mento de 15 a 20% en ambas categorías de exportación manufacturada, y el 
saldo de la maquila se habrá aproximado a los 6 000 millones de dólares. 

32. La inclusión de las cifras brutas del movimiento de los insumos y la ex­
portación de las maquiladoras -por más que reconozca ciertas normas interna­
cionales para la presentación comparable de las estadísticas del comercio exte­
rior- da lugar a un análisis impreciso y aun engañoso de la situación del 
comercio exterior mexicano en 1995 y 1996, porque exagera el monto y el in­
cremento de las exportaciones totales de manufacturas y de los esfuerzos de pro­
moción de las mismas por el sector público, subestima el efecto de la crisis de 
1995 en la demanda de importaciones generales y de productos intermedios, y 
'"alsea el significado del saldo comercial calculado de esa manera. Es obvio que 
si en el saldo comercial quedan incluidas las operaciones brutas de la maquila se 
obtiene una cifra mucho mayor, pero dicha cifra no puede atribuirse al TLCAN, 

que nada tiene que ver con el movimiento maquilador. Como resultado de la 
profunda crisis de la economía mexicana en 1995, las importaciones generales 
se redujeron intensamente, mientras que las representadas por los insumos de 
las maquiladoras aumentaron. En un análisis objetivo y riguroso de la situación 
del comercio exterior y de la balanza de pagos, debiera mantenerse para las ma­
nufacturas la antigua distinción entre el comercio de maquila y el de no-maqui­
la, o "resto de las manufacturas", como lo califica en su informe anual el Banco 
de México. Deberían, asimismo, evitarse las cifras hiperbólicas dadas por las au­
toridades, y usadas por no pocos economistas y los medios de comunicación, en 
que se suma todo: todas las exportaciones, incluidas las de las maquiladoras; to­
das las importaciones, incluidos los insumos importados por las maquiladoras, 
y a veces el total de ambos subtotales, para expresar los supuestos avances de la 
aplicación del TLCAN y de la recuperación parcial de la economía mexicana. 

33. Si se analiza el significado de las exportaciones de manufacturas en la 
demanda agregada -la suma de las exportaciones, la inversión bruta y el con­
sumo--, se encuentra que el valor bruto de la exportación de las maquilado­
ras representó apenas 8.6% de dicha demanda total en 1995 y 9.4% en 1996, 
y que el "resto" de la exportación de manufacturas significó 9.9% en 1995 y 
10.2% en 1996. Sumadas, son menos de 20% de la demanda agregada. Sin 
embargo, la maquila neta -puesto que no emplea insumos mexicanos- só­
lo representa 1.3% de la demanda agregada. Así, la exportación total de ma­
nufacturas, deduciendo los insumos importados a las maquiladoras, rinde ape­
nas 11.5% del total de la demanda. En 1996 puede esperarse, con aumentos 
de ambas clases de exportación, una situación semejante en el conjunto. Lue­
go, cualesquiera que sean las consecuencias ambientales o de otra clase de la ac­
tividad manufacturera en México, los daños ambientales no pueden atribuir-
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se principal ni directamente a las exportaciones de la industria manufacturera, 
sea maquiladora o no lo sea. Por lo mismo, se incurre en grave imprecisión al 
usar las cifras totales del comercio exterior en su nueva presentación (iniciada, 
por cierto, desde 1993) en las discusiones sobre la relación entre comercio ex­
terior y medio ambiente que han atraído tanta atención del público y de los 
grupos de intereses afectados.6 A pesar de ello, se sigue tratando el problema 
en las relaciones México-Estados Unidos como si el TLCAN hubiera abierto las 
puertas a mayor deterioro ambiental en México y a riesgos ambientales graves 
en Estados Unidos derivados de una importación masiva (que no es masiva, y 
ni siquiera muy significativa) de productos de origen mexicano. Lo cual, des­
de luego, tampoco quiere decir que, en México y en términos de la problemá­
tica nacional, no sea ya muy grave la contaminación por desechos industriales 
y municipales. 

34. Un aspecto importante de la situación ambiental en México consiste 
en reconocer que la mayor parte de las inversiones extranjeras industriales lle­
vadas a cabo en el interior del país, es decir, fuera del régimen de maquila y por 
lo tanto asociadas directa o indirectamente al TLCAN, ha correspondido a las 
grandes empresas transnacionales (ETN), en lo principal de Estados Unidos. Es­
tas empresas, en la actualidad, suelen ya orientarse por políticas ambientales ri­
gurosas, que con frecuencia van más allá de los requisitos reglamentarios oficia­
les. Las empresas mexicanas de capital mixto asociadas a las ETN suelen seguir 
las mismas normas de conducta ambiental. Su posición estratégica en la com­
petencia internacional no les permite exponerse -aun cuando haya habido ex­
cepciones en varias partes del mundo-- a cometer errores ambientales graves 
ni a dejar de cumplir las normas. Son empresas que suelen contar con departa­
mentos ambientales integrados y con unidades de investigación, y han inicia­
do, y en muchos casos cumplido, el proceso de adopción de tecnologías lim­
pias. En tanto estas empresas cuenten con proveedores mexicanos de panes y 
de componentes, estos últimos se verán beneficiados, junto con las zonas en 
que trabajan, por el mejoramiento tecnológico-ambiental y la atención a los 
asuntos ambientales en general. 

35. Sin embargo, las ETN, las mixtas y las grandes empresas mexicanas que 
alcanzan ese grado de conducta ambiental, ven con cierta despreocupación, y 
aun en ocasiones con desprecio, la situación en que se encuentran las empre-

6 En el informe citado en la nota 2, de la Comisión de Cooperación Ambiental, aparecen 

varios ejemplos de las cifras "hiperbólicas", entre ellos los que presentan el profesor Sidney Wein­
traub (pp. 23-26), una funcionaria del Departamento de Comercio de Estados Unidos, un fun­

cionario de la Secofi y el apéndice c redactado por personal de la CCA. 
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sas mexicanas medianas y pequeñas (EMP). Estas últimas, en su mayoría, traba­
jan en condiciones ambientales y financieras desventajosas, que se reflejan en 
sus procesos de producción menos limpios y en la falta de una verdadera ges­
tión proambiental. Como es bien sabido, las EMP constituyen la mayoría de las 
empresas industriales y de servicio en México. Esta situación probablemente 
no cambiará mucho mientras el grueso de las exportaciones mexicanas de ma­
nufacturas (fuera del área de la maquila) las efectúen las grandes empresas y los 
conglomerados de ETN o mexicanas equivalentes, por ejemplo, las exportado­
ras de autovehículos y sus partes, de equipo y aparatos electrónicos, de produc­
tos químicos, acero, cemento, etc. De ser así, el problema que se les plantea a 
las EMP puede ser más grave y complejo de lo que hasta ahora se ha advertido 
desde el punto de vista ambiental. Quedarían a salvo tal vez las que sean pro­
veedoras de las empresas grandes, con desventaja para las que no lo sean. No 
será, por lo demás, fácil en la práctica detectar la participación relativa de las 
EMP contaminadoras y las que no sean contaminadoras en cuanto a productos 
intermedios, productos terminados o partes o componentes de estos últimos, 
dado su número tan grande en proporción al total de empresas. Un ejemplo: 
¿cómo determinar si la pintura que emplean los empaques, el mobiliario, lapa­
pelería, proviene de proveedores con conducta ambiental aceptable o indife­
rentes al ambiente? Tras todo ello está también la cuestión de los recursos ener­
géticos que utilizan las EMP, su eficiencia energética y los efectos ambientales de 
su consumo de energéticos. 

36. En 1994-1995 un grupo de investigadores de El Colegio de México 
llevó a cabo una encuesta en la zona metropolitana de la Ciudad de México 
(ZMCM), en nueve ramas de manufactura y tres de servicios, para conocer las ac­
titudes y las prácticas ambientales de empresas de distintas características y ta­
maños. La encuesta, que abarcó 116 establecimientos, permitió verificar que, 
en efecto, las ETN y las grandes empresas reflejan una "cultura ambiental" con­
siderable y ejecutan programas para reducir las emisiones de desechos peligro­
sos, reciclar y tratar, con ventaja económica, lo aprovechable, y economizar 
agua y energía, efectuando las inversiones necesarias e introduciendo modifi­
caciones o transformaciones de los procesos técnicos. En cambio, las EMP, en 
proporción significativa, se hallan a un nivel de operación ambiental más bajo 
o muy bajo, con frecuencia no conocen las normas que deben cumplir, no tie­
nen acceso a la información técnica, ni al crédito ni a medidas de alivio fiscal. 
Un estudio paralelo, hecho con mayor profundidad, de 10 casos de empresas 
situadas en otras partes del país confirmó estos resultados. 7 

7 Los resultados preliminares de la encuesta se publicaron en Alfonso Mercado, Lilia 
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37. Una de las conclusiones a que ha dado lugar esta investigación empíri­
ca es que, conforme a las hipótesis formuladas, se justificaría en México incluir 
entre los instrumentos de la política ambiental el otorgamiento de incentivos 
fiscales y financieros, entre otros instrumentos económicos destinados a gene­
rar programas proambientales en el sector privado, sobre todo a favor de las EMP. 

Los instrumentos económicos fueron recomendados en la Agenda 21 que ema­
nó de la Conferencia de Río en 1992 y habían sido ya examinados en el con­
texto de los países industrializados en la OCDE. También, en los últimos años, se 
acumuló documentación surgida de los centros académicos de Estados Unidos, 
Canadá y Europa, pero referida casi exclusivamente a ese tipo de países. Su apli­
cación en los países en vías de desarrollo, dadas las condiciones desventajosas en 
que operan las EMP, los convertiría en un instrumento complementario necesa­
rio del sistema de la reglamentación basado en normas y castigos (Nyc), como 
ya empieza a reconocerse en los medios internacionales y en la propia OCDE. En 
México, las reformas a la Ley General de Equilibrio Ecológico de 1988, apro­
badas en octubre de 1996 por el Congreso de la Unión, contienen, como resul­
tado de propuestas provenientes de la Semarnap, ampliamente consultadas con 
los medios académicos y con los sectores empresariales y otros, una sección so­
bre "Instrumentos económicos" que da base legal a la aplicación de diversos ti­
pos de incentivos y mecanismos económicos para facilitar la instauración de 
medidas y programas proambientales más eficaces en las empresas emisoras de 
desechos peligrosos y tóxicos. Estas disposiciones podrán beneficiar en especial 
a las EMP y colocarlas en mejor posición competitiva frente a las ETN y las em­
presas grandes, que hasta ahora han gozado de mayor capacidad para efectuar 
inversiones favorables al ambiente. Las reformas a la ley de 1988 entraron en vi­
gor el 14 de diciembre de 1996. Con ello se ha dado un paso importante para 
mejorar la política ambiental industrial en México. 

38. Por lo mismo, la aplicación de las nuevas medidas destinadas a incen­
tivar las inversiones ambientales será importante en el examen futuro de las re­
laciones México-Estados Unidos en materia de cooperación ambiental, ya sea 
en los términos del TLCAN y sus efectos o, de modo más general, en cuanto a la 
totalidad del intercambio comercial entre ambos países. Tendría, sin embargo, 
que llevarse el análisis, como se recomienda párrafos arriba, a sectores y moda­
lidades del comercio donde operen los grandes conjuntos de empresas que, aun 
teniendo a su favor programas ambientales positivos, puedan, por su volumen 

Domínguez y Óscar Fernández, "Contaminación industrial en la wna metropolitana de la Ciudad 
de México", en Comercio Exterior, vol. 45, núm. 10, octubre de 1995, pp. 766-774. Está próximo 

a publicarse por El Colegio de México el conjunto de los trabajos comprendidos en estos estudios. 
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total de producción y comercio, ejercer resultados dañinos para el medio am­
biente traspasados los umbrales. Como tampoco deberá dejarse de lado el exa­
men de los efectos ambientales de las operaciones de producción y comercio de 
las EMP que, aun siendo en lo individual pequeñas, en su conjunto representa­
rán en muchos casos aportaciones negativas masivas al ambiente. En tanto se 
logre mejorar la acción de las EMP con respecto al ambiente, no sólo mediante 
los nuevos incentivos sino asimismo con apoyo en programas de capacitación 
y de transformación técnica, se abrirá una nueva etapa en que los proveedores 
caracterizados por ser EMP puedan incorporarse a la cultura ambiental que, en 
buena medida, practican las ETN y las grandes empresas. Este nuevo proceso se­
ría aplicable, a futuro, tanto en la frontera norte, durante la posmaquila, como 
en el resto de México. 

VI. CONCLUSIÓN 

39. Lo esencial en la cuestión planteada respecto a la vinculación entre comer­
cio exterior y medio ambiente es que la política ambiental deberá tener prima­
da sobre la política comercial. Esto no quiere decir que los obstáculos, impe­
dimentos o requisitos de tipo ambiental deban ser empleados como pretexto 
para imponer barreras al intercambio comercial, como ha ocurrido con algu­
nas acciones ambientales que han enturbiado las relaciones entre México y Es­
tados Unidos durante los últimos dos años. Estos asuntos deberán ser exami­
nados y aclarados por la CCA. Lo que aquí se sostiene, y está implícito además 
en el TLCAN, es que la política ambiental, en su conjunto y en su aplicación es­
pecífica, es mucho más importante, no sólo en sí sino como elemento para al­
canzar algún día el desarrollo sustentable, que el comercio internacional. 

40. No obstante, no será siempre fácil esclarecer los alcances de la política 
ambiental con respecto a los movimientos comerciales o los resultados del TLCAN, 

entre otras cosas porque los criterios que se siguen para hacer el análisis no coin­
ciden entre uno y otro lado de la frontera (o en los estudios que lleva a cabo la 
CCA en Montreal). No podrá avanzarse mientras se piense que la solución se en­
contrará en los grandes agregados de las cifras del comercio y la inversión, en las 
ideas y los conceptos muy generales, en los modelos econométricos, en las reco­
mendaciones macroeconómicas y macrofinancieras, sin conocer ni investigar al 
mismo tiempo los pormenores, al menos en los sectores más importantes. Los 
procesos de acercamiento de opinión se verán estorbados por la retórica, los pro­
nunciamientos políticos y las declaraciones triunfalistas de los funcionarios y de 
muchos comentaristas en los medios de comunicación. 
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41. Ciertamente, habrá problemas ambientales que las propias empresas 
industriales, sobre todo las de mayor dimensión, podrán acometer por sí mis­
mas, conforme avance su capacidad de autorregulación. Mas la mayoría de las 
empresas, al menos en México, requerirá apoyos y cooperación de las autori­
dades ambientales y de las organizaciones empresariales y laborales, ancladas a 
su vez en incentivos fiscales y financieros, dirigidos en especial a poner a dis­
posición de las EMP las mismas oportunidades de que gozan las empresas ma­
yores, a elevar la calidad de sus prácticas proambientales y a mejorar sus pro­
cesos productivos. 

42. Serán de la mayor importancia para este género de empresas el acceso 
a la información y la ampliación y adecuada coordinación de programas de ca­
pacitación. El reciclaje de residuos líquidos y sólidos, vinculado a programas 
municipales de carácter ambiental, requerirá consideración especial; de igual 
modo, será indispensable el tratamiento y la economía del agua y el ahorro y 
el reemplazo de energéticos de origen fósil. 

43. A medida que progrese la integración de las economías de Estados 
Unidos y México, la atención a los problemas ambientales será cada vez mayor, 
lo mismo en las zonas de la frontera que en otros contextos geográficos. Dicha 
atención se reflejará en los medios de comunicación social, en las esferas polí­
ticas locales y nacionales, así como en los círculos empresariales, y pasará sin 
duda a ser componente regular e importante de la agenda bilateral, aparte de 
lo que también ocurra en el ámbito trilateral por medio de los mecanismos del 
TLCAN. 
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LIMITANTES Y PROGRESOS EN EL COMPORTAMIENTO 
AMBIENTAL DE LAS EMPRESAS MEXICANAS* 

La política ambiental en México se inició hace 30 años con cinco medidas de 
alcance muy limitado, y fue hasta 1988 cuando se aprobó la Ley de Equilibrio 
Ecológico y Protección al Ambiente que, con base en reformas constitucionales, 
permitió establecer los lineamientos de una política ambiental integral y aplicar 
diversos instrumentos para lograr su aplicación efectiva. Todas las entidades fede­
rativas aprobaron en los años siguientes una legislación semejante. Dicha Ley se 
reformó en diciembre de 1996, a la luz de la experiencia obtenida, con objeto de 
mejorar su alcance y su eficacia. Los principales instrumentos, desde el principio, 
fueron la fijación de normas para las emisiones contaminantes y las evaluaciones 
ambientales territoriales. Se creó una Procuraduría del Medio Ambiente para ase­
gurar su cumplimiento, establecer las multas y aplicar otras prevenciones a las em­
presas que violaran las normas. Al sistema que puede designarse como de "normas 
y castigos" (command and control), se añadió en la Ley de 1996 una sección de 
disposiciones de índole económica y fiscal, como instrumentos para inducir a los 
actores causantes de la contaminación -las empresas industriales, comerciales y 
de servicios- a adoptar medidas preventivas y correctivas, mediante inversiones 
redituables, a fin de cumplir eficazmente las normas. En el sector manufacturero 
de empresas de dimensión importante, incluso las de capital extranjero, empezó 
a adoptarse una política de ecoeficiencia, con tendencia hacia la implantación de 
procesos menos contaminantes y a promover el cumplimiento de las normas. 

La aplicación de las nuevas disposiciones, de 1997 en adelante, ha sido 
más bien limitada, sujeta a varios factores: 

1] la falta de información entre las empresas de los sectores productivos; 
2] la escasa cultura empresarial ambiental, sobre todo entre las empresas 

medianas y pequeñas; 

* Comercio Exterior, febrero de 2002, vol. 529, núm. 29, pp. 106-109, México. 

El Colegio de México. Este trabajo fue presentado en el seminario Planes Verdes: Estrate­

gia de Trabajo para un Futuro Sostenible, organizado por el Resource Renewal lnstitute, la Aso­

ciación Nacional de la Industria Química y la Cámara Nacional de la Industria de Transforma­

ción, en México el 8 de junio de 2001. 

[269] 
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3] el insuficiente acceso a la información tecnológica; 
4] la falta de recursos financieros y el elevado costo de los mismos; 
5] la existencia de apenas unas 80 normas, con la consiguiente ausencia de 

regulaciones para muchos procesos industriales; 
6] el sistema de aplicación empresa por empresa, sin referencia a conjun­

tos de empresas situadas en una misma zona o localidad; 
7] diversas omisiones, sobre todo por parte de empresas paraestatales; 
8] la poca aplicación de las normas en zonas como la de la frontera norte, 

donde abundan empresas maquiladoras y otras no fácilmente controlables; 
9] la falta de confinamientos adecuados, localizados estratégicamente, 

para el tratamiento de los residuos peligrosos; 
1 O] la insuficiente coordinación entre diversas ramas de la administración 

pública, y entre la Federación y los estados; 
11] las deficiencias de la administración pública en general, y 
12] la baja prioridad que para el Estado mexicano tuvo la política ambien­

tal hasta el afio 2000 inclusive. 
A este cuadro de incumplimiento relativo o limitado de los objetivos de 

una política ambiental y de desarrollo sustentable como se planteó en la Cum­
bre de Río de Janeiro en 1992, en particular en la Agenda 21 aprobada en di­
cha conferencia, se han afi.adido las inercias naturales de un sistema industrial 
y comercial compuesto en gran medida por empresas medianas y pequefi.as (las 
PYME) que, debido a que su mercado ha sido predominantemente interno, no 
han tenido conciencia suficiente de la necesidad de adoptar medidas proam­
bientales que habrían mejorado su competitividad. Mientras las empresas 
transnacionales y las grandes empresas mexicanas, sobre todo las que han con­
tado con un importante mercado exterior -y que dan cuenta de la mayor par­
te de las exportaciones de manufacturas-, han comprendido la necesidad de 
incorporar políticas ambientales concretas a su gestión empresarial, y han te­
nido en cuenta, entre otras cosas, la importancia de cumplir con los requisitos 
del Acuerdo sobre Cooperación Ambiental del Tratado de Libre Comercio de 
América del Norte (cCA-TLCAN), el resto de las unidades empresariales no ha es­
tado en condiciones de emprender la protección ambiental necesaria. Por otra 
parte, se ha carecido de programas y medidas del sector público destinados a 
mejorar la capacidad ambiental de ese sector empresarial numeroso compues­
to por las PYME. Tampoco las organizaciones empresariales han prestado sufi­
ciente atención a la situación y perspectiva de las mismas. A estas empresas les 
ha faltado financiamiento bancario a tasas razonables, información ambiental 
y capacitación en la fábrica o unidad productiva. Además, como consecuencia 
de la crisis financiera y económica entre 1995 y 1997, y de la apertura comer-
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cial a que dio lugar el TLCAN, se destruyeron muchas de las cadenas producti­
vas en que las PYME participaban y de hecho desaparecieron del escenario dece­
nas de millares de pequefias empresas y microempresas. 

En 1995, El Colegio de México llevó a cabo una encuesta en la zona me­
tropolitana de la Ciudad de México, en nueve ramas industriales y en tres ra­
mas de servicios, que demostró ampliamente la incapacidad de las PYME para 
desempefiarse proambientalmente, si bien se advirtió una diferenciación clara 
en la conducta ambiental de las empresas grandes. 1 Se han hecho otros estudios 
que confirman esa asimetría en la conducta empresarial. Hasta el afio 2000 in­
cluso, el sector público mexicano no se ocupó de formular un programa de ac­
ción que permitiera remediar esa perspectiva. 

Por otro lado, el sector empresarial privado, sobre todo el de mayor di­
mensión y el asociado a capital extranjero, ha contado con apoyos y estímulos 
diversos. Poder obtener financiamiento bancario en el extranjero ha sido un 
factor importante pero, además, dichas empresas han contado con personal 
técnico especializado y departamentos ambientales que les han permitido en 
general introducir tecnologías y procesos menos contaminantes -aunque hay 
excepciones-, cumplir con las normas, efectuar ahorros de agua y energía, 
adoptar tecnologías más limpias y en general presentar a los mercados una ima­
gen de creciente ecoeficiencia. Son ya numerosas las empresas que han obteni­
do la certificación ISO 14000. En Monterrey se estableció el Consejo Empresa­
rial para el Desarrollo Sostenible para América Latina, hoy denominado 
INNOVA, ligado al Consejo Empresarial Mundial para el Desarrollo Sustentable 
(wscso) con sede en Ginebra, Suiza, el cual difunde información y presta ase­
soría. Muchas grandes empresas mexicanas cuyos mercados de exportación son 
importantes, y que están en competencia con empresas de otras regiones en los 
mercados mundiales, han establecido políticas ambientales propias y han con­
tribuido con sus publicaciones a crear CQnciencia proambiental y a programas 
educativos y de capacitación. Las organizaciones empresariales han ido cons­
truyendo a su vez programas de apoyo al medio ambiente, con participación en 
foros empresariales y en programas de participación entre el Estado y el sector 
empresarial. 

Se cuenta también con experiencias positivas de investigación aplicada, 
aunque en pequefia escala, como las del Centro para la Producción Limpia del 
Instituto Politécnico Nacional, creado con apoyo de la ONUDI, que indujeron 

1 Véase Alfonso Mercado García (coord.), lmtrumentos económicos para un comportamien­
to empresaria/ favorable al ambiente en México, El Colegio de México y Fondo de Cultura Econó­
mica, México, 1990. 
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cambios en los procesos industriales para eliminar el uso de sustancias tóxicas 
peligrosas en la wna metropolitana de la Ciudad de México, con resultados 
rentables para las PYME; un ejemplo importante ha sido la eliminación del uso 
de sustancias tóxicas en procesos de niquelado y cromado, y en la galvanoplas­
tia en general, en un sector de la wna metropolitana de la Ciudad de México. 
Esta experiencia no se ha extendido todavía a otras partes del país. La mi­
croempresa, dentro de las PYME, ha estado ausente de estas experiencias. 

El Centro de Estudios del Sector Privado para el Desarrollo Sustentable 
del Consejo Coordinador Empresarial ha contribuido también con sus publi­
caciones, y la difusión de información técnica, a mejorar la política proambien­
tal en diversas ramas de la industria manufacturera. Participan también en es­
tas actividades la Asociación Mexicana para el Control de los Residuos Sólidos 
y Peligrosos y el Colegio de Ingenieros Civiles de México. · 

No obstante estos esfuerws, el deterioro ambiental en México ha conti­
nuado en aumento, según se desprende de los informes oficiales -por ejem­
plo, del Instituto Nacional de Ecología de la Secretaría del Medio Ambiente 
(Semarnap). Los residuos industriales y municipales sólidos, tanto generales 
como de carácter peligroso, cuyo volumen no ha podido cuantificarse adecua­
damente, se concentran todavía en muy pequeña proporción en confinamien­
tos y rellenos sanitarios; la mayor parte tiene por destino tiraderos no contro­
lados, o se dejan diseminados a la intemperie, o se vierten en ríos y lagunas, o 
en el mar, sin tratamiento alguno. No existe sino un confinamiento de carác­
ter técnico debidamente regulado, a más de mil kilómetros al norte de la Ciu­
dad de México. Todas las principales cuencas hídricas están, además, contami­
nadas por residuos líquidos peligrosos. Los servicios de recolección municipal 
de basura doméstica, salvo pequeñas excepciones locales, son totalmente defi­
cientes, y además alimentan los tiraderos no controlados. 

Debe advertirse que la estadística sobre residuos sólidos es absolutamente 
inadecuada, más aún, falsa e inventada, ya que tiene por base una encuesta lle­
vada a cabo en una población pequeña en 1993 que se ha extrapolado territo­
rialmente a todo el país y en el tiempo sin mayor crítica. 2 La estadística sobre 
las emisiones de residuos peligrosos es inexistente; sólo se dispone de estima­
ciones parciales.3 Sobre las emisiones de líquidos y las atmosféricas, no existe 

2 Véase Víctor L. Urquidi, "El desarrollo urbano en México y el medio ambiente", El Mer­
cado de Valores, Nacional Financiera, año LX, México, abril del 2000, pp, 34-42. En este artícu­

lo se demuestra la falta de validez de los datos. Véase también "El problema de los desechos in­

dustriales en México", ponencia presentada al XI Congreso Nacional de Industriales, Concamin, 

Segunda Fase, México, 12 de julio del 2000. 
3 OCDE, Andlisis del desempeño ambiental. México, París, 1998. En este informe, la OCDE fue 
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estadística sistemática alguna. En la wna de la frontera norte, de ambos lados 
de la misma, se ignora el monto de los desechos industriales y comerciales, tan­
to los de origen doméstico como los que puedan ser peligrosos, y hay mucha 
incertidumbre respecto a la contaminación de los ríos proveniente de las em­
presas maquiladoras y otras. 

En general, la mayor parte de la población, y sobre todo aquella poco in­
tegrada en la economía de mercado, carece en México de una cultura proam­
biental. Esa deficiencia, que alcanza a los ciudadanos comunes y corrientes, 
consumidores en las grandes y medianas ciudades, está a la vista en todos los 
órdenes: el desperdicio del agua y de la energía; el escaso mantenimiento de los 
equipos; la falta de higiene pública; el usar cualquier bache, cualquier zanja, 
cualquier barranca, el campo abierto, espacios a los lados de las calles y las ca­
rreteras, el drenaje (cuando existe) para el vertido de toda clase de desechos y 
desperdicios; la incineración imprudente de basura, de llantas y de otros resi­
duos; el uso irracional del transporte público (con su estructura también irra­
cional), y la existencia de un parque vehicular en gran parte obsoleto en cuan­
to a generación de residuos gaseosos atmosféricos. A ello contribuye la de~idia 
de las autoridades, la falta de liderazgo de las mismas en la organización de ser­
vicios y sistemas para la disposición y el tratamiento de los desechos, y la no 
poca indiferencia de los sectores empresariales a lo que pase más allá de los con­
fines de su establecimiento o fábrica, 

En los últimos meses se ha iniciado una política estatal más integrada, que 
reconoce la interacción entre todas las formas de actividad que generan dese­
chos y que goza, en el actual régimen, de apoyo y de conciencia de la prioridad 
muy elevada que deben tener las acciones de protección ambiental, y las con­
ducentes al desarrollo sustentable, por parte del Estado y en participación con 
los sectores empresariales y con la sociedad civil en general. Se espera también 
que se corrijan las grandes deficiencias estadísticas respecto a los volúmenes de 
generación y emisión de distintas clases de desechos municipales y, específica­
mente, los industriales y comerciales. 

Será una función que el Estado no podrá realizar por sí solo sino que re­
querirá la cooperación decidida de los sectores empresariales y de sus organiza­
ciones, así como de la ciudadanía en todos los niveles, incluso los comunitarios. 
Será una tarea que requerirá intensificar los programas de educación y capaci­
tación en cuestiones ambientales, y la provisión de servicios adecuados de re­
colección, disposición y tratamiento de los desechos, y aún más, de prevención 

incapaz de reflejar esta realidad numérica, que hace imposible las comparaciones entre las emi­

siones industriales de México con las de otros países miembros de la organización. 
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de su generación. Las actividades referentes a los desechos urbanos, que duran­
te los últimos años han sido totalmente descuidadas, deberán integrarse con 
otras, ya iniciadas, de protección de los recursos naturales, de la fauna y la flo­
ra, de las especies en peligro, de zonas vulnerables tanto terrestres como marí­
timas y lacustres, de los recursos hídricos, de los suelos y en general del hábitat 
humano, a fin de detener, controlar y revertir los deterioros ya observados in­
cidiendo en las causas de esos deterioros -por ejemplo, el forestal, el de sue­
los, el de calidad del agua- y no solamente en los efectos. 

Cabe, pues, al sector empresarial privado, así como al paraestatal, contri­
buir a encaminar al país a una política ambiental ejemplar y al aseguramiento 
para el futuro de un proceso general de desarrollo sustentable. Corresponde 
también al sector público en general adoptar una política congruente para me­
jorar la situación ambiental, en que no se descanse exclusivamente en un nú­
mero limitado de normas, con sus castigos por incumplimiento, sino en la 
adopción de incentivos fiscales y financieros para inducir a los actores empre­
sariales, en particular la miríada de PYME, a asumir mayor ecoeficiencia y en 
particular mayor conciencia y capacidad de la importancia esencial de desem­
peñarse de manera favorable al ambiente. 



POLÍTICAS AMBIENTALES PARA PEQUEÑAS 
Y MEDIANAS EMPRESAS* 

l. LA SITUACIÓN ACTUAL DEL DESARROLLO SUSTENTABLE 

En general, la normatividad ambiental para la disposición de residuos indus­
triales se basa en una estrategia de normas y castigos (Nyc) en la que las au­
toridades públicas pueden imponer multas y, en última instancia, clausurar 
las empresas que se rehúsen al cumplimiento. No obstante, de unos años a la 
fecha, en la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(ocoE) y otros países se viene pensando en el uso de instrumentos económi­
cos complementarios para inducir una actitud ambientalmente favorable en 
las empresas, a fin de reducir e incluso eliminar la generación de residuos pe­
ligrosos (sección 2.4). 

A pesar de los convenios firmados durante la Cumbre de Río de Janeiro en 
1992, aún no es posible identificar un solo país que haya interrelacionado de 
manera efectiva su política ambiental con sus estrategias de desarrollo y creci­
miento económico conforme al nuevo concepto del desarrollo sustentable, ni 
siquiera de manera parcial o aproximada. No han faltado declaraciones, discur­
sos y documentos sobre el tema. Abundan las buenas intenciones; las vemos 
expresadas, por ejemplo, en el preámbulo del Tratado de Libre Comercio de 
América del Norte (TLCAN), que cita como uno de los objetivos del acuerdo 
"promover el desarrollo sustentable", así como en el Convenio de Cooperación 
Ambiental (cCA) tripartita de América del Norte, en el cual se afirma que "la 
cooperación ... es un elemento esencial para alcanzar el desarrollo sustentable 
en beneficio de las generaciones presentes y futuras". 

En algunos países, como Japón, Suecia, Alemania y Holanda, se han de­
sarrollado programas ambientales efectivos que podrían ser integrados en una 
sola política de desarrollo sustentable. Pero si aún no es posible incluir en esa 
lista a Canadá y Estados Unidos, mucho menos podremos incluir a la gran ma-

* Environmmtal biotechnology anti cleaner bioprocesses. Editado por Eugenia J. Olguín, Glo­
ria Sánchez y Elizabeth Hernández, Instituto de Ecología, A.C., Xalapa, Veracruz, Taylor & Fran­
cis, pp. 19-27, México, 2000. 
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yoría de los países en vías de desarrollo como México. En ese mismo sentido, 
ningún país está cumpliendo de manera eficaz sus compromisos internaciona­
les con excepción hecha, hasta cierto punto, del Protocolo de Montreal para la 
reducción y eliminación de los dorofluorocarburos que dañan y destruyen par­
cialmente la delgada capa de ozono que protege la atmósfera y los animales de 
la Tierra contra los rayos ultravioleta. 

El Fondo Global Ambiental (GEF) del Banco Mundial fue dotado ya con 
recursos adicionales. La Unión Europea destina cada vez más inversiones al 
mejoramiento de las políticas ambientales de sus países miembros. El Banco 
Interamericano de Desarrollo ha iniciado un programa de apoyo a las políticas 
ambientales. El Banco Norteamericano de Desarrollo con sede en San Anto­
nio, Texas, cuyo objeto es financiar proyectos ambientales en una franja que 
abarca hasta 100 km a ambos lados de la frontera entre México y Estados Uni­
dos, ya inició sus operaciones. Aun así, todas estas acciones y programas, toma­
dos en su conjunto, no representan ni siquiera el inicio de un movimiento ha­
cia el desarrollo sustentable. Aunque la aplicación de los convenios sobre 
cambio climático y biodiversidad (suscritos en Río) está avanzando, lo hace 
muy lentamente y aún faltan compromisos para disminuir la deforestación y 
detener la erosión del suelo. 

En esencia, las políticas nacionales y regionales que conducen al desarro­
llo sustentable -aparte de su costo y los problemas de organización naciona­
les- sólo pueden surgir de un amplio conocimiento público de los factores 
que determinan la degradación ambiental, las tendencias del desarrollo y la si­
tuación ambiental que prevalecía en un principio. 

Según el Informe Brundtland, el meollo del asunto está en el uso de com­
bustibles fósiles: carbón mineral, petróleo y sus subproductos y gas natural. 
Mientras esas fuentes de energía no sean sustituidas en gran medida -en par­
ticular las dos primeras, cuya combustión genera el mayor volumen de gases 
que contribuyen al deterioro atmosférico global mediante el "efecto de inver­
nadero" y sus consecuencias-, jamás podremos decir que el primer paso im­
portante hacia la creación de condiciones que permitan el desarrollo sustenta­
ble está dado. La capacidad de alcanzar el desarrollo sustentable tiene que ser 
evaluada, en gran medida, en un contexto histórico: el hecho es que el desa­
rrollo moderno de la industria y el transporte, lo mismo que el crecimiento de 
las concentraciones urbanas, se ha basado precisamente en el uso de esas fuen­
tes de energía. Por consiguiente, el problema ha sido planteado en función de 
la necesidad de un cambio fundamental en la relación entre las fuentes ener­
géticas existentes y las principales demandas de casi todas las economías y la 
actividad económica y social en su conjunto. Tales fuentes generan producción 
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para consumo local o abastecen, mediante el comercio internacional, a las eco­
nomías que carecen de ellas. 

II. LA SITUACIÓN EN Mfil(ICO 

Una vez que estos problemas son trasladados a la esfera de un país como Mé­
xico, podemos ver claramente que no será fácil avanzar, tan sólo en cuestión de 
aspectos ambientales y desarrollo económico, en la dirección del desarrollo sus­
tentable. A esto hay que agregar un componente social que, entre otros aspec­
tos, se caracteriza por una marcada desigualdad. Por lo tanto, el objetivo de la 
equidad se ve cada vez más distante a pesar de que gran parte del concepto es­
tá presente en la retórica oficial, privada y académica. 

México adoptó desde 1972 algunas medidas importantes encaminadas a 
una política ambiental, promoviendo mayor conciencia sobre la importancia 
de mejorar las estrategias ambientales en los ámbitos administrativos y genera­
les de la política. No obstante, y sin menoscabo de los esfuerzos realizados en 
un periodo de más de 20 años, particularmente la nueva orientación que la Se­
cretaría de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca (Semarnap) y el Ins­
tituto Nacional de Ecología parecen haber adoptado de 1996 en adelante, se 
debe reconocer que apenas empezamos a concebir una política integrada que 
contrarreste la degradación ambiental generalizada del país. 

La gravedad de la situación fue claramente reconocida en los círculos guber­
namentales a fines de la década de 1980, así como en el Programa Nacional de 
Protección Ambiental (1990-1994) impulsado, en aquel entonces, por la Secre­
taría de Desarrollo Urbano y Ecología (Sedue). Este programa fue diseñado pa­
ra poner en vigor los ordenamientos de la Ley General del Equilibrio Ecológico 
y la Protección al Ambiente (LGEEPA) que México decretó en 1988 (Sedue, 1990). 
En este documento se afirma que todos los ecosistemas de México están amena­
zados por el desarrollo agrícola, industrial o urbano, así como por el impacto del 
todavía acelerado crecimiento demográfico. Las principales áreas que estaban 
afectadas en ese tiempo por la contaminación ambiental eran las grandes ciuda­
des, los puertos industriales, un buen número de cuencas hidrológicas y ciertos 
ecosistemas específicos. Como comentario al margen, el programa tuvo muy po­
co que decir sobre la tierra utilizada para la producción agrícola y ganadera. 

El informe bienal más reciente, emitido por la Secretaría de Desarrollo So­
cial (antes de la creación de la Semarnap), contiene mucha información inquie­
tante sobre el estado actual del medio ambiente en México. Éste es un breve re­
sumen (Sedesol, 1994). 
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En el informe se presenta una lista de 25 áreas críticas, incluyendo ciertas 
zonas agrícolas (capítulo 3). (Obviamente, toda la zona fronteriza del norte, 
que no figura de manera explícita en el listado, debió ser incluida). Además, se 
identifican 15 áreas de riesgo para la salud humana, entre las cuales destacan la 
Ciudad de México y su zona metropolitana, y se demuestra que cinco son áreas 
de alto riesgo para la población local debido a la presencia de sustancias carci­
nógenas (capítulo 3). Por otro lado, la calidad de las fuentes de agua urbanas 
ha declinado en general, la deforestación prosigue a una tasa anual de más de 
1 % y la producción energética ha ido en aumento en vez de disminuir. Según 
se estima, la contaminación ocasionada por la industria manufacturera se mul­
tiplicó 20 veces entre 1950 y 1989, sin que haya indicio alguno de que esa ta­
sa de crecimiento hubiera aminorado (capítulo 11). En 1993, según el mismo 
informe, la generación de residuos sólidos municipales (que no incluye los pro­
venientes de procesos industriales) alcanzó en el país un promedio estimado de 
839 kg por habitante (1 259 kg en el Distrito Federal). La mayor parte de las 
28 millones de toneladas de residuos sólidos municipales generadas en 1993 se 
originó en las regiones centrales de México y el Distrito Federal (60%), el nor­
te (21%) y la zona fronteriza del norte (6%). Más de la mitad de los residuos 
sólidos municipales fueron desechos orgánicos, aproximadamente 20% cons­
tó de vidrio, papel y plásticos, y el resto fueron metales y hule. Según se esti­
ma, 82% de esos residuos acabaron en tiraderos a cielo abierto, en su mayoría 
no regulados. Es más, en 1994, el volumen agregado de los residuos industria­
les peligrosos se estimó en 7. 7 millones de toneladas, 38% de las cuales fueron 
disolventes, 43% aceites, pinturas, residuos de soldadura, resinas, ácidos y de­
rivados del petróleo, y el restante 19% constó de otros desechos diversos (ca­
pítulo 18). 

Se instituyeron programas para construir sitios de confinamiento final, 
incluyendo proyectos especiales para residuos tóxicos, tratamiento de agua e 
instalaciones de reciclaje. En la frontera norte está vigente un régimen especial 
para establecimientos de maquila (subcontratación) manufacturera, y la preo­
cupación por la contaminación del agua del subsuelo y otros problemas am­
bientales ·agudos va en aumento. En general, aún hay mucho por hacer en Mé­
xico; por ejemplo, en lo que respecta a la elaboración de un inventario 
nacional actualizado de residuos peligrosos. Además, las autoridades no han 
logrado impedir que un alto porcentaje de esos residuos peligrosos acabe en las 
redes de drenaje municipal, ríos y otros cauces, lagunas costeras y esteros, ba­
hías y diversos tiraderos que carecen de regulación, incluyendo suelos que per­
miten la infiltración de residuos líquidos y pulverizados hasta el subsuelo y los 
mantos freáticos. 
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Hasta ahora no se ha realizado un diagnóstico completo de la situación 
ambiental de México, particularmente en un posible contexto de desarrollo 
sustentable como objetivo de mediano y largo plaw. No obstante, se cuenta 
con nuevos conocimientos sobre la devastación de la naturaleza, el estado de las 
áreas naturales protegidas, la declinación de los recursos forestales, la contami­
nación de las cuencas hidrológicas y otros temas. El asunto de los residuos in­
dustriales y domésticos, no obstante, carece de evaluación sistemática y, según 
parece, empeora cada año. Aún no se adopta una política nacional para la dis­
posición y el tratamiento de residuos sólidos municipales. Gran parte del inte­
rés oficial en el deterioro ambiental parece relacionarse especialmente con los 
recursos naturales; por otro lado, se dice muy poco sobre el problema de la dis­
posición de residuos sólidos municipales e industriales, aunque el sistema re­
glamentario de Nyc está diseñado principalmente para contener o reducir la 
contaminación ocasionada por los residuos peligrosos resultantes de procesos 
agrícolas e industriales, e incluso, hasta cierto grado, los que generan las empre­
sas del sector de servicios. Indudablemente, debemos proteger y utilizar racio­
nalmente los recursos naturales, incluyendo la fauna silvestre {tortugas, balle­
nas, mariposas y muchos otros). No obstante, el problema de los residuos 
industriales y municipales es igualmente importante, pues afecta de manera di­
recta e indirecta la salud humana. 

No es aventurado suponer que la situación ambiental de México siguió 
deteriorándose hasta 1995, y quizá hubo el mismo diagnóstico en 1999. Ade­
más, aunque aumentaran los recursos destinados a los programas actuales, ten­
drían que pasar muchos años antes de que viésemos resultados positivos. Es in­
dispensable que se otorgue al medio ambiente la máxima prioridad en los 
niveles más altos del gobierno, a fin de coordinar con buenos resultados los 
programas y acciones del sector público, y los que existan entre éste y el sector 
privado. Es poco probable que con medidas aisladas, a cargo de diversas instan­
cias de gobierno sin un marco de referencia normativo integrado, se obtengan 
resultados mesurables. Las autoridades ambientales deberán cooperar y colabo­
rar más estrechamente con el sector productivo privado, pues éste es el que de­
termina en gran parte, por medio de sus operaciones, el grado de contamina­
ción y degradación ambiental. No es posible evitar la inclusión, en un marco 
de referencia normativo ambiental integrado, de una interacción adecuada con 
el inmenso número de viviendas que generan directamente residuos que con­
tribuyen a la contaminación del suelo y el agua, o que participan en la inten­
sificación y diseminación de la contaminación atmosférica al utilizar medios de 
transporte urbano e interurbano o de otras maneras {Semarnap, 1996). 
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III. CONTAMINACIÓN INDUSTRIAL 

El efecto contaminante de los procesos industriales se debe a la generación de 
residuos sólidos, líquidos y gaseosos caracterizados como peligrosos -a veces 
tóxicos- que son dispuestos principalmente en las redes de drenaje y los lla­
mados tiraderos a cielo abierto no regulados, así como en ríos, canales y otros 
cauces, lagunas costeras y esteros, barrancas, etcétera. Las emisiones gaseosas se 
liberan en una atmósfera ya saturada, de por sí, con los humos residuales de los 
vehículos de motor. 

Entre los establecimientos industriales y de servicios, particularmente las 
pequeñas y medianas empresas y microempresas, se carece de conciencia y co­
nocimientos suficientes sobre los problemas ambientales. Esto se corroboró con 
los resultados de una encuesta que El Colegio de México efectuó (Mercado et 

al., 1995; Urquidi, 1977). Dicha encuesta surgió en parte de la suposición de 
que en México, dada la ineficacia de las medidas de regulación en sus prime­
ras etapas, podría justificarse la adopción de incentivos económicos para com­
plementar las medidas de Nyc como parte de una política ambiental. En 1992 
se mencionó por primera vez en los círculos gubernamentales el uso de posi­
bles instrumentos económicos por parte de la Secretaría de Desarrollo Social 
(Sedesol-INE, 1992) en el ámbito técnico, y de una manera más general en el 
informe bianual 1993-1994 sobre la situación ambiental de México (Sedesol­
INE, 1994). Sin embargo, se carecía prácticamente de investigaciones empíricas 
sobre la posible aplicación de tales instrumentos económicos; por ejemplo, 
para el problema de los residuos industriales de un país en vías de desarrollo. 
En ausencia de estudios sobre el uso de instrumentos económicos para la pro­
tección ambiental de América Latina, y después de una búsqueda infructuosa 
de literatura sobre el tema en los países en vías de desarrollo de otras regiones, 
El Colegio de México decidió emprender, a fines de 1992, la investigación ne­
cesaria sobre el comportamiento de las empresas en cuestiones de medio am­
biente, con la idea de explorar el uso de incentivos económicos para fortalecer 
las medidas regulatorias. 

Con el apoyo financiero del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología 
(Conacyt) de México y el Centro Internacional de Investigaciones sobre Desa­
rrollo (IDRC) de Canadá, la encuesta se llevó a cabo en 1994-1995 mediante 
cuestionarios distribuidos entre 116 empresas de manufactura y servicios de la 
zona metropolitana de la Ciudad de México, 90 de las cuales pertenecían a 
nueve ramos industriales que se caracterizaban por sus altos índices de residuos 
peligrosos, y 26 a tres ramos de servicios (se carecía casi por completo de infor­
mación sobre estas últimas). Entre las empresas industriales, se cubrieron los si-
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guientes ramos: productos químicos, pulpa de madera y papel, bebidas alcohó­
licas y no alcohólicas, tenerías, imprentas, fábricas de pinturas y barnices, me­
talurgia y trabajo con metales, productos farmacéuticos y electrónica. Se selec­
cionaron establecimientos de servicio en tres ramos: hoteles, hospitales 
privados y laboratorios médicos. La selección de establecimientos encuestados 
incluyó empresas grandes, pequeñas y medianas, mexicanas, extranjeras y con 
capital mixto. Además, se analizaron 1 O casos de estudio para comprender más 
a fondo los criterios de las corporaciones grandes y medianas de otras regiones 
de México: Tijuana, Guadalajara, San Juan del Río, Monterrey, Naucalpan, 
Cuernavaca y la propia Ciudad de México. 

La política ambiental mexicana en materia de disposición de residuos in­
dustriales se basa, al igual que la de todos los países miembros de la OCDE, en la 
adopción de normas y medidas regulatorias (la estrategia de Nyc). Si bien es cier­
to que la administración de esta política ha mejorado, en México sólo se han 
adoptado 80 normas ambientales y su aplicación dista de ser estricta y efectiva. 
Como era de esperar, la encuesta demostró que las grandes empresas, sean nacio­
nales, extranjeras o de capital mixto, tienden a cumplir con las normas de gene­
ración de residuos, pero a menudo lo hacen sólo en grado suficiente para estar 
dentro de la norma y, desde luego, con eso no basta para contribuir de manera 
notoria al mejoramiento del ambiente. Por ejemplo, el cumplimiento puede ser 
del orden de 90 sobre un máximo permisible de 100, pero la reducción no se lle­
va a 25 o 15; en otras palabras, las grandes empresas no siempre pasan de la "sa­
lida de la chimenea" a la entrada del proceso productivo, pues eso implicaría 
cambios en sus procesos tecnológicos que a veces requieren grandes inversiones. 
Las empresas aún no cambian lo suficiente como para dejar atrás las tecnologías 
ambientalmente sucias y adoptar otras más limpias o menos sucias. 

Los residuos peligrosos de las pequeñas y medianas empresas suelen exce­
der, según lo demostró El Colegio de México, las normas vigentes. Esto pue­
de deberse a falta de información, imposibilidad técnica, financiamiento insu­
ficiente o baja calidad en sus políticas de gestión ambiental. 

IV. UNA POLÍTICA DE INCETIVOS ECONÓMICOS 

Una de las principales conclusiones de la encuesta es que la política ambiental 
relacionada con la disposición de los residuos de establecimientos industriales 
y de servicios puede mejorar si se introduce una serie de incentivos temporales 
como complemento del régimen de Nyc, en especial para las pequeñas y me­
dianas empresas. 
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El posible uso de instrumentos económicos, específicamente incentivos 
fiscales, financieros y de otros tipos, como un complemento necesario de las 
medidas regulatorias haría que las empresas asumieran una actitud a favor del 
medio ambiente, lo que podría resultarles, a su vez, rentable y competitivo. Es­
tas nuevas políticas, que ya empiezan a despertar el interés y apoyo de la OCDE, 

son las que se recomiendan en el capítulo 8 de la Agenda 21 adoptada en la 
Conferencia de Río de)aneiro en 1992. Además, un buen número de institu­
ciones académicas ha iniciado investigaciones sobre este tema en particular. La 
finalidad sería inducir a las empresas, especialmente a las pequeñas y medianas, 
que tienden a estar en desventaja desde muchos puntos de vista, a que hagan 
las inversiones necesarias en equipos, tecnología y nuevos procesos para econo­
mizar en consumo de agua y combustibles, reciclar desperdicios, reducir o evi­
tar la generación de residuos peligrosos y adoptar tecnologías más limpias, con 
lo cual mejorarían su eficiencia y competitividad. México aún está por embar­
carse en esta nueva etapa, cuyo estudio apenas acaba de empezar. 

Dada la crisis industrial por la que atraviesa actualmente la economía me­
xicana, es aún más necesario concentrarse, desde el punto de vista ambiental, 
en las pequeñas y medianas empresas porque éstas tienen menor acceso a prés­
tamos bancarios, suelen estar en una posición tecnológicamente inferior y en­
caran, en general, prospectos de mercado interno muy limitados y francamen­
te menguantes. No sólo requieren financiamiento y acceso a información, sino 
también asistencia para capacitar a su personal técnico y administrativo. 

V. INCENTIVOS ECONÓMICOS EN MÉXICO 

Paradójicamente, México ha tenido una larga experiencia en el uso de incenti­
vos fiscales y financieros para estimular la inversión industrial, pero también es 
cierto que las autoridades han abusado mucho de tales instrumentos en el pa­
sado. Uno esperaría encontrar, al igual que en otros países (incluyendo los del 
Sureste asiático), instrumentos apropiados y debidamente establecidos en el 
contexto de una política ambiental aplicable a la disposición de residuos indus­
triales. 

México ha puesto en marcha tres instrumentos económicos de persuasión 
ambiental, sin relación alguna entre ellos, que quizá pudieran ser descritos co­
mo incentivos económicos para inducir una mejor actitud empresarial hacia el 
medio ambiente. Los resumimos enseguida. 
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Tarifas 

Se introdujo un tabulador de tarifas para el consumo de agua y la descarga de 
aguas residuales en cuerpos de aguas federales, mismo que está bajo el control 
de las autoridades federales del agua. La tarifa fue fijada por la Secretaría de 
Hacienda, al parecer sin tener en cuenta lineamiento alguno desde el punto de 
vista ambiental, y las autoridades federales del agua, que ahora son parte de la 
nueva Secretaría del Medio Ambiente, se encargan de administrarla. Es de du­
dar que tales tarifas constituyan un verdadero "incentivo" para mejorar la acti­
tud empresarial hacia el medio ambiente. La tarifa tendría que ser muy alta y 
rigurosamente aplicada. 

Concesiones fiscales 

En 1993 se anunciaron concesiones fiscales de depreciación acelerada como 
"instrumento ambiental", pero tan sólo para darle nombre a un incentivo que 
el sector empresarial exigía en vista de lo que entonces se consideraba, en ge­
neral, una pesada carga fiscal ante el estancamiento del PIB. Dichas concesiones 
jamás han sido un instrumento entre las opciones preferenciales de la Secreta­
ría de Hacienda. 

Esta depreciación acelerada, que fue concebida para su aplicación casi in­
mediata en la compra de dispositivos y equipos de control de la contaminación, 
se le otorga exclusivamente a causantes mayores (en 1994, a empresas cuyos in­
gresos brutos superaron los 1.8 millones de nuevos pesos mexicanos); es decir, 
personas morales con la obligación de entregar a las autoridades fiscales decla­
raciones financieras completas, incluyendo cuentas de depreciación, para poder 
determinar el ingreso gravable y aplicar la tarifa fiscal correspondiente. La Se­
cretaría de Hacienda no tiene manera alguna de verificar si la depreciación ace­
lerada se refiere realmente a dispositivos y equipos de control de la contamina­
ción; además, sólo se audita fiscalmente a 5% de las empresas, de modo que los 
contadores de la compañía son muy capaces de hacer pasar como equipo de 
control de la contaminación l¡¡ adquisición de cualquier equipo para tener ac­
ceso a la concesión fiscal de depreciación acelerada. A los causantes menores 
-con respecto al límite indicado, que supuestamente se actualiza de manera 
periódica conforme a la tasa inflacionaria- no se les exige declarar a las auto­
ridades fiscales más ingresos que los asentados en su libro de ingresos y egresos 
(en vez de una declaración financiera completa), y por consiguiente no entre­
gan sus cuentas de depreciación aunque las lleven. El causante menor paga su 



284 INSTRUMENTOS ECONÓMICOS Y POLÍTICA AMBIENTAL 

impuesto sobre la renta como un impuesto calculado sobre sus ingresos perso­
nales, es decir, sobre la diferencia entre sus egresos e ingresos cuando el balan­
ce resulta positivo. 

Según la encuesta de El Colegio de México, pocas empresas habían solici­
tado la concesión fiscal de depreciación acelerada que la Secretaría de Hacien­
da otorga, e incluso entre las que eran causantes mayores pocas sabían de la 
existencia de dicho incentivo. Resulta claro que las medidas adoptadas por la 
Secretaría de Hacienda, que carecieron de coordinación con las autoridades 
ambientales, no pueden ser consideradas instrumentos económicos eficientes, 
al menos no en la forma en que son aplicadas o administradas actualmente. Es 
necesario remediar esta situación. 

Créditos a largo plazo 

En 1991, la banca nacional de desarrollo, Nacional Financiera (Nafin), estable­
ció una línea especial de créditos a largo plazo, con tasas de interés preferencia­
les, para otorgar préstamos ambientales de largo plazo mediante la red de ban­
cos comerciales. Aunque la Comisión Metropolitana de Prevención y Control 
de la Contaminación Ambiental del Valle de México difundió en 1992 este 
programa de empréstitos con tasas preferenciales, sólo en lo referente a la con­
taminación atmosférica dicho programa era vigente en cualquier estado del 
país y para cualquier tipo de contaminación. Estos préstamos podían ser auto­
rizados por periodos de hasta 20 años, Y.Para cubrir hasta 100% de la inversión 
propuesta, a las empresas que los solicitaran para "cualquier fin ambiental", 
desde la introducción de algún equipo de control de la contaminación hasta un 
cambio de procesos y tecnología e incluso la reubicación de una planta. Aun­
que los préstamos podían ser otorgados con tasas de interés por debajo del cos­
to porcentual promedio (CPP), no debe olvidarse que los bancos suelen cobrar 
comisiones, requieren depósitos recíprocos, deducen por adelantado los inte­
reses a la hora de aprobar el préstamo y aplican otros cargos que se suman a la 
tasa de interés que el prestatario deberá pagar. 

Con el fin de estimular a las instituciones de la banca comercial para que 
otorgaran esta clase de préstamos, Nafin fue facultada para otorgar esos fondos 
tres puntos por debajo del CPP a microempresas, dos puntos por debajo a pe­
queñas empresas, un punto por debajo a medianas empresas y a la tasa de inte­
rés del CPP a grandes empresas. Se asumió que Nafin podía garantizar al banco 
prestador hasta 80% del préstamo otorgado a la empresa. Una parte sustancial 
de los préstamos fue canalizada a los vehículos de transporte público del Dis-
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trito Federal con la idea de inducirlos a cambiar a motores que utilizaran com­
bustibles de mejor calidad y generaran menos emisiones atmosféricas contami­
nantes. (Cabe destacar que, según la Secretaría de Hacienda, todas las empre­
sas de transporte público son "causantes menores", independientemente de los 
ingresos brutos que éstas declaren). 

Según datos de Nafin, los préstamos acumulativos pendientes de pago 
hasta marzo de 1994 ascendían a 493 millones de nuevos pesos mexicanos de 
1991, en apoyo a 1 244 empresas, más préstamos por 26 millones de dólares 
emitidos en esa moneda. Por lo tanto, cabe concluir que el sistema de présta­
mos preferenciales para el medio ambiente, sobre todo en lo que se refiere de 
manera exclusiva a los ramos industriales, no ha funcionado de manera signi­
ficativa. Además, se puede afirmar que las instituciones bancarias comerciales 
han mostrado, en general, poco interés en otorgar esa clase de préstamos, y que 
las pequeñas y medianas empresas han tenido poco acceso a créditos bancarios, 
incluso a préstamos ordinarios, muy aparte de su elevado costo. En la encues­
ta también se descubrió que muchas de las empresas industriales y de servicios 
del área metropolitana ignoraban la existencia de estos créditos ambientales 
preferenciales o no habían recurrido a ellos. 

VI. ALGUNAS CONCLUSIONES 

La contaminación industrial ya es muy seria, no sólo en México sino en todos 
los países industrializados, tal como se aprecia en los informes que la ONU y 
muchos otros organismos internacionales han publicado. 

Dondequiera que prevalecen las estructuras industriales modernas, en en­
tornos económicos de mercados internos competitivos y orientados hacia el ex­
terior, se reconoce que las empresas no tienen más alternativa que cambiar sus 
procesos y tecnologías para reducir su generación de residuos peligrosos y si­
tuarla por debajo de las normas nacionales vigentes, e incluso ubicarla debajo 
de las normas regulatorias internacionales (Schmidheiny, 1992). Dicho en 
otras palabras: es necesario, y'debe ser rentable, pasar de la "salida de la chime­
nea'' a la entrada del proceso productivo; es decir, adoptar tecnologías "más 
limpias" (o "menos sucias") con fines ambientales, tal como lo recomienda la 
Asociación Internacional de Tecnologías Limpias con sede en Viena. 

Desde el punto de vista ambiental, el sistema regulatorio de Nyc es insu­
ficiente para las pequeñas y medianas empresas. También se necesitan incenti­
vos fiscales y financieros, aunados a programas de capacitación e información 
ambiental en los que participen por igual los sectores público y privado. Los in-
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centivos deben ser complementarios a la aplicación de las normas existentes e 
instituidos de manera temporal. La idea es lograr, al mismo tiempo, eficiencia 
ambiental y competitividad. Las inversiones a favor del medio ambiente deben 
ser redituables. 

En muchos países de la cuenca del Pacífico, incluyendo Estados Unidos, 
se encuentran problemas similares. El tema ha sido muy poco estudiado de 
manera empírica en el ámbito del sector empresarial de Latinoamérica u otras 
regiones semiindustrializadas. Si se quiere tener una política ambiental indus­
trial para pequeñas y medianas empresas en México y otros países, no sólo se­
rá necesario adoptar incentivos económicos complementarios, sino además 
promover mayor conciencia sobre la necesidad de que los sectores público y 
privado compartan la responsabilidad. 

En la medida en que los países con territorios grandes y organizados me­
diante un sistema político federal --como México- esperen poner en marcha 
un sistema descentralizado de gestión y funciones ambientales será convenien­
te definir regiones y subregiones, wnas y subwnas, desde el punto de vista am­
biental, más allá de los límites territoriales y no necesariamente ubicadas por 
completo dentro del territorio propio o el de los estados o municipios vecinos. 
La política ambiental, incluyendo sus aspectos de descentralización, deberá ser 
concebida dentro del marco de referencia de los programas de desarrollo regio­
nal y subregional industrial y agrícola, teniendo en cuenta los sistemas de 
transporte, rutas de suministro, fuentes de energía existentes y muchos otros 
aspectos de la integración regional. No todos los problemas ambientales de las 
diversas regiones y subregiones son comunes a todos los municipios, pero es in­
dudable que algunos asuntos relevantes van más allá de los límites estatales y 
municipales o afectan wnas que rebasan dichos linderos y, por consiguiente, 
requieren vínculos de gestión regional y no meros esfuerzos ocasionales de 
coordinación. Obviamente, la política ambiental de cada estado o municipio 
en particular puede verse anulada debido a la ausencia, insuficiencia o falta de 
armonización de la política ambiental correspondiente en otro estado o muni­
cipio adyacente. 

En México, la regionalización debe ser la base de la coordinación entre en­
tidades estatales y municipales para definir y poner en marcha las políticas am­
bientales respectivas en el ámbito nacional. Además, la política ambiental me­
xicana no puede ni debe disociarse de la política ambiental global ni de las 
políticas ambientales de los países con los que México tiene sus principales re­
laciones comerciales y económicas (primeramente Estados Unidos y Canadá y 
luego, en segundo plano, Europa Occidental y Japón). Por consiguiente, la re­
gionalización de la política ambiental debe abarcar especialmente ambos lados 
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de la frontera entre México y Estados Unidos, y conviene abordar de manera 
integral las áreas fronterizas con Guatemala y Belice. Además, cualquier área 
donde el comercio exterior tenga un papel importante en el uso de los recur­
sos naturales deberá incorporar el impacto ambiental a sus criterios de regio­
nalización. 

Esta estrategia mejorará considerablemente la actitud actual hacia la inves­
tigación y lo relacionado con las políticas de desarrollo regional, general y de 
otras políticas ambientales, y quizá conduzca, con el tiempo, al desarrollo sus­
tentable. 
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INSTRUMENTOS ECONÓMICOS PARA LA POLÍTICA 
AMBIENTAL: ESTRUCTURA INDUSTRIAL 

Y COMPORTAMIENTO EMPRESARIAL EN LOS PAfSES 
EN vfAS DE DESARROLLO, CON REFERENCIA A MÉXICO* 

l. INTRODUCCIÓN 

1. Durante los últimos años, los organisrµos internacionales y buen número de 
instituciones académicas han estado explorando el papel que pudiera desempe­
ñar en los países en vías de desarrollo la utilización de instrumentos económicos 
como complemento de las medidas regulatorias para inducir en las empresas del 
sector productivo un mejor cumplimiento de las normas ambientales en lo re­
ferente a desechos industriales y emisiones de gases a la atmósfera. El sistema 
hasta ahora vigente, adoptado por los países de alto grado de desarrollo, miem­
bros de la OCDE, ha sido esencialmente el de regulaciones, de normas y castigos 
(command and control), que a su ve:z se deriva del principio aceptado después de 
la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano efec­
tuada en Estocolmo en 1972 de que quien contamina paga (QCP). 

2. Sin embargo, parecía a muchos bastante extraño que no se hubiera pen­
sado desde un principio en la incorporación general de instrumentos e incenti­
vos económicos para lograr las metas ambientales, sobre todo en los sectores pro­
ductivos. No faltaron economistas que, aplicando viejos principios de economía 
del bienestar, de costo/beneficio y otros, desarrollaran ideas y métodos de análi­
sis sobre los aspectos económicos del medio ambiente (véanse Cropper y Oates, 
1992; Pearse yTurner, 1991). Los economistas en general, aun los que escribían 
sobre desarrollo, no empezaron a tener en cuenta las externalidades específica­
mente ambientales, ni este tema como central, hasta mediados de los años seten­
ta (Urquidi, 1994a).1 Para los gobiernos fue más fácil desde un punto de vista 
político imponer normas y tratar de hacerlas cumplir administrativamente que 
enfrascarse en un gran debate sobre los incentivos económicos más viables. 

* Seminario Internacional sobre Instrumentos Económicos para un Comportamiento Em­
presarial Favorable al Ambiente, El Colegio de México, 16-17 de octubre de 1995. 

1 Como curiosidad histórica sin mayor trascendencia, perdóneseme citar dos trabajos míos 
en que traté hace bastante tiempo el tema de los incentivos para el ambiente (Urquidi, 1972 
-antes de la Conferencia de Estocolmo--, y 1982/1985). 

[289] 
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3. En los años ochenta se empezó a advertir que a escala global eran esca­
sos los avances en mejoramiento del ambiente, a la vez que las comunidades 
científicas comenzaron a hacer advertencias de peligros futuros. Dada la poca 
efectividad del Programa de Naciones Unidas sobre Medio Ambiente, PNUMA, 
puesto en marcha con muy pocos recursos a raíz de la Conferencia de Estocol­
mo, la Asamblea General de Naciones Unidas creó en 1984 la Comisión del 
Medio Ambiente y el Desarrollo (la Comisión Brundtland), cuyo informe, 
presentado en 1987, propuso a las naciones la adopción de una política de de­
sarrollo sustentable que va mucho más allá de la sola idea de la protección am­
biental (Comisión ... , 1987). Poco después se convocó la conferencia de las 
Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo, llevada a cabo en Río de 
Janeiro en 1992. Entre otros compromisos previsibles -la Convención sobre 
el Cambio Climático, la Convención sobre la Biodiversidad y otros- se nego­
ció durante los preparativos de esa conferencia un documento fundamental de 
recomendaciones, la Agenda (o Programa) 21, que, entre otras cosas, prevé en 
su capítulo 8 la aplicación de instrumentos económicos para la protección am­
biental (se hará referencia específica más adelante). 

4. Al mismo tiempo, empezó a disponerse de una literatura abundante 
compuesta por libros, artículos, informes, ensayos y otros documentos, a veces 
resultantes de reuniones de expertos, en que se examinaron con interés cada 
vez mayor los aspectos económicos del medio ambiente y el posible empleo de 
los instrumentos económicos para corregir, reducir o eliminar la contamina­
ción (Pearce y Turner, 1991; Cropper y Oates, 1992; OCDE, 1989, 1993, 
1994; Naciones Unidas/CNUMAD, 1992). 

5. En México, la ausencia de incentivos económicos y la escasa eficacia 
de las medidas regulatorias en sus primeras etapas han llevado a considerar la 
posible conveniencia de utilizar instrumentos económicos para la protección 
ambiental. En la esfera oficial se hace por primera vez mención de este tipo 
de instrumentos en documentos de Sedesol, a nivel técnico, en 1992, y de 
modo más general en el Informe Bienal sobre la situación ambiental corres­
pondiente a 1993-1994 (Sedesol-INE, 1992, 1994). Sin embargo, casi no 
existen estudios ni investigaciones empíricas sobre su posible aplicación, por 
ejemplo, al problema de los desechos industriales. Ante también la ausencia 
de estudios sobre la aplicación de instrumentos económicos para la protec­
ción ambiental en América Latina, y después de una búsqueda infructuosa de 
bibliografía sobre el tema en los países en desarrollo de otras regiones, surgió 
en El Colegio de México, precisamente a fines de 1992, la idea de hacer una 
investigación a nivel de planta industrial sobre la conducta empresarial hacia 
el ambiente, para explorar la posible utilización de incentivos económicos 
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como refuerzo de las medidas regulatorias a fin de lograr índices de cumpli­
miento mayores. 

6. El proyecto se preparó preliminarmente durante 1993 y contó a partir de 
1994 con apoyo financiero tanto del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología 
como del Consejo Canadiense para la Investigación del Desarrollo, IDRC. Su pro­
pósito, llevado a la práctica en 1994-1995, fue investigar con base en una encues­
ta en la wna metropolitana de la Ciudad de México (ZMCM) la situación de em­
presas en las ramas que generan mayor volumen de contaminación por emisión 
de desechos peligrosos y tóxicos. La encuesta abarcó 116 empresas, de las cuales 
90 fueron en ramas industriales seleccionadas y 26 en tres ramas de servicios. 2 

7. Se partió de varias hipótesis, entre ellas: 
a] la de que el sistema de implantación de normas y castigos por incum­

plimiento (Nyc) es insuficiente para inducir comportamientos ambientales 
adecuados; 

b] que, en especial, las empresas medianas y pequeñas están en desventa­
ja para el cumplimiento de las normas; 

c] que independientemente de que el sistema regulatorio se vuelva más efi­
ciente en sí, el cumplimiento de las normas se facilitaría y mejoraría mediante 
el empleo de incentivos económicos, financieros y fiscales como imtrumentos 
complementarios, y 

d] que uno de los objetivos social-ambientales principales deberá ser aba­
tir sustancialmente la contaminación de suelos y aguas, inclusive aguas freáti­
cas, derivada de la emisión de desechos líquidos y sólidos peligrosos y, en su 
caso, tóxicos. 

8. La encuesta se centró en los desechos líquidos y sólidos de empresas se­
leccionadas en nueve ramas de la industria y tres de los servicios, teniendo en 
cuenta el volumen y la intensidad de la contaminación ya registrada en las ra­
mas industriales respectivas y la ausencia casi completa de información sobre 
las ramas de servicios. Se tuvo también en consideración la emisión de gases a 
la atmósfera, reconociendo sin embargo que la principal fuente de contamina­
ción atmosférica en la ZMCM es, sin embargo, la circulación de vehículos auto­
motores. La selección de empresas encuestadas abarcó grandes, pequeñas y me-

2 No fue posible en esa etapa, y dados los recursos humanos y financieros disponibles, ha­
cer la encuesta por medio de cuestionarios y entrevistas a escala nacional, por lo menos en los 

principales centros industriales. Por ello, se limitó a la ZMCM (el Distrito Federal y los municipios 
conurbados del Estado de México), que generan alrededor de 30% del valor agregado industrial 

del país y una proporción semejante del empleo. En los servicios incluidos en la encuesta, las pro­

porciones son similares. Sin embargo se llevaron a cabo también nueve estudios de caso en dife­
rentes entidades. 
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dianas, tanto nacionales como de capital extranjero o mixto. Se hicieron ade­
más nueve estudios de caso, más profundos, en seis localidades del resto del 
país. Los.resultados de la encuesta y de los estudios de caso se presentan por se­
parado en el actual seminario. 3 

9. A continuación se aborda con mayor detalle el tema del empleo de los 
instrumentos económicos para fines ambientales, para más adelante intentar 
examinar la situación ambiental en México y algunas conclusiones sobre la 
aplicabilidad de tales instrumentos en México como complemento de las me­
didas de Nyc. 

II. LOS INSTRUMENTOS ECONÓMICOS PARA LA POLÍTICA AMBIENTAL 

10. En el curso de las discusiones que a diversos niveles se han llevado a cabo 
sobre la política imperante referente a la aplicación de normas (límites) a los de­
sechos en función de su peligrosidad o, en su caso, su toxicidad, llama la aten­
ción que las autoridades que a lo largo de los años, desde 1972 hasta 1994, han 
impuesto las normas regulatorias en México han insistido en el simple cumpli­
miento de las normas específicas aplicables a residuos líquidos, sólidos y gaseo­
sos -que en la actualidad son alrededor de 80-, copiadas o adaptadas en su 
mayoría de las de la Agencia para la Protección Ambiental de Estados Unidos. 
No se ha tenido, al hacerlo, consideración de los aspectos económicos en que 
se desenvuelven las empresas en México ni de los aspectos estructurales de las 
ramas industriales (y de servicios) objeto de las normas. Cabe reconocer, no 
obstante, que tampoco en otros países en desarrollo se ha logrado una aplica­
ción muy estricta de las normas ni la introducción de instrumentos económi­
cos para facilitar su aplicación. En algunos países altamente industrializados de 
la OCDE, sin embargo, se habían introducido o mantenido algunas medidas de 
tipo económico con fines ambientales (OCDE, 1989), más bien como excepción. 

11. Tampoco ha sido muy visible en México la consideración de las interac­
ciones entre ramas industriales o entre sectores de manera que se puedan evaluar 
sistémicamente los aspectos económicos y ambientales. Por añadidura, la políti­
ca económica y financiera general del país no se ha relacionado de manera explí­
cita con la política ambiental, como tampoco los temas ambientales se han vin­
culado específicamente con los principales renglones del comercio exterior, sobre 
todo a la luz del TLCAN. Se tiene la impresión de que hasta 1994 la política am-

3 Véanse los trabajos presentados por Alfonso Mercado García y Lilia Domlnguez a las se­

siones 2 y 4 del seminario. 
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biental ha sido objeto de tratamiento como una política más, por ejemplo, como 
la de salud o la de educación, o cualquier otra, que ha constituido un sector --o 
un segmento en este caso- de la actividad nacional y en particular de la acción 
del Estado. No se han tenido en cuenta todas las interrelaciones, que en este caso 
del ambiente son bastante obvias y que requieren atención preferente, tanto en 
la actualidad como, más aún, en el futuro. La realidad y la política ambientales 
se vinculan no sólo con la economía y con el sistema de administración pública, 
sino con la salud de los habitantes, la urbanización, el transporte, la actividad 
agropecuaria y forestal, los asentamientos rurales, la migración interna e interna­
cional, la política de inversión regional y otras. A la fecha no se ha dado a cono­
cer el Programa Nacional de Medio Ambiente (o de Protección Ambiental) co­
rrespondiente al periodo 1995-2000, aunque hay indicios de que las cuestiones 
ambientales han empezado a adquirir mayor prioridad en la gestión pública. 

12. Aun cuando no fue sino hasta la Conferencia de Río de Janeiro en 
1992 cuando se consagró en la esfera internacional el concepto de "desarrollo 
sustentable" --que abarca prácticamente todo-, la idea y los elementos que 
la sustentaban ya habían tenido vigencia desde los años setenta (Urquidi, 
1994a). En México se puso a discusión sobre todo a partir del Informe de la 
Comisión Brunddand a fines de los años ochenta (Comisión ... , 1987). En 
1992 se dio amplia difusión a los temas del desarrollo sustentable y, como par­
te de ellos, a los de política ambiental (Sarukhán, 1992; Urquidi, 1992). Du­
rante 1991y1992 se conocieron públicamente documentos preliminares de la 
CNUMAD92 (Glender y Lichtinger, 1994). Las negociaciones relativas al TLCAN 
fueron también ocasión de múltiples consideraciones sobre la interrelación am­
biente/ comercio y, por cierto, tanto el Preámbulo del Tratado de Libre Comer­
cio de América del Norte como el del Acuerdo de Cooperación Ambiental que 
acompaña al TLCAN suponen que los tres países signatarios están comprometi­
dos a lograr el desarrollo sustentable (Secofi, 1993). 

13. Desde la puesta en vigor de la Ley General del Equilibrio Ecológico 
de 1988, las autoridades ambientales han publicado numerosos documentos 
sobre la situación ambiental general del país. En 1990, por ejemplo, se dio a 
conocer el Programa Nacional para la Protección del Médio Ambiente 
1990-1994 (Sedue, 1990), que contenía tanto un diagnóstico como una enu­
meración de recomendaciones generales. Previamente a la CNUMAD92 se publi­
có el Informe de la Situación Ambiental en el Bienio 1991-1992 (Sedesol-INE, 
1992) y más recientemente se emitió un segundo informe correspondiente al 
bienio 1993-1994 (Sedesol-INE, 1994). En los tres documentos se da cuenta 
del continuo deterioro ambiental en México en la mayor parte de las áreas 
para las cuales se ha contado con información, tanto en relación con recursos 
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naturales como respecto a contaminación de cuencas hídricas y sistemas mu­
nicipales urbanos. 

14. Sin embargo, la política adoptada inicialmente y reafirmada y elabo­
rada a partir de 1989 ha tenido dos vertientes principales no necesariamente 
conectadas entre sí: 

a] Por una parte, una preocupación, casi una predilección, por la natura­
leza y las depredaciones y abusos de la misma, que se ha expresado, entre otras 
cosas, en la creación en 1992 de la Comisión Nacional para el Conocimiento 
y Uso de la Biodiversidad y en algunas actividades de protección de zonas tro­
picales y otras amenazadas, así como por el interés puesto por México en la 
Convención sobre Biodiversidad en la CNUMAD92. 

b] Por otro lado, la vertiente concretada en la aplicación de normas para 
contener o reducir la contaminación atmosférica generada por fuentes móviles 
de combustión y la originada también, en parte menor, en la actividad indus­
trial urbana. 

15. Se han iniciado asimismo, con base en el Acuerdo de 1984 con Esta­
dos Unidos, actividades de mejoramiento ambiental en la zona de la frontera 
norte, y cabe mencionar la adhesión de México al Protocolo de Montreal de 
1990 sobre la emisión de dorofluorocarburos ( CFC) a la atmósfera, que amena-

. zan a éscala global la capa superior de ozono. 
16. En los últimos años se ha logrado en general aumentar el conocimiento 

--que dista mucho de ser completo-- de la poco favorable situación ambiental 
del país y se han encauzado algunas acciones y los recursos financieros disponi­
bles hacia varios de los casos más obvios, entre ellos el problema de la contami­
nación atmosférica de la zona metropolitana de la Ciudad de México, con apo­
yo en gran parte en recursos técnicos y créditos del Banco Mundial y de otras 
fuentes del exterior. Existen diagnósticos sobre la pérdida persistente de la super­
ficie forestal de México y de la depredación de los recursos naturales en las zonas 
tropicales, incluso en los esteros y lagunas de ambas costas. En cambio, se sabe 
poco sobre la situación en lo que respecta a la erosión de suelos y a los daños al 
ambiente marítimo. Tampoco se cuenta con suficiente información sobre los im­
pactos de la actividad agropecuaria moderna sobre las cuencas hídricas. Otro ren­
glón todavía poco estudiado es el de los efectos de la contaminación atmosférica 
sobre la salud de los habitantes de los centros urbanos, aun cuando se ha avan­
zado en bastante proporción con apoyo en el Programa Universitario de Medio 
Ambiente (PUMA) de la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM).4 

4 No se alude aquí a los numerosos (aunque insuficientes) programas de investigación de 

las universidades y los institutos de investigación, como tampoco de los centros de educación y 
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17. La contaminación por desechos industriales y municipales en general 
constituye quizá el problema ambiental inmediato más grave a que se enfren­
ta el país, así como grave en potencia. Es, por lo demás, el que menos aten­
ción recibe en los programas nacionales de protección ambiental y aun en los 
programas y estudios de investigación y adiestramiento. En 1993 se estimó 
que el volumen de desechos sólidos en el Distrito Federal (sin contar los de­
sechos derivados de procesos industriales) ascendió a 1 259 kg por habitante 
y que el promedio nacional fue de 893 kg. El 60% del total de 28 millones de 
toneladas generadas en México ese año se originó en la zona central y el Dis­
trito Federal, y 21 o/o en la zona norte, en el área de la frontera. Más de 50% 
fueron residuos orgánicos y casi 20% vidrio, seguido de metales y desperdicios 
de caucho. Se calcula que 82% fue a parar a tiraderos a la intemperie, lama­
yoría no controlados (Sedesol-INE, 1944, cap. 18). Se estima que la intensidad 
contaminante general derivada de la industria manufacturera sé ha multipli­
cado 20 veces entre 1950 y 1989, sin señales de que disminuya (Sedesol-INE, 
1994, cap. 11). 

18. La parte de la política ambiental dirigida a la contaminación derivada 
de la actividad industrial, aun con la cuantificación incompleta que se tiene de 
los desechos peligrosos y tóxicos, se ha caracterizado por el establecimiento de 
funciones regulatorias iniciadas en la Subsecretaría de Ecología de la Secretaría 
de Desarrollo Urbano, Vivienda y Ecología (Sedue), de 1989 a mediados de 
1992, seguidas hasta noviembre de 1994 a cargo del Instituto Nacional de 
Ecología perteneciente a la Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol), con el res­
paldo de la Procuraduría del Medio Ambiente creada ex profeso. Las bases de 
la función regulatoria en ese periodo las dieron la Ley del Equilibrio Ecológi­
co de 1988 y el Programa Nacional para la Protección Ambiental 1990-1994 
ya citado. 

19. La política regulatoria seguida hasta ahora en México deriva de que, si­
guiéndose desde los años setenta el modelo de los países miembros de la OCDE, 
se adoptó, como en la mayoría de los demás países no miembros, el principio 
denominado "quien contamina paga'' ( QCP -en inglés PPP). Pero no se tuvo en 
cuenta ninguna circunstancia ajena al hecho físico de la emisión de los dese­
chos correspondientes. El comentario más elemental que se puede hacer --o 
que un economista o un empresario debieran hacer- es que el principio QCP 

adiestramiento ambientales y las organizaciones de consultoría; se encontrará referencia a ellos, y 

una evaluación preliminar, en un informe publicado por el Consejo Consultivo de Ciencias de 

la Presidencia de la República (Consejo Consultivo, 1994). Tampoco se consideran las múltiples 

instancias en que han operado las organizaciones no gubernamentales (ONG). 
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fue en su origen un mecanismo político-administrativo para lograr un primer 
resultado, tal vez el único posible en las circunstancias en que se desarrolló la 
política ambiental después de la Conferencia de Estocolmo de 1972, tanto en 
Europa como en Estados Unidos, Japón y otros países. 

20. Sin embargo, desde el principio no debió ignorarse que la imposición 
de una multa mientras la empresa afectada nada o poco hiciera para poder 
cumplir la norma -es decir, tuviera que absorber el "pago" respectivo o el cos­
to de la inversión necesaria, o sea "internalizar" el costo ambiental en lugar de 
pasárselo al mercado de sus productos- pone al contaminador en posible des­
ventaja frente a sus competidores. En teoría, sólo un monopolista "puro" po­
dría transferirle al comprador todo el costo adicional: la multa, los gastos in­
ternos de monitoreo y medición, la depreciación del equipo anticontaminante 
que tuviera que adquirir, la sustitución de alguna materia prima o algún pro­
ducto semielaborado, los honorarios de algún consultor o la inversión en algún 
nuevo proceso. Es decir, frente a una demanda plenamente inelástica en el 
mercado -que inclusive pudiera ser temporal-, la empresa no tendría que 
absorber el costo. En cambio, frente a cualquier grado de menor elasticidad, en 
dirección de un mayor grado de competitividad en el mercado, la empresa ten­
dría que internalizar parcialmente el costo adicional reduciendo su tasa de uti­
lidad, o bien trasladar el costo adicional a sus proveedores o la nómina de sa­
larios pagados, dependiendo de su capacidad para hacerlo y de las elasticidades 
de oferta respectivas. Existe, en consecuencia, toda una gama de posibilidades 
de traslado hacia delante o hacia atrás de cualquier costo adicional como el que 
se postula, no proveniente del mercado sino resultante de la imposición de una 
norma física, de la particular tecnología empleada por la empresa afectada, de 
su capacidad gerencial o de gestión, etc. En esto no se hace sino manejar con­
ceptos muy conocidos del análisis económico. Ésta es la base para plantear una 
política de incentivos económicos para la protección y el mejoramiento am­
bientales. 

21. Ninguna de estas consideracion~s se tuvo en cuenta en la práctica en 
México, y la explicación deberá hallarse en parte en la estructura administrati­
va del gobierno, que confió a una entidad subordinada la aplicación de la po­
lítica ambiental, y en parte también en la falta de sentido de prioridad nacio­
nal que afectó la política ambiental a partir de los años setenta y hasta 1994 
inclusive. Se explica también porque las políticas ambientales propugnadas por 
Estados Unidos y los demás miembros más importantes de la OCDE, por la Co­
munidad Económica Europea y por otros organismos se basaban en el mismo 
principio, QCP, pero en un contexto industrial y de cultura empresarial mucho mds 
evolucionado que el de México. En esos medios, por su propio interés, la empre-
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sa contaminante tenía y tiene que reaccionar ante las medidas regulatorias. Se 
trataba de industrias de gran arraigo, otras de innovación tecnológica impor­
tante, en su mayoría de dimensión mediana y grande, con acceso a recursos 
financieros y técnicos superiores, en un medio empresarial y comercial funda­
mentalmente bastante competitivo (aunque también en muchos aspectos regla­
mentado) que obedece al mercado, donde la sensibilidad a pequeños cambios 
en los precios relativos es mucho mayor. Toda empresa se ve obligada, además, 
por la presión del principio QCP y por los compromisos regionales (Comunidad 
Económica Europea, en su caso), por las recomendaciones emanadas de la 
OCDE, por la competitividad a plazo corto, mediano y largo impuesta que da el 
mercado, y por las presiones de la sociedad civil, a reducir y a la postre elimi­
nar sus emisiones de residuos o desechos peligrosos y a obedecer a la letra las 
prohibiciones referentes a desechos tóxicos. Sin duda que la historia de los úl­
timos 25 años ha revelado muchas y muy importantes violaciones a las normas, 
y aun graves accidentes, que en la mayoría de los casos han conducido a costo­
sas demandas y juicios contra las empresas culpables. Las autoridades en los 
países miembros de la OCDE han sido también mucho más conscientes de los 
problemas de contaminación industrial, y tanto ellas como los institutos de in­
vestigación y consultoría han sido mucho más activos en promover el control 
de la contaminación y en proveer sustituciones tecnológicas. Es una situación 
sumamente contrastante con la de México. 

22. Sería en todo caso un error creer que en los países industrializados de 
la OCDE se procedió a la aplicación del principio QCP sin consideración absolu­
ta de los aspectos económicos, empresariales y sociales. Los documentos de la 
OCDE, por ejemplo, enumeran las muy numerosas aplicaciones, sobre todo en 
los países de Europa Occidental, de instrumentos de control ambiental hoy de­
nominados "económicos", en particular las tarifas o cuotas pagaderas por el uso 
del agua para fines industriales, por la emisión de agua no tratada y de desechos 
de diversa clase, que tuvieron el efecto de encarecer los costos industriales y 
obligar a las empresas a economizar el recurso, tratarlo, reciclar desechos y pre­
venir las emisiones, internalizando ese costo proveniente de externalidades, en 
la proporción en que pudieran hacerlo (Barde, 1994).5 No se trataba de peque­
ñas sumas por concepto de derecho de uso del agua, sino de cantidades fuer­
tes que tenían impacto. Recuérdese también el recargo que tiene en toda Eu­
ropa Occidental el consumo de combustibles por las unidades móviles y otras 
(aun admitiendo que en parte se ha tratado de una fuente de recursos fiscales 

5 Véase igualmente cualquier informe de la OCDE sobre la política ambiental de cualquier 
país miembro, aun de los de menor nivel relativo de desarrollo, como Turquía o Portugal. 
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sin que al principio necesariamenete se hubieran impuesto esas cargas fiscales 
con fines ambientales). 

23. Lo que si se colige del examen de la documentación de la OCDE, en 
cambio, es que ha sido apenas en época reciente, poco antes de la CNUMAD92, 
cuando se ha iniciado tanto en el secretariado general de la OCDE como en su 
Centro de Desarrollo el estudio más sistemático del posible empleo de incen­
tivos económicos y el examen· de diversas experiencias concretas. Se han efec­
tuado, además, estudios de casos en los países en desarrollo y se ha hecho nue­
va consideración tanto teórica como práctica del empleo de tales instrumentos 
como medios complementarios de la política de regulación con base en las nor­
mas aprobadas (OCDE, 1989, 1992, 1993, 1994; O'Connor, 1994; Margulis, 
1993). En algunos países se ha puesto en evidencia la ineficacia de la política 
de Nyc {Dewees, 1992a, 1992b}, y ello ha ido adquiriendo reconocimiento 
más general. 

24. En ciertos medios académicos, sobre todo en Gran Bretaña y Estados 
Unidos, nunca estuvieron ausentes las consideraciones teóricas de economía de 
la reglamentación ambiental (Cropper y Oates, 1992; Pearce y Turner, 1991) y 
en fecha reciente se le ha prestado mucha más atención (Repetto, 1992; Barde, 
1994; Panayotou, 1994). (No es por cierto el caso en América Latina, donde el 
énfasis se ha colocado en los recursos naturales o en aspectos muy generales). 

25. Como se ha mencionado anteriormente, la CNUMAD92, que venía pre­
parando desde hada algunos años antes la integración de todos los lineamien­
tos de política ambiental en el contexto del concepto de desarrollo sustentable 
(Comisión Mundial, 1987), aprobó en el documento denominado Agenda 21 
(o Programa 21) (Naciones Unidas, 1992), un capítulo 8 titulado "Integración 
del ambiente y el desarrollo en la toma de decisiones" en que, entre otras co­
sas, se hizo recomendación explícita a todos los países miembros de las Nacio­
nes Unidas de "hacer uso efectivo de instrumentos económicos y de mercado 
y otros incentivos", destacando las modalidades siguientes: 

... 8.32 (a) Establecer combinaciones efectivas de enfoques económicos, regulato­

rios y voluntarios (autorregulatorios); 

... 8.32 (c) Reforzar o rediseñar estructuras de incentivos económicos y fisca­

les para hacer frente a objetivos ambientales y de desarrollo; 

... 8.34 Deberá hacerse un esfuerzo particular para desarrollar aplicaciones dd 

uso de los instrumentos económicos y los mecanismos de mercado orientados a las 
necesidades específicas de los países en vías de desarrollo y de los de economía de 
transición, con la cooperación de las organizaciones económicas regionales e inter­

nacionales, y según convenga, los institutos de investigación no gubernamentales ..• 
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26. Entre los varios instrumentos hoy día aceptados como "económicos o 
de mercado", teniendo en cuenta las recomendaciones de la Agenda 21, los do­
cumentos emanados de la OCDE y otras fuentes, y algunas modalidades puestas 
en práctica sobre todo en Estados Unidos, destacan los siguientes (Barde, 
1994; Quadri, 1994; Belausteguigoitia, 1992, 1994) :6 

i] cargos, derechos o cuotas por emisiones de desechos 
ii] cargos por uso de servicios colectivos 
iii] impuestos sobre productos o servicios adquiridos 
iv] licencias y permisos 
v] reembolso de depósitos 
vi] subsidios directos 
vii] permisos comerciables (tradeable permits o emissiom trading) 
27. Llama la atención, por cierto, que los incentivos financieros (subven­

ciones, préstamos a tasas y otras condiciones preferenciales) y la depreciación 
acelerada, que se asocia con este tipo de incentivos, casi no se ponen a discu­
sión; es decir, se prefiere ni siquiera mencionarlos. La depreciación acelerada se 
tiene más bien, al parecer, como una práctica normal en los asuntos fiscales.7 

28. Cabe también advertir que en la terminología en inglés, lo que algu­
nos llaman "incentivos" otros denominan "desincentivos". En el proyecto ac­
tual de El Colegio de México, el uso del término "incentivos" debe verse en re­
lación con la idea de un aliciente al contaminador -la empresa contaminante, 
en su caso- que pueda traducirse en algún resultado financiero benéfico y en 
ventajas para el consumidor y la comunidad general. Al usarse en forma nega­
tiva, en la expresión "desincentivos", se quiere decir el empleo de un instru­
mento que disuada al contaminador de seguir contaminando, por ejemplo, al 
costarle mds el empleo o uso de algún insumo, o tener que incurrir en algún 
costo resultante de la imposición de una norma ambiental. 

29. En general, los primeros seis instrumentos económicos enumerados 
son de uso común en Europa Occidental, Canadá y otros países, y parcial en 
Estados Unidos. Su aplicación depende mucho de las estructuras administra­
tivas y de las jurisdicciones central o municipal; en algunos casos, en Europa, 
hay homologación regional o subregional. 

30. El séptimo incentivo, el de los permisos comerciables, por el que cada 
día se aboga más, sobre todo en los medios académicos de Estados Unidos y 
Canadá, ha sido implantado en Estados Unidos desde la Clean Air Act (Ley de 

6 En una reunión reciente en Ottawa, Theodore Panayotou aseguró que él ha detectado al­
rededor de 100 instrumentos económicos. 

7 Véase Barde, op. cit., p. 19. 
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Limpieza de la Atmósfera) de 1970 como medio para reducir emisiones atmos­
féricas de las plantas eléctricas y se ha aplicado a otros casos concretos; se en­
cuentra en estudio constante en esos dos países, sin perjuicio de mantener las 
normas regulatorias. Además, es el que más se recomienda, llevando en segun­
do lugar los "impuestos ecológicos". Existe ya bastante literatura sobre las limi­
taciones de los sistemas de permisos comerciables, desde el punto de vista de su 
eficacia y de la equidad, además de las posibilidades que abren a la corrupción 
(Passell, 1993; Von Weizsacker y Jessinhaus, 1992). Se considera que el siste­
ma de licencias comerciables significa ganancias pecuniarias injustificadas para 
las empresas fuertes y tecnológicamente capacitadas. También, que las subastas 
de esos certificados -como en la Bolsa de Comercio de Chicago a partir de 
marzo de 1993- pueden dar lugar a un mercado "seminegro", inclusive con 
falsificaciones de los documentos respectivos. Además, se juzga que los compra­
dores de los permisos pueden no por fuerza hacer las inversiones ambientales 
necesarias sino contentarse con "pagar" por contaminar y seguir contaminando; 
en todo caso, tratarían de trasladar ese costo adicional al consumidor sin haber 
contribuido nada o habiendo contribuido muy poco al mejoramiento ambien­
tal -por más que a la larga esa conducta pueda afectarles su capacidad com­
petitiva (Passell, 1993). 

31. En discusiones preliminares relacionadas con la aplicación del TLCAN, 

por ejemplo en un reciente grupo de trabajo de la Comisión de Cooperación 
Ambiental reunido en Montreal, hubo entre la mayoría de los participantes de 
los tres países la noción implícita de excluir casi automáticamente cualquier 
otro incentivo o instrumento que no se guiara por los "mecanismos del mer­
cado", sobre todo de lo que pudiera interpretarse como subsidio para fines am­
bientales a favor de las empresas, sea una subvención financiera, un sistema de 
créditos blandos, una exención fiscal o cualquier otra "rebaja'', concesión o 
exención respecto a un impuesto o un derecho. 

32. Los instrumentos económicos -todos ellos- suponen que los incen­
tivos o desincentivas respectivos inducen en la unidad productiva, la empresa, 
reacciones y conductas que a plazo no muy lejano la llevarán, por ejemplo, a ins­
talar equipo anticontaminante o ahorrador de energía, o, mejor aún, a instau­
rar tecnologías "más limpias" (o sea, "menos sucias"), que reduzcan en propor­
ción importante o eliminen la emisión de residuos o desechos contaminantes 
que se juzguen peligrosos o aun tóxicos. Existe entre las unidades productivas 
una obvia relación en estas materias, pues la unidad que reaccione ante los in­
centivos o los desincentivas puede perder o ganar según sea la conducta de las 
empresas con las que compita, según los distintos grados y modalidades de la 
competencia en el mercado. Además, unos sectores o ramas de producción es-
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tán vinculados casi siempre con otros, de manera que un sistema de incentivos 
y desincentivos deberá prever la relación de unos con otros, lo que hace más di­
fícil la decisión de gestión ambiental de una empresa determinada. 

33. Por último, es preciso tener en cuenta, según los principios tradiciona­
les de economía tributaria, que la modificación o implantación de un grava­
men, aun en magnitud pequeña o marginal, debiera provocar una reacción pe­
cuniaria por medio del sistema productivo y de distribución y consumo. Si las 
empresas están bien organizadas, cuentan con administración racional y mo­
derna, llevan buena contabilidad y conocen a detalle los múltiples aspectos del 
mercado que afectan tanto sus costos como sus ingresos, entonces un pequeño 
aumento de un impuesto, o su disminución, acaba por generar una respuesta 
del volumen de producción conforme a determinada elasticidad previsible. De 
ahí que se deba suponer que en un mercado caracterizado como "competitivo", 
la manipulación de los impuestos, aun en su dimensión marginal, puede indu­
cir comportamientos empresariales deseados en dirección proambiental. Sin 
embargo, aun en los países de economía avanzada de mercado, en que preva­
lezcan altos niveles de competitividad y de información, el esquema teórico no 
corresponde a la realidad específica del país determinado. Hay grandes imper­
fecciones, las elasticidades de respuesta pueden ser muy diversas y no siempre 
simétricas ante los cambios positivos o los negativos. Y con más razón en los 
países en vías de desarrollo, donde la estructura de los mercados es poco com­
petitiva y la asimetría industrial es mucho mayor. 

III. LOS INSTRUMENTOS ECONÓMICOS EN MÉXICO 

34. En el caso de México existen -además de la aplicación de normas y cas­
tigos (Nyc), administrados por la hoy Secretaría de Medio Ambiente, Recursos 
Naturales y Pesca (Semarnap), bajo el principio QCP- tres instrumentos de 
persuasión ambiental no relacionados entre sí, tal vez calificables como incen­
tivos económicos para inducir la conducta proambiental de una empresa: 

i] Los derechos o las cuotas cobrados por la Comisión Nacional del Agua 
por las descargas a las fuentes hídricas federales bajo su control. La tarifa ha si­
do determinada por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, al parecer sin 
ningún criterio ambiental, y la ha administrado la Comisión Nacional del 
Agua, que hoy está incorporada a la Secretaría del Medio Ambiente (Semar­
nap). Es dudoso que dichos derechos constituyan un verdadero "incentivo" o 
aliciente, más bien "desincentivo", para inducir a mejorar la conducta empre­
sarial. La cuota tendría que ser muy elevada y aplicarse con efectividad. 
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ii] La depreciación acelerada, que en general nunca ha sido un instrumen­
to de fomento de las preferencias de la SHCP, se anunció en 1993 como "instru­
mento ambiental" por darle algún nombre a algún aliciente que el sector em­
presarial demandaba en vista de lo que consideraban era entonces, en general, 
una carga fiscal pesada frente a circunstancias económicas de estancamiento del 
PIB. Dicha depreciación acelerada, concebida para compras de equipo anticon­
taminante, que opera casi en un solo año, se otorga solamente a los causantes 
mayores (en 1994 aquellos cuyos ingresos brutos excedieran N$ l 800 000), o 
sea los que presentan estados contables completos requeridos por la autoridad 
fiscal para la determinación del ingreso gravable y la aplicación de la tarifa res­
pectiva del ISR. La SHCP no tiene medios de verificar si la depreciación acelera­
da se refiere a equipos verdaderamente anticontaminantes, y por lo demás las 
auditorías fiscales por muestreo se hacen a sólo 5% de las empresas causantes, 
de manera que los contadores de las empresas están en posibilidad de hacer pa­
sar por anticontaminante cualquier equipo para obtener la deducción por de­
preciación acelerada. Los causantes menores -respecto al límite indicado, que 
se supone se actualiza periódicamente según la tasa de inflación- no tienen 
obligación de presentar a las autoridades fiscales sino un libro de egresos e in­
gresos, en lugar de estados contables completos; en consecuencia no presentan 
sus cuentas de depreciación, si es que las llevan. El causante menor paga el !SR 

sobre la diferencia entre sus egresos e ingresos cuando es positiva, como im­
puesto a los ingresos personales. 

35. La encuesta llevada a cabo por El Colegio de México encontró pocos 
casos de empresas que se hubieran acogido a la depreciación acelerada otorga­
da por la SHCP, o que siquiera supieran, aun las que son causantes mayores, de 
la existencia de semejante incentivo. Es evidente que las medidas adoptadas 
por la SHCP, sin coordinación con las autoridades ambientales, no pueden ser 
consideradas como instrumentos económicos eficientes en la forma en que se 
aplican o administran. 

36. En el área del financiamiento, Nafin dio a conocer en 1991, y se le dio 
publicidad por la Comisión Metropolitana para la Prevención y Control de la 
Contaminación Ambiental en el Valle de México en 1992 con respecto a con­
taminación atmosférica solamente --dando lugar a que se pensara que era un 
incentivo especial para la wna metropolitana de la Ciudad de México, cuando 
que en realidad fue una disposición de aplicación en cualquier entidad de la Fe­
deración-, una línea de redescuento a la banca de primer piso (la banca co­
mercial) para préstamos a largo plazo, hasta de 20 años y hasta 100% de la in­
versión programada, a empresas que lo solicitaran para fines ambientales, desde 
la introducción de algún equipo anticontaminante hasta un cambio de tecno-
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logia y procesos, y aun nueva localización de la planta. Los préstamos se otor­
gan a las empresas prestatarias a tasas cuatro puntos arriba del CPP (costo pro­
medio de captación) -sin olvidar que los bancos suelen cobrar comisiones, 
exigir depósitos recíprocos, descontar de antemano los intereses y hacer otros 
cargos que afiaden varios puntos a la tasa efectiva que paga el prestatario. Con 
objeto de estimular a los bancos de primer piso a conceder esta clase de crédi­
tos, Nafin pone los fondos a disposición del intermediario .financiero a tres pun­
tos abajo del CPP en el caso de crédito a microempresas, dos puntos abajo en el 
de pequeñas empresas, un punto abajo en el de empresas medianas, y al CPP en 
el caso de las empresas grandes. Se supone que Nafin puede (o podía) garanti­
zar al banco prestamista hasta 80% del crédito otorgado a la empresa. Se tiene 
entendido que una parte importante de los créditos se canalizó hacia unidades 
de transporte en el Distrito Federal para inducirlas a cambiar sus motores por 
otros que usaran combustibles menos generadores de gases contaminantes. 
(Debe observarse que la SHCP considera todas las empresas de transporte como 
"causantes menores", cualquier que sea el monto de sus ingresos brutos). 

37. Según datos obtenidos de Nafin, el monto acumulado de los créditos, 
vigentes al mes de marzo de 1994, fue de N$493 millones a partir de 1991, en 
apoyo de 1 244 empresas, más créditos en dólares por 26 millones, por lo que 
puede deducirse que el sistema de créditos preferenciales para el ambiente, so­
bre todo en las ramas propiamente industriales, no ha operado en forma signi­
ficativa. Se aduce, además, que en general la banca de primer piso muestra 
poco interés por otorgar dicha clase de créditos, y que, por otra parte, las em­
presas medianas y pequeñas han tenido poco acceso a la banca, aun para los fi­
nes comunes y corrientes del crédito, aparte de su alto costo. Esa situación, por 
supuesto, ha empeorado desde 1994. 

38. En síntesis, los incentivos financieros en México no han tenido efec­
tividad. Por lo demás, la encuesta llevada a cabo por El Colegio de México en­
contró, entre sus resultados, que una proporción importante de las empresas 
industriales y de servicio en la zona metropolitana desconocían la existencia de 
esta ventanilla ambiental de Nafin o no la habían usado. 

IV. ALGUNAS CONCLUSIONES 

39. Volviendo al tema de los incentivos económicos, son varias las conclusio­
nes a las que se puede llegar: 

i] Deben ser complementarios de la aplicación de la normatividad. En 
esto están bastante de acuerdo los autores internacionales y los documentos de 
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la OCDE consultados. Sin embargo, se detecta una nueva línea de pensamiento, 
entre los que abogan por el funcionamiento de los mecanismos de mercado, 
principalmente en Estados Unidos y Canadá, tanto en institutos oficiales como 
en centros académicos, en el sentido de que la normatividad pudiera ser susti­
tuida por mecanismos de mercado pero concebidos éstos principalmente como permi­
sos comerciables. Se sostiene esta posición no obstante que no existe suficiente 
evaluación de la experiencia en la aplicación de los mismos. Es además una te­
situra que pudiera reputarse más bien como de carácter ideológico y de repudio 
a todo lo que huela a reglamentación. Sin embargo, es evidente que los permi­
sos comerciables requieren también reglamentación. En todos los sistemas se ne­
cesita por lo menos información adecuada y se requieren mecanismos de moni­
toreo y verificación de cumplimiento respecto a emisiones peligrosas y tóxicas. 

ii]) Los incentivos fiscales y financieros, así como los derechos por descar­
gas o uso de insumos contaminantes, deberán ser de suficiente monto o propor­
ción como para vencer las inelasticidades, las resistencias y las inercias. De otra 
manera, no se logra el objetivo ambiental. En particular, deberán diseñarse pa­
ra inducir no un mínimo de cumplimiento con la norma -estar "dentro de la 
norma''-, sino un pleno cumplimiento y aun un exceso. En México, los per­
misos comerciables o transferibles, que no se aplican aún en la industria o que 
se han ensayado en un caso de la industria petroquímica, siguen en estudio y ha 
habido propuestas provenientes del ITAM, inclusive para aplicarlos a los propie­
tarios de vehículos automotores. Merecen evaluación estas propuestas, que pu­
dieran ser útiles en determinados casos específicos en el terreno industrial. 

iii]) Los incentivos fiscales no debieran limitarse a la depreciación acelerada, 
de la que sólo pueden hacer uso las empresas medianas o mayores que manten­
gan registros contables adecuados que sea obligatorio presentar a las autoridades 
fiscales, sino que pudieran abarcar otros: por ejemplo, rebajas temporales del im­
puesto predial, subsidios fiscales también temporales, créditos ambientales menos 
onerosos y mejor dirigidos, exenciones de cuotas, derechos, impuestos y otros 
cargos en casos justificados por la finalidad ambiental, tasas diferenciales de im­
puestos o cargos que no puedan concederse en su totalidad, etc. Podrían estable• 
cerse diferenciaciones regionales, en función sobre todo de wnas críticas (en la 
frontera, en las cuencas hídricas, en ciertos puertos y ciudades del interior). 

iv]) Los incentivos deben ir acompañados de programas de cooperación 
entre autoridades y sectores empresariales para difundir información sobre los 
mismos, capacitar al personal directivo y contable de las empresas, y otros con­
ducentes al mismo fin. 

v] Deberán relacionarse los incentivos o la falta de ellos con cuestiones de 
competitividad intrarrama industrial, interregional e internacional. Hacen falta 
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estudios e investigaciones de este tipo. Las diferenciaciones regionales pueden ser 
importantes respecto a la capacidad empresarial, la cultura empresarial, la edad de 
los equipos, las condiciones económicas y financieras generales que hayan afec­
tado la rentabilidad de la empresa, y las relaciones entre autoridades y empresas. 

vi] Habrá que considerar en relación con los incentivos económicos am­
bientales los efectos del proceso inflacionario -que puede erosionar el valor 
real del incentivo--, los aspectos institucionales (administración fiscal, admi­
nistración del crédito bancario). 

vii] Deberán estudiarse los efectos redistributivos, positivos o negativos, de 
la implantación de incentivos fiscales y financieros. 

40. El sistema de permisos comerciables deberá estudiarse en todos sus as­
pectos, tanto teóricos como prácticos, en términos de la experiencia internacio­
nal con ellos, su practicabilidad administrativa y su receptividad en las esferas 
empresariales, teniéndolos como instrumentos complementarios donde tengan 
verdadera aplicabilidad, y no aceptarlos por prejuicio dogmático acerca de la 
bondad de los "mecanismos de mercado". Constituyen un sistema bastante 
complicado que, aun pudiendo ser eficiente, requiere reglamentación y moni­
toreo (Barde, 1994; Panayotou, 1994). 

41. Es indispensable que los instrumentos económicos se adapten al con­
texto nacional de México y a sus contextos regionales y subregionales. No de­
ben ser simple copia de lo que se recomiende en los países de mayor grado de 
industrialización o en organismos como la OCDE, o en los centros académicos 
de Estados Unidos o de algunos otros países miembros de la OCDE. Es verdad 
que en los países en desarrollo se ha abusado de los subsidios en general y de la 
idea de que los energéticos, el agua o las maderas deban liberarse de impuestos 
y cargas al consumidor o que sus precios deban ser subsidiados por rawnes dis­
tributivas y otras. Pero también es cierto que tarde o temprano, o se agotan esos 
recursos o requieren inversiones crecientes para mantener su oferta, con costos 
ambientales a veces enormes, y aun peligros de agotamiento futuro. Deben ser 
vistos como bienes colectivos cuyo costo para la sociedad resulta en el fondo 
muy elevado, por más que se piense útil subsidiar algún sector de consumo. 
Uno de los subsidios más combatidos por los teóricos de la economía ambien­
tal es el que se otorga a la aplicación de plaguicidas y ciertos abonos químicos 
en los países en desarrollo, ya que estimulan su consumo con graves daños a los 
suelos y a las fuentes hídricas afectadas directamente por los escurrimientos. 

42. Convendrá un acercamiento muy cauteloso para discutir estas cuestio­
nes con el sector empresarial y con el sector público. En el primer caso, porque 
privan prejuicios sobre el empleo de subsidios fiscales u otros, junto con ideas 
un tanto fijas y dogmáticas a favor de los beneficios de cualquier instrumento 
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que opere por medio de los "mecanismos del mercado'', que suelen considerar­
se en abstracto solamente, sin que se cuente con investigaciones que corrobo­
ren o contradigan las eficiencias o ineficiencias del mercado. En el segundo, 
porque el punto de vista que se ha podido percibir es el de oposición o indife­
rencia a los instrumentos económicos, con el argumento de que "distorsionan" 
el mercado pero careciendo de base empírica, en realidad, para afirmarlo. 

43. En los contactos con personas de las organizaciones del sector privado 
se ha encontrado, cuando representan a empresas medianas y grandes, poca 
comprensión del hecho de que la mayoría de las empresas industriales y de ser­
vicios en México son más bien pequeñas y aun microempresas, que operan con 
grandes desventajas de toda índole, carecen de adecuada cultura empresarial, 
tienen poco acceso a recursos técnicos y humanos de calidad, y, por supuesto, 
casi ninguno al crédito bancario, por lo que su actitud social hacia la contami­
nación por desechos suele no ser positiva. El que México lleve ya 12 años con 
tasas de interés activas reales de 25 a 35% parece no reconocerse en ningún la­
do como obstáculo institucional a la inversión por el pequeño empresario o el 
pequeño inversionista o ahorrador. En Estados Unidos, la tasa real para el pres­
tatario ha vuelto a ser de 4 a 5% anual. 

44. No es comúnmente aceptado en México en los círculos del sector pri­
vado el argumento general de que en los países caracterizados por polarización 
empresarial, con una muy amplia base de empresarios pequeños poco cons­
cientes de los problemas ambientales, tampoco se comprende que los incenti­
vos fiscales y financieros deberían ser elemento indispensable de una política 
ambiental para facilitar el cumplimiento de las normas reglamentarias sobre 
desechos. Sin embargo, las empresas encuestadas, sobre todo las medianas y las 
pequeñas, opinan a favor de tales incentivos. Es de notar que a la cabeza de la 
lista de preferencias en cuanto a política ambiental, conforme a la encuesta, 
está el financiamiento preferencial, más bien que la conveniencia de los crédi­
tos fiscales o las exenciones, pero debe tenerse en cuenta que la encuesta se lle­
vó a cabo en un periodo en que el principal problema de cualquier empresa pe­
queña ha sido su falta de liquidez y su escaso acceso al crédito. Puede influir 
también el hecho, observado en otros países, de que la evasión fiscal es una 
práctica normal, por lo que sugerirles a las empresas el uso de incentivos fisca­
les puede no parecerles atractivo ya que ellas mismas se dan las "exenciones" 
que requieran, para cualquier fin. 

45. La encuesta, con sus resultados, servirá para avanzar en el conocimien­
to de la conducta empresarial en relación con el ambiente, a fin de calibrar el 
uso de diferentes instrumentos, sean regulatorios o económicos. Sería reco­
mendable que el grupo encargado de la investigación ponga sus conocimien-
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tos y su experiencia a la disposición de otros grupos de investigación en dife­
rentes regiones de México donde se identifique la contaminación por desechos 
industriales como fenómeno peligroso. El grupo de El Colegio podría entrenar 
y asesorar a grupos en otras instituciones que deseen replicar la encuesta en su 
propia zona o región. Los estudios de caso han sido también una experiencia 
útil al respecto, que podría multiplicarse. Podría también estudiarse con mayor 
detalle la incidencia de impuestos y otros gravámenes locales en la conducta 
empresarial ambiental, entre ellos los impuestos prediales y otros municipales 
o estatales, los derechos por descargas a los medios hídricos, etc. 
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GLOBALIZACIÓN Y DESARROLLO SUSTENTABLE: 
INSTRUMENTOS Y POLÍTICAS* 

A partir de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y 
Desarrollo de junio de 1992 y en vista de los compromisos en ella adquiridos, 
ningún país puede concebir ya su política ambiental sin considerarla como par­

te de un proceso de desarrollo sustentable y en el marco de la globalización. 
Para empezar, la globalización, que en gran medida sigue siendo de carácter 

económico y financiero, venía dándose de algún tiempo atrás como resultado 
de políticas y visiones establecidas por las potencias vencedoras en la segunda 
guerra mundial, instrumentadas además por organismos multilaterales creados 
ex profeso. Cierto es que el FMI, el Banco Mundial y el GATI, apoyados por la 
OCDE y conectados con otros mecanismos tendientes a los mismos fines, tuvie­
ron en el sistema de las Naciones Unidas una contraparte institucional que res­
pondió a las necesidades y presiones de los países en desarrollo, entre ellos los 
nacidos de la descolonización. Se promovieron programas para corregir las de­
sigualdades internacionales -a veces con fines algo difusos-. Se instauraron 
modalidades de crédito "blando" a largo plaw y se acordaron metas (no cum­

plidas, por cierto) de cooperación económica y financiera bilateral. 
En las Naciones Unidas surgieron también programas de cooperación téc­

nica, comisiones económicas regionales, propuestas de nuevos fondos multila­
terales para el desarrollo, fondos específicos para la alimentación y otros fines, 
y muchos otros medios de ejercer acciones internacionales. Se establecieron 
además, a iniciativa de países en los distintos continentes, bancos regionales de 

desarrollo. La acción internacional previó la formación de varios agrupamien­
tos regionales en las esferas económicas, entre los que destaca por su alcance la 
Unión Europea; otros no pasaron de intentos frustrados. Estos instrumentos 

han sido incorporados en lo general a las políticas globalizantes. 
El resultado a lo largo de 50 años, no obstante el efecto de la guerra fría, 

y más aún desde el fin de ésta, ha sido la conformación de un sistema econó­
mico de apertura, de eliminación de barreras al movimiento de bienes, servi-

* Instituto de Ecología, Semarnap, Universidad Autónoma Metropolitana-Iztapalapa. Mé­
xico, D.F., 24-25 de abril de 1997. Seminario de Economía Ambiental. 
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cios y capitales, supervisado y hasta cierto punto controlado por el llamado 
Grupo de los Siete, integrado por los principales países industrializados, que a 
su vez pesan en forma casi determinante en la conducción del sistema de Na­
ciones Unidas. El G-7 se apoya a su vez en buena medida en los intereses de las 
grandes empresas transnacionales (ETN) y viceversa. 

En los años sesenta, cuando empezó a haber preocupación, en lo princi­
pal en los sectores científicos, acerca del deterioro ambiental del planeta, se lle­
vó este problema a foros de Naciones Unidas. La Conferencia de Estocolmo de 
1972, de la que estuvieron ausentes muchos países importantes, hiw recomen­
daciones y acordó crear el Programa de las Naciones Unidas sobre el Medio 
Ambiente (PNUMA), dotado de escasos recursos, que inició una tarea útil pero 
de poca proyección, aunque abordó algunos problemas ambientales globales, 
entre ellos la suscripción del Protocolo de Montreal destinado a eliminar la 
producción y reducir de manera radical el uso de los clorofluorocarburos 
(CFC). En pocos años se detectó, con la colaboración de las comunidades cien­
tíficas, la existencia de otras amenazas ambientales globales, y con el concurso 
de economistas y otros se retomaron ideas destinadas a vincular el desarrollo 
con sus efectos ecológicos. 

En los preparativos de la Conferencia de Río de Janeiro de 1992 se reco­
gió la mayor parte de las inquietudes y las ideas que permitieron hacer el 
planteamiento de la necesidad de un desarrollo sustentable. Éste se concibe 
como uno que tenga en cuenta la capacidad de las generaciones futuras, que 
formarán parte de un monto creciente de población mundial -sobre todo en 
las regiones del mundo en desarrollo-, para darse la misma oportunidad de 
mejorar su calidad de vida, con uso racional de los recursos naturales y otras 
modalidades, que han tenido, y usado mal, las generaciones precedentes y 
presentes, las cuales han hecho un uso irracional de los recursos y generado 
gran inequidad social. 

Plantear el desarrollo sustentable como desiderátum global exige al mismo 
tiempo requerirlo en todas las naciones, ya que el deterioro ambiental, que no 
reconoce fronteras, también se ha globalizado. Por ello, hoy día, la globaliza­
ción ha dejado de ser solamente económica y financiera, con todos sus aspec­
tos positivos y negativos, y ha pasado a ser, además, ambiental. Y no se detiene 
allí, pues en los últimos 30 años el desarrollo científico y sobre todo tecnológi­
co, con aplicaciones, entre otras, en la microelectrónica y la comunicación 
--que trasciende las fronteras- ha venido a ser también globalizante. 

Como en otras épocas de la historia, existe gran disparidad en las capaci­
dades científicas y tecnológicas que, a su vez, son indispensables para acome­
ter la problemática ambiental que constituye una parte importante del concep-
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to de desarrollo sustentable. La mayoría de los países en desarrollo, por diver­
sas causas, se ha rezagado en su desarrollo científico y tecnológico. Ello deriva 
de factores estructurales e institucionales, de deficiencias de los sistemas edu­
cativos, de la poca visión a largo plaw de gobernantes y de actores económicos 
privados y públicos, y aun de características y fuerzas culturales. 

La protección y el mejoramiento del medio ambiente en todos sus alcan­
ces interrelacionados y el imperativo del desarrollo sustentable en sus muchas 
dimensiones imponen a la sociedad un conjunto de acciones congruentes no 
sólo de carácter económico para producir y distribuir bienes y servicios, sino 
además la incorporación de todos los demás elementos -vistos no como cos­
to sino como inversión socialmente redituable. 

A estas alturas, a cinco años de la Conferencia de Río de Janeiro y sus com­
promisos, es poco lo que se ha logrado a escala mundial. Se ha creado mayor 
conciencia de la problemática ambiental global, regional y nacional; pero falta 
mucho, aun en los países de mayor nivel educativo y de mayor cohesión social. 
Los programas de las Naciones Unidas y aun las fuentes adicionales de finan­
ciamiento acordadas en Río de Janeiro, más las aportaciones bilaterales, no ase­
guran aún el poder emprender acciones de gran aliento. Los mecanismos insti­
tucionales, en Naciones Unidas y en otras instancias, funcionan con pocos 
recursos y con lentitud; Por sobre todo, se carece todavía de suficiente volun­
tad de las sociedades que integran el sistema de Naciones Unidas para dar su 
pleno apoyo; son muchos los países desarrollados que no pueden o no desean 
participar en la medida de sus posibilidades o en función de sus responsabilida­
des, no obstante que varios han avanzado por su cuenta en la formulación y eje­
cución de políticas ambientales de gran consecuencia. Ninguno, sin embargo, 
ha emprendido el proceso de llegar a una etapa de desarrollo sustentable. 

Vale la pena recordar la trayectoria que se siguió a partir de Estocolmo 
1972. Para entonces se había establecido en algunos países un sistema de nor­
mas y castigos, destinado, sobre todo en lo que hace a desechos industriales, a 
obligar a las empresas contaminantes a absorber el costo ambiental de su acti­
vidad específica. Este sistema se generalizó en la OCDE y en la Comunidad Eu­
ropea, con diverso éxito o dificultad. 

Los países en desarrollo tuvieron que asumir políticas ambientales de igua­
les características, pero partiendo, entre otras cosas, de un gran desconocimien­
to de su situación ambiental y, en particular, de una estructura industrial en que 
el nivel de capacitación empresarial y obrera, y de la administración pública, no 
había tenido jamás en cuenta el medio ambiente, y en donde la sociedad en ge­
neral carecía en alto grado de conciencia ambiental. La idea del sistema de nor­
mas y castigos (Nyc) supone en realidad las condiciones en que la industria ope-
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ra en los países industrializados y bien informados, donde además se generan 
tecnologías útiles para cumplir objetivos ambientales. Se podía suponer que las 
grandes empresas transnacionales y otras atenderían los efectos del sistema de 
Nyc invirtiendo en tecnologías más limpias y a la vez competitivas, y que las so­
ciedades mismas, y no sólo las autoridades, vigilarían su conducta ambiental. 
En los países clasificados como semiindustrializados o de menor etapa de desa­
rrollo, donde prevalecía menos conciencia ambiental social y las administracio­
nes públicas padecían de grandes deficiencias, la política de Nyc no podía ser 
eficaz. Es extraño que no se reconociera desde el principio que la acción y las 
características de los sectores empresariales en este tipo de países requerían in­
troducir incentivos precisos para vencer las resistencias a la implantación de tec­
nologías proambientales. En estos países existe una gran diferenciación entre las 
empresas modernas, sensibles a la competencia en los mercados externos e in­
ternos, y las empresas tradicionales, sobre todo las pequeñas y medianas, carac­
terizadas por menor sensibilidad a los mercados, menor capacidad técnica, con 
frecuencia desinformadas y enfrentadas a dificultad de acceso al crédito y a las 
fuentes de capital. Esto fue cierto hace 25 años, y lo sigue siendo, aun en paí­
ses del sudeste de Asia en que ha habido grandes avances industriales. 

Existiendo semejante asimetría, habría sido lógico pensar que los gobier­
nos y los grupos empresariales, ante el problema ambiental, habrían diseñado 
politicas que combinaran la normatividad con los incentivos y otros instru­
mentos económicos. Sin embargo, no fue así hasta que en la OCDE, hacia 1988, 
a juzgar por documentos de trabajo de la época, se empezó a examinar con sen­
tido crítico la política ambiental de Nyc. 

Mientras tanto, en 1987, se había publicado el Informe de la Comisión 
Mundial de Desarrollo y Medio Ambiente (Informe Brundtland), en que se 
propuso abordar el problema ambiental en el marco interconectado del desa­
rrollo sustentable. Este informe, que no sólo reconocía aspectos técnicos de la 
política ambiental sino además los sociales y los económicos, fue la base de con­
vocatoria de la Conferencia de Río de Janeiro de 1992. En los preparativos fi­
guró desde el principio -ya que se iban a aplicar sus recomendaciones en su 
mayor parte a los países en desarrollo-- la consideración de los instrumentos 
económicos para la política ambiental. En la Agenda 21, el documento de 800 
páginas que comprende las múltiples recomendaciones de la Conferencia, se 
tratan en el capítulo 8 los diversos instrumentos económicos, desde "combina­
ciones efectivas de enfoques económicos, regulatorios y voluntarios ( autorregu­
lado res)" hasta la "reforma o rediseño de estructuras de incentivos económicos 
y fiscales para hacer frente a objetivos ambientales y de desarrollo". Se añade 
que deben hacerse "esfuerzos particulares para efectuar aplicaciones del uso de 
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instrumentos económicos y los mecanismos de mercado orientados a las nece­
sidades específicas de los países en desarrollo y los de economía de transición, 
con la cooperación de las organizaciones económicas regionales e internaciona­
les, y, según convenga, las instituciones de investigación gubernamentales". 1 

A cinco años de distancia, nuevamente es poco lo que se ha hecho en la 
materia, posiblemente porque no se cuenta con suficiente apoyo en las comi­
siones económicas regionales o en los gobiernos de los países en desarrollo. Sin 
embargo, en los medios académicos de varios países, y en la propia OCDE, se 
han examinado con bastante acuciosidad los aspectos medulares de un sistema 
combinado de normas regulatorias e incentivos, la aplicación de instrumentos 
económicos de mercado y aun el uso de incentivos financieros y fiscales, así 
como de precios ecológicos reales, para inducir conductas empresariales efica­
ces en función de la creciente necesidad de reducir las emisiones de desechos 
contaminantes, reciclar desechos líquidos y sólidos, y en general hacer las in­
versiones necesarias en equipo y procesos para lograr esos objetivos. 

Si a escala internacional ha sido difícil promover el uso de los incentivos 
económicos para el medio ambiente, y entre otras cosas convencer a los orga­
nismos financieros multilaterales, lo mismo ha ocurrido a escala nacional. 
Mientras se segmenten las funciones de gobierno tratando por un lado lo am­
biental y por varios otros lados, sin suficiente conexión, los demás aspectos de 
las políticas económicas y sociales que inciden en el ambiente, no se estará en­
focando la atención a los problemas centrales de la industria y la agricultura, el 
transporte y otras actividades en relación con el medio ambiente. 

Lo primero es reconocer que la gran mayoría de las empresas industriales, de 
servicios y agrícolas tiene escasa capacidad para evaluar su conducta ambiental, 
mientras que las ETN y las grandes empresas nacionales asociadas con ellas pue­
den efectivamente mejorar sus políticas ambientales por sí solas. Pero eso deja 
fuera a la gran masa de empresas medianas, pequeñas y micro. A ellas deberán di­
rigirse programas de capacitación empresarial y obrera, de información y de ac­
ceso a información y a tecnologías, organizados por el propio sector empresarial 
con apoyo del sector público y de las instituciones académicas y de investigación. 

En segundo lugar, será necesario crear en el ámbito nacional mecanismos 
de acceso al crédito, en condiciones preferentes, para las empresas pequeñas y 
medianas capaces de emprender cambios en procesos y en equipamiento desti­
nados a adoptar tecnologías y generar producciones proambientales. Si la ban­
ca comercial se muestra incapaz de hacerlo, debieran establecerse mecanismos 

1 Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo, Agenda 21, 

1992, cap. 8, incisos 8.32a, 8.32c y 8.34. 
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de acceso en los bancos de desarrollo. La experiencia en esta materia, hasta aho­
ra en México, deja mucho que desear y no ha tenido efectos importantes. 

Tercero, será conveniente ofrecer incentivos fiscales con carácter temporal, 
no diseñados para determinadas empresas o establecimientos sino de tipo ge­
nérico, que sirvan para inducir las inversiones necesarias que se puedan califi­
car como de resultados favorables a juicio de las autoridades ambientales y de 
grupos de evaluación imparciales. No se trataría de otorgar "subsidios" como 
tales, sino incentivos que, al producirse las inversiones, resulten en mejoras am­
bientales y generen ingresos de los cuales el fisco se acabará por beneficiar. Ha­
brá que diseñar formas en que las pequeñas empresas y no sólo las grandes pue­
dan tener acceso adecuado a este tipo de incentivos, así como a los financieros. 

Los incentivos fiscales y financieros, y otros de carácter económico, debe­
rían ser de suficiente magnitud para vencer las inercias y las resistencias y lo­
grar los resultados esperados. Un pequeño cambio marginal, por ejemplo, la 
reducción de dos o tres puntos en la tasa de interés, o de 3% en la base grava­
ble, no tendría ningún efecto. Por lo demás, los incentivos por sí solos no se­
rían eficaces si no fueran acompañados de programas de información y capa­
citación para las empresas. 

En paralelo, habría que hacer entre los grupos empresariales, por medio de 
mecanismos nacionales, regionales y locales, una labor de convencimiento en 
que pudieran participar las organizaciones no gubernamentales pertinentes, a 
fin de que se pueda apreciar el triple resultado de este tipo de incentivos: el am­
biental, el productivo-financiero y el fiscal. 

Es satisfactorio ya comprobar que las reformas a la Ley General de Equi­
librio Ecológico y Protección al Ambiente aprobadas por el Congreso de la 
Unión en diciembre de 1996 contienen disposiciones sobre instrumentos eco­
nómicos ambientales que en cierta medida recogen las anteriores consideracio­
nes. La cuestión ahora importante se cierne en la aplicación de este nuevo mar­
co de disposiciones, que son complementarias del sistema de Nyc y pueden, 
conjuntamente con información adecuada, volver a éste más eficiente. 

El tema de la globalización, que abarca muchos otros aspectos de la vida 
nacional prospectiva, tiene por lo menos en el campo ambiental un área bas­
tante definida de acción, y podrá contribuir a la gradual adopción de una po­
lítica de desarrollo sustentable, si bien no la determinará con exclusividad. Será 
en todo caso indispensable tener en cuenta tanto las consideraciones globales, 
entre ellas los convenios internacionales suscritos en Río de Janeiro sobre cam­
bio climático, biodiversidad y otros, como las estrictamente nacionales y de las 
distintas regiones del país. En materia ambiental no existe ya posibilidad de ais­
larse o de pretender que el asunto pueda no ser importante. 



LA POLÍTICA AMBIENTAL EN MÉXICO: 
CRISIS Y PERSPECTIVAS* 

I. LA PROBLEMÁTICA GLOBAL 

En México, como en los demás países en vías de desarrollo, el principal depre­
dador y enemigo de la naturaleza es la propia especie humana, resultado de fal­
ta de educación y de conciencia acerca del valor de los recursos naturales y de 
las consecuencias de la actividad económica y social, en particular la emisión 
de sustancias contaminantes peligrosas. Sin embargo, el deterioro ambiental no 
puede atribuirse solamente al individuo sino que también, como en todas par­
tes, obedece asimismo a la organización social, económica e institucional en 
que se desenvuelven las sociedades que componen nuestro planeta, y se expre­
sa en parte importante en la emisión de desechos peligrosos y tóxicos por los 
sectores industrial, de servicios y municipal. 

En la terminología de hoy, el deterioro del ambiente es un fenómeno glo­
bal, compuesto no sólo de los casos particulares de cada nación o territorio en 
relación con sus recursos y la salud de su población, sino descrito por la suma 
de todos esos casos, que representa ya la actividad económico-social de más de 
180 países y más de 5 700 millones de habitantes. Se tiene evidencia del cam­
bio climático global que genera el efecto invernadero debido a las emisiones de 
carbono por la combustión de combustibles de origen fósil. Son los países in­
dustrializados los principales causantes, pero las emisiones per capita están au­
mentando con rapidez en las economías en vías de desarrollo, desde China has- · 
ta Brasil, pasando por México. En los territorios dotados de vastas extensiones 
boscosas, la deforestación reduce además la capacidad de absorción del carbo­
no. Los mares, las wnas lacustres, los ríos, los esteros están contaminados en 
todo el mundo por sustancias químicas y desperdicios minerales. Los centros 
urbanos, entre ellos las megaciudades latinoamericanas y otras, son grandes fo­
cos de contaminación resultante de la actividad industrial, comercial y de ser-

*Instituto de Investigaciones Eléctricas, Taller Latinoamericano sobre Control y Técnicas 

de Prevision de las Emisiones de Centrales Termoeléctricas, Cuernavaca, Morelos, 24 de junio de 

1996. 
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vicios, del transporte vehicular y de la falta de planeación municipal y las de~ 
ficiencias de la política ambiental. . 

En este contexto, hablar de desarrollo sustentable como si ya se hubiera 
iniciado en algún país, o pudiera alcanzarse a corto plazo como proceso econó­
mico-social, sería totalmente irresponsable. No obstante, el mérito de las dis­
cusiones de los últimos años, sobre todo a partir del informe de la Comisión 
Brundtland (Comisión Mundial, 1987) y de la Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo, efectuada en Río de Janeiro en 
1992 (CNUMAD, 1992), consiste en que se empieza a vislumbrar un nuevo pa­
radigma del desarrollo, en que el ambiente y la sustentabilidad como proceso 
social pudieran ser el faro orientador de toda la actividad humana. 

Es creciente la preocupación por el futuro de los sectores energéticos. Se 
reconoce que es excesiva la dependencia que aún existe a escala global, directa 
e indirectamente, respecto a los energéticos de origen fósil, y que no se ahorra 
energía como debiera hacerse. La energía nuclear tiene un porvenir incierto 
mientras no se resuelvan problemas de seguridad y de disposición de residuos 
radiactivos. La energía con origen en biomasa, la eólica, la de mareas e inter­
cambios térmicos oceánicos, y la derivada directamente de la radiación solar no 
han adquirido la importancia que requieren y merecen a largo plazo. A muy 
largo plazo se prevé el uso del hidrógeno y la fusión. 

II. LA SITUACIÓN AMBIENTAL EN MÉXICO 

Traducido lo anterior a la situación ambiental de México, cabe señalar que 
dentro de las concepciones generales que prevalecen sobre el medio ambien­
te mexicano, lo mismo en cuanto a la protección y conservación de los recur­
sos naturales que a la transformación de los procesos industriales y de otras ac­
tividades hacia el objetivo de lograr tecnologías limpias o "más limpias" (que 
debería decirse "menos sucias"), ha sido muy escaso el avance logrado en los 
últimos 24 años, cuando empezó a adquirirse conciencia de la problemática a 
raíz de la primera Conferenciá de las Naciones Unidas en Estocolmo en 
1972. 

Se cuenta con los siguientes diagnósticos ambientales generales efectuados 
oficialmente en México: i] en 1990, para el programa 1990-1994; ii] en 
1991-1992, con vistas a la Conferencia de Río, iii] en 1993-1994, informe so­
bre la situación ambiental (Sedue, 1990; Sedesol-INE 1992y1994), y iv] el más 
reciente, de 1996, enmarcado en otra metodología, contenido en el Programa 
de Medio Ambiente 1995-2000 (Semarnap, 1996). 
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Estos diagnósticos dan lugar a poco optimismo acerca del futuro ambien­
tal de México, aun a mediano plazo. La política ambiental no ha adquirido to­
davía la jerarquía política e institucional que amerita, como tampoco la concien­
cia de la problemática ambiental ha rebasado confines relativamente estrechos 
en el sector público, el académico-científico y el privado, y mucho menos en la 
sociedad civil y en la comunicación social. 

La situación ambiental actual en México se resume de manera suscinta a 
continuación; más adelante se mencionan algunos aspectos de la problemática 
que puedan ser de interés inmediato para llegar a algunas breves conclusiones. 

El deterioro ambiental de México ha sido constante y, en algunos aspec­
tos, alarmante. En el medio oficial, la gravedad de los problemas fue descrita 
con claridad en 1990 (Sedue, 1990): todos los ecosistemas de México se en­
contraban entonces amenazados por el desarrollo agropecuario, industrial y ur­
bano, a lo que se añadía el efecto del crecimiento demográfico todavía muy rá­
pido. Se determinó que las áreas principales de contaminación eran entonces 
las grandes ciudades, los puertos ii;idustriales, las cuencas hídricas y algunos 
ecosistemas especificados. Se decía muy poco, por cierto, acerca de las superfi­
cies de uso agropecuario. 

En 1994 se enumeraron 25 áreas críticas, que incluyen zonas agrícolas (Se­
desol-INE, 1994, cap. 3), a lo que habría que añadir la subregión de la frontera 
norte. Se señalaron también 15 áreas caracterizadas como de riesgo para la sa­
lud humana, incluida la Ciudad de México y su wna metropolitana, y cinco 
áreas de alto riesgo personal para la población local debido a la presencia de 
sustancias carcinógenas. Además, se hiw ver que la calidad del agua urbana ha­
bía descendido en general, que la deforestación continaba ocurriendo a una 
tasa anual superior a 1 o/o, y que la intensidad energética en la producción ha­
bía aumentado en lugar de haber descendido. Se estimó que la intensidad con­
taminante de las industrias de transformación se multiplicó 20 veces entre 
1950 y 1989, sin indicios de que se hubiera atenuado (cap. 11). 

En 1993, según el informe citado, la generación de desechos municipa­
les sólidos (excluidos los procedentes de procesos industriales) se estimó en 
893 kg por habitante como promedio nacional {en el Distrito Federal, 1 259 
kg). La mayor parte del total de 28 millones de toneladas que se generó ese 
año se originó en las zonas centrales de México y en el Distrito Federal (60%); 
al norte correspondió 21 %; a la zona de la frontera norte 6%. Más de la mi­
tad del volumen total fueron desechos orgánicos y casi 20% vidrio, papel y 
plásticos, siendo el resto metales y hule (caucho). Se calculó que 82% de ta­
les desechos fue a dar a tiraderos a la intemperie, en su mayoría no controla­
dos. Por añadidura, se estimó que en 1994 el volumen de desechos industria-
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les peligrosos, tanto líquidos como sólidos, fue de 7. 7 millones de toneladas, 
constituido en 38% por solventes, 43% por aceites, pinturas, soldadura, resi­
nas, ácidos y derivados del petróleo, y el restante 21 % por desechos varios (Se­
desol, 1994, cap. 18). 

No se trata en modo alguno de menospreciar o desacreditar lo que el go­
bierno y la sociedad han hecho en más de 20 años para proteger y mejorar el 
medio ambiente, pero ha sido insuficiente. El rezago aumenta de manera cons­
tante, si no es que a tasa geométrica. Han estado en ejecución programas de 
construcción de confinamientos sanitarios de desechos y de tratamiento de 
aguas y de reciclaje, incluidos proyectos especiales para los desechos tóxicos. En 
la zona fronteriza del norte existe un régimen especial aplicable a las empresas 
maquiladoras, y se ha creado mayor conciencia de los agudos problemas am­
bientales en la misma, que afectan las aguas subterráneas. Mas queda mucho 
por hacer: por ejemplo, la elaboración de un inventario nacional actualizado de 
los desechos peligrosos. No se ha logrado impedir, por otra parte, que una pro­
porción muy considerable, quizá la gran mayoría, de los desechos industriales 
líquidos considerados peligrosos siga yendo a dar a los sistemas de drenaje 
(donde los hay), a los ríos y los arroyos y otras superficies ácueas, a las lagunas 
y esteros, a las bahías, a los barrancos, a los tiraderos no debidamente controla­
dos donde tales desechos y las partículas que llevan se filtran al subsuelo. 

Hasta 1994, el diagnóstico completo de la problemática ambiental de Mé­
xico no se había hecho todavía. En el terreno de los desechos industriales y mu­
nicipales, problema cada año más grave, se carecía de información sistemática 
y suficiente. No se había diseñado aún una política nacional para los desechos 
municipales, que incluyera no sólo los de origen industrial sino los que ema­
nan de las unidades de vivienda. 

Puede suponerse que en 1995 la situación ambiental de México continuó 
empeorando, y que 1996 depare el mismo diagnóstico. 

El más reciente documento oficial relativo al Programa de Medio Ambien­
te (Semarnap, 1996) intenta enmarcar la política ambiental de México del pe­
riodo 1995-2000 en el concepto de desarrollo sustentable. Sin embargo, no 
presenta un diagnóstico del deterioro ambiental de México en forma fácilmen­
te comprensible por el público, ni de manera comparable al contenido de los 
informes anteriores. Ofrece en cambio seis "líneas argumentativas [sic] para un 
diagnóstico comprensivo" (Semarnap, 1996, cap. III) que abarcan: 

i] el ambiente rural, incluida la biodiversidad, los recursos naturales terres­
tres y el "manejo" del territorio; 

ii] el ámbito costero y marino; 
iii] el desarrollo urbano; 
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iv] la industria como "aparato metabólico" de la sociedad; 
v] el desarrollo regulatorio e institucional en materia de gestión ambiental; 
vi] la dimensión internacional 
Esta curiosa metodología se justifica diciendo que las áreas "comparten 

múltiples procesos e influencias" que dificultan marcar "categóricamente" lí­
neas divisorias entre ellas. 

La primera "línea argumentativa'' presenta en efecto un diagnóstico ana­
lítico útil sobre ecosistemas, biodiversidad, deforestación, etc., incluso sobre el 
"sesgo pro ganadero", la "indefinición en la tenencia de la tierra y en los dere­
chos de propiedad", el incremento y la dispersión de la población rural, las ca­
racterísticas de la economía agropecuaria y campesina, el deterioro ambiental 
en el campo, el uso de plaguicidas, la erosión -aun cuando todo esto a veces 
en desorden y sin demasiada precisión. Se mencionan también la política se­
guida en relación con áreas naturales protegidas y el tráfico ilegal de vida silves­
tre. Falta, sin embargo, un diagnóstico complementario de otro tipo: por ejem­
plo, cuáles son los plaguicidas contaminantes y qué daño hacen, en qué zonas 
críticas, etc. 

La segunda "línea'' de diagnóstico, relativa a recursos marinos y ecosiste­
mas costeros, describe y analiza el problema, enumera especies amenazadas y 
menciona, apenas brevemente por cierto, el hecho de que las aguas están con­
taminadas. Se alude también a los problemas de la industria pesquera. 

La tercera "línea'', sobre desarrollo urbano, describe el proceso de urbani­
zación, el efecto de la industrialización y de la evolución de ciertas actividades 
como la petrolera, el incremento demográfico y las migraciones, la economía 
informal, la actividad turística y, finalmente, el deterioro de la calidad del aire 
en el valle de México (pero no el registrado en otras ciudades), con algunas es­
tadísticas del lmeca y de la participación de los vehículos de transporte automo­
tor en dicho deterioro. Se da un breve inventario de emisiones, en porcentajes 
del total, en el año 1994. En 1993, casi 40% de los vehículos en circulación 
eran modelos anteriores al año 1986, que, como se sabe, tienen que seguir 
usando gasolina con plomo. Se describe también el problema de la contamina­
ción del agua por descarga urbana, la falta de servicio de alcantaripado como 
problema nacional, el "reto" de la basura urbana, con pocas cifras nuevas y sin 
evaluación hacia el futuro. 

La cuarta "línea'', referente a crecimiento industrial, es de considerable in­
terés por cuanto se dan algunos datos nuevos. Se hace notar, por cierto, "que la 
presencia de empresas públicas entre las más contaminantes y de mayor riesgo 
[ha sido] cada vez mayor" -alusión a Pemex y a la Comisión Federal de Elec­
tricidad. Se dan datos comparativos de intensidad energética tales como el coe-
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ficiente de la oferta total de energía primaria respecto al PIB a precios constan­
tes. México se encontraba en 1993 entre los países con mayores índices (junto 
con Canadá y Estados Unidos) y de mayor incremento en el periodo 
1978-1993 (junto con Grecia y Nueva Zelandia). En los demás (Europa, Japón, 
Canadá, Estados Unidos) la intensidad energética disminuyó. En este punto, el 
documento oficial no podría ser más claro: "Un dato significativo es que, aun­
que México presenta un bajo consumo per cápita [de energéticos], éste es ele­
vado por unidad de producto; dicho de otro modo, el país [es decir, México] 
emplea demasiada energía para producir poco". (Semarnap, 1996, p. 51). 

En esta sección de diagnóstico se da cuenta también de los sectores indus­
triales de mayor volumen de contaminación, de las descargas de aguas residua­
les industriales y de la generación específica de residuos peligrosos. Incluye un 
cuadro elaborado en El Colegio de México, citando a los autores (Mercado et 

al. 1995), en que se destacan las intensidades estimadas de la contaminación 
producida por la industria manufacturera en 1993 en las siguientes entidades, 
en el orden aquí indicado, en porcentajes del total nacional: Veracruz (17.7), 
México (14.6), Distrito Federal (10.7), Nuevo León (7.2), Tamaulipas (6.2), 
Tabasco (5.2), Guanajuato (5.1), Jalisco (4.8), Chiapas (4.0), Puebla (3.8) y 
Coahuila (3.2). Estas once entidades "aportan" 82.5% del total (Semarnap, 
1996, p. 53). 

Acerca de los residuos peligrosos se afirma en el Programa: "Es posible que 
[su] generación ... ascienda a un volumen agregado de entre tres y siete millo­
nes de toneladas anuales" (o sea, se da un margen de estimación amplísimo), 
sin incluir los residuos mineros llamados "jales", de entre 300 000 y 500 000 
toneladas diarias [sic, según el documento] (Semarnap, 1996, p. 57). Se desta­
ca asimismo, como en el caso de la basura municipal, que las capacidades para 
el manejo, la vigilancia y el control de los residuos son muy pequeñas. "Algu­
nas estimaciones -se afirma, con alguna imprecisión- permiten concluir que 
tal vez sólo alrededor de 10% del total de residuos peligrosos generados en Mé­
xico recibe un manejo adecuado a través de los sistemas y de la infraestructura 
instalada''. En esta sección se encuentran muchas·explicaciones teóricas y gene­
rales, pero pocas cifras. 

Queda la impresión 1 de que el programa que se plantea México, para sí 
mismo y en relación con compromisos internacionales, al menos como pueda 
deducirse del Programa de Medio Ambiente 1995-2000, es bastante general 

1 Por cierto que las "líneas argumentativas" quinta y sexta arriba citadas no son propiamen­

te líneas de diagnóstico sino elementos informativos e institucionales, por lo que no se hace nW 
referencia a ellas en este texto. 
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--como que no tiene asideros concretos, como tampoco da la idea de que exis­
ta verdaderamente un programa interrelacionado de carácter nacional que bus­
que alcanzar metas específicas, por más que se enumeren en su capítulo VI una 
serie de proyectos y acciones. Es decir, no se modifica la noción, que se tiene 
desde 1990, de que la situación ambiental de México es grave y de que se ha 
seguido deteriorando afio con afio sin que los progrmas ambientales lo puedan 
impedir, reducir o controlar. 

III. EL PAPEL CENTRAL DESEMPE?'JADO POR LAS MODALIDADES 

DEL CONSUMO DE ENERGÉTICOS 

En materia de energéticos, la economía y la sociedad mexicanas dependen en 
85% de las fuentes de origen fósil. Según el documento oficial, "la política de 
precios bajos de la energía propició su uso intensivo y dispendioso y un creci­
miento de la demanda energética más acelerado que el del valor y el volumen 
del producto industrial" (Semarnap, 1996, p. 49). Una Comisión para el Aho­
rro de Energía ha iniciado estudios y recomendaciones, pero no existe una po­
lítica energética a largo plazo que entrafie una estrategia a la vez ambiental; por 
ejemplo, no se concede importancia al potencial que, para ciertos usos, ofrece 
la energía solar;2 tampoco el usuario de energía es instruido debidamente so­
bre las formas y alternativas viables para reducir el consumo (inclusive el dis­
pendio, donde sea aplicable) de energía a fin de contribuir al ahorro energéti­
co nacional. 

De hecho, los dos grandes sectores productores de energéticos, el petrole­
ro y el eléctrico, no han emprendido programas ambientales de largo plazo que 
se integren a la política ambiental general, fuera de afirmar que se contribuirá 
al logro de los objetivos en materia de protección al ambiente. 

. La contaminación atmosférica en la zona metropolitana de la Ciudad de 
México continúa teniendo como factor principal las emisiones derivadas de los 
motores de combustión interna, principalmente del subsector transporte, es 
decir, de la circulación de vehículos que, en su mayoría, no tienen instalados 
convertidores y que, aun empleando combustibles con nuevas especificaciones, 
de todos modos contaminan. Este subsector contribuyó en 1994 con 80% de 
las emisiones totales contaminantes de la atmósfera, entre ellas 99% del monó-

2 El Programa de Desarrollo y Reestructuración del Sector de la Energía 1995-2000 dado 

a conocer por la Secretarla de Energía hace unos eres meses concede apenas un párrafo de 20 lí­
neas a la energía solar. 
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xido de carbono, 71 o/o de los óxidos de nitrógeno, 54% de los hidrocarburos y 
11 o/o del bióxido de azufre, siendo, en el subsector transporte, el tonelaje esti­
mado del monóxido de carbono 78% del total, el de los hidrocarburos 18% y 
el de los óxidos de nitrógeno 3% del total. Una concentración importante co­
rrespondió a los vehículos de uso privado: 44% del monóxido de carbono, 
25% de los óxidos de nitrógeno y de los hidrocarburos, y 13% del bióxido de 
azufre. A los taxis correspondió 22, 12 y 7%, respectivamente (DDF, 1996, pp. 
74, 79). 

En la zona metropolitana, la contaminación atmosférica también es pro­
ducida por la industria y los servicios, aunque en menor proporción. Destacan 
en la industria el bióxido de azufre, los óxidos de nitrógeno y los hidrocarbu­
ros, y en los servicios en forma predominante estos últimos. 3 

En otras zonas del país es indudable que el deterioro ambiental atribuible 
a la producción y el consumo de energéticos también constituye un problema 
que amerita mucha más atención de la que ha recibido hasta ahora. 

En consecuencia, el sector energético, a plazo mediano y largo, tendrá que 
revaluarse, con instrumentación de una estrategia que permita reducir su 
"aportación", directa e indirecta, al empeoramiento de las condiciones ambien­
tales, y dando mayor consideración a las transformaciones necesarias para re­
ducir la dependencia de la sociedad mexicana respecto a los combustibles con­
taminantes de origen fósil y a la vez promover y utilizar alternativas energéticas. 

Asimismo, la industria petroquímica, concentrada en determinadas partes 
del país, plantea un elevado grado de responsabilidad hacia el ambiente inme­
diato y, vía muchos de sus productos, hacia las contaminaciones derivadas de 
las actividades industriales, de servicio y agrícolas. 

IV. LA POLfTICA AMBIENTAL EN MÉXICO 

Desde 1971, cuando se legisló por primera vez para instrumentar una política 
general de protección ambiental, hasta el presente, México ha adoptado el prin­
cipio de que quien contamina paga (QCP), aplicado bajo un sistema de normas 
y castigos (Nyc). Esta política es la que ha predominado en todos los países in­
dustrializados, en la OCDE, en la Unión Europea y en los países en vías de desa­
rrollo, tanto en el sudeste de Asia como en América Latina y otros. La Ley Ge-

3 Desde el punto de vista de la salud de los habitantes de la zona metropolitana y de otros 

centros urbanos es también de importancia la contaminación atmosférica proveniente de las par­

tículas suspendidas, cualquiera que sea su origen. 
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neral de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente de 1988 amplió los al­
cances de la política ambiental y previó, entre otras cosas, su descentralización, 
con base en que todas las entidades federativas adoptaran una legislación seme­
jante. En la antigua Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología funcionó una 
subsecretaría para este último fenómeno y se creó un Instituto Nacional de 
Ecología.4 En 1990 se dio a conocer, no muy ampliamente por cierto, el Pro­
grama Nacional para la Protección Ambiental (Sedue, 1990). En 1992 se tras­
ladaron las funciones ambientales a la Secretaría de Desarrollo Social, instalán­
dose en la misma el Instituto Nacional de Ecología y creándose la Procuraduría 
del Medio Ambiente. A fines de 1994 se creó la Secretaría de Medio Ambien­
te, Recursos Naturales y Pesca, incluyéndose en ella tanto el Instituto como la 
Procuraduría. No cabe duda de que el medio ambiente, al alcanzar categoría de 
secretaría de Estado, tendrá que recibir más y mejor atención que antes, y que 
los primeros 18 meses de funcionamiento de la nueva Secretaría ya lo demues­
tran. El Programa de Medio Ambiente 1995-2000 (arriba mencionado en la 
parte de diagnóstico), dado a conocer en marzo de 1996, constituye el conjun­
to de orientaciones para la política ambiental y enumera programas, proyectos 
y acciones prioritarias (Semarnap, 1996, cap. VII). 

Sin embargo, la política ambiental actual de México se sigue basando en 
la Ley General de 1988 en cuanto a los instrumentos empleados, que son la 
adopción de normas -se cuenta con unas 80-, la reglamentación que impo­
ne a las empresas castigos pecuniarios si no las cumplen y, en caso de reinciden­
cia -y suponiendo una administración eficiente-, la clausura o el cierre de 
la empresa contaminante. Esta política de instrumentación, que se supone obe­
dece al principio QCP, ha prevalecido en todos los países. No obstante, se ha re­
conocido que el sistema de Nyc como tal, aun en las naciones industrializadas 
y de mayor conciencia ambiental, deja mucho que desear desde el punto de 
vista ambiental. 

Para empezar, el principio QCP es ambiguo. Se entiende que desde el pun­
to de vista administrativo y político había que hacer responsables a los actores 
de la contaminación: las empresas, los automovilistas, en su caso los agriculto­
res. Pero en situaciones en que no exista "competencia perfecta" (en que la de­
manda de los productos de cualquier productor es enteramente elástica), sino 
que prevalece toda una gama de modalidades de imperfección del mercado, el 
productor traslada, hasta donde puede y la competencia se lo permita, sus cos­
tos ambientales a sus compradores vía precios_ más elevados. En esos casos el 

4 Una de las curiosidades de la administración pública mexicana es que al medio ambien­
te se le llama "ecología", con el resultado de que se cuenta ya con "taxis ecológicos", etc. 
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que "paga" por el deterioro ambiental es principalmente el comprador, el 
cliente, el consumidor. 

Otro inconveniente del sistema de Nyc es que --dejando aparte el asunto 
de la contaminación atmosférica proveniente del transporte vehicular- la em­
presa que contamina trata de cumplir las normas situándose apenas "dentro de 
la norma'', pero sin ir más atrás en la línea y los procesos de producción, es de­
cir, como se dice ahora, trasladando su acción ambiental del "final del tubo" al 
principio del mismo, o sea no limitándose a colocar filtros para retener o ate­
nuar las emisiones peligrosas sino invirtiendo en nuevas tecnologías, introdu­
ciendo tratamientos de agua y otros residuos líquidos, utilizando diferentes 
materiales y otros insumos, ahorrando en el empleo de energía y combustibles, 
y estableciendo una gestión propiamente ambiental. 

Por razones de este género, los organismos económicos internacionales 
como la OCDE y numerosas instituciones académicas y otros centros de estu­
dios han estado explorando desde hace varios años el empleo de instrumentos 
económicos para inducir a los actores de la contaminación a reforzar y aun 
mejorar radicalmente sus acciones proambientales. 5 La Conferencia de las Na­
ciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo de 1992 aprobó en su 
Agenda 21 un capítulo 8 sobre Instrumentos Económicos, con la recomenda­
ción explícita a todos los países de-"hacer uso efectivo de instrumentos econó­
micos y de mercado y otros incentivos" (CNUMAD, 1992). Se trata de incenti­
var a las empresas para efectuar inversiones, cambios de tecnología, nuevas 
formas de envasar, empacar y distribuir sus productos, adopción de nuevas 
modalidades de gestión, etc., que redunden en reducciones y aun eliminación 
de sus emisiones contaminantes. Se ha encontrado que en general buena par­
te de las grandes empresas transnacionales y nacionales se ha reorientado en 
esas direcciones (Schmidheiny, 1992). Basta que a una le convenga hacerlo 
para que las demás de un ramo, por rawnes de estrategia competitiva y aun de 
imagen, hagan lo mismo. 

Si bien estas ideas se van adelantando, no se traducen necesariamente en 
cambios radicales al sistema de Nyc. No obstante, en países de Europa, en Es­
tados Unidos y en algunos del sudeste de Asia se han establecido instrumentos 
económicos complementarios de la aplicación de normas ambientales o asocia­
das a éstas. Prevalecen; por un parte, los llamados impuestos ecológicos, que se 

5 Existe abundante literatura sobre estos temas. Véanse, en la bibliografía anexa, por ejem­
plo: Barde, 1994; OCDE, 1989, 1992, 1993, 1994; O'Connor, 1994; Panayotou, 1994: Belauste­

guigoitia, 1992, 1994; Repetto, 1992; Von Weizsacker y Jessinghaus, 1992; CNUMAD, 1992. Y es­
tán en preparación otras publicaciones: O'Connor, 1996; Urquidi, 1996b. . 
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manifiestan en tarifas elevadas por la descarga a las aguas de sustancias peligro­
sas o por el uso del agua, sobretasas a los combustibles, cargos por uso de ser­
vicios colectivos (basura municipal) e implantación de sistemas limitados de 
permisos comerciables (tradable permits) -que se han interpretado errónea­
mente como licencias para contaminar. Se consideran estas medidas como "in­
centivos" o "desincentivos" ambientales, según desde donde se vean. Los car­
gos tienden no sólo a encarecer el empleo de recursos escasos o agotables y a 
crear conciencia del costo ambiental del uso, por ejemplo, de la energía de ori­
gen fósil o del agua, o los bosques, sino a inducir en la empresa las inversiones 
proambientales destinadas a reducir o evitar el uso de esos recursos. El esque­
ma de permisos comerciables tiende a premiar a las empresas que cumplan en 
demasía las normas, permitiéndoles "emitir" certificados que, en una bolsa de 
comercio, puedan comprar las que no hayan podido cumplir aún las normas 
ambientales a fin de evitar los castigos que entrañe el incumplimiento. 

En las discusiones actuales, Y dadas en particular las estrategias económi­
cas y financieras "de mercado" que imperan en los organismos internacionales, 
tienen poca cabida aún los incentivos fiscales y financieros, tales como exencio­
nes temporales de impuestos, créditos fiscales, tasas preferentes de financia­
miento y otras. Sin embargo, tanto en países del sudeste de Asia (O'Connor, 
1994) como en la evidencia de una encuesta llevada a cabo por El Colegio de 
México en 1995 en la wna metropolitana de la Ciudad (o valle) de México 
(Mercado et al., 1995), donde prevalecen empresas pequeñas y aun microem­
presas con poca capacidad de gestión y graves dificultades financieras, existe 
demanda de incentivos fiscales y financieros para fines ambientales. El contex­
to industrial y de cultura empresarial en los países desarrollados es mucho más 
evolucionado que en México. La asimetría en la estructura industrial de un 
país como México amerita y justifica una política ambiental que favorezca en 
especial, restándoles o compensándoles desventajas, a las empresas pequeñas y 
medianas. 

En México están en vigor tarifas de cuotas por descargas de desechos a las 
aguas y por el uso del agua que administra la Comisión Nacional del Agua, 
aunque no se advierte ninguna finalidad propiamente ambiental en su admi­
nistración. Por otro lado, desde 1993, la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú­
blico ha otorgado el incentivo de la depreciación acelerada, casi instantánea, a 
inversiones en equipo anticontaminante, pero con resultados limitados y sin 
seguimiento adecuado; no es aplicable sino a causantes mayores. Y, por último, 
Nacional Financiera estableció en 1991 un programa de redescuento a tasas 
preferentes de créditos que fueran otorgados por la banca de primer piso, a pla­
ws incluso largos, para fines ambientales; no obstante, también ha tenido este 
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programa aplicación bastante limitada ante las circunstancias financieras y 
bancarias que han prevalecido. 

En todo caso, la legislación ambiental vigente en México no prevé el em­
pleo de instrumentos e incentivos económicos, y se ha avanzado poco en la dis­
cusión general del tema -y aún menos en la de la forma de aplicar programas 
de este tipo para obtener un cumplimiento más extendido de las normas am­
bientales. Es de notar que el Programa de Medio Ambiente 1995-2000 hace 
alusión a la posible conveniencia y posibilidad de crear instrumentos económi~ 
cos eficaces para la gestión ambiental (Semarnap, 1996, cap. V, acápite 11, y 
cap. VI, pp. 115-119). Ha habido además contacto entre la Secretaría de Me­
dio Ambiente y otras dependencias del sector público, entre ellas la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público, acerca de posibles incentivos económicos y fi­
nancieros con fines ambientales, y se han llevado a cabo reuniones en las que 
han participado legisladores, representantes del sector empresarial, de organi­
zaciones académicas y de organismos no gubernamentales, para tratar un pro­
yecto de reformas a la Ley General del Equilibrio Ecológico de 1988, incluso 
en cuanto a la introducción de disposiciones relativas a la aplicación de instru­
mentos e incentivos económicos para la gestión ambiental. Hasta ahí se ha lle­
gado por ahora. 

Otro aspecto importante de la política ambiental en México es el de la 
descentralización de su aplicación a las entidades federativas, a lo que antes se 
hiw alusión. Ello supone, desde luego, mejoras a la legislación ambiental de ca­
da entidad, pero también la creación de capacidad técnica de evaluación y de 
administración ambientales en el ámbito de estados y municipios. En las refor­
mas a la ley vigente se prevé fortalecer la descentralización, pero, como el dete­
rioro ambiental no reconoce fronteras entre entidades ni entre municipios, se­
rá preciso que la Secretaría de Medio Ambiente identifique zonas y subwnas 
críticas en que se susciten o registren graves problemas ambientales en que sea 
necesario poner de acuerdo a dos o más entidadades federativas, a sus respecti­
vas autoridades municipales y a las empresas paraestatales con mayor ingeren­
cia en los problemas básicos del ambiente, como Pemex y la Comisión Federal 
de Electricidad, contando además con la cooperación de secretarías de Estado 
en sus respectivas jurisdicciones, para concertar programas eficaces de mejora­
miento ambiental. 

En lo internacional, donde la problemática ambiental pueda trascender las 
fronteras, es obvio también que se necesita la cooperación de diversas entidades 
federales y locales de los países respectivos, así como de grupos empresariales. 
La Comisión de Cooperación Ambiental del Tratado de Libre Comercio de 
América del Norte constituye también una instancia de posible cooperación en 
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asuntos ambientales que se le planteen. Finalmente, México, como país miem­
bro de la OCDE, tendrá que aceptar las evaluaciones de su política ambiental que 
ese organismo deba hacer en forma periódica. 

V. BREVES CONCLUSIONES 

1. La política ambiental de México, iniciada con bastante rezago como asunto 
de importancia nacional, no se ha podido definir todavía en todos sus alcan­
ces. Tanto la protección de la naturaleza como el combate a la contaminación 
industrial y municipal requieren mayor prioridad en el quehacer nacional, por 
parte del sector público y del privado y entre la sociedad civil. La política am­
biental requerirá mayores recursos reales, lo mismo financieros que humanos 
e institucionales. 

2. Un tema central en la política ambiental deberá ser el papel de los ener­
géticos, en sus calidades y en sus diversos usos, y en las modalidades de su pro­
ducción y distribución. Pese a los recursos energéticos con que se cuenta, de­
berán evaluarse las posibilidades de alternativas energéticas no contaminantes, 
reestructurarse los servicios de transporte urbano e interurbano, incrementar­
se los programas y los esfuerzos para ahorrar energía, y valorarse el empleo de 
equipos y procesos menos contaminantes. 

3. El uso dispendioso del agua tendrá que revisarse introduciendo los as­
pectos ambientales, complementados por programas y acciones para corregir y 
evitar la contaminación de las cuencas hídricas, los mantos freáticos y los recur­
sos hidráulicos de superficie, los costeros y los marinos. 

4. La política económico-financiera y la de desarrollo deberán incorporar 
instrumentos que fortalezcan la política ambiental, entre ellos el empleo de ins­
trumentos e incentivos para inducir buena gestión ambiental en empresas, ins­
tituciones y hogares, en forma complementaria al sistema de normas y la apli­
cación de disposiciones regulatorias hasta ahora vigentes. 

5. La política ambiental deberá abarcar los aspectos necesarios en los cam­
pos de la educación, la capacitación, la investigación tecnológica y socioeconó­
mica, la salud y la comunicación. Será necesaria una coordinación de la políti­
ca ambiental a mediano y a largo plazo al más alto nivel del sector público, y 
se deberán articular mecanismos de consulta y cooperación con el sector em­
presarial, el académico y el de la sociedad civil. 

6. Deberán sentarse las bases de lo que a largo plazo pueda ser una estra­
tegia de desarrollo sustentable en los términos amplios de este concepto, con 
el necesario aval de la sociedad. La política ambiental no es sino un elemento 
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componente del desarrollo sustentable, que abarca, como se puso en evidencia 
en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo 
de 1992, una diversidad de aspectos sociales y éticos. 
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POLÍTICA AMBIENTAL 
Y EMPRESAS MEDIANAS Y PEQUEÑAS: 

EL PAPEL DE LOS INCENTIVOS ECONÓMICOS* 

l. LAS POLÍTICAS AMBIENTALES Y EL DESARROLLO SUSTENTABLE: 

HACIA UN NUEVO PARADIGMA 

Desde fines de los años sesenta, y sobre todo a raíz de la Conferencia de las Na­
ciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano, llevada a cabo en Estocol­
mo en 1972, se ha adquirido conciencia creciente acerca de los efectos de la ac­
tividad económica y de la concentración urbana en el ambiente. La emisión 
masiva de desechos industriales y municipales peligrosos o tóxicos, así como de 
gases contaminantes, amenazaba ya con perturbar el equilibrio ecológico, re­
ducir la durabilidad de los recursos naturales renovables y afectar gravemente 
la salud humana. La Conferencia, aunque tuvo éxito apenas relativo, hiw una 
serie de recomendaciones que sirvieron para conformar y mejorar las políticas 
ambientales nacionales, en especial en los países miembros de la OCDE y de la 
entonces Comunidad Económica Europea. 

Aun cuando habría sido racional recomendar desde el principio una serie 
de incentivos económicos para inducir en las empresas industriales y de servi­
cios las inversiones y las medidas necesarias para controlar y reducir sus emi­
siones de desechos contaminantes, la política seguida a nivel nacional fue en 
esencia una estrategia de normas y castigos (Nyc) diseñada originalmente en 
Estados Unidos y seguida asimismo por los países europeos y adoptada por la 
OCDE. Fue una política tal vez más fácil de hacer cumplir y más visible que una 
de incentivos en la que no había mucha experiencia. En los países desarrolla­
dos de alto nivel de industrialización -no todos, por cierto-, las autoridades 
adoptaron normas y establecieron multas y otras sanciones, hasta la clausura de 
las empresas, para provocar las inversiones y las conductas proambientales. En 
los países en vías de desarrollo -muy pocos, por cierto- se empezó a aplicar 
la misma estrategia de Nyc, basada en nueva legislación, aunque con mucha 
menos conciencia general de la sociedad acerca de la contaminación ambien-

* Taller sobre Estrategias para el Control de la Contaminación y el Desarrollo de Tecnolo­
gías Limpias, Instituto de Ecología, Xalapa, Boca del Río, Veracruz, 11 de marzo de 1996. 
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tal, con menos respaldo político y con menos eficacia. En los países en desarro­
llo, la política ambiental alcanzó asimismo escasa prioridad frente a los objeti­
vos más urgentes del desarrollo económico y en particular el impulso a la in­
dustrialización. Recuérdese que era la época de los enfrentamientos Norte-Sur 
en Naciones Unidas y de los llamados Decenios del Desarrollo, envuelto todo 
en un gran conjunto de retórica "tercermundista''. Se planteaba lo que hoy se 
reconoce como falso dilema: impulsar el desarrollo a costa del ambiente, o bien 
ocuparse del ambiente a costa del desarrollo. 

México füc uno de los países que aprobó desde 1972 la legislación para lle­
var a cabo su política ambiental, pero se colocó la administración de ésta en la 
Secretaría de Salud, sin la jerarquía necesaria; tampoco existía preparación de 
recursos humanos para la política ambiental. Con posterioridad, y notable­
mente a partir de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente de 1988, basada en reformas constitucionales, se dio mayor realce a 
la necesidad de una buena política ambiental, se integraron recursos humanos 
y técnicos, y se elaboró un Programa Nacional Ambiental para el periodo 
1990-1994 que incluía la descentralización o federalización de su aplicación. 
No obstante, ésta se basó exclusivamente en la estrategia de Nyc. 

Ya en esa época comenzaba a considerarse en la OCDE y en instancias aca­
démicas y otras la posibilidad de aplicar instrumentos económicos, entre ellos 
los impuestos ecológicos, así como los incentivos fiscales y financieros, para 
mejorar las políticas ambientales. Reconociéndose que los actores principales 
de la actividad económica eran las unidades productivas empresariales, lo 
mismo públicas que privadas, y que, en consecuencia, eran los principales 
causantes directos de la contaminación, no bastaba descansar en el principio 
de quien contamina paga (QCP) -cuya aplicación administrativa y desde el 
punto de vista político era más manejable y caía netamente en las jurisdiccio­
nes de las autoridades ambientales-, sino que empezó a considerarse la con­
veniencia de crear instrumentos complementarios para el cumplimiento de 
las normas. Es bien sabido -es un viejo principio económico- que, a la 
postre, el que contamina, aun si paga, trata siempre, según sea su posición en 
el mercado y según prevea las elasticidades de la demanda, de traspasarle al 
comprador de sus productos el costo que se le adjudica; o sea que quien aca­
ba por pagar, en términos económicos, directa o indirectamente, es el consu­
midor final. 

Al considerar en forma más amplia los aspectos económicos de la conta­
minación surgieron varias ideas: una, que los recursos naturales debieran tener 
precios que incluyan el costo de su eventual agotamiento o depredación, o de 
su reposición (por ejemplo, los bosques, el agua), es decir, los recursos natura-
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les debieran estar disponibles a su pleno costo real y no a precios simplemente 
nominales de mercado; y segundo, que los actores o agentes de la producción 
estarían en capacidad de responder positivamente a las necesidades ambienta­
les si se les crearan desincentivos, o según el caso, incentivos, para motivarlos 
a desempeñar conductas proambientales. Se elevó también la política ambien­
tal a la categoría de problema nacional, regional y global, como parte integran­
te de las políticas de desarrollo. Quedó claro que la política ambiental no po­
dría ya concebirse ni tratarse en forma aislada. 

El Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA), 

que también fue resultado de la Conferencia de Estocolmo, ofreció apoyos 
técnicos y financieros a las políticas ambientales de muchos países y se esfor­
zó por lograr en los países en vías de desarrollo un cambio de actitud hacia 
el problema ambiental, consistente en comprender la globalidad de los pro­
blemas ambientales y en incorporar los aspectos ambientales al desarrollo 
económico y social no como un lastre sino como un instrumento de avance 
hacia modalidades de desarrollo que evitaran caer en el dilema antes mencio­
nado en el que se encontraban aprisionados los países de menor desarrollo. 
De estas ideas y de otras provenientes de los sectores académicos nació el 
concepto de desa"ollo sustentable que a mediados de los años ochenta habría 
de adoptar la Comisión Mundial para el Medio Ambiente y el Desarrollo 
creada por las Naciones Unidas. Esta Comisión, encabezada por la primera 
ministra de Noruega, señora Gro Harlem Brundtland, y compuesta de per­
sonalidades de las diferentes regiones del mundo, produjo en 1987 un infor­
me en el que el desarrollo sustentable aparece como un nuevo paradigma de 
desarrollo para la humanidad y para el planeta. 1 Con base en ese informe se 
iniciaron los preparativos para la Conferencia de las Naciones Unidas sobre 
Medio Ambiente y Desarrollo (CNUMAD92), efectuada en Río de Janeiro en 
junio de 1992, en la que estuvieron representados 178 estados miembros de 
las Naciones Unidas y tuvieron también oportunidad de hacerse presentes, 
en un foro paralelo, centenares de organismos no gubernamentales para dis­
cutir y dialogar sobre desarrollo y medio ambiente y los temas de la Confe­
rencia. 

En Río de Janeiro surgió el compromiso de emprender una modalidad 
de desarrollo mucho más compleja, pero a la postre más justa para la huma­
nidad y más respetuosa de la naturaleza. Cierto es que al suscribirse la De­
claración de Río, junto con los convenios sobre biodiversidad y sobre cam-

1 Comisión Mundial del Medio Ambiente y el Desarrollo (Informe Brunddand), Nuestro 
futuro común, Madrid, Alianza Editorial, 1987. 
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bio climático, y aprobarse la Agenda 21 que contiene recomendaciones tan­
to para la cooperación internacional como para las políticas ambientales na­
cionales y regionales, se ha dado un gran paso, al menos sobre el papel. Sin 
embargo, el objetivo es difícil de alcanzar: proteger el planeta de la crecien­
te degrad¡i.ción de los recursos qaturales y revertir el deterioro ambiental pre­
sente en todos los continentes, así como añadir a los horizontes económicos 
y sociales, al mismo tiempo y de manera explícita, el objetivo del bienestar 
de las generaciones futuras que siempre ha sido la meta de los programas de 
desarrollo. 

¿Qué debe entenderse por desarrollo sustentable? En la conferencia de Río 
(CNUMAD92), aun cuando el término aparece en la Declaración y en casi todos 
los documentos, no llegó a definirse con precisión. Tal vez habría sido imposi­
ble que los delegados de los estados miembros de Naciones Unidas y los miles 
de asistentes a los foros paralelos se hubieran puesto de acuerdo. No obstante, 
si la definición intentada por la Comisión Brundtland, dada a conocer públi­
camente en 1987, no fue muy feliz ni demasiado precisa, al menos quedó ex­
plícita y sirvió de base a los estados que se comprometieron en Río cinco años 
después. Hela aquí: 

Es desarrollo sustentable aquel que se lleve a cabo "sin comprometer la capaci­

dad de las generaciones futuras para satisfacer sus propias necesidades". Y agre­

ga: "No se puede asegurar la sostenibilidad física si las políticas de desarrollo no 

prestan atención a consideraciones tales como cambios en el acceso a los recur­

sos y en la distribución de los costos y beneficios"; está implícita asimismo "la 

preocupación por la igualdad social entre las generaciones, preocupación que 

debe lógicamente extenderse a la igualdad dentro de cada generación". Todavía 

más, se asevera que "los objetivos del desarrollo económico y social se deben de­

finir desde el punto de vista de sostenibilidad en todos los países, ya sean desa­

rrollados o en desarrollo, de economía de mercado o de planificación centrali­
zada". 2 

El propio Informe Brundtland admite que: 

"las interpretaciones pueden variar, pero deben compartir ciertas características ge­

nerales y resultar de un consenso básico de desarrollo [sustentable] y sobre un 

marco estratégico amplio para lograrlo". 3 

2 Comisión Brunddand, Nuestrofaturo común, op. cit., p. 67. 
3 !bid., p. 67. 
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En esencia, el desarrollo sustentable supone una política a largo plaw que, 
tanto en la economía como en el ambiente (y en la sociedad en general), de­
berá atender las necesidades de las generaciones futuras en función de los re­
cursos naturales disponibles, siempre protegidos y mejorados, con menos 
contaminación de suelos, aguas y atmósfera, y atendiendo al mejoramiento del 

hábitat humano, tanto rural como urbano. El desarrollo sustentable deberá ser 

tanto global como regional y nacional, y debe descansar en principios de equi­
dad distributiva. 

Fue inevitable que surgieran, antes y después de Río, las más variadas in­
terpretaciones del alcance de la noción del desarrollo sustentable, según las re­
giones, los contextos socioeconómicos y políticos, las ideas preconcebidas y 
muchas otras consideraciones.4 En efecto, lo previó la misma Comisión que re­
dactó el informe, y así llegó el asunto a Río de Janeiro, todavía impreciso y su­

jeto, además, a lo que los gobiernos miembros de la Comisión Preparatoria de 
la Conferencia aceptaran por consenso. 

De cualquier manera, de la definición un tanto imprecisa arranca con cla­

ridad la noción de que los problemas ambientales del planeta, de la especie hu­
mana y de la propia naturaleza deberán abordarse con arreglo a análisis, diag­
nósticos y pronósticos de orden sistémico, en dimensión intertemporal. Nada 
de lo que pase o no suceda, o que no se atienda, en cualquier aspecto ambien­
tal, deja de tener relación con el resto, en un sistema de interrelaciones y retroa­

limentaciones. Por ello, una fuerte perturbación de un equilibrio determinado 
puede, pasado un umbral, tornarse de hecho irreversible; puede ocasionar ines­
tabilidad endémica y producir un acercamiento al caos. 

Teniendo en cuenta todo lo anterior y sin ánimo de exagerar, puede afir­
marse que el desarrollo sustentable vendrá a ser con el tiempo la respuesta a 
la insatisfacción que desde hace decenios se ha manifestado respecto a los ex­
cesos del capitalismo, por una parte (incluidas tanto las versiones de los paí­
ses industrializados como las de los países en vías de desarrollo), y del dirigis­

mo, por otra (comprendidos en éste los regímenes económicos basados en 
una fuerte intervención del Estado, las economías mixtas y las distintas va­
riantes de las economías plenamente autoritarias de planificación central so­
cialista). 

4 Véase John Pezzey, Sustainable Development Concepts: An Economic Analysis, World Bank 

Environment Paper Number 2, Washington, Banco Mundial, noviembre de 1992, apéndice l, 

pp. 55-62. Pezzey, economista inglés, enumera 51 definiciones de desarrollo sustentable, de casi 

otros tantos autores, pero entre ellas no menciona a ningún otro autor que no sea de habla ingle­

sa; igual en la amplia bibliografía que cita(!). 
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Ambas grandes visiones del futuro han sido, entre otras cosas, incapaces de 
crear condiciones de crecimiento y desarrollo que impidan el deterioro am­
biental; es más, tampoco han logrado en general producir, salvo en unos cuan­
tos casos excepcionales, sociedades en que la equidad social se alcance junto 
con el desarrollo pleno de los recursos y una disponibilidad ampliamente ge­
neralizada de bienes y servicios para garantizar niveles de vida apetecibles y a 
la vez equitativos. 

El desarrollo sustentable, como la democracia perfecta o la plena equidad 
social, tal vez nunca se alcance. Sin embargo, es una norma que, adoptada por 
consenso en todos los países principales, podría orientar el futuro de la activi­
dad económica global, regional y nacional en un proceso de desarrollo que, en 
su conjunto, beneficie a la humanidad, proteja el ambiente y el hábitat y con­
tribuya a la reducción de las desigualdades agudas. 

II. LA SITUACIÓN ACTUAL RESPECTO AL DESARROLLO SUSTENTABLE 

No obstante lo acordado en Río de Janeiro, hoy, a casi cuatro años de distan­
cia, no es posible aún identificar un solo país que haya interrelacionado la po­
lítica ambiental y la de desarrollo o crecimiento económico en el nuevo concep­
to de desarrollo sustentable, ni siquiera en forma parcial o aproximada. No se 
han dado pasos concretos destinados a dejar huella de las intenciones a largo 
plazo. No han faltado declaraciones, discursos y documentos alusivos al tema. 
Las buenas intenciones abundan; se expresan, por ejemplo, en el preámbulo del 
Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), donde se enumera 
como uno de los propósitos el de "promover el desarrollo sostenible [sic]", y en 
el Acuerdo de Cooperación Ambiental de América del Norte, donde se afirma 
que "la cooperación ... es un elemento esencial para alcanzar el desarrollo sus­
tentable, en beneficio de las generaciones presentes y futuras" .5 

En algunos países se han desarrollado programas ambientales relativamen­
te eficaces, como en Japón, Suecia, Alemania o los Países Bajos, que podrían 
integrarse en una política de desarrollo sustentable. No es posible aún incluir 
en la lista a Canadá y Estados Unidos, y mucho menos a la gran mayoría de los 
países en vías de desarrollo, entre ellos México. 

Tampoco los compromisos internacionales se están cumpliendo con efec­
tividad, excepto, hasta cierto punto, el Protocolo de Montreal sobre la reduc-

5 Secofi, Tratado de Libre Comercio de América del Norte: texto oficial, México, 1993, pp. 4 

y 1099. 
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ción y eliminación de las emisiones de CFC {clorofluorocarburos) que dañan y 
destruyen parcialmente la delgada capa de ozono que proteje de los rayos ul­
travioleta la atmósfera y las especies humana y animales. 6 El Fondo Ambien­
tal Global (GEF) del Banco Mundial cuenta ya con recursos adicionales. La 
Unión Europea dedica cada vez más inversiones a la política ambiental de sus 
estados miembros. El Banco Interamericano de Desarrollo ha iniciado un 
programa de apoyo a la política ambiental. El Banco Norteamericano de De­
sarrollo (Nadbank}, sito en San Antonio, Texas, cuyo objetivo es financiar 
proyectos ambientales en una zona que abarca hasta 100 km a cada lado de la 
frontera México-Estados Unidos, ha iniciado operaciones. 

Aun así, todas estas acciones y programas, sumados, no significan siquie­
ra el inicio del tránsito hacia el desarrollo sustentable. Las Convenciones sobre 
el Cambio Climático y sobre la Biodiversidad suscritas en Río avanzan apenas 
lentamente en su gradual aplicación, y faltan aún compromisos en materia fo­
restal y de erosión de suelos. 

En el fondo, las políticas nacionales y regionales de desarrollo sustentable 
-aparte de su costo y de los problemas de organización nacional de las mis­
mas- sólo pueden surgir de un conocimiento público amplio de los factores 
determinantes del deterioro ambiental, de las tendencias del desarrollo y de la 
situación ambiental de la que se partió. 

En particular, el meollo, según el Informe Brundtland, está en el uso de la 
energía de origen fósil -el carbón, el petróleo y sus productos, y el gas natu­
ral, con sus respectivas significaciones relativas en cada país. Mientras no se sus­
tituyan en gran medida esas fuentes de energía, en especial las dos primeras, 
cuya combustión genera los elementos principales que contribuyen al deterio­
ro atmosférico global por medio del efecto invernadero y sus consecuencias, no 
se habrá dado un paso importante hacia la creación de condiciones que permi­
tan el desarrollo sustentable. El poder alcanzarlo tiene que contrastarse con el 
hecho histórico de que el desarrollo moderno de la industria y el transporte, y 
de las concentraciones urbanas, se ha basado precisamente en el consumo de 
esos energéticos. Se plantea en consecuencia un cambio fundamental en la re­
lación que los energéticos disponibles de mayor uso en casi todas las econo­
mías, ya sea que se produzcan o que se obtengan por medio del comercio in­
ternacional, guardan con el conjunto de la actividad económica y social. 

6 La situación más reciente respecto al Protocolo de Montreal y los compromisos de reduc­

ción y eliminación de los CFC puede consultarse en Acción Ozono, publicación trimestral del Pro­

grama de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA), núm. 17, enero de 1996, y en 

el suplemento especial núm. 3, de noviembre de 1995. 
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III. lA SITUACIÓN EN MÉXICO 

Trasladada esta problemática al ámbito de un país como México, se compren­
de que no será fácil, tan sólo en los aspectos ambientales y de desarrollo econó­
mico, transitar hacia el desarrollo sustentable. Añadido el componente social, 
que entre otros aspectos se caracteriza por una aguda desigualdad, el objetivo 
de la equidad queda aún más distante, por más que el concepto está presente 
en la retórica oficial y aun en la privada y la académica. 

En México, han existido desde 1972 elementos importantes de política 
ambiental y se ha creado alguna conciencia en el ámbito político, administra­
tivo y de la sociedad en general sobre la importancia de mejorar dicha políti­
ca. No obstante, sin desmerecer en nada los esfuerws hechos a lo largo de más 
de 20 años, y en particular la nueva orientación que parecen estar adoptando 
la Secretaría del Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca (Semarnap) y el 
Instituto Nacional de Ecología (!NE) para el periodo de 1996 en adelante, de­
be reconocerse que apenas se empieza a plantear una política integrada para 
contrarrestar el deterioro ambiental general del país. 

En el medio oficial, la gravedad de los problemas fue descrita con claridad 
en 1990 en el Programa Nacional de Protección Ambiental 1990-1994 a cargo 
de la entonces Sedue, cuyo objetivo era aplicar las disposiciones de la Ley Gene­
ral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente de 1988.7 En ese do­
cumento se declaró que todos los ecosistemas de México se encontraban ame­
nazados por el desarrollo agropecuario, industrial y urbano, a lo que se añadía 
el efecto del crecimiento demográfico todavía muy rápido. Se determinó que las 
áreas principales de contaminación eran entonces las grandes ciudades, los puer­
tos industriales, las cuencas hídricas y algunos ecosistemas especificados. El Pro­
grama decía muy poco, por cieno, acerca de las superficies de uso agropecuario. 

El más reciente informe bienal sobre la situación ambiental, de la Secreta­
ría de Desarrollo Social (antes de la creación de la Semarnap),8 contiene infor­
mación verdaderamente preocupante que, en forma sintética, me permito pre­
sentar a continuación. 

Se enumeran en el informe 25 áreas críticas, que incluyen zonas agrícolas 
(cap. 3). (A esa lista habría que añadir toda la subregión de la frontera norte). 

7 Secretarla de Desarrollo Urbano y Ecología (Sedue), Programa Nacional para la Protección 
Ambiental 1990-1994, México, 1990. 

8 Secretaría de Desarrollo Social, Instituto Nacional de Ecología, México: informe de la si­
tuación general en materia de equilibrio ecológico y protección del ambiente 1993-1994, México, 

1994. 
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Se señalan también 15 áreas caracterizadas como de riesgo para la salud huma­
na, incluida la Ciudad de México y su zona metropolitana, y cinco áreas de al­
to riesgo personal para la población local debido a la presencia de sustancias 
carcinogénicas (cap. 3). Además, la calidad del agua urbana en general ha des­
cendido, la deforestación continúa ocurriendo a una tasa anual superior a 1 %, 
y la intensidad energética en la producción ha aumentado en lugar de haber 
descendido. Se estima que la intensidad contaminante de las industrias de 
transformación se multiplicó 20 veces entre 1950 y 1989, sin indicios de que 
se haya atenuado (cap. 11). 

En 1993, según el informe citado, la generación de desechos municipales 
sólidos (excluidos los desechos de procesos industriales) se estimó en 893 kg 
por habitante como promedio nacional (en el Distrito Federal, 1 259 kg). La 
mayor parte del total de 28 millones de toneladas que se generó ese año se ori­
ginó en las zonas centrales de México y en el Distrito Federal (60%); en el nor­
te correspondió a 21 %; en la zona de la frontera norte a 6%. Más de la mitad 
del volumen total fueron desechos orgánicos y casi 20% vidrio, papel y plásti­
cos, siendo el resto metales y hule. Se calculó que 82% de tales desechos fue a 
dar a tiraderos a la intemperie, en su mayoría no controlados. Por añadidura, 
se estimó que en 1994 el volumen de desechos industriales peligrosos, tanto lí­
quidos como sólidos, fue de 7.7 millones de toneladas, constituido en 38% por 
solventes, 43% por aceites, pinturas, soldadura, resinas, ácidos y derivados del 
petróleo, y el restante 21 % por desechos varios (cap. 18). 

Han estado en ejecución programas de construcción de confinamientos 
sanitarios de desechos y de tratamiento de aguas y de reciclaje, incluidos pro­
yectos especiales para los desechos tóxicos. En la zona fronteriza del norte exis­
te un régimen especial aplicable a las empresas maquiladoras, y se ha creado 
mayor conciencia de los agudos problemas ambientales en la misma, que afec­
tan las aguas subterráneas. En términos generales queda mucho por hacer, por 
ejemplo, la elaboración de un inventario nacional actualizado de los desechos 
peligrosos. No se ha logrado impedir, por otra parte, que una proporción muy 
considerable, quizá la gran mayoría, de los desechos industriales líquidos con­
siderados peligrosos vaya a dar a los sistemas de drenaje, a los ríos y los arroyos 
y otras superficies acuáticas, a las lagunas y esteros, a las bahías o a tiraderos no 
debidamente controlados de donde los desechos líquidos y las partículas que 
llevan se filtran al subsuelo y a los mantos freáticos. 

El diagnóstico completo de la problemática ambiental de México, sobre to­
do en un posible contexto de desarrollo sustentable como objetivo a mediano 
y a largo plazo, no se ha hecho todavía. Entre los diversos campos en que se ha 
aumentado el conocimiento figuran desde luego algunas áreas naturales prote-
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gidas, así como otras, no debidamente protegidas, en que el deterioro forestal y 
de los suelos, así como la condición de las cuencas hídricas, las lagunas y los es­
teros, es evidente. Pero en el terreno de los desechos industriales y municipales, 
problema que se agrava cada año en grandes proporciones, se carece de infor­
mación sistemática y suficiente. No se ha diseñado aún una política nacional 
para los desechos municipales, que incluya no sólo los de origen industrial sino 
los que emanan de las unidades de vivienda. Es más, el discurso oficial sobre la 
política ambiental en México parece referirse sobremanera a los recursos natu­
rales, y en cambio se dice muy poco acerca del problema de los desechos in­
dustriales y municipales, no obstante que el sistema de normas y castigos (NyC) 
está diseñado en lo principal para contener o reducir la contaminación por emi­
siones de sustancias peligrosas y tóxicas resultantes de la actividad agropecuaria 
e industrial, y hasta cierto punto la comercial y de servicios.9 

Puede suponerse que en 1995 la situación ambiental de México continuó 
empeorando, y que 1996 depara el mismo diagnóstico. Es indudable, por lo 
demás, que aun incrementando en buena medida los recursos destinables a los 
programas vigentes, los resultados positivos no se verán antes de muchos años. 
Se requerirá que dentro del propio sector público se coordine la política am­
biental, al más alto nivel, de manera que constituya un todo integrado y no 
una serie de acciones individualizadas a cargo de diferentes secretarías de Esta­
do, dependencias descentralizadas, empresas paraestatales y entidades federati­
vas. Será preciso asimismo una cooperación y vinculación más estrecha de las 
autoridades ambientales con el sector productivo privado, el cual representa el 
conjunto de actores empresariales que, por medio de sus acciones productivas 
y otras, determina en gran parte el grado de contaminación y deterioro del am­
biente. Como tampoco podrá dejarse fuera del marco de la política ambiental 
integrada la interacción oportuna con el gran mundo de los hogares o unida­
des de vivienda que generan directamente desechos que contribuyen a la con­
taminación de suelos y aguas, o intervienen en la intensificación y la difusión 
de la contaminación atmosférica por medio del transporte urbano e interurba­
no, o en otras formas. 10 

9 Podemos estar todos de acuerdo en la necesidad de proteger y utilizar racionalmente los 

recursos naturales, así como de respetar a las tortugas, las ballenas, las mariposas y las guacama­

yas, defendiéndolas de los depredadores y del ecocurismo. Sin embargo, es igualmente importan­

te, porque afecta a la salud humana, el problema de los desechos municipales e industriales. 
10 En el momento de escribir estas líneas se anuncia en la prensa diaria que "se presentará 

en los próximos días" el Programa Nacional de Medio Ambiente 1996-2000, de cuyo texto no se 

dispone aún (Re.forma, 7 de marzo de 1996, p. 14A). 
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IV. LA CONTAMINACIÓN INDUSTRIAL 

El efecto contaminador de la actividad industrial proviene de la emisión de resi­
duos sólidos, líquidos y gaseosos caracterizados como peligrosos, y a veces tóxi­
cos, que tienen por destino principal los sistemas de drenaje y los llamados tira­
deros a cielo abierto, no controlados, así como otros destinos tales como los ríos 
y arroyos, las lagunas y los esteros, los barrancos, etc., y en el caso de los gaseo­
sos una atmósfera ya cargada con las emanaciones de los vehículos automotores. 

Los establecimientos industriales y de servicios, en especial las empresas 
medianas y pequeñas, y las microempresas, carecen de suficiente conciencia y 
conocimiento de la problemática ambiental, según lo reveló una encuesta re­
ciente de investigadores de .El Colegio de México. 11 

Dicha encuesta se originó, entre otras cosas, en la hipótesis de que en Mé­
xico, dada la ineficacia de las medidas regulatorias en sus primeras etapas, pu­
diera justificarse la adopción de incentivos económicos complementarios del 
sistema Nyc como parte de la política ambiental. En la esfera oficial se hizo por 
primera vez mención de posibles instrumentos económicos en documentos de 
Sedesol, a nivel técnico, en 1992, y de modo más general en el informe bienal 
sobre la situación ambiental correspondiente a 1993-1994.12 Sin embargo, 
casi no existían estudios ni investigaciones empíricos sobre su posible aplica­
ción, por ejemplo, al problema de los desechos industriales. Ante la ausencia de 
estudios sobre la aplicación de instrumentos económicos para la protección 
ambiental en América Latina, y después de una búsqueda infructuosa de bi­
bliografía sobre el tema en los países en desarrollo de otras regiones, surgió en 
El Colegio de México, precisamente a fines de 1992, la idea de hacer una in­
vestigación a escala de planta industrial sobre la conducta empresarial hacia el 
ambiente, para explorar la posible utilización de incentivos económicos como 
refuerw de las medidas regulatorias. 

Con apoyo financiero tanto del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnolo­
gía como del Consejo Canadiense para la Investigación del Desarrollo, la en-

11 Véanse Alfonso Mercado y Lilia Domínguez, "Contaminación industrial en la wna me­

tropolitana de la Ciudad de México", Comercio Exterior, vol. 45, núm. 10, octubre de 1995, pp. 
766-774; Víctor L. Urquidi, "Instrumentos económicos para la política ambiental: estructura in­

dustrial y comportamiento empresarial en los países en vías de desarrollo, con referencia a Méxi­

co", Seminario Internacional sobre Instrumentos Económicos para un Comportamiento Empre­

sarial Favorable al Ambiente, México, El Colegio de México, 16-17 de octubre de 1995. 
12 Sedesol-INE, Los imtrumentos económicos aplicados al medio ambiente, Series Monográfi­

cas 2, México, 1992; y México: informe de la situación general en materia de equilibrio ecológico y 
protección al ambiente 1993-1994, op. cit., 1994. 
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cuesta se llevó a la práctica en 1994-1995, consistente en investigar mediante 
cuestionario a 116 empresas en la zona metropolitana de la Ciudad de Méxi­
co (ZMCM), 90 de ellas ubicadas en las ramas que generaran mayor volumen de 
contaminación por emisión de desechos peligrosos y tóxicos, y 26 en tres ra­
mas de servicios (en éstas había una ausencia casi total de información). Entre 
las empresas industriales se abarcaron las siguientes ramas: productos quími­
cos, celulosa y papel, bebidas alcohólicas y no alcohólicas, curtiduría, impren­
ta, pinturas y barnices, metalurgia y productos metálicos, productos farmacéu­
ticos y artículos electrónicos. Entre los servicios, empresas hoteleras, hospitales 
privados y laboratorios médicos. La selección de empresas encuestadas incluyó 
grandes, pequeñas y medianas, tanto nacionales como de capital extranjero o 
mixto. Se hicieron además 1 O estudios de caso, más profundos, en diversas lo­
calidades: Tijuana, Guadalajara, Monterrey, San Juan del Río, Naucalpan, 
Cuernavaca y la propia Ciudad de México. 

La política ambiental mexicana, en la parte referente a desechos industria­
les, se basa, como la de todos los países miembros de la OCDE y otros, en la apli­
cación de normas y castigos (Nyc). Aun cuando se ha mejorado su administra­
ción, en México existen sólo unas 80 normas, cuya aplicación dista bastante de 
ser rigurosa y eficaz. Como podía suponerse, la encuesta mostró que las empre­
sas grandes, sean nacionales, extranjeras o de capital mixto, suelen acatarlas, 
aun cuando no siempre al máximo posible, sino más bien lo suficiente para no 
transgredirlas pero no lo bastante para tener un efecto ambiental importante, 
es decir, se cumplen para estar ligeramente dentro de la norma, por ejemplo, 
emisiones de 90sobre un máximo permitido de 100, pero no se desciende a 15 
o 25; es decir, no se va siempre del "final del tubo" al principio del mismo, lo 
que supondría cambios en procesos técnicos que requieren a veces fuertes in­
versiones. No se está transitando todavía lo suficiente de tecnologías ambien­
talmente sucias a otras limpias, o siquiera menos sucias. 

En cambio, en el caso de las emisiones de las empresas medianas y peque­
ñas, como se desprende de la encuesta de El Colegio de México a que se hace 
referencia, las emisiones de sustancias peligrosas rebasan con frecuencia las nor­
mas, sea por desconocimiento, por imposibilidad técnica, por falta de financia­
miento adecuado o por baja calidad de su propia gestión ambiental. 

V. UNA POLÍTICA DE INCENTJVOS ECONÓMICOS 

Una de las conclusiones principales de la encuesta es que la política ambiental 
en cuanto a desechos industriales y de establecimientos de servicios podría me-
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jorarse si se implantara, sobre todo para las pequefi.as y medianas empresas, un 
conjunto de incentivos temporales, complementarios del sistema Nyc. 

El posible empleo de instrumentos económicos, en concreto incentivos 
fiscales, financieros y otros, como complemento necesario de las disposiciones 
reglamentarias, induciría a las empresas a asumir conductas empresariales 
proambientales que a la vez resulten rentables y competitivas. Estas nuevas po­
líticas, de las que la OCDE empieza ya a hacerse eco, tienen además fundamen­
to en el capítulo 8 de la Agenda 21, aprobado en la Conferencia de Río de Ja­
neiro (CNUMAD92). Asimismo, buen número de instituciones académicas ha 
iniciado estudios sobre el particular. El propósito sería inducir a las empresas, 
de manera especial a las medianas y pequefi.as, que suelen estar en desventaja 
desde muchos puntos de vista, a hacer las inversiones necesarias en equipo, 
cambios de tecnología y nuevos procesos que les permitan economizar agua y 
energía, reciclar desechos y reducir o evitar emisiones de residuos peligrosos, así 
como adoptar tecnologías limpias y con ello, además, mejorar su eficiencia y 
su competitividad. México no ha entrado todavía en esta nueva etapa, cuyo es­
tudio apenas se inicia. 

Las circunstancias actuales, dada la crisis industrial por la que la economía 
mexicana atraviesa, hacen aún más necesario concentrarse, desde el punto de 
vista ambiental, en las empresas medianas y pequefi.as, debido a que tienen 
poco acceso al crédito bancario, están en muchos casos en situación de inferio­
ridad tecnológica y, en lo general, se encuentran ante perspectivas de mercado 
muy limitadas o francamente declinantes. Requieren no sólo de financiamien­
to en general y de acceso a información, sino de apoyos para capacitar sus cua­
dros técnicos y de gestión empresarial. 

VI. LOS INCENTIVOS ECONÓMICOS EN MÉXICO 

Lo paradójico es que México ha tenido una larga experiencia de empleo de in­
centivos fiscales y financieros para estimular la inversión industrial, aunque 
también se ha abusado mucho de dichos instrumentos en periodos pasados. Se 
trataría de encontrar, como en otros países, entre ellos los del sureste de Asia, 
los instrumentos adecuados, en el contexto de una política ambiental aplicada 
a desechos industriales. 

Existen de hecho en México tres instrumentos económicos de persuasión 
ambiental, no relacionados entre sí, que tal vez pudieran ser calificados como 
incentivos eonómicos para inducir conductas proambientales en las empresas, 
que se resumen a continuación: 
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i] Los derechos o las cuotas cobrados por la Comisión Nacional del Agua 
por las descargas a las fuentes hídricas federales bajo su control. La tarifa ha si­
do determinada por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, al parecer sin 
ningún criterio ambiental, y la ha administrado la Comisión Nacional del 
Agua, que hoy está incorporada a la Secretaría del Medio Ambiente {Semar­
nap). Es dudoso que dichos derechos constituyan un verdadero "incentivo" o 
aliciente para mejorar la conducta empresarial. La cuota tendría que ser muy 
elevada y aplicarse con efectividad. 

ii] La depreciación acelerada, que en general nunca ha sido un instrumen­
to de fomento de las preferencias de la SHCP, se anunció en 1993 como "instru­
mento ambiental" por darle algún nombre a algún aliciente que el sector em­
presarial demandaba en vista de lo que consideraban era entonces, en general, 
una carga fiscal pesada frente a circunstancias económicas de estancamiento del 
PIB. Dicha depreciación acelerada, concebida para compras de equipo anticon­
taminante, que opera casi en un solo año, se otorga solamente a los causantes 
mayores (en 1994 aquellos cuyos ingresos brutos excedieran de N$1 800 000), 
o sea los que presentan estados contables completos requeridos por la autori­
dad fiscal para la determinación del ingreso gravable y la aplicación de la tari­
fa respectiva del !SR. La SHCP no tiene medios de verificar si la depreciación ace­
lerada se refiere a equipos verdaderamente anticontaminantes, y por lo demás 
las auditorías fiscales por muestreo se hacen a sólo 5% de las empresas causan­
tes, de manera que los contadores de las empresas están en posibilidad de ha­
cer pasar por anticontaminante cualquier equipo para obtener le deducción por 
depreciación acelerada. Los causantes menores -respecto al límite indicado, 
que se supone se actualiza periódicamente según la tasa de inflación- no tie­
nen obligación de presentar a la5 autoridades fiscales sino un libro de egresos e 
ingresos, en lugar de estados contables completos; en consecuencia, no presen­
tan sus cuentas de depreciación, si es que las llevan. El causante menor paga el 
ISR sobre la diferencia entre sus egresos e ingresos cuando es positiva, como im­
puesto a los ingresos personales. 

La encuesta llevada a cabo por El Colegio de México encontró pocos ca­
sos de empresas que se hubieran acogido a la depreciación acelerada otorgada 
por la SHCP, o que siquiera supieran, aun las que son causantes mayores, de la 
existencia de semejante incentivo. Es evidente que las medidas adoptadas por 
la SHCP, sin coordinación con las autoridades ambientales, no pueden ser con­
sideradas como instrumentos económicos eficientes en la forma en que se apli­
can o administran. 

iii] En el área del financiamiento, Nafin dio a conocer en 1991 una línea 
de redescuento a la banca de primer piso {la banca comercial) para préstamos 
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a largo plazo destinados a fines ambientales. Aunque se le dio publicidad por 
la Comisión Metropolitana para la Prevención y Control de la Contaminación 
Ambiental en el Valle de México del Medio Ambiente en 1992 con respecto a 
contaminación atmosférica solamente, fue en realidad una disposición de apli­
cación en cualquier entidad de la Federación. Los créditos podían otorgarse a 
plazos de hasta 20 años y para cubrir hasta 100% de la inversión programada 
a empresas que lo solicitaran para fines ambientales, desde la introducción de 
algún equipo anticontaminante hasta un cambio de tecnología y procesos, y 
aun nueva localización de la planta. Los préstamos se podían otorgar a las em­
presas prestatarias a tasas cuatro puntos arriba del CPP (costo promedio de cap­
tación) -aun cuando no debe olvidarse que los bancos suelen cobrar comisio­
nes, exigir depósitos recíprocos, descontar de antemano los intereses y hacer 
otros cargos que añaden varios puntos a la tasa efectiva que paga el prestatario. 
Con objeto de estimular a los bancos de primer piso a conceder esta clase de 
créditos, Nafin pone los fondos a disposición del intermediario .financiero tres 
puntos abajo del CPP en el caso de crédito a microempresas, dos puntos abajo 
en el de pequeñas empresas, y un punto abajo en el de empresas medianas, y 
al CPP en el caso de las empresas grandes. Se supone que Nafin puede (o podía) 
garantizarle al banco prestamista hasta 80% del crédito otorgado a la empresa. 
Se tiene entendido que una parte importante de los créditos se canalizó hacia 
unidades de transporte en el Distrito Federal para inducirlas a cambiar sus mo­
tores por otros que usaran combustibles menos generadores de gases contami­
nantes. (Debe observarse que la SHCP considera a todas las empresas de trans­
porte como "causantes menores", cualquiera que sea el monto de sus ingresos 
brutos). 

Según datos obtenidos de Nafin, el monto acumulado de los créditos vi­
gentes al mes de marzo de 1994 fue de N$493 millones a partir de 1991, en 
apoyo de 1 244 empresas, más créditos en dólares por 26 millones, por lo que 
puede deducirse que el sistema de créditos preferenciales para el ambiente, so­
bre todo en las ramas propiamente industriales, no ha operado en forma sig­
nificativa. Se aduce, además, que en general la banca de primer piso muestra 
poco interés por otorgar dicha clase de créditos, y que, por otra parte, las em­
presas medianas y pequeñas han tenido poco acceso a la banca, aun para los fi­
nes comunes y corrientes del crédito, aparte de su alto costo. Por lo demás, la 
encuesta llevada a cabo por El Colegio de México encontró, entre sus resulta­
dos, que una proporción importante de las empresas industriales y de servicio 
en la wna metropolitana desconocía la existencia de esta ventanilla ambiental 
de Nafin o no la habían usado. 
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VII. ALGUNAS CONCLUSIONES 

La contaminación industrial es ya grave, no sólo en México sino en todos los 
países en vía de industrialización y en los ya industrializados, como lo eviden­
cian los informes de las Naciones Unidas y de múltiples otros organismos in­
ternacionales y entidades privadas y académicas. Donde prevalecen estructuras 
industriales modernas, en ambientes económicos de mercados competitivos 
nacionales y con proyección internacional se ha reconocido que las empresas 
no tienen ya más alternativa que introducir cambios en sus procesos y en su 
tecnología cuyo efecto sea reducir sus índices de contaminación por desechos 
peligrosos y tóxicos por debajo de las normas nacionales y, en su caso, las in­
ternacionales.13 Otra forma de expresarlo: movilizarse del "final del tubo" ha­
cia el principio del mismo, es decir, adoptar para fines ambientales tecnologías 
"más limpias", o sea "menos sucias", como lo ha recomendado la Asociación 
Internacional pro Tecnologías Limpias, con sede en Viena. 

Para las empresas medianas y pequeñas no basta, desde el punto de vista 
ambiental, la política regulatoria de normas y castigos, sino que se requieren in­
centivos fiscales y financieros, junto con apoyo vía programas de capacitación 
ambiental y de información, en que participen tanto el sector público como el 
privado. Los incentivos debieran ser complementarios de la aplicación de las 
normas y debieran tener carácter temporal. El propósito es la búsqueda de efi­
ciencia ambiental a la par que de capacidad competitiva. Las inversiones 
proambientales deben ser redituables. 

En numerosos países de la cuenca del Pacífico, aun en Estados Unidos, se 
comprueban problemas similares. El tema casi no se ha investigado empírica­
mente a escala empresarial en América Latina, ni en otras regiones semiindustria­
lizadas. Una política ambiental industrial para las empresas medianas y peque­
ñas, en México como en otros países, requerirá la adopción no sólo de incentivos 
económicos complementarios sino la creación de mecanismos de apoyo técnico 
y tecnológico y de programas de capacitación y concientización en que el sector 
privado y el sector público compartan responsabilidades. 

En la medida en que, adicionalmente, los países de territorio extenso or­
ganizados en régimen político federal prevean --como es el caso de México­
la descentralización de las funciones de regulación ambiental, será convenien­
te, además, que se haga un ordenamiento ambiental del territorio a fin de de­
finir subregiones, zonas y subzonas, en lugar de grandes áreas regionales o de 

13 Stephan Schmidheiny, Cambiando el rumbo, Consejo Empresarial para el Desarrollo 
Sostenible, México, Fondo de Cultura Económica, 1992. 
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demarcaciones solamente estatales o municipales para la puesta en práctica de 
la política ambiental. Se precisa encuadrar la política ambiental, y sus aspectos 
de descentralización, en los marcos regionales y subregionales del desarrollo in­
dustrial y agropecuario, teniendo en cuenta además los sistemas interurbanos 
de transporte, las líneas de abastecimientos recíprocos, los suministros energé­
ticos y muchos otros aspectos de integración regional. No todos los problemas 
ambientales en las distintas regiones y subregiones serán comunes a todas las 
entidades y los municipios comprendidos, pero habrá sin duda algunos de im­
portancia que trasciendan las fronteras estatales o afecten zonas allende esas 
fronteras y, en consecuencia, requieran vinculaciones administrativas de orden 
regional y no sólo eventuales coordinaciones. Es obvio que la política ambien­
tal de un estado determinado, o de un municipio, puede ser anulada por la au­
sencia de política ambiental, o su insuficiencia o falta de adecuación, en otro 
estado o en un municipio contiguo. 

La regionalización en México debería ser la base de la coordinación entre 
entidades estatales, y en su caso municipales, para la definición y la ejecución 
de las políticas ambientales respectivas, dentro del marco nacional. Además, la 
política ambiental mexicana no puede ni debe desvincularse de la global y de 
la de los países con los cuales existe la mayor relación comercial y económica, 
en este caso Estados Unidos y Canadá, y de manera secundaria Europa Occi­
dental y Japón; en consecuencia, la regionalización de la política ambiental 
debe abarcar en especial la wna de la frontera norte a ambos lados de la mis­
ma. De igual manera, las wnas contiguas de las fronteras del sur, con Belice y 
Guatemala, deben considerarse en su conjunto. Además, cualquier wna en que 
el comercio exterior desempeñe un papel importante en el uso de los recursos 
naturales debería incorporar los impactos ambientales a los criterios de regio­
nalización. 

Se abriría así una dimensión mucho más provechosa que la actual a las in­
vestigaciones y los planteamientos sobre desarrollo regional, así como a las po­
líticas ambientales generales y aquellas que, sobre esta base, puedan conducir 
con el tiempo al desarrollo sustentable. 





INSTRUMENTOS ECONÓMICOS PARA LA POLÍTICA 
AMBIENTAL: ESTRUCTURA INDUSTRIAL 

Y COMPORTAMIENTO EMPRESARIAL EN LOS PAÍSES 
EN vfAS DE DESARROLLO, CON REFERENCIA A MÉXICO* 

INTRODUCCIÓN 

La idea de utilizar instrumentos económicos para la política ambiental nun­
ca ha estado ausente de las consideraciones académicas como tampoco en los 
gobiernos y los organismos internacionales. Su origen tiene relación con los 
escritos del economista británico A.C. Pigou (1929) sobre las externalida­
des. En ép~ca reciente, y de manera más concreta, varios economistas han 
hecho análisis económicos justificativos del significado que pudiera tener la 
internalización, por la empresa, de los costos ambientales (Pearce y Turner, 
1991; Cropper y Oates, 1992). No obstante, a partir de los años sesenta, ha­
ciendo caso omiso de esta base teórica de plena validez, los principales paí­
ses industrializados iniciaron políticas de reglamentación ambiental admi­
nistrativa, la llamada estrategia de normas y castigos (command and control), 
basada a su vez en el principio de que quien contamina paga (QCP). Ésta ha 
sido la política ambiental adoptada por la OCDE y la Comunidad Económi­
ca Europea {CEE) que, además, se reafirmó en la Conferencia de las Nacio­
nes Unidas sobre el Medio Ambiente Humano llevada a cabo en Estocolmo 
en 1972. 

Los economistas en general, aun los que escribían sobre desarrollo, no em­
pezaron a tener en cuenta las externalidades específicamente ambientales ni 
consideraron este tema como central hasta mediados de los años setenta (Ur­
quidi, 1994a). Para los gobiernos fue más fácil desde un punto de vista políti­
co y administrativo imponer normas y tratar de hacerlas cumplir que enfrascar­
se en un gran debate sobre los incentivos económicos más viables. 1 

• Seminario Internacional sobre Instrumentos Económicos para un Comportamiento Em­

presarial Favorable al Ambiente, El Colegio de México, 16-17 de octubre de 1995. 

El presente capítulo es una versión corregida y ampliada de la ponencia del mismo título 

que se presentó al Seminario Internacional sobre Instrumentos Económicos para un Comporta­

miento Empresarial en los Países en Vías de Desarrollo, con Referencia a México, El Colegio de 

México, 16-17 de octubre de 1995. 
1 Como curiosidad histórica sin mayor trascendencia, perdóneseme citar dos trabajos míos 
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En los años ochenta se empezó a reconocer que en el plano global eran 
escasos los avances en mejoramiento del ambiente, a la vez que las comuni­
dades científicas comenzaron a hacer advertencias sobre peligros futuros. 
Dada la poca efectividad del Programa de Naciones Unidas sobre Medio 
Ambiente (PNUMA), puesto en marcha con muy escasos recursos a raíz de la 
Conferencia de Estocolmo, la Asamblea General de Naciones Unidas creó 
en 1984 la Comisión del Medio Ambiente y el Desarrollo (la Comisión 
Bn~ndtland), cuyo informe, presentado en 1987, propuso a las naciones la 
adopción de una política de desarrollo sustentable que va mucho más allá de 
la sola idea de la protección ambiental (Comisión Mundial, 1987). Poco 
después se convocó la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Am­
biente y Desarrollo, llevada a cabo en Río de Janeiro en 1992. Entre otros 
compromisos previsibles, se negoció durante los preparativos de esa confe­
rencia un documento fundamental de recomendaciones, la Agenda 21 (o 
Programa 21) que, entre otras cosas, prevé en su capítulo 8 la aplicación de 
instrumentos económicos para la protección ambiental (se hará referencia 
específica más adelante}. 

Al mismo tiempo, empezó a disponerse de abundante bibliografía com­
puesta por libros, artículos, informes, ensayos y otros documentos, a veces re­
sultado de reuniones de expertos, en que se examinaban con interés cada vez 
mayor los aspectos económicos del medio ambiente y el posible empleo de los 
instrumentos económicos para corregir, reducir o eliminar la contaminación 
(Pearce y Turner, 1991; Cropper y Oates, 1992; OCDE 1989, 1993, 1994; 
O'Connor, 1994; Panayotou, 1994; CNUMAD, 1992). 

En México, la ausencia de incentivos económicos y la ineficacia de las me­
didas regulatorias en sus primeras etapas (1972-1994) han llevado a conside­
rar la posible conveniencia de utilizar instrumentos económicos para la protec­
ción ambiental. En la esfera oficial se hiw por primera vez mención de este 
tipo de instrumentos en documentos del Instituto Nacional de Ecología (!NE), 
de la Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol), con un punto de vista técnico, 
en 1992, y de modo más general en el informe bienal sobre la situación am­
biental correspondiente a 1993-1994 (Sedesol-INE, 1992 y 1994). 

Sin embargo, casi no existen estudios ni investigaciones empíricos sobre su 
posible aplicación, por ejemplo, al problema de los desechos industriales. Tam­
bién ante la ausencia de estudios sobre la aplicación de instrumentos económi­
cos para la protección ambiental en otros países de América Latina, y después 

en que traté hace bastante tiempo el tema de los incentivos para el ambiente (Urquidi, 1972 y 
1982-1985). El primero de éstos fue publicado aun antes de la Conferencia de Esrocolmo. 
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de una búsqueda infructuosa de bibliografía sobre el tema en los países en de­
sarrollo de otras regiones, surgió en El Colegio de México, precisamente a fines 
de 1992, la idea de hacer una investigación a nivel de establecimiento industrial 
sobre la conducta empresarial hacia el ambiente, para explorar la posibilidad de 
utilizar incentivos económicos como refuerzo de las medidas regulatorias. 

En este proyecto se partió, entre otras hipótesis fundamentales, de las si­
guientes: a] que el sistema de implantación de normas y castigos por incum­
plimiento (Nyc) es insuficiente para inducir comportamientos ambientales 
adecuados; b] que, en especial, las empresas medianas y pequeñas están en des­
ventaja en cuanto al cumplimiento de las normas; e] que, independientemen­
te de que el sistema regulatorio se vuelva más eficiente en sí, el cumplimiento 
de las normas se facilitaría mediante el empleo de incentivos económicos, fi­
nancieros y fiscales como instrumentos complementarios, y dJ que el objetivo so­
cial-ambiental principal deberá ser abatir sustancialmente la contaminación de 
suelos y aguas, incluidas las aguas freáticas, derivada de la emisión de desechos 
líquidos y sólidos peligrosos y, en su caso, tóxicos. 

A continuación se aborda el tema del empleo de instrumentos económi­
cos para fines ambientales, y más adelante se ofrecen algunas conclusiones so­
bre su aplicabilidad en México. 

LOS INSTRUMENTOS ECONÓMICOS PARA LA POLÍTICA AMBIENTAL 

En el curso de las discusiones que desde diversas perspectivas se han llevado a 
cabo sobre la política que se sigue en la aplicación de normas (límites) a los 
desechos en función de su peligrosidad o, en su caso, su toxicidad, llama la 
atención que las autoridades, que a lo largo de los años de 1972 a 1994 han 
impuesto las normas regulatorias en México, hayan insistido en el simple 
cumplimiento de las normas específicas aplicables a residuos líquidos y sóli­
dos, así como gaseosos. En la actualidad están vigentes alrededor de 80 nor­
mas copiadas o adaptadas en su mayoría de la Agencia para la Protección Am­
biental de Estados Unidos. 

Al hacerlo, no se han considerado los aspectos económicos en que se de­
senvuelven las empresas ni los aspectos estructurales de las ramas industriales 
(y de servicios) objeto de las normas. Cabe reconocer, no obstante, que tam­
poco en otros países en desarrollo se logró al principio una aplicación muy es­
tricta o eficaz de las normas ni la introducción de instrumentos económicos 
para facilitar su aplicación. En algunos países de la OCDE, sin embargo, se ha­
bían introducido o mantenido algunas medidas de tipo económico con fines 
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ambientales, más bien como excepción y en muchos casos con el fin de incre­
mentar la recaudación fiscal. 

Tampoco ha sido muy visible en México el estado de las interacciones en­
tre ramas industriales o entre sectores, de manera que se puedan evaluar sisté­
micamente los aspectos económicos y ambientales. Por añadidura, la política 
económica y financiera general del país no se ha relacionado de manera explí­
cita con la política ambiental, como tampoco los temas ambientales se han vin­
culado específicamente a los principales renglones del comercio exterior, sobre 
todo a la luz del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLC). 

Hasta 1994, la política ambiental fue tratada como una política más, por 
ejemplo, como la de salud o la de educación, o cualquier otra, que se ha venido 
a constituir en un sector --o un segmento en este cascr- de la actividad nacio­
nal y en particular de la acción del Estado. No se tuvieron en cuenta todas las in­
terrelaciones, que en el caso del ambiente son bastante obvias y que requieren 
atención preferente, tanto en la actualidad como, más aún, en el futuro. La rea­
lidad y la política ambientales se vinculan no sólo a la economía y al sistema de 
administración pública, sino a la salud de los habitantes, la urbanización, el trans­
porte, la actividad agropecuaria y forestal, los asentamientos rurales, la migración 
interna e internacional, la política de inversión regional y otras actividades. 

Aun cuando el concepto de "desarrollo sustentable" -que abarca prácti­
camente todcr- no se consagró en la esfera internacional sino hasta la Confe­
rencia de Río de Janeiro en 1992, la idea y los elementos que lo conformaban 
estaban vigentes desde los años setenta (Urquidi, 1994a). En México se puso 
a discusión sobre todo a partir del Informe de la Comisión Brundtland a fines 
de los años ochenta (Comisión Mundial, 1987). En 1992 se dio amplia difu­
sión a los temas correlativos y, como parte de ellos, a los de política ambiental 
(Sarukhán, 1992; Urquidi, 1992a, 1992b y 1992c). Durante 1991y1992 se 
conocieron públicamente documentos preliminares de la CNUMAD92 (Glender 
y Lichtinger, 1994). Las negociaciones acerca del TLC fueron también ocasión 
de múltiples consideraciones sobre la interrelación ambiente-comercio, y por 
cierto tanto el preámbulo del Tratado de Libre Comercio de América del Nor­
te como el del Acuerdo de Cooperación Ambiental de América del Norte su­
ponen que los tres países signatarios están comprometidos a lograr el desarro­
llo sustentable (Secofi, 1993). 

Desde la puesta en vigor de la Ley General del Equilibrio Ecológico y Protec­
ción al Ambiente de 1988, las autoridades ambientales han publicado numerosos 
documentos sobre la situación ambiental general del país. En 1990, por ejemplo, 
se dio a conocer el Programa Nacional para la Protección del Medio Ambiente 
1990-1994 (Sedue, 1990), que contenía tanto un diagnóstico como una enume-
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ración de recomendaciones generales. Previamente a la CNUMAD92 se publicó el 
Informe de la Situación Ambiental en el Bienio 1991-1992 (Sedesol-INE, 1992). 
Más recientemente se dio a conocer un segundo informe correspondiente al bie­
nio 1993-1994 (Sedesol-INE, 1994). En los tres documentos se da cuenta del con­
tinuo deterioro ambiental en México en la mayor parte de las áreas para las cua­
les se contaba con información, tanto en relación con recursos naturales como 
respecto a contaminación de cuencas hídricas y sistemas municipales urbanos. 

Sin embargo, la política adoptada inicialmente y reafirmada y elaborada a 
partir de 1989 ha tenido dos vertientes principales no necesariamente conec­
tadas entre sí: 

a] Por una parte, una preocupación por la naturaleza y las depredaciones 
y los abusos de la misma, que se ha expresado, entre otras cosas, en la creación 
en 1992 de la Comisión Nacional para el Conocimiento y Uso de la Biodiver­
sidad (Conabio) y en algunas actividades de protección de wnas tropicales y 
otras amenazadas, así como por el interés puesto por México en la Convención 
sobre Biodiversidad en la CNUMAD92. 

b] Por otro lado, la vertiente concretada en la aplicación de normas para 
contener o reducir la contaminación atmosférica generada por fuentes móviles 
de combustión y la originada también, en menor parte, en la actividad indus­
trial urbana. 

Asimismo, con base en el Acuerdo de 1984 con Estados Unidos, se han 
iniciado actividades de mejoramiento ambiental en la wna de la frontera nor­
te, y cabe mencionar la adhesión de México al Protocolo de Montreal de 1990, 
acerca de la emisión de clorofluorocarburos (CFC) a la atmósfera, que amena­
zan reducir y posiblemente destruir la capa superior de owno del planeta. 

En los últimos años se ha logrado aumentar el conocimiento --que dista 
mucho de ser completo-- de la desastrosa situación ambiental del país, y se 
han encauzado algunas acciones y los recursos financieros disponibles hacia al­
gunos de los casos más obvios, entre ellos el problema de la contaminación at­
mosférica de la wna metropolitana de la Ciudad de México (ZMCM), con apo­
yo en gran parte en recursos técnicos y créditos del Banco Mundial y de otras 
fuentes del exterior. Existen diagnósticos de la pérdida persistente de la super­
ficie forestal del país y de la depredación de los recursos naturales en las wnas 
tropicales, incluso en los esteros y las lagunas de amba5 costas. En cambio, se 
sabe poco acerca de la situación actual en lo que respecta a la erosión de suelos 
y a los daños al ambiente marítimo. Tampoco se cuenta con suficiente infor­
mación sobre los impactos de la actividad agropecuaria moderna en las cuen­
cas hídricas. Otro renglón todavía poco estudiado es el de los efectos de la con­
taminación atmosférica en la salud de los habitantes de los centros urbanos. 
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Se han desarrollado además numerosos, aunque insuficientes, programas 
en las universidades y los institutos de investigación. Se han creado centros de 
educación y adiestramiento ambientales, y se ha establecido gran número de 
empresas de consultoría (Consejo Consultivo de Ciencias, 1994). Se ha incre­
mentado asimismo el número de organizaciones no gubernamentales dedica­
das a temas ambientales. 

La contaminación por desechos industriales y municipales en general 
constituye quizá el problema ambiental inmediato más grave, y más grave en 
potencia, a que se enfrenta el país. En 1993 se estimó que el volumen de dese­
chos sólidos en el Distrito Federal (sin contar los derivados de procesos indus­
triales) ascendió a 1 259 kg por habitante y que el promedio nacional fue de 
893 kg. El 60% del total de 28 millones de toneladas generadas en México ese 
año se originó en la zona central y el Distrito Federal, y 21 % en la zona fron­
teriza del norte. Más de 50% fueron residuos orgánicos y casi 20% vidrio, se­
guido d\metales y desperdicios de caucho. Se calcula que 82% fue a parar a ti­
raderos a la intemperie, la mayoría no controlados (Sedesol-INE, 1944, cap. 
18). Se estima que la intensidad contaminante general derivada de la industria 
manufacturera se multiplicó 20 veces entre 1950 y 1989, sin señales de que 
esté disminuyendo (Sedesol-INE, 1994, cap. 11). 

La parte de la política ambiental dirigida a la contaminación derivada de la ac­
tividad industrial, aun con la cuantificación incompleta que se tiene de los dese­
chos peligrosos y tóxicos, se ha caracterizado por el establecimiento de funciones 
regulatorias iniciadas en la Subsecretaría de Ecología de la Secretaría de Desarro­
llo Urbano, Vivienda y Ecología (Sedue), de 1989 a mediados de 1992, seguidas 
hasta noviembre de 1994 a cargo del INE de la Sedesol, con el respaldo de la Pro­
curaduría del Medio Ambiente creada ex profeso. Las bases de la función regula­
toria en ese periodo las dieron la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro­
tección al Ambiente de 1988 (Carmona, 1991; Secretaría de Gobernación, 1988) 
y el Programa Nacional para la Protección Ambiental 1990-1994 ya citado. 

En diciembre de 1994 se creó la Secretaría de Medio Ambiente, Recursos 
Naturales y Pesca (Semarnap), a la que se incorporaron tanto el INE como la 
Procuraduría del Medio Ambiente. No obstante, la ley de 1988 continuó vi­
gente, 2 sin modificaciones, y en esencia la política ambiental siguió siendo la 
de carácter regulatorio iniciada en los años setenta, basada en el modelo de los 
países miembros de la OCDE (organización de la que México es miembro des­
de 1993). No se tuvo en cuenta ninguna circunstancia ajena al hecho físico de 
la emisión de los desechos correspondientes. 

2 Véase el addendum a este capítulo, en que se reseña la reforma de 1996 a esta ley. 
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El principio QCP da lugar a resultados ambiguos. Mientras una empresa 
nada o poco haga o pueda hacer para poder cumplir una norma, es decir, mien­
tras tenga que absorber el "pago" respectivo o el costo de la inversión necesaria 
-o sea, "internalizar" el costo ambiental en lugar de pasárselo al mercado de sus 
productos-, la imposición de una multa la coloca en posible desventaja frente 
a sus empresas competidoras. En teoría, sólo un monopolista "puro" podría 
transferir al comprador todo el costo adicional: la multa, los gastos internos de 
monitoreo y medición, la depreciación del equipo anticontaminante que tuvie­
ra que adquirir, la sustitución de alguna materia prima o algún producto semi­
elaborado, los honorarios de algún consultor o la inversión en algún nuevo pro­
ceso. Frente al caso hipotético de una demanda plenamente inelástica en el 
mercado --que incluso pudiera ser temporal-, la empresa no tendría que ab­
sorber el costo. En cambio, frente a cualquier grado de menor elasticidad, en di­
rección de mayor grado de competitividad en el mercado, la empresa tendría 
que internalizar parcialmente el costo adicional reduciendo su tasa de utilidad, 
o bien trasladar el costo adicional a sus proveedores o a los salarios pagados a sus 
obreros, dependiendo de su capacidad para hacerlo y de las elasticidades de ofer­
ta respectivas. Existe, en consecuencia, toda una gama de posibilidades de tras­
lado hacia adelante o hacia atrás de cualquier costo adicional como el que se pos­
tula, no proveniente del mercado sino resultante de la imposición de una norma 
física, de la particular tecnología empleada por la empresa afectada, de su capa­
cidad gerencial o de gestión, etc. En esto no se hace sino manejar conceptos muy 
conocidos del ~álisis económico. Ésta es la base para plantear una política de 
incentivos económicos para la protección y el mejoramiento ambientales. 

Estas consideraciones no rigen en la práctica en México, y la explicación 
deberá hallarse en parte en la estructura administrativa del gobierno, que con­
fió al principio a una entidad subordinada la aplicación de la política ambien­
tal, y en parte también en la falta de sentido de prioridad nacional que carac­
terizó a la política ambiental a partir de los años setenta hasta 1994 inclusive. 
Se explica también porque las políticas ambientales propugnadas por Estados 
Unidos y los demás miembros más importantes de la OCDE, por la CEE (hoy 
Unión Europea) y por otros organismos se basaban en el mismo principio, 
QCP, pero en un contexto industrial y de cultura empresarial mucho mds evolucio­
nado que el de México. 

En esos medios evolucionados, por su propio interés la empresa contami­
nante reacciona en dirección ambientalmente favorable ante las medidas regu­
latorias. Se trata de industrias de gran arraigo, otras de innovación tecnológica 
importante, de capacidad evolucionada de gestión, en su mayoría de dimen­
sión mediana y grande, con acceso a recursos financieros y técnicos superiores, 
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en un medio empresarial y comercial fundamentalmente bastante competitivo 
(aunque también en muchos aspectos reglamentado) que obedece al mercado, 
donde la sensibilidad a pequeños cambios en los precios relativos es mucho 
mayor. Toda empresa en los países de alta industrialización se ve obligada, ade­
más, por la presión del principio QCP y por los compromisos regionales (Unión 
Europea, en su caso), por las recomendaciones emanadas de la OCDE, por la 
competitividad a corto, mediano y largo plazos impuesta por el mercado, y por 
las presiones de la sociedad para reducir y a la postre eliminar sus emisiones de 
residuos o desechos peligrosos y a obedecer a la letra las prohibiciones referen­
tes a desechos tóxicos. 

Sin duda, la historia de los últimos 25 años ha revelado muchas y muy im­
portantes violaciones a las normas, que en la mayoría de los casos han conduci­
do a costosas demandas y juicios contra las empresas culpables, y aun a desas­
tres ecológicos. En los países miembros de la OCDE las autoridades también han 
sido mucho más conscientes de los problemas de contaminación industrial, y 
tanto ellas como los institutos de investigación y consultoría han sido bastante 
más activos en promover el control de la contaminación y en proveer sustitucio­
nes tecnológicas. Es una situación sumamente contrastante con la de México. 

En todo caso sería un error creer que en los países industrializados de la 
OCDE se procedió a la aplicación del principio QCP sin considerar en absoluto 
los aspectos económicos, empresariales y sociales. Los documentos de la OCDE 

dan cuenta de las numerosas aplicaciones, sobre todo en los países de Europa 
Occidental, de instrumentos de corrección ambiental hoy denominados "eco­
nómicos", en particular las tarifas o cuotas pagaderas por el us¿ del agua para 
fines industriales, así como por la descarga de agua no tratada y de desechos de 
diversas clases, que tuvieron el efecto de encarecer los costos industriales y obli­
gar a las empresas a economizar el recurso, tratarlo, reciclar desechos y preve~ 
nir las emisiones (Barde, 1994).3 No se trataba de pequeñas sumas por concep­
to de derecho de uso del agua, sino de cantidades fuertes que tuvieran impacto. 
Recuérdese también el recargo que tiene en toda Europa Occidental el consu­
mo de combustibles por las unidades móviles, y otras (aun admitiendo que en 
parte se ha tratado de una fuente de recursos fiscales, sin que al principio ne­
cesariamente se hubieran impuesto esas cuotas fiscales con fines ambientales). 

Lo que se colige al examinar la documentación de la OCDE es que apenas én 
época reciente, poco antes de la CNUMAD92, se han iniciado, tanto en el secreta-

3 Estos aspectos se consignan también en los informes de evaluación que lleva a cabo la 
OCDE sobre la política ambiental de sus paises miembros, aun de los de menor nivel relativo de 

desarrollo, como Turquía o Portugal. 
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riado general de la OCDE como en su Centro de Desarrollo, estudios sistemáticos 
del posible empleo de incentivos económicos y el examen de diversas experien­
cias concretas. Se han efectuado, además, estudios de casos en los países en desa­
rrollo, especialmente en Asia, y se ha hecho un nuevo análisis tanto teórico como 
práctico del empleo de tales instrumentos como medios complementarios de la 
política de regulación con base en las normas aprobadas (OCDE, 1989, 1992, 
1993y1994; O'Connor, 1994; Margulis, 1993). Por otra parte, en algunos paí­
ses se ha puesto en evidencia la relativa ineficacia de la política de Nyc (Dewees, 
l 992a y 1992b), y ello ha ido adquiriendo reconocimiento más general. 

En ciertos medios académicos, sobre todo en Gran Bretaña y Estados Uni­
dos, como ya se ha señalado, nunca estuvieron ausentes las consideraciones 
teóricas de economía de la reglamentación ambiental, y en fecha reciente se le 
ha prestado más atención, sobre todo en relación con desechos industriales 
contaminantes (Repetto, 1992; Barde, 1994; Panayotou, 1994). (No es por 
cierto el caso en América Latina, donde se ha dado mayor importancia a los re­
cursos naturales o a aspectos muy generales). 

La CNUMAD92, que venía preparando desde hacía algunos años la integra­
ción de todos los lineamientos de política ambiental en el contexto del concep­
to de desarrollo sustentable (Comisión Mundial, 1987), aprobó en el documen­
to denominado Agenda 21 (Naciones Unidas, 1992) un capítulo 8, "Integración 
del ambiente y el desarrollo en la toma de decisiones", en que se hizo recomen­
dación explícita a todos los países miembros de las Naciones Unidas de "hacer 
uso efectivo de instrumentos económicos y de mercado y otros incentivos", des­
tacando las modalidades siguientes: 

... 8.32 (a) Establecer combinaciones efectivas de enfoques económicos, regulato­

rios y voluntarios (autorregulatorios) . 

. . . 8.32 (c) Reformar o rediseñar estructuras de incentivos económicos y fis­

cales para hacer frente a objetivos ambientales y de desarrollo . 

. . . 8.34 Hacer un esfuerzo particular para desarrollar aplicaciones del uso de 

los instrumentos económicos y los mecanismos de mercado orientados a las nece­

sidades específicas de los países en vías de desarrollo y de los de economía de tran­

sición, con la cooperación de las organizaciones económicas regionales e interna­

cionales y, según convenga, de los institutos de investigación no gubernamentales. 

Entre los varios instrumentos hoy día propuestos o aceptados como "eco­
nómicos o de mercado", teniendo en cuenta las recomendaciones de la Agenda 
21, los documentos emanados de la OCDE y otras fuentes citadas, y algunas mo­
dalidades puestas en práctica sobre todo en Estados Unidos, destacan los si-
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guientes (Barde, 1994; Quadri, 1994; Belausteguigoitia, 1992, 1994): J] car­
gos, derechos o cuotas por emisiones de desechos; 2] cargos por uso de servi­
cios colectivos; 3] impuestos sobre productos o servicios adquiridos; 4] licen­
cias y permisos; 5] rembolso de depósitos; 6] permisos comerciables (tradeabú 
permits, o emissions trading), y 7J subsidios directos. 

Llama la atención, por cierto, en relación con este listado, que los incenti­
vos financieros (subvenciones, préstamos a tasas y otras condiciones preferentes) 
y la depreciación acelerada que se asocia con este tipo de incentivos no destacan 
en la discusión y a veces ni siquiera se mencionan. La depreciación acelerada se 
considera más bien, al parecer, como una práctica normal de la política fiscal 
(Barde, 1994). 

También cabe advertir que en la terminología en inglés lo que algunos lla­
man "incentivos" otros lo denominan "desincentivos", según de qué lado se 
observen. En el proyecto de El Colegio de México, el uso del término "incen­
tivos" debe verse como un aliciente a la empresa contaminante que pueda tra­
ducirse en algún resultado financiero benéfico y en ventajas ambientales para 
el consumidor y la comunidad en general. La forma negativa, "desincentivos", 
se refiere al empleo de algún instrumento que disuada al contaminador de se­
guir contaminando, por ejemplo, al costarle mds el uso o consumo de algún in­
sumo, o tener que incurrir en algún costo resultante de la imposición de una 
norma ambiental. 

En general, los primeros cinco instrumentos económicos enumerados son 
de uso común en Europa Occidental, Canadá y otros países, y parcial en Esta­
dos Unidos. Su aplicación depende mucho de las estructuras administrativas y 
de las jurisdicciones central o municipal; en algunos casos, en Europa, hay ho­
mologación regional o subregional. 

El sexto incentivo, el de los permisos comerciables, por el que cada día se 
aboga más, sobre todo en los medios académicos de Estados Unidos y Cana­
dá, ha sido implantado en Estados Unidos desde la Clean Air Act de 1970 (Ley 
del Aire Limpio) como medio para reducir las emisiones atmosféricas de las 
plantas eléctricas y se ha aplicado a otros casos concretos; se encuentra en es­
tudio constante en esos dos países, sin perjuicio de mantener las normas regu­
latorias. Singapur también lo ha establecido en escala limitada en relación con 
la circulación de vehículos. En general, es ahora el que más se recomienda, que­
dando en segundo lugar los "impuestos ecológicos". Ya existe bastante biblio­
grafía sobre las limitaciones de los sistemas de permisos comerciables, desde el 
punto de vista de su eficacia, de la equidad y de las posibilidades que abren a 
la corrupción (Passell, 1993; Von Weizsacker y Jessinghaus, 1992). Se conside­
ra que el sistema de licencias comerciables significa ganancias pecuniarias in-
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justificadas para las empresas fuertes y tecnológicamente capacitadas. Las su­
bastas de esos certificados -como en la Bolsa de Comercio de Chicago a par­
tir de marzo de 1993- pueden dar lugar a un mercado "seminegro", en el que 
incluso se falsifiquen los documentos respectivos. Además, se juzga que los 
compradores de los permisos pueden no hacer las inversiones ambientales ne­
cesarias sino contentarse con "pagar por contaminar" y seguir contaminando; 
en todo caso, tratarían de trasladar ese costo adicional al consumidor, hasta 
donde se los permita el mercado, sin haber contribuido nada o habiendo con­
tribuido muy poco al mejoramiento ambiental -por más que a la larga esa 
conducta pueda afectar su capacidad competitiva (Passell, 1993). 

En discusiones preliminares relacionadas con la aplicación del TLC, por ejem­
plo en un grupo de trabajo de la Comisión de Cooperación Ambiental del TLC, 

reunido en Montreal en septiembre de 1994, prevaleció entre la mayoría de los 
participantes la noción de que debía excluirse de manera casi automática cualquier 
incentivo o instrumento que no fueran los permisos comerciables o el impuesto 
ecológico; en especial se consideró que todo lo que pudiera interpretarse como 
subsidio para fines ambientales a favor de las empresas, ya fuere una subvención 
financiera, un sistema de créditos blandos, una exención fiscal o cualquier otra 
"rebaja'' o concesión respecto a un impuesto o un derecho, debería desecharse. Es 
decir, se habló conforme a criterios de países industrializados avanzados, y no de 
países, como México, de industrialización todavía precaria y "trunca''. 

Los instrumentos económicos -todos ellos- suponen que los incentivos 
o desincentivos respectivos inducen en la unidad productiva, la empresa, reaccio­
nes y conductas que a plazo no muy lejano la llevarán, por ejemplo, a instalar 
equipo anticontaminante o ahorrador de energía y agua o, mejor aún, a instau­
rar tecnologías "más limpias" (o sea, en realidad, "menos sucias") que reduzcan 
en proporción importante o lleguen a eliminar la emisión de residuos o desechos 
que se juzguen peligrosos o aun tóxicos. Existe entre las unidades productoras 
una relación obvia en estas materias, pues la unidad que reaccione ante los incen­
tivos o los desincentivos puede perder o ganar según sea la conducta de las em­
presas con las cuales compita, de acuerdo con los distintos grados y modalidades 
de la concurrencia en el mercado. Además, unos sectores o ramas de la produc­
ción están vinculados casi siempre con otros, de manera que un sistema de in­
centivos y desincentivos deberá prever las relaciones recíprocas, lo que hace más 
difícil la decisión de gestión ambiental de una empresa determinada. 

Por último, es preciso tener en cuenta, según los principios tradicionales de 
economía tributaria, que la modificación o implantación de un gravamen, aun 
en magnitud pequeña o marginal, debiera provocar una reacción pecuniaria por 
medio del sistema productivo y de distribución y consumo. Si las empresas es-
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tán bien organizadas, cuentan con administración racional y moderna, llevan 
buen sistema de contabilidad de costos y conocen con detalle los múltiples as­
pectos del mercado que afectan tanto sus costos como sus ingresos, acaban por 
generar una respuesta en volumen de producción conforme a determinada elas­
ticidad previsible. De ahí que se deba suponer que en un mercado caracteriza­
do como "competitivo" la manipulación de los impuestos, aun en su dimensión 
marginal, puede inducir comportamientos empresariales proambientales. Sin 
embargo, aun en los países de economía avanzada de mercado, en que prevalez­
can elevados niveles de competitividad y de información, el esquema teórico no 
corresponde a la realidad específica del país en cuestión. Se presentan grandes 
imperfecciones, las elasticidades de respuesta pueden ser muy diversas y no 
siempre simétricas ante los cambios positivos o negativos. Y con más razón en 
las economías de los países en vías de desarrollo, donde la estructura de los mer­
cados es poco competitiva y la asimetría industrial es muy marcada. 

LOS INSTRUMENTOS ECONÓMICOS EN ME'.xICO 

En el caso de México -además de la aplicación de Nyc, administrados hoy por 
las autoridades ambientales de la Semarnap bajo el principio QCP- existen tres 
instrumentos de persuasión ambiental no relacionados entre sí, tal vez califica­
bles como instrumentos económicos para inducir la conducta proambiental de 
una empresa: 

J] Los derechos o las cuotas cobrados por la Comisión Nacional del Agua 
por las descargas a las fuentes hídricas federales bajo su control y por el uso del 
agua. La tarifa es aprobada por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
(SHCP), al parecer sin ningún criterio ambiental, y la administra la Comisión 
Nacional del Agua, hoy incorporada a la Semarnap. Es dudoso que dichos de­
rechos constituyan un verdadero "desincentivo" o aliciente para mejorar la 
conducta empresarial. Las cuotas tendrían que ser mucho más elevadas en tér­
minos reales y aplicarse con efectividad, con fines rigurosamente ambientales; 
lo mismo vale para los derechos por el uso del agua. 

2] La depreciación acelerada, que en general nunca ha sido un instrumen­
to de fomento de las preferencias de la SHCP, se anunció en 1993 como "instru­
mento ambiental", por darle algún nombre a algún aliciente que el sector em­
presarial demandaba en vista de lo que consideraba entonces una carga fiscal 
pesada frente a circunstancias económicas de estancamiento del PIB. Dicha de­
preciación acelerada, concebida para compras de equipo anticontaminante, que 
opera casi en un solo año, se otorga solamente a los causantes mayores (en 



INSTRUMENTOS ECONÓMICOS PARA LA POLÍTICA AMBIENTAL 363 

1994, aquéllos cuyos ingresos brutos excedieran de $1 800 000), o sea, los que 
presentan estados contables completos requeridos por la autoridad fiscal para la 
determinación del ingreso gravable y la aplicación de la tarifa respectiva del im­
puesto sobre la renta. La SHCP no tiene medios para verificar si la depreciación 
acelerada se refiere a equipos en verdad anticontaminantes, y por lo demás las 
auditorías fiscales por muestreo se hacen a sólo 5% de las empresas causantes, 
de manera que los contadores de las empresas están en posibilidad de hacer pa­
sar por anticontaminante cualquier equipo para obtener la deducción por de­
preciación acelerada. Los causantes menores -respecto al límite indicado, que 
se supone se actualiza con cierta periodicidad según la tasa de inflación- no 
tienen obligación de presentar a las autoridades fiscales sino un libro de egre­
sos e ingresos, en lugar de estados contables completos; en consecuencia no pre­
sentan sus cuentas de depreciación, si es que las llevan. El causante menor paga 
sus impuestos como gravamen a los ingresos personales, calculado sobre la di­
ferencia entre sus egresos e ingresos cuando sea positiva. 

La encuesta realizada por El Colegio de México encontró pocos casos de 
empresas que se hubieran acogido a la depreciación acelerada otorgada por la 
SHCP, o que siquiera supieran, aun las que son causantes mayores, de la existen­
cia de semejante incentivo.4 Es evidente que las medidas adoptadas por la SHCP, 

sin coordinación con las autoridades ambientales, no pueden considerarse como 
instrumentos económicos eficientes en la forma en que se aplican o administran. 
Desde 1995, las disposiciones respectivas han sido modificadas en forma no 
muy clara y la aplicación de la depreciación acelerada puede estar respondiendo 
a diversos criterios, con distintos umbrales de ingresos para la obligación fiscal 
de las empresas, y con distintas modalidades en diferentes partes del país, aun­
que no se conoce ninguna evaluación del procedimiento ni de sus resultados. 

3] En el área del financiamiento, Nafin dio a conocer en 1991 una línea 
de redescuento a la banca de primer piso (la banca comercial) para préstamos 
a largo plaw, hasta de 20 aiíos y hasta 100% de la inversión programada, a em­
presas que lo solicitaran para fines ambientales, desde la instalación de algún 
equipo anticontaminante hasta un cambio de tecnología y procesos, y aun en 
el caso de nueva localización de la planta. En 1992, la Comisión Metropolita­
na para la Prevención y Control de la Contaminación Ambiental en el Valle de 
México sólo dio publicidad al aspecto de la contaminación atmosférica -dan­
do lugar a que se pensara que era un incentivo especial para la ZMCM, cuando 
que en realidad fue una disposición de aplicación en cualquier entidad de la 
Federación. Los préstamos se otorgan a las empresas prestatarias a tasas cuatro 

4 Véanse los capítulos IV y V de la segunda parte de este libro. 
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puntos arriba del CPP (costo promedio de captación) -sin olvidar que los ban­
cos suelen cobrar comisiones, exigir depósitos recíprocos, descontar de antema­
no los intereses y hacer otros cargos que añaden varios puntos a la tasa efecti­
va que paga el prestatario. 

Con objeto de estimular a los bancos de primer piso a conceder esta clase de 
créditos, Nafin pone los fondos a disposición del intermediario financiero tres 
puntos abajo del CPP en el caso de crédito a microempresas, dos puntos abajo en 
el de pequeñas empresas, un punto abajo en el de empresas medianas, y al CPP 

en el caso de las empresas grandes. Se supone que Nafin puede (o podía) garan­
tizar al banco prestamista hasta 80% del crédito otorgado a la empresa. Se tiene 
entendido que en la práctica una parte importante de los créditos se dio a uni­
dades de transporte en el Distrito Federal para inducirlas a cambiar sus motores 
por otros que usaran combustibles menos generadores de gases contaminantes. 
(Debe observarse que la SHCP considera que todas las empresas de transporte son 
"causantes menores", cualquiera que sea el monto de sus ingresos brutos). 

Según datos obtenidos de Nafin, el monto acumulado de los créditos vi­
gentes, a partir de 1991 y hasta marzo de 1994, fue de $493 millones en apo­
yo de 1 244 empresas, más créditos en dólares por 26 millones, por lo que pue­
de deducirse que el sistema de créditos preferentes para el ambiente, sobre todo 
en las ramas propiamente industriales, no ha operado en forma significativa. Se 
aduce, además, que en general la banca de primer piso muestra poco interés 
por otorgar dicha clase de créditos, y que, por otra parte, las empresas media­
nas y pequeñas han tenido poco acceso a la banca, aun para los fines comunes 
y corrientes del crédito, aparte del alto costo que representa para ellas. Esta si­
tuación, por supuesto, empeoró en 1995 y 1996. 

En síntesis, los incentivos financieros en México no han tenido efectivi­
dad. Por lo demás, la encuesta llevada a cabo por El Colegio de México encon­
tró, entre sus resultados, que una proporción importante de las empresas in­
dustriales y de servicio en la ZMCM desconocía la existencia de esta ventanilla 
ambiental de Nafin o no la había usado. Durante 1995, Nafin ha estudiado 
posibles modificaciones a su sistema de créditos preferentes para el ambiente, 
en particular porque no se pudo hacer uso de líneas de crédito del exterior y 
porque los bancos de primer piso no han respondido con suficiente actitud fa­
vorable en la expedición de créditos para fines ambientales. 

En cuanto a la modalidad de "impuestos ecológicos" que se ha empleado en 
países europeos, y se debate en casi todos los países miembros de la OCDE, en Mé­
xico se ha operado precisamente al contrario; es decir, sin ofrecer al empresario 
"desincentivas" con fines ambientales. Ha habido una larga tradición de precios 
y tarifas subsidiados para los combustibles y el agua, concebidos como estímulo 
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a la industrialización sin ninguna consideración ambiental (Semarnap, 1996, p. 
49), y no se ha avanzado, pese a ajustes recientes, hacia la noción de precios y ta­
rifas de "costo pleno" (foll-cost pricing) que tenga en cuenta los costos ambienta­
les ocultos, aun haciendo abstracción de la inflación. En particular, la gasolina y 

otros combustibles tienden cuando mucho a guardar una relación con los que 
prevalecen en Estados Unidos, que, en el contexto de los países industrializados, 
son notablemente bajos en términos reales, desde el punto de vista ambiental. 

ALGUNAS CONCLUSIONES 

Volviendo al tema de los incentivos económicos {IE), son varias las conclusio­
nes preliminares a las que se puede llegar, y se ofrecen a continuación. 

Deben ser complementarios de la aplicación de la normatividad. En esto 
están bastante de acuerdo los autores internacionales y los documentos de la 
OCDE consultados. Sin embargo, se detecta una nueva línea de pensamiento en­

tre los que abogan por el funcionamiento pleno de los mecanismos de merca­
do, principalmente en Estados Unidos y Canadá, tanto en institutos oficiales 
como en centros académicos, en el sentido de que la normatividad pudiera ser 

sustituida por mecanismos de mercado pero concebidos éstos principalmente como 
permisos comerciables. Se sostiene esta posición no obstante que no existe sufi­
ciente evaluación de la experiencia en la aplicación de los mismos. Es además 

una tesitura que pudiera reputarse más bien como de carácter ideológico y de 
repudio a todo lo que huela a reglamentación. Sin embargo, es evidente que los 
permisos comerciables requieren también de reglamentación. En todos los sis­
temas se necesita por lo menos información adecuada y se requieren mecanis­
mos de monitoreo y verificación de cumplimiento respecto a emisiones peli­

grosas y tóxicas. No se excluye que se planteen casos experimentales en México 
a fin de evaluar sus resultados; pero es dudoso que los permisos comerciables 
puedan funcionar con éxito entre empresas medianas y pequeñas. 

Los incentivos fiscales y financieros, así como los derechos por descargas o 
uso de insumos contaminantes, deberán ser de suficiente monto o proporción 
como para vencer las inelasticidades, las resistencias y las inercias. De otra ma­
nera, no se logra el objetivo ambiental. En particular, deberán diseñarse para 
inducir no un mínimo de cumplimiento con la norma --estar "dentro de la 
norma" - sino un cumplimiento pleno y aun en exceso (caso en el cual los per­

misos comerciables, que no se aplican aún en México, aunque están en estudio 
y ha habido propuestas provenientes del ITAM, pudieran ser útiles en determi­

nadas actividades específicas). 
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Los incentivos fiscales no debieran limitarse a la depreciación acelerada, de 
la que sólo pueden hacer uso las empresas medianas o mayores que mantengan 
registros contables adecuados que sea obligatorio presentar a las autoridades 
fiscales, sino que se podrían considerar otros: por ejemplo, rebajas temporales 
del impuesto predial, créditos o deducciones fiscales también temporales, fi­
nanciamientos ambientales menos onerosos y mejor dirigidos, exenciones de 
cuotas, derechos, impuestos y otros cargos en casos justificados por la finalidad 
ambiental, tasas diferenciales de impuestos o cargos que no puedan conceder­
se en su totalidad, etc. Podrían establecerse diferenciaciones regionales, en fun­
ción sobre todo de zonas críticas (en la frontera, en las cuencas hídricas, en 
ciertos puertos y ciudades del interior). En materia de incentivos fiscales se ne­
cesita plena transparencia, a fin de que sean aplicables con facilidad y puedan 
presentarse al público en su referencia específicamente ambiental y no se inter-
preten como subsidios injustificados. . 

Los incentivos financieros, vía créditos a tasas preferentes, deberán ser ob­
jeto de programas ambientales debidamente articulados por las autoridades del 
medio ambiente y las financieras, y no dejarse a las eventualidades de la deman­
da de crédito ni a los sesgos, prejuicios e ineficacias inherentes a las institucio­
nes bancarias de primer piso. Sería recomendable que Nafin abriera la posibi­
lidad de que se manejaran estos incentivos por intermedio de un fideicomiso 
que permita tratar directamente con los prestatarios y establecer mecanismos 
especiales de crédito para las empresas pequeñas y las microempresas. 

Los incentivos fiscales y los financieros deben ir acompañados de progra­
mas de cooperación entre las autoridades y los sectores empresariales para di­
fundir información sobre los mismos y capacitar al personal directivo y conta­
ble de las empresas, y otros que conducen al mismo fin. 

Deberán relacionarse los incentivos o la falta de ellos con cuestiones de 
competitividad intrarrama industrial, interregional e internacional. Hacen fal­
ta estudios e investigaciones de este tipo. Las diferenciaciones regionales pue­
den ser importantes en cuanto a la capacidad empresarial, la cultura empresa­
rial, la edad de los equipos, las condiciones económicas y financieras generales 
que hayan afectado la rentabilidad de la empresa y las relaciones entre autori­
dades y empresas. 

En relación con los incentivos económicos ambientales, habrá que consi­
derar los efectos del proceso inflacionario -el cual puede erosionar el valor del 
incentivo-- y los aspectos institucionales (administración fiscal, administra­
ción del crédito bancario). 

Deberán estudiarse los efectos redistributivos, positivos o negativos, de la 
implantación de incentivos fiscales y financieros. 
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Deberán entablarse negociaciones entre las autoridades ambientales y las fi­
nancieras y fiscales, a fin de elucidar la importancia dinámica de los incentivos 
en función de ingresos fiscales futuros y de tasas de recuperación de los créditos, 
ya que existe entre las autoridades fiscales la noción de que todo incentivo repre­
senta una "pérdida'' en la recaudación de impuestos sin mayor beneficio social. 

El sistema de permisos comerciables deberá estudiarse en todos sus aspec­
tos, tanto teóricos como prácticos, en términos de la experiencia internacional 
que se haya tenido con ellos, su practicabilidad administrativa y su receptivi­
dad en las esferas empresariales, teniéndolos como instrumentos complemen­
tarios donde tengan verdadera aplicabilidad, y no aceptarlos por prejuicio dog­
mático acerca de la bondad de los "mecanismos de mercado". Constituyen un 
sistema bastante complicado que, aun pudiendo ser eficiente, requiere regla­
mentación y monitoreo (Barde, 1994; Panayotou, 1994). 

Es indispensable que los instrumentos económicos se adapten al contexto 
nacional y regional de México y no sean simple copia de lo que se recomiende 
en los países de mayor grado de industrialización, en organismos como la OCDE, 

y en los centros académicos de Estados Unidos o algunos otros países miembros 
de la OCDE. Es verdad que en los países en desarrollo se ha abusado de los subsi­
dios en general y de la idea de que los energéticos, el agua o las maderas deban 
liberarse de impuestos y cargas al consumidor p usuario, o que sus precios de­
ban ser subsidiados por razones distributivas u otras. Pero también es cierto que 
tarde o temprano esos recursos requieren inversiones crecientes para mantener 
su oferta, con costos ambientales a veces enormes, y aun peligros de agotamien­
to futuro. Deben ser vistos como bienes colectivos cuyo costo para la sociedad 
resulta en el fondo muy elevado, por más que se piense que sea útil subsidiar a 
algún sector de consumo. Uno de los subsidios más combatidos por los teóricos 
de la economía ambiental es también el que se otorga a la aplicación de plagui­
cidas y ciertos.abonos químicos en los países en desarrollo, ya que estimulan su 
consumo con graves daños a los suelos y a las fuentes hídricas afectadas directa­
mente por los escurrimientos. 

Convendrá un acercamiento muy cauteloso para discutir estas cuestiones 
con el sector empresarial y con el sector público. En el primer caso, porque pre­
valecen los prejuicios sobre el empleo de subsidios fiscales u otros, junto con 
ideas un tanto fijas y dogmáticas a favor de los beneficios de cualquier instru­
mento que opere por medio de los "mecanismos del mercado", que suelen con­
siderarse en abstracto solamente, sin que se cuente con ninguna investigación 
que corrobore o contrarie las eficiencias o ineficiencias del mercado. En el se­
gundo, porque el punto de vista que se ha podido percibir entre empresarios 
es el de oposición o indiferencia a los instrumentos económicos, con el argu-
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mento de que "distorsionan" el mercado pero sin tener base empírica, en rea­
lidad, para afirmarlo. 

En los contactos con personas de las organizaciones del sector privado se 
ha encontrado, cuando representan a empresas median~ y grandes, poca com­
prensión del hecho de que la mayoría de las empresas industriales y de servi­
cios en México son más bien pequeñas y aun microempresas, que operan con 
grandes desventajas de toda índole, carecen de adecuada cultura empresarial, 
tienen poco acceso a recursos técnicos y humanos de calidad y, por supuesto, 
casi ningún acceso al crédito bancario, por lo que su actitud social hacia la con­
taminación por desechos suele no ser positiva. El que México lleve ya cerca de 
15 años con tasas de interés activas reales de 25 a 35% parece no reconocerse 
como obstáculo institucional a la inversión que puedan emprender el peque­
ño empresario o el pequeño inversionista o ahorrador. En Estados Unidos, la 
tasa real para el prestatario ha vuelto a ser de 4 a 5% anual. 

No es comúnmente aceptado en México, entre los círculos del sector pri­
vado, el argumento general de que en los países caracterizados por la polariza­
ción empresarial, con una muy amplia base de empresarios pequeños poco 
conscientes de los problemas ambientales, los incentivos fiscales y financieros 
deberían ser elemento indispensable de una política ambiental para facilitar el 
cumplimiento de las normas reglamentarias sobre desechos industriales. Sin 
embargo, las empresas encuestadas por El Colegio de México, sobre todo las 
medianas y las pequeñas, opinan a favor de tales incentivos. Cabe notar que a 
la cabeza de la lista de preferencias en cuanto a la política ambiental, confor­
me a la encuesta llevada a cabo, está el financiamiento a tasas preferentes, an­
tes que la conveniencia de los créditos o las exenciones fiscales, pero debe te­
nerse en cuenta que la encuesta se efectuó en un periodo en que cualquier 
empresa pequeña afrontaba como problema principal su falta de liquidez y su 
escaso acceso al crédito, o la enorme carestía de éste. Puede influir también d 
hecho, observable también en otros países, de que la evasión fiscal es una prác­
tica "normal", por lo que sugerir a las empresas el uso de incentivos fiscales pu­
diera no parecerles atractivo, ya que ellas mismas se dan las "exenciones" que 
requieren, para cualquier fin, sin necesidad de ninguna reglamentación. 

La encuesta de El Colegio de México, objeto de esta publicación, con sus 
resultados, servirá para avanzar en el conocimiento de la conducta empresarial 
en relación con el ambiente, a fin de calibrar el uso de diferentes instrumentos, 
sean regulatorios o económicos. Sería recomendable que el grupo encargado de 
la investigación pusiera sus conocimientos y su experiencia a disposición de 
otros grupos de investigación en diferentes regiones de México donde se iden­
tifique la contaminación por desechos industriales como fenómeno peligroso. 
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El grupo de El Colegio podría entrenar y asesorar a grupos en otras institucio­
nes. Los estudios de caso han sido también una experiencia útil al respecto, que 
podría replicarse en abundancia. Podría además estudiarse con mayor detalle la 
incidencia de impuestos y otros gravámenes locales en la conducta empresarial 
ambiental, entre ellos los impuestos prediales y otros municipales o estatales, 
los derechos por descargas a los medios hídricos, etcétera. 

ADDENDUM 

Con posterioridad a la elaboración de este capítulo y del seminario internacio­
nal a que se ha hecho mención al inicio, se conoció, en marzo de 1996, el Pro­
grama de Medio Ambiente 1995-2000 presentado por la Semarnap (1996). 
En este informe, la política ambiental de México se enmarca en el concepto de 
desarrollo sustentable y, entre otras cosas, se llama la atención sobre la conve­
niencia de adoptar instrumentos económicos para impulsarla. 

El documento oficial difiere de los programas anteriores, tanto en algunos 
de sus conceptos como en su estructura. Por ejemplo, no enumera el diagnós­
tico del deterioro ambiental de México en la misma forma en que lo hicieron 
el programa nacional para el periodo 1990-1994 y los informes sobre la situa­
ción ambiental en 1991-1992 y 1993-1994, citados en este trabajo. Ofrece en 
cambio seis "líneas argumentativas [sic] para un diagnóstico comprensivo" (Se­
marnap, 1996, cap. III) que abarcan: J] el ambiente rural, incluida la biodiver­
sidad, los recursos naturales terrestres y el "manejo" del territorio; 2] el ámbi­
to costero y marino; 3] el desarrollo urbano; 4] la industria, como "aparato 
metabólico" [sic] de la sociedad; 5] el desarrollo regulatorio e institucional en 
materia de gestión ambiental, y 6] la dimensión internacional. 

Esta curiosa metodología se justifica en el programa diciendo que las áreas 
"comparten múltiples procesos e influencias" que dificultan marcar "categóri­
camente" [sic] líneas divisorias entre ellas, pero que conviene aceptarlas "en 
forma de ámbitos autocontenidos [sic] como un· recurso analítico útil para 
reinterpretar los procesos de deterioro del capital natural y de sus funciones 
ambientales ... ". 

La primera "línea argumentativa" presenta en efecto un diagnóstico ana­
lítico muy útil sobre ecosistemas, biodiversidad, deforestación, etc., incluso so­
bre el "sesgo proganadero", la "indefinición en la tenencia de la tierra y en los 
derechos de propiedad", el incremento y la dispersión de la población rural, las 
características de la economía agropecuaria y campesina, el deterioro ambien­
tal en el campo, el uso de plaguicidas, la erosión -aun cuando todo esto a ve-
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ces se presenta en desorden y sin demasiada precisión. Se mencionan también 
la política seguida en relación con áreas naturales protegidas y el tráfico ilegal 
de vida silvestre. Falta, sin embargo, un diagnóstico complementario de otro ti­
po: por ejemplo, cuáles son los plaguicidas contaminantes y qué daño hacen, 
en qué zonas críticas, etcétera. 

La segunda "línea'' de diagnóstico, relativa a recursos marinos y ecosiste­
mas costeros, describe y analiza el problema, enumera especies amenazadas y 
menciona brevemente el hecho de que las aguas están contaminadas. Se alude 
también a los problemas de la industria pesquera. 

La tercera "línea'', sobre desarrollo urbano, describe el proceso de urbani­
zación, el efecto de la industrialización y de la evolución de ciertas actividades 
como la petrolera, el incremento demográfico y las migraciones, la economía 
informal, la actividad turística y finalmente el deterioro de la calidad del aire 
en el valle de México (pero no el registrado en otras ciudades), con algunas es­
tadísticas del lmeca y de la participación de los vehículos de transporte auto­
motor en dicho deterioro. Se da un breve inventario de emisiones, en porcen­
tajes del total, en 1994. En 1993, casi 40% de los vehículos en circulación eran 
modelos anteriores a 1986 que, como se sabe, tienen que seguir usando gaso­
lina con plomo.5 Se describe también el problema de la contaminación del 
agua por descarga urbana, la falta de servicio de alcantarillado como problema 
nacional, el "reto" de la basura urbana, sin ninguna cifra nueva. 

La cuarta "línea'', referente a crecimiento industrial, es de considerable in­
terés, por cuanto se dan algunos datos nuevos. Se hace notar, por cierto, "que 
la presencia de empresas públicas entre las más contaminantes y de mayor ries­
go [ha sido] cada vez mayor" -alusión a Pemex y a la Comisión Federal de 
Electricidad. Se dan datos comparativos de intensidad energética tales como el 
coeficiente de la oferta total de energía primaria respecto al PIB a precios cons­
tantes. México se encontraba en 1993 entre los países con índices más altos 
(junto con Canadá y Estados Unidos) y de mayor incremento en el periodo 
1978-1993 (junto con Grecia y Nueva Zelandia). En los demás (Europa, Ja­
pón, Canadá, Estados Unidos), la intensidad energética disminuyó. Se da 
cuenta también de los sectores industriales de mayor volumen de contamina­
ción, de las descargas de aguas residuales industriales y de la generación espe­
cífica de residuos peligrosos. 

5 Por separado, se dio a conocer el Programa para mejorar la calidad del aire en el valle dt 
México 1995-2000, México, Departamento del Distrito Federal-gobierno del Estado de Méxi­
co-Secretaría de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca-Secretaría de Salud, marzo de 

1996, que contiene valiosa información. 
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Acerca de estos últimos se afirma que: "Es posible que la generación de los 
residuos peligrosos en México ascienda a un volumen agregado de entre tres y 
siete millones de toneladas anuales" (o sea, se da un margen de estimación am­
plísimo), sin incluir los residuos mineros llamados "jales", de entre 300 mil y 
500 mil toneladas diarias [sic]. Se destaca, como en el caso de la basura munici­
pal, que las capacidades para el manejo, la vigilancia y el control de los residuos 
son muy reducidas. ''.Algunas estimaciones -se afirma, con cierta impreci­
sión- permiten concluir que tal vez sólo alrededor de 10% del total de residuos 
peligrosos generados en México recibe un manejo adecuado mediante los siste­
mas y de la infraestructura instalada." En esta sección se encuentran muchas ex­
plicaciones teóricas y generales, pero pocas cifras. 

La quinta "'línea de diagnóstico" se refiere al régimen regulatorio y contie­
ne datos descriptivos. La sexta "línea'' -que difícilmente puede interpretarse 
como una "línea de diagnóstico" en los mismos términos que las anteriores­
trata sobre el "contexto internacional", con mención de los convenios interna­
cionales, la Conferencia de Río de Janeiro de 1992, el TLC, la OCDE y otros 
compromisos; se añade una enumeración de los compromisos. No son "líneas 
argumentativas" sino elementos informativos e institucionales.6 

Queda la impresión de que el programa que se plantea México, para sí 
mismo y en relación con los compromisos internacionales, al menos como 
puede deducirse del Programa de Medio Ambiente 1995-2000, es bastante ge­
neral y no parece tener asideros concretos; tampoco da la idea de que exista ver­
daderamente un programa interrelacionado de carácter nacional que busque al­
canzar metas específicas, por más que se enumeren en su capítulo VI una serie 
de proyectos y acciones. 

Por otro lado, entre los elementos de una política ambiental integrada, en 
el Programa 1995-2000 se citan, en un lenguaje poco asequible para quien no 
sea economista, los instrumentos económicos (Semarnap, 1996, cap. V, acápi­
te 11) como complementarios de las normas y su aplicación administrativa. Se 
enumeran varios instrumentos derivados de la bibliografía ya comentada, pero 
se omiten precisamente los incentivos fiscales y financieros, que, según la encues­
ta de El Colegio de México, son los que más interesan a las empresas medianas 
y pequeñas. En cambio, se mencionan impuestos y derechos ambientales; por 
ejemplo, elevar el precio de los combustibles, aumentar los derechos por el uso 
del agua y por descargas en superficies ácueas. Se incluyen los "mercados de de­
rechos transferibles" (los llamados permisos comerciables, tradeable permits), de 
aplicación todavía muy limitada en Estados Unidos; y aparecen otros instru-

6 La información anterior se resume del capítulo III de Semarnap (1996). 
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memos como los "sistemas de depósito-rembolso" (devolución del depósito he­
cho sobre envases retornables), "sobreprecios para generar fondos en fideicomi­
so", etc. Se reconoce que "ningún instrumento económico es útil en todo tiem­
po, proceso y lugar" (Semarnap, 1996, cap. V, p. 84). 

La idea de los instrumentos económicos vuelve a aparecer en el capítulo 
VI, sobre "Estrategias, proyectos y acciones prioritarias", y se introduce la au­
torregulación (Semarnap, 1996, cap. VI, pp. 115-119),7 donde se repiten al­
gunos de los argumentos generales a su favor, con acento en la conveniencia de 
reducir las cargas fiscales, fijar precios a los combustibles que "tiendan a inter­
nalizar los costos ambientales" y eliminar subsidios al gas LP; y aun se llega a 
afirmar que "los estímulos fiscales, tales como la depreciación acelerada a inver­
siones ambientales, requieren ser revisados [¿modificados?], ya que en la actua­
lidad son prácticamente inoperantes" y a recomendar que "muchos de los ins­
trumentos tradicionales de política fiscal pueden convertirse paulatinamente 
en instrumentos de política ambiental ... ". 

Se expone también la ventaja de establecer mecanismos de autorregula­
ción, que dejarían al criterio del sector empresarial (probablemente el que re­
presenta a las empresas grandes, que tienen mayor capacidad de gestión) la for­
ma de aplicar los instrumentos económicos. No obstante, lo que más se 
necesita es atender con eficacia administrativa los problemas de las empresas 
medianas, pequeñas y micro, como lo demuestra la encuesta llevada a cabo por 
El Colegio de México y lo confirma además la experiencia de los países del su­
deste de Asia. 

Estos temas requieren bastante más discusión aún. La reforma a la ley 
aprobada en diciembre de 1996 incorpora bases jurídicas más adecuadas para 
una política ambiental integral, e incluye entre otras cosas disposiciones sobre 
instrumentos económicos. 

Es de interés señalar también que ha habido contactos entre la Secretaría 
de Medio Ambiente y otras dependencias federales a fin de coordinar algunos 
aspectos de la política ambiental, incluso con .la SHCP, la cual, al parecer, ha 
aplicado en 1995.., 1996, en forma distinta que antes, las disposiciones sobre de­
preciación acelerada. Nafin ha estado evaluando además su programa de ,cré­
dito preferente para necesidades ambientales por parte de las empresas, con vis­
tas a mejorarlo. 

No se tiene, sin embargo, suficiente información ni una noción clara de 

7 !bid., pp. 115-119, acápites sobre "Instrumentos económicos" y sobre "Autorregulación"; 

también pp. 125-132 y otras. Se propone además la creación de una Comisión Nacional de In­

versiones Ambientales, p. 131. 
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los objetivos concretos que se pudieran seguir en materia de instrumentos eco­
nómicos para la política ambiental. La propia Semarnap sigue estudiando la 
idea de un "impuesto ecológico" aplicado al consumo de combustibles, y se 
han hecho estudios y tomado algunas disposiciones provisionales sobre "bur­
bujas" industriales en que pueda aplicarse alguna modalidad de permisos co­
merciables. Se ha manifestado también un interés y una posible tendencia ha­
cia la "autorregulación" ambiental en algunas ramas de la industria. 

Se puede concluir que el Programa de Medio Ambiente 1995-2000 no se­
ñala objetivos precisos ni conduce a una definición clara de la política ambien­
tal de México ni de su alcance. Sin embargo, se ha considerado la importancia 
del uso de los instrumentos económicos, sea como complemento de la regula­
ción administrativa (Nyc) o combinados con las disposiciones reglamentarias. 
Falta no obstante un planteamiento integral del uso de los instrumentos finan­
cieros y fiscales, y de precios "ecológicos", en relación con la necesidad de im­
pulsar inversiones ambientales por parte del sector privado. 

La Ley General del Equilibrio Ecológico y la Proteccion Ambiental de 
1996, que remplazó a la anterior de 1988, incluyó en su título primero, capí­
tulo N, sección 111, tres artículos sobre "instrumentos económicos" (los 21, 22 
y 22 bis), cuya redacción no es estrictamente satisfactoria y que, en su aplica­
ción, tendrá que superar obstáculos de diversa índole, sobre todo de parte de 
las autoridades financieras. 
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EL DESARROLLO SUSTENTABLE 
Y LOS DESECHOS INDUSTRIALES: 

ELEMENTOS PARA UNA POLÍTICA AMBIENTAL* 

l. EL DESARROLLO INDUSTRIAL Y SUS EFECTOS AMBIENTALES 

Nuestro planeta está envuelto en una gran nube de deterioro ecológico. Los 
equilibrios de que estuvo dotado originalmente han sido afectados y en mu­
chos casos quebrantados por la acción humana. Mientras los procesos de pro­
ducción fueron primitivos y las aspiraciones de consumo fueron modestas, la 
naturaleza pudo absorber las principales agresiones al medio ambiente. A par­
tir de la revolución industrial de fines del siglo XVIII, y con más razón a todo lo 
largo de los siglos XIX y XX, cada vez con mayor intensidad, la producción de 
bienes y servicios se ha hecho en gran parte a expensas de la base de recursos 
naturales, sin adecuada reposición o economía; se suponía que los recursos 
eran inagotables y baratos. Las voces de los conservacionistas raramente fueron 
escuchadas. El progreso industrial, la urbanización, la tecnificación de la pro­
ducción agropecuaria y forestal siguieron su marcha. Los energéticos de origen 
fósil, las viejas grandes reservas de carbón y los nuevos descubrimientos de pe­
tróleo impulsaron estas actividades económicas y junto con inventos y adelan­
tos en los procesos industriales elevaron la productividad e hicieron posible, 
con el complemento de otros factores, la elevación de los niveles de vida. Se 
creó un encadenamiento de demanda de bienes de consumo final, bienes in­
termedios y bienes de capital que se hiw intensamente dependiente de la ex­
tracción y utilización de carbón y petróleo, este último en mucha mayor pro­
porción por su empleo en el transporte. La utilización de estos energéticos es 
la característica de los procesos de la economía mundial de hoy. Este estado de 
dependencia tecnológica seguirá por muchos decenios todavía. 

Los daños ambientales de origen industrial han sido descritos profusamen­
te, especialmente los ocurridos en los países que primero tuvieron acceso a las 
nuevas tecnologías del hierro y el acero. Más adelante, las sustancias químicas 
se añadirían a las causas del deterioro ambiental. El crecimiento de las ciudades 

* Universidad Tecnológica de Nezahualcóyod, Ciudad Nezahualcóyod, Estado de México, 

5 de septiembre de 1995. 
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plantearía problemas cada vez más agudos de disposición de desechos munici­
pales, y la combinación de la expansión de la industria y de los centros urbanos 
agravaría las consecuencias para el ambiente. El vehículo automotor, los buques 
mercantes, la aviación, a base de combustibles líquidos, cuyo uso generalizado 
se empezó a extender hace apenas 70 años, se introdujeron en el encadenamien­
to económico y de comodidades de consumo para contribuir con el tiempo al 
envenenamiento de la atmósfera, con resultados negativos cada vez más percep­
tibles. El carbón mineral ya había creado contaminación por medio de las chi­
meneas industriales y las caseras hasta mediados del presente siglo; a ello se aña­
dió en forma acelerada el consumo de petróleo y sus derivados a escala global. 

Sin embargo, fuera de instancias particulares en diversos países de alto gra­
do de industrialización e ingreso por habitante, no se reconoció sino en los 
años sesenta del presente siglo que se estaba gestando un proceso de deterioro 
tal vez irreversible. Voces aisladas lo anunciaban, pero los auges económico­
industriales, en que ya participaban las economías de los países en vías de de­
sarrollo, daban por supuesto que los problemas no eran muy graves o que la 
tecnología encontraría los remedios necesarios para proteger el ambiente. 

Hoy sabemos, treinta años después, que el deterioro ambiental se ha agu­
dizado. Más aún, es poco lo que se ha logrado para contrarrestarlo o reducir­
lo, no obstante el reconocimiento de su gravedad. Las amenazas al clima glo­
bal se han percibido en gran medida por el empeño de pequeños grupas de 
científicos y la creación de foros internacionales en que han intervenido no so­
lamente los gobiernos sino la sociedad civil. En 1972, la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano, efectuada en Estocol­
mo, recogió las principales inquietudes y llamó la atención de los países par­
ticipantes -entre los que no estaban, por cierto, todos los de mayor impor­
tancia- sobre la necesidad de emprender acciones lo mismo internacionales 
que nacionales para proteger el ambiente. Se hizo gran número de recomen­
daciones sobre la reducción de las emisiones de gases contaminantes a la at­
mósfera y el control y también reducción de residuos industriales peligrosos y 
tóxicos lanzados a los cauces de los ríos, a las bahías y los mares. Se advirtió so­
bre la impregnación de suelos y de mantos freáticos. Se puso en evidencia la 
rápida erosión de los suelos y asimismo la irracional destrucción de la vegeta­
ción, en especial de los bosques tropicales. Se llamó fuertemente la atención 
sobre la pérdida de biodiversidad. Se instó a las naciones a fortalecer la coope­
ración internacional para establecer políticas pro ambientales y se creó un or­
ganismo, el PNUMA o Programa de las Naciones Unidas para el Medio Am­
biente, destinado a impulsar estudios y programas ambientales pero dotado de 
recursos bastante limitados. 
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Transcurrieron más de 10 años sin que se registraran avances notables o 
suficientes. Los países industriales con mayores recursos instauraron programas 
de reducción o control de la contaminación, inclusive para economizar ener­
géticos en el transporte automotor; hubo cada vez mayor conciencia proam­
biental y se formularon políticas y programas para responder a las necesidades 
previsibles. Mas no fue suficiente, sobre todo en los países de menor nivel de 
industrialización, donde por diversos motivos de orden económico y político, 
lo mismo en América Latina que en Asia o en África, se adelantaba la idea de 
que los gastos de protección ambiental impedirían acelerar el desarrollo. 

En 1984, como resultado de la mayor conciencia creada en muchos países, 
sobre todo en los de alto nivel de industrialización, acerca del deterioro ambien­
tal y sus repercusiones globales, climáticas y de otro orden, la Asamblea Gene­
ral de Naciones Unidas estableció la Comisión Mundial del Medio Ambiente y 
del Desarrollo, presidida por la primera ministra de Noruega. La Comisión 
abordó el tema desarrollo/medio ambiente con gran amplitud, incluso en sus 
aspectos demográficos y sociales, y llegó a la conclusión de que ambos procesos, 
considerados indisolubles, se podían armonizar en un concepto conjunto, el de 
"desarrollo sustentable". El Informe Brundtland, que llevó el apellido de la ci­
tada primera ministra, dado a conocer en 1987, adopta la siguiente definición: 

Es desarrollo sustentable aquel que se lleve a cabo "sin comprometer la capacidad 

de las generaciones futuras para satisfacer sus propias necesidades". Y agrega: "No 

se puede asegurar la sostenibilidad física si las políticas de desarrollo no prestan 

atención a consideraciones tales como cambios en el acceso a los recursos y en la 

distribución de los costos y beneficios"; está implícita asimismo "la preocupación 

por la igualdad social entre las generaciones, preocupación que debe lógicamente 

extenderse a la igualdad dentro de cada generación". Todavía más, se asevera que 

"los objetivos del desarrollo económico y social se deben definir desde el punto de vis­

ta de sostenibilidad en todos los países, ya sean desarrollados o en desarrollo, de 

economía de mercado o de planificación centralizada''. 1 

Sin embargo, el propio Informe Brundtland admite que "las interpretaciones 

pueden variar, pero deben compartir ciertas características generales y resultar de 

un consenso básico de desarrollo [sustentable) y sobre un marco estratégico am­

plio para lograrlo". 2 

1 Informe de la Comisión Brunddand, Nuestro faturo común, Madrid, Alianza Editorial, 

1987, p. 67. 
2 !bid., p. 67. 
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De lo anterior puede interpretarse que, en esencia, el desarrollo sustenta­
ble debe ser una política a largo plazo que, tanto en relación con la economía 
como el medio ambiente y la sociedad en general, de manera simultánea e in­
teractiva, habrá de atender las necesidades de las generaciones futuras en fun­
ción de los recursos disponibles y sin desmedro de éstos. Deberá en consecuen­
cia encaminar la actividad socioeconómica a la protección ecológica y de la 
salud humana mediante la reducción de las emisiones contaminantes a niveles 
y volúmenes que no pongan en peligro ni a la especie humana ni a la natura­
leza misma. El desarrollo sustentable deberá ser adoptado como un objetivo 
tanto global como regional y nacional, y deberá descansar en principios distri­
butivos, es decir, de equidad. 

La idea del desarrollo sustentable, si no el término preciso, había surgi­
do durante los años sesenta y setenta en los círculos académicos.3 Mas tuvo 
poca repercusión, siendo mucho mayor la influencia ya establecida antes por 
los ecólogos, los biólogos y las organizaciones no gubernamentales que in­
fluían en la opinión pública. No obstante, las Naciones Unidas, yendo más 
allá de lo que ya ponían en práctica muchos gobiernos, encontró la manera 
de llevar a la atención mundial la conveniencia de llegar a acuerdos y progra­
mas recomendados por el Informe Brundtland, que a su vez recogieron opi­
nión de todos los continentes. Al convocarse la Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo, en Río de Janeiro, en junio de 
1992, se consagro la noción del desarrollo sustentable, con todo y sus impre­
c1s1ones. 

La Declaración de Río de Janeiro sobre Medio Ambiente y Desarrollo 
enumera 27 principios que deben guiar "la conducta económica y ambien­
tal de individuos y de naciones en la búsqueda de la sustentabilidad global". 
Afirma a continuación que "los seres humanos ... tienen derecho a una vida 
sana y productiva en armonía con la naturaleza" (Principio 1°); que "la pro­
tección ambiental constituirá una parte integrante del proceso de desarrollo 
y no podrá ser considerada en forma aislada" (Principio 4°); que "la erradi­
cación de la pobreza es un requisito indispensable para el desarrollo susten­
table" (Principio 5°); que los países signatarios se comprometen a "hacer 
frente de manera equitativa a las necesidades de desarrollo y ambientales de 
las generaciones presentes y futuras" (Principio 3°) y a "reducir patrones ne 

3 Véase, por ejemplo, del presente autor, el capítulo 2, "Economía y medio ambiente", er 

la obra de Alberto Glender y Víctor Lichtinger (comps.), La diplomada ambiental: México y/¡. 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo, México, Secretaría de Re­
laciones Exteriores y Fondo de Cultura Económica, 1994, pp. 47-69, en especial las pp. 54-58. 
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sustentables de producción y consumo, y promover políticas demográficas 
adecuadas". 4 

El problema consiste, claro está, en cómo traducir el concepto de desarro­
llo sustentable a los contextos nacionales, previendo la forma en que deba o 
pueda transformarse el patrón actual de desarrollo, que en la mayoría de los 
países podría definirse como de "deterioro sostenido". Esa transformación re­
quiere la determinación de plaws y programas para lograr a la postre la condi­
ción que puede representarse como desarrollo sustentable. Ello entraña costos 
y beneficios, y obliga a vincular la política de sustentabilidad con todos los as­
pectos presentes y previsibles de la evolución económica y social. 

A este respecto, cabe insistir en un aspecto fundamental, que consiste en 
reconocer que no podrá haber desarrollo sustentable si no se reduce radical­
mente el uso de los energéticos, aumentando su eficiencia pero también cam­
biando las tecnologías, inclusive para depender menos de las fuentes más con­
taminantes, como el carbón y el petróleo. Lo que se plantea es pasar lo más 
pronto posible a procesos y políticas de desarrollo que descansen en una inten­
sa economía de recursos energéticos y que permita a la vez hacer mayor uso de 
energías alternativas a los hidrocarburos, que, por añadidura, no contaminen 
ni degraden el medio ambiente y se basen en recursos renovables. 

Aunado este planteamiento central a las otras consideraciones citadas en el 
Informe Brundtland, se desprende que lo que se propone es una transforma­
ción inédita en la historia de la humanidad: la producción agropecuaria e in­
dustrial futuras, el transporte y otros servicios, la calefacción y el acondiciona­
miento de aire, no podrán seguir dependiendo del petróleo y el carbón. Como 
este objetivo y a la vez condición no podrán conseguirse por decreto, d proce~ 
so de transformación necesitará llevarse a cabo en el marco de una revolución 
global, tema que trasciende el alcance de estas notas. 

II. LA POLÍTICA AMBIENTAL DE MÉXICO 

Aunque México no ha definido aún sus políticas ambientales en el contexto del 
desarrollo sustentable, ha aceptado sin embargo las recomendaciones de la 
Conferencia de Río de Janeiro de 1992. Es más, en el preámbulo del Tratado 
de Libre Comercio de América del Norte (ne o TLCAN) y en el del acuerdo pa­
ralelo denominado de Cooperación Ambiental de América del Norte se afirma 

4 Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, Conferencia de las Nacio­

nes Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo, junio de 1992. 
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el compromiso de promover el desarrollo sustentable y de alcanzarlo teniendo 
por uno de sus elementos esenciales la conservación, el mejoramiento y la pro­
tección del medio ambiente. 5 

Es un objetivo, un ideal, loable, pero debe reconocerse que se está suma­
mente lejos del mismo y aun de haber promovido programas y políticas inte­
grales que lo hagan alcanzable -no sólo en México sino también en Estados 
Unidos y Canadá, así como en cualquier otra nación. Como tantos otros paí­
ses, México no ha pasado de promover sino políticas y programas de protec­
ción ambiental, sin encuadrarlos en el contexto del desarrollo sustentable. 

A raíz de la Conferencia de Estocolmo de 1972, México adoptó una legis­
lación ambiental y asumió una política de establecer un régimen de normati­
vidad que deberían cumplir, principalmente, los establecimientos industriales. 
Dieciséis afios después, con base en reformas constitucionales, se aprobó la Ley 
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente en Materia de 
Residuos Peligrosos, publicada en el Diario Oficial el 28 de enero de 1988 y 
que entró en vigor casi de inmediato; posteriormente se publicaron varios re­
glamentos relativos a su aplicación. Dicha ley rige la política hoy vigente. Ade­
más de abarcar aspectos más amplios del ambiente, especialmente el deterioro 
y la protección de los recursos naturales y la problemática ambiental derivada 
de los desechos municipales, se establecieron las instancias administrativas para 
hacer cumplir la ley y sus reglamentos y normas. 6 Se siguió en esencia la polí­
tica de normas y castigos imperante en los países industrializados, sobre todo 
en los asociados a la OCDE y a la Unión Europea. 

La experiencia mexicana del periodo 1989-1994 ha permitido avanzar en 
la aplicación de las normas a los desechos industriales, en el establecimiento de 
requisitos ambientales que deben cumplirse para la iniciación de nuevas acti­
vidades industriales y otras, y en el disefio de sistemas de protección ambien­
tal de determinados recursos naturales en diferentes zonas del país. Se ha im­
plantado asimismo un programa de control de la contaminación atmosférica 
en la Ciudad de México; se han iniciado programas ambientales en la zona de 
la frontera norte, en algunos casos en cooperación con autoridades de Estados 
Unidos; se han promovido algunos programas de difusión y concientización 
ciudadana, con algunos aspectos educativos; existen programas de capacita-

5 Véanse Tratado de Libre Comercio de América del Norte: texto oficial y Acuerdo de Coopera­
ción Ambiental de América del Norte entre el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, el Gobier­
no de Canadá y el Gobierno de los Estados Unidos de América, 1993, Secofi, México, ed. de diciem­

bre de 1993, pp. 4 y 1099, respectivamente. 
6 Véase María del Carmen Carmona Lara, Derecho ecológico, México, Instituto de Investi­

gaciones J!Jrídicas, UNAM, 1991, especialmente el cap. III. 
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ción, y se lleva a cabo investigación tanto básica como aplicada en temas am­
bientales.7 

Sin embargo, es inevitable la conclusión de que todo lo que se ha hecho 
ha sido insuficiente. El deterioro ambiental en México no sólo no se ha con­
tenido sino que, como resultado de una ya larga acumulación de emisiones 
gaseosas y de desechos líquidos y sólidos, cuyos volúmenes se siguen multi­
plicando, ha aumentado de manera alarmante. Este proceso ya se reconocía 
en el Programa Nacional de Protección Ambiental 1990-1994, a cargo de la 
entonces Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología. 8 En este documento se 
declaró que todos los ecosistemas de México se encontraban amenazados por 
el desarrollo agropecuario, industrial y urbano, a lo que se añadía el efecto 
del crecimiento demográfico rápido. Se determinó que las áreas principales 
de contaminación ambiental eran entonces las grandes ciudades, los puertos 
industriales, las cuencas hídricas y algunos ecosistemas especificados. El Pro­
grama decía muy poco acerca de las superficies agrícolas. Se iniciaron nume­
rosos programas y proyectos ambientales con base en asignaciones presupues­
tarias limitadas; posteriormente se complementaron con recursos obtenidos 
del Banco Mundial y otras fuentes externas. Éstos se destinaron en especial a 
mejorar la calidad ambiental de los recursos energéticos en la zona metropo­
litana de la Ciudad de México, en relación con medidas destinadas a contro­
lar el incremento de las emisiones de carbono y otras causantes de, o contri­
buyentes ª"la formación de altas concentraciones atmosféricas de ozono en 
ciertas horas del día. 

A pesar de los programas iniciados o puestos en marcha, el más reciente 
informe bienal sobre la situación ambiental, publicado en 1994, contiene in­
formación verdaderamente preocupante.9 En dicho informe oficial se enume­
ran 25 áreas críticas, que incluyen zonas agrícolas (cap. 3). A esa lista habría 
que añadir toda la subregión de la frontera norte. Se señalan también 15 áreas 
caracterizadas como de riesgo para la salud humana, incluida la Ciudad de Mé­
xico y su zona metropolitana, y cinco áreas de alto riesgo personal para la po­
blación local debido a la presencia de sustancias cancerígenas (cap. 3). Además, 
la calidad del agua urbana en general ha descendido, la deforestación continúa 

7 Véase, sobre algunos de estos últimos aspectos, el informe La eco/ogta, las ciencias ambien­
tales y la situación ambienta/ en México, del Consejo Consultivo de Ciencias de la Presidencia de 

la República, México, 1994. 
8 Sedue, Programa Nacional para la Protección del Medio Ambiente 1990-1994, México, 

1990. 
9 Sedesol, Instituto de Ecología, México: informe de la situación general en materia de equi­

librio ecológico y protección del ambiente 1993-1924, México, 1994. 
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ocurriendo a una tasa anual superior a 1 %, y la intensidad energética en la pro­
ducción ha aumentado en lugar de haber descendido. Se estima que la inten­
sidad contaminante de la industria de transformación se multiplicó 20 veces 
entre 1950 y 1989, sin indicios de que se haya atenuado (cap. 11). 

Debe reconocerse que han estado en ejecución programas de construcción 
de confinamientos sanitarios de desechos y de tratamiento de aguas y recicla­
je, etc., incluidos proyectos especiales para los desechos tóxicos. En la zona 
fronteriza del norte existe un régimen especial aplicable a las maquiladoras. Sin 
embargo, queda mucho por hacer; por ejemplo, la elaboración de un inventa­
rio actualizado de los desechos peligrosos. No se ha logrado impedir que una 
proporción muy considerable de los desechos industriales peligrosos vaya a dar 
a los sistemas de drenaje, a los ríos y los arroyos y otras superficies acuáticas, a 
las lagunas y esteros, a las bahías, o a tiraderos de donde se filtran al subsuelo 
y a los mantos freáticos. 

La política ambiental en México ha empezado a experimentar un perio­
do de transición, aunque en la actualidad se vive una etapa en que los recur­
sos financieros reales han disminuido. El informe bienal citado reconoce que 
se ha carecido de una política pública ambiental debidamente integrada y re­
comienda que se incorporen políticas ecológicas en los programas sectoriales 
de desarrollo. 

El diagnóstico completo de la problemática ambiental de México, sobre 
todo en un posible contexto de desarrollo sustentable, no se ha hecho todavía. 
Entre los varios campos en que se ha aumentado el conocimiento figuran las 
áreas naturales protegidas y aquéllas, no debidamente protegidas, en que el de­
terioro forestal y de suelos, así como el de la condición de las cuencas hídricas, 
y las lagunas y los esteros es evidente. En cambio, el problema de los desechos 
industriales y municipales se ha agravado, y falta mucha información sistemá­
tica sobre sus características plenas. No se desea subestimar lo ya logrado, pero 
la tarea por delante es inmensa. 

El informe bienal citado explora también la posibilidad de que se utilicen 
instrumentos económicos como complemento de las medidas regulatorias, aun­
que no señala cuáles serían los idóneos. A la fecha no se ha anunciado aún un 
Programa Nacional de Protección Ambiental para el periodo 1995-2000, aun­
que se tiene entendido que, entre diversas reformas previsibles, estaría la adop­
ción de instrumentos económicos que no han estado previstos en la legislación 
vigente. Indudablemente, se requerirán más recursos para la implantación de un 
programa integral, lo cual la situación financiera actual no asegura por ahora. 

No se trataría solamente de allegar más recursos financieros y técnicos a las 
autoridades federales y estatales encargadas de llevar adelante un programa 
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efectivo de protección ambiental. Se requiere, además, establecer una estrate­
gia a largo plazo en que se involucre en forma clara y decidida al sector empre­
sarial industrial, tanto público como privado. Deberá participar también la 
gran multitud de actores de la vida agropecuaria, de distribución y abasto, y 
comercial, y la sociedad civil, empezando con los hogares que generan desechos 
a su derredor y descansan en los limitados servicios municipales de recolección 
y disposición. 

En otros términos, una política ambiental que se apoye solamente en esta­
blecer normas y tratar de hacerlas cumplir no podrá llegar muy lejos en sus ob­
jetivos, mientras los actores del deteriorio ambiental -establecimientos indus­
triales y de servicios, explotaciones agrícolas y pecuarias, empresas extractoras, 
distribuidoras y vendedoras de productos minerales e hidrocarburos, el comer­
cio en general y las unidades de vivienda- no adopten como prioritario el 
emprender acciones definidas tendientes a reducir sus emisiones peligrosas y tó­
xicas, reconvertirlas en otros elementos útiles que no sean contaminantes, y en­
caminarlas en su caso a centros de acopio y tratamiento en lugar de lanzarlas a 
los sistemas de drenaje o a tiraderos y superficies acuáticas sin control. Más aún, 
estando dentro de las normas, los actores debieran ponerse como objetivo no 
solamente un mínimo de cumplimiento de las mismas sino hacer las inversio­
nes tecnológicas o administrativas necesarias para cumplir plenamente y aun 
con exceso con lo demandado por las autoridades. 

Lo anterior no será tarea fácil y requerirá que la política de fijación de nor­
mas ambientales y su cumplimiento vaya acompañada de programas y medi­
das en los campos de la educación, la capacitación a distintos niveles, la infor­
mación técnica necesaria y oportuna, y, en general, la concientización en todas 
las esferas de la sociedad. Debería ser una prioridad nacional y reconocerse que 
la política ambiental tendría que manejarse como sistema, ya que la actividad 
económica y la vida urbana son partes de un sistema interconectado. Los pro­
gramas o las medidas aisladas no alcanzarán resultados suficientes o adecuados; 
no es un asunto secuencial, como el de que primero hay que educar a los ni­
ños a amar el medio ambiente para después, algún día, convencer a las empre­
sas industriales o a los presidentes municipales, sino uno que deberá caracteri­
zarse por acciones interrelacionadas en todos los niveles. Es un objetivo que, 
encuadrado en la meta del desarrollo sustentable, sólo podrá conseguirse me­
diante una movilización de la sociedad que vaya vinculada a la vez con los pro­
cesos de desarrollo agropecuario e industrial, de urbanización, de impulso a la 
ciencia y la tecnología, y de transformación de los medios administrativos que 
sean particularmente eficaces para unir la protección ambiental con la activi­
dad económica y social. 
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III. EL COMPORTAMIENTO AMBIENTAL DE LAS EMPRESAS 

EN LA ZONA METROPOLITANA DE LA CIUDAD DE MÉXICO 

Aun cuando las autoridades ambientales disponen de información por ramas in­
dustriales acerca de la emisión de desechos industriales por empresas manufactu­
reras en el Distrito Federal y el Estado de México, no se había hecho, hasta muy 
recientemente, una encuesta a nivel de establecimiento que intentara conocer 
con mayor profundidad el comportamiento ambiental, desde el tratamiento o no 
del agua, pasando por el consumo de energía, hasta la emisión y disposición de 
desechos, entre ellos los peligrosos y los tóxicos, y la actitud hacia el sistema de 
normas y hacia posibles instrumentos económicos. 

En 1993, un grupo de estudio en El Colegio de México diseñó una en­
cuesta para conocer dicho comportamiento ambiental, principalmente con ob­
jeto de observar los factores que determinan el que una empresa pueda o no 
contribuir al mejoramiento ambiental en cuanto a sus desechos, y pueda cum­
plir con las normas que establecen las autoridades ambientales. 10 Se hizo la en­
cuesta entre 116 establecimientos, de los cuales 90 correspondieron a manufac­
turas y 26 a servicios. Entre las empresas industriales se escogieron, tanto en el 
Distrito Federal como en los municipios conurbados del Estado de México, 
empresas grandes, medianas y pequeñas en las siguientes ramas, que son las 
que mayor volumen e intensidad de contaminación manifiestan: productos 
químicos, celulosa y papel, bebidas alcohólicas y no alcohólicas, curtiembre, 
imprenta, pinturas y barnices, metalurgia y productos metálicos, productos 
farmacéuticos y artículos electrónicos. Entre los servicios, que nunca habían 
sido encuestados, se escogieron hospitales, laboratorios médicos y hoteles. Debe 
aclararse que no fue una encuesta por riguroso muestreo estadístico, sino una 
selección de empresas, incluidas transnacionales, de capital mixto y de capital 
nacional; la encuesta admitió sustituciones en los casos en que la empresa o la 
planta se rehusó a recibir al encuestador. Se empleó un cuidadoso cuestionario 
y en muchos casos la información se verificó con posterioridad. Se hicieron 
también 1 O estudios de caso con objeto de profundizar con base en entrevistas 
más prolongadas, con acceso a mayor información, en Tijuana, Guadalajara, 

10 El proyecto fue dirigido por el maestro Alfonso Mercado García, del Centro de Estudios 

Económicos de El Colegio de México, con la colaboración de la maestra Lilia Domínguez, del 

Posgrado del CCH de la UNAM, actuando como asesor el profesor Víctor L. Urquidi, del propio Co­

legio de México. Se obtuvo apoyo financiero de Conacyt y del IDRC de Canadá (Centro de Inves­

tigaciones sobre el Desarrollo Internacional). La encuesta se preparó y llevó a cabo durante 
1994-1995; se encuentra en la actualidad en las etapas finales de revisión de resultados y elabo­
ración de informes. 



EL DESARROLLO SUSTENTABLE Y LOS DESECHOS INDUSTRIALES 387 

Monterrey, Querétaro, Naucalpan, Cuernavaca y Tlaxcala, y se contó con va­
rios estudios sectoriales previos. Los estudios.de caso tuvieron por objeto po­
der hacer comparaciones interregionales en cuanto a posibles diferencias en la 
conducta empresarial con relación al ambiente. 

Los análisis preliminares de la encuesta indican que una proporción im­
portante de las empresas encuestadas no tiene noción precisa de las reglamen­
taciones y normas aplicables; ni han implantado programas de tratamiento y 
reciclaje de agua y residuos, ni monitorean sus consumos de combustibles y 
electricidad con vistas a hacer economías y desde el punto de vista ambiental. 
Salvo excepciones, sobre todo entre las mayores, las empresas encuestadas tie­
nen poca conciencia ambiental y no prevén adoptar procesos alternativos 
"limpios" o menos contaminantes ni incorporar nuevas tecnologías (muchos 
son establecimientos con 20 o más años de operación). Tampoco tienen con­
ciencia de las consecuencias competitivas de no ocuparse de sus impactos am­
bientales, a los que asignan prioridad muy baja. Más de la mitad desconocían 
el tipo de sanción y, en su caso, las multas en que se incurre por efectuar emi­
siones de desechos peligrosos por encima de la norma; otras desconocían el 
destino último de los tambos y otros contenedores de sus desechos. Los resi­
duos líquidos se echan en buena parte al drenaje; los sólidos se mandan a la ba­
sura municipal o son recogidos por servicios privados, o mandados a tiraderos 
no controlados. El contacto con las autoridades ambientales se reportó como 
muy limitado. 

Lo anterior, sujeto todavía a más análisis y a las necesarias discusiones con 
expertos, indica que el sistema de normas y controles practicado conforme a la 
legislación ambiental vigente de México dista mucho de inducir conductas 
empresariales suficientemente favorables a la protección ambiental en la wna 
metropolitana, sobre todo entre las empresas menos preparadas para ello, o sea 
las medianas, pequeñas y micros. Independientemente de la validez de las nor­
mas y de los esfuerzos administrativos para hacerlas cumplir, se evidencia que 
aun en los casos en que se cumple el resultado desde el punto de vista ambien­
tal, puede no ser satisfactorio. 

En las discusiones internacionales recientes se insiste cada vez más en que 
un cumplimiento poco intenso o apenas suficiente de las normas ambientales 
no debe ser la meta de la política ambiental, sino que deberá procurarse que se 
cumplan al máximo y aun llegar a "emisiones cero". Para ello se necesitarían 
cambios tecnológicos y de procesos productivos, que abarquen no sólo susti­
tuciones de materiales e insumos de por sí contaminantes, sino un objetivo de­
liberado de actuar en las etapas primeras del proceso productivo, aprovechan­
do reciclajes y residuos para otros fines productivos de la propia empresa o de 
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otras, y no limitarse a poner un filtro en la etapa final. Falta en México sufi­
ciente apreciación de estos aspectos y sigue viéndose el cumplimiento de las 
normas como un costo adicional. 

Las discusiones internacionales sobre incentivos económicos para la con­
ducta ambiental han partido de experiencias de varios países europeos y de 
otros. En general se habla de "instrumentos económicos", especialmente de ins­
trumentos que operen mediante los mecanismos del mercado. Sin embargo, en 
la Conferencia de Río de Janeiro de 1992 se aprobó la llamada Agenda 21 (o 
Programa 21), que en su capítulo 8, sobre "Integración del ambiente y el desa­
rrollo en la toma de decisiones", recomienda "hacer uso efectivo de instrumen­
tos económicos y de mercado y otros incentivos [cursivas nuestras]" .11 Se insiste 
además en que "deberá hacerse un esfuerzo particular para desarrollar aplicacio­
nes del uso de los instrumentos económicos y los mecanismos de mercado 
orientados a las necesidades especificas de los países en vías de desarrollo [cursivas 
nuestras] ... ". 12 

Teniendo en cuenta las recomendaciones de la Agenda 21, los documen­
tos emanados de la OCDE y otras fuentes, y algunas modalidades puestas en 
práctica en Estados Unidos, se pueden enumerar los instrumentos económicos 
como sigue: i] cargos, derechos o cuotas por emisiones de desechos; ii] cargos 
por uso de serticios colectivos; iii] impuestos sobre productos o servicios ad­
quiridos; iv] licencias y permisos; v] reembolso de depósitos; vi] subsidios di­
rectos, y vii] permisos comerciables (tradeable permits). 13 

Uno de los "instrumentos" más obvios ha sido elevar el precio de los insu­
mos contaminantes, como la energía, y de otros como el agua, que se desper­
dicia y que si costara más llevaría a su economía tratamiento o reciclaje. A esto 
se le llama "impuestos ecológicos" sobre productos o servicios. Se supone, ade­
más, que los recursos que implican agotamiento de reservas, por ejemplo de los 
bosques o de yacimientos petroleros, deberían valorarse a precios que conside­
ren precisamente ese desgaste, o sea el "costo ambiental" que desde su base im­
plica su empleo. 

11 En el enunciado destacan las modalidades siguientes: modalidades efectivas de enfoques 

económicos, regulatorios y voluntarios (autorregulatorios), y estructuras de incentivos económi­

cos y fiscales para hacer frente a objetivos ambientales y de desarrollo [párrafos 8.32 (a) y (c)). 
12 /bid., párrafo 8.34. 
13 Jean-Philippe Barde, Economic lnstruments in Environmental Policy: Lessons From tht 

OECD Experience and their Relevance to Developing Countries, Technical Papers núm. 12, París, 
OECD Development Centre, 1994; Gabriel Quadri de la Torre, "Economía, sustentabilidad y po­

lítica ambiental", en Antonio Yúnez-Naude (comp.), Medio ambiente: problemas y soluciones, Mt­
xico, El Colegio de México, 1994, pp. 21-61. 
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Otro instrumento, que se ha practicado en Estados Unidos y que empie­
za a considerarse en Canadá, es el de los "permisos comerciables", que se emi­
tirían a favor de empresas que se excedan en el cumplimiento de las normas 
de emisiones peligrosas, pudiendo éstas colocarlos en "mercados" donde los 
puedan comprar -como si se tratara de una bolsa- las empresas que aún no 
hayan podido reducir sus emisiones por debajo de la norma. De esta manera 
se premiaría a las empresas de "buena conducta ambiental", mientras que las 
de "mala conducta ambiental" tendrían que pagar por contaminar mientras 
no se acojan a las normas. Este sistema está en bastante discusión respecto a 
su efectividad y a la equidad que pueda representar. 

En cambio, quienes, por ejemplo, en los medios académicos de Estados 
Unidos y Canadá, y aun en México, insisten en que todos los incentivos o ins­
trumentos económicos de carácter ambiental deben operar por medio de "me­
canismos de mercado", no favorecen otros incentivos que se han usado o que 
podrían usarse para dar verdaderos alicientes a las empresas contaminantes, so­
bre todo a las medianas, pequeñas y micro. Estos podrían ser exenciones y cré­
ditos fiscales temporales, de carácter genérico y no individual, para facilitar las 
inversiones ambientales y los financiamientos a tasas de interés preferentes, a 
plazos medianos y largos. Podría haber distintas variantes en estos instrumen­
tos, por ejemplo, regionales o por sector de actividad. En otros terrenos, por 
ejemplo, en cuanto a inversiones en tecnología moderna en general y en inves­
tigación y desarrollo experimental, se ha demostrado, aun en Estados Unidos, 
que los incentivos fiscales logran resultados positivos. Sin embargo, la tenden­
cia de ciertos grupos de economistas en los últimos años, en materia de precios 
relativos y en cuestiones tributarias, ha sido contraria a las exenciones. 

La encuesta en la zona metropolitana arrojó resultados que indican que las 
empresas manifiestan preferencia por incentivos financieros, aunque no descar­
tan la utilidad de las exenciones y los créditos fiscales. 

Existen en México, pero se han aplicado en forma limitada y sobre todo a 
favor de las empresas caracterizadas como causantes mayores, dos incentivos: 
i] la depreciación acelerada para adquisiciones de equipo anticontaminante 
(sin que se especifique su naturaleza ni tenga la autoridad fiscal elementos para 
determinarla), y ii] un programa establecido por Nacional Financiera en 1991, 
que opera por medio de la banca comercial de primer piso, de redescuento de 
créditos que se otorguen a empresas que deseen hacer inversiones ambientales, 
con plazos medianos y largos y a tasas cuatro puntos por encima del CPP. La 
evidencia de la encuesta indica que muchas empresas desconocen estos instru­
mentos o incentivos ambientales, y que aun sabiendo de ellos no los han utili­
zado. Su alcance es limitado y su efectividad escasa. 
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Una conclusión preliminar a la que se puede llegar con los resultados dt 
la encuesta es que la política ambiental mexicana con respecto a desechos in· 
dustriales (y asimismo los lanzados a la atmósfera en determinadas ramas in· 
dustriales) bien podría considerar, con base en estudios más completos, la po· 

sibilidad de añadir instrumentos efectivos, como las exenciones fiscales y lai 
preferencias financieras, a la política de cumplimiento de las normas median· 
te multas y otras sanciones. Esto sin perjuicio de que, para fines ambientales, 
puedan también establecerse algunos "impuestos ecológicos", por ejemplo, 

por el uso excesivo o indebido del agua o por el desperdicio de energéticos, e 
por los impactos en la destrucción de los bosques. El establecimiento de u11 

sistema de permisos comerciables parece, en las condiciones de México, toda· 
vía de interés teórico y de aplicación práctica muy difícil. 

Lo que deberá distinguir las opciones de una política ambiental para la indus­
tria en México de las que se recomiendan para países como los europeos, Japón, 
Estados Unidos y Canadá es, fundamentalmente, que la estructura industrial e! 
distinta y que las empresas medianas y pequeñas, así como las microempresas, ne 
han alcanzado aún en México una cultura de gestión industrial y administrativ;i 

que las lleve en un plazo razonable a dar el salto hacia las tecnologías limpias, ha· 
ciendo las inversiones necesarias, sin un apoyo fiscal o financiero, que deba ser de 
carácter temporal, dirigido a facilitar su avance por el camino de la protección am­

biental. El resignarse a ver desaparecer las empresas que no puedan cumplir la! 
normas no es solución a fondo. Lo que se haga requerirá, desde luego, una inten­
sa cooperación entre el sector empresarial y el público, con intervención de enti· 
dades encargadas de investigar la problemática económico-ambiental, de proveeI 
información adecuada, de capacitar a cuadros técnicos y empresariales, así como 

obreros, y de proveer una visión amplia, que vaya más allá de las limitaciones in­
mediatas, los prejucios, la ignorancia o la falta de voluntad. 

No debe olvidarse, en todo caso, que implantar medios de protección am­
biental en el sector manufacturero y el de los servicios, y transitar hacia tecnolo­
gías "limpias" desde el punto de vista ambiental, no es necesariamente avanzar en 
dirección de la meta del desarrollo sustentable. Tendría que generalizarse el com­
portamiento empresarial proambiental a todas las actividades. Más aún, es evi­
dente que el concepto de desarrollo sustentable abarca mucho más. No obstan­
te, una mejor protección ambiental en la industria y los servicios sería un 
elemento de importancia en un programa ambiental y de desarrollo integrado y 
de conjunto que eri último análisis pueda llegar a caracterizarse como desarrollo 
sustentable. Mientras tanto, más valdría no emplear este término a la ligera sino 
en su contexto amplio, tal como se consideró en la Conferencia de Río. Por lo 
pronto, habría que poner más acento en el control de los desechos industriales, 



LA PROTECCIÓN AMBIENTAL EN LA INDUSTRIA 
Y EL PAPEL POTENCIAL 

DE LOS INSTRUMENTOS ECONÓMICOS* 

l. LA NECESIDAD DE AVANZAR HACIA TECNOLOGfAS PROAMBIENTALES 

1. En los últimos años ha empezado a darse consideración en las esferas inter­
nacionales al empleo de instrumentos económicos. para apoyar el proceso de 
protección del ambiente, como complemento de la aplicación de medidas re­
gulatorias inspiradas en el principio de que quien contamina paga (QCP=PPP). 

(Véanse al final las referencias OCDE, 1989, y CNUMAD, 1992). Se ha extendido 
también la idea de que la política ambiental industrial deberá tener como ob­
jetivo la utilización de tecnologías limpias (cleaner = menos sucias) en las fases 
iniciales de los procesos industriales, en lugar de intervenir solamente con me­
didas de protección en la parte final de dichos procesos (en la jerga en inglés: 
clean or cleaner technologies at the front of the pipe). Esto último supone implan­
tar cambios o innovaciones en la tecnología, así como adoptar nuevos proce­
sos, y no sólo colocar filtros o dispositivos para reducir las emisiones contami­
nantes. 

2. En abril de 1994 se llevó a cabo en Viena una conferencia de la Asocia­
ción Internacional para las Tecnologías Limpias en la que se examinaron diver­
sos aspectos de este problema industrial, entre ellos el de los incentivos econó­
micos para lograr tal objetivo (IACT, 1994, Conclusiones y Recomendaciones). 
La ONUDJ ha empezado también a ocuparse de la materia. 

3. En mayo de 1995 se efectuó en Vancouver, Canadá, bajo los auspicios de 
la Comunidad Económica del Pacífico (APEC), el Consejo de Cooperación Eco­
nómica del Pacífico y la Fundación Canadiense para el Asia del Pacífico, una 
conferencia sobre tecnologías ambientales limpias en la cuenca del Pacífico. 
Asistieron expertos, representantes empresariales y funcionarios de todos los 
países del Pacífico asiático, desde Australia y Nueva Zelandia hasta Corea del 
Sur, así como de Canadá, Estados Unidos, México, Colombia, Ecuador, Perú 
y Chile. En dicha conferencia se presentaron lo mismo casos concretos de apli-

* Cespedes. Centro de Estudios del Sector Privado para el Desarrollo Sostenible. Reunión de 

Expertos sobre los Instrumentos Económicos, 24 de julio de 1995. 
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cación de tecnologías menos sucias que ponencias sobre políticas ambientales 
relativas a instrumentos económicos. 

4. Por otro lado, se empieza a reconocer en algunos de los países de alto 
grado de industrialización que la política ambiental basada exclusivamente en 
medidas regulatorias está siendo afectada por dificultades, ineficiencias e ine­
quidades en su aplicación, además de que se caracteriza por resultados no siem­
pre favorables (ocoE, 1989; Dewes, 1992a, 1992b). En algunos casos se consi­
dera que los instrumentos económicos no sólo puedan aplicarse como medidas 
complementarias, sino que puedan llegar a convertirse en alternativas a las me­
didas regulatorias (CNUMAD, 1992, Agenda 21, cap. 8; OCDE, 1992, 1993; von 
Weizsacker y Jessinghaus, 1992). 

5. Es sabido además que en los principales países muchas empresas grandes 
han asumido la responsabilidad de efectuar inversiones importantes destinadas 
a reducir sus emisiones de desechos y han implantado para ello tecnologías me­
nos contaminantes (limpias o más limpias). En muchos casos han cumplido con 
exceso las normas impuestas por las autoridades regulatorias. En cambio, las em­
presas menos evolucionadas suelen no estar en posibilidad de cumplir las dispo­
siciones de orden regulatorio, de tal manera que no contribuyen de modo esen­
cial a lograr un ambiente más descontaminado a favor de la sociedad. El cumplir 
lo menos posible es muestra de ineficiencia social. En consecuencia, para obte­
ner reducciones generales más acentuadas de las emisiones de desechos peligro­
sos o tóxicos se puede pensar que es aconsejable la implantación de instrumen­
tos más eficaces -incentivos financieros y fiscales, impuestos ecológicos, etc., 
tal vez también permisos de contaminación comerciables (tradeable permits). 

6. Es cada día mayor, también, la conciencia pública acerca de las amena­
zas a la salud que se derivan del efecto invernadero ocasionado por las emisio­
nes netas de carbono a la atmósfera. A ello se añade el adelgazamiento de la 
capa de ozono que envuelve al globo terráqueo, cuya causa son los efectos a lar­
go plazo de las emisiones de clorofluorocarburos (CFC) y otros compuestos. La 
contaminación de lagos y ríos, lagunas y aguas costeras, y las deteriorantes con­
diciones del hábitat urbano llaman cada vez más las voces de alarma. 

7. Los 178 países reunidos en junio de 1992 en la Conferencia de las Na­
ciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo recomendaron la adopción 
de políticas de desarrollo sustentable que permitan proteger el ambiente y las 
fuentes de recursos naturales y asegurar a las generaciones venideras el acceso 
equitativo a mejores niveles de vida por medios que no deterioren el ambien­
te mundial y la base de recursos. 

8. El deterioro ambiental se ha debido principalmente a las formas de 
llevar a cabo el desarrollo económico en los últimos 200 años, sobre todo en 
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los recientes 50, y en particular al empleo predominante de los combustibles 
de origen fósil y a la generación de desechos químicos no degradables. Las 
tecnologías prevalecientes han contribuido a acentuar estas tendencias, ya 
que no han tenido en cuenta los impactos ambientales. En los últimos años 
se han aplicado resultados de la investigación científica y tecnológica que han 
atenuado estas consecuencias en algunos países. Sin embargo, poco se ha 
avanzado en cuanto a la generación y aplicación de tecnologías "limpias" o 
"menos sucias" que eviten los efectos contaminantes de la producción agro­
pecuaria e industrial, del transporte y de los servicios urbanos. Para ello se re­
querirá incrementar considerablemente la investigación tecnológica y crear 
condiciones que favorezcan la transformación de los procesos empleados por 
las empresas, de modo especial las medianas y pequeñas, en un sentido explí­
citamente proambiental. 

II. LA POLfTJCA AMBIENTAL EN LOS PAISES EN DESARROLLO 

9. En los últimos 25 años, la mayoría de los países industrializados ha adop­
tado políticas ambientales integrales. En cambio, los países en desarrollo han 
adelantado bastante poco por este camino, a pesar de haber aprobado la legis­
lación conducente y haber emprendido algunos programas parciales con base 
en las normas establecidas en los países miembros de la OCDE y en la Unión 
Europea. En los países en vías de desarrollo es donde más falta hace la formu­
lación y aplicación de políticas ambientales que incorporen el uso de instru­
mentos económicos y no sólo regulatorios, ya que predominan en ellos las 
empresas medianas y pequeñas con poca capacidad tecnológica y poca con­
ciencia del medio ambiente. Se advierte, además, escasa atención al problema 
de los desperdicios municipales de los hogares, a los que se suman en las grandes 
ciudades los desperdicios líquidos y sólidos de las empresas industriales y de 
servicios, que en general van a dar a los sistemas de drenaje o a tiraderos o 
confinamientos inadecuados. En muchas grandes ciudades la contaminación 
atmosférica, derivada predominantemente de la circulación de vehículos de 
motor de combustión interna y agravada por la baja calidad de los combusti­
bles, ha llegado a índices que ponen en peligro la salud humana. La defores­
tación y la erosión de los suelos han contribuido asimismo, en forma crecien­
te, al deterioro ambiental general. 

1 O. Aparte de factores culturales, sociales y políticos que expliquen esta si­
tuación, cabe subrayar que el abandono en que se encuentran las empresas me­
dianas y pequeñas en cuanto a su acceso a las tecnologías necesarias, a finan-
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ciamientos adecuados y a oportunidades reales de integrarse a los mercados 
globalizados es también elemento condicionante de su insuficiente conciencia 
ambiental y de su muy limitada adopción de tecnologías proambientales. 

11. Si se carece de políticas ambientales integrales, que incluyan además 
instrumentos económicos, mucho menos se ha podido crear conciencia de los 
objetivos del desarrollo sustentable y de los problemas de fondo que entraña­
ría su adopción. En la mayoría de los países estos objetivos no rebasan el cam­
po de la retórica política. En la práctica, se han rezagado los programas para 
acometer los cambios estructurales necesarios, incluidas las áreas de la educa­
ción y la capacitación ambientales. 

12. La incorporación creciente a los mercados globales requeriría, por 
añadidura, que se cumplieran las normas ambientales internacionales, y que, 
por lo tanto, éstas fueran observadas lo mismo por las grandes empresas que 
por las medianas y las pequeñas, sin desmedro de su posición competitiva en 
los mercados internos y en los externos. Con el tiempo, las políticas comercia­
les de los países en desarrollo tendrán que subordinarse a las políticas ambien­
tales, pero por otra parte las normas y las prácticas del comercio internacional 
no deberán hacer uso de los incumplimientos ambientales como pretexto para 
la imposición de restricciones al intercambio. Razón de más para que los paí­
ses en desarrollo definan sus políticas ambientales y hagan uso de los instru­
mentos que les permitan aplicarlas sin temor a represalias ni a caer en situacio­
nes desventajosas. 

13. Los estudios que han venido llevando a cabo algunos organismos in­
ternacionales y diversos autores interesados en el empleo de instrumentos eco­
nómicos proambientales se han referido hasta ahora, en lo principal, a la situa­
ción y los problemas de los países industrializados y de sus grandes empresas 
industriales y de servicios (OCDE, 1989, 1992, 1993b; Schmidheiny, 1992; 
O'Connor, 1994; Barde, 1994; von Weizsacker, 1994; Panayotou, 1994). 
Muy pocos han dirigido su atención a la consideración del empleo de instru­
mentos económicos proambientales en los países semiindustrializados u otros 
en vías de desarrollo. Existen algunos análisis de tipo teórico, pero parece tam­
bién haber muy poca investigación empírica y concreta {véanse OCDE, 1994; 
Urquidi, 1994, 1995). En 1994 la Asociación Internacional para las Tecnolo­
gías Limpias, con sede en Viena, dedicó su tercera conferencia principalmen­
te a los casos de los países altamente desarrollados; en cambio, la conferencia 
sobre el ámbito de las tecnologías limpias en la cuenca del Pacífico incluyó la 
consideración de casos industriales específicos en algunos de los países en de­
sarrollo situados en esta cuenca, en especial en Corea del Sur, China, Taiwán, 
Tailandia, Indonesia, Chile y México. 
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III. MÉXICO: SITUACIÓN AMBIENTAL Y POLÍTICA AMBIENTAL 

14. En México, las primeras etapas legislativas relativas al ambiente (1971-1972) 

fueron superadas a raíz de reformas constitucionales aprobadas en 1987 que 
asignaron al gobierno federal la función de implantar las medidas necesarias 

para conservar y restablecer el equilibrio ecológico, estipulándose la relación al 
respecto entre la Federación y las entidades estatales y municipales. La Ley Ge­
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección del Ambiente de 1988 constituye 
la base jurídica vigente de la política ambiental, las disposiciones regulatorias y 
las normas, y establece un sistema descentralizado de delegación de funciones a 
las entidades federativas y los municipios (Carmona, 1991). Todas las entidades 

federativas, con excepción del Distrito Federal, han aprobado una ley estatal se­
mejante. Después de haberse ubicado la administración ambiental primero en la 

Secretaría de Salud (1972), después en la Secretaría de Desarrollo Urbano y Eco­
logía (1983) y en la Secretaría de Desarrollo Social (1992), las funciones del Es­
tado en materia ambiental residen desde fines de 1994 en una Secretaría de Me­
dio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca, que incorpora el Instituto Nacional 
de Ecología como organismo regulador y la Procuraduría del Medio Ambiente 
como órgano de cumplimiento de las disposiciones regulatorias. 

15. Son aplicables también en México, desde 1994, las disposiciones para­
lelas al Tratado de Libre Comercio de América del None contenidas en el Acuer­
do de Cooperación Ambiental de América del Norte, ACAAN. La entrada en vi­
gor en 1995 del tratado que crea la Organización Mundial de Comercio (OMC), 
con sede en Ginebra, que reemplaza alGATI, también establece normas sobre las 

relaciones entre política comercial y política ambiental que México debe acatar. 
16. La política ambiental de México arranca, en su etapa moderna, de la 

aprobación del Programa Nacional de Protección Ambiental de 1990. En el mis­
mo se declara que todos los ecosistemas de México se encuentran amenazados 
por el desarrollo agropecuario, industrial y urbano, a lo que se añade el efecto del 
crecimiento demográfico rápido. Se determinó que las áreas principales de con­
taminación ambiental eran entonces las grandes ciudades, los puertos industria­
les, las cuencas hídricas y algunos ecosistemas especificados (Sedue, 1990). El 

Programa poco decía acerca de las superficies agrícolas. Se iniciaron numerosos 
programas y proyectos ambientales con base en asignaciones presupuestarias li­
mitadas; posteriormente se complementaron con recursos obtenidos del Banco 
Mundial y otras fuentes externas, destinados en especial a mejorar la calidad am­

biental de los recursos energéticos en la zona metropolitana de la Ciudad de Mé­
xico, en relación con medidas destinadas a controlar el incremento de las emisio­
nes de carbono y otras, y con la formación de altas concentraciones de ozono. 
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17. No obstante lo anterior, el más reciente informe bienal sobre la situa­
ción ambiental en 1993-1994 enumera 25 áreas críticas, que incluyen wnas 
agrícolas (Sedesol-INE, 1994, cap. 3). A esa lista habría que añadir toda la sub­
región de la frontera norte. Se señalan también 15 áreas caracterizadas como de 
riesgo para la salud humana, incluida la Ciudad de México, y cinco áreas de al­
to riesgo personal para la población local debido a la presencia de sustancias 
cancerígenas (Sedesol-INE, 1994, cap. 3). Además, la calidad del agua urbana 
en general ha descendido, la deforestación continúa a una tasa anual superior 
a 1 %, y la intensidad energética en la producción ha aumentado en lugar de 
haber descendido. Se estima que la intensidad contaminante de la industria de 
transformación se multiplicó 20 veces entre 1950 y 1989, sin indicios de que 
haya disminuido (Sedesol-INE, 1994, cap. 11). 

18. Debe reconocerse, por otro lado, que han estado en ejecución progra­
mas de construcción de confinamientos sanitarios de desechos y de tratamien­
to de aguas y reciclaje, etc., incluidos proyectos especiales para los desechos tó­
xicos. En la wna fronteriza del norte existe un régimen especial aplicable a las 
maquiladoras. Sin embargo, queda mucho por hacer; por ejemplo, la elabora­
ción de un inventario actualizado de los desechos peligrosos. No se ha logrado 
impedir que una proporción muy considerable de los desechos industriales pe­
ligrosos vaya a dar a los sistemas de drenaje, a los ríos y los arroyos y otras su­
perficies acuáticas, a las lagunas y los esteros, a las bahías o a tiraderos de don­
de se filtran al subsuelo y a los mantos freáticos. 

19. La política ambiental en México ha empezado a experimentar un pe­
riodo de transición, aunque en la actualidad se pasa por una etapa en que los 
recursos financieros reales han disminuido. El reciente informe bienal recono­
ce que se ha carecido de una política pública ambiental debidamente integrada 
y recomienda que se incorporen políticas ecológicas en los programas sectoria­
les de desarrollo. Explora también la posibilidad de que se utilicen instrumen­
tos económicos como complemento de las medidas regulatorias, aunque no se­
ñala cuáles serían los idóneos. A la fecha no se ha anunciado aún un Programa 
Nacional Ambiental, aunque se tiene entendido que, entre diversas reformas 
previsibles, estaría la adopción de instrumentos económicos. 

IV. LA CONDUCTA AMBIENTAL DE LAS EMPRESAS EN MÉXICO 

20. El problema de la disposición de los desechos industriales y municipales a 
que se ha hecho referencia constituye en México una de las amenazas ambien­
tales potenciales más graves. En 1993 se estimó que el volumen de desechos só-
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lidos en el Distrito Federal (sin contar los desechos derivados de procesos in­
dustriales) ascendió a 1 259 kg por habitante y que el promedio nacional fue 
de 893 kg. El 60% del total de 28 millones de toneladas generadas en México 
ese año se originó en la wna central y el Distrito Federal, y 21 o/o en la wna 
norte en el área de la frontera. Más de 50% fueron residuos orgánicos y casi 
20% vidrio, seguido de metales y desperdicios de caucho. Se calcula que 82% 
fue a parar a tiraderos a la intemperie, la mayoría no controlados (Sedesol-INE, 
1944, cap. 18). 

21. Por carecerse en México -y por cierto en otros países en desarrollo-­
de estudios sistemáticos sobre la conducta empresarial en relación con el medio 
ambiente, se emprendió en 1994-1995 en El Colegio de México una encuesta 
en la wna metropolitana de la Ciudad de México que abarcó 120 empresas en 
las siguientes ramas de actividad: productos químicos, celulosa y papel, bebidas 
alcohólicas y no alcohólicas, curtiembre, imprenta, pinturas y barnices, meta­
lurgia y productos metálicos, productos farmacéuticos, artículos electrónicos, 
hoteles, hospitales y laboratorios médicos. Se seleccionaron empresas grandes, 
medianas y pequeñas. Se hicieron también estudios de caso, más profundos, en 
Tijuana, Monterrey, Guadalajara, Querétaro, Naucalpan, Cuernavaca yTlaxca­
la, y algunos estudios sectoriales y generales. 

22. Los análisis preliminares de la encuesta indican que una proporción 
importante de las empresas encuestadas no tiene noción precisa de las regla­
mentaciones y normas aplicables, ni han implantado programas de tratamien­
to y reciclaje de agua, ni monitorean sus consumos de combustibles y electrici­
dad desde el punto de vista ambiental. Salvo excepciones, las empresas tienen 
poca conciencia ambiental y no prevén adoptar procesos alternativos "limpios" 
ni incorporar nuevas tecnologías; tampoco tienen conciencia de las consecuen­
cias competitivas de no ocuparse de sus impactos ambientales, a los que asig­
nan prioridad muy baja. Más de la mitad desconocían el tipo de sanción y, en 
su caso, multas en que se incurre por efectuar emisiones de desechos peligrosos 
(los derechos por descargas al agua, por otro lado, carecen de criterios ambien­
tales); otras desconocían el destino último de los tambos y otros contenedores 
de sus desechos. Los residuos líquidos se vierten en buena parte al drenaje; los 
sólidos se mandan con la basura o son recogidos por servicios privados. El con­
tacto con las autoridades ambientales se reportó como muy limitado. 

23. Las empresas encuestadas, en su mayoría, desconocen la existencia del 
programa de incentivos financieros para inversiones ambientales establecido 
por Nacional Financiera, consistente en créditos a largo plaw a tasa de interés 
preferencial, otorgados por intermedio de la banca de primer piso. Por lo de­
más, este programa opera con gran deficiencia por el escaso acceso de las me-
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dianas y pequeñas empresas al crédito bancario. También se desconoce el pro­
grama de incentivos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, consisten­
te en aceptar la depreciación acelerada, casi instantánea, de las adquisiciones de 
equipo supuestamente anticontaminante -programa que, por cierto, sólo es 
aplicable a los causantes mayores y que carece de seguimiento y control desde 
el punto de vista ambiental. 

24. Será sin duda conveniente ampliar las investigaciones empíricas sobre 
estos temas, pero puede adelantarse la conveniencia general de examinar nue­
vamente la política establecida respecto a los desechos industriales, a fin de eva­
luar la efectividad real de las medidas regulatorias aplicadas aisladamente y 
considerar la posibilidad de fortalecerla mediante el empleo de instrumentos 
económicos, en especial los incentivos de carácter financiero y fiscal. 

25. La incorporación creciente de elementos proambientales en la conduc­
ta empresarial adquiere creciente importancia a la luz del TLCAN y el Acuerdo de 
Cooperación Ambiental tripartito. Este último prevé que las relaciones comer­
ciales entre México, Estados Unidos y Canadá deben desarrollarse en un mar­
co de objetivos ambientales y sociales, inclusive el desarrollo sustentable. La Co­
misión para la Cooperación Ambiental que el Acuerdo ha creado deberá 
ocuparse, entre otras cosas (véase su art. 10), de recabar información, de elabo­
rar indicadores comunes, de promover la investigación científica y tecnológica 
[e, implícitamente, de promover la transferencia de tecnología ambiental o 
proambiental], de ampliar la concientización pública acerca del medio ambien­
te y, entre otros muchos temas, de elaborar recomendaciones "sobre el uso de 
instrumentos económicos para la consecución de objetivos ambientales internos 
o acordados a nivel internacional" (art. 10, apartado 2, inciso d). (Secofi, 1993). 

26. Es de esperar que estas funciones se interpreten, en México y en otros 
países en vías de desarrollo, en el sentido no sólo de cumplir disposiciones so­
bre normas regulatorias sino de promover también la adopción de tecnologías 
limpias o más limpias ("menos sucias") en los procesos industriales y de servi­
cios, es decir, tecnologías proambientales, a fin de que las normas se cumplan, 
no en escala mínima, sino plenamente y hasta en exceso. 
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DESARROLLO SUSTENTABLE 
E INCENTIVOS ECONÓMICOS* 

EL DESARROLLO SUSTENTABLE 

El concepto de "desarrollo sustentable", propuesto por la llamada Comisión 
Brundtland (Comisión Mundial del Medio Ambiente y Desarrollo, 1988) en su 
informe a la Asamblea General de las Naciones Unidas de 1987, y posteriormen­
te ratificado en distintos documentos emanados de la Conferencia de las Nacio­
nes Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo, efectuada en Río de Janeiro en 
junio de 1992, 1 constituye, para los fines de la política ambiental, un parteaguas. 
La comunidad de naciones aceptó como inseparables el desarrollo y el medio 
ambiente, de tal manera que el desarrollo deberá promoverse o llevarse a cabo 
con incorporación de las consideraciones ambientales en sus fines y en sus me­
dios, y el medio ambiente deberá considerarse como un elemento esencial del 
quehacer humano, sea en lo político, lo económico, lo social o lo cultural. 

Sin embargo, por desarrollo sustentable2 se quiere decir algo más que una 
interrelación general entre desarrollo y medio ambiente. El Informe Brundt-

* Desarrollo sustentable: retos y prioridades, Instituto de Ecología, A.C., Xalapa, Veracruz, 

pp. 49-54, México, 1994. 
1 En la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo llevada a 

cabo en Río de Janeiro en junio de 1992, más de 103 jefes de Estado o de Gobierno suscribieron la 

Declaración de Río y dieron su aprobación al programa Agenda 21 en que se plasmaron las reco­

mendaciones de 178 países sobre medio ambiente y desarrollo para normar las políticas y las accio­

nes del sistema de las Naciones Unidas, de los países miembros y en general de la comunidad inter· 

nacional, en materia de medio ambiente y desarrollo. Se suscribieron, además, una Convención 

sobre el Cambio Climático (1 n países, pues Malasia no firmó), una Convención sobre Biodiversi­

dad (153 países, ya que Estados Unidos y varios más no firmaron) y una Declaración de Principios 

sobre Bosques. Se aprobó asimismo una recomendación unánime de que en fecha próxima se con­

voque un comité internacional de negociación para redactar una Convención sobre Desertificación. 
2 Éste es el término adoptado oficialmente en los documentos redactados en español en las 

Naciones Unidas, no obstante que en la versión al español del Informe Brunddand publicada en 

1988 se empleó la expresión "desarrollo sustentable", que corresponde mejor a la de lengua in­

glesa sustainab/e developmenty tal vez sea más correcta. Muy a mi pesar, pues prefiero "sostenible" 

o aun "perdurable", emplearé en adelante, para no crear confusión, el término aceptado oficial­

mente y consagrado en la Conferencia de Río de Janeiro. 

[401] 
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land lo define de la siguiente manera: es desarrollo sustentable aquel que se lle­
ve a cabo "sin comprometer la capacidad de las generaciones futuras para satis­
facer sus propias necesidades" (Comisión Mundial del Medio Ambiente y De­
sarrollo, 1988), lo que da a entender que la actividad humana no puede ni 
debe disociarse del medio ambiente. Más concretamente, el citado Informe 
asevera que: " ... no se puede asegurar la sostenibilidad física si las políticas de 
desarrollo no prestan atención a consideraciones tales como cambios en el ac­
ceso a los recursos y en la distribución de los costos y beneficios", estando im­
plícita también "la preocupación por la igualdad social entre las generaciones, 
preocupación que debe lógicamente extenderse a la igualdad dentro de cada 
generación" (Comisión Mundial del Medio Ambiente y Desarrollo, 1988). 

Más aún, según el Informe Brunddand, "los objetivos del desarrollo eco­
nómico y social se deben definir desde el punto de vista de sostenibilidad en 
todos los países, ya sean desarrollados o en desarrollo, de economía de merca­
do o de planificación centralizada'', es decir, es un asunto de carácter global 
(Comisión Mundial del Medio Ambiente y Desarrollo, 1988). 

En la Declaración de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo, documen­
to suscrito en la Ecocumbre, que enumera 27 principios que deben guiar "la 
conducta económica y ambiental de individuos y de naciones en la búsqueda 
de la sustentabilidad global", el concepto de desarrollo sustentable no quedó 
tan claro. En el articulado se encuentran varias referencias al desarrollo susten­
table o a aspectos del mismo, pero no aparece una definición como tal. Se afir­
ma que "los seres humanos ... tienen derecho a una vida sana y productiva en 
armonía con la naturaleza'' (Principio 1 º); que "la protección ambiental cons­
tituirá una parte integrante del proceso de desarrollo y no podrá ser conside­
rada en forma aislada" (Principio 4º); que "la erradicación de la pobreza es un 
requisito indispensable para el desarrollo sustentable" (Principio 5º); que los 
países signatarios se comprometen a "hacer frente de manera equitativa a las 
necesidades de desarrollo y ambientales de las generaciones presentes y futuras" 
(Principio 3º) y a "reducir patrones no sustentables de producción y consumo, 
y promover políticas demográficas adecuadas". Pero por más que se busque en 
toda la Declaración así como en la Agenda 21 qué es, precisamente, "desarro­
llo sustentable", no se encuentra expresado en forma directa sino que hay que 
interpretarlo con base en diferentes referencias y en su contexto. 

Ya el Informe Brundtland adelantaba que: "las interpretaciones pueden 
variar, pero deben compartir ciertas características generales y resultar de un 
consenso sobre el concepto básico de desarrollo [sustentable] y sobre un mar­
co estratégico amplio para lograrlo". Ha de convenirse, en tal virtud, que si ca­
ben diversas interpretaciones es porque el concepto de desarrollo sustentable 
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adolece en efecto de imprecisión y porque en distintas sociedades se han adop­
tado políticas de desarrollo y crecimiento económicos y objetivos sociales que 
no han coincidido y sobre los cuales es difícil que se logre consenso. Pudiendo 
existir acuerdo sobre lo que es medio ambiente y aun sobre la dinámica de al­
gunas acciones humanas que han contribuido al deterioro del mismo, no es en 
cambio fácil poner a la humanidad, ni al conjunto de una nación, de acuerdo 
sobre cuáles de esas acciones humanas debieran modificarse -y en qué medi­
da- para evitar mayor deterioro del medio ambiente y en general para prote­
gerlo. Menos aún será fácil llegar a consensos nacionales e internacionales --en 
la práctica, no en las declaraciones suscritas en las conferencias internacionales 
o en los informes multilaterales oficiales- sobre cómo hacer la transición ha­
cia un desarrollo sustentable que salvaguarde a las generaciones futuras en re­
lación con los recursos que ofrezca el planeta y con la evolución tecnológica. 

En Río de Janeiro se volvió a poner en evidencia que el mundo está divi­
dido entre países del Norte y del Sur, pero desde un ángulo adicional al pura­
mente económico que ha caracterizado los debates internacionales de los últi­
mos decenios. Por una parte, los países altamente industrializados han afectado 
en forma peligrosa el equilibrio de la biosfera y causado graves daños ambien­
tales a su propio territorio y al de los países de los que extraen recursos natura­
les o en que se aplican sus tecnologías; algunos de los daños pueden ya ser irre­
parables. Por otro lado, los países en vías de desarrollo, aun sin haber alcanzado 
niveles satisfactorios de vida para sus crecientes poblaciones, también han agre­
dido el ambiente físico nacional y contribuido a los daños globales, todo ello 
con las mismas tecnologías y, además, con procesos sociales -por ejemplo, la 
deforestación en las zonas tropicales húmedas o la excesiva concentración ur­
bana- que agudizan las amenazas a la sustentabilidad futura de esos tipos de 
desarrollo. Se aduce que el subdesarrollo mismo, y las condiciones de pobreza 
de las poblaciones rurales y de las urbanas marginales, son factores de deterio­
ro ambiental. 

Si se supone que el desarrollo sustentable daría lugar, entre otras cosas, a que 
se satisficierap las necesidades humanas futuras de una población que no tarda­
rá sino 25 años en sumar 8 000 millones, y que ello se logrará en creciente ar­
monía con la naturaleza y por medio de tecnologías "limpias" que no sólo no si­
gan deteriorando el ambiente sino que lo protejan y mejoren, habría que poner 
manos a la obra con suma urgencia. Sin embargo, no es probable, pese a los 
acuerdos de Río, que se modifiquen a corto plazo los patrones de producción y 
de consumo implantados en los últimos 200 años, sobre todo en los recientes 
50. Cabe insistir en que estos 200 años de evolución económica y social de la 
humanidad se han basado cada vez más en el empleo de energía de origen fósil. 
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Independientemente de que el carbón y los hidrocarburos puedan algún día ago­
tarse, su uso como combustibles ha sido reconocido como una de las manifesta­
ciones más graves de la contaminación atmosférica y del efecto invernadero. 

Es verdad que en muchos países se llevan a cabo programas nacionales cos­
tosos de protección y mejoramiento del medio ambiente, inclusive de reduc­
ción proporcional en el uso de energéticos de origen fósil, con base en nuevas 
investigaciones tecnológicas, en innovaciones y en reemplazo de equipos in­
dustriales y sustitución de combustibles más contaminantes por otros que lo 
sean menos. En gran parte, estos cambios se han debido a que se ha extendido 
la conciencia pública y privada acerca de los dafios ambientales y a que existe 
evidencia científica de probables cambios en las condiciones climáticas que 
puedan afectar los medios de vida de grandes sectores de la población mundial. 
Se ha generado también, en distintas formas, presión política a escala nacional 
e internacional para que los gobiernos actúen a favor del ambiente al mismo 
tiempo que del desarrollo. No obstante, una conferencia internacional como la 
de Río de Janeiro no puede, por sí sola, transformar el conjunto de las activi­
dades económicas y tecnológicas y las características de la evolución social y 
cultural del planeta. 

Lo que en el fondo plantea el Informe Brundtland, entre otras cosas, es la 
substitución de las actuales formas de energía contaminantes por medios alter­
nativos que no contaminen ni degraden el medio ambiente y que provengan 
principalmente de los recursos renovables. 

Por todo lo anterior, destaca el seguimiento de los principios adoptados en 
Río de Janeiro. Este seguimiento tendrá que darse en distintos grados para lo­
grar la aplicación de las normas y las recomendaciones que se han estado pro­
poniendo en diferentes foros. En última instancia, un desarrollo sustentable 
dependerá no' sólo de las acciones gubernamentales e internacionales, sino de 
las actitudes y los propósitos de las comunidades nacionales, expresados en los 
programas de gobierno y en la práctica cotidiana de quienes desempefian la ac­
tividad humana: los individuos y los hogares, por un lado, las empresas y otras 
entidades productivas, por otro, y en general las instancias del sector público 
en que se tomen decisiones que afecten el medio ambiente. 

EL EMPLEO DE INCENTIVOS ECONÓMICOS 

La economía del ambiente y el desarrollo sustentable abarca una gama amplia 
de aspectos, desde los macroglobales y macroregionales hasta los macronacio­
nales y microregionales, y los microeconómicos. Toda política económica, y 
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por ende toda política ambiental, entraña costos reales, puesto que los recur­
sos reales no son ilimitados y en cada instancia y a cada nivel las decisiones que 
se tomen a favor de cierta política y ciertas acciones concretas implican casi 
siempre el aplazamiento o el abandono de otras políticas y acciones. 

No por fuerza habrá siempre, en un país determinado, congruencia entre 
las políticas y las acciones a escala macro y las que se promuevan o esperen a es­
cala micro. En una situación en que el Estado concentra bastante poder pue­
den establecerse normas y ejercer acciones que al buen saber y entender de las 
autoridades ejecutivas y de las legislaturas sirvan para cumplir determinados 
objetivos. Así, si el objetivo a mediano y a largo plazo fuera el desarrollo sus­
tentable, se esperaría que el Estado promoviera determinadas políticas destina­
das a alcanzar y proseguir esa situación en el futuro. 

En una sociedad en que se transita, como en la mexicana, de un sistema 
de centralización económica estatal a uno en que se aceptan las indicaciones 
del "mercado" para normar y regular las operaciones económicas principales de 
inversión y de operación productiva, y se desea al mismo tiempo impulsar una 
política proambiental y armonizar el desarrollo económico con el medio am­
biente -una primera aproximación al desarrollo sustentable-, sería lógico 
que se aprovecharan al máximo precisamente los instrumentos económicos, in­
clusive los financieros y los fiscales, para influir en las decisiones a escala micro, 
tanto de los hogares como de las entidades empresariales productivas. 

La Conferencia de Río de Janeiro, en su Agenda 21, previó la utilización de 
los instrumentos económicos para promover el desarrollo sustentable. En su ca­
pítulo 8, apartado C, la Agenda 21 se ocupa del "uso efectivo de los instrumen­
tos económicos y de los incentivos de mercado y otros", y en su párrafo 8.31 re­
comienda: "a] la incorporación de los costos ambientales en las decisiones de los 
productores y los consumidores; b] la integración de los costos sociales y am­
bientales en las actividades económicas, y c] la inclusión de principios de mer­
cado en la formulación de los instrumentos y las políticas económicas necesa­
rios para alcanzar el desarrollo sustentable". 

No se pretende que el solo empleo de incentivos económicos pueda lograr, 
mediante la acción a nivel de empresa o de individuos, las metas del desarro­
llo sustentable. Antes bien, el mismo documento, en su párrafo 8.32, aconse­
ja "establecer combinaciones eficaces de enfoques económicos, regulatorios y 
de autorregulación", e insiste en la conveniencia de eliminar o reducir "subsi­
dios que no sean congruentes con los objetivos del desarrollo sustentable". Re­
comienda además que se "reformen o reconstituyan las estructuras existentes 
de incentivos económicos y fiscales para hacer frente a los objetivos ambienta­
les y de desarrollo". Los incentivos, así como los impuestos o desincentivos, de-
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berán ser complementarios de las medidas regulatorias a que den lugar las nor­
mas ambientales vigentes. La reglamentación sin incentivos puede fracasar; los 
incentivos sin el refuerzo de medidas administrativas pueden no tener efecto 
suficiente. 

La Agenda 21 sostiene (párrafo 8.34) que "deberá hacerse un esfuerzo es­
pecial orientado a las necesidades de los países en vías de desarrollo". Esto re­
sulta de especial importancia porque entre los países industrializados de mer­
cado y los países en vías de desarrollo en sus distintas etapas de evolución y con 
sus diferentes sistemas políticos, institucionales y financieros, el papel de los 
subsidios y de los impuestos no es necesariamente el mismo. 

Puede sostenerse que en una economía industrializada de mercado plena­
mente desarrollada, donde el sistema tributario, la organización empresarial, 
inclusive la contabilidad, estén debidamente consolidados y exista una cultura 
empresarial social mejor perfilada, cualquier modificación marginal en un im­
puesto o en un subsidio, o en cualquier otro incentivo económico público, 
puede hacer cambiar la actitud y la conducta del empresario, ya que afectaría 
no sólo sus ingresos sino su competitividad; así como en general los hogares y 
los individuos en los países de mayor nivel de vida y de actidudes más sociali­
zadoras tienden a cumplir más cabalmente con las disposiciones ambientales, 
con las obligaciones tributarias y con otros requisitos de la vida económica y 
social. En cambio, cabe la hipótesis de que en los países en vías de desarrollo, 
aun en los semiindustrializados como México, las pequeñas variaciones de los 
incentivos fiscales o financieros, los tributos y otras medidas de política econó­
mica no son atendidas con la misma elasticidad ni con igual sentido del deber 
social. En muchos países, la evasión fiscal es muy grande y la tasa esperada de 
utilidades lo suficientemente amplia como para no hilar muy fino en el cálcu­
lo del efecto de las obligaciones tributarias. Probablemente se obtengan reac­
ciones proambientales sólo con base en incentivos fiscales y financieros vercla­
deramente fuertes. 

Luego, en los países en desarrollo habría que estudiar más a fondo el papel 
de los incentivos y desincentivos fiscales y financieros ante los problemas am­
bientales, inclusive su monto y su alcance, a fin de inducir los cambios de con­
ducta empresarial e individual que fueran aconsejables a favor del ambiente. 
Existe poca literatura económica sobre el particular, por lo que sería tarea ur­
gente emprender los estudios necesarios. La etapa actual consistente, en países 
como México, en dausurar o amenazar con clausurar las empresas que no cum· 
plen con las disposiciones ambientales -por más que lo exija la ley- no con.. 
duce a una adecuada educación ambiental y en cambio origina desempleo. La 
política oficial al respecto empieza a variar, pero no abarca los incentivos fisca-



DESARROLLO SUSTENTABLE E INCENTIVOS ECONÓMICOS 407 

les. Por ejemplo, el pacto suscrito entre las autoridades de la zona metropolita­
na del valle de México y la industria contaminante situada en ella comprende 
un amplio programa financiero de crédito en condiciones preferentes a favor 
de las empresas para estudios, instalación de equipos, introducción de procesos 
de producción "limpios", etc., así como para adquirir del exterior tecnología de 
punta y equipos ahorradores de energía, para invertir en desarrollo tecnológico 
proambiental y aun para relocalizaciones de las plantas en otras áreas; pero no 
menciona en absoluto la posibilidad de reforzar estas acciones por medio de in­
centivos fiscales (Comisión Metropolitana para la Prevención y Control de la 
Contaminación Ambiental en el Valle de México, 1992). Tampoco abarca otras 
formas de contaminación, por ejemplo, por emisión de desechos tóxicos y otros 
a tiraderos, al alcantarillado y al sistema de drenaje, o a sumideros que afecten 
los mantos freáticos. 

La incentivación fiscal y financiera, debidamente articulada con los nive­
les estatales para determinadas regiones o wnas, podría diseñarse para mejorar 
la conducta empresarial hacia el medio ambiente y podría ser un elemento im­
portante de la planeación ambiental que contribuyera a la evolución del desa­
rrollo sustentable. El que la Agenda 21 de Río de Janeiro, como se ha explica­
do antes, incluya estos temas entre sus recomendaciones, hace pensar que los 
gobiernos que suscribieron dicha Agenda asignan importancia a ese tipo de ac­
ciones y que la comunidad internacional podrá proveer recursos para los estu­
dios que puedan requerirse, complementando así los recursos nacionales de 
que se disponga. Lo que importa señalar, sobre todo ante las autoridades fisca­
les de cada país, es que se trata de lograr, mediante los instrumentos fiscales y 
financieros, resultados de beneficio permanente en ramas industriales enteras, 
sobre todo en los países en que la evolución empresarial no haya sido hasta 
ahora suficiente y en los que, en particular, las empresas medianas y pequeñas 
se encuentren en desventaja. Sería una contribución fiscal, entre otras, a la sus­
tentabilidad de nuevos patrones de desarrollo. 

CONCLUSIÓN 

No cabe duda de que apenas se está abriendo el debate nacional e internacio­
nal sobre el desarrollo sustentable. Son muchos y variados los aspectos econó­
micos y sociales que es preciso calibrar en cuanto a su influencia precisa, pre­
sente y futura sobre el ambiente y cuya relativa prioridad en la acción pública 
y privada deberá sopesarse. Cada nación tendrá que definir, en su propio con­
texto y a la luz de sus objetivos y de sus relaciones económicas internacionales, 
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qué entiende por desarrollo sustentable, cómo podrá implementarlo a media­
no y a largo plazo y por medio de qué instrumentos, y cuál deberá ser el dise­
fio de una sociedad futura que integre las consideraciones ambientales y las del 
desarrollo, con la debida atención a los aspectos de equidad cuya carencia ex­
plica en parte, sobre todo en los países del llamado Sur, el acelerado deterioro 
del medio ambiente. Sin embargo, tampoco puede esperar ninguna sociedad a 
que se alcancen, nacional o internacionalmente, las definiciones precisas irre­
batibles que muchos quisieran. Lo emanado de Río admite, como ya se apun­
tó, "diversas interpretaciones", pero tal vez estén envueltas en suficiente con­
senso como para que se haga realidad el principio de que la protección 
ambiental no deberá ya nunca disociarse del desarrollo. 
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ASPECTOS ECONÓMICOS 
DE LA PROTECCIÓN AMBIENTAL* 

Cuando a finales de los años sesenta y principios de los setenta se inició la dis­
cusión de los grandes problemas ambientales de nuestro planeta -y, a escala 
mundial, en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente 
Humano reunida en Estocolmo en 1972-, no se había avanzado mucho en el 
examen de los aspectos económicos del ambiente. Contrarrestar la degradación 
de los suelos y la deforestación había sido ya en muchos países materia de for­
mulación de políticas al respecto. Los efectos más obvios del uso, por ejemplo, 
del carbón para la calefacción doméstica y para la generación de energía indus­
trial eran ya bien conocidos. No obstante, las consecuencias económicas am­
plias de estos fenómenos no eran aún objeto primario de la investigación. La 
contaminación atmosférica se conocía como algo que afectaba la limpieza ur­
bana y que contribuía a las espesas nieblas de algunas ciudades, como lo hacían 
también las emisiones de la combustión industrial. Los vehículos automotores 
no se consideraban como causante principal. Los bosques habían estado desa­
pareciendo a lo largo de la historia, pero al fin y al cabo su uso quedaba reem­
plazado por otros recursos. Se degradaban los suelos y aun se abandonaba su 
cultivo, pero quedaba mucha superficie terrestre en el mundo. Las fronteras del 
desarrollo -o el término que se acuñó más tarde, los "límites del crecimien­
to"- simplemente no se reconocían. 

Entre los factores que influían en la escasa atención prestada a la economía 
del ambiente, el economista debiera recordar que la teoría económica no tenía 
en cuenta que el cambio ambiental afectaba de manera perceptible la dotación 
dada de recursos que la economía neoclásica convencional daba por supuesta. 
Las empresas del sector productivo sabían que determinados requisitos am­
bientales eran una parte de sus costos, pero éstos se trasladaban directamente 
al consumidor. Los individuos afectados por algún tipo de deterioro ambien­
tal se daban cuenta de los efectos en su propio nivel de vida, pero estaban acos­
tumbrados a su presencia. Los efectos en la salud, el bienestar familiar o la mo-

* México ante los retos de la biodiversidad, Comisión Nacional para el Conocimiento y Uso 

de la Biodiversidad, pp. 187-199, México, 1992. 
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tivación para emigrar no eran en verdad elementos fundamentales en las deci­
siones económicas de las familias. 

Hoy, en cambio, y sobre todo al haberse generado conciencia del deterioro 
ambiental en tantos países y globalmente, y al percibirse que está en juego la su­
pervivencia del planeta y aun la de la humanidad, es preciso tratar de compren­
der de manera cabal las interacciones económicas, los efectos y las retroalimenta­
ciones, la causación directa e indirecta, de todos los géneros de cambio ambiental. 

El presente trabajo tiene por objeto solamente referirse en forma esquemá­
tica a los aspectos económicos de la protección ambiental y no a los amplios y 
complejos efectos del cambio ambiental actual y potencial. El tema se aborda 
desde los siguientes puntos de vista: i] la consecuencia general de los programas 
generales de protección ambiental; ii] el grave dilema ambiente/desarrollo a que 
se enfrentan los países en desarrollo, y iii] el papel que pueden desempeñar los in­
centivos y los castigos como instrumentos para inducir a productores y a consu­
midores a emprender conductas en pro del ambiente y no en contra del mismo. 

I. CONSECUENCIAS ECONÓMICAS DE LOS PROGRAMAS 

DE PROTECCIÓN AMBIENTAL 

Ha de recordarse que en la época de la Conferencia de Estocolmo de 1972 exis­
tía bastante incertidumbre acerca del impacto económico del deterioro ambien­
tal e, igualmente, sobre el costo de la proteccion ambiental. Pocos países podían 
demostrar de manera convincente que, por ejemplo, la contaminación atmosfé­
rica, o la lluvia ácida, o cualquier otro fenómeno tuvieran consecuencias graves 
-por lo menos no se contaba con mediciones de esos impactos. Un país en vías 
de desarrollo llegó a sostener que la contaminación era bienvenida porque sig­
nificaba industrialización y, por lo tanto, aumento del empleo y de los niveles de 
vida y modernización. En cuanto al costo de los programas ambientales, algunos 
países industriales, si llevaban a la práctica todas las recomendaciones, podrían 
tener que destinar de 2 a 3% de su PIB a un conjunto de medidas ambientales. 

En la actualidad, la situación es distinta. El costo real del deterioro ambien­
tal para una economía nacional es objeto de cálculos más precisos, y aun ciertos 
costos implícitos de los daños ambientales transnacionales -y tal vez hasta de lo 
que podrían ser a escala global las consecuencias del efecto de invernadero y otros 
desastres en la biosfera- empiezan a considerarse en términos muy aproximados. 
Son factores negativos de gran envergadura que afectan los patrones convenciona­
les de crecimiento de una economía. En ello están involucrados todos: los gobier­
nos, las empresas productivas grandes y pequeñas -industriales, agropecuarias y 
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de servicios-, las pequeñas comunidades y la unidad familiar. Los programas de 
protección ambiental fueron vistos al principio por todos los afectados como ne­
gativos, como limitantes del ingreso o la ganancia, como exigentes de mayor ni­
vel de tributación o del sacrificio de algún tipo de gastos o de satisfacción. Nadie 
quería asumir costos más elevados. Poca consideración se dio a los beneficios, des­
de luego algunos de ellos intangibles, del mejoramiento ambiental. 

En los últimos 20 años, los gobiernos, las empresas, las pequeñas comuni­
dades, las unidades familiares han adquirido mayor conciencia de los daños más 
o menos conmensurables y obvios y de las amenazas al medio ambiente. Me­
diante programas internacionales multilaterales· y bilaterales se ha ampliado la 
conciencia en este sentido; muchos de ellos han sido punta de lanza para crear­
la. Las economías de mayor nivel de ingreso y productividad orientadas al mer­
cado han asumido responsabilidades y, por medio de sus legislaturas y otros 
mecanismos, han asignado recursos a una diversidad de programas de acción, 
desde la investigación, la educación y la capacitación hasta proyectos de recu­
peración y de control. No es el caso en la misma medida en las economías de 
los países en desarrollo de ingreso medio y bajo (a lo que se hará referencia más 
adelante). Aun poco después de Estocolmo 72, se aplicaron programas coope­
rativos para "limpiar" el mar Báltico, el Mediterráneo y varias wnas costeras. 
Los programas han tenido costos elevados, pero los beneficios también se han 
percibido y realizado. Al mismo tiempo, ha surgido una industria nueva de ins­
trumentos y equipos anticontaminantes, junto con resultados de la investiga­
ción que da pie a los nuevos productos industriales, y con base en esta nueva es­
tructura se ha desarrollado bastante comercio internacional. 

Cabe hacer, sin embargo, dos comentarios breves. El primero: la mayor par­
te del interés se ha centrado en cómo controlar los daños ambientales existentes 
y sus efectos, y no en cómo prevenir o evitarlos de manera fundamental. El me­
jor ejemplo es el del vehículo automotor que depende de un proceso de combus­
tión interna que a su vez requiere como combustible un hidrocarburo. Mas 
este caso puede generalizarse a muchas otras actividades industriales y de ser­
vicio que se basan en el empleo de combustibles de origen fósil. Si han de com­
prenderse de manera cabal las implicaciones del Informe Brundtland de 1987, 
el "desarrollo sostenible" requiere en esencia, entre otras cosas, que la humani­
dad deje de depender de la energía de origen fósil como elemento principal del 
crecimiento y el desarrollo. Dicho de otro modo, la implicación revolucionaria 
de este diagnóstico y esta recomendación es que la base futura del grueso de la 
actividad económica, incluso de la realizada por las unidades familiares, deberá 
ser la energía "limpia" originada en fuentes alternativas, proveniente en lo prin­
cipal de recursos renovables. Una transformación de esta especie requerirá, por 
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lo bajo, una reorientación masiva de la inversión y de la organización económi­
ca -sea la orientada al mercado o la condicionada en cierta medida por objeti­
vos y acciones del sector público--, lo que tendrá inmensas consecuencias para 
el comercio internacional y los flujos financieros, para la posición regional rela­
tiva de las naciones, etc. 

El segundo comentario es que, como algunos economistas lo han previs­
to ya, los patrones de consumo, tal como se conocen hoy en los países más 
avanzados, no podrán sostenerse con apoyo en las fuentes actuales de energía 
ni son susceptibles de alcanzarse a escala mundial. Las economías del Norte ba­
sadas en el incremento del consumo, y su creciente número de imitadores en 
los países en desarrollo, tendrán que llegar a diseñar -es de esperar que por 
medios e instituciones democráticos- un estilo de vida que limite los patro­
nes de producción y consumo que dañan el ambiente y en cambio haga viables 
los que protejan al ambiente, en especial los que garanticen el mejoramiento de 
los niveles de vida de los estratos de bajo ingreso de la sociedad y, en general, 
de los grupos marginados. Si se mantienen las tendencias actuales, no podrá 
detenerse la destrucción del planeta ni el empobrecimiento constante de los in­
digentes y de quienes viven en estado de pobreza. 

En cuanto al calentamiento global de la atmósfera y otras consecuencias a 
largo plazo del uso de energía de origen fósil y de diversas sustancias químicas, 
se hará necesario contar en fecha próxima con orientaciones claras, a escala 
mundial, que permitan establecer congruencia con el desarrollo sostenible. 

Deberá prestarse creciente atención, por cierto, a la contabilidad nacional 
ambiental, esto es, a la conveniencia de incorporar a las cuentas nacionales eco­
nómicas los costos y los beneficios -tal como se reflejan en la inversión neta, 
el consumo y las dotaciones de recursos- de la degradación, el deterioro múl­
tiple y el agotamiento de los recursos naturales básicos, incluidos la perdida de 
la biodiversidad, de la calidad urbana de la vida y de la salud, y los riesgos in­
teractuantes a que se enfrenta la esperanza de vida humana. Se ha iniciado en 
Naciones Unidas el examen de la metodología de las cuentas nacionales am­
bientales, ha habido aportaciones de la investigación no gubernamental y se 
han emprendido algunos casos concretos de estudio. 

II. EL DILEMA DESARROLLO VS. AMBIENTE 

El dilema ambiente/desarrollo había ya surgido en Estocolmo 72. La raíz dd 
problema es que los países en vías de desarrollo, con pocas excepciones --en 
especial los del sudeste de Asia-, no han podido recuperarse hasta alcanzar los 
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umbrales a partir de los cuales una economía nacional pueda generar suficien­
te ahorro propio. Es este ahorro el que hace posible la inversión que se requie­
re para el crecimiento y el desarrollo y normalmente no se debiera depender de 
manera excesiva de transferencias de ahorro que puedan obtenerse de los paí­
ses más adelantados, o sea, por medio de crédito del exterior o de inversiones 
extranjeras directas. No se insiste aquí en una autonomía absoluta, sino en ma­
yor capacidad de autogestión o autovalimiento. Durante los últimos 30 años, 
sobre todo en la mayoría de los países en desarrollo de América Latina, África 
y el sur y el oriente de Asia, la experiencia señala que los países industrializa­
dos del Norte -por más que entre sí hayan padecido desequilibrios- se han 
vuelto más ricos mientras que los países del Sur semiindustrializados o todavía 
basados en grado predominante en la actividad agropecuaria o en la explota­
ción de recursos naturales, se han vuelto más pobres, lo mismo si se juzga en 
cifras agregadas que en datos per cápita. 

Acerca de esto último, las tasas mayores de incremento demográfico de las 
economías del Sur, que todavía no se han reducido de manera significativa, 
constituyen en parte un factor explicativo. Sin embargo, debe insistirse sobre 
todo en el impacto del fuerte endeudamiento externo en que incurrieron los 
países en desarrollo los años setenta y principios de los ochenta. El excesivo 
endeudamiento se relaciona con el reciclaje de petrodólares por medio del sis­
tema mundial de banca comercial, ante la incapacidad de los organismos fi­
nancieros multilaterales para intervenir en este proceso. Se añadieron a ello la 
codicia de los sistemas bancarios y la falta de prudencia de los gobiernos pres­
tatarios que en grandes números se lanzaron ávidamente a obtener crédito fá­
cil. Aun teniendo en cuenta la mejor de las intenciones de los gobiernos de 
promover un desarrollo económico acelerado, el resultado fue generar para 
mediados de los años ochenta un compromiso de pago de la deuda de dimen­
siones sin precedente. Hay varias maneras de medir el gravamen económico 
representado por el endeudamiento. La medición mas pertinente, a mi juicio, 
es la de relacionar los pagos por concepto de intereses con las entradas totales 
de divisas por exportación de bienes y servicios. Esta relación llegó a ser en 
muchos países latinoamericanos de 40 a 50%, lo cual significó que se volvió 
imposible la amortizacion directa de los préstamos a corto y a mediano plazos, 
y que aun los pagos de intereses representaron una carga excesiva. A esta nue­
va situacion se añadieron el descenso de los precios internacionales de los pro­
ductos básicos de exportación de los países en desarrollo, las fuertes devalua­
ciones monetarias que se hicieron inevitables, la incapacidad para poner en 
práctica programas antiinflacionarios y de estabilización adecuados, la pérdi­
da de confianza y la consiguiente fuga de capitales. Al mismo tiempo prevale-
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ció la inestabilidad financiera general en muchas partes del mundo. Entre 
otras cosas, además de las recalendarizaciones de los pagos de la deuda, los 
ajustes requeridos involucraron reducciones radicales de los déficit guberna­
mentales, principalmente mediante recortes y reasignaciones de los gastos (ya 
que en tales circunstancias no podían aumentarse los ingresos tributarios de 
manera efectiva). 

En estas condiciones, el decenio de los años noventa despunta en condicio­
nes en que la mayoría de los países en desarrollo tratan aún de llevar a cabo, con 
éxito limitado, programas de ajuste de sus desequilibrios externos e internos del 
decenio anterior. Esto quiere decir que se encuentran en gran dificultad para 
asignar recursos a la protección ambiental. En otros términos, los programas de 
protección ambiental --que en muchos casos se componen de costosos proyec­
tos a largo plazo y de mecanismos para inducir al sector empresarial a actuar a 
favor del ambiente- compiten por una parte con los objetivos normales de la 
política de desarrollo, y por otra con la necesidad de restaurar y mejorar los pro­
gramas básicos sociales, de educación y ciencia y tecnología que se abandona­
ron o se aplazaron durante los procesos de ajuste del último decenio. En su ma­
yor parte, los países en desarrollo se encuentran en posicion débil para asumir 
y llevar a cabo programas ambientales de gran alcance, aun si éstos estuvieron 
bien formulados; para cumplirlos se ha vuelto indispensable la cooperación in­
ternacional, tanto multilateral como bilateral. Será ésta sin duda una cuestión 
importante a examinar en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio 
Ambiente y Desarrollo en Río de Janeiro, en junio de 1992. 

No obstante, el dilema fundamental consiste en que en muchos destaca­
dos países en vías de desarrollo los programas ambientales, que no siempre go­
zan de alta prioridad, se tienen por realizables solamente a expensas de los pro­
gramas reanudados o renovados de desarrollo. Se considera que los programas 
ambientales suponen costos, sin generar grandes beneficios tangibles inmedia­
tos. La opinión pública está adquiriendo cada vez más conciencia de determi­
nados peligros y daños ambientales, pero a duras penas logra imaginar cuáles 
serían los beneficios a corto y a mediano plazos de la acción ambiental. Si en 
un platillo de la balanza se coloca el daño ambiental, no se sigue que en el otro 
platillo estén puestos claramente el "crecimiento" o el "desarrollo económico", 
como quiera que éste se defina. Si bien para muchos es urgente la necesidad de 
emprender programas ambientales y de asumir su costo, no se puede concluir 
por ello que dichos programas contribuirían en lo abstracto al proceso de de­
sarrollo. La recuperación del desarrollo, y no sólo del crecimiento, supone pres­
tar atención a la salud, la educación, la ciencia y la tecnología, la infraestruc­
tura, el mejoramiento de la eficiencia en las actividades agropecuarias e 
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industriales, y una mejor gestión. Todo ello compite por la obtención del esca­
so ahorro interno y por la asignación de fondos presupuestarios limitados, así 
como la necesidad de mantener perspectivas estables de financiamiento y de 
precios. Además, muchos países están necesitados de promover sus exportacio­
nes, con escasa consideración :i. corto plazo de las consecuencias ambientales, 
ya que deben hacer frente al servicio de su deuda externa, fomentar el empleo 
y crear, por medio de nuevas oportunidades comerciales, bases de penetración 
de los mercados de los países altamente industrializados. 

Aun si los gastos ambientales no se consideraran, como ocurre en la actua­
lidad, como un costo para las economías y, en consecuencia, como un impedi­
mento al desarrollo -en vez de juzgarse como acciones de beneficio potencial 
para el desarrollo y para el bienestar humano-, tendría que concluirse que el 
dilema desarrollo/ambiente es grave y que lo seguirá siendo durante mucho 
tiempo. Éste será el caso tanto en los países en desarrollo cuyos· niveles de in­
greso nacional sean aún muy bajos, así como en aquellos semiindustrializados 
de ingreso medio que apenas estén saliendo de la crisis del endeudamiento ex­
terno. El precisar este dilema en los niveles sociales y políticos permite conside­
rar que no se resolverá en la próxima conferencia de las Naciones Unidas en Río 
de Janeiro. Permanecerá en la agenda internacional por lo menos durante un 
decenio más, si no es que aún más tiempo. 

III. EL PAPEL DE LOS INCENTIVOS Y LOS DESINCENTIVOS ECONÓMICOS 

Los incentivos y los castigos o desincentivos económicos son tema que figura 
en el programa de la Conferencia de Río de Janeiro. Deriva mucho más direc­
tamente del análisis económico convencional, en lo principal de la teoría de la 
tributación. Como es bien sabido, los impuestos pueden ser empleados para 
prohibir una determinada acción económica o productiva, para restringirla o, 
al menos, para inducir al actor económico -la unidad empresarial o la fami­
liar- a modificar sus decisiones sobre compras, gastos, fuentes de suministro, 
desarrollo de líneas de producción, dirección de las ventas internas o las expor­
taciones; así como decisiones sobre ahorro e inversión, tenencia de activos fi­
nancieros, etc. Mediante impuestos más bajos o aun negativos, o sea subsidios 
en sus diversas formas, se procura inducir una conducta contraria. Los niveles 
de conjunto de la tributación o de los subsidios ejercen cambien consecuencias 
económicas por medio de los presupuestos públicos, el uso sectorial de los re­
cursos, el favorecimiento de determinados tipos de consumo, el aseguramien­
to de niveles mínimos de vida, etcétera. 
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En la situación de los países de gran adelanto industrial, la teoría conven­
cional señala que mediante cambios pequeños, es decir, marginales o incre­
mentales, de los incentivos y los desincentivas se puede inducir a empresas ad­
ministradas racionalmente, y aun a las unidades familiares, a modificar el uso 
de sus recursos, su eficiencia -por ejemplo, en el consumo de energéticos-, 
sus decisiones a mediano y a largo plazos relativas a asignación de recursos en 
determinada escala temporal y, en general, lo que puede denominarse su con­
ducta económica. Las autoridades deben entonces diseñar y aplicar los cambios 
marginales necesarios en los impuestos y los incentivos, en el supuesto de que 
una conducta racional de las empresas y las unidades familiares producirá los 
resultados colectivos deseados -en este caso, una conducta pro ambiente y no 
antiambiente. 

Podrá o no ser cierto que en determinadas sociedades la racionalidad de 
los actores económicos en sus patrones de compra y de venta, en su asignación 
de recursos y en su toma de decisiones sea la regla y no la excepción, y que en 
consecuencia en ellas el empleo de pequeños incrementos a los incentivos y los 
desincentivas pueda producir los resultados apetecibles. Pero lo que sí puede 
afirmarse casi fuera de toda duda es que en los países en vías de desarrollo -y 
aun en algunos clasificados como desarrollados- los actores económicos no 
se comportan racionalmente hacia el sistema externo de precios, y mucho me­
nos hacia el área de incentivos y desincentivos. Aparte de las razones cultura­
les e institucionales, un elemento bastante importante es el hecho de que en 
estas sociedades prevalece la evasión fiscal, casi masivamente. La literatura exis­
tente sobre el uso de incentivos y desincentivas, que son susceptibles de apli­
carse no sólo en la esfera tributaria sino también en la financiera, en la fijación 
de precios de productos y _servicios, etc., parece tener en cuenta en lo princi­
pal situaciones tales como las que prevalecen en las naciones altamente indus­
trializadas donde los cambios incrementales ejercen algún efecto, es decir, don­
de las elasticidades son más bien altas. En cambio, casi no hay escritos, y casi 
no se hace investigación, sobre estas materias en los países en desarrollo. En es­
tas economías los sistemas tributarios son primitivos y se administran ineficaz­
mente. De esta manera, un cambio incremental sobre una base tributaria que 
por lo general es más estrecha que lo que se supone sea la base "real" ti~ne muy 
poco o nulo efecto, sobre todo entre las empresas pequeñas y medianas y en­
tre las unidades familiares "poco educadas" o instruidas en cuanto a sus obli­
gaciones fiscales. 

Podría desde luego sostenerse que es ésta un área que pudiera guardar es­
trecha relación con la protección ambiental en un país en desarrollo. No obs­
tante, lo más que puede decirse por ahora, a falta de investigaciones adecuadas 
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sobre el particular, es que hay una gran falta de conocimiento del fenómeno, 
tanto en relación con la aplicación de la teoría tributaria y de los incentivos 
como por lo que hace a la experiencia de diferentes tipos de actores económi­
cos en la producción. En cierto modo, no es cuestión novedosa, sino una que 
debiera aplicarse de manera concreta a la conducta ambiental. Será sin duda un 
reto para los economistas y otros especialistas, así como para las autoridades tri­
butarias y financieras. Se tornará cada vez más importante a medida que se 
tome conciencia de que una conducta ambiental positiva no se originará sola­
mente en las recomendaciones internacionales, las políticas nacionales, los ex­
hortos y las declaraciones, las prohibiciones y las orientaciones, los controles a 
la exportación y la importación, o la clausura de las actividades y operaciones 
industriales u otras que dañen el ambiente. 

Un tema que de aquí en adelante ameritará mayor atención es el de la pro­
piedad intelectual y la patentabilidad de los recursos genéticos. Esto preocupa 
en especial a los países en desarrollo en vista de su biodiversidad mucho más 
amplia. Las tendencias actuales parecen indicar que los países en desarrollo se 
encuentran en desventaja en materia de investigación en biotecnología y de 
utilización de derechos de propiedad sobre recursos genéticos. Las implicacio­
nes económicas en esta materia son desde luego muy significativas. Es un cam­
po en que la tributación y los incentivos pueden desempeñar un papel que fa­
vorezca las políticas nacionales de los países en desarrollo. 

A escala internacional, se han hecho también propuestas para gravar con 
un impuesto el uso de, por ejemplo, recursos no renovables, o las emisiones de 
carbono, a fin de lograr economías en el uso de los recursos o en ciertas formas 
de consumo de combustibles de origen fósil, etc. Hasta ahora las propuestas se 
han hecho en forma bastante agregada o global, sin suficiente consideración de 
todas sus consecuencias económicas y ambientales. 

Por último, debe reconocerse que la Economía del Ambiente es un campo 
nuevo, enteramente abierto, de investigación, y que los economistas deberán 
unir sus fuerzas con las de otros especialistas de las ciencias sociales y, además, 
con las de los científicos de las áreas básicas, para obtener mayor comprensión 
de las consecuencias cabales del deterioro ambiental, de los programas ambien­
tales en los terrenos nacional, regional y global, y de la conducta empresarial a 
escala micro, sea la de la unidad de producción o la de la unidad familiar. 
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NUEVAS REFLEXIONES 
SOBRE POBLACIÓN Y ECOLOGÍA* 

En la IV Reunión Nacional, en 1990, fui invitado a presentar algunas ideas so­
bre el tema "Población y ecología'' (Urquidi, 1994), y agradezco de nuevo la 

amabilidad de Somede de obligarme a seguir reflexionando. 
El tema es ahora más amplio, al menos en el título, y creo atinado que "eco­

logía'' haya sido sustituido por "ambiente". Es éste un concepto mucho más com­

pleto, aun en su origen {Estocolmo, 1972), y desde 1990 contamos, además, con 
la consagración del término "desarrollo sustentable" (Río de Janeiro, 1992). La 
paternidad de este último término --o, si se quiere, también la "maternidad" del 

mismo, ya que estamos en una conferencia sobre demografía- es reclamada por 
muchos, entre ellos el PNUMA (Toiba, 1992), cuyo director aseveró que el concep­
to surgió en ese organismo mucho antes de producirse el Informe Brundtland 
(Comisión Nacional del Medio Ambiente, 1987). Entre otros antecedentes 
cabe también citar el concepto de "ecodesarrollo" acuñado por Ignacy Sachs, 

después elaborado con mayor precisión por Vicente Sánchez y Héctor Sejeno­
vich {Sánchez y Sejenovich, s.(; Sánchez et al., 1982, y Urquidi, 1994a). 1 

Desde la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y 
Desarrollo, en Río de Janeiro en 1992, el concepto de desarrollo sustentable 
parece destinado, pese a sus imprecisiones y a las múltiples interpretaciones 
que han surgido por todos lados, a servir como punto focal para, por un lado, 
evaluar las tendencias ambientales, tanto globales como regionales y naciona­
les, en función de objetivos superiores que se refieren a la calidad de vida en 

una perspectiva intergeneracional, y por otro para lograr una aproximación en­
tre el desarrollismo y el ecologismo. El Informe Brundtland incluyó entre sus 
varios temas, dentro de su enfoque general, los aspectos demográficos y de ur­
banización;2 pero en la Conferencia de Río se trasladaron las interrelaciones 

• Hacia la demografla del siglo XXI (V Reunión de Investigación Sociodemográfica en Méxi­
co), vol. 3, pp. 51-55, Somede, 1999. 

1 Se encontrará una reseña más amplia de la evolución de las ideas sobre desarrollo y me­
dio ambiente en Urquidi (1994a). 

2 Comisión Mundial del Medio Ambiente, 1987, op. cit., especialmente el cap. IV. 
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entre ambiente y población a la Conferencia Mundial sobre Población y Desa­
rrollo, que se llevaría a cabo en El Cairo en 1994. En esta última, sin embar­
go, poco se dijo sobre ellas, fuera de algunas generalidades,3 ya que la atención 
se concentró en otros aspectos bien conocidos de la problemática demográfica 
global y regional. 

Lo que sostengo es que a escala global no pueden ya disociarse las proble­
máticas enJas áreas ambiental, económica y social, comprendida en esta últi­
ma la esfera demográfica o poblacional. Tanto la perspectiva de incremento de 
la población global hacia el año 2025, y más aún para el 2050, como la del de­
terioro ambiental, con sus diferenciaciones regionales y por tipos de países, exi­
gen una integración de políticas y programas -y, obviamente, de diagnósticos 
y estudios- en que ningún elemento importante, de cualquiera de las disci­
plinas y áreas de interés, deba ser desatendido. Antes bien se requieren más que 
nunca las aportaciones y los esfuerzos multidisciplinarios para tratar a la socie­
dad y a la biosfera como un conjunto. 

La expectativa más rawnable indica que de no producirse esta visión, la 
humanidad marchará rápidamente a situaciones irreversibles, tal vez de caos y 
catástrofe. En ellas las migraciones internacionales crecientes no serán sino un 
síntoma de factores subyacentes aún más difíciles de someter a alguna forma de 
actuación racional, y que a su vez agudizarán los problemas de las condiciones 
de vida en las ciudades, de la convivencia multiétnica y de la garantía de civi­
lidad y paz. Los factores subyacentes son los que tienen que ver con la falta de 
ingresos, empleo, capacitación y educación, la degradación y destrucción de los 
recursos, la permanencia de instituciones y sistemas políticos cuya validez ha si­
do rebasada, todo ello afectado por la falta de solidaridad y de equidad para las 
poblaciones empobrecidas o que nazcan en esta condición con poca posibili­
dad de salir de ella. 

El desarrollo ha sido casi olvidado en los últimos años, excepto en la retó­
rica del Grupo de los 77. Una nueva escuela de economistas ha logrado hacer 
creer que "crecimiento" es lo mismo que "desarrollo", al concentrar sus ideas 
simplistas en la noción de que los asuntos sociales, comprendidos los demográ­
ficos, se resuelven por la vía de actuación de los mercados, a diversos niveles de 
abstracción, con independencia de la realidad estructural. 

Esa idea ha venido acompañada de la noción de que el Estado debe des­
pojarse de sus funciones en pro del desarrollo y reducirse a su mínima expre-

3 En otra ponencia presentada a la actual Reunión Nacional de la Somede me ocupo de al­

gunos de estos aspectos. Véase: "Población, globalización económica y social". Sesión Plenaria, 7 

de junio. 
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sión. Para las llamadas "fallas del mercado", los economistas fundamentalistas 
aceptan que el Estado pueda tomar algunas medidas orientadoras, pero toda­
vía dentro del paradigma del mercado en abstracto. 

A su vez, la sociedad civil, por medio de diversos tipos de organizaciones 
no gubernamentales (ONG), ha hecho esfuerws encomiables por remediar las 
deficiencias y ausencias de la acción estatal, con grados diversos de éxito limi­
tado. Entre las ONG no están ausentes tampoco los extremos fundamentalistas 
y la falta de reconocimiento de la realidad, de las posibilidades y de las proba­
bilidades. 

El pedir que se privilegie una concepción integral del desarrollo, en que el 
Estado tenga la función que le pueda corresponder en diferentes contextos rea­
les, no es abogar por el "desarrollismo" irracional de hace algunos decenios, el 
cual carecía muchas veces de consideraciones económicas siquiera rawnables, 
ni por los financiamientos intensamente deficitarios condicionantes de las in­
flaciones del pasado, ni por el ultraproteccionismo desordenado y carente de 
visión de los años cincuenta y sesenta. Es simplemente insistir en el justo me­
dio, en la armonía que bajo determinados sistemas políticos de tendencia de­
mocrática puede construirse para que la sociedad civil, incluido el sector em­
presarial, y el Estado busquen soluciones de común acuerdo. 

La explosión demográfica reviste ya características más intensas4 y exige ac­
tuaciones reales a favor de las poblaciones actuales y futuras. El desarrollo no ha 
tenido los resultados favorables que se esperaban para la política de población. 
Los desequilibrios regionales y la ultraurbanización no se han podido contener. 
Pero sobre todo, el desarrollo no ha creado sino mínimos incrementos del em­
pleo. Los estudios sobre la relación entre desarrollo y tendencias demográficas 
no han enseñado gran cosa en la práctica, envueltos como estaban en buena do­
sis de retórica. Por otra parte, los descensos de la fecundidad, fundados princi­
palmente en la planificación familiar, no han liberado recursos, como se decía 

4 Debido a que en la discusión posterior se malinterpretó el término intensas, aclaro ahora 

que, obviamente, no ignoro que a escala global y en muchas regiones y países las tasas de incre­

mento han descendido. Pero los volúmenes, los números, han aumentado muy considerablemen­

te, y las proyecciones los hacen ascender aún más. Así, a mi juicio, el fenómeno demográfico glo­

bal -y en donde haya ocurrido lo mismo en las distintas regiones, independientemente de las 

tasas y aun en casos de tasas de fecundidad inferiores al coeficiente de reposición- está originan­

do una nueva problemática vinculada a su intensidad tanto global como específica. Cuando lapo­

blación mundial alcance los 7 300 millones previstos para el afio 2025, ya habrá bastante opor­

tunidad de seguir insistiendo en el tema, si no de lamentarse de que no se haya atendido antes en 

función de programas generales e intensivos de planificación familiar, como existen ya en algu­

nos países. 
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antes, para atender mejor las necesidades sociales, en materia de salud, educa­
ción, vivienda, hábitat y otras. Además, los descensos de la fecundidad se han 
facilitado más por cambios en las actitudes culturales que por efectos macroeco­
nómicos. El relativo estancamiento de muchas economías, entre ellas la mexi­
cana, no ha sido propicio para la política demográfica ni la del empleo, ni la so­
cial en general. 

El deterioro ambiental -la "explosión ecológica (negativa)", como la llamé 
en 1990 (Urquidi, 1994)-, cuyo costo real y cuya corrección no se estiman de­
bidamente, tardará mucho tiempo en controlarse. Es más, exigirá un proceso 
largo y difícil en que la actividad económica global, regional y nacional tendrá 
que transformarse en ciertos aspectos fundamentales como el dejar de emplear 
fuentes energéticas contaminantes de la atmósfera, introducir procesos químicos 
limpios en la producción industrial y agrícola y limitar los excesos de consumo 
de los grupos sociales hasta ahora más favorecidos. 

Ahora bien, ¿hay suficiente conciencia de la interrelación entre el deterioro 
ambiental y la explosión demográfica? La respuesta no puede ser positiva, ni a es­
cala internacional, ni, en México y la mayoría de los países, a escala nacional. 

Se ha pecado de excesivo optimismo, tanto en los países industrializados 
como en las naciones en vías de desarrollo. Sobre todo, no se visualizan las in­
terrelaciones a largo plaw. ¿Cómo se manejarán las economías cuando la pobla­
ción mundial sea de 7 300 millones y la de México sea de 138 millones; ¿Qué 
tanto progreso en la corrección del deterioro ambiental se habrá logrado para 
el año 2025? ¿Cómo habrá influido el hecho de que la población mexicana pro­
bablemente seguirá creciendo hasta entonces a una tasa de 1.3-1.4% anual? 
¿Cómo se alimentará una población de 138 millones que en su mayoría insis­
te en comer maíz y frijol? ¿La probable emigración neta al mercado de trabajo 
de Norteamérica afectará las perspectivas? ¿Disminuirá la migración interna? 
¿Seguirán las ciudades grandes y las intermedias creciendo en forma caótica, sin 
planes directores para sus respectivas economías y poblaciones, con aberracio­
nes ambientales a la vista? 

En 1990 propuse que la relaciones entre población y ambiente se estudia­
ran a distintas escalas (Urquídi, 1994): i] escala de localidad, con referencia a 
suelos, aguas, condiciones de salud y educación, tasas de migración, estructu­
ra por edades y otros factores -una simple relación población/recursos o cual­
quier otra en extremo simplificada no dice nada concreto-; ii] a escala urba­
na (distinguiendo el pequeño y mediano del urbano grande), donde los 
volúmenes de contaminación por desechos peligrosos y otros son hoy cada vez 
mayores y amenazantes para la salud, para las aguas freáticas y para la calidad 
de vida, aparte de muy costosos; iii] a escala regional, donde se detecta ahora 
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que existen áreas críticas, y iv] a escala nacional, donde hoy no acaban de de­
finirse planteamientos y programas a largo plaw. 

Población, desarrollo y medio ambiente forman un todo indisoluble en 
cuyo estudio, así como en cuyas soluciones, no es ya posible ni conveniente ca­
minar por una sola de las vertientes. 
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POBREZA RURAL Y MANEJO SUSTENTABLE: 
UNA PERSPECTIVA MEXICANA* 

ANTECEDENTE GENERAL 

Desde 1987 se ha extendido la noción de que el futuro de la humanidad y de 
nuestro planeta deberán estar enraizados en el concepto del desarrollo susten­
table. Este concepto fue divulgado y explicado en el informe de la Comisión 
Mundial sobre Medio Ambiente y Desarrollo, creada por las Naciones Unidas 
en 1984, y que hoy es conocida como la Comisión Brundtland. La Conferen­
cia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo llevada a cabo 
en Río de Janeiro (CNUMAD92) en junio de 1992 consagró el concepto y el tér­
mino, y lo ha convertido en el eje de una transformación a largo plazo de la 
sociedad y la economía que, se espera, garantice a las futuras generaciones la 
satisfacción de sus necesidades materiales y una mejor calidad de vida, sin de­
terioro de la base de recursos naturales de la Tierra y con equidad para los ha­
bitantes de los distintos continentes y regiones. 1 

El concepto "desarrollo sustentable" ha sido ya objeto de innumerables in­
terpretaciones desde los puntos de vista ecológico-económico, social y político, 
y con seguridad seguirá siendo tema de debate en las esferas de las Naciones 
Unidas, en las tribunas regionales y nacionales, en los confines académicos, en 
los medios de comunicación, en los círculos empresariales y otros. Es un con-

* Federalismo y Desarrollo 46, sep-oct. 1994, pp. l 0-16, Banobras. 

El presente trabajo fue presentado como ponencia en la Reunión Académica sobre Manejo 

Sustentable y Pobreza que organizó en la UNAM el Programa Universitario de Medio Ambiente. 

Ésta es la versión corregida para Federalismo y Desarrollo del l O de noviembre de 1994. 
1 Véanse Comisión Mundial sobre Medio Ambiente y Desarrollo (Comisión Brunddand), 

Nuestro faturo común, Madrid, Alianza Editorial, 1958, p. 67, José Sarukhán Kermez; Medio am­

biente y desarrollo sustentable en La situación mundial y la democracia, Coloquio de Invierno; Los 
grandes cambios de nuestro tiempo: la situación internacional América Latina y México, México, 

UNAM, Conaculta, FCE, pp. 96-118, 1992; Víctor L. Urquidi, "El dilema protección ambiental vs. 
desarrollo en la situación mundial", op. cit., p. 148. Sobre los orígenes del concepto desarrollo 

sustentable me remito a un trabajo mío, "Economía y medio ambiente", en Víctor Lichtinger 

(coord.), La diplomacia del medio ambiente, México, Fondo de Cultura Económica, de próxima 

publicación. 
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cepto lo bastante general como para que pueda adaptarse a diferentes circuns­
tancias históricas o presentes, y a distintos escenarios futuros y su aplicabilidad 
puede verse desde perspectivas globales, regionales, nacionales y aun específicas: 
de una wna de poblamiento humano, de una superficie de recursos naturales 
de determinadas características o de una actividad económica característica. 

El desarrollo sustentable, como quiera que se defina e interprete en fun­
ción de cualquiera de estas perspectivas, empieza a considerarse como un pro­
ceso de evolución de la actividad humana en relación con la naturaleza que, a 
la larga, pueda garantizar no sólo la supervivencia de la especie humana, las es­
pecies animales y la base de recursos renovables y no renovables, sino de mo­
do especial alcanzar niveles de bienestar material y calidad de vida adecuados 
y aun considerables para la generalidad de la población mundial futura. 

Lo anterior plantea ni más ni menos que una revolución social global, 
apoyada en el respeto a los recursos, a la integridad de las poblaciones y a la ne­
cesidad de la convivencia humana pacífica y equitativa. El desarrollo económi­
co de los últimos dos siglos se ha basado en gran parte en la explotación pura­
mente comercial de los recursos naturales y en el empleo de combustibles de 
origen fósil, cuyas consecuencias para el equilibrio ecológico parecen ser cada 
vez más peligrosas. Lo que el desarrollo sustentable supone es que deberá ase­
gurarse la sostenibilidad de los recursos naturales y prevenirse su agotamiento, 
así como reducirse de manera sustancial la dependencia respecto a las fuentes 
de energía contaminantes. De ser válido este planteamiento, las consecuencias 
para las distintas sociedades que caracterizan la presencia de la especie huma­
na en el planeta son algo más que graves, más bien portentosas. 

Al mismo tiempo, el crecimento demográfico global, todavía a razón de 
1. 7% al año, supone a largo plaw dificultades y consecuencias que se vinculan 
con la posibilidad de llegar a alcanzar una situación de desarrollo sustentable, 
sobre todo en los países cuya dinámica demográfica es bastante elevada o que 
han superado ya el umbral de los 1 100 millones de habitantes. Entre los más 
dinámicos se cuentan numerosos de América Latina, entre ellos México: la du­
plicación de la población en periodos de apenas 22 a 25 años puede preverse 
en varios de esos países. Entre los de mayor población absoluta figuran China 
e India, y en menor grado Paquistán e Indonesia. Se espera una población 
mundial de alrededor de 6 100 millones para fines del presente siglo y, aun 
considerando descensos previsibles de la fecundidad, una de no menos de 
7 200 millones en el año 2015, y de 7 800 a 12 500 el año 2050. El 93% del 
aumento poblacional en los próximos 25 años se registrará en los países en vías 
de desarrollo, en los que algunos aspectos del deterioro ambiental, sobre todo 
en materia de recursos naturales, son ya mucho más graves que en el resto. En 
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los decenios futuros, la distribución mundial de la población cambiará consi­
derablemente, con mayor concentración relativa en África y en Asia que en las 
demás regiones. 

LA PERSPECTIVA A ESCALA NACIONAL 

Desde fines de los años sesenta se plantearon algunas de las actuales problemá­
ticas globales acerca del deterioro ambiental y la necesidad de la protección del 
ambiente. La Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente 
Humano, efectuada en Estocolmo en 1972, formalizó recomendaciones a los 
países miembros de la comunidad internacional y dio origen a la creación de 
un organismo multilateral, el Programa de las Naciones Unidas sobre el Medio 
Ambiente (PNUMA), destinado a apoyar programas y proyectos de diverso al­
cance para corregir el deterioro y fomentar políticas proambientales. En los 
años setenta y ochenta se pusieron en marcha además programas nacionales en 
los principales países de elevado grado de industrialización, se establecieron di­
versos mecanismos multilaterales y bilaterales de apoyo y promoción, y se creó 
conciencia de los problemas y las características de las situaciones ambientales 
vinculadas al desarrollo y al crecimiento económico, a la urbanización, a la de­
gradación de suelos y aguas, a la pérdida de biodiversidad y a los efectos de la 
marginación tanto rural como urbana. 

Otros países, los de menor grado de desarrollo, sorprendidos todavía en lo 
que se veía como una disyuntiva o dilema -el desarrollo con aplazamiento de 
las cuestiones ambientales frente a una creciente atención al medio ambiente 
con posible aplazamiento del desarrollo-, 2 no reaccionaron con igual entu­
siasmo ni rapidez. Además del dilema planteado, surgieron rawnes de costo, 
de falta de recursos humanos y financieros, de escasa concientización y otras, 
entre ellas la dificultad para internalizar políticamente la problemática ambien­
tal. Este rezago se presentó no solamente en países de menor desarrollo como 
los africanos, los latinoamericanos y los de Asia occidental y meridional, sino 
también en los países de menor grado de desarrollo pero a la vez muy dinámi­
cos de la cuenca del Pacífico, como Corea del Sur, Tailandia y otros. 

La consecuencia ha sido que la delantera en la adopción, discusión e inves­
tigación de políticas ambientales la han llevado los países industrializados 
-no sin grandes debates internos, conflictos de intereses y confusiones. De 
cualquier manera, los países en desarrollo, en su gran mayoría, no han respon-

2 Véase Urquidi, loe. cit. 
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dido a la necesidad de colocar la problemática ambiental en la más alta priori­
dad de los programas de desarrollo. Es decir, el concepto de desarrollo susten­
table no ha sido adoptado. 

Del encuentro CNUMAD92 emanaron la adopción de principios sobre desa­
rrollo sustentable, compromisos multilaterales sobre la biodiversidad y el cam­
bio climático global, y otros por definir, así como recomendaciones sobre todos 
los aspectos imaginables de las políticas ambientales requeridas -la conocida 
Agenda 21. Trasladado todo esto a la actual etapa post-CNUMAD92, los 168 paí­
ses participantes han estado y están hoy más que nunca en la obligación, moral 
y en parte jurídica, de promover políticas nacionales de desarrollo sustentable. 
Ello supone además, según sean la organización política y la administrativa in­
ternas de los países, promover el desarrollo sustentable a escalas locales y comu­
nitarias, y entre los sectores público, empresarial y la sociedad civil. 

Sin embargo, no es mucho lo que se ha logrado desde junio de 1992, ni en 
el ámbito internacional ni en los ámbitos nacionales. Con referencia a México, 
se contaba ya desde 1988 con una Ley General de Equilibrio Ecológico y Pro­
tección Ambiental, apoyada en reformas constitucíonales previas.3 A partir de 
1990 se dispuso de un diagnóstico contenido en un Programa Nacional de Pro­
tección Ambiental, el cual esbozaba políticas y programas de acción.4 La adop­
cion de leyes estatales de equilibrio ecológico fue lenta y la implementación de 
programas de acción, tanto en el ámbito federal como estatal, se ha llevado a ca­
bo también con cierta lentitud, y tal vez con insuficiente coordinación. En 
1992, poco antes de la Conferencia de Río de Janeiro, se publicó un informe 
sobre la situación ambiental y las medidas emprendidas, y más recientemente 
la Secretaría de Desarrollo Social ha dado a conocer informes adicionales. 5 

En cambio, la concientización acerca de los problemas ambientales y la di­
fusión de la idea del desarrollo sustentable se han ampliado, junto con las ac­
ciones de organismos no gubernamentales, con cierta velocidad. En ello han 
intervenido también los centros universitarios y diversos institutos de investi­
gación situados en diferentes lugares del país. Por su parte, los medios de co­
municación han contribuido de manera importante y los sistemas escolares 
han colaborado parcialmente. 

3 Véanse Raúl Brañes, Derecho ecológico, México, Fundación Universo Veintiuno, Colec­

ción núm. l, 1987; María del Carmen Carmona, Derecho ecológico, México, UNAM, Instituto de 

Investigaciones Jurídicas, 1991. 
4 Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología, Programa Nadonal para /,a Protección del Me­

dio Ambiente 1990-1994, México, 1990. 
5 Secretaría de Desarrollo Social, México: informe nacional del ambiente (1989-1991} para 

/,a Conftrenda de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo, México, junio de 1992. 
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Debe hacerse notar también que el número de estudios e investigaciones 
especializados sobre problemas ambientales, sean industriales, atmosféricos o 
relativos al uso de los recursos naturales, ha crecido considerablemente, si bien 
no en todos los aspectos, por ejemplo, en los económicos. 

POBREZA RURAL EN MÉXICO 

El tema que hoy es objeto de debate -la relación entre la pobreza rural y el 
manejo sustentable de los recursos- ha recibido atención en México aunque 
tal vez no en forma suficientemente integrada y multidisciplinaria. 

La caracterización de la pobreza rural en México deriva de los estudios 
conceptuales y estadísticos sobre la pobreza iniciados hace algunos años, y apo­
yados sobre todo en las encuestas de hogares realizadas de 1984 en adelante.6 

Este tema ha sido abordado de manera regular por organismos internaciona­
les, entre ellos la Comisión Económica para América Latina (CEPAL) y el Ban­
co Mundial. 

El tema de la pobreza siempre ha estado presente en las preocupaciones de 
economistas y sociólogos, a raíz del surgimiento de las condiciones de pobreza, 
miseria o indigencia hacia fines del siglo XIX en los países entonces en proceso 
de industrialización rápida, sobre todo en Gran Bretaña. Se trataba en esencia 
de la pobreza urbana, que se manifestaba en la falta de vivienda, en la nutrición 
y el estado general de salud, en el analfabetismo y, en general, en la escasa par­
ticipación de la clase trabajadora en los beneficios de la industrialización. En los 
años treinta del presente siglo, al extenderse el desempleo industrial, el fenóme­
no se reprodujo en casi todos los países industriales, no obstante que en algu­
nos se habían promovido programas de bienestar. 

Después de la segunda guerra mundial se generalizó la seguridad social en 
Europa, Estados Unidos y Canadá, que daba acceso a la protección social, in­
clusive con el seguro de desempleo, y que ha creado la "red de seguridad". Úl­
timamente ha resurgido el problema de la pobreza urbana, del desempleo es­
tructural crónico y de una nueva clase de descastados carentes de vivienda. 

En los países en desarrollo, en especial en aquéllos en que la tasa de incre­
mento de la fuerza de trabajo ha sido muy rápida -lo que es reflejo de anterio-

6 Véanse en especial las bibliografías contenidas en Félix Vélez (comp.), La pobreza en Mé­
xico, causas y políticas para combatirla, México, Instituto Tecnológico Autónomo de México, y El 
Trimestre Económico, Fondo de Cultura Económica, Serie ·Lecturas núm. 78, 1994; merece espe­
cial atención el ensayo de Santiago Levy, "La pobreza en México", cap. l, pp. 15-112. 
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res tasas elevadas de fecundidad y del descenso de la mortalidad infantil-, la mi­
seria y la desigualdad han sido, y siguen siendo, en gran parte un problema es­
tructural del desarrollo de origen histórico y con frecuencia agravado por las cri­
sis económicas y por políticas de ajuste que han redundado en restricción del 
alcance de la protección social y en menor acceso al empleo productivo para las 
nuevas cohortes de la fuerza de trabajo. En muchos casos, la conexión entre el ele­
vado crecimiento demográfico y el agravamiento de la condición de miseria ha 
sido bastante clara, aunque no explicativa de la totalidad del fenómeno. 

En el caso de México, desde los años cincuenta se empezó a medir la de­
sigual distribución del ingreso, con refinamientos posteriores mediante encues­
tas de hogares llevadas a cabo en 1963, 1968, 1977, 1984 y, recientemente, en 
1989. El solo hecho de la desigualdad de ingresos -en que los cuatro deciles 
inferiores han solido apropiarse de apenas 10% del ingreso generado (situación 
que prevalece en la mayor parte de América Latina)- no es prueba de la exis­
tencia de un contingente grande de pobreza o miseria, pues en teoría depende 
del grado medio del ingreso ya alcanzado mediante el desarrollo, así como de 
otros factores. No obstante, es innegable que la desigualdad ha acompañado la 
existencia de pobreza relativa y absoluta (o moderada y extrema, según algunas 
terminologías), y que la población que se encuentra en los deciles más bajos de 
ingreso dista de poder satisfacer sus necesidades básicas. 

Las definiciones adoptadas internacionalmente establecen que los hogares 
que se encuentran en condición de pobreza moderada o relativa son aquéllos 
cuyo ingreso no les permite "satisfacer necesidades que, dado el nivel de desa­
rrollo del país, se consideren básicas [aun cuando] su nivel de alimentación y 
salud les permite participar de modo activo en el mercado de trabajo, aprove­
char las oportunidades de educación, tener movilidad y afrontar más riesgos" .7 
En cambio, la pobreza extrema "es una condición absoluta [en que] los extre­
madamente pobres ... no pueden proveerse una alimentación suficiente que les 
permita desempeñarse adecuadamente. [Son] personas desnutridas ... más vul­
nerables a las enfermedades, corren el riesgo de desarrollar deficiencias antro­
pométricas, en ocasiones son apáticas y, en general, son menos capaces de lle­
var una vida sana con la suficiente energía para desempeñarse de manera 
satisfactoria en la escuela o en el mercado de trabajo". 8 Santiago Levy, autor de 
esta formulación de las definiciones -que por cierto son menos escuetas que 
otras que se han dado-, hace la advertencia de que "no es fácil establecer una 
diferencia muy precisa entre pobreza moderada y pobreza extrema ... y que es 

7 Levy, loe. cit., p. 19. 
8 !bid., pp. 18-19. 
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imposible trazar una línea clara entre los individuos que como resultado de su 
nivel de nutrición pueden 'desempeñarse adecuadamente' y los que no pueden 
hacerlo" -aparte de características demográficas y otras.9 Sin embargo, la cla­
sificación gruesa entre pobreza relativa y pobreza extrema es importante -te­
niendo la segunda mucho que ver con el binomio desnutrición/mala salud­
y asume además consecuencias para los programas de combate a la pobreza. 

(Adelanto, de mi cosecha, que no me satisface que, pese a la caracteriza­
ción de la pobreza como tal, se suponga que el problema consista en combatir 
o eliminar "la pobreza'', que pudiera significar más que nada alivio de la mis­
ma mediante subsidios de diversas clases, cuando habría que ir a los orígenes 
de esa situación y abordar las causas profundas de la miseria y la desigualdad 
como requisito para el éxito de políticas y programas sociales y económicos, lo 
que supone en realidad replantear las estrategias de desarrollo económico y so­
cial, inclusive la del crecimiento demográfico. Tendría otras objeciones al tér­
mino como objetivo operativo, porque no es cuestión solamente de índices e 
indicadores, sino de descripción analítica de situaciones en que entran factores 
culturales y otros). 

Los estudios señalan además, que en México (como en el resto de Améri­
ca Latina) la pobreza extrema se da sobre todo entre la población rural. Asimis­
mo, se estima que de 15 a 20% de la población se encuentra en estado de po­
breza extrema, y que otro 40 a 45% corresponde a la condición de pobreza 
moderada o relativa. 10 O sea que si se atiene uno a la cifra probablemente más 
correcta de población total en 1994, de 93.3 millones para mediados de este 
año (ajustada respecto a la derivada de la cifra oficial del censo de 1990), exis­
ten en México no menos de 16 millones de personas (unos tres millones de fa­
milias u hogares) en estado de pobreza extrema, más otros 42 millones (8.4 mi­
llones de hogares) en situación de pobreza moderada o relativa. En suma, de 
una población de 93.3 millones a mediados de 1994, 58 millones (más de 11 
millones de hogares) no alcanzan en el mejor de los casos sino a satisfacer ne­
cesidades básicas, sin excedentes que les permitan progresar en la escala de in­
gresos y social, y sin contar con acceso a los beneficios que el resto de la socie­
dad mexicana tiene ya a su alcance. Las cifras pudieran ser un poco mayores 
según algunas de las estimaciones de años anteriores -hasta 19 millones en ex­
trema pobreza y 37 millones en pobreza relativa. En otros términos, de 56 a 58 
millones de habitantes están por debajo de la "línea de pobreza''. 

9 !bid., p. 20. 
10 Véanse Levy, loe. cit., pp. 17-26, 30-51, y GEA Económico, Grupo de Economistas y Aso­

ciados núm. 41, 15 de mayo de 1994, pp. 7-12. 
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Los datos disponibles, con sus reservas, indican también que la pobreza ex­
trema es un fenómeno fundamentalmente rural (70% de la pobreza se ubica en 
wnas consideradas como rurales), donde ni siquiera hay acceso a servicios y 
subsidios, o bien el acceso es muy escaso o difícil. Por otro lado, con base en 
un índice de marginalidad basado en diversos indicadores, la mayor margina­
lidad (con fuerte influencia de la rural) se registra en los estados de Puebla, Ve­
racruz, Hidalgo, Guerrero, Oaxaca y Chiapas, en ese orden, aunque en ocho 
estados más el índice es "alto" y en otros cinco es "medio". 11 

Las cifras anteriores, por cierto, no especifican qué se entiende por "rural" 
y por "urbano", pero parecen basarse en la distinción de localidades hasta de 
2 500 habitantes como rurales y superiores a este monto como urbanas. Hace 
años se planteó12 que hasta los 15 mil habitantes las característicaS de la vida 
económicá de las localidades censadas -y en consecuencia, de la posición de 
pobreza extrema o relativa (añado yo)- eran fundamentalmente rurales. Si se 
sigue empleando el límite de 2 500 en todas las cifras sobre población urbana y 
rural de México, y en las derivadas de ellas, se está subestimando la proporción 
de población rural del país, y posiblemente se esté subestimando en buena me­
dida la proporción de la pobreza extrema que se encuentra en áreas rurales. 

POBREZA Y MANEJO SUSTENTABLE DE LOS RECURSOS 

Sería difícil esclarecer, con la información disponible, si el manejo "no susten­
table" de los recursos que se produjo a lo largo de siglos o por lo menos duran­
te los últimos 100 años fue una causa importante de la pobreza de la población 
marginada rural, o si el incremento de ésta haya sido más bien una causa fun­
damental del manejo no sustentable. La erosión de los suelos, con sus conse­
cuencias en los rendimientos agrícolas, ¿es causa o efecto? El crecimiento de­
mográfico en las áreas rurales, o la falta de o la ineficacia de los programas de 
planificación familiar en algunas de ellas, ¿habrá llevado a una presión excesi­
va sobre la sustentabilidad de los recursos agropecuarios o forestales por cuen­
ta de poblaciones en estado de pobreza extrema?, ¿o esta presión se habría pro­
ducido de cualquier manera por efecto de otros factores, por ejemplo, la 
prevalencia de métodos de cultivo de baja productividad, la falta de insumos, 
la necesidad de destruir bosques para establecer cultivos de subsistencia o para 

ll GEA, /oc. cit., p. 10. 
12 Luis Unikel, "Ensayo sobre una clasificación de población rural y urbana en México", 

Demografia y Economía, vol. 11, núm. l, pp. 1-18, México, El Colegio de México, 1968. 
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abastecimiento de leña, la ignorancia sobre conservación de los recursos, el sis­
tema económico y social prevaleciente? 

Si se supone que el factor demográfico -el número creciente de hogares 
en zonas vulnerables ecológicamente- es un factor importante, es posible que 
todo programa que intente defender la sustentabilidad de los recursos, sin in­
cluir una política poblacional centrada en contribuir a reducir la tasa de fecun­
didad, resultaría incompleto; a este respecto cabe recordar que los efectos de la 
reducción de la fecundidad se generan a largo plazo. Si la nutrición es en ex­
tremo deficiente, este problema tendría que atacarse de inmediato, junto con 
el educativo. Si la actividad agropecuaria es primitiva, habría que introducir a 
la vez insumos que elevaran los rendimientos y enriquecieran los suelos. En 
muchas zonas sería fundamental crear actividades alternativas o complementa­
rias al simple cultivo, vinculadas a programas de apoyo, a acciones de adiestra­
miento y educación, entre otros. 

La conservación sustentable de los recursos no se puede dar por simples 
exhortos y medidas educativas, sino que, en lo fundamental, se requieren in­
versiones de diversos tipos y técnicas que impidan el uso inmediato y crudo del 
recurso en lugar de la reconstitución del capital y la acumulación para un uso 
más racional en el futuro. Nuevamente, además del apoyo económico-finan­
ciero necesario, se requeriría la disponibilidad de actividades alternativas que 
originen un ingreso suficiente para que no ocurra la depredación del recurso. 
La problemática excede los criterios puramente ecológicos, o exclusivamente 
económicos, y requiere la incorporación del análisis sociocultural, diseñado en 
forma específica para cada caso. No existe ningún modelo teórico aplicable sin 
modalidades, ni ningún modelo de otra área geográfica u otra cultura aplica­
ble sin modificaciones. La salida vía emigración de las zonas empobrecidas o 
amenazadas tampoco debe excluirse del análisis de situaciones concretas. 

La situación en México en cuanto a la relación entre pobreza y sustenta­
bilidad de los recursos no es aún suficientemente susceptible de definición, 
precisión y medición. Es poca la investigación realizada, y existen dificultades 
para el enfoque multidisciplinario, así como para abordar la problemática ob­
jetivamente, sin ideologizaciones. También la diversidad de situaciones en 
México es considerable, por razones geográficas, de clima, de factores cultura­
les locales, de la influencia variable del sistema político y administrativo. 

La única conclusión a la que puedo llegar es que el tema, no obstante su 
reconocimiento desde hace varios decenios, exhibe características más graves de 
lo que se supone, y que los instrumentos para abordarlo en su integridad no 
parecen todavía ser adecuados. 
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Aunque, como es bien sabido, he estado apartado desde hace algún tiempo de 

las cuestiones estrictamente demográficas, es evidente que no es posible desli­
garse del todo de tema tan importante, tanto en México como a escala global. 

De tiempo en tiempo se me ha solicitado mi punto de vista acerca de algún as­
pecto que pudiera interesarme. Últimamente, he intentado en especial hurgar 
un poco en la relación población/ecología, por dos razones: primero, porque 
ha sido poco estudiada -no obstante Malthus, los neomalthusianos y las re­
cientes consideraciones de diferentes investigadores sobre la capacidad de sus­
tentación demográfica (carrying capacity) del planeta o de partes del mismo-; 

y segundo, porque los temas ecológicos y ambientales, que hace 30 años nos 
parecían lejanos, han adquirido notoriedad en todas partes y existe creciente 
conciencia de ellos no sólo entre los investigadores académicos, sino a niveles 
de gobierno y de sociedad civil, en particular por el constante deterioro del me­
dio ambiente global, nacional y local. Agradezco por ello a los organizadores de 

esta IV Reunión de Investigación Demográfica en México la honrosa invita­
ción que me han hecho a participar en la sesión plenaria de hoy. 

II 

Hace poco más de un cuarto de siglo, cuando iniciábamos en El Colegio los es­
tudios demográficos, íbamos contra la corriente, es decir, casi nadie sentía 

preocupación por el incremento tan rápido de la población y sus múltiples im­
plicaciones -tal vez porque una tasa anual de 3% no parecía ser una cifra de­

masiado significativa en la mentalidad simplista de los gobernantes de la época 

* Memorias de la IV Reunión Nacional de Investigación Demográfica en México, tomo III, 

abril de 1990, pp. 662-667, INEGI-Somede. 
1 Se encuentra al final una lista de referencias bibliográficas. 
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y de muchos otros, y también por diversos otros factores- y, en el fondo, por­
que se carecía de estudios profundos y, sobre todo, de conciencia de las interre­
laciones entre los fenómenos demográficos y las variables sociales y económicas. 

Es curioso recordar que también en esa época se empezaba a mostrar algún 
interés en fenómenos ecológicos ya muy agudos, asociados a la industrializa­
ción y a la urbanización. Me refiero más que nada a la contaminación atmos­
férica en la Ciudad de México, que en los años cincuenta comenzó a ser inves­
tigada por científicos mexicanos de la UNAM con la cooperación de un experto 
de la UNESCO. Pero, fuera del ámbito de la ciencia, no hubo eco alguno: no ha­
bía desde luego ninguna consideración del fenómeno en sí en la sociedad civil 
mexicana, mucho menos en las esferas gubernamentales, y los estudiosos no 
imaginaban ni remotamente las complejas interrelaciones entre los problemas 
ecológicos urbanos y los económico-sociales, entre ellos los cambios demográ­
ficos. Me refiero en particular a la Ciudad de México, y no a otros aspectos que 
sí habían sido estudiados desde los años treinta por científicos mexicanos y del 
exterior relativos a la deforestación y a la erosión de los suelos, sus consecuen­
cias en los regímenes hidráulicos, etc.; sin embargo, no se examinaba entonces 
su posible vinculación con fenómenos demográficos. 

Como quiera que sea, el interés y la preocupación por los problemas eco­
lógicos crecieron muy lentamente. No se avizoraba una «explosión ecológica 
(negativa)», como en cambio se entreveía ya en los años sesenta una relativa ex­
plosión demográfica. En 1972, México participó en la Conferencia de las Na­
ciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano, de donde surgió una larga 
lista de recomendaciones a los gobiernos. En esos años el gobierno federal es­
tableció una dependencia para el medio ambiente, se aprobaron leyes y se or­
ganizó una burocracia, aunque con pocos resultados, y aun menos investiga­
ciones dirigidas a conocer mejor los fenómenos. Más adelante se dio mayor 
estatura al tema ecológico en la administración pública, se armaron programas, 
se hicieron más estudios y se empezó a crear conciencia del deterioro del me­
dio ambiente a escala nacional y en determinadas localidades críticas (la zona 
metropolitana, la frontera norte, algunos ríos y puertos, algunos estuarios y la­
gunas, principalmente). 

Hoy día se cuenta con una nueva legislación y una serie de programas en 
moderado ritmo de ejecución. Además, se ha formado opinión mediante orga­
nismos no gubernamentales, en los medios de comunicación y en el poder le­
gislativo, y las acciones de muchos de ellos han servido de acicate al gobierno 
y de estímulo a la investigación y a la preparación ciudadana. Más que nada, la 
población misma, al sufrir los efectos directos e indirectos de la contaminación 
de la atmósfera, de los ríos, los lagos, los estuarios y las playas, y de las aguas 
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subterráneas, se ha dado cuenta de que existe por lo menos un grave peligro pa­
ra la salud y para las condiciones generales de vida. En algunas zonas, por ejem­
plo, en el sur y el sureste del país, se ha definido también claramente el dete­
rioro ecológico, expresado en deforestación, pérdida de suelos, contaminación 
hidráulica y varias otras manifestaciones que afectan los medios de vida de la 
población local. 

IlI 

En cuanto a política de población, el tema dominante en las discusiones de 
años atrás era el de la relación de las variables demográficas, en especial la alta 
fecundidad, con el desarrollo, en particular con la capacidad de ahorro e inver­
sión para promover el cambio estructural de la economía, elevar la productivi­
dad y mejorar los ingresos y los niveles medios de consumo. Se argumentaba 
que el desarrollo -bien concebido y ejecutado- era el objetivo central y que, 
entre otras cosas, generaría, por diversos mecanismos, una tendencia descen­
dente de la fecundidad; también se suponía que se podían corregir desequili­
brios regionales y flujos de migración interna, y que se podría reducir la tasa de 
urbanización y la sobreconcentración en grandes conglomerados urbanos. El 
desarrollo económico-social daría lugar también a menores tasas de mortalidad 
general e infantil, así como a menor morbilidad asociada a las enfermedades 
características del subdesarrollo, entre ellas las endémicas. Poco después, al co­
nocerse las proyecciones de la probable población económicamente activa, se 
incorporó la preocupación por el empleo. 

En todas estas tareas hubo conceptualización e investigación nacionales e in­
ternacionales, y en particular en México tuvieron mucha influencia los estudios 
promovidos por el Celade y la CEPAL, así como por las Naciones Unidas y la 
Unión Internacional para el Estudio Científico de la Población;2 asimismo fue­
ron pertinentes otros trabajos apoyados por el Clacso, El Colegio de México, el 
PISPAL y otras instituciones. Sólo en este contexto, se afirmaba, podía preverse una 
política de población y, como parte de ella, las medidas de promoción de la pla­
neación de la familia, ya iniciadas en muchos países, que a su vez facilitarían el 
desarrollo a mediano plazo al reforzar variables fundamentales de este proceso. 

Llegó el momento de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Pobla­
ción, celebrada en Bucarest en 1974, y, frente a las políticas partidarias de la 

2 Por medio de un comité especial encabezado por el doctor León Tabah; véase Tabah 
(1975). 
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planificación familiar, se aceptaron a escala internacional y nacional los con­
ceptos más envolventes de vinculación de la política de población con la de de­
sarrollo, teniendo además en cuenta el gran marco de cooperación económica 
internacional Norte- Sur. En esa época, países como México y otros habían 
dado ya muestras de su capacidad para generar desarrollo, con la modesta coo­
peración internacional de esos tiempos, y podían en consecuencia adoptar po­
líticas de población más precisas que comprendieran en particular un conjun­
to de programas y medidas tendientes a reducir la fecundidad. Se obtendrían 
de este descenso ventajas no sólo económicas, sino sociales y familiares, e indi­
rectamente se liberarían fondos para los programas de salud, educativos y 
otros. Parecía que se había descubierto al fin la cuadratura del círculo.3 

Lo que muy pocos previeron fue que en ese instante, 197 4, desatada ya la 
inestabilidad económica y financiera internacional producida, entre otras co­
sas, por la crisis energética, el alza pronunciada del precio del petróleo y el em­
peoramiento de la relación de precios del intercambio para los países en vías de 
desarrollo no exportadores de petróleo y gas, el gran marco que envolvería a la 
política de población, el de la política de desarrollo, estaba en entredicho. Da­
tan precisamente de los años setenta --de 1971 a 1974- las señales de fuer­
tes desequilibrios internos y externos de los países en desarrollo que hicieron 
cada vez más difícil la marcha hacia las metas del desarrollo, la asignación de 
fondos presupuestales para tales fines y la utilización del ahorro nacional para 
la inversión deseada. 

La solución o salida temporal se obtuvo, en la mayoría de los casos, en todos 
los continentes del mundo en desarrollo, por la puerta falsa del endeudamiento 
externo excesivo, casi todo él a plazos demasiado cortos y en condiciones bastan­
te onerosas. Además, fue asombrosamente rápido: los bancos con petrodólares 
disponibles y los países ávidos de crédito fácil se lanzaron a una espiral de incre­
mento de la deuda externa que, en determinado momento, arrastró consigo un 
pago anual de intereses que excedió con mucho los límites prudentes de capaci­
dad de pago. Cuando sobrevino la segunda crisis de la energía en 1979-1980 y 
se implantaron en países de alta industrialización, hacia 1980-1981, políticas an• 
tinflacionarias y recesivas, y medidas importantes de economía energética, apo­
yadas en avances tecnológicos y decisiones firmes de los gobiernos y las legislatu-

3 La segunda Conferencia Internacional de las Naciones Unidas sobre Población, llevada a 

cabo en México en 1994, tuvo escasas aportaciones, salvo acentuar algunas de las conclusiones de 

la anterior. Desvió la atención un poco la insistencia de dos delegaciones de países desarrollados 

en insistir en que el desarrollo económico-social necesario para las políticas de población tenla 
que conseg irse por medio de las libres fuerzas del mercado y la iniciativa privada -tesis que no 

prosperó. (Véase mi artículo, "Desandanzas poblacionales" [1985]). 
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ras, fue ya casi imposible detener en los países latinoamericanos y otros el impul­
so desarrollista y sus implicaciones financieras inflacionarias. En el momento en 
que en 1982 los bancos acreedores se abstuvieron de seguir renovando los crédi­
tos e insistieron en cobrar los intereses devengados y algo de lo que se les debía a 
cono plazo, quedó expuesta a la luz pública la insolvencia de los países deudores. 4 

Y con ella terminó el desarrollo en América Latina, en África y en algunas panes 
deAsia.5 

IV 

Como bien sabemos, México no fue ajeno a esta vuelta de las circunstancias, 
aun más, fue de los países protagónicos. Junto con la mayor parte de los países 
latinoamericanos, México entró de lleno hacia fines de 1982 en lo que ha dado 
la CEPAL en llamar "el decenio perdido del desarrollo".6 Durante ocho largos 
años, con alzas y bajas, intentos de controlar la inflación alternando con pér­
dida de control de la misma, y al fin un plan de estabilización, el PECE, que ha 
funcionado a partir de 1988, la economía mexicana, considerada globalmen­
te, se ha estancado, con las consecuencias de la no absorción de los incrementos 
de la fuerza de trabajo en los sectores productivos formales, y de una menor 
asignación de recursos presupuestales reales a los programas de salud, educa­
ción, ciencia y tecnología, mejoramiento rural, y muchos otros, entre ellos el 
mantenimiento y la expansión de la infraestructura básica.7 

Cierto es que ha sido un "estancamiento económico disparejo". Algunas 
áreas industriales, entre ellas la wna fronteriza de la maquila, determinados 
centros urbanos del norte del país y algunos en otras partes, selectos centros tu­
rísticos y otros vieron incrementarse la inversión, el empleo y la exportación de 
bienes y servicios. Otras, en cambio, sobre todo los centros industriales más 
viejos (Distrito Federal y Monterrey), y algunos de los experimentos de gran 
industria de los años setenta, y por supuesto las grandes áreas rurales desaten­
didas por la revolución tecnológica y de servicios de la agricultura, vieron des-

4 Sobre este proceso, me remito a un trabajo mío titulado •Consecuencias a largo plazo del 

endeudamiento externo» en Miguel S. Wionczek (1987), tomo I, pp. 13-45. 
5 La excepción fueron algunas economías sumamente dinámicas del sudeste de Asia, en es­

pecial Corea del Sur, Taiwán, Singapur y Tailandia, y en cierta medida, India. 
6 Enrique Iglesias, presidente del BID, ha hecho notar que para algunos países latinoameri­

canos, la pérdida ha sido de dos decenios. Véase también Miguel Urrutia (1988). 
7 Sobre esto me remito a un trabajo mío titulado "Perspectivas de la economía mexicana, 

con especial referencia a la deuda externa'' (I 989). 
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cender su ingreso y su capacidad de empleo, y no pudieron sumarse al auge de 
las exportaciones de manufacturas. De cualquier manera, éstas, con el turismo 
y la maquila, apenas compensaron la caída estructural del sector de hidrocar­
buros. El superávit de comercio exterior en ningún momento fue suficiente 
para cubrir los intereses del endeudamiento externo y se incurrió en un nuevo 
endeudamiento. 

Apenas en 1989, sobre todo a partir de la terminación de las negociacio­
nes para reducir el monto del adeudo a los bancos comerciales y aligerar el pago 
de intereses, se advirtieron indicios de reanudación del crecimiento de la eco­
nomía. De cualquier manera, no obstante el incremento del PIB de 2.9% en 
1989, con la modesta expansión consiguiente del per cápita, no se ha recupe­
rado la pérdida de nivel medio de vida de poco más del 9% que se registra des­
de 1980. Dado lo reducido de los medios reales a disposición del sector públi­
co y la todavía vacilante actitud del sector privado, el desarrollo no se ha vuelto 
aún a poner en marcha de manera generalizada. 

V 

Se ha discutido la paradoja de que -¡quién lo iba a pensar en 1974!- el des­
censo de la fecundidad en México, y con él la disminución de la tasa de incre­
mento de la población, no se han detenido con la ausencia de desarrollo econó­
mico y social a partir de 1983.8 Se aduce también que los descensos de estos 
indicadores han sido últimamente más lentos,9 y se ha llamado la atención sobre 
aparentes anomalías en grupos de edad, sectores, regiones, etc. Seguramente in­
fluyen, como siempre, factores muy diversos, y se especula sobre si la tendencia 
descendente de la fecundidad podrá o no acentuarse, sobre si la mortalidad pu­
diera aumentar y acerca de los efectos contradictorios de las migraciones. Lo que 
empieza a quedar claro es tal vez que la transición demográfica mexicana, en su 
etapa actual, obedece más a factores culturales y sociales que a consideraciones 
sobre el desarrollo. 

Sin embargo, en vista de los daños que ha sufrido la capacidad de la eco­
nomía mexicana para desarrollarse --que no es lo mismo que crecer global­
mente, es decir, según se mida por cifras anuales de PIB de la economía en su 
conjunto--, puede aventurarse que las posibilidades, de aquí a fin de siglo, de 

8 Véase el informe del seminario del Centro Tepoztlán, sobre "Población y desarrollo" 
(1987). 

9 Gustavo Cabrera Acevedo (1990). 
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lograr un incremento sustancial del producto per cápita son bastante limita­
das. Se parte de una situación de "no empleo" de 25% de la PEA -si se prefie­
re, se puede acotar que hay un gran volumen de subempleo y de economía 
subterránea que actúa como un seguro contra el desempleo. Añádase que la . 
PEA se incrementa a razón de algo más que 3% anual; téngase además en cuen­
ta que la modernización tecnológica presenta sesgos antiempleo aun mayores 
que hace 20 años. Suponiendo una población total en el año 2000 de 105 mi­
llones, será extraordinariamente difícil llegar a fin de siglo con menos de un 
"no empleo" en el sector formal de 8% de una PEA de 40 millones de personas, 
o sea, para entonces, por lo menos 3.2 millones de personas; pero fácilmente 
podría ser de 6.2 millones, o sea 15.5% de esa PEA. La razón es que será casi 
imposible, dada la perspectiva del desarrollo, en sus múltiples manifestaciones, 
y aun suponiendo un mínimo de 6% anual de crecimiento del PIB, que el em­
pleo formal crezca a tasa superior a la media del periodo 1970-1982, cuando 
fue de 3.7%.10 

VI 

Si bien pudiera parecer que me he desviado del tema que me he propuesto ex­
poner, espero que lo anterior permita comprender que, ante una perspectiva de 
desarrollo relativamente débil, y sobre todo por el lado del empleo, puede plan­
tearse en serio si la política demográfica deba seguirse apoyando en esa, al pa­
recer ya medio mítica, interrelación con la política de desarrollo y con el desa­
rrollo mismo tal como se concebía antes. En los últimos ocho años parecen 
haberse desvinculado los fenómenos de la evolución de la fecundidad de los del 
desarrollo. Es posible, desde luego, que el desarrollo se reanude, aunque de 
otras maneras. El Plan Nacional de Desarrollo y lo que se lleva andado no per­
miten precisar los posibles resultados, y las proyecciones, aun las oficiales, son 
relativamente modestas. . 

Sin embargo, la política de población debe seguir y cuenta con un apoyo 
generalizado. ¿Cuál podría ser de aquí en adelante su asidero? Doy por descon­
tado que las razones del sector salud sigan siendo válidas -y no discutibles­
en el sentido de que la planificación familiar es necesaria para mejorar la salud 
de la madre y su descendencia, aparte de los muchos beneficios sociales que 

10 Véase, sobre este dato preciso, Saúl Trejo Reyes (1988), cuadro 8, p. 44. La proyección 

al año 2000 es de mi responsabilidad. Véase mi trabajo, "Perspectivas de la economía mexica­
na ... ", /oc. cit. (1989). 
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puede representar para los sectores de más bajos ingresos urbanos, y aun para 
los rurales. Será sin duda indispensable y conveniente reforzar y mejorar los 
programas de planificación familiar ya vigentes y desarrollar otros nuevos. Ade­
más, la meta de reducir, para fines de siglo, el crecimiento general demográfi­
co a una tasa menor que la actual --digamos, para no entrar en la controver­
sia en este instante-, de no más de 1.5%, es una que debe mantenerse por una 
serie de motivos de carácter general, económicos y sociales. 

La nueva variable de interrelación debería ser, a mi juicio, la ecológica, o 
más ampliamente, la del medio ambiente. Trataré de esbozar algunos de los ar­
gumentos, aun cuando sea brevemente, dadas las limitaciones de tiempo y so­
bre todo porque es un tema todavía por explorar e investigar. 

Como expresé antes, se ha creado amplia conciencia del deterioro ambien­
tal en México, en todos sus aspectos principales. Hace un par de años, a esca­
la global, se publicó el Informe Brundtland, Nuestro foturo común, resultado de 
las deliberaciones de una Comisión Mundial sobre Medio Ambiente y Desa­
rrollo (nombrada por la Asamblea General de las Naciones Unidas). En dicho 
informe se aboga por el concepto de "desarrollo sostenible", o sea aquel que 
permita alcanzar, a escala global y sobre todo en los países en vías de desarro­
llo, mayores niveles de vida y bienestar sin poner en peligro la base de susten­
tación ecológica de la actividad del hombre. El nuevo concepto no significa 
"más de lo mismo", sino nuevas modalidades, tanto internacionales como na­
cionales, pero con pleno respeto a los equilibrios ecológicos indispensables. 11 

La concientización está avanzando en todas las sociedades y empieza a ser ob­
jeto de implementación mediante programas internacionales -Naciones Uni­
das, BID, Banco Mundial, etc.- y nacionales. En esto esperemos que México 
no se quede atrás, no obstante las difíciles circunstancias financieras y econó­
micas actuales. (Es por cierto irónico que, al fin, cuando existe creciente con­
ciencia de la necesidad de los programas ambientales, la crisis económica y fi­
nanciera hace más difícil llevarlos a cabo; además, se ha subestimado en gran 
medida su verdadero costo, como también se subestima el beneficio que pue­
den aportar, sobre todo a mediano y a largo plaw). 

1. Lo primero que interesa recalcar es que la relación población/capacidad 
de desarrollo, en los próximos 20 a 30 años, dado el crecimiento demográfico 
de México y sus proyecciones, será un problema creciente y de difícil solución 
armónica {aun con la emigración constante de fuerza de trabajo a América del · 
Norte). Si no se adoptan nuevas políticas, puede haber indudablemente mayor 

11 En mi trabajo, "Población y medio ambiente" (1989), me refiero con más detenimien­

to a este tema. 



REFLEXIONES SOBRE POBLACIÓN Y ECOLOGfA 445 

presión sobre los recursos naturales y los construidos por el hombre, y mayor 
tendencia al deterioro ambiental incontrolado. Será éste uno de los desafíos 
más graves a que tendrá que enfrentarse la sociedad mexicana -y por supues­
to, la humanidad entera-. El Informe Brundtland, en su capítulo 4, se ocu­
pa de esta problemática. Cualesquiera que hayan sido las causas de esta situa­
ción, se prevé la necesidad de abordar soluciones que garanticen la convivencia 
y el bienestar de la población futura y la calidad de vida. Y eso es aplicable a 
México como a cualquier otro país. La sola tasa de urbanización tan acelerada 
4ue el Informe Brundtland tiende a subestimar en cuanto a sus consecuen­
cias-12 es motivo más que suficiente, aparte de los múltiples problemas de las 
ronas rurales, para hacer planteamientos esclarecidos con visión a futuro. La 
estrategia de desarrollo urbano en México -si es que existe alguna, y pese a 
todo lo que se haya escrito y dicho- no abarca en su conjunto ni las conse­
cuencias de la migración interna, ni las consideraciones ambientales en todos 
sus aspectos. 

2. Se carece de buenos indicadores del deterioro ambiental. Existen mu­
chos datos sectoriales o locales, pero falta mucha investigación sobre todos los 
múltiples aspectos. Sería difícil, por supuesto, llegar a una "tasa única'' de de­
terioro ambiental, como la tasa de incremento poblacional -tanto por ciento 
al año-, razón de más para profundizar en todos los indicadores parciales. 

3. La relación con las variables demográficas principales tendría que exa­
minarse a diversas escalas. 

i] A escala de localidad sería preciso establecer la relación con suelos utili­
zables para la actividad agropecuaria, la forestal y el uso de los recursos hidráu­
licos; se requeriría conocer con precisión y en forma sistemática la relación en­
tre el nivel bajo de los ingresos familiares y las condiciones de salud y de 
oportunidades educativas, y sus consecuencias en la mortalidad infantil y en la 
migración; desde el punto de vista económico, la influencia en la capacidad fa­
miliar de,ahorro, los patrones de gasto y el potencial de productividad. Si se es­
tablece que puede existir una relación entre estas condiciones y el deterioro am­
biental, hay que tener en cuenta que existen contrapesos a mediano plazo: el 
adelanto tecnológico que puede elevar la productividad de los suelos y el apro­
vechamiento de los recursos en el sentido del desarrollo sustentable, el mejo­
ramiento de la salud y la educación, las políticas de gasto público, sobre todo 
en servicios básicos e infraestructura física e institucional, y la creación de in­
centivos reales de mejoramiento para la población. Sin embargo, hasta ahora 
los saldos parecen ser negativos. 

12 Nuestro faturo común, cap. 4, sección III (1988). 
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ii] A escala urbana pequeña y mediana, a lo anterior se añade el deterioro 
ambiental generado por la aglomeración y la concentración urbanas desorde­
nadas y sin plan prospectivo -destacan los volúmenes de desechos tanto de 
unidades productivas industriales y comerciales como de unidades familiares, 
la contaminación creciente de las aguas fréaticas y las corrientes, y en general 
las emisiones de las grandes industrias. En muchos casos esto ha conducido a la 
migración a las grandes ciudades y al extranjero. Estos procesos tienen también 
sus contrapesos a mediano plazo: la acción pública (gobiernos federal, estata­
les y municipales); la acción comunitaria, todavía no muy extendida, en mate­
ria de salud, educación y servicios públicos; la reglamentación, desde el punto 
de vista ambiental -hasta ahora más en el papel que en la realidad adminis­
trativa-, de la actividad productiva. 

iii] A escala urbana grande, a todo lo que precede se agrega el problema de 
los desechos industriales en gran escala, la contaminación atmosférica y el de­
terioro de la vivienda y los servicios públicos. Todo ello pudiera generar nue­
vos procesos migratorios, de salida de las grandes concentraciones -el Distri­
to Federal, Monterrey, aun los municipios urbanizados del Estado de México 
y otros- hacia lugares menos inhóspitos, siempre que existan oportunidades 
de empleo y servicios generales adecuados. Algo de esto ha estado ya ocurrien­
do, hacia el centro y el norte del país, pero también sigue la migración a las 
grandes ciudades y el saldo neto todavía debe ser en este último sentido. Entre 
los contrapesos está la mayor capacidad de las grandes ciudades para proveer 
servicios públicos, salud, educación y vivienda. Además, las transformaciones 
culturales en las grandes ciudades parecen favorecer el descenso de la fecundi­
dad y la mayor eficacia de los programas de planificación familiar. También es­
timulan una mayor participación ciudadana en general, y en consecuencia en 
los programas ambientales, a medida que la conciencia de éstos se traduce en 
deseos de cambio y mejoramiento. 

iv] A escala regional hay que considerar, por añadidura, problemas especí­
ficos de las regiones o zonas. Ejemplo de ello serían las zonas de la froiitera nor­
te, las de extracciones mineras y petroleras, las de generación de desechos ra­
diactivos y posiblemente las turísticas que padecen problemas particulares de 
contaminación. En esta escala se trataría de establecer y coordinar políticas am­
bientales nacionales armonizadas con las que requieran las zonas regionales, en 
materias tan importantes como la localización industrial, la provisión de servi­
cios públicos, la actividad agropecuaria y forestal, el transporte y otras. 

v] A escala nacional no están todavía claros los lineamientos para la solu­
ción de los problemas del medio ambiente, en su relación con el desarrollo eco­
nómico o con las demás previsiones y necesidades de la sociedad mexicana del 
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futuro; por ejemplo, la descentralización, los asentamientos rurales y urbanos, 
la migración, el empleo y, desde luego, el futuro de la planificación familiar. 

Éstos no son sino algunos señalamientos de temas a discusión, y para tra­
tar de inducir estímulo a la investigación y adelantar la idea de que la política 
de población requerirá cada vez más estar incorporada a la política de medio 
ambiente, y viceversa, en su enfoque sistémico. Sin embargo, es aún necesario 
dar por supuesta la realidad de que el desarrollo en lo sucesivo será distinto al 
ya conocido en algunos de sus aspectos, de que será disparejo ante la falta de 
recursos, y de que no será capaz de generar un crecimiento adecuado del em­
pleo en el sector formal. Todo ello supone tener que hacer frente a un sector in­
formal masivo, en gran parte caracterizado por lo que ha dado en llamarse la 
economía subterránea, que es impredecible. Las implicaciones para la política 
de planificación familiar, para los programas de salud, para la regulación de los 
flujos migratorios internos y externos, deberán ser bastante obvias. 

Una reflexión final debe vincular todo esto con el problema del endeuda­
miento externo y la política financiera. En pocas palabras, aun con la reduc­
ción parcial del mismo y el aligeramiento temporal del pago de intereses, sub­
siste el problema de que el servicio de la deuda, que se mantendrá a mediano 
plazo a un nivel de 1 O 000 dólares anuales, difícilmente permitirá al sector pú­
blico asignar recursos reales verdaderamente significativos a los programas am­
bientales, y falta ver si el sector privado y la sociedad civil están lo bastante dis­
puestos a intervenir con los recursos necesarios. Reducir aún más el servicio de 
la deuda externa, o hallar otros medios de cumplirlo -por ejemplo, reciclan­
do hacia proyectos nacionales, entre ellos los ambientales, parte del pago de in­
tereses en moneda nacional- podría ser la clave de una solución a fondo a me­
diano y a largo plaws. 
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POBLACIÓN Y MEDIO AMBIENTE*1 

RESUMEN 

A partir del Informe Brundtland sobre desarrollo y medio ambiente se plantean 
algunas ideas sobre la relación población/capacidad de desarrollo y sus consecuen­
cias sobre los recursos naturales y los recursos comtruidos por el hombre. El autor 
hace énfasis en la necesidad de diseñar políticas de desarrollo en las que se contem­
ple como prioridad la protección del ambiente, en particular en los países de Amé­
rica Latina. 

El punto de partida para un examen de la relación población/recursos a la luz 
del Informe Brundtland 1 es el concepto central mismo que se ha adoptado: el 
de desarrollo sostenible, sustentable, perdurable o permanente, según la termi­
nología que acabe por adoptarse en español para designar el término en inglés 
sustainable development (del verbo to sustain, o sea, según el diccionario Oxford, 
evitar que algo caiga o decaiga, se hunda o falle; hacer posible que dure o per­
dure; lograr q\le aguante; mantener). En realidad, el concepto de desarrollo per­
durable (sustainable) que el Informe Brundtland auspicia no significa solamen­
te mantener o hacer perdurable el desarrollo como hasta ahora se ha conocido, 
sino que da a entender que el desarrollo mundial deberá adoptar nuevas moda­
lidades. Las principales son las de reducir las desigualdades, tanto internaciona­
les como internas, y al mismo tiempo, en un enfoque dinámico, lograrlo me­
diante un incremento de la producción e ingreso por habitante sin degradación 
o destrucción de la base ecológica y de recursos con que cuenta el planeta. Éste 
es un concepto que encierra muchos aspectos interrelacionados que en la prác­
tica, hasta ahora, se han tratado casi siempre por separado. 

*Marzo-abril de 1989, vol. 319, núm. 2, pp. 213-216. 

Este trabajo se presentó en la reunión "Nuescro fiuuro común: análisis del informe de la 

Comisión Mundial sobre Medio Ambience y Desarrollo" que se llevó a cabo en la Ciudad de Mé­

xico los días 22 y 23 de sepciembre de 1988. 
1 Centro de Estudios Demográficos y de Desarrollo Urbano, El Colegio de México. 
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El presente comentario se limita a los aspectos demográficos, principal­
mente en su relación con el medio ambiente, en el contexto de lo que pudiera 
ser un desarrollo perdurable o sostenible. 

Las tendencias de la población mundial están dadas, dentro de ciertos lími­
tes, por cambios anteriores experimentados por sus principales variables: nata­
lidad y mortalidad. La población mundial, según estimaci• 'les de las Naciones 
Unidas, está creciendo a aproximadamente 1.7% anual. 1 Sin embargo, la tasa 
de incremento que registran los países desarrollados es de apenas 0.6% anual, 
mientras que la de los países en desarrollo -que constituyen 76% de la pobla­
ción mundial- se calcula en 2.0% al año. En general, la mortalidad ha descen­
dido con rapidez en los últimos 30 años, mientras que la fecundidad ha bajado 
a distintas tasas según diferentes contextos socioeconómicos: se ha reducido ra­
dicalmente en los países desarrollados, ha comenzado a reducirse sustancial­
mente en los países en desarrollo semiindustrializados y en algunos de menor 
desarrollo, y se mantiene muy elevada en determinadas naciones, por diversos 
factores sociales, culturales y económicos. Destacan algunos países de África, 
con crecimientos demográficos de 3 a 4% anual, y varios de América Latina con 
incrementos de 2.5 a 3.5% anual. La tasa media de incremento anual de lapo­
blación de los países en desarrollo de 2.0%, oculta grandes diferencias, y es en 
sí misma elevada; es decir, los países en que la población crezca aun alrededor 
de 2.0% anual son sociedades en que pueden presentarse situaciones agudas en 
cuanto a la relación población/recursos o población/capacidad para hacer fren­
te a las necesidades de la misma. Por otro lado, existen países en desarrollo de 
muy alta densidad de población, muchos de ellos con territorios pequeños o 
con suelos en gran parte incultivables, en que la posibilidad de un desarrollo 
perdurable se enfrenta a graves limitaciones. En otros, el monto total de su po­
blación plantea ya problemas a futuro de suma gravedad. 

Para el mundo en su conjunto, Naciones Unidas prevé que la población 
total, que en julio de 1987 rebasó los 5 000 millones, alcance unos 6 100 al 
despuntar el próximo siglo, y que en el año 2025 pueda haber no menos de 
8 200 millones. 1 Se estima que más de 90% del incremento ocurra en los te­
rritorios de los países en vías de desarrollo. Si no se cumplen ciertas previsio­
nes sobre el descenso futuro de la natalidad (que dependen de muchos facto­
res, entre ellos la efectividad de los programas de planificación familiar), la 
población mundial no podrá estabilizarse antes de alcanzar los 1 O 000 millo­
nes hacia fines del siglo próximo. 1 

1 Comisión Mundial sobre Medio Ambiente y Desarrollo, Nuestro faturo común, Oxford, 
Oxford Universicy Press, 1987. 
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Lo anterior da una idea gruesa de lo que puede significar la relación pobla­
ción/ capacidad de desarrollo en los próximos 35 años por lo menos. Habrá sin 
duda mayor "presión'' sobre los recursos naturales y los construidos por el hom­
bre, y mayor tendencia al deterioro ambiental si no se adoptan políticas y me­
didas que lo contrarresten. Además esa presión será desigual, pues su intensi­
dad será muchísimo mayor en los países en vías de desarrollo en general, y aún 
mayor en algunos que en otros. Lograr el desarrollo perdurable o sostenible en 
las sociedades sujetas a una elevada relación población/recursos o capacidad de 
desarrollo será sin duda uno de los desafíos principales a que tendrá que enfren­
tarse la humanidad durante las próximas dos generaciones. Y armonizar ese de­
sarrollo con el de los países industrializados de menor relación población/recur­
sos (naturales e industriales) será otro desafío no menos importante. 

Puede adelantarse que en los próximos decenios -independientemente 
de los conflictos armados que puedan producirse en las distintas regiones- se 
generará una fuert~ tendencia a la migración internacional, de los países de es­
caso desarrollo y fuerte tasa de incremento demográfico (o gran densidad) a los 
países de mayor desarrollo y menor tasa de incremento demográfico (o menor 
densidad) -es decir, migraciones de Sur a Norte, en busca de empleo, ingre­
sos, posibilidades educativas y de mejoramiento personal, y seguridad. 

Esta perspectiva no es ajena a la región latinoamericana, y menos aún a la 
de México y el Caribe, objeto de la Comisión Brundtland. América Latina en 
su conjunto, cuya población es ya superior a los 400 millones de habitantes, 
alcanzará dentro de 12 años un total de 550 millones, según proyecciones de 
Naciones Unidas (el total pudiera ser ligeramente inferior, según otras estima­
ciones). En la región México-Centroamérica-Caribe, que en la actualidad 
cuenta con unos 130 millones, a fin de siglo habrá llegado a los 190, o sea un 
incremento de 46%. En esta región, no obstante el descenso de la fecundidad 
registrado en México, Costa Rica y Cuba, así como en algunas islas del Cari­
be, la tasa de aumento de la población de algunos países de Centroamérica y 
otros de la subregión continúa siendo de alrededor de 3%. En consecuencia, 
para fin de siglo, aumentará la proporción de la población de la subregión que 
estará representada por esos países. Dadas las condiciones actuales y las pers­
pectivas a mediano plazo, será inevitable que la presión migratoria de la pobla­
ción centroamericana y de Haití y Santo Domingo hacia el exterior se acre­
ciente. Por otro lado, México, con una natalidad descendente y una tasa 
probable de incremento demográfico hacia el año 2000 de 1.0 a 1.5%, segui­
rá experimentando una migración neta al exterior mientras la tasa de incre­
mento de su fuerza de trabajo, hoy todavía superior a 3% anual, no se reduzca 
sustancialmente. 
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Si bien la migración, en caso de ser numéricamente importante, tenderá a 
aliviar la presión demográfica sobre las capacidades de desarrollo, se caracteri­
za por presentar aspectos negativos que no conviene minimizar. Entre ellos está 
el hecho de que la migración neta al exterior tiende a ser selectiva, cada vez más 
representada por la salida de fuerza de trabajo educada y capacitada, aun de ni­
vel profesional. 2 

Si las políticas económicas internacionales, en cambio, favorecieran el des­
plazamiento de actividades industriales de los países desarrollados a los países 
en desarrollo, podrían a su vez agravarse los problemas de presión sobre los re­
cursos en ausencia de políticas nacionales de desarrollo perdurable o sostenible 
que evitaran nuevos y mayores deterioros del medio ambiente. 

Lo anterior puede servir como introducción a una nueva etapa de la discu­
sión internacional sobre población y desarrollo, en que será preciso redifinir esa re­
lación como base para establecer políticas de población. En la Conferencia Mun­
dial de Población de las Naciones Unidas, que se llevó a cabo en Bucarest en 197 4, 
se abordó la necesidad de formular las políticas de población en el contexto de los 
lineamientos de desarrollo económico y social definidos por los países. Se supuso 
que sin desarrollo económico, las políticas de población, y en especial las destina­
das por medio de la planificación familiar a reducir la natalidad, no se podrían 
promover y aceptar a nivel político general. En 1984, al verificarse la Segunda 
Conferencia Internacional sobre Población en México, se comprobó que había 
dejado de demostrarse claramente la correlación entre política demográfica y la de 
desarrollo. Algunos de los países que habían emprendido programas importantes 
destinados a generar un descenso de la fecundidad no habían logrado grandes ade­
lantos económicos y aún estaban sumidos en profundas crisis; en otros, donde el 
desarrollo había alcanzado tasas elevadas, la fecundidad no se había reducido. En 
los países en desarrollo en su conjunto, por más que se prestara mayor atención a 
la política de población, los resultados demográficos no fueron apreciables. En 
esos 1 O años, sin embargo, la conciencia de que el medio ambiente se había dete­
riorado, aun en los países en desarrollo, aumentó considerablemente. 

Podría adelantarse que con las transformaciones actuales, y teniendo espe­
cialmente en cuenta los problemas ambientales, las políticas de población 
-implementadas claramente por medio de planificación familiar integral­
necesitan desvincularse de las nociones demasiado generales de desarrollo en 

2 El Informe Brundtland tiende a minimizar la importancia de la emigración internacio­

nal, al expresarla, entre 1970 y 1980, como porcentaje del incremento demográfico. (Véase Nues­
tro faturo común, op. cit.) Es probable que después de 1980 se haya vuelto mucho más significa­

tiva, especialmente de Sur a Norte, y en todo caso hay que proyectarla a futuro. 
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que se han situado en las conferencias internacionales sobre población, y ligar­
se más directamente a la problemática ambiental. 

Aunque este enfoque pueda tardar en desarrollarse plenamente, el solo he­
cho del deterioro ambiental en los países en desarrollo, sobre todo en las gran­
des ciudades y en las cuencas hídricas, llevará, en un análisis complejo, a la con­

clusión de que uno de los instrumentos para detenerlo deberá ser una intensa 
política de población tendiente a reducir la natalidad, a mejorar las condiciones 
de salud y saneamiento, a planear los movimientos migratorios tanto internos 
como internacionales, y a fortalecer la capacidad de los recursos humanos. El In­
forme Brunddand, en su capítulo 4, adopta este enfoque y por ello vale la pena 
subrayarlo. Ha llegado la hora en que la discusión sobre población se despoje de 
consideraciones teóricas y filosóficas que prevalecen en muchas partes del mun­
do, en especial en América Latina, y descienda a la realidad del deterioro am­
biental, cualesquiera que sean las causas profundas y sociales de éste. Para mu­
chas wnas de los países en desarrollo, para muchas ciudades contaminadas, ha 
pasado ya la hora de la teoría y tendrá que actuarse con rapidez y con claro sen­
tido de protección ambiental. Para algunas wnas quizá sea ya demasiado tarde, 
con las consecuencias que ello tiene sobre la salud de la población y sobre la ca­
pacidad de emprender y mantener un "desarrollo sustentable o perdurable". 

No serían éstas las únicas rawnes para promover en la región latinoame­
ricana, y en especial en la de México, Centroamérica y el Caribe, políticas de 
población mejor definidas, más congruentes, más intensas y más dirigidas a 
objetivos claros de mejoramiento de la calidad de vida. Subsisten las demás ra­
wnes -sociales, culturales, médicas- para lograr reducir la tasa de incremen­
to demográfico. Las ambientales, sin embargo, tenderán a ganar con el tiempo 
una primacía absoluta. Y esto no obstante que se emprendan verdaderos es­
fuerws de control de la contaminación y de protección de los recursos natura­
les, lo cual en los países de América Latina no ha sido hasta ahora obvio. Cual­
quier acción en materia de población, o en materia de protección ambiental, 
tendrá resultados relativamente lentos, razón de más para no aplazar medidas 
ya suficientemente discutidas y definidas. 

La sección 111 del capítulo 4 del Informe Brunddand hace hincapié en los 
múltiples y complejos aspectos de las políticas demográficas en relación con las 
metas de un desarrollo perdurable. Sin embargo, este ensayo se queda corto en 
el tratamiento de la problemática específica del crecimiento de la población ur­
bana, proceso que se ha acelerado en muchos países latinoamericanos. No bas­
ta hacer referencia a la necesidad del desarrollo de las áreas rurales (donde tam­
bién se presentan graves desafíos ecológicos). Tampoco basta reducir la 
problemática de la migración entre wnas rurales y urbanas a la variable "ciu-
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dades grandes versus ciudades pequeñas". Es necesario reconocer que el creci­
miento urbano de los países en desarrollo presenta características bastante dis­
tintas a las experimentadas por los países ya desarrollados en su propia evolu­
ción urbana. Es cierto que las proyecciones demográficas y las tendencias de la 
urbanización sitúan el problema en su conjunto con el territorio del mundo en 
desarrollo. Por otro lado, los centros urbanos y las conurbaciones de los países 
industrializados se han venido ocupando de sus propios problemas de medio 
ambiente y calidad de vida desde hace muchos años y con enormes recursos a 
su disposición, a lo que se ha sumado una conciencia colectiva de marcado re­
sultado práctico. Y si bien esto no quiere decir que los países desarrollados ha­
yan resuelto sus problemas urbanos o eliminado el deterioro ambiental de sus 
ciudades, al menos se han reorientado los esfuerzos públicos y privados, en 
gran número de casos, hacia otorgar al medio ambiente urbano la prioridad 
que merece. Éste no es el caso en los países en vías de desarrollo. 

En América Latina, en particular, no existe casi ningún caso en que en la 
estrategia de desarrollo urbano, o en que ante el hecho real de la urbanización, 
se hayan adoptado programas ambientales prioritarios de consecuencias positi­
vas para la población. Es más, en la región latinoamericana es preciso distinguir 
entre ciudades que ya tienen en cierta medida infraestructura (agua y drenaje, 
servicios de distribución de electricidad y combustibles, transporte moderno) y 
aquéllas en que esta infraestructura es muy defectuosa o inexistente. Estas dife­
rencias se deben a la rapidez con que algunos centros urbanos han crecido y a 
la falta de recursos oportunos para atender las necesidades de esos centros, so­
bre todo teniendo en cuenta las consideraciones ambientales. El Informe, de 
cualquier manera, recalca la necesidad de que los gobiernos formulen políticas 
adecuadas de asentamientos humanos y, en especial, establezcan políticas urba­
nas de alcance mucho más amplio que las que han prevalecido hasta ahora. 

Con frecuencia se ha propalado un concepto demasiado estrecho de la re­
lación población/recursos. Desde la vieja idea de la densidad territorial de lapo­
blación, que ha llevado al absurdo de decir que en los países de enorme territo­
rio -por ejemplo, que contienen grandes desiertos o grandes wnas selváticas­
"no existe" problema demográfico, hasta la noción relativamente reciente de la 
capacidad de sustentación (carrying capacity) referida solamente a recursos natu­
rales se ha simplificado con exceso la problemática general. Juzgar si una pobla­
ción nacional es grande o pequeña, excesiva o insuficiente, si crece a una tasa 
"demasiado elevada'' o aun a una tasa "demasiado baja'', no debe valorarse sobre 
la base de una relación simple y estática entre el número de habitantes y una es­
timación de la cuantía de los recursos naturales. La población evoluciona, cam­
bia en su estructura por edades, en su distribución por regiones internas y luga-
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res rurales y urbanos. Los recursos naturales, aun los del subsuelo, no son fijos, 
sino que varían en función de la técnica para aprovecharlos y en función de su 
necesidad o demanda. Todavía más, la mayor parte de la producción moderna 
que satisface necesidades de la población de todo tipo no viene de los surcos o 
de las profundidades del subsuelo, sino de la capacidad productiva del hombre 
-sobre todo en los últimos 200 años-, es decir, de la capacidad de generar 
productos industrializados o semiindustrializados, de generar servicios, de pro­
veer bienes colectivos como la educación y la salud, la tecnología y las comodi­
dades urbanas. Aun la agricultura, dada la tecnología que se le puede aplicar, es 
capaz de ser un recurso altamente dinámico y de renovación ecológica. En con­
secuencia, la relación población/recursos debe incluir en su denominador todos 
los recursos productivos y el potencial para aumentarlos. 

Esto no quiere decir que la capacidad productiva sea infinita. Tampoco 
quiere decir que las formas de crear capacidad productiva que han prevalecido 
sean a largo plazo las mejores. Antes bien, como lo expresa claramente el Infor­
me Brundtland, las modalidades de la expansión de la capacidad productiva 
del planeta han creado ya graves deterioros ecológicos y amenazan el medio 
ambiente y aun la estabilidad de la biosfera. Por otro lado, el numerador, po­
blación, es un agregado de segmentos muy diversós, no homogéneos, que no 
sólo disponen de distintas y desiguales capacidades de utilizar y consumir los 
resultados de la capacidad productiva del planeta, sino que se diferencian aun 
en sus valoraciones y sus objetivos a futuro, desde la inconciencia del consu­
mismo hasta el ascetismo -dejando en el medio una gran masa de necesida­
des básicas insatisfechas. 

Por ello, puede concluirse que abordar los problemas del medio ambiente 
desde el punto de vista de una simple relación población/recursos, sin esclare­
cer siquiera en qué sentido va la causalidad, sería un enfoque insuficiente para 
contribuir a mejorar la problemática de la humanidad del futuro. Tal vez no 
aparezca en forma suficientemente explícita en el Informe Brunddand, pero 
el enfoque que se va a requerir cada vez más en la consideración de los asuntos 
ambientales del planeta y su futura población tendrá que ser sistémico, como 
ya lo apuntaba hace más de 15 años uno de los estudios auspiciados por el 
Club de Roma -hoy superado o superable a la luz de las nuevas técnicas de 
análisis y los nuevos conocimientos del potencial tanto positivo como negati­
vo de la acción humana. Será difícil avanzar a nivel de organismos internacio­
nales y de gobiernos por el camino del enfoque sistémico. Pero si nada se lo­
gra, la discusión población/recursos, en su sentido limitado, nos dejará en un 
estado de grave ignorancia y de incapacidad para hacer frente a la realidad que 
se avecina en los próximos decenios. 
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EL CAMBIO CLIMÁTICO: 
CONSIDERACIONES GENERALES* 

En la temática global y de la globalización intervienen no sólo aspectos econó­
micos y ecológicos, sino que se afectan todos los componentes de la cultura de 
la especie humana. Ésta, por medio de sus múltiples actividades, está en contac­
to con la naturaleza y con los ecosistemas. La actividad económica consiste en 
gran parte en producir bienes y servicios que, para llegar a su consumo final, 
pueden necesitar de almacenamiento y distribución. A lo largo de este proceso 
sistémico se utilizan recursos naturales y capacidades creadas por la actividad 
misma -bienes y servicios de producción- mediados por el conocimiento, el 
ingenio, la habilidad y, cada vez más, la ciencia y la tecnología institucionaliza­
das. El organizador de la actividad, sea el Estado o el empresario, o la fuerza la­
boral por sí sola, requieren tener la habilidad necesaria para conjuntar todos los 
elementos que puedan intervenir, con el propósito de obtener resultados favo­
rables para su ingreso real. 

Apenas muy avanzado el siglo XIX surgió en las sociedades más adelanta­
das la noción de que los recursos naturales pudieran no ser ilimitados, como se 
daba por supuesto en todas partes. En forma paralela se reconoció que la salud 
de la especie humana requería atención directa y especializada, que las ciuda­
des y el campo no podían exponerse de manera indefinida y sin restricciones a 
cualquier iniciativa originada en cualquier sociedad, y que la naturaleza, inclui­
da la fauna y la flora, las fuentes hídricas y los mares, y la pureza de la atmós­
fera, merecían conservarse. 

Sin embargo, no se advirtieron a tiempo los umbrales que la actividad 
económica no debía rebasar impunemente, pese a advertencias de los sectores 
científicos. Faltaban la inconformidad social y el componente político; se ca­
recía de cultura ambiental. Estos elementos empezaron a ejercer influencia 
apreciable y a trascender las fronteras 100 afios después, en los años sesenta del 
presente siglo. En menos de 40 años ha sido necesario que la comunidad in-

* Seminario de Evaluación de Estrategias Nacionales para Enfrentar el Cambio Climático 

Global, Instituto Nacional de Ecología e Instituto de lngeniería/UNAM, Veracruz, Ver., 22-24 de 

mayo de 1997. 
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ternacional, encabezada por los sectores científicos y las organizaciones socia­
les, y apoyada en cierta medida por las esferas políticas nacionales y las que in­
tervienen en el sistema de Naciones Unidas, proclamen la urgente necesidad 
de revertir los daños causados por la actividad humana a la naturaleza y a la 
salud humana, daños que se heredan de manera inevitable a las generaciones 
futuras. 

Uno de los fenómenos globales en que se ha centrado la atención es la 
acentuación del efecto de invernadero y sus consecuencias climáticas, hidroló­
gicas y biológicas. Esta problemática deriva del aumento de la carga neta de 
carbono y otras sustancias peligrosas y tóxicas emitidas a la atmósfera como re­
sultado de la combustión de energéticos de origen fósil y la utilización crecien­
te de dorados y otros elementos químicos, más allá de la capacidad de absor­
ción de los mismos por la naturaleza. Es evidente que, como otros aspectos de 
las contaminaciones generadas por la actividad económica, no se trata de un fe­
nómeno que pueda definirse solamente por sus referentes físicos, sino que in­
tervienen consideraciones de orden social, político y cultural, tanto en ámbi­
tos nacionales como regionales e internacionales o globales. 

Los compromisos adquiridos en la Conferencia de las Naciones Unidas so­
bre Medio Ambiente y Desarrollo, efectuada en Río de Janeiro en 1992, tuvie­
ron su origen en conocimientos científicos previos, así como en crecientes in­

quietudes y dudas acerca de la capacidad del planeta para soportar el ascenso tan 

rápido de la actividad económica y el incremento correlativo de la población 
mundial. En la Conferencia de Estocolmo de 1972 se logró, no con gran éxito, 
una primera aproximación a un conjunto de políticas ambientales, a partir de ex­
periencias de algunos países industrializados, con resistencia, no obstante, de gru­
pos de los países en desarrollo (y la ausencia de los países socialistas de economías 
con planificación central). Se creó el Programa de las Naciones Unidas para el 
Medio Ambiente (PNUMA) y se adoptaron recomendaciones. La OCDE y la Comu­
nidad Europea empezaron poco después a implantar políticas ambientales. 

Los resultados fueron relativamente modestos desde una perspectiva glo­
bal. En 1984, Naciones Unidas creó la Comisión Mundial del Medio Ambien­
te y el Desarrollo (Comisión Brundtland) para volver a examinar toda la pro­
blemática. En su informe publicado en 1987, la Comisión Brundtland propuso 
como objetivo el desarrollo sustentable. Ésta fue la base para convocar la Con­
ferencia de Río de Janeiro en que, entre otras cosas, se consagró ese concepto, 
se firmaron convenciones {tratados) internacionales y se aprobaron las reco­
mendaciones contenidas en la Agenda 21. Todo ello suponía la necesidad de va­
riar el derrotero de la economía y la sociedad globales dirigiéndolas hacia la meta 
del desarrollo sustentable. 
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Si en Estocolmo en 1972 surgió una inconformidad de muchos países res­
pecto a la urgencia de implantar políticas ambientales por considerar que pu­
dieran retrasar el desarrollo económico o por ser simplemente costosas, 20 años 
después, en Río de Janeiro, se avanzó en el reconocimiento de que, en las nue­
vas condiciones y ante las perspectivas para el siglo XXI, la atención al ambien­
te no podía ni debía ya estar reñida con los objetivos del desarrollo y el mejo­
ramiento generalizado de los niveles de vida. Se prestó especial atención a los 
países caracterizados por ingresos bajos y aun muy reducidos y por la presen­
cia de amplios sectores marginados y faltos de acceso a los servicios de salud, 
educación y capacitación, sin esperanza de contar por muchos años con un há­
bitat adecuado. Ésta es por lo menos la aspiración que suele manifestarse, aun­
que falte mucho por consolidar las opiniones que apoyen la inexistencia actual 
del dilema de 1972, y aunque la experiencia post-Río -el llamado Río+5-
no avale la mayor parte de los resultados esperados. 

El reconocimiento creciente de las consecuencias del efecto invernadero en 
sus dimensiones recientes y actuales, la pérdida de biodiversidad, el deterioro de 
los suelos, la posible escasez futura de agua dulce y el empeoramiento de su cali­
dad, y otros efectos de la excesiva presión de la actividad humana sobre las capa­
cidades de la naturaleza están creando conciencia de que los problemas globales 
requieren acciones y soluciones también globales. El aplazamiento de los proce­
sos de mejoramiento y solución no hará sino agravarlos, con consecuencias ne­
gativas para la especie humana, donde quiera que se encuentre localizada. 

Si la problemática es compleja -pues no sólo es de índole científica y tec­
nológica, sino social, económica y aun política-, deberá comprenderse que 
las soluciones no pueden darse en uno solo de los ámbitos. Sin embargo, para 
que los ámbitos social y político amplíen sus miras, más allá de las fronteras 
nacionales, y busquen soluciones internacionales basadas en la cooperación, se 
necesita mantener a la vista un horizonte a largo plazo para el cual habrá que 
esbozar cuanto antes las estrategias más convenientes. Porque en materia am­
biental y de desarrollo sustentable no existen ya fronteras. Ningún país, nin­
guna sociedad, podrán por si solos dar solución a los procesos y los efectos del 
efecto invernadero; ningún país podrá aislarse; la responsabilidad tendrá que 
ser común y compartida, y la contención y resolución del problema tendrá 
también que requerir el esfuerzo sumado~ en las proporciones requeridas, de 
todos los responsables. 

Al mismo tiempo será necesario intensificar las investigaciones sobre el fe­
nómeno del efecto invernadero y sus consecuencias en las economías y socie­
dades, desde las más adelantadas hasta las más desprotegidas científica y tec­
nológicamente. En la estrategia a seguir deberán identificarse prioridades en 
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función de las wnas y las poblaciones más vulnerables. Habría que desarrollar 
estrategias y planes de contingencia para los casos más agudos, y poner en 
marcha a la vez programas de largo plaw para contrarrestar efectos de posibles 
sequías o inundaciones más frecuentes, daños a los humedales y a las zonas 
costeras en general, inutilización de infraestructuras portuarias y de transpor­
te terrestre, sistemas de servicios urbanos, relocalizaciones de poblaciones y ac­
tividades esenciales. 

Entre las estrategias de largo plazo tendrá que estar irremediablemente la 
sustitución progresiva de los combustibles de origen fósil y el remplazo de la 
producción, la distribución y el consumo de energía que en ellos se basen. Al 
mismo tiempo, se deberá iniciar la restructuración y la racionalización am­
biental de los sistemas de transporte, dándose además impulso al empleo de 
vehículos que empleen combustibles menos contaminantes y operen con acu­
muladores eléctricos. La promoción de la energía solar y eólica y el mejor apro­
vechamiento de la biomasa -todo ello comenzando por mayor economía y 
mayor eficiencia en el uso de los energéticos convencionales- deberán ser ob­
jeto de fuerte apoyo. Será indispensable al mismo tiempo la conservación de 
los bosques y otras formas de vegetación, así como la reforestación, en una 
transición hacia un mejor balance de emisiones de carbono y absorciones del 
mismo. Entre las medidas que harán falta en la esfera económica y financiera 
no deberá posponerse la aplicación gradual de precios plenos y reales al con­
sumo de combustibles y al uso de la madera como material de construcción, a 
fin de incorporar a la producción los costos de reposición de las fuentes de re­
cursos o de la extracción excesiva de los no renovables. 

Si se mantiene la tendencia a la emisión neta creciente de carbono a la at­
mósfera, la colectividad mundial se estará asomando en pocos decenios a un 
abismo y a una recomposición geográfica de los asentamientos humanos de in­
calculables perfiles, no importa en qué lugares específicos se origine el exceso 
de carbono. Los avances tecnológicos podrán contribuir a moderar esas emi­
siones, pero el problema trasciende lo tecnológico y toca los aspectos cultura­
les, sociales y políticos del quehacer humano, sin distinción de regiones ni de 
fronteras. 

Las sucesivas reuniones en Berlín, Ginebra y Bonn, y la que se proyecta 
para Kyoto a fines de 1997, representan avances, y en algunos aspectos retro­
cesos, en el programa de cumplimiento de las obligaciones contraídas en Río 
de Janeiro al firmarse la Convención sobre Cambio Climático. Algunos países, 
como Canadá, están bastante lejos de alcanzar las metas de emisión de carbo-. 
no propuestas para el año 201 O respecto a los niveles de 1990. Por otro lado, 
el que un país como México registre emisiones netas de cerca de 2% de las emi-
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siones globales no quiere decir que a futuro su participación no se incremen­
te, aunque dependerá también de las proporciones acusadas por los datos de 
otros países. De cualquier manera, si la cooperación internacional en estas ma­
terias fuera insuficiente o inadecuada, o poco respetuosa de las posiciones de 
determinados países participantes, ello no excluye tener que atender a escala 
nacional, en función de los objetivos ambientales nacionales, el problema en su 
sentido real -la emisión de carbono por el empleo de combustibles de origen 
fósil, la necesidad de controlarla y reducirla, la transición hacia fuentes energé­
ticas menos contaminantes y, sobre todo, la protección y el incremento de las 
superficies boscosas del país. Los bosques no son simples sumideros de carbo­
no, sino que constituyen pane de una rica biodiversidad y a la vez son fuente 
de materiales útiles para la sociedad; en la actualidad, en México, se adminis­
tran con poca eficacia y productividad, y casi no se aprovechan integralmente 
y en forma sustentable. En México los bosques se tratan como si fueran recur­
sos no renovables, como la explotación minera. 

En la perspectiva hacia el año 2010, y en relación con la base de 1990, 
México debe también tener en cuenta las condiciones de su economía, que du­
rante el periodo 1990-1997 ha estado sujeta a factores negativos que han dis­
minuido tanto su tasa de crecimiento como su capacidad, por medio de la in­
versión en infraestructura y en empresas productivas, para hacer frente a sus 
necesidades de desarrollo futuras. Si a partir del año 2000 se acelerara el creci­
miento del PIB, el impacto en las emisiones de carbono será superior al de los 
últimos años aun teniendo en cuenta el resultado de programas de ahorro ener­
gético y de traslado a fuentes de energía menos contaminantes. Más aún, ha­
bría que evitar demasiado optimismo sobre la capacidad de la economía mexi­
cana para detener la deforestación y mucho menos revertida, debido a que los 
programas de reforestación reclamarán sumas muy fuertes de recursos y, sobre 
todo, la relocalización de poblaciones rurales que depredan los bosques como 
medio de vida o la reubicación de las mismas en otras actividades que les pro­
porcionen empleo e ingresos. Cambiar la cultura campesina en relación con los 
bosques es un complejo proceso social y aun político, independientemente de 
que se llegue a contar con recursos financieros para emprender esa transforma­
ción, sea por asignación de los recursos necesarios por el Estado o por efectos 
de ingresos obtenidos de proyectos o programas de implementación conjunta. 
Será importante tener en cuenta en todo momento que los procesos de control 
y de emisión de carbono son muy distintos de los que supone contener, con­
trolar o reducir la deforestación o impulsar la reforestación. 

Por añadidura, ningún territorio nacional, en lo que toca a las emisiones 
netas de carbono a la atmósfera, opera en un confín ambiental impenetrable. 
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Los sumideros no absorben solamente el carbono generado en el propio terri­
torio nacional, y, por otra parte, las emisiones de carbono del sistema industrial 
y del transporte lanzadas a la atmósfera seguramente pueden ser absorbidas en 
otros territorios que posean sumideros. Es un asunto global por excelencia. El 
cambio climático es el hilo de la madeja. 

Resumiendo: 
1. Es imperativo llegar a diagnósticos científico-tecnológicos correctos y 

cada vez más completos, incluidos los aspectos socioeconómicos. 
2. La estrategia nacional en materia de emisión neta de carbono y cumpli­

miento de metas y compromisos internacionales deberá atender en primer lu­
gar los objetivos nacionales a largo plazo desde el punto de vista del desarrollo 
sustentable y el mejoramiento ambiental para la población rural y urbana, pero 
en el marco de los objetivos globales que se asuman por medio de dichos com­
promisos. 

3. Los procesos técnico-científicos y económico-sociales que supone redu­
cir y limitar las emisiones de carbono a la atmósfera son de naturaleza distinta 
a los que entraña la limitación y reducción de la deforestación y sus efectos en 
la absorción de carbono. No existe ningún vínculo entre el primero y el segun­
do que asegure su paralelismo como procesos ni su equivalencia en función de 
montos previsibles de adición o sustracción de carbono de la atmósfera. 

4. El costo y el financiamiento de la reducción de las emisiones netas de 
carbono están sujetos a criterios "supermacro" que exceden una fácil cuantifi­
cación, pues se trata de una "guerra'' social contra el deterioro ambiental y a fa­
vor de la salud de la especie humana y de la naturaleza que no es susceptible de 
reducir a funciones lineales ni a modelos sencillos. De allí que no deba perder­
se de vista la necesidad de reasignar recursos a las acciones prioritarias a largo 
plazo, lo que entraña además la de incorporar los costos ambientales a la acti­
vidad económica y social. 

5. Deberá recalcarse la necesidad de incrementar el flujo de información 
y comunicación sobre la problemática del cambio climático y sus factores de­
terminantes dentro y fuera del país. Será igualmente imprescindible incremen­
tar los servicios de educación y capacitación ambientales conectados con el fe­
nómeno del cambio climático y sus causas y efectos. 



EL PROBLEMA DE LOS DESECHOS INDUSTRIALES 
EN MÉXICO* 

El problema de los desechos industriales que genera la actividad económica en 
México no sólo es uno de los principales a que se enfrenta la política ambien­
tal, sino el más grave de todos. Afirmarlo no significa desestimar los efectos 
directos e indirectos de la depredación de los recursos naturales ni los de la 
contaminación atmosférica que atraen la atención cotidiana de los medios. 
Del mismo modo hay que salvar a las tortugas, las ballenas, las mariposas mo­
narca, las guacamayas y todas las especies en peligro, y es urgente mejorar el 
ambiente en las zonas naturales protegidas. No obstante, los desechos indus­
triales sólidos y líquidos constituyen un problema colectivo que involucra a la 
gran mayoría de la población urbana y semiurbana del país, o sea a unos 75 
millones de personas, sin que los medios o la misma conciencia ciudadana se 
preocupen. La basura, los desechos peligrosos, los desechos tóxicos llaman la 
atención sólo cuando se presenta un desastre o una catástrofe, cuando son la 
semilla de un desastre en materia de contaminación, que en algunos casos pu­
diera volverse irreversible. 

Partiendo de que toda actividad económica y social, toda transformación 
productiva origina desechos, puede preverse que, a menos que se introduzcan 
cambios radicales en la estrategia dirigida a reducir, controlar, tratar y reciclar 
los crecientes volúmenes de desechos, México estará cada vez más en camino 
de convertirse en un territorio pleno de inmundicia, incluidos sus recursos hí­
dricos, sus zonas costeras, sus ciudades de diverso tamaño, sus lugares de recreo 
y las regiones aún no alcanzadas por la transición hacia actividades industria­
les y de servicios modernos y limpios. Estas tendencias pueden llevar a graves 
daños en la salud pública. 

Las tendencias mencionadas deben examinarse y evaluarse a la luz de un lar­
go periodo en que, fuera de haberse descubierto que se necesitan políticas de pro-

*Comercio Exterior, vol. 52, núm. 3, pp. 216-220, marzo de 2002. 
El presente texto se basa en una conferencia impartida en el XI Congreso Nacional de In­

dustriales, Confederación de Cámaras Industriales (Concamin}, Segunda Fase, Panel sobre Me­
dio Ambiente, México, 12 de julio de 2000. 
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tección al medio ambiente, es muy poco lo que se ha logrado. Documentos re­
cientes publicados por el Programa de las Naciones Unidas para el Medio Am­
biente (PNUMA) 1 y muchos otros provenientes de los medios tanto internacionales 
como académicos de dentro y de fuera coinciden en esta conclusión general, no 
sólo respecto a México, sino también al resto de los países de América Latina. 

EVALUACIÓN DE LA SITUACIÓN AMBIENTAL EN MÉXICO 

En 1971 se aprobó una legislación en materia de protección ambiental y en 1972 
una delegación mexicana asistió, sin pena ni gloria, a la primera Conferencia de 
las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano. Desde 197 4, México tie­
ne un representante en el Consejo del PNUMA. En 1988 se aprobó una primera Ley 
General sobre Ecología y Protección al Ambiente, a iniciativa de la Secretaría de 
Desarrollo Urbano y Ecología. De 1990 a 1994 se elaboraron diversos documen­
tos oficiales que dan cuenta de la situación ambiental y su constante deterioro. En 
1991, México se adhirió al Protocolo de Montreal relativo a la suspensión de la 
producción y el comercio de sustancias doradas destructoras de la capa de owno 
que envuelve el planeta. En 1992, México suscribió los compromisos de la Cum­
bre de Río de Janeiro sobre desarrollo sustentable, cambio climático, protección 
de la biodiversidad y otros promovidos en la Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre Medio Ambiente y Desarrollo, entre ellos la Agenda 21. Y han merecido 
aprobación otros compromisos de carácter internacional y bilateral. 

En 1989-1990 se estableció el Instituto Nacional de Ecología (!NE) con 
atribuciones sobre la fijación de normas ambientales y acerca de la planeación 
ambiental, y se creó la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (Pro­
fepa). A fines de 1994 se creó la Secretaría de Medio Ambiente, Recursos Na­
turales y Pesca (Semarnap), incluyendo en ella el !NE y la Profepa. En 1996 se 
reformó la Ley General sobre Ecología, a fin de mejorar varios aspectos de la 
política ambiental encargada entonces a la Semarnap. Se han promovido diver­
sas actividades proambientales, incluso educativas y de capacitación, aunque 
con participación limitada de la sociedad civil. En cambio, se ha dado muy 
poco impulso a la investigación ambiental. 

La situación ambiental continúa deteriorándose, lo que significa que todo 
lo hecho ha sido insuficiente y poco eficaz, o bien que la política ambiental y 
las normas en que se sustenta buena parte de ella no se cumplen, o que las ma­
crotendencias económicas y sociales rebasan la capacidad institucional, públi-

1 Véase el informe del PNUMA, Global Environmental Outlook-GEO 2000. 
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ca y privada, para corregir el deterioro del ambiente o sentar bases sólidas para 
su mejoramiento. La lectura de los documentos oficiales -haciendo a un lado 
$U frecuente triunfalismo- no lleva sino a esa conclusión. 

LOS DATOS NUMÉRICOS DISPONIBLES SOBRE DESECHOS 

Por lo que hace a los desechos industriales y municipales sólidos y líquidos, la 
perspectiva inmediata no puede ser menos favorable. Del examen de los datos 
disponibles sobre desechos de este tipo, resulta evidente que no existe una es­
tadística que pueda llama.rse adecuada; es más, los datos ni siquiera merecen 
pertenecer a la familia de la información estadística.2 La información que se 
proporciona sobre el tonelaje anual de residuos sólidos municipales, que no 
está claro si incluye siempre los residuos industriales peligrosos -que por 
fuerza tienen que ser "municipales"-, se originó al parecer en la Secretaría de 
Desarrollo Social (Sedesol), pero la asumieron sin mayor crítica ni revisión la 
Semarnap y el INEGI. 3 Según esa información, se calcula un volumen total de 
residuos de alrededor de 30 millones de toneladas, o sea aproximadamente 
917 g diarios por habitante. Esta cifra ha sido incluso consignada sin mayor 
crítica por la OCDE en su estudio de evaluación sobre México.4 

Sin embargo, al comparar estas cifras, que a ciencia cierta no se sabe si in­
cluyen o no todos los desechos industriales, con las que la OCDE presenta a los 
demás países miembro de esa organización, se encuentran incongruencias que 
plantean importantes dudas. La OCDE calcula que el conjunto de los desechos 
sólidos municipales emitidos "a mediados de los (años) noventa'' en lo~ países 
miembro de la OCDE fue de 1 400 g por habitante/día, o sea 55% más que en 
México. Pero el PIB por habitante de los países industrializados es de seis a sie­
te veces el de México, por lo que parece congruente que las emisiones de dese­
chos industriales de México sean equivalentes a 64% de las de aquellos países 
cuya probable emisión de desechos se puede suponer que equivale a varias ve-

2 Véase Víctor L. Urquidi, "El desarrollo urbano en México y el medio ambiente", en El 
Mercado de Vez/ores, Prospectiva del Sistema Urbano de México II, año LX, México, núm. 4, abril 

de 2000, pp. 34-42. 
3 Véanse INEGI y Secretaría de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca, Estadíst.icas del 

medio ambiente, México, 1997, e Informe de la situación general en materia de equilibrio ecológico 
y protección al ambiente 1995-1996, México, 1998 (y publicaciones anteriores de Sedue y Sede­

sol; también, INEGI y Semarnap-INE, Indicadores de desarrollo sustentable en México, México, 

2000, y OCDE, Análisis del desempeño ambienta/, México, París, 1998. 
4 OCDE, op. cit. 
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ces el tonelaje registrado en México, que parece muy exagerado. Cabe pregun­
tarse en todo caso si la intensidad de la generación de desechos en México es 
desproporcionadamente grande, no habiendo sido posible reducirla, o si las 
cifras· mexicanas no son ni remotamente correctas. Esta afirmación se corro­
bora al leer que el conjunto de los países de la OCDE emite 90 kg de desechos 
por cada 1 000 dólares de PIB, en tanto que se estima que en México se emi­
ten 60 kg, lo que significaría que México está en un nivel de dos tercios del 
promedio de los países de la organización. (Podría pensarse también que los 
datos de la OCDE sobre otros países tampoco sean enteramente correctos). 

Es fácil demostrar que las series de tonelaje de residuos sólidos municipa­
les en México que se siguen publicando carecen de una base metodológica ade­
cuada. En 1996 se estimó que tales residuos, entendidos como "basura domés­
tica, ciertos desechos blandos producidos en pequeños comercios e industrias, 
así como residuos de mercados y jardines", alcanzaron 31. 96 millones de tone­
ladas. 5 (Nada se dice sobre residuos generados en grandes unidades industria­
les y comerciales). En 1996, se informa, correspondió a basura de comida, jar­
dines y materiales orgánicos similares 52.4%; a papel, productos de papel y 
cartón, 14.1 %; vidrio, 5.9%; plásticos, 4.4%; metales, 2.9%; textiles, 1.5%; 
y a un remanente caracterizado como "otros (basura variada)", 18.9%. Estos 
porcentajes no aparecen en los cuadros publicados, pero quien tenga buen ojo 
para los números podrá verificar que da la casualidad de que tales porcentajes 
en los que se distribuye el total son idénticos año tras año ... a partir del dato 
de 1993, incluso hasta en 1997 y 1998, lo que se puede observar en una fuen­
te de internet.6 Además, la tasa de incremento anual de cada categoría de resi­
duos es, con toda regularidad, de 3.9 a 4.1 o/o anual. 

Otros datos consignan las emisiones denominadas peligrosas (no necesaria­
mente tóxicas, pero que pueden incluirlas y que en todo caso pueden inducir 
daños a la salud). La OCDE reproduce el dato anteriormente publicado en Mé­
xico, de ocho millones de toneladas anuales, que sería equiparable, si fuera cier­
to, al de nueve millones en Alemania y siete millones en Francia. Pero la propia 
OCDE da cifras menores para países más industrializados que México, a saber: 
Italia, tres millones; Canadá, seis millones; el Reino Unido, casi dos millones.7 

Hay evidente incongruencia en estas cifras, en perjuicio de las cifras mexicanas. 

s INEGI-Semarnap, Estadísticas del medio ambiente, op. cit., capítulo 111, cuadro Ill.2.21, 

p. 253, que da como fuente: Sedesol, Dirección de Residuos Sólidos. 
6 Véanse www.ine.gob.mx, 30 de agosto de 1999, y www.ine.gob.mx, actualización al 5 de 

agosto de 1999. 
7 OCDE, op. cit., cuadro 7. 
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Por otro lado, para ciudades de más de 100 000 habitantes, el !NE y el 
INEGI publicaron recientemente que la emisión de desechos peligrosos es de 
3.2 millones de toneladas, generadas por 12 514 empresas; sin embargo, se 
trata al parecer de una muestra (no estadística) de las empresas, no de una 
enumeración estadística comprobable. Y en la misma página aparece un cua­
dro que consigna un total nacional de 5.3 millones de toneladas de desechos 
peligrosos en 1994, ¡proporcionándolos incluso por entidad federativa!8 

Es preciso concluir que esta danza de las cifras sobre residuos (desechos) 
sólidos municipales y desechos peligrosos deja mucho que desear; deberá 
hacerse un esfuerzo concienzudo por establecer una estadística aceptable y 
confiable. 

Cabe añadir que el análisis de las cifras sobre las emisiones contaminantes 
de la atmósfera deja igualmente dudas sobre su exactitud. Las disponibles, de 
diversas fuentes, se concentran en el índice metropolitano de calidad del aire 
(imeca) del ozono, que se presenta como si fuera un pronóstico de la tempera­
tura de la atmósfera. El ozono, según se mide, sigue una curva de Gauss, con 
ascenso desde las 11 horas hasta un máximo hacia las 15-16 horas, y un des­
censo inmediato con posterioridad. El ozono es un irritante, no un tóxico, y 
sólo afecta a las personas con problemas respiratorios que se expongan duran­
te las horas de máxima intensidad. Los imecas de ozono por zonas de la Ciu­
dad de México no tienen ningún sentido, a menos que se suponga que hay ba­
rreras fisicas entre una zona y otra, o entre el Estado de México y el Distrito 
Federal. Los contaminantes atmosféricos realmente peligrosos son las partícu­
las suspendidas, en particular las de menos de 2.5 micras, que derivan de fuen­
tes fijas y móviles en que se empleen combustibles de origen fósil, así como de 
la defecación a la intemperie que priva en muchas zonas urbanas. 

Otro elemento de desconocimiento estadístico importante para una bue­
na política ambiental es el resultante de la contaminacíón de los recursos hídri­
cos por el uso de agroquímicos en la actividad agropecuaria. 

NECESIDAD DE UN PLAN NACIONAL SOBRE LOS DESECHOS 

DE LA ACTIVIDAD PRODUCTIVA 

Es evidente que en México la basura municipal no se recolecta adecuadamen­
te, ni está sino en mínima parte sujeta a clasificación, tratamiento, reciclaje o 
regeneración. No es sólo la basura doméstica, sino la que desechan pequeños 

8 INEGI y Semarnap-INE, Indicadores del desarrollo sustentable, op. cit., p. 174. 
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comercios, talleres, servicios, el ambulantaje, etcétera. Cuando se pregunta a las 
autoridades ambientales qué se piensa hacer ante este problema mayúsculo, 
suelen responder que la basura es asunto de la competencia jurídica de los mu­
nicipios (siendo especial el caso del Distrito Federal). Éste es un problema co­
lectivo nacional del que nadie se ocupa en los ámbitos federal y nacional, y los 
tiraderos incontrolados son focos de creciente contaminación que constituyen 
amenazas a la salud. Por otro lado, los municipios carecen en general de recur­
sos y técnicas para disponer de la basura en forma adecuada y administrarla; no 
hay programas de capacitación, financiamiento, cumplimiento de las regla­
mentaciones, reciclado técnico y económico, etcétera. 

La gran población urbana no tiene conciencia de lo que es el manejo efi­
caz y ambiental de la basura, ni de las posibilidades de obtener rendimiento 
económico de dichas operaciones. Se dice que la desatención a la administra­
ción de los desechos municipales es un "problema cultural", como si eso lo ex­
plicara todo. Además, muchos consideran que la basura, como producto "su­
cio", debiera ocultarse en cualquier lugar antes que pensar en ella como un 
elemento de regeneración ambiental. Está totalmente ausente una política pre­
ventiva y prospectiva sobre la basura municipal. 

En México, a la basura va todo, no sólo lo doméstico; Investigadores de El 
Colegio de México realizaron un estudio hace varios años acerca del compor­
tamiento ambiental de las empresas industriales y de servicios en la zona me­
tropolitana de la Ciudad de México.9 La respuesta frecuente, sobre todo de las 
empresas medianas y pequeñas, a la pregunta de en qué forma disponían de sus 
desechos, fue que los sólidos se echaban al camión de la basura, los líquidos se 
vertían al drenaje y unos cuantos considerados peligrosos, a tambos, a veces no 
protegidos, que iban a destinos desconocidos. La palabra reciclaje no formaba 
parte del vocabulario. 

Es bien sabido, por otra parte, que muchas empresas medianas y, con más ra­
zón las grandes empresas nacionales o de coinversión con capitales extranjeros, y 
aun las totalmente extranjeras, han aplicado y practicado políticas y medidas 
proambientales. Estas empresas acatan las normas oficiales (aunque a veces sólo 
para decir que "están dentro de la norma'', por ejemplo a un nivel de 96%, sin re­

currir a tecnologías más limpias o menos sucias que colocarían a las empresas muy 
por debajo de la norma). En general, las empresas que cuentan con importantes 
mercados externos cuidan su conducta ambiental mucho más que las pequeñas y 

9 Alfonso Mercado García (coord.), lmtrumentos económicos para un comportamiento emprt­
sarial favorable al ambiente en México, El Colegio de México y Fondo de Cultura Económica, Mé­

xico, 1999. 
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medianas que trabajan de manera predominante para el mercado interno, que es 
menos exigente. Las empresas medianas y pequeñas, en las encuestas, reclaman la 
necesidad de apoyos tecnológicos, de capacitación, de financiamiento y de trata­
miento fiscal para mejorar su desempeño ambiental (si es que lo saben definir). 

El problema que se debe plantear no es simplemente precisar los volúme­
nes de desechos industriales y otros, sino establecer una estrategia para dispo­
ner de los desechos con el menor daño posible al ambiente y a la salud de los 
habitantes. En México, según numerosos informes y estudios tanto oficiales 
como académicos y privados, los destinos de los desechos han sido: 

1] Un solo confinamiento debidamente reglamentado, en todo el país, si­
tuado cerca de Cadereyta, Nuevo León, al que llegan, transportados por una 
empresa privada, a expensas de los interesados, los desechos peligrosos de plan­
tas industriales, algunas de las cuales se localizan hasta a 1 500 km de distancia 
por carretera. ¿Por qué no se han construido o concesionado en lugares estra­
tégicos otros confinamientos con capacidad de almacenamiento, reciclaje, 
aprovechamiento y disposición final? El caso de Guadalcázar, en San Luis Po­
tosí, es aleccionador pero no tiene por qué haber provocado una parálisis. 

2] Los 15 a 20 rellenos sanitarios en diferentes ciudades, que son de alcan­
ce limitado y no siempre seguros. Hay quien dice que ni son "rellenos" ni son 
" . . )) satUtanos . 

3] Los múltiples tiraderos a la intemperie supuestamente regulados y los 
no regulados y de aparición espontánea, así como los basureros que se encuen­
tran a los flancos de las carreteras. 

4] Las barrancas, los arroyos y ríos, las simples coladeras, los lagos y las la­
gunas, desde Chapala hasta las zonas costeras del golfo de México. 

A todo ello se agrega la falta o insuficiencia de programas educativos y de 
capacitación en que se involucre a la ciudadanía local, en el ámbito de barrio 
o zona urbana o semiurbana. Ha habido escasos ejemplos de programas exito­
sos de este tipo, sea de separación de materiales, de reciclaje, de sustitución o 
de simple economía en el uso de sustancias y materiales contaminantes. La ba­
sura y los demás desechos tienen valor, tanto para el que los genera como para 
el que los maneja. 

Quien haya viajado a ciudades de. la frontera norte, o a barriadas de cual­
quier ciudad de tamaño grande o medio, a lugares turísticos, etc., tiene que 
preguntarse qué se va a hacer con el problema de la basura y de los desechos in­
dustriales, comerciales y de los servicios en estas wnas. En reuniones en la fran­
ja fronteriza del norte, donde hay una sensibilidad fuerte hacia el volumen de 
desechos, se ha puesto en evidencia que ni siquiera se cuenta con datos feha­
cientes para cuantificarlo, ya sea que se trate de empresas maquiladoras o no 
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maquiladoras, o de desechos domésticos o generales. En algunas localidades del 
golfo de México tampoco se puede confiar ya en los wpilotes como auxiliares 
de los servicios recolectores de desechos. 

Independientemente de las cifras -que deben mejorarse cuanto antes-, 
no es conveniente tener que proyectar un volumen siempre creciente de dese­
chos no confinados, no tratados, no reciclados, no aprovechados. El tema de 
los desechos industriales merece mucha más atención política y administrati­
va de la que ha recibido hasta ahora. Es tan importante como los demás aspec­
tos del deterioro ambiental, y debería comenzarse por crear mecanismos de 
cooperación entre la Federación y los estados y los municipios, entre estados 
contiguos, ciudades conurbadas de distintos estados, entre municipios colin­
dantes o vinculados a determinadas wnas o cuencas, etc. Sería importante a 
corto plaw poner ejemplos de la viabilidad de acuerdos que tengan resultados 
positivos, con la participación ciudadana y el apoyo de los sectores empresaria­
les, y con la atención e interés de los medios. 

No son tan novedosas estas recomendaciones, que se practican y cum­
plen en los países industrializados, desde Japón hasta los países escandinavos 
y la mayoría de los europeos, así como en Canadá, Australia, Nueva Zelan­
dia, Estados Unidos y otros ... pero no en México, como tampoco en nume­
rosos países de América Latina, varios de Europa Oriental, y aun algunos del 
área llamada Asia-Pacífico. En México, los avances han sido pocos, los reza­
gos muchos. Es hora de salir de este marasmo prevaleciente. 

El mejoramiento ambiental es parte esencial de una estrategia de desarrollo 
sustentable que, en el contexto de las recomendaciones y los compromisos de la 
Cumbre de Río, es una nueva visión del desarrollo y no "más de lo mismo, sólo 
que con eficiencia". La perspectiva de un desarrollo sustentable deberá constituir 
un conjunto en que el objetivo general sea congruente, como proceso por alcan­
zar de manera permanente, no como meta numérica a la cual llegar, sujeta a de­
terminados indicadores parciales. Deben entrar en juego todos los recursos y to­
dos los sectores de la sociedad. El ambiente deberá ser una prioridad nacional 
condensada e indiscutible, porque sin mejorar y proteger el ambiente los demás 
objetivos sociales y económicos corren el peligro de no alcanzarse. La política 
ambiental es redituable, no sólo en función de una actividad particular sino so­
cialmente, porque es una inversión en el futuro. Sacrificar el medio ambiente 
equivale a desinvertir, a retroceder, con costos que jamás podrán amortizarse. 



EL DESARROLLO URBANO EN MÉXICO 
Y EL MEDIO AMBIENTE* 

El propósito de este ensayo es explorar la relación que ha tenido en México, y pu­
diera tener en el faturo, la política ambiental con el desarrollo urbano, en la pers­
pectiva de un faturo desa"ollo urbano sustentable. 

Los múltiples análisis y estudios hechos en México acerca de la expansión ur­
bana no han tenido en cuenta suficientemente la relación entre el fenómeno de la 
urbanización y el deterioro ambiental. Son pocos los estudios e informes destinados 
específicamente a relacionar el crecimiento urbano con el deterioro ambiental. Por 
otro lado, se presentan problemas con las cifras de población y migración interna. 
Mds aún, los datos referentes al volumen y las categorías de desechos municipales e 
industriales dejan mucho que desear. 

EXAMEN DE ALGUNOS DATOS DISPONIBLES Y PERTINENTES1 

En la actualidad, la población urbana en localidades de más de 15 000 habi­
tantes es de 63.8 millones y constituye 63.3% de una población total que, con­
forme a una estimación propia, será de 100.8 millones a mediados del año 
2000. La población urbana excede hoy en 72% a la rural, de 37 millones, en 
la que se encuentran localidades semirrurales (entre 2 500 y 15 000) y abierta­
mente rurales (menos de 2 500 habitantes). 

Este cálculo, del que asumo la responsabilidad, se basa en datos del Con­
sejo Nacional de Población (Conapo) referentes a 1995,2 a los que he hecho el 
ajuste a la población total del que es autor Gustavo Cabrera (1999).3 Se obtie-

* El mercado de valores, perspectiva del sistema urbano mexicano //, 4 de abril de 2000, pp. 
34-42, afio LX, edición en español, Nacional Financiera. 

1 Se ha explorado la información más asequible, incluso por internet; agradezco mucho a 

Javier Becerril su colaboración en esta tarea. Expreso también mi agradecimiento a autoridades 
de la Secretaría de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca (Semarnap) por haberme hecho 

s~ber de la próxima publicación de nueva información. 
2 Conapo (1998), capítulo sobre "Distribución territorial de la población", cuadro 1, p. 73. 
3 Cabrera (1999), en Demos. 
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ne así una población total de 92.2 millones en 1995, o sea, 1.6 millones más 
que la cifra oficial de 90.6 millones. Esta diferencia se debe en esencia a sub­
enumeración censal, que para los fines presentes asigno a la población rural 
(aunque puede ser también en la urbana). La proyección de la población total 
a mediados del 2000 la he hecho teniendo en cuenta ligeros descensos de la 
tasa de natalidad a partir de 1996, y obtengo un total de 100.8 millones, al que 
aplico, a falta de mejor información, los porcentajes de población urbana y ru­
ral corregidos de 1995. 

En la estadística oficial, la separación entre lo urbano y lo rural suele ha­
cerse a partir de 2 500 habitantes, según los censos de población. Sin embar­
go, siguiendo una ya larga tradición, desde los años sesenta, en los estudios de 
El Colegio de México se adopta el límite inferior de 15 000 habitantes para ca­
racterizar una localidad como claramente urbana, por las actividades de pro­
ducción y servicios llevados a cabo en ella, el cambiante estilo de vida, etc. En 
Naciones Unidas y otras organizaciones se toma también el límite de 15 000 
para fines de análisis. Por fortuna, Conapo emplea este límite en la fuente cita­
da. 4 Con base en una población total oficial de 90.6 millones en 1995, calcu­
la la urbana en 58.4 millones en localidades mayores de 15 000 habitantes, y 
la rural en 32.2 millones, distribuida ésta en localidades donde sólo hay tres vi­
viendas, menos de 100 habitantes, de 100 a 499 y otros intervalos de hasta 
5 000 a 14 999. 

En las localidades de menos de 15 000 habitantes domina aún el modo de 
vida rural y hay poca industria de transformación moderna, aunque pueda ha­
ber talleres y algunos servicios. En las localidades urbanas de México es donde 
se concentra la mayor parte de la industria manufacturera, como también los 
grandes servicios comerciales, financieros y otros. En consecuencia, en dichas 
localidades se genera, asimismo, la mayor parte de los desechos industriales y 
de otras actividades, tanto por empresas como por los hogares, ya que a su vez 
reside en ellas la mayor parte de la población de México. 

Según datos publicados por el Instituto Nacional de Estadística, Geogra­
fía e Informática (INEGI) y la Secretaría del Medio Ambiente, Recursos Natu­
rales y Pesca (Semarnap) en 1988,5 el volumen de residuos sólidos municipa­
les calculado para el año de 1996, entendidos como "basura doméstica, ciertos 
desechos blandos producidos en pequeños comercios e industrias, así como re-

4 Conapo (1988), loe. cit. 
5 INEGI/Semarnap (1998), cap. III, cuadro III.2.21, p. 253, cuya fuente es: Sedesol, Direc­

ción de Residuos Sólidos (1996). Se encontrará una cifra semejante en OCDE (1998b), cuadro 7, 

p. 38. 
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siduos de mercados y jardines", se estimó en 31.96 millones de toneladas, de 
las que correspondió 52.4% a la basura de comida, jardines y materiales orgá­
nicos similares; 14.1 o/o a papel, productos de papel y cartón; 5 .9% a vidrio; 
4.4% a plásticos; 2.9% a metales; 1.5% a textiles y un remanente no clasifica­
do de "otros (basura variada)" de 18.9%. Por regiones geográficas, se estimó 
que 46% se generó en la región centro, 21 o/o en la norte, 14% en el Distrito 
Federal, 12% en la sureste y 6.5% en la zona de la frontera norte.6 

Cabe señalar que datos recientes, actualizados y corregidos por la propia 
Semarnap, indican que en 1997 el total de residuos municipales en localidades 
de más de 100 000 habitantes se calculó en cerca de 20 millones de toneladas. 7 

Según cifras de 1995, habitaban entonces en ciudades de 100 000 habitantes 
o mayores un total de 42.3 millones de personas, o sea 45.8% de la población 
calculada oficialmente para ese año. Este porcentaje deberá haber aumentado 
en varios puntos para el año 2000, supongamos que a 48%, lo que daría 48 
millones en la actualidad. Sin embargo, no hay bases para suponer que la emi­
sión de desechos industriales sea rigurosamente proporcional al monto de la 
población en localidades de más de 100 mil habitantes. Es probable que Se­
marnap siga manteniendo, para el total de las localidades urbanas, una cifra de 
residuos municipales cercana a 30 millones de toneladas. 

El documento INEGI/Semarnap (1998) hizo notar también que en Méxi­
co, en 1996, la generación de residuos municipales fue de 0.917 kg/día por ha­
bitante, que equivale a la cifra consignada por la Organización para la Coope­
ración y el Desarrollo Económicos (OCDE) en su propia estadística (ocoEb}, 
mientras que para el conjunto de los países de la OCDE, a fines de los años 
ochenta, se calculó en 1.4 kg/día, cifra que se mantiene para "mediados de los 
años noventa'', según la propia OCDE. 8 

No está claro si en las cifras mexicanas se incluyen residuos de actividades 
industriales en general, que al parecer no se consideran como "municipales" a 
pesar de que la industria está ubicada en su mayor parte en localidades urba­
nas y de que la mayor parte de sus desechos sólidos son recolectados por los ser­
vicios municipales de basura y llevados en la forma tradicional a rellenos sani-

6 INEGJ/Semarnap (1998), cap. III, cuadro IIl.2.19, p. 251 (misma fuente que en la nota 7). 
Debe advertirse que en este cuadro, así como en el cuadro 111.2.21, citado en la nota 4, las cifras 

de 1996 muestran idénticas proporciones del total a las de 1993, 1994 y 1995, por lo que pue­

de suponerse que estos cuadros están viciados de error y han sido preparados sin el debido cuida­

do, o se basan en una muestra que no tiene ya validez. Datos preliminares para 1997 y 1998 que 

ha sido posible consultar reproducen, por desgracia, el mismo error grueso. 
7 Semarnap: //www.ine.gob.mx, al 30 de agosto de 1999. 
8 INEGJ/Semarnap (1998) y OCDE (1998b). 
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tarios y tiraderos. Más bien, en las estadísticas lo "municipal" tiende a excluir 
lo "industrial". 

INEG1/Semarnap, por otra parte, identifica 7 .6 millones de toneladas de 
"residuos peligrosos" en 1994 (que puede suponerse son generados en lo prin­
cipal por la industria), de los cuales 23.4% emanaron del Distrito Federal, 
18.5% del Estado de México, 10.1% de Nuevo León, 6.9% de Jalisco, 5.2% de 
Veracruz, 3.9% de Coahuila, 3.2% de Guanajuato, 3.0% de Puebla, 2.6% 
de Chihuahua, 2.2% de Querétaro, 2.1 o/o de San Luis Potosí, 1.8% de Hidal­
go, 1.8% de Baja California, 1.7% de Sonora, 1.5% de Morelos, 1.4% de Mi­
choacán y el restante 10.7% de las otras 16 entidades en su conjunto.9 Sin em­
bargo, las cifras actualizadas indican un monto mucho menor, de 3.2 millones 
de toneladas, tal vez en 1998, o sea apenas 42% de la cifra anterior correspon­
diente a 1994; no se tiene explicación para una diferencia tan importante, aun­
que parece que la fuente original pudiera ser distinta. JO 

Por su parte, la OCDE distingue los dos conceptos de residuos en su esta­
dística. Para mediados de los años noventa, da para el conjunto de la OCDE un 
promedio anual de emisión de residuos municipales diversos de 530 kg por ha­
bitante, o sea, 60.6% superior al monto que la misma OCDE calcula para Mé­
xico, de 330 kg al año. Esta última cifra corresponde aproximadamente al to­
tal nacional de emisión de residuos municipales de 30.5 millones de toneladas 
consignado por INEGI/Semarnap para· el año 1995. Además, la OCDE presenta 
datos de desechos asignados a la industria manufacturera como tal de los paí­
ses miembros; para el conjunto de éstos estima un monto grueso de 1 500 mi­
llones de toneladas "a mediados de los años noventa'', indicando para México 
29.6 millones (dato del año 1990), sin mencionar la fuente. Esta última cifra 
no se ha podido corroborar en publicaciones mexicanas. 11 

La OCDE, por añadidura, estima que en México, en 1994, el total de las 
emisiones peligrosas fue de ocho millones de toneladas (sin consignar la fuen­
te original, aunque la cifra casi coincide con la de INEGI/Semarnap). Este volu­
men de emisiones peligrosas de México se equipara con los datos que la OCDE 
da para Alemania (9.1 millones en 1993) y Francia (7.0 millones en 1990), 
pero es muy superior a los correspondientes a países de mayor industrialización 

9 INEG1/Sernarnap (1998), cálculos basados en el cuadro iii.3.5.17 (la suma y los porcenta­

jes correspondientes a cada entidad no aparecen en el cuadro), p. 320, datos cuya fuente original 

es la Dirección General de Materiales, Residuos y Actividades Riesgosas, Instituto Nacional de 

Ecología, 1995. 
IO Sernarnap: //www.ine.gob.mx, actualización al 5 de agosto de 1999. 
11 OCDE (1998b), cuadro 7, Generación de desechos (wastegeneration), pp. 38 y 39, y ane­

xo técnico, p. 119. 
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que México, como Italia (3.3 millones en 1991), Canadá (5.9 millones en 
1991) y el Reino Unido (1.8 millones en 1993-1994).12 

La OCDE proporciona, asimismo, un dato sobre desechos nucleares en 
México: 20 toneladas de metal pesado en 1995 (equivalente a 200 gramos por 
cada mil habitantes), comparado este coeficiente con 8.4 kg en el promedio 
de los países miembros de la OCDE que emiten tales desechos. 13 En los docu­
mentos consultados de INEGI/Semarnap no se consignan datos sobre este tipo 
de desechos. 

En cuanto al volumen de las sustancias contaminantes en sí (no el de los 
desechos brutos), existe una estimación mexicana (Fernández, 1999) según la 
cual, con base en cálculos hechos en Estados Unidos referentes a 328 sustan­
cias, revisados en México (Ten Kate, 1993), la emisión de contaminantes ge­
nerados por la industria manufacturera de México en 1990 fue de 1 025 tone­
ladas. La distribución por sectores fue como sigue: industria petroquímica 
básica, 26.8%; química básica, 13.90%; industrias básicas de hierro y acero, 
6.1 %; abonos y fertilizantes, 5.9%; refinación de petróleo y derivados, regene­
ración de aceites y lubricantes y preparación de asfaltos, 4%; pasta de celulosa 
y papel, cartón y envases y otros productos, 4.7%; resinas sintéticas y fibras ar­
tificiales, 4.6%; materiales y artículos de plástico, 4.1 %; otros productos quí­
micos (insecticidas y plaguicidas, pinturas, barnices y laca, impermeabilizantes, 
adhesivos y similares, tintas y pulimentos, etc.), 3.5%; metalurgia del cobre y 
sus aleaciones, otros metales no ferrosos y soldadura, 3.0%. Estos sectores su­
man 77.3% de las emisiones; otras industrias manufactureras dan cuenta del 
restante 22.7%. Puede suponerse que esta información se refiere esencialmen­
te a contaminantes generados en localidades urbanas. 

Como puede observarse, la información sobre desechos industriales no pa­
rece muy congruente al comparar unos países con otros, y quedan muchas du­
das sobre la información mexicana, que dista mucho de ser adecuada. Con los 
datos disponibles publicados no hay manera de relacionar las cifras sobre dese­
chos industriales con los llamados "residuos municipales", ni de determinar si 
hay traslape o duplicación en los datos, aparte de que las fechas de los mismos 
son distintas. Los datos actualizados obtenidos por medio de internet parecen 
incorporar correcciones muy importantes en algunos casos, pero se carece por 
ahora de explicaciones en las fuentes consultadas. La incomparabilidad subsiste. 

En cuanto al crecimiento anual en México del tonelaje de los residuos mu­
nicipales en los últimos años, ha variado entre 3.5 y 4.9%, según la información 

12 OCDE (1998b), cuadro 7, ya citado, y anexo técnico correspondiente. 
l3 OCDE (1998b), cuadro 7, p. 39. 
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de INEGI/Semarnap, 1998. Suponiendo que el tonelaje de basura municipal haya 
seguido aumentando a una tasa anual de 5%, se podría estimar que en la actua­
lidad llegaría a casi 39 millones de toneladas anuales, en cifras supuestamente 
comparables, pero no corroboradas por las más recientes consultas en internet. Si 
el volumen es realmente menor, la tasa anual de incremento queda en el aire. 

De cualquier manera, si se considera que el producto interno bruto (PIB) 

por habitante en los países miembros de la OCDE es entre seis y siete veces el va­
lor del PIB mexicano, no parece haber proporción entendible entre las cifras de 
desechos por habitante de México y las de los países industriales miembros de 
la OCDE. La del promedio de los países de la OCDE aparece como apenas 53% 
superior a la de México en 1996, lo que indicaría que la intensidad de genera­
ción de desechos municipales en México es desproporcionadamente grande. 
Esto se confirma en las cifras de desechos de la industria manufacturera: la ci­
fra del conjunto de la OCDE es de 90 kg por cada mil dólares de PIB, en tanto 
que se estima que en México ese coeficiente fue de 60 kg, o sea que la OCDE, 
en esa materia, está apenas 50% por arriba de México. De acuerdo con los da­
tos más recientes, el contraste entre las emisiones de países industrializados de 
la OCDE y las de México aumenta, lo que parece más rawnable. 

En la zona metropolitana de la Ciudad de México, la mayoría de las em­
presas encuestadas en 1994-1995 manifestaba que tiraban a la basura o al dre­
naje sus desechos, salvo los concretamente definidos como peligrosos que se co­
locaban en tambos, que tenían a veces destino desconocido y en otras ocasiones 
eran llevados por una empresa especializada al confinamiento controlado de 
Cadereyta, Nuevo León (Domínguez Villalobos, 1999).14 En otras palabras, 
muy pocas empresas mexicanas incineraban sus desechos o los reciclaban, es 
decir, la mayoría no se comportaba con arreglo al concepto de ecoeficiencia, en 
especial las empresas medianas y pequeñas. 

En la mayor parte de los casos, los desechos sólidos y semisólidos genera­
dos en México, en especial los emanados de la actividad manufacturera consi­
derados como peligrosos, y en algunos casos tóxicos, quedan abandonados en 
tiraderos no controlados y en rellenos sanitarios poco adecuados, o se vierten 
en riachuelos, ríos y lagunas, o desembocaduras y bahías, barrancas, terrenos 
baldíos, costados de las carreteras o, en general, en cualquier lugar deshabita­
do o de poca densidad urbana; no se salvan ni los hoyos en las calles y las ban­
quetas, o en las plazas públicas, ni las autopistas. 

Esta inmensa cantidad de basura municipal e industrial constituye una 
grave amenaza para la salud humana. Los responsables directos de los desechos 

14 Domínguez Villalobos, en Mercado García (1999), cap. IV, pp. 196-199. 
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son las industrias y otras actividades económicas y sociales, y los hogares urba­
nos. Los responsables indirectos son las autoridades federales, estatales y mu­
nicipales que no han diseñado sistemas adecuados de recolección de desechos 
y de disposición ulterior en confinamientos controlados, o no han establecido 
sistemas adecuados de clasificación, reciclaje y reaprovechamiento. 

Ha habido falta de previsión, aun en materia simple de basura doméstica, 
y no se han establecido programas nacionales generales de recolección de tales 
desechos ni se han creado medios suficientes para clasificarlos, separarlos y dis­
poner de ellos ya sea por reciclamiento y reaprovechamiento o por concentra­
ción en depósitos y confinamientos seguros, como se ha hecho en la mayor 
parte de los países europeos y en una ciudad brasileña, Curitiba, que implan­
tó un programa ambiental urbano integral, incluido el transporte público. 

Otro aspecto importante vinculado a las consideraciones anteriores acerca 
del deterioro ambiental en las localidades urbanas de México, en especial en la 
gran metrópoli de la Ciudad de México y en las zonas metropolitanas crecientes 
de las entidades federativas en que se ha localizado la industria, así como a lo lar­
go de la frontera norte, es el de las emisiones de gases y partículas derivadas de la 
combustión de hidrocarburos, principalmente por los medios públicos y privados 
de transporte urbano. La contaminación atmosférica se registra en la zona metro­
politana de la Ciudad de México, así como en otras ciudades con fuerte concen­
tración industrial o de vehículos de motor de combustión interna, en dimensio­
nes y calidades que también representan una amenaza creciente para la salud 
humana. Los principales gases contaminantes son el bióxido de carbono, el bió­
xido de azufre, los óxidos nitrosos, el monóxido de carbono y los hidrocarburos. 
El ozono (03) que se crea en la baja atmósfera de la Ciudad de México se regis­
tra y anuncia como peligroso, pero no se tiene ninguna evidencia de que consti­
tuya un daño para la salud excepto para personas ya afectadas por males pulmo­
nares. Aunque la norma internacional del ozono se rebasa casi todos los días del 
año, el nivel máximo registrado diariamente tiene una duración de una a dos ho­
ras a la mitad del día (curva de Gauss). Son mucho más peligrosas para la salud 
las partículas suspendidas de 10 microgramos, que ocasionan el smogvisible, y las 
de 2.5 microgramos que son invisibles y van directamente a los bronquios. 

Existe información sobre los componentes principales de la contamina­
ción atmosférica en México. Con base en datos recolectados por la Semarnap, 
la OCDE (1988a) dedica un capítulo a la exposición de la información disponi­
ble y de la situación que guardan las ciudades mexicanas, en comparación con 
las de otros países.15 No se trata solamente de la zona metropolitana de la Ciu-

is ocoE (1988a), cap. 3, "Gestión del aire''. 



480 REGÍMENES REGULATORIOS 

dad de México, sino también de Monterrey, Tula, Salamanca, Coatzacoalcos y 
otros lugares, en cuanto a partículas suspendidas; adicionalmente, Manzanillo, 
Tampico, Torreón y Mérida en relación con el bióxido de azufre (por las plan­
tas térmicas) de los mismos lugares, y también Ciudad Juárez, Guadalajara y 
Toluca por lo que hace a monóxido de carbono, óxidos nitrosos e hidrocarbu­
ros.16 Los 2.2 millones de toneladas anuales de bióxido de azufre y los 1.5 mi­
llones de óxidos nitrosos que consigna el informe "colocan a México en un ni­
vel internacional relativamente alto de emisiones por unidad de PIB", aunque 
sea a la vez "un nivel bajo de emisiones per cápita'' .17 La OCDE da cuenta de di­
versas medidas de regulación de las emisiones y de programas para reducirlas, 
pero concluye que "la escasez de datos confiables y de amplío alcance en cuan­
to a las emisiones hace difícil evaluar otros aspectos del desempeño ambiental 
de México en cuanto a la contaminacion del aire". 

La proximidad entre ciudades con actividades industriales y con volúme­
nes importantes de tránsito de vehículos exacerba los fenómenos de este tipo 
que sean puramente locales. A ellos se agrega el predominio del tránsito inter­
urbano en vehículos de motor. También, cuando en una localidad urbana o 
metropolitana confluyen contaminaciones por combustión de hidrocarburos 
con emisiones de desechos sólidos y líquidos a las vías hídricas locales o cerca­
nas o a otras superficies de agua, o a tiraderos no regulados, deben considerar­
se los efectos sumados e interactivos de las diversas clases de emisiones. Las ciu­
dades que dependen de electricidad generada en plantas térmicas ocasionan, 
asimismo, daños ambientales en las wnas de localización de las plantas, den­
tro y fuera de los confines urbanos, por sus emisiones de bióxido de carbono y 
azufre. Al combinarse diversas causas y formas de contaminación se rebasan 
umbrales que conducen a mayor complejidad en las interrelaciones de los con­
taminantes, y a mayores daños en la salud de la población local. Esto ocurre en 
varias wnas del territorio mexicano. 

El deterioro ambiental urbano se manifiesta además, de manera creciente, 
en la destrucción de riqueza natural por simple expansión de las manchas ur­
banas, con frecuencia por ausencia de ordenamientos y de planeación física o 
por falta de aplicación legal de los mismos, con total falta de servicios urbanos 
y sanitarios. Se invaden zonas que merecen protección ecológica y se fincan 
asentamientos en wnas de gran riesgo. En el ámbito interno de las ciudades, 
se sacrifican áreas verdes y se generan zonas de congestionamiento cuya correc­
ción termina por afectar intereses y, en consecuencia, quedan sin solución am-

16 OCDE (1988a), cuadro 3.1, p. 81. 
17 !bid., p. 79. 
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biental. Las áreas verdes casi nunca se mantienen en buen estado, en gran me­
dida por falta de agua; las campañas de reforestación rinden muy débiles resul­
tados. El asfalto que cubre las avenidas y calles urbanas sigue impidiendo la 
captación adecuada de las aguas pluviales en los mantos subterráneos. 

A los anteriores aspectos del deterioro ambiental urbano se añade el pro­
blema del abastecimiento de agua potable, que constituye otro gran problema 
nacional. De nuevo, la OCDE presenta en forma sucinta los aspectos ambienta­
les, que en medida importante son urbanos (aparte de los agrícolas, que no se 
tratarán aquí). 18 

En 1995, según datos de la Comisión Nacional del Agua citados por la 
OCDE, en los asentamientos urbanos del país que contaban con más de 50 000 
habitantes -no se da información separada que permita examinar la situación 
en localidades de 15 000 a 50 000 habitantes-, que abarcaban una población 
de 45 millones, alrededor de 97% estaba "conectado a agua potable", y al dre­
naje 92%, aproximadamente. (No se explica el significado de "conectado a 
agua potable'', como tampoco el de "drenaje"). Sin embargo, a fines de 1994 
escuché decir a un connotado científico mexicano que la única concentración 
urbana que recibía agua potable en su integridad era la wna metropolitana de 
la Ciudad de México -aun cuando se sabía que una proporción muy grande 
no llegaba en estado "potable", es decir, que pudiera beberse, a los tinacos y 
que éstos, en gran medida por falta de mantenimiento, podían con mucha fre­
cuencia estar contaminados. En otras ciudades, la situación era peor; por 
ejemplo, en Guadalajara, y más aún en las localidades urbanas intermedias y 
pequeñas. Probablemente los mantos freáticos que pudieran abastecer a ciuda­
des pequeñas y medianas estuvieran ya contaminados por escurrimientos pro­
venientes de wnas agropecuarias cercanas en que se hubieran empleado pla­
guicidas dorados o abonos químicos con efectos contaminantes. Se puede 
suponer que la mayor parte de las cuencas hídricas y de las lagunas costeras pa­
dece graves contaminaciones. 

En cuanto a aguas residuales, el informe de la OCDE afirma que "se colectan 
cerca de tres cuartas partes del total" y que "alrededor de 63% proviene de 139 
ciudades con más de 50 000 habitantes". También, que de las 808 plantas de 
tratamiento que se construyeron hasta septiembre de 1997 estaban en opera­
ción sólo 615, que trataban apenas 14% de las aguas residuales producidas. 19 

Las variaciones en la cantidad y calidad del agua por regiones y por esta­
dos son importantes; en muchas zonas urbanas, los niveles freáticos se han re-

18 OCDE (1988a), cap. 2, "La gestión del agua". 
19 OCDE (1998a), pp. 77-78. 
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ducido, el abastecimiento de agua a los hogares es insuficiente y tiene que com­
plementarse con agua transportada en pipas; los costos de evitar los hundi­
mientos del suelo han crecido, así como los del bombeo; el estado de manteni­
miento de los sistemas de distribución ha decaído; existe gran desperdicio de 
agua, y, en general, la parte del medio ambiente afectada por el agua y su uso 
se ha deteriorado de manera continua. En la Ciudad de México, una buena ad­
ministración del agua y de su relación con el medio ambiente inmediato -y 
aun a escala nacional- más bien brilla por su ausencia. 20 

DESECHOS Y DESARROLLO URBANO SUSTENTABLE 

Aunque las localidades urbanas, en su gran mayoría, han sido rebasadas por el 
volumen de desechos derivados de la actividad industrial, comercial y de servi­
cios, y aun de la agricultura, y por los lanzados a la basura por los hogares, el de­
terioro ambiental de las ciudades es susceptible de reducirse y aun de evitarse. 
No existen muchos buenos ejemplos, pero pueden plantearse posibilidades y 
planes que lo frenen o lo reduzcan en la medida en que se disponga de recursos 
suficientes y de tecnologías adecuadas, y de lograrse la participación ciudadana. 
No se cuenta aún en México con ningún ejemplo de programas articulados de 
protección ambiental en las localidades urbanas. En general, los programas de 
mejoramiento se mantienen sin suficiente coordinación entre sí y marchan a 
ritmos inferiores a lo necesario. Se requerirá además mejorar en muy importan­
te medida la información necesaria para instrumentar estas políticas. 

Para entrar a una consideración amplia, una primera medida de largo al­
cance sería la del reconocimiento objetivo y amplio de la relación entre la acti­
vidad manufacturera y de servicios que sea generadora de desechos y las futu­
ras expansiones de las localidades urbanas, a fin de definir estrategias adecuadas 
de solución. 

Otra sería el mejoramiento de los servicios públicos en los asentamientos 
humanos y en las condiciones de la vivienda. De ello se derivaría la necesidad 
de contar con un plan maestro para cada ciudad importante y para cada loca­
lidad de 15 000 o más habitantes, destinado a asegurar la disposición regulada 
de los desechos y la protección de las áreas naturales urbanas. En el caso de los 
hogares, se requeriría como mínimo un mejoramiento de la recolección de ba­
sura, su clasificación, separación y reciclamiento, acompañado ello de sistemas 
de alcantarillado y drenaje más extendidos y eficaces. En el caso de los desechos 

20 Tartajada (1999), pp. 72-76y 151-1555. 
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líquidos, tanto industriales como de los hogares, son implantables métodos de 
tratamiento y economía en el uso del agua, y de retenciones y aprovechamien­
to de los desechos para su confinamiento adecuado. El empleo del agua debe­
rá estar sujeto a rigurosas políticas de mantenimiento y eficiencia de las insta­
laciones y a programas para inducir su ahorro y reciclaje, tanto en empresas 
como en hogares. 

Una segunda medida general sería formular un plan nacional de recolec­
ción y aprovechamiento de desechos industriales y basura de los hogares y otras 
unidades, combinado con un plan también nacional de confinamiento de de­
sechos peligrosos, ajustado regionalmente en función de los volúmenes de los 
centros industriales y de una alta densidad de población. No basta con tener un 
solo confinamiento científico en Nuevo León, al que se tienen que transportar 
por carretera desechos generados hasta a 1 500 km de distancia. Tampoco son 
adecuados o suficientes, para la mayoría de las ciudades, los llamados rellenos 
sanitarios. 

En España, con todo y sus autonomías regionales, se acaba de aprobar un 
programa nacional semejante para toda localidad de 5 000 o más habitantes, 
que se extenderá más adelante a localidades de 1 000 a 5 000 personas. En Mé­
xico cabría emprender, con la debida coordinación entre la Federación y las en­
tidades federativas, una cruzada nacional, ya que también se trata de un pro­
blema cultural no valorar los daños que causan los desechos, sean próximos o 
lejanos, ni valorar la basura que tiene en sí provecho económico. El mejora­
miento ambiental en las ciudades debiera comprender programas especiales 
para las zonas escolares y las hospitalarias. 

Un tercer género de medidas sería, en las localidades urbanas y metropo­
litanas en que circula gran volupien o un volumen creciente de vehículos con 
motores de combustión interna, una serie de planes maestros para el transpor­
te tanto público como privado, a fin de reducir y racionalizar los movimientos 
de vehículos y, en general, las modalidades del tránsito urbano. Esto podría 
aplicarse en especial a la distribución de bienes entre mayoristas y detallistas, al 
reparto de materiales de construcción y al de gas doméstico, aguas y refrescos, 
y aun al transporte de trabajadores, empleados de oficina y escolares, donde 
haya necesidad y conveniencia de hacerlo. Si poco a poco se ha aprendido a 
ahorrar energía, ¿por qué no gasolina y otros combustibles? Si se comprueba 
que la calidad de los combustibles es causante de la contaminación atmosféri­
ca, deberán asimismo introducirse combustibles alternativos. Si el problema re­
side en la calidad y el mantenimiento de los vehículos añejos, deberán ofrecer­
se incentivos para limitar su volumen de emisiones y preparar un plan a plazo 
medio y largo para su sustitución. 
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Un.cuarto objeto de atención tendrá que referirse a las medidas de previ­
sión y precaución en relación con desastres naturales, entre ellos los que se 
atribuyen al cambio climático, que afectan en forma muy pronunciada las 
ciudades, y en ellas los sectores en donde existen asentamientos precarios e 
irregulares. 

Los planes de infraestructura a mediano y largo plazos necesitarían ir 
acompañados de programas educativos y de capacitación, de mejoramiento de 
la funcionalidad administrativa local, de participación de las ciudadanías loca­
les y las instituciones empresariales y educativas, de incentivos fiscales y otros 
destinados a cambiar las actitudes de las unidades generadoras de la contami­
nación. Se requeriría ir más allá de algunas disposiciones constitucionales a fa­
vor de los municipios, con objeto de crear mecanismos de cooperación entre 
la Federación, los estados y los municipios, así como entre los estados y entre 
los municipios de un mismo estado y de dos o más estados, y de financiamien­
to de los programas que permitan atacar de lleno el problema de la falta de ser­
vicios eficientes de recolección de basura y otros desechos y, a la vez, promover 
un hábitat más limpio. Los proyectos para abastecimiento de agua potable de­
ben incluir sistemas de tratamiento y reciclaje de los desechos líquidos. 

Los informes oficiales dan cuenta de avances importantes en muchos sec­
tores relativos al agua potable y al tratamiento de desechos industriales.21 No 
obstante, en un contexto de desarrollo sustentable, se necesitaría mucho más; 
en particular un examen general de la interrelación de todos los programas, 
de su resultado en el ambiente y no sólo de los avances presupuestarios o de 
ejecución de proyectos, y de su relación con la perspectiva económica y social 
general. 

Cuando se presentó en 1996 el Programa de Medio Ambiente 1995-2000, 22 

el primer capítulo sustantivo se denominó "El reto del desarrollo sustentable", ad­
mirable objetivo, y hasta se hicieron consideraciones críticas sobre la experiencia 
precedente. El diagnóstico sobre desarrollo urbano se encuadró en un contexto de 
desarrollo sustentable, como también el de la relación de la industria con el me­
dio ambiente, con elementos informativos de gran interés.23 Sin embargo, en la 
parte propositiva,24 el documento se quedó en planteamientos teóricos, genera­
lidades y lugares comunes, y en recomendaciones poco precisas. Por ejemplo, no 

21 Por ejemplo: Semarnap (1998), Informe de labores 1997-1998. 
22 Semarnap (1996), varios capítulos. 
23 !bid., cap. III, "Líneas de diagnóstico", pp. 36-48 y 49-59. 
24 !bid., cap. VI, "Estrategias, proyectos y acciones prioritarias", pp. 133-138. Más reciente­

mente, el Instituto de Ecología de la Semarnap ha puesto en internet un documento titulado Pro-
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se menciona la necesidad de un plan nacional de recolección de basura munici­
pal, como tampoco la conveniencia de un plan, en las grandes urbes metropoli­
tanas, de desconcentración urbana, en cambio, se habla de que "para encauzar la 
ciudad hacia un futuro sustentable, es preciso promover su productividad y for­
talecer las ventajas competitivas", etc. Algo de carácter menos general, pero toda­
vía teórico, se encuentra en documentos recientes sobre política ambiental regio­
nal del Instituto Nacional de Ecología de la Semarnap.25 

De cualquier manera, el desarrollo sustentable y dentro de él la política 
ambiental necesitarán mayores recursos financieros para encaminar recursos 
reales hacia las inversiones y los programas en que se basen. La visión de los 
programas tendrá que ser lo bastante amplia para vincularse con otros aspec­
tos y para eliminar obstáculos funcionales y burocráticos en la coordinación 
administrativa y en las relaciones entre la Federación y los estados. 

CONCLUSIONES 

Salta a la vista que es necesario un mejoramiento sustancial de la información 
estadística sobre residuos municipales y sobre los que son rigurosamente de ori­
gen industrial, agropecuario y otros. Se requerirán, asimismo, análisis mucho 
más completos y detallados de la situación nacional y urbana en estas materias. 

En materia de política ambiental como parte de un proceso de desarrollo 
sustentable urbano se impone esta reflexión importante. El desarrollo susten­
table, tal como se definió para la Cumbre de Río en 1992 y en instancias pos­
teriores, entraña una nueva visión del desarrollo, que no es hacer "más de lo 
mismo" con alguna atención a aspectos ambientales, sino reconsiderar la rela­
ción entre la actividad económica y el uso de los recursos naturales en una pers­
pectiva de largo plazo, para legar a las generaciones futuras una oportunidad de 
darse un hábitat que satisfaga plenamente sus necesidades fundamentales y sea 
a la vez limpio, es decir, ajeno a las peores formas de contaminación surgidas 

grama para la Minimización y Manejo Integral de Residuos Industriales Peligrosos en México, 

1996-2000, que tiene relación con el anterior, está actualizado y entra en mayor detalle. Véase: 
//www.ine.gob.mx, 12 de julio de 1999. En 1997, en otra publicación del INE, se consignaron da­

tos de volumen de residuos sólidos emitidos en distintas ciudades de la República, por regiones, 

que dan para ese año un total de "aproximadamente 30 millones de toneladas", con cálculo de al­

rededor de 900 g por habitante/día. Sin embargo, no se explica la metodología y se advierten va­

rias imprecisiones; esos datos fueron empleados para proyectar las emisiones, por ciudades y regio­

nes, al año 2010, pero plantean muchas dudas sobre su monto. INE, 1997, cap. III, pp. 21-35). 
l5 Véase: //www.ine.gob.mx, sobre Política Ambiental Urbana, 31 de agosto de 1999. 
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de las emisiones y los desechos de la actividad industrial, agropecuaria y de 
servicios. Los planes parciales de desarrollo sustentable deberán constituir un 
conjunto en que el objetivo general sea congruente, no como una meta numé­
rica a la cual llegar, sujeta a determinados indicadores, sino como un proceso 
a alcanzar de manera permanente, del que no deberá haber una desviación 
posterior. 

Deben entrar en juego todos los recursos y todos los sectores de una socie­
dad. La política ambiental es sólo un aspecto --desde luego de los más impor­
tantes- del desarrollo sustentable, y deberá gozar de una prioridad nacional 
absoluta a la cual deberán sujetarse de manera esencial otros aspectos del desa­
rrollo, porque sin proteger y mejorar el ambiente lo demás puede caer en desor­
den o aun en caos. No deberá haber pugna entre crecimiento económico y pro­
tección ambiental, porque esta última, bien llevada y aplicada, demostrará ser 
redituable en incrementos del producto nacional. Tampoco tiene sentido una 
pugna entre comercio exterior y medio ambiente, porque el comercio no es sino 
una parte del proceso de desarrollo, un instrumento para impulsar este último, 
del que no pueden estar ausentes las consideraciones ambientales que además 
son enteramente redituables a plazos mediano y largo. Proteger y mejorar el am­
biente es invertir en el futuro. Sacrificar el ambiente a favor del comercio es, 
precisamente, desinvertir en el futuro. El proceso de desarrollo sustentable de­
berá privar sobre otros objetivos porque tiene que ver con la salud y el bienes­
tar de la población en general y no de un solo sector de ella. 

En ese contexto será donde habrá que situar el desarrollo urbano. La ur­
banización de una economía como la mexicana va a continuar; habrá que su­
ponerla imparable en los próximos decenios, aunque pueda adoptar nuevas 
modalidades de desconcentración y vínculos regionales y subregionales. Debe­
rá en particular ser un desarrollo urbano que no se desvincule de sus relaciones 
con lo que vaya quedando de la economía y la sociedad tradicionales y rurales. 
La urbanización significa aumento de la actividad urbana y del valor agregado 
y, asimismo, en la mayoría de los casos, incremento de la población calificada 
como urbana. Independientemente de la evolución específicamente industrial 
y de los servicios, la población no cesará de ejercer su deseo de migrar, es de­
cir, de cambiar residencia, sobre todo mientras existan grandes desigualdades 
ambientales entre diferentes regiones del país. Se emigra entre regiones en bus­
ca de empleo, como ocurre entre el sur y el centro de México hacia el occiden­
te y el norte. Por diversas causas económicas, de política pública (o falta de 
ella}, por decisiones del sector privado o por estrategias a largo plazo de diver­
sos actores, las actividades industriales se orientan de más en más hacia deter­
minadas localizaciones. El movimiento de la mano de obra seguirá, casi siem-
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pre, como ya ocurre, rebasando la capacidad de absorción de la misma en te­
rritorios urbanos en crecimiento continuo. El reto de las ciudades es hacer 
frente a estos movimientos sin deterioro ambiental. 

REFERENCIAS 

AGUILAR, Adrián Guillermo, Luis Javier CASTRO CASTRO, y Eduardo JuAREZ AGUIRRE 
(coords.) 
1995 El desarrollo urbano a fines del siglo XX, Monterrey, N.L., Instituto de Estu­

dios Urbanos de Nuevo León y Sociedad Mexicana de Demografía, tema 
III, Medio Ambiente, Urbanismo y Migración, con artículos de Blanca 
Rebeca Ramírez Velázquez, Rosalba Cruz Jiménez y de Marisa Mazarí y 
Mauricio R. Bellon. 

ÁLVAREZ LoNA, Ana Lilia, y Rogelio LóPEZ LóPEZ 
1999 El servicio de limpia en la Ciudad de México, México, Gobierno del Dis­

trito Federal. 
CABRERA ACEVEDO, Gustavo 

1997 "Cambios en el tamaño y crecimiento de la población total", en Demos. 
Carta demogrdfica sobre México, México, D.F., Instituto de Investigaciones 
Sociales, Universidad Nacional Autónoma de México, núm. 1 O. 

CONSEJO NACIONAL DE POBLACIÓN (CONAPO) 
1998 La situación demogrdfica de México, México, Secretaría de Gobernación, 

Subsecretaría de Población y de Servicios Migratorios. 
DoMfNGUEZ VILLALOBOS, Lilia 

1999 "Comportamiento empresarial hacia el medio ambiente: el caso de la in­
dustria manufacturera de la zona metropolitana de la Ciudad de Méxi­
co", en Mercado García, Instrumentos económicos (en esta bibliografía), 
cap. IV. 

FERNÁNDEZ, Óscar 
1999 "Efectos de la aplicación de un impuesto ecológico en México: análisis 

mediante un modelo de equilibrio general computable", en Mercado 
García, Instrumentos económicos (en esta bibliografía), cap. 111. 

INSTITUTO NACIONAL DE EcoLOGfA 
1997 Estadísticas e indicadores de inversión sobre residuos sólidos municipales en los 

principales centros urbanos de México, México, !NE. 
INSTITUTO NACIONAL DE EsTADfSTICA, GEOGRAFfA E INFORMÁTICA y SECRETARfA DE ME­

DIO AMBIENTE, RECURSOS NATURALES y PESCA 
1998 Estadísticas de/medio ambiente, México, 1997 e Informe de la situación ge­

neral en materia de equilibrio ecológico y protección al ambiente, 1995-1996, 
cap. 111-2, "Estadísticas sobre asentamientos humanos", pp. 221-257, 
México. 

MERCADO GARCfA, Alfonso (coord.) 
1999 Instrumentos económicos para un comportamiento empresarial fororable al 



488 REGÍMENES REGULATORIOS 

ambiente en México, México, El Colegio de México y Fondo de Cultura 
Económica. 

ÜRGANIZACIÓN PARA lA COOPERACIÓN Y EL ÜESARROLLO ECONÓMICOS 
l 998a Andlisis del desempeño ambiental México, París. 

ÜRGANISATION FOR ECONOMIC CO-OPERATION ANO ÜEVELOPMENT (OECD) 
l 998b Towards Sustainable Development. Environmental Indicators, París. 

PODER EJECUTNO FEDERAL 
1996 Programa de medio ambiente 1995-2000, México. 

SECRETARfA DE MEDIO AMBIElffE, RECURSOS NATURALES Y PESCA 
1997 Sistema integrado de regulación y gestión ambiental de la industria, México. 

SECRETARfA DE MEDIO AMBIENTE, RECURSOS NATURALES Y PESCA 
1998 Informe de labores 1997-1998, México. 

SECRETARfA DE MEDIO AMBIENTE, RECURSOS NATURALES Y PESCA 
2000 Programa de trabajo 2000, México. 

TEN l<ATE, Adrián 
1993 Industrial Development and the Environment in Mexico, Washington, The 

World Bank, Working Paper WPS 1125. 
ToRTAJADA, Cecilia 

1999 Environmental Sustainability ofWater Management in Mexico, Atizapán de 
Zaragoza, Estado de México, Third World Centre for Water Manage­
menc. 

Internet: SemarnaplINE. 



FUERZAS SOCIOECONÓMICAS QUE IMPULSAN 
LA GENERACIÓN DE RESIDUOS* 

La zona metropolitana de la Ciudad de México (ZMCM) abarca actualmente el 
Distrito Federal (D.F.), que cuenta con unos ocho millones de habitantes, y 
cerca de 50 municipios adyacentes, principalmente del Estado de México, 
que suman otros 8.7 millones de habitantes. En dicha zona circulan diaria­
mente más de cuatro millones de vehículos de motor. Además, un gran nú­
mero de vehículos de pasajeros en tránsito, procedentes de los estados vecinos 
y otras partes de México, sumados a vehículos de carga y pasajeros de servi­
cio público ordinario, utilizan el D.F. para circular hacia regiones ubicadas 
fuera de la ZMCM, pues se carece de un anillo periférico que evite el cruce de 
ese tráfico y tampoco se cuenta con carreteras que lo recorran de norte a sur 
y de este a oeste. 

Los problemas de contaminación del aire en la ZMCM deben ser estudia­
dos en un contexto económico más amplio y en el que se tengan presentes los 
cambios en los patrones de crecimiento económico de la región periférica de 
la zona. Se sugiere un radio mínimo de 200 km para definir una región cen­
tral que abarque el D.F. y los estados de México, Puebla, Tlaxcala, Hidalgo, 
Querétaro y Morelos. Las ciudades capitales de cada uno de esos estados 
-Toluca, Puebla, Tlaxcala, Pachuca, Querétaro y Cuernavaca, respectiva­
mente- son en sí áreas metropolitanas en diversos grados y poseen cada vez 
más tráfico vehicular local e intercitadino. Cada una de esas urbes está rodea­
da, a corta distancia, por centros comerciales e industriales menores que co­
mercian directamente con el D.F. y entre sí. 

A pesar del gran desarrollo industrial reciente de México, sobre todo en los 
estados centrales y norteños, pero particularmente el de la frontera con Esta­
dos Unidos, que está orientado al abasto del mercado estadounidense y ha sus­
citado un rápido incremento de las exportaciones de las plantas de maquila 

*Segundo Taller Mexicano-Estadounidense sobre Contaminación del Aire de la Ciudad de 

México, MIT, Boston, MA. 14 y 15 de enero de 2000, IV Sesión. Integración, implementación y 

estrategias alternativas. 

[489] 
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Periodo 

1951-1960 
1961-1970 
1971-1980 
1981-1990 
1981-1995 
1991-1994 
1991-1995 
1991-2000 
1996-1997 
1996-2000 
1951-1980 
1981-2000 

Cuadro 1. México: fndices de crecimiento del PIB 

y la población, 1951-2000 

P!Ben pesos 
constantes (%) 

6.10 
6.46 
6.69 
1.67 
1.39 
2.64 
0.84 
2.82 
6.07 
4.81 
6.41 
2.24 

Población 
(%) 
2.91 
3.18 
2.89 
2.22 
2.15 
2.00 
2.02 
1.90 
1.98 
1.74 
2.98 
2.06 

PIB per cdpita 
(%) 

3.10 
3.16 
3.73 

-0.54 
-1.12 

0.62 
-0.58 

0.89 
4.04 
2.97 
3.33 
0.17 

Tomado de: cuadro 2. Nota: todos los índices de crecimiento fueron calculados sobre una base 
anual, inmediatamente antes del periodo en cuestión. 

(trabajo por subcontrato) y otras plantas industriales, la economía mexicana se 
encuentra estancada desde 1981. El crecimiento del PIB durante el periodo 
1981-1997, expandido a 1999 y proyectado al año 2000 (cuadro 1), apenas al­
canza 2.24% anual en promedio. Con un crecimiento demográfico estimado 
en 2.06% anual en promedio (cuadro 1), el PIB per cápita habrá alcanzado, a 
fines del actual 2000, un insignificante 0.17% por año. 

Aun teniendo en cuenta el modesto crecimiento del PIB entre 1991 y 1994 
(un promedio de 2.64%) y cierta recuperación en 1997-1998, el descenso no­
torio de 1995-1996 significó que, en 1999, el PIB estuviera apenas 14% sobre 
su valor de 1994 a precios constantes, pero la población aumentó 9.7% en ese 
mismo periodo. Aún no se dispone de datos definitivos del PIB para 1999; aun­
que en la mayoría de las proyecciones se presupone un crecimiento de 3.5%, 
para el cálculo actual se adoptó un porcentaje de 3%, más conservador. Para el 
año 2000, las proyecciones oficiales asumen un crecimiento de 4.5% del PIB, 

pero para la proyección actual se asumió, una vez más, una cifra conservadora 
de 4%. Eso se debió a que en 1999 se registraron graves pérdidas de cosechas 
y daños ocasionados por desastres naturales, y a que disminuyó la producción 
y exportación de bienes manufacturados, lo que también ocurrió con el comer­
cio interior al mayoreo y menudeo. Se originó un déficit comercial, aun te­
niendo en cuenta el superávit normal de las operaciones de maquila, y era de 
esperar que el balance de los pagos de cuenta corriente oscilara entre 14 000 y 



Años 

1950 
1960 
1970 
1980 
1981 
1982 
1983 
1984 
1985 
1986 
1987 
1988 
1989 
1990 
1991 
1992 
1993 
1994 
1995 
1996 
1997 
1998 
1999c 
2oooc 
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Cuadro 2. México: PIB y población, 1950-2000 

PIB (miles de 
millones de pesos 

a precios de 1980}" 

693 
1 252 
2 340 
4 470 
4 862 
4 832 
4 629 
4 796 
4 920 
4 736 
4 824 
4 884 
5 047 
5 271 
5 462 
5 616 
5 649 
5 858 
5 495 
5 777 
6182 
6479 
6 680 
6 958 

Población 
total 

(millones)h 

27.77 
36.95 
50.60 
67.05 
68.54 
70.06 
71.61 
73.20 
74.83 
76.49 
78.19 
79.92 
81.70 
83.49 
85.16 
86.86 
88.60 
90.37 
92.20 
94.05 
95.74 
97.46 
99.12 

100.81 

PIB per cdpita 
(miles de pesos a precios 

constantes de 1980) 

24.95 
33.89 
46.25 
66.67 
70.94 
68.97 
64.64 
65.52 
65.76 
61.91 
61.69 
61.10 
61.78 
63.13 
64.14 
64.66 
63.76 
64.82 
59.60 
61.43 
64.57 
66.48 
67.39 
69.02 

Tomado de: a] datos oficiales, INEGI, excepto 1998-1999; b] datos ajustados por insuficiencia de 
información en los años 1950, 1960, 1970, 1980, 1990 y 1995, en Gustavo Cabrera Acevedo, 
"Cam~ios en el tamaño y crecimiento de la población total", Demos 1 O, y Carta demográfica de 
México, 1997, pp. 4-5 (para otros años se interpoló entre 1981 y 1994; cálculos del autor para 
1999 y 2000); c] cálculos preliminares del autor. 

15 000 millones de dólares, debido principalmente al pago de deuda externa y 
a los dividendos e intereses devengados por la inversión extranjera directa (IED). 

En general, la inversión privada interna disminuye en los años electorales. La 
IED ha sido sostenida, lo que promete un aumento de las exportaciones a par­
tir de 2001, pero dadas las condiciones del sistema bancario, las elevadas tasas 
de interés real y la incertidumbre sobre los resultados de la elección y la tran­
sición hacia una nueva administración en diciembre de 2000 es muy poco pro­
bable que la inversión nacional pública y privada aumente. El presupuesto fe­
deral aprobado no contempla ninguna expansión debido, más que nada, a la 
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transferencia de fondos para dar capacidad de crédito y liquidez a un sistema 
bancario privado fuertemente maniatado. 

La captación fiscal normal está sujeta a las limitaciones generales de la eco­
nomía, con excepción de posibles ganancias por el aumento del precio inter­
nacional del petróleo (dependiendo del uso alternativo que Pemex o el gobier­
no federal hagan de los excedentes monetarios del petróleo). 

Las predicciones oficiales de un aumento de sólo 10% en los precios al 
consumidor para el año 2000 y un techo de 10% también en los ajustes sa­
lariales, después de un aumento de 12.3% en los precios al consumidor en 
1999, sumado a nuevos ajustes ascendentes en los precios de la canasta bási­
ca (tortilla, etc.), energía eléctrica, gas doméstico, gasolina y ciertos servicios 
de transporte, indican que es poco probable un aumento del consumo inter­
no en términos reales. La pequeña y mediana industrias, que recibieron el 
mayor impacto de los ajustes políticos de los últimos años, se ven severamen­
te constreñidas por las limitaciones institucionales, financieras y comerciales. 
La economía informal de los vendedores ambulantes, que es particularmen­
te grande en el D.F., sigue expandiéndose pero no compensa la declinación de 
los negocios en pequeño y, en todo caso, tampoco ofrece seguridad social a 
sus participantes. El desempleo real no ha sido abatido. Aunque la cifra ofi­
cial de desempleo abierto que ofrece el INEGI se sitúa debajo de 3% de la fuer­
za laboral del país, el cálculo es, a todas luces, poco realista. Otras fuentes 
mencionan un índice nacional de 1 O a 11 o/o de una fuerza laboral de cerca de 
40 millones, es decir, más de cuatro millones de desempleados, aparte de otros 
4.5 millones que perciben únicamente un salario mínimo de 90 dólares 
mensuales. 

La situación actual aún contrasta marcadamente con la experiencia econó­
mica de México durante el periodo 1951-1980, cuando el crecimiento del PIB 

fue de 6.41 o/o y el aumento de los ingresos per cápita ascendió en promedio a 
razón de 3.33% anual; esas tres décadas se caracterizaron por una tasa de cre­
cimiento constante. Las condiciones han sido muy diferentes a partir de la con­
clusión de ese periodo con el colapso que sobrevino a principios de la década 
de 1980, cuando empezó el estancamiento, la inflación aumentó, el pago de 
deuda externa se volvió casi inmanejable y, por último, se tuvieron que impo­
ner severos ajustes en 1988 para reducir el gasto público en infraestructura y 
servicios. La inversión privada, incluyendo la IED, no ha logrado suplir esa caí­
da de la inversión pública ni crear empleos suficientes en forma constante. La 
principal fuente de nuevos empleos han sido las maquiladoras, sobre todo las 
de las ciudades frqnterizas, aunque con escaso poder adquisitivo para la mayo­
ría de las personas semicalificadas que laboran en ellas. 
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Hasta fines de la década de 1980 y principios de la de 1990, la ZMCM era 
el único sector industrial, comercial y de servicios importante de México y, por 
lo tanto, atraía entre 500 000 y 600 000 inmigrantes anuales procedentes de 
otras partes urbanas y rurales del país, que llegaban en busca de empleo y ser­
vicios públicos como educación y salud. Gradualmente, algunas industrias ma­
nufactureras se establecieron en los estados vecinos de México y Puebla, ubi­
cados al oeste y noreste y al este del D.F., respectivamente. Según los últimos 
datos disponibles, hubo un cambio importante en la actividad económica den­
tro y fuera de la ZMCM, aunado a una desaceleración considerable del creci­
miento demográfico de la misma. Las oportunidades de empleo que antes se 
ubicaban en la ZMCM se han desplazado a otros lugares, pero el sector de servi­
cios creció respecto al de manufactura. En los últimos siete años se registró un 
nuevo desarrollo industrial ubicado principalmente en los estados del norte de 
México, a menos de 200 km de la frontera con Estados Unidos, de ciertos ra­
mos de la industria automotriz y, en grado considerable, de las plantas maqui­
ladoras de esa región norteña. También se establecieron algunas grandes plan­
tas, incluyendo fábricas de textiles y calzado, en las regiones central y 
occidental de México, entre Querétaro y Guadalajara. 

Ahora ya es posible identificar más claramente el cambio del contexto eco­
nómico de la región central (Re) mediante datos que se remontan a 1996 (Dá­
vila, 1999). Entre 1980 y 1996, la parte del PIB nacional correspondiente a la 
RC declinó en 4.1 puntos porcentuales, pero representó 41.6% del total. Su 
parte proporcional de la población declinó en 2. 7 puntos porcentuales, pero 
equivalía a 32.5% de la población del país. Por lo tanto, la RC sigue siendo, des­
de el punto de vista económico, laboral y social, parte importante de la econo­
mía y la sociedad mexicanas, con todas sus implicaciones. Durante el periodo 
de 1980-1996, el PIB per cápita cambió muy poco y se situó casi 28% por arri­
ba de la media nacional. No obstante, los cambios en el D.F. fueron distintos 
a los de los seis estados circundant~s. 

El crecimiento demográfico declinó en el Distrito Federal (a 0.54% en 
1995) y en toda la ZMCM (a 1.6%), y se mantuvo por abajo del de la RC 

(2.14%) (Mina, 1999). En los estados de México, Morelos y Querétaro, el au­
mento demográfico actual es de más de 3%; el de Tlaxcala asciende a 2.68% y 
en Hidalgo y Puebla se sitúa ligeramente por arriba de 2%. Se registró una con­
siderable emigración desde el D.F. y, en menor grado, desde Puebla e Hidalgo, 
pero hubo inmigración en Morelos, Estado de México y Querétaro. La RC re­
gistró, en total, una leve emigración. En el D.F., varias delegaciones tuvieron 
crecimiento demográfico negativo pero otras, sobre todo las del sur y el sures­
te del D.F., registraron un crecimiento positivo constante. 
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Además de cierta descentralización demográfica desde el D.F. y la ZMCM 

hacia las diversas áreas metropolitanas de la RC y otras partes de México, exis­
ten indicios de que también emigró una parte de la actividad empresarial 
-por ejemplo, la manufactura de muebles de oficina, equipos y aparatos elec­
trodomésticos, alimentos y bebidas- hacia algunos de los seis estados circun­
vecinos; la manufactura de estructuras metálicas, metales básicos no férricos, 
artículos de piel y calzado, y productos petroquímicos básicos se desplazó a 
otras partes del país. En particular, los estados del norte de México crecieron 
relativamente en cuanto se refiere a manufactura de vehículos de motor y sus 
partes, aparatos electrónicos y ropa. Los estados del centro de la república, 
como Guanajuato y Aguascalientes, han atraído manufactura de textiles, pro­
ductos farmacéuticos, detergentes y cosméticos, plantas ensambladoras de au­
tos y otros equipos de transporte, e impresión gráfica. El D.F. conserva su im­
portancia en manufactura de prendas de vestir, impresión y edición de libros, 
productos farmacéuticos y cosméticos, otras industrias ligeras, y aún retiene 
una planta ensambladora de automóviles. Los estados circundantes tienen cier­
tas especializaciones, por ejemplo, productos químicos, cemento, pulpa y pa­
pel, fibras sintéticas, fertilizantes y otros productos agroquímicos, y aparatos 
electrónicos. En el D.F. se concentran marcadamente los servicios financieros 
y de otros tipos. 

A pesar de estos cambios estructurales, la RC conserva su importancia eco­
nómica general y es punto de tránsito y distribución para la producción en 
otras partes de México. Asimismo, los ramos de servicio han cobrado impor­
tancia respecto a la manufactura. En la RC aumentó la densidad de camiones de 
carga, autobuses y otras formas de transporte terrestre automotriz, en particu­
lar el destinado al comercio de mayoreo y menudeo. Casi todo ese transporte 
se lleva a cabo en vehículos anticuados y de escasa eficiencia en el consumo de 
combustible, cuya vida útil se prologa más allá de la obsolescencia gracias a un 
sinfín de talleres mecánicos en pequeña escala. Gran parte de la contaminación 
atmosférica tiene por causa esta enorme categoría del inventario vehicular to­
tal. Más de 50% de los vehículos de pasajeros que están en manos de particu­
lares son modelos anteriores a 1993. La principal demanda del mercado es de 
vehículos usados, dado el bajo nivel de los ingresos entre burócratas y obreros. 
Además, los escasos ingresos familiares siguen haciendo necesario un transpor­
te público económico, mismo que se presta con ineficiencia. Con excepción 
del Metro (cuya expansión se ha vuelto más lenta) y una línea de tren ligero, el 
resto del transporte público se efectúa mediante servicios de microbuses y va­
gonetas sin coordinación alguna. Se estima que los recorrido.s internos en la 
ZMCM equivalen a cerca de tres millones de personas-hora al día. 
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La industria automotriz, sobre todo a partir de la recesión de 1995-1996, 
se ha dirigido principalmente a los mercados externos. Incluso antes del TLCAN, 

la industria automotriz empezó a transformarse de un sector sumamente pro­
tegido y orientado al mercado interno mediante la producción de cantidades 
limitadas de unos cuantos modelos, en un sistema de plantas de ensamblaje 
(incluyendo firmas estadounidenses, alemanas y japonesas) con fines de expor­
tación y mayor contenido de insumos importados libres de impuestos. El in­
terés en el mercado potencial de exportación ha desarrollado y atraído mucha 
inversión extranjera. Previamente había comenzado en México la producción 
de autopartes, incluyendo motores, destinadas en cierta medida a la exporta­
ción. La recesión de 1995-1997 golpeó la industria automotriz con particular 
crudeza, de modo que la venta de automóviles y otros vehículos ha estado re­
lativamente estancada en territorio mexicano durante los últimos años. Ade­
más, la importación ilegal de automóviles y camiones (más una cuota limita­
da de importaciones) ha afectado los patrones y volúmenes de producción. El 
mercado de vehículos de segunda mano ha crecido considerablemente mien­
tras el financiamiento de automóviles nuevos escasea o se vuelve demasiado 
costoso para el consumidor individual. Los intereses de los sectores dedicados 
a la producción y distribución de automóviles en México han sido apoyados 
por la iniciativa privada organizada y las autoridades públicas en el diseño de 
políticas generales. 

Finalmente, aunque las emisiones de los vehículos de motor provocan 70 
a 80% de las diversas formas de contaminación atmosférica de la ZMCM, no de­
be soslayarse el componente vehicular de los estados y conglomerados urbanos 
vecinos. La ZMCM sufre, además, con las emisiones de partículas generadas por 
industrias y servicios, así como las procedentes de las calles sin pavimentar de 
los barrios circundantes. La defecación al aire libre por falta de drenajes e ins­
talaciones sanitarias en muchos desarrollos urbanos informales nuevos y asen­
tamientos humanos ilegales es otro factor. La disposición de residuos sólidos en 
los tiraderos no regulados de la ZMCM también contribuye al deterioro del am­
biente, incluyendo el atmosférico. 

La infraestructura general de la ZMCM, en particular la de los municipios 
adyacentes, ha sido descuidada en los años de escasez económica debido a la 
insuficiencia de recursos financieros. Las entradas y salidas que unen el DF con 
los estados circundantes son, en general, angostos cuellos de botella que entor­
pecen el tránsito vehicular. La densidad del tráfico en las áreas industriales y las 
principales avenidas, incluyendo las vías rápidas, hace que la circulación sea ge­
neralmente lenta. La mayoría de los sistemas de distribución por medio de ve­
hículos -por ejemplo, los que abastecen a los supermercados o los que van y 
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vienen entre los tanques de gas domiciliarios y las plantas del proveedor- im­
plican mucho transporte duplicado y dispendioso. La distribución de bebidas 
gaseosas, cerveza y otros bienes de consumo, materiales de construcción, etc., 
hasta los expendios menores es casi caótica. Existe una sola central de abasto 
de alimentos para todo el D.F. Pocas personas respetan los reglamentos en lo 
que se refiere a estacionamiento, uso de carriles de circulación, semáforos y se­
ñales de "vuelta exclusiva a la izquierda'', etc. Aunque el comportamiento de 
los conductores sea muy hábil, implica constantes riesgos de accidentes debi­
do a la velocidad y el cambio de carriles. El índice diario de accidentes auto­
movilísticos es muy alto (en 1994 se registraron más de 21 000 colisiones). Se 
necesita un estudio sistemático y completo de los patrones y flujos del tráfico 
en la ciudad, incluyendo la coordinación entre las rutas de autobuses y las es­
taciones del Metro. El volumen total del tráfico está en aumento, y todo indi­
ca que esa tendencia continuará. Se estima que, en 1994, el volumen de reco­
rridos dentro de la ZMCM por todos los medios existentes superó los 23 
millones de recorridos/persona al día, 3.2 de los cuales fueron por Metro, 1.6 
por autobús, 4.0 en vehículos privados, 0.6 por taxi, 0.8 en autobuses subur­
banos, 0.3 en motocicleta y bicicleta, y más de 12.5 millones en los llamados 
"taxis colectivos" (vagonetas y microbuses) (Islas, 1999). 

En 1994, el recorrido promedio por persona requería 62 minutos. Si cer­
ca de la mitad del transporte de personas se realiza mediante este ineficiente sis­
tema de microbuses y vagonetas que difícilmente puede considerarse inocuo 
para el medio ambiente, resulta clara la urgencia de efectuar una reorganiza­
ción y la necesidad, cada vez mayor, de contar con un sistema de transporte 
masivo eficiente y de largo plazo. Cabe destacar, no obstante, la limitación de 
los recursos financieros y la capacidad de crédito debido, más que nada, a las 
tarifas de transporte, administrativa y políticamente controladas, y a la enorme 
demanda de los usuarios de escasos ingresos. Esta revisión técnica y económi­
ca general de las instalaciones y servicios de transporte está muy rezagada. 

Mientras, las autoridades públicas del D.F. concentran su atención en la 
emisión de orono de las gasolinas recién desarrolladas y sus componentes, así 
como en las diversas condiciones que contribuyen a la formación de esos gases 
en la Ciudad de México -llegan al absurdo de anunciar diariamente en los 
medios de comunicación los índices máximos de ozono en cinco delegaciones 
del D.F.-, disminuyen su atención sobre las partículas suspendidas, sobre 
todo las micropartículas, y otras fuentes de contaminación atmosférica. Ape­
nas ponen atención en los problemas fundamentales del transporte público, e 
incluso en el simple manejo del tráfico vehicular. Trataremos estos y otros pro­
blemas institucionales y legales en otro artículo del presente taller. Todos los 
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componentes de la "solución", o al menos del proceso de atenuación, deberán 
ser integrados en un plan maestro de largo plazo que tenga en cuenta hasta el 
último de los factores. 
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EL AGUA COMO FACTOR ECONÓMICO 
EN LA POLÍTICA AMBIENTAL* 

Una de las paradojas en que viven los economistas en relación con el agua es 
que, salvo excepciones, no es por lo regular un elemento importante de costo 
en la producción, aunque siempre ha sido un insumo indispensable cuya pro­
pia producción ha tenido costos. 

Por "producción" del agua puede entenderse el tener que efectuar inver­
siones y gastos de operación para ponerla a disposición del usuario, así sea un 
pequeño canal o dueto, una obra de riego, un pozo, un sistema urbano de 
abasto o una instalación especial para recibirla y hacerla pasar por los procesos 
necesarios de uso. 

Por "costo" deberá entenderse no sólo el costo monetario -inversiones, 
materiales, instrumentos, salarios y otros gastos normales de producción y dis­
tribución-, sino lo que los economistas llamamos el "costo real" o sea el in­
sumo de bienes materiales y mano de obra que, de no emplearse en esa produc­
ción del agua, tendrán o podrán tener otros usos económicos. 

Hoy día deberá añadirse el "costo ambiental", es decir, el costo pleno del 
agua deberá incluir el desgaste del medio ambiente, su deterioro o su des­
trucción parcial en el pasado, el presente y el que se prevea en el futuro, en 
que se haya incurrido o se incurra para "producir" el agua, en función de de­
forestación, degradación de suelos, reducción de las reservas freáticas, impac­
tos de la canalización de ríos o su desviación, el desecamiento y la contami­
nación de los ríos, las lagunas, los esteros, la pavimentación de las ciudades 
y las carreteras, el bombeo y otros costos y daños que no han solido medirse 
en términos económicos. Si en el caso extremo llegara a generarse agua me­
diante la desalación o la purificación por medio de energía eléctrica, deberá 
añadirse el costo "real" y el "ambiental" de la producción respectiva de la 
energía utilizada, sobre todo si se ha basado en combustibles de origen fósil, 
que contaminan o que podrán agotarse; pero también si se trata de energía 

* Protección ambiental para el sector hidráulico, ponencias seleccionadas. Editores: K. 
Biswas, Instituto de Ingeniería, UNAM; Cecilia Tortajada Quiroz, Comisión Nacional del Agua, 
1997, pp. 57-63. 
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nuclear y aun de ciertos proyectos hidroeléctricos que hayan causado daños 
ambientales. 

Así, la idea que prevalecía hace unas pocas generaciones, que se nos ense­
ñaba a los economistas aún hace 50 años, de que el agua es gratuita, un don de 
la naturaleza que puede emplearse sin límite, no sólo ha sido un mito absurdo 
sino que obliga a repensar muchos aspectos de la política económica y fiscal, 
de las estrategias de inversión, de la metodología para evaluar proyectos y de los 
estudios de impacto ambiental. 

El agua es todo, pues sin ella no es posible la vida humana ni la conserva­
ción de la naturaleza; pero su disponibilidad en la era industrial y comercial, y 
en la agricultura moderna, tiene límites como los exhiben tantos otros produc­
tos naturales. En tanto la disponibilidad del agua está sujeta a límites, tiene un 
costo para la humanidad. Los límites no son fijos, pero se han ido estrechan­
do a medida que la población mundial ha seguido aumentando y, de más en 
más, se ha localizado en ciudades grandes y megalópolis, y en tanto la activi­
dad económica se ha extendido a todo el orbe en el marco de la creciente glo­
balización económica y sigue incrementándose con regular velocidad. 1 

Mientras tanto, lo más prudente es conservar el agua, en sus orígenes geo­
lógicos, en los medios creados para hacerla disponible y en sus usos agropecua­
rios, industriales, en los servicios y en los hogares; y así mismo reaprovecharla 
donde sea factible, es decir, tratarla y reciclarla. Ello entraña la necesidad de 
decidir las grandes prioridades y de instrumentar las políticas y los programas 
para lograr estos nuevos objetivos. Es una gran tarea económica, social, admi­
nistrativa y, en el fondo, cultural. 

Queda la paradoja anunciada: ¿por qué, si el agua no constituye un ele­
mento importante de costo en la mayoría de las actividades, no se reconoce y 
valora su costo real y ahora ambiental? 

La respuesta quizá se encuentre no en las meditaciones de los economistas 
y de los administradores, sino en un fenómeno social nuevo, que data apenas 
de los años sesenta del presente siglo: la conciencia que se ha creado -hoy ace­
leradamente- acerca de la imperiosa necesidad de establecer políticas ambien­
tales, empezando por evitar los desechos peligrosos, reducir la contaminación 
de las aguas, los suelos y la atmósfera, y crear barreras a las amenazas que se 

1 El consumo doméstico de agua se ha incrementado 1 O veces durante los últimos 90 afias, 

principalmente en los países desarrollados. Véase "Water conservation", en lndustry and Environ­
ment, París, UNEP, vol. 13, núm. 3-4, julio-diciembre de 1990, p. 2. Sobre el consumo creciente 

de agua y las tendencias en la calidad del líquido, véase Mostafa K. Toiba y Osama A. El-Kholy 
et al. (comps.), The World Environment 1972-1992: Two Decades of Challenge, cap. 4, "The avail­

abilicy offresh water", pp. 83-103, Londres, UNEP/Chapman & Hall, 1992. 
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ciernen cada día con mayor intensidad sobre la salud humana.2 Toda política 
ambiental en la actualidad, por más elemental que sea, requiere ocuparse del 
problema del agua. En lo económico, el costo pleno del agua tendrá que refle­

jarse en la estructura de los precios y conducir a programas y medidas para re­
ducirlos, y servir además como incentivo a los empresarios y demás usuarios 

para economizar, tratar y reciclar y aprovechar mejor el agua. 
Las políticas ambientales han mejorado en muchos países y abarcan la 

conservación del agua. Sin embargo, a escala mundial no parece haberse avan­
zado lo suficiente, sobre todo en los países en vías de desarrollo. Es más, la pro­
tección ambiental, como componente de una política de desarrollo sustentable 
a largo plaw, tropieza con la dificultad de que este último, consagrado como 

objetivo en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y 
Desarrollo, en Río de Janeiro en 1992, dista mucho de haberse definido con­

precisión y de ser susceptible de convertirse en políticas nacionales y globales 
suficientemente articuladas. 

No obstante, los principios expuestos respecto a la economía del agua pue­
den aplicarse de un modo general en cualquier sociedad. Sin embargo, entra en 
juego el factor cultural. En los países de mayor adelanto económico, industrial 
y aun agrícola, existe mayor conciencia tanto del aspecto ambiental como del 
de la posible escasez actual o futura del recurso hídrico, de manera que tanto 

las autoridades como el sector empresarial y los hogares responden con actitud 
más positiva a los requerimientos de la economía del agua. Además, dichas so­
ciedades poseen conocimiento y práctica tecnológica, así como recursos mate­
riales, humanos y financieros que les permiten abordar la problemática nueva 

que se plantea. En cambio, en sociedades de menor grado de desarrollo, de re­
ducido ingreso por habitante, incluso de menores o escasos niveles educativos, 
la situación es distinta: se desperdicia el agua sin preocupación, se deja correr 

donde las válvulas no funcionan, se contamina sin misericordia para la fauna y 
la especie humana, se usa en exceso en el regadío (con graves consecuencias de 
ensalitramiento y en otras actividades), se muestra indiferencia hacia la posibi­

lidad del tratamiento y el reciclado. Cuando se dispone de agua se trata de que 
sea gratuita para el usuario, sin reparar en los costos sociales y ambientales. Fal­

ta la cultura del agua, y tal vez habría que llegar a extremos de escasez --como 
en algunas partes del mundo ha ocurrido- para poder movilizar a la sociedad 

a favor de la conservación y el buen aprovechamiento. 

2 Según el PNUMA, "cada día mueren 25 000 personas debido a la mala administración del 

agua"; por la impureza del agua, "anualmente mueren a causa de la diarrea 4 600 000 niños me­
nores de cinco años", véase PNUMA, Reseña del PNUMA, Nairobi, Kenia, 1992, p. 12. 
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Sin duda todos tenemos presente alguna experiencia concreta que ali­
mente nuestro punto de vista a favor o en contra de semejantes aseveraciones. 
Sin embargo, conviene rebasar el caso concreto y tratar de entrever lo que 
pasa a escala global, para de allí descender a los ámbitos nacionales, regiona­
les y locales. 

En lo global, apenas 3% del agua del planeta es dulce, siendo el resto agua 
salada. El 75% del agua dulce se encuentra en los casquetes polares y en los gla­
ciares, y cerca de 25% son aguas originadas en mantos freáticos encontrados en 
formaciones rocosas, arenosas o de grava. Apenas 0.5% del total del agua se lo­
caliza en lagos, ríos, arroyos y la atmósfera. 3 Los cultivos agrícolas son los prin­
cipales demandantes de agua. El 65% del agua proveniente de las cuencas hídri­
cas, incluidos los yacimientos acuíferos, se destina a la agricultura, mientras que 
la industria absorbe 25% y los hogares y los usos municipales se llevan el restan­
te 10%.4 Una tonelada de grano cosechado requiere 1 000 toneladas de agua, en 
todas sus formas, sin contar con las mermas por ineficiencia de los sistemas de 
riego.5 Es obligado preguntarse, en cualquier caso concreto, con qué eficiencia 
se emplea el agua, cómo se almacena, cuál es su destino final. Se citan ya algu­
nos casos, en Rusia y en China, en que el agua ha dejado de correr por los ríos 
y se han secado las lagunas. El problema se plantea en todos los continentes. 

En las zonas de regadío, si con el agua que las beneficia se han logrado ma­
yores cosechas y mayores rendimientos con resultados pecuniarios bonancibles 
para los agricultores, es obvio que, desde un punto de vista social y ambiental, 
cabría inducirlos a pagar por el agua lo que realmente cuesta. Si de ello resul­
tan economías y racionalización, tanto mejor. Si por lo demás el fisco o la en­
tidad encargada de administrar nacional o regionalmente el agua obtiene ingre­
sos adicionales, lo primero que debería hacerse con los nuevos ingresos es 
reinvertidos en mejorar las zonas de regadío y su administración, para que en 
el futuro se desperdicie menos agua y se extienda su uso eficiente. Lo segundo 
sería construir plantas de tratamiento para abastecer a las localidades urbanas 
comprendidas en.dichas zonas. Y sin duda habrá otras prioridades, entre ellas 
la educativa y de capacitación. 

A futuro, se estima que si el promedio de consumo anual de granos por ha­
bitante se mantuviera fijo, con el incremento demográfico mundial de 90 mi-

3 Donald G. Kaufman y Cecilia M. Franz, Biosphere 2000: Protecting our Environment, 
Nueva York, Harper Collins, College Publishers, 1993, pp. 289-290. 

4 Sandra Pastel, "Forging a sustainable water strategy'', en Lester R. Brown y Janet Abra­

movits {comps.), State of the World 1996, Washington, World Resources lnstitute, 1996, cap. 3, 
p. 41. (Existe versión en español). 

5 !bid. 
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llones de habitantes al año sería necesario contar con 27 000 millones de m3 adi­
cionales de agua dulce cada 12 meses, o sea 780 billones de m3 de agua para la 
producción de las necesidades de consumo de granos de una población mundial 
que alcanzaría en el año 2025 un total de más de 8 000 millones. Esto quiere de­
cir -aunque estas comparaciones son un poco engañosas- más de nueve ve­
ces el flujo anual actual del caudaloso Nilo.6 Entre otras cosas, ya que los usos 
del agua son múltiples y no sólo se concentran en la agricultura, ello quiere de­
cir que el agua se puede encarecer, o tendrá que economizarse, aun para los abas­
tecimientos urbanos, ya que los fenómenos de uso y desperdicio afectan tam­
bién los niveles de los mantos freáticos en muchas partes del mundo.7 

En cuanto a los usos urbanos, se estima que el número de habitantes en lo­
calidades urbanas alcanzará unos 5 000 millones hacia el año 2025, o sea más 
de dos tercios de la población mundial. Ello representa la posibilidad de una 
lucha por satisfacer las necesidades urbanas a costa, en muchos casos, de las 
agropecuarias. Antes habría sin duda que mejorar y racionalizar los sistemas de 
abastecimiento urbano e industrial del agua, en todos sus aspectos, tanto físi­
cos como económicos. Según la fuente citada, "nadie ha calculado el efecto que 
tendría en la futura producción de alimentos el desplazamiento del agua de la 
agricultura hacia las ciudades, además del multidesperdicio del recurso hídri­
co en todas sus formas". 8 

Por supuesto que la perspectiva varía según las distintas regiones. Algunos 
países, sobre todo del Medio Oriente y África, son ya "importadores" de agua 
en el sentido de que el agua que emplean se origina fuera de su territorio, has­
ta en más de 60%. En cambio, son bien conocidos los casos de países "expor­
tadores" de agua. Hace algunos años se publicó en Canadá, país de abundan­
tes y sobresalientes fuentes acuíferas, un libro que sin embargo se titulaba To the 
Last Drop (Hasta la última gota), que alertaba respecto a los peligros de una in­
conciencia generalizada sobre el agua y de las asechanzas del país vecino del sur 
para asegurar agua de origen canadiense o de tránsito por Canadá en los usos 
agrícolas. Por otra parte, hay países sujetos a frecuentes y dañinas inundaciones. 
Los déficit y superávit de agua en ciertas regiones se han citado como posibles 

6 !bid., p. 41. El Nilo, por cierto, está expuesto a bastantes incertidumbres, y para el afio 
2025 se calcula que Egipto habrá pasado de una condición de abundancia de agua a una de es­
casez. Véase Aly M. Shady, "A new challenge for the ancient Nile", en Ecodecision, núm. 17, ve­

rano de 1995, pp. 69-72. En el mismo número de esta prestigiada revista se encontrarán varios 

artículos analíticos sobre otros ríos y cuencas en diversos países. 
7 Véase en el trabajo de Sandra Poste! antes citado el cuadro 3.1, que enumera y estima los 

descensos de los niveles freáticos en nueve áreas geográficas, en tres de los continentes (ibid., p. 42). 
8 !bid., p. 44. 



504 REG{MENES REGULATORIOS 

causantes de guerras futuras, o por lo menos de conflictos irresolubles. Se in­
forma que por lo menos 214 ríos del mundo pasan por dos o más territorios 
nacionales, de modo que las vertientes son materia de posibles desavenencias 
políticas. Se aduce que el Consejo Mundial del Agua, de reciente creación, ten­
drá que abocarse a definir los principios que deberán seguirse, y los métodos 
para compartir y administrar de común acuerdo las fuentes hídricas entre las 
naciones cuando ello sea necesario. Existen casos de tratados de cooperación en 
otras instancias donde ocurre lo contrario. 

La conclusión a que se puede llegar a escala global es que hay que pasar de 
una relación supuestamente simple entre las necesidades de agua (como quiera 
que se definan) y las obras hidráulicas destinadas a satisfacerlas a cualquier cos­
to, a una estrategia de mayor complejidad que tenga en cuenta todas las inter­
relaciones en que intervenga el agua, en el contexto de desarrollo sustentable re­
comendado por la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente 
y Desarrollo de 1992, en particular en la Agenda 21 emanada de esa reunión.9 

Ello demanda añadir el punto de vista ecológico y ambiental, no sólo en cuan­
to a la eficiencia del uso del agua sino con respecto a las interrelaciones entre el 
agua y los demás sectores de la actividad humana. 

El examen de esta interrelación y el diseño de programas y políticas a se­
guir para cumplir los objetivos de la sustentabilidad pueden resultar más difí­
ciles de precisar en los países en vías de desarrollo, a causa de su grave atraso 
tecnológico-científico, de los fuertes incrementos poblacionales, de la pobreza 
de los suelos, de las prácticas agrícolas obsoletas y de las demandas de las loca­
lidades urbanas, y en último término, por la escasez de recursos materiales, hu­
manos y financieros. 

De cualquier manera, aun en los países industrializados y con mayor con­
ciencia ambiental falta mucho para llegar a asegurar usos racionales del agua en 
términos ambientales y a la vez económicos. Algunos países miembros de la 
OCDE han reconocido la problemática desde hace muchos años y han implan­
tado disposiciones no sólo reglamentarias sino incentivos (o desincentivos, se­
gún desde donde se vea) para reducir los consumos excesivos de agua, reciclar­
la y proteger sus fuentes. En los países en vías de desarrollo, en cambio, donde 
la conciencia ambiental ha sido bastante reducida, se mantiene la creencia de 
que cuanto más barata sea el agua para el usuario, mejores resultados económi­
cos y sociales se podrán obtener. En esta materia, como en tantas otras, "lo ba­
rato sale caro". Ni el agricultor dejaría de producir con agua de riego si se ac-

9 Véase la Agenda 21{Programa21), emanada de la Conferencia de Río de Janeiro, en es­

pecial el cap. 18, sobre "Protección y gestión de los recursos de agua dulce". 
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tualizara el costo real de uso del agua, ni las fábricas dejarían de producir, ni la 
economía doméstica de los hogares dejaría de emplear agua en las necesidades 
básicas de la casa. A nadie se privaría de agua. 

Por otra parte, tampoco sería cuestión de incrementar en X veces, o aun 
en un porcentaje razonable, el costo del agua para el usuario sin disponer y ga­
rantizar al mismo tiempo mayor eficiencia en su suministro y mejor calidad. 
A la vez, habría que impulsar programas educativos y de capacitación para lo­
grar los objetivos ambientales. Todo tiene que hacerse de manera conjunta y 
coordinada, y con participación de las comunidades locales, pero definir las 
políticas a seguir deberá hacerse de manera que se aprecie que todos saldrán ga­
nando. Cada caso particular requerirá soluciones pertinentes, sin ir a los extre­
mos de regalar el agua frente a hacerla demasiado cara en términos reales. Los 
programas deberán desarrollarse a lo largo de un periodo adecuado que permi­
ta consolidar los logros marginales. 

Son muchos los elementos concurrentes, ya que no se trata simplemente de 
modificar precios relativos. Por ejemplo, podrían crearse fondos nacionales 
para subsidiar plantas de tratamiento de agua a distintas escalas, desde las urbes 
medianas y pequeñas hasta los establecimientos fabriles, comerciales, educati­
vos, de la salud e institucionales, que requieren agua de determinada calidad, se­
gún el uso. Debiera además haber mecanismos de financiamiento para los usua­
rios a fin de estimularlos para adquirir e instalar plantas de tratamiento de agua 
adecuadas a sus necesidades, en redes articuladas con otros usuarios y con los 
sistemas públicos. Las empresas medianas y pequeñas, que son a veces usuarias 
inconscientes de demasiada agua y cuyos eflujos líquidos van sin más a los sis­
temas de drenaje o a las barrancas, riachuelos, ríos y lagunas, necesitarían aco­
gerse a un programa de incentivos fiscales y financieros que les permitan las in­
versiones tecnológicas necesarias, adiestrar a su personal y, en su caso, modificar 
sus tecnologías para hacer más "limpia" (menos sucia) su producción de bienes 
y servicios. Podrían imaginarse múltiples sistemas de acopio, de racionalización 
y de aprovechamiento efectivo. A escala de los hogares y los pequeños talleres, 
es mucho lo que podría hacerse para inducir mejor aprovechamiento del agua, 
reducir consumos dispendiosos y valorar adecuadamente lo que acabará por 
volverse un recurso escaso y de mala calidad o que ya lo es, como en muchas 
ciudades, sobre todo en poblaciones pequeñas. El instrumento económico -la 
tarifa de cobro por consumo de agua- puede emplearse como "desincentivo", 
a favor del ambiente y la conservación. 

Para todo ello, los países en desarrollo deberán adoptar estrategias a largo 
plazo acerca del suministro y uso del agua, comprendidos los aspectos educa­
tivos y culturales, como parte de un plan a largo plaw de protección ambien-
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tal y desarrollo sustentable y equitativo. En los países donde ya exista escasez 
de agua o su distribución regional e irregularidad pongan en peligro las cose­
chas e impidan dotar de agua potable a los asentamientos humanos, podría ha­
cer falta una gran cruzada nacional en pro del agua, incluso como parte de una 
política municipal a escala nacional, con todo el respeto necesario a los ecosis­
temas, en especial a las cuencas hídricas en su integridad y en su interrelación 
con los demás. 10 

Se ha transitado en pocos años de una situación en el planeta en que la dis­
ponibilidad y el uso· del agua para las distintas actividades económicas no era 
materia de políticas y programas de conjunto, a una en que se aprecia cada día 
más que el agua, como cualquier otro elemento, por ejemplo, la energía; no es 
sino un instrumento físico-químico que tiene características ambientales y eco­
nómicas en un contexto interrelacionado de creciente complejidad. Ha pasado 
ya a la historia la época en que la política sobre los recursos hídricos podría tra­
tarse de manera aislada, tanto nacional como internacionalmente. El agua y sus 
usos no concierne nada más a los hidrólogos, como la economía no es terreno 
exclusivo de los economistas, como la política de salud no debe estar en manos 
de los médicos solamente. El agua es parte de la economía general, es parte del 
medio ambiente, es parte de la calidad de vida. Tan preciado deberá ser el su­
ministro y el empleo del agua como la especie humana misma que la tendrá 
que seguir usando para sobrevivir en el futuro. Como ha dicho un funcionario 
de la Organización Meteorológica Mundial: "El agua es el último dilema del 
ambiente y el desarrollo". 11 Ya en 1992, las autoridades del PNUMA decían muy 
claramente: " ... el agua, como la energía en los años setenta, se convertirá ha­
cia fin de siglo y principios del siglo XXI en el problema más crítico relativo a 
los recursos en la mayor parte del mundo". 12 

10 VéaseJanetAbramovitz, "Sustaining freshwater systems", en Stateofthe World 1996, op. 
cit., cap. 4, pp. 60-77. Tanto este trabajo como el de Sandra Poste!, anteriormente citado, con­

tienen abundante bibiliografía. 
11 John C. Rhodda, "Water, the ultimate dilemma for environment and development", en 

Ecodecision, núm. 6, septiembre de 1992, pp. 25-29. 
12 Kolba y El-Kholy, op. cit., p. 101. 



LA COYUNTURA ACTUAL EN LAS NEGOCIACIONES 
SOBRE LA CONVENCIÓN DEL CAMBIO CLIMÁTICO* 

ANTECEDENTES 

Como es bien sabido, se llevará a cabo en Kioto, Japón, los días 1 a 12 de di­
ciembre próximo, la Tercera Conferencia de las Partes (cor3) de la Convención 
Marco de Cambio Climático (CMCC) suscrita en Río de Janeiro en junio de 
1992 como parte de las actividades y los propósitos de la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo (CNUMAD92). La CMCC 
entró en vigor el 21 de diciembre de 1994; a fines de 1996 se habían adherido 
163 países, con la participación en común de la Unión Europea (uE). Las corl 
y cor2 se efectuaron en Berlín en 1995 y en Ginebra en 1996. La Secretaría 
General de la CMCC, establecida por Naciones Unidas, tiene su sede en Bonn. 

En Berlín, en la COP 1, se estableció un Grupo ad hoc sobre el Mandato de 
Berlín (GAMB). Hay también el Panel lntergubernamental de Cambio Climá­
tico (PICC), que estudia los aspectos científicos del tema. 

El Mandato de Berlín consistió en iniciar un proceso de "fortalecimiento" 
de los compromisos de Río de Janeiro sobre reducción de emisiones de carbo­
no a los niveles de 1990.1 En Río de Janeiro se había asegurado la firma de Es­
tados Unidos, acordada previamente, a base de diluir los compromisos que exi­
gían los países de la UE. (Luego, las iniciativas posteriores a Río provienen de 
la UE y en particular de Alemania). En la cor 1 de Berlín se acordó formular po­
líticas y medidas para establecer límites cuantitativos y cuotas de reducción, 
dentro de periodos acordados, a la emisión de "gases invernadero". Se han efec­
tuado numerosas reuniones del GAMB y en varias instancias en el campo cien­
tífico. El PICC ha confirmado que desde fines del siglo XIX el aumento de la tem­
peratura media global de la atmósfera ha sido de 0.3 a 0.6ºC, y que podrá 

* Primer Taller sobre Cambio Climático. El Colegio de Mexico e Instituto Tecnológico Au­

tónomo de México, 6 de octubre de 1997. 
1 Véase Hermann E. Ott, "1996 Report on Developments in Internacional Climate Pol­

icy", Yearbook of lnternational Environmental Law, vol. 7, 1996. El contenido del párrafo al que 

corresponde esta nota proviene del texto de dicho artículo difundido por el Wuppertal lnstitute 
for Climate, Environment and Energy, Wuppertal, Alemania, 12 de abril de 1997, pp. 1-2. 
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elevarse entre 1y3.SºC para el año 2100 si siguen las tendencias actuales (con 
probabilidad de que se centre en poco más de 2ºC). Como consecuencia, se ha 
determinado que el nivel medio de los océanos ha subido entre 10 y 25 cm du­
rante los últimos 100 años, y que cabría esperar que aumente otros 50 cm al 
año 2100.2 

ESTADO ACTUAL DE LAS NEGOCIACIONES 

Se busca establecer escenarios que combinen estas proyecciones con el costo 
económico mínimo de evitar los extremos que se anuncian. Se prevé también 
que, para obviar fuertes ajustes posteriores, las reducciones iniciales de emisión 
neta de carbono deberán ser importantes. En las negociaciones, sin embargo, 
se llegó a un consenso de reducción de 15% para el año 201 O por parte de los 
países industrializados, sobre el nivel base de 1990. Se mencionan también, en 
la coyuntura actual, alternativas a esa meta. Una de ellas sería lograr 10% para 
el año 2005. Otra sería obtener reducción de 15% para el año 2010. Una de 
estas metas, junto con otras compatibles, se aplicaría, de haber consenso para 
su inclusión en el protocolo que se esperaría firmar en Kioto, como obligación 
colectiva internacional de los países enumerados en el llamado Anexo 1 de la 
COP l, o sea los países industrializados: Estados Unidos, Canadá, Japón, Austra­
lia, Nueva Zelandia y los miembros de los UE en general. Se sostiene además, 
pero, sin acuerdo aún, que debiera establecerse diferenciación en el compromi­
so que asumirían algunos de esos países. 

Estados Unidos, acompañado por otros países, mantiene una posición no 
comprometida, basada en su deseo de "flexibilidad", que comprende la no fi­
jación de objetivos cuantitativos, la adopción de metas acumuladas que abar­
quen varios años o que varíen con el tiempo, el acceso a "préstamos" presentes 
de cuota con cargo a un presupuesto de cuota y la emisión de permisos comer­
ciables bajo un programa (nacional e internacional) de "instrumentación con­
junta" (1c), todo lo cual tiende a diluir los compromisos ya aceptados en la 
CMCC. En general, Estados Unidos, Canadá y Australia, por rawnes diferentes, 
se oponen a políticas y medidas vinculantes u obligatorias. Luego entonces, la 
posibilidad de que el Protocolo de Kioto contenga anexos para las varias opcio­
nes que se propugnan entre los países industrializados no debe descartarse. 

Los países en vías de desarrollo tampoco constituyen un grupo de con­
senso entre ellos, ni se encuentran satisfechos con el Mandato de Berlín. En 

2 Ott, loe. cit., pp. 2-3 de la versión de abril de 1997. 
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lo general, pretenderían no ir más allá de los compromisos del art. 4.1 de la 
CMCC, es decir, no rebasar sus niveles de emisión neta de carbono registra­
dos en el año base 1990, relacionándolos además con la necesidad de que 
los países del Anexo 1 de Berlín sean los primeros en reducir sus propias 
emisiones. Sin embargo, los países industrializados (léase Estados Unidos) 
han querido ejercer presión sobre los países en vías de desarrollo (léase Chi­
na, Brasil, Corea del Sur, India, México3 entre otros) para que se compro­
metan a lograr reducciones efectivas de emisiones y no simplemente a esta­
bilizarlas. 

Sigue habiendo controversias sobre los métodos y las modalidades de las 
políticas de reducción de las emisiones y sobre los instrumentos para lograrlas, 
así como sobre los procedimientos de votación. Asimismo, en relación con los 
países del Anexo 1 acerca de cómo compartir diferenciadamente los compro­
misos (burden sharing). 

En suma, subsisten seis grupos de países o coaliciones, con diversos inte­
reses en juego:4 

1) el grupo Juscanz -Japón, Estados Unidos, Canadá, Australia, Nueva 
Zelandia, Suiza (dominado por Estados Unidos); 

2) la UE, liderada por Alemania; 
3) el grupo G-77 y China; 
4) la OPEP, dominada por los países árabes; 
5) Centroamérica, con Costa Rica al frente; 
6) el grupo AOSIS de estados isleños, encabezados por el Pacífico Sur. 
La posición de Estados Unidos sigue siendo la clave de Kioto. 

ALGUNAS CONSIDERACIONES RECIENTES 

En discusiones recientes en Alemania (29-30 de septiembre),5 se pusieron en 
evidencia, entre otros, los siguientes puntos:6 

3 Se hace notar en discusiones recientes que México, no obstante pertenecer a la OCDE, de­

berá tratarse como país en desarrollo sui generis, pues tampoco pertenece al G-77. 
4 Véase el documento de información redactado por Oiga Ojeda, Francisco Aresti y Ra­

món Pérez Gil para el presente Taller: México ante el desafio del cambio climdtico, p. 14. 

5 En Wuppertal, Alemania, entre miembros de los consejos de administración del World 
Resources Institute, de Estados Unidos, y del Wuppertal Institute for Climate, Environment and 

Energy, así como en Bonn, con altos funcionarios del ramo ambiental del gobierno federal de 

Alemania y de la secretaría de la CMCC. 

6 Resumen hecho bajo mi responsabilidad personal como participante en dichas reuniones. 
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1. No hay duda ya de los datos sobre el calentamiento de la atmósfera 
(efecto invernadero) y su proyección al futuro y sus consecuencias -por más 
que algunos grupos mantengan opiniones opuestas, sobre todo en Estados 
Unidos y Gran Bretaña. 

2. Debido a las consecuencias a muy largo plazo, más allá del año 2020, y 
porque los periodos de gestación de las condiciones que crean el efecto inver­
nadero son también muy largos, las reducciones de emisiones netas de carbo­
no, a juicio de un científico norteamericano presente, tendrían que ser mucho 
mayores aún que las propuestas en la CMCC y en las COPl y 2. Sin embargo, se 
reconoce que no será viable obtener esos compromisos mayores y la posible in­
sistencia en esto podría debilitar los esfuerzos encaminados al consenso que se 
busca en Kioto. Desde el punto de vista científico y ambiental global, desme­
recer este argumento lleva en sí una dosis de falta de responsabilidad respecto 
al futuro global a largo plazo. 

3. La posición europea parece ser firme: un mínimo de 15% de reducción 
de emisiones para 2010, con deseos (sobre todo de Alemania) de que se ade­
lante esta cuota al año 2005. La posición de Japón se desconoce y la situación 
política no favorece a corto plazo en ese país la toma de alguna posición firme. 
Podría Japón aventurarse hasta a proponer una reducción porcentual de emi­
siones de "un dígito", 7 aun cuando se supone que seguirá las pautas que le mar­
que Estados Unidos. Japón ya ha aumentado considerablemente su eficiencia 
energética y mantiene una buena política ambiental, pero su dependencia res­
pecto a los combustibles de origen fósil (petróleo y derivados) es crítica, sin 
perspectiva inmediata de cambio. 

4. Es indispensable que Estados Unidos anuncie una posición más clara y 
concreta. Se está negociando en la Casa Blanca, y el propio presidente Clinton 
ha adelantado para estos días una discusión pública sobre la necesidad de llegar 
a Kioto con posibilidades de lograr consensos. Está en puerta también una reu­
nión de la Comisión Preparatoria de la COP3. Sin embargo, no convendría que 
Estados Unidos anunciara su posición cuantitativa definitiva sino unos pocos 
días antes de Kioto, a fin de evitar provocar reacciones desmedidas de los gru­
pos opuestos en Estados Unidos, en los sectores industriales, el Congreso nor­
teamericano y algunos medios de comunicación. Se han gastado ya 30 millones 
de dólares en desplegados, en 1V y en otras formas de difusión y publicidad con 

7 El presidente Clinton anunció recientemente que Estados Unidos propondrá una reduc­
ción de las emisiones a los niveles de 1990 en un periodo de 11 a 16 años e instrumentar, a par• 

tir del año 2008, un sistema de permisos comerciales de emisiones. Por su parte, Japón ha pro­
puesto una reducción de 5% por debajo de los niveles de 1990 para el año 2010. 
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argumentos sesgados y hasta falsos en contra de la necesidad de los posibles 
compromisos de Kioto. En cuanto a las relaciones entre la posición de Estados 
Unidos y la del Grupo de los 77 (más China y México), se insistió en que no es 
probable que Estados Unidos sea condescendiente respecto a los segundos o asu­
ma una actitud menos rigurosa que la de su posición general sobre el tema del 
cambio climático; es decir, la lucha de los PVD frente a las posiciones norteame­
ricana, europea y japonesa va a ser dura. Se afirmó también que a la larga los 
países en desarrollo tendrán que buscar con más ahínco el uso de tecnologías de 
baja intensidad energética para su propio desarrollo y entrar en sustituciones 
masivas de usos energéticos basados en combustibles de origen fósil por alterna­
tivas no contaminantes (energía solar, eólica, biomasa, etc.). 

5. Por otro lado, muchas grandes empresas transnacionales han anunciado 
programas para reducir las emisiones de carbono (y otros gases) y, en su caso, 
entrar en arreglos de 1c. La más reciente posición favorable al ambiente la ha 
manifestado sin reservas la British Petroleum. El Consejo Mundial sobre Desa­
rrollo Sustentable, con sede en Ginebra, propugna estas nuevas actitudes de las 
transnacionales. 

6. En muchos países europeos se están manifestando crisis ambientales, so­
bre todo en materia de contaminación atmosférica, que no habían sido objeto 
de suficiente atención, por ejemplo en Francia, como consecuencia de las par­
tículas emitidas por el consumo de diese!, el principal combustible empleado 
por toda clase de vehículos (en Francia hay 30 millones de vehículos en circu­
lación, y otro tanto en Alemania). En Polonia, el empleo del carbón como com­
bustible para la calefacción de los hogares constituye un causante fundamental 
de las emisiones de carbono. Será indispensable adoptar políticas y medidas efi­
caces para reducir y sustituir el empleo de estos combustibles. En el caso de 
Francia, deberá tenerse en cuenta además que el empleo preponderante de la 
energía nuclear para generar electricidad ha contribuido a evitar niveles dema­
siado elevados de emisión de carbono, pero este hecho ofrece problemas en 
cuanto a la disposición de los desperdicios nucleares, y otros de orden político 
al afectar la posición de Francia ante los planteamientos de Kioto. 

7. Los estudios del World Resources lnstitute, confirmados por el Wup­
pertal lnstitute, revelan que del análisis de 162 modelos computables de equi­
librio general y otros sobre el costo económico de la reducción necesaria de 
emisiones de carbono por la economía norteamericana se desprende que todos 
se basan en hipótesis simplistas del funcionamiento de la economía de ese país 
y que -la mayoría padece de otras deficiencias. Enfocando el análisis a seis hi­
pótesis clave, de carácter crítico, se descubre además que el cumplimiento de 
las metas cuantitativas del CMCC no redundará en descenso del PIB sino que per-
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mitirá obtener resultados positivos.8 La gran mayoría de las organizaciones pri­
vadas que estudian el ambiente global están a favor de la reducción de las emi­
siones netas de carbono, así como los organismos financieros internacionales y 
regionales. 

8. El World Resources Institute ha llevado a cabo un examen y análisis de 
datos que parecen demostrar que los países en vías de desarrollo, entre ellos 
China y México, han tomado ya medidas significativas para frenar sus emisio­
nes de gases de invernadero.9 Para afirmarlo se basan en que China, India, Mé­
xico, Brasil y Sudáfrica, y otros, han reducido los subsidios energéticos y mejo­
rado la eficiencia energética, y en que existen ya numerosos proyectos de Ic.10 

Sin embargo, todo esto puede ser bastante dudoso en cuanto a realizaciones 
concretas; además, se parte de una base muy baja, pueden no haberse compu­
tado bien los subsidios en términos reales y habría que proyectar a futuro según 
diversas hipótesis de crecimiento económico y urbanización. En resumen, los 
autores del estudio a que se hace alusión presentan su análisis un poco a la li­
gera como argumento a favor de imponer a los países industrializados en Kio­
to los límites y las cuotas de reducción originales, sin diluciones. Todo parece 
indicar que la demanda de energéticos seguirá aumentando con rapidez en los 
países en vías de desarrollo (PVD). La situación y perspectiva de los países afri­
canos, fuera de Sudáfrica, en relación con el cambio climático y sus posibilida­
des de acción casi se desconoce. Estos países necesitan energéticos a corto pla­
zo para elevar su productividad agrícola e industrial. Los PVD parecen ir 
llegando a Kioto con poca preparación sólida en la materia. 

9. No cabe duda, por lo demás, de que el caso de China plantea grandes 
problemas sobre los cuales se carece de suficiente información. China depen­
de a tal grado del carbón que un científico chino explicaba, en una conferen­
cia internacional en Vancouver en 1994, que había que comprender que ese país 
tiene una "cultura del carbón" que sería muy difícil modificar. 11 En las discu-

8 Roben Repetto y Duncan Austin, The Costs of Climate Protection: A Guide far the Perplex­
ed, Washington, World Resources Inscicuce, 1997. Véase también James J. MacKenzie, Climate 
Protection and the National lnterest, World Resources lnsticute, 1997. 

9 Walc W. Reid y José Goldemberg, Are Developing Countries Already Doing as Much as ln­
dustrialized Countries to Slow Climate Change?, Washington, World Resources lnscicute, julio de 

1997, p. l. 
10 !bid., pp. 2-3. 
11 En las discusiones no falcó quien hiciera hincapié en que Alemania padece de una depen­

dencia respecto al lignito (altamente contaminante) que ofrece muchas resistencias al cambio, in­
cluso de orden laboral y político -una especie de papa caliente. Aunque también se hace ver que 

hay técnicas para remover el co2 en la indsutria carbonífera. 
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siones se mencionó que el problema de China no es sólo energético y de emi­
siones de carbono, sino al mismo tiempo demográfico y de desarrollo regional 
y equilibrio económico territorial. Se dijo también que en materia de emisio­
nes de carbono sería un error ver el problema a través de un enfrentamiento en­
tre Estados Unidos y China, ya que el primero ve en el futuro mercado chino 
una gigantesca demanda de vehículos de motor (demanda que también ven Ja­
pón y Corea del Sur). 

10. Se hizo ver que en la insistencia sobre la reducción de las emisiones de 
carbono es necesario evitar simplificaciones excesivas y que será necesario, país 
por país, hilar mucho más fino, dándole su lugar a las posibles modificaciones 
de los precios relativos de las distintas formas y modalidades de la producción 
y el consumo de energía, así como al vasto espectro de posibilidades técnicas 
disponibles. 

11. En Kioto habrá que dar valor también a lo que en la jerga actual se lla­
ma no regrets possibilities, es decir, que los países decidan actuar a favor de re­
ducir sus emisiones netas de carbono porque así les convenga y no porque es­
tán asumiendo algún compromiso internacional difícil de cumplir. Se dijo que 
la política de no regrets suele interpretarse en forma demasiado estrecha. 

12. Se admite en las discusiones que la instrumentación conjunta (1c) se­
ría en su aplicación un asunto sumamente complejo, en el que hay poca ex­
periencia. Se aclaró por cierto que la IC no requiere que los certificados co­
merciables se generen solamente por acciones de mejoramiento y ampliación 
de superficies en las zonas forestales, sino que pueden surgir igualmente de 
cualquier otra actividad, por ejemplo, de las plantas térmicas. Pero queda 
mucho por definir respecto a los procedimientos de organización y aplicación 
de la IC, sobre todo en el ámbito internacional. 12 Se recordó también que si 
bien se pueden establecer equivalencias en cantidad de carbono entre medi­
das de mitigación y reducción de emisiones, por un lado, y procesos de me­
joramiento de la actividad forestal y de ampliación de las superficies arbola­
das, por otro, los procesos económico-sociales y políticos en cada caso no son 
dos caras de la misma moneda sino que responden a parámetros muy distin­
tos que pueden no tener vertientes visibles de convergencia. De cualquier ma-

12 Véanse Hans-Jochem Luhmann, Christiane Beuermann, Manfred Fischedick y Herman 
E. Ott, Making joint Implementation Operational: Solutions far Sorne Technical and Operational 
Problems of Jl in the Fossil Fue/ Power Sector, Wuppertal Papers núm. 31, marw de 1995, 17 pp., 
y Hermann E. Ott, Operationalizing joint Implementation: Organizational and lnstitutional As­

pects of a New lnstrument in lnternational Climate Policy, Wuppertal Papers núm. 74, junio de 
1997, 34 pp. y anexos; ambos documentos del Wuppertal lnstitute for Climate, Environment 
and Energy, Wuppertal, Alemania. 
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nera, no parece prudente confiar demasiado en la IC, que ofrece además as­
pectos políticos internacionales de importancia. Algunos opinan, no obstan­
te, que en Estados Unidos y Canadá sería mucho más difícil establecer im­
puestos ecológicos sobre los energéticos que implantar un sistema de IC. O 
sea que tanto los impuestos ecológicos como los arreglos de IC son posibles y 
adoptables, según cada caso. Para el año 2020 se reconoce que las emisiones 
netas de carbono de los países en vías de desarrollo en su conjunto serán pro­
bablemente superiores a las de los países industrializados. 

13. La cuestión del financiamiento no está ni remotamente por definirse. 
Se cuenta con acceso al Fondo Global para el Medio Ambiente (GEF) que ad­
ministra el Banco Mundial y al cual se le prometieron aportaciones nuevas en 
la Conferencia de Río de Janeiro de 1992; los bancos regionales como el BID y 
otros pudieran facilitar financiamientos menores; Naciones Unidas financia la 
Secretaría de la CMCC en Bonn. Pero de ahí a pensar que se está formulando un 
gran plan financiero para las medidas que se tomen en el marco de las políti­
cas de cambio climático existe un enorme trecho. Se hiw ver que sin incenti­
vos financieros reales, los PVD pudieran no estar en posibilidad de cumplir los 
compromisos mínimos de Kioto. 

14. En caso de acordarse el Protocolo de Kioto, se considera útil que se 
elabore un mecanismo de seguimiento semejante al del Protocolo de Montreal 
relativo a la producción y el uso de los CFC. Habría que negociarlo en Kioto, 
en un espacio de tiempo muy corto. El seguimiento será una tarea compleja 
que consumirá fuertes recursos humanos y financieros. 
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AMBIENTE, POBLACIÓN 
Y MAQUILA EN LA FRONTERA NORTE: 

¿HACIA EL DESARROLLO SUSTENTABLE?* 

En los casi 25 años que llevo de interesarme profesionalmente, con espíritu 
analítico, en la economía, la poblaci6n y el medio ambiente en la frontera nor­
te de México, así como en las relaciones de esta zona con las pr6ximas de Es­
tados Unidos, me ha llamado mucho la atenci6n el desfase que se cre6 -que 
subsiste aún- entre la evoluci6n econ6mica y la demográfica de esta regi6n 
del norte del país, por una parte, y el escaso desarrollo social y la aún menos 
significativa atenci6n al medio ambiente. 

Sé bien que hace algo más de medio siglo, la península de Baja Califor­
nia era un sector tan apartado del resto de la naci6n que, desde el punto de 
vista fiscal, era tratada como una lejana especie de colonia merecedora de sub­
sidios tributarios y otros. Por lecturas varias, entre ellas la obra insigne del me­
xicano Fernando Jordán, 1 y una no menos interesante del norteamericano 
John Steinbeck,2 me pude enterar de la maravilla de los recursos biol6gicos y 
naturales. También, por lecturas hist6ricas, sabía de las amenazas externas a la 
soberanía mexicana en algunas partes de Baja California o en todo su territo­
rio. Y después, de manera accidental, por el escudriño de la estadística mexi­
cana y como resultado de visitas turísticas, vine a saber de muchos otros as­
pectos econ6micos, sociales y políticos de los dos territorios, hoy entidades 
federativas, de la península. A esto se añaden los múltiples estudios y tesis 
-que confieso no haber leído sino parcialmente- elaborados en El Colegio 
de la Frontera Norte y en otras partes. Además, he estado en Sonora, Chihua­
hua, Durango, Sinaloa, Nuevo Le6n y Tamaulipas, y de pasada en Zacatecas. 
El que mi familia fuera originaria de Chihuahua tal vez me califique un poco · 
para tratar sobre el norte de mi país, aunque no tengo méritos como historia-

* El Colegio de la Frontera Norte y Sociedad Mexicana de Demografía, Tijuana, B.C., 8-9 

de julio de 2002. Encuentro "La poblacion en el norte de México". 
1 Jordán (1980). Véase la bibliografía anexa. 
2 Steinbeck y Ricketts (1986). 
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dor. Me limitaré a datos demográficos y económicos, y haré mención de la si­
tuación ambiental. 

II 

En los últimos 60 años se ha registrado un desarrollo más integrado y equi­
librado en el norte de México que no ha sido producto de la planeación na­
cional y regional sino de variadas y descoordinadas iniciativas públicas y pri­
vadas, con influencia de intereses empresariales y públicos de Estados 
Unidos. Son evidencia de ese nuevo desarrollo Monterrey, Saltillo, Torreón, 
y las ciudades limítrofes con Estados Unidos, principalmente Tijuana, Mexi­
cali, Nogales, Ciudad Juárez, Nuevo Laredo y Matamoros, aun cuando en 
general se carece de articulación entre todas ellas y con la región en general a 
causa de deficiencias de la infraestructura de transporte y otras, así como por 
falta de una política general efectiva del gobierno mexicano y de las autori­
dades locales. 

Me queda presente en la memoria un trabajo que redactamos en 1985 
Mario Carrillo y yo, titulado "Desarrollo económico e interacción en la fron­
tera norte de México", 3 de una época en que se promovieron varios encuentros 
académicos con la Universidad de Texas acerca de la relación México-Estados 
Unidos en la frontera. En la ponencia intentamos una visión de conjunto y nos 
aventuramos a escudriñar algunas perspectivas. Discurrimos sobre población y 
migración, agricultura, servicios comerciales y otros, empleo, desarrollo indus­
trial, el sector de maquila, transacciones fronterizas y otras interacciones, y su­
pusimos que el principal sector de desarrollo futuro sería la industria. Hacía­
mos ver la perspectiva de que la escasez de agua limitaría de más en más el 
desarrollo agrícola. En cambio, para la industria. había pocas restricciones, so­
bre todo con el aliciente de la mano de obra barata y el interés del Estado me­
xicano en promover el incremento del empleo en las maquiladoras, cuyo pro­
grama se había iniciado en 1965. Pero hacíamos ver también que la expansión 
de la maquila dependería a su vez de la política que se siguiera en México en 
materia de estabilidad cambiaría o de ajuste del tipo de cambio ante eventua­
lidades de la balanza de pagos. Decíamos al final: " .. .la industrialización por 

3 Urquidi y Carrillo (1985). En este estudio se hace mención de una ya extensa bibliogra­

fía sobre los temas de población e industrialización de la frontera. Existe además la muy útil re­

copilación bibliográfica de Sklair ( 1988) y lo que se ha publicado desde entonces es objeto de 

constantes actualizaciones en las revistas y en particular en El Colegio de la Frontera Norte. 
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medio de maquiladoras dependerá de la acción y el manejo financiero de la 
economía mexicana en su totalidad y no sólo de la economía fronteriza".4 

Hacíamos ver también posibles restricciones futuras en el suministro de 
energía y agua en el sector industrial, y recomendábamos que los programas de 
industrialización, comprendida la maquila, se basaran en "estudios serios de lo­
calización industrial", de manera que se evitaran los fuertes inconvenientes ne­
gativos y se aprovecharan los elementos positivos.5 Lejos estábamos de pensar 
-se lamenta uno ahora al decirlo- en las graves consecuencias para el medio 
ambiente o en las de las fuertes devaluaciones del peso en 1982, 1987-1988 y, 
sobre todo, en 1994-1995, que darían lugar a nuevos impulsos a la industria 
maquiladora sin ninguna planeación ni consideración de localizaciones ópti­
mas. El medio ambiente empezó a recibir alguna ligera atención del sector pú­
blico en México apenas a partir de 1983-1984. 

Viene al caso también recordar que en 1989 Carrillo y yo incurrimos de 
nuevo en hacer un examen de las perspectivas de la industria maquiladora, en 
un trabajo que no alcanzó publicación en español por el fracaso editorial de un 
proyecto coordinado por un profesor de El Colegio de México, pero que tra­
ducido rápidamente al inglés fue publicado en una revista del Instituto Flag­
staff de Ariwna bajo el título equivalente a "Comercio derivado de la división 
internacional de la producción: la maquila y la postmaquila en México".6 En 
ese trabajo actualizamos el análisis del sector maquilador y previmos la necesi­
dad de que dejara de ser un simple reflejo de un aspecto de la política comer­
cial de Estados Unidos y se transformara en un proceso que obedeciera a la po­
lítica industrial general que México necesitaba formular y promover. Por eso en 
el título del artículo introdujimos la expresión "postmaquila'', y dedicamos las 
últimas páginas a tratar este tema, después de haber expuesto el estado de la in­
dustria maquiladora hasta ese momento. 

Veíamos la maquila como una iniciativa extranjera que obedecía a nece­
sidades y criterios de otro país (Estados Unidos), y que no respondía a un cri­
terio nacional de considerarse como part~ de un proceso general de indus­
trialización en la zona de la frontera norte, aunque sí como medio para crear 
empleo en esa región. La mano de obra empleada por las maquiladoras, en 
esencia barata y en gran proporción femenina, no iba a resolver, sin embae-

4 !bid., p. 1070 
5 !bid. 
6 Mario Carrillo-Huerta y Víctor L. Urquidi (1989). El Instituto Flagstaff fue fundado y 

dirigido por Richard L. Bolin, quien fue en su tiempo asociado de Arthur D. Litcle and Co. y uno 

de los creadores e inspiradores del programa de maquila de exportación en México. Véase tam­
bién Grunwald y Flamm (1985). 
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go, los problemas estructurales del empleo y el subempleo en México, mu­
cho menos concentrándose con exceso en la zona fronteriza. Entre los ele­
mentos de una era de "postmaquila" anotamos la necesidad de integrar las 
operaciones de maquila más intensamente en el territorio mexicano y en el 
suministro de insumos hechos en México, teniendo en cuenta también otras 
necesidades de la industria mexicana, incluso la no-maquiladora. Ello depen­
dería asimismo del tipo de producto que las maquiladoras elaboraran y de la 
transferencia de tecnología a ellas. Es decir, veíamos la conveniencia de nue­
vas formas de colaboración industrial entre México y Estados Unidos (y otros 
países), en particular en innovaciones tecnológicas, en mercadotecnia, dise­
ño, capacitación, financiamiento, transporte, etc.7 Para nosotros, en 1989, la 
postmaquila requería integrar la maquila en la política industrial y de comer­
cio exterior de México. 

Hicimos ver también la importancia del tipo de cambio como factor en las 
decisiones extranjeras de llevar a cabo operaciones de maquila en México. 
Nuestro análisis demostraba que la sobrevaluación del peso -típica enferme­
dad financiera mexicana- desalentaba la maquila, mientras que la subvalua­
ción la estimulaba. Esto quedaría demostrado de nuevo, por cierto, entre 
1993 y 1996. Lo que más convenía era una política monetaria de relativa esta­
bilidad, con un tipo de cambio real de flotación regulada -cosa que pocas ve­
ces se ha logrado. Su ausencia originaba volatilidad en la maquila (como se ha 
vuelto a demostrar en los años noventa y aun más recientemente). Más adelan­
te abordaré algunos aspectos de la maquila en la época del TLCAN, que Carrillo 
y yo preveíamos ya en nuestro artículo. Las circunstancias de hoy son por su­
puesto muy distintas a las de hace 13 años.8 

III 

Volvamos a otros temas pertinentes en el actual encuentro de la Somede y el 
Colef. He vuelto a examinar las cifras de la dinámica demográfica de la re­
gión de la frontera norte. Aprovechando datos publicados el año 2000 por el 
Consejo Nacional de Población e incorporando cifras que habíamos mane-

7 !bid., pp. 34-35. 
8 En 1989 se publicaron también los resultados del Seminario sobre las Maquiladoras: Ajus­

te Estructural y Desarrollo Regional, llevado a cabo en septiembre de 1987 por El Colegio de la 
Frontera Norte y la Fundación Friedrich-Ebert de Alemania. Véase González-Aréchiga y Barajas 

Escamilla (1989). En este seminario se trataron numerosos aspectos de la misma problemática. 
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jada Carrillo y yo en los dos trabajos citados, en particular el de 1985, he 
construido tres cuadros anexos. (Véase al final}. 

Se observará en primer lugar que el Conapo9 considera como "Región 
Norte" un conjunto de 1 O entidades federativas: i] las fronterizas, o sea Baja 
California, Coahuila, Chihuahua, Nuevo León, Sonora, Tamaulipas, y ii] las 
no fronterizas, o sea, Baja California Sur, Durango, Sinaloa y Zacatecas. La 
inclusión de Nuevo León en las "fronterizas" distorsiona un pocoJos resulta­
dos del análisis, porque su pedazo de frontera -correspondiente al munici­
pio de Anáhuac- es muy pequeño, por lo que presento totales con y sin 
Nuevo León. 

En 1970, la población de los estados que en rigor son plenamente norteños 
y además fronterizos (incluido Nuevo León) fue de 7.8 millones y en 1980 de 
10.7 millones, lo que representó un incremento medio anual de 3.14%. Para 
1995, conforme a datos del "conteo" de ese año, el total fue de 15.3 millones de 
habitantes y la cifra correspondiente a 2000 da un total de 16.7 millones. Esto 
representa entre 1980 y 2000 una tasa media anual de 2.25%, cifra bastante in­
ferior a la del periodo anterior 1970-1980. (Véase el cuadro 1). 

Si se excluye Nuevo León, las cifras son de 6.1 y 8.2 millones, para 1970 
y 1980 respectivamente, lo que da una tasa media anual de 2.8%. Sabido es 
que, según los demógrafos académicos, las cifras del censo de población de 
1980 no fueron muy fiables, y supongo que por entidades federativas aun me­
nos lo serían, pero no dispongo de otras. Para 1995 se tiene el total de 11. 7 mi­
llones y 12.8 millones en el 2000, que significa un crecimiento medio de 
l. 51 o/o entre 1980 y 2000, también notablemente inferior en su relación con 
el periodo 1970-1980. 

Al considerar un periodo más largo de 30 años, de 1970 a 2000, las tasas 
medias anuales del conjunto con y sin Nuevo León fueron 2.55% y 2.48%, 
respectivamente. Durante esos 30 años se han producido cambios estructura­
les importantes, sin embargo, es interesante confirmar el descenso de la tasa 
de crecimiento demográfico en todos los estados del norte (aparte la pobla­
ción flotante). Por estados, las cifras han cambiado también: los incrementos 
anuales son mayores en Baja California, por mucho, que en Tamaulipas, Chi­
huahua o Sonora, y son en ese estado superiores a las tasas del conjunto de las 
seis entidades, así como a las del grupo de cinco (dejando fuera Nuevo León, 
que recientemente ha tenido una dinámica bastante decreciente}. (Véase el 
cuadro 1). 

9 Conapo (2000), capítulo titulado "Proyección de la población de las entidades, los muni­
cipios y las localidades". En especial los cuadros 6-9, pp. 6-32, y Conapo (1994), diversos cuadros. 



Cuadro l. Población: estados del norte de México, 1970-2020 V1 
N 

Miles de habitantes 
N 

Tasa media anual por periodos (%) 1:l 
C) 

1970 1980 1995 2000 2010 2020 1910-2000 1980-2000 1995-2000 2000-2020 o 
Estados fronterizos 

~ e: 
Baja California 870 1 178 2 090 2 389 2947 3 441 3.42 3.60 2.71 1.84 ~ 
Coahuila 1 114 1 557 2 209 2 383 2 630 2 801 2.57 2.15 1.53 0.81 o. z 
Chihuahua 1 612 2005 2 790 3066 3 541 3 941 2.17 2.15 1.90 1.26 -< 
Nuevo León 1695 2 513 3 560 3 869 4404 4 850 2.79 2.18 1.68 1.14 

¡:: 
tTl 

Sonora 1 099 1 514 2 082 2 247 2 521 2 739 2.41 1.99 1.54 0.99 
o o 

Tamaulipas 1 457 1 924 2 527 2 740 3 103 3 399 2.13 1.78 1.63 1.08 ~ 
Suma 7 847 10 691 15 258 16 694 19 146 21 171 2.55 2.25 1.82 1.19 e; 

¡;:; 
Suma sin N .L. 6 152 8 178 11 698 12 825 14 742 16 321 2.48 2.28 1.86 1.21 z 

....¡ 
tTl 

No fronterizos 
Baja California Sur 128 215 374 405 457 498 3.91 3.22 1.61 1.04 
Durango 939 1 182 1 451 1 534 1 646 1 709 1.65 1.31 1.12 0.54 
Sinaloa 1 266 1 849 2 428 2 501 2 593 2 631 2.30 1.52 0.59 0.25 
Zacatecas 951 1 137 1 355 1 448 1 596 1 697 1.41 1.22 1.34 0.80 

Suma 3 284 4 383 5 608 5 888 6292 6 535 1.97 1.49 0.98 0.52 

Total 11 131 15 074 20 866 22 582 25 438 27706 2.39 2.04 1.59 1.03 

Fuentes: 1970 y 1980, Conapo (1994) y Conapo (2000). 
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Casi entre paréntesis me refiero a los estados no fronteriws que Conapo 
incluye en su concepto regional de "Norte". Se observa, sin embargo, que en 
1995 sumaron 5.6 millones de habitantes, destacando Sinaloa con 2.4 millo­
nes, y que en el 2000 fueron 5.9 millones, de los cuales había 2.5 millones en 
Sinaloa. Puede haber incongruencias en esta información, pero éstos son los 
datos oficiales. 

En la wna norte "no fronteriza", la tasa media de incremento del conjun­
to de los cuatro estados fue de 1.49% entre 1980 y 2000 {según los datos del 
Conapo), siendo particularmente bajas las tasas de Durango, de 1.22%, y Za­
catecas, de 1.31 %. Entre 1995 y 2000, este grupo de cuatro estados registra 
una tasa de incremento de apenas 0.98% anual. Pudiera haber anomalías en es­
tos datos, pero, por una parte, destaca de manera sobresaliente la elevada tasa 
media anual de incremento demográfico de Baja California Sur, de 3.22% al 
año, entre 1980 y 2000, la cual desciende notablemente a 1.61 o/o al año entre 
1995 y 2000. Esto indica que hubo emigración importante de Baja California 
Sur al norte y a otros estados. Por otro lado, el incremento del volumen de mi­
grantes al norte provenientes de Sinaloa y, en menor escala, Durango y Zaca­
tecas fue significativo. (Véase el cuadro 1). 

En el concepto de "Norte" en su conjunto, sean o no entidades fronteri­
zas, se tiene que en 1995 se registraron estadísticamente 20.9 millones de per­
sonas, de las cuales 73% se agrupaba en las fronterizas y 37% en las no fronte­
rizas, y que en 2000 la cifra total fue 22.6 millones, de la que 74% se ubicó en 
las fronterizas. En 1970 y en 1980, la proporción había sido de 71 %, o sea que 
ha tendido a aumentar un poco. 

El Conapo hace también una proyección a los años 201 O y 2020 que va­
le la pena reseñar. De ella resulta que los estados fronterizos llegarían a tener 
19.l millones de habitantes el año 2010 si se incluye Nuevo León y 14.7 mi­
llones si se excluye. Para 2020, con Nuevo León, se llegaría a 21.2 millones 
y sin esta entidad serían 16.3 millones. {Véase el cuadro 1). No obstante, las 
tasas medias resultantes para el 201 O se reducen considerablemente, sobre 
todo en Coahuila y Sonora, pero aun Baja California queda en 201 O en 
1.81 %. Para 2020 seguirían reduciéndose las tasas, por ejemplo en Coahui­
la a 0.51 %, en Sonora a 0.69% y aun en Baja California a 1.32%. {Véase el 
cuadro 2). 

En los estados ho fronterizos aparecen en las proyecciones a 201 O y a 
2020 datos sorprendentes: Baja California Sur con crecimiento anual a 201 O 
de 1.04%, Durango de 0.47% y Sinaloa de 0.25%. Y en 2020, Baja Califor­
nia Sur con 0.72%, Durango con 0.25% y Sinaloa con 0.06%. ¿Serán creí­
bles estas proyecciones? Pueden pasar muchas cosas ... ¿Podría aventurarse la 
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Cuadro 2. Población: estados del norte de Mexico 
Tasas anuales de crecimiento (%) 

1995 2000 2010 2020 

Estados fronterizos 
Baja California 2.95 2.52 1.81 1.32 
Coahuila 1.77 1.30 0.76 0.51 
Chihuahua 2.03 1.67 1.20 0.92 
Nuevo León 1.81 1.53 1.10 0.83 
Sonora 1.71 1.42 0.99 0.69 
Tamaulipas 1.74 1.48 1.05 0.77 

No fronterizos 
Baja California Sur 1.79 1.49 1.04 0.72 
Durango 1.19 0.89 0.47 0.25 
Sinaloa 0.68 0.52 0.25 0.06 
Za ca tecas 1.35 1.12 0.72 0.47 

Nacional 1.73 1.44 0.99 0.70 
Distrito Federal 0.47 0.39 0.32 0.22 
Estado de México 2.46 2.09 1.45 1.03 

Fuente: Conapo (2000), cuadro 7, p. 28. 

deducción de que en adelante va a funcionar maravillosamente la planifica­
ción familiar o que aumentará mucho la mortalidad -o bien que la migra­
ción a la frontera norte y a Estados Unidos se intensificará-, ¿o las tres co­
sas juntas?10 

En todo caso, para el conjunto de la población mexicana, el Conapo pre­
vé en sus proyecciones que la tasa anual de incremento de la población, que es­
tima ya en 1.44% en el año 2000, pueda ser de 0.99 en 2010 y de 0.7% en 

2020. Prefiero dejar a los demógrafos cualquier comentario al respecto. 
Es asimismo de interés observar cifras correspondientes a algunos muni­

cipios y ciudades, que menciono selectivamente. El Conapo estima que en 

1995 el municipio de Tijuana contaba con 981 000 habitantes, que aumentó 
a 1 135 000 en 2000 y podrá llegar a 1 424 000 en 2010. Esto corresponde a 
tasas anuales de 2.96% entre 1995 y 2000, y de 2.29% entre este año y 2010. 
Sin embargo, a Tijuana se le considera también una zona metropolitana, con 
1 027 000 en 1995, 1 192 000 en 2000 y 1 507 000 como proyección a 2010, 

10 En este análisis me limito a la relación demográfica entre los estados norteños limítrofes 
y los fronterizos. Es obvio que los estados fronterizos reciben también inmigración del centro y 
el sur del país, que no por estar implícita en las tasas de incremento demográfico de esas entida­
des deberá considerarse desdeñable en las cifras, aunque probablemente será de menor intensidad 
que en épocas pasadas. 
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Cuadro 3. Municipios seleccionados y ciudades mayores, 1995-2010 
Miles de habitantes 

Tasa media anual 
por periodos (%) 

1995 2000 2010 1995-2000 2000-2010 

Municipios seleccionados mayores 
de un millón de habitantes 

Tijuana 981 1 135 1 424 2.96 2.29 
Ciudad Juárez 1 010 1 160 1 420 2.81 2.04 

Suma 1 991 2 295 2 844 2.88 2.17 

Ciudades mayores 
de 100 000 habitantes 

Zona metropolitana de Tijuana 1 027 1 192 1 507 3.02 2.37 
Ciudad Juárez 994 1 141 1 397 2.80 2.04 
Mexicali 500 554 650 2.07 1.61 
Matamoros 324 365 436 2.41 1.79 
Nuevo Laredo 274 305 356 2.17 1.56 
Ensenada 191 221 278 2.96 2.32 
Piedras Negras 116 130 148 2.31 1.31 
San Luis Río Colorado 115 129 152 2.32 1.65 

Suma 3 541 4 037 4 924 2.66 2.01 

Fuentes: 1970 y 1980, Conapo (1994) y Conapo (2000). 

siendo las tasas anuales de 3.02% y 2.37% en los dos periodos mencionados. 
(Véase el cuadro 3). 

El municipio de CiudadJuárez resulta tener más población: 1 010 000 en 
1995 y 1 160 000 en 2000, con proyección a 1420000 en 2010. Las tasas 
anuales para este municipio son de 2.81%y2.04%, respectivamente. Y en ca­
lidad de ciudad -no se aclara si wna metropolitana, pero en todo caso la ciu­
dad es casi el total del municipio- Ciudad Juárez pasaría de 994 000 en 1995 
a 1 141 000 en 2000 y a una proyección a 1 397 000 en 201 O, o sea tasas 
anuales de 2.80% y 2.04%, iguales a las del municipio. 

Mexicali subiría de 500 000 en 1995 a 554 000 en 2000 y a 650 000 en 
201 O, con tasas anuales medias de 2.07% y 1.61 %. Ocho ciudades fronterizas 
de más de 100 000 habitantes (incluida Ensenada) pasarían en su conjunto de 
3.5 millones en 1995 y 4.0 millones en 2000 a 4.9 millones proyectados en 
201 O -o sea tasas anuales del conjunto de 2.66% a 2000 y de 2.01 % a 201 O. 
(Véase el cuadro 3). 

Parece difícil sacar conclusiones muy claras de todo esto. Sin embargo, se 
puede suponer que el incremento rápido de la población registrado entre 
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1970 y 2000 no continuará, pues la tasa de incremento de la población cen­
sal va disminuyendo en las entidades fronterizas, en algunas con rapidez. Por 
otro lado, habrá mayor concentración en ciudades o municipios grandes, con 
las consecuencias que ello tenga en la planificación urbana, la infraestructu­
ra, la demanda de agua, transporte y electricidad, etc. Todos los municipios 
fronterizos tenderán además a tener bastante población flotante que también 
demandará servicios. Pueden preverse problemas ambientales insospechados 
aún. Puede suponerse que la migración neta a las ciudades de la frontera con­
tinuará, en busca de empleo o como base para emigrar a territorio norteame­
ricano. 

Con seguridad, faltan todavía muchos estudios sobre migración interna en 
México, en especial dirigidos a las entidades norteñas con algún éxito econó­
mico, que darán más luces sobre la problemática existente y la previsible. Su­
pongo también que la dinámica demográfica del lado mexicano será mayor 
que la del lado norteamericano, con el consiguiente aumento de las cifras me­
xicanas en comparación con las norteamericanas -continuando la población 
fronteriza de México a caracterizarse por ser una proporción creciente de lapo­
blación total de las entidades municipales de los dos países, o sea del conjunto 
de la frontera. 

Con todo, sigo viendo la gran región de la frontera norte mexicana como 
bastante heterogénea, no obstante la proximidad a los estados norteameri91-
nos y sus centros económicos y urbanos, y a pesar de la maquila y su atractivo 
como forma de empleo. La diversidad de condiciones debiera inducir a hacer 
estudios pormenorizados de las variables demográficas y de su relación con las 
oportunidades de empleo, de educación y capacitación y de movilidad social. 
Habrá que enfocar la atención hacia territorios municipales, zonas con ten­
dencia a convertirse en metropolitanas, ciudades y localidades de distintos ta­
maños. Aun los datos municipales no revelan la concentración cerca de la línea 
divisoria, ya que, por ejemplo, Ensenada no es estrictamente un municipio 
fronterizo aun cuando tiende a considerarse como tal. Por otro lado, el peque­
ño municipio nuevoleonés en la frontera requiere un tratamiento especial, 
porque se busca concentrar allí maquiladoras, siendo que Nuevo León como 
entidad está mucho más integrado en su economía industrial al resto del país 
y directamente a Estados Unidos. 

En suma, una cosa es poner el ojo en un punto del compás, el "Norte", y 
otra muy distinta analizar la dinámica demográfica real, en función de áreas de 
crecimiento económico y de necesidades de protección ambiental en todo ese 
gran territorio de la frontera norte del país. 
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IV 

En 1970 se estimaba que el empleo total en la industria maquiladora era de 
aproximadamente 20 000 trabajadores, en unas 120 plantas. Para 1980, se 
calculaban cerca de 120 000 trabajadores, en 620 plantas; para 1987, 1 025 
plantas daban empleo a 305 000 personas. Casi todo ello en la frontera nor­
te. Desde entonces, la maquila se ha extendido a todas las entidades federati­
vas, aunque las proporciones en el norte siguen siendo de alrededor de 90%. 
Aun durante la crisis del afio 2001, el total de plantas en México fue de apro­
ximadamente 3 700 y el del empleo fue de alrededor de 1.3 millones. Pero es 
la misma maquila de antes, dirigida desde fuera, aun cuando hay señales de al­
guna transición a la "postmaquila'', tema que en el TLCAN no se abordó con 
claridad, 11 salvo suponer que a la larga la diferencia entre plantas maquilado­
ras (con régimen especial) se iría desdibujando, pues bajo el TLCAN lo mismo 
puede haber maquila en México que producción de capitales extranjeros in­
tegrada a la economía nacional. Es más, ya desde los años noventa y aún más 
en épocas recientes, muchas industrias importantes se han vuelto semimaqui­
ladoras, como la automotriz y gran parte de la de productos electrónicos. 

En los años ochenta, a escala internacional, se reconocía ya que gran par­
te del comercio mundial era en realidad comercio de subcontratación intrafir­
ma (léase, en México, "maquila''), aun entre los países industrializados. Pero 
ya en esos tiempos se apreciaba, según estudios de la UNCTAD, que el valor 
agregado en la maquila, en la mayor parte de los países de Asia, estaba cons­
tituido no sólo por la mano de obra barata sino por un gran incremento de in­
sumos nacionales. 12 Esto no ha ocurrido aún en la maquila mexicana, que 
además no absorbe el desempleo estructural tradicional. 13 Si se reordena o 
reorganiza la maquila transformándose en postmaquila, es posible que mucha 
de ella desaparezca para integrarse con otras industrias de mayor capacidad de 
empleo y de utilización de insumos y servicios nacionales, bajo el régimen ge­
neral del TLCAN, lo que afectaría la economía de la frontera norte a menos de 
que en esta zona se llevaran a cabo también importantes reformas en la estruc­
. tura industrial. 14 

11 Tratado de Libre Comercio de América del Norte. Texto oficial. México, Secofi/Grupo Edi­
torial Miguel Angel Porrúa, 1993, art. 103 y anexo .303.7. No se hace referencia explícita a la in­
dustria maquiladora; pero se sobrentiende. 

12 Grunwald y Flamm (1985), cap. 1 y passim. 
13 Ya se señalaba en 1985, en el capítulo sobre México en Grunwald y Flamm (1985). 
14 Véanse también los artículos de Del Castillo, González-Aréchiga yTrejo Reyes, así como 

las conclusiones de Barajas Escamilla, González-Aréchiga eta!. (1989). 
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V 

Queda por tratar todavía un tema mucho mayor: el del deterioro ambiental 
en la wna de la frontera norte, y aún más el de la creación de un proceso de 
desarrollo sustentable. Existen estudios nacionales y binacionales sobre la pro­
blemática ambiental, del agua y de los energéticos en la región de la frontera 
norte. No obstante algunos esfuerws meritorios para contrarrestar el deterio­
ro ambiental, mejorar la calidad del agua, reciclar desechos y reducir contami­
naciones atmosféricas, no puede decirse que la región como un todo esté a sal­
vo de nuevos deterioros. Es fácil culpar a la industria maquiladora de una 
parte del deterioro, pero la otra parte viene de la falta de diagnósticos, y más 
aún, de la falta de programas de mejoramiento ambiental. A pesar del Acuer­
do de La Paz de 1983, se tardó nueve años en hacer un primer diagnóstico que 
culminó en un llamado Plan Integral Ambiental Fronterizo: Primera Etapa, 
1992-1994. Por añadidura, es poco lo que se ha hecho, ya sea en la parte me­
xicana o en la cooperación con el otro lado. 15 Tan sólo en materia de agua ha 
faltado previsión y han faltado recursos. Pero sobre todo ha habido en la re­
gión de la frontera una casi nula cooperación entre los estados fronteriws me­
xicanos, y en las ciudades y los municipios de México brilla por su ausencia 
la política proambiental como proceso integral, ya sea por delegación del go­
bierno federal o llevada a cabo por iniciativas estatales y municipales. El pro­
grama ambiental más reciente, Frontera XXI, está también lejos de abarcar 
todo lo necesario. 

En 1987, Roberto Sánchez, investigador de El Colegio de la Frontera 
Norte, concluía que se había dado muy poca atención, por ejemplo, al proble­
ma de los residuos tóxicos en la industria fronteriza, principalmente en las 
plantas maquiladoras, con el grave problema además de que se desconocía la 
dimensión de las emisiones, como también su efecto en la salud. Este autor se­
ñaló también la falta de coordinación entre los orgariismos federales mexicanos 
relacionados con el medio ambiente e hiw notar la poca aplicación de los re­
glamentos relativos a la disposición y el tratamiento de residuos peligrosos y tó­
xicos. 16 

En el futuro, el simple incremento demográfico y la ausencia de planea­
ción urbana y de disposición adecuada de los desechos industriales y domésti­
cos lleva a la conclusión de que tendrán que hacerse esfuerws gigantescos para 

IS Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología y U.S. Environmencal Protection Agency 
(1992). 

16 Sánchez, en González-Aréchiga eta!. (1989). 
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controlar el deterioro ambiental, incluso la pérdida de calidad del agua. Es ne­
cesario adoptar una visión de un proceso de desarrollo sustentable interactivo 
como objetivo fundamental, que abarque no sólo el ambiente en su sentido es­
trecho, ya sea de proteger la naturaleza o de procurar tecnologías limpias en la 
industria, reducir la contaminación atmosférica, economizar energía y agua, y 
mejorar la calidad de ésta mediante tratamientos adecuados, sino en el más am­
plio de considerar el conjunto de todos estos fenómenos y sus interrelaciones, 
así como el de las acciones públicas y privadas para hacerles frente, incluso pro­
gramas educativos y de capacitación. 

No es posible que en México se siga creyendo que basta con tener legis­
lación federal y estatal sobre el medio ambiente y aplicarla delegando a los es­
tados y a los municipios determinadas funciones (para las que rara vez están 
preparados). Será indispensable crear instituciones regionales enfocadas a 
problemas de cuencas hídricas y de ciudades y localidades metropolitanas o 
conurbadas. Habría que empezar por buenos diagnósticos regionales, lo que 
en el norte significa el conjunto de la wna fronteriza, teniendo en cuenta ade­
más las contingencias y las tendencias en el lado norteamericano de la fronte­
ra, así como las oportunidades de cooperación. Se requerirá, como en otras 
partes del mundo, instituciones regionales que coordinen la labor de las enti­
dades locales y logren de la ciudadanía y de los sectores empresariales una efi­
caz cooperación. 

Cabe añadir que al otro lado de la frontera existe ya bastante interés aca­
démico en la noción del desarrollo sustentable como objetivo a alcanzar en la 
amplia wna binacional de la frontera norte, entendiendo ésta, en coinciden­
cia con mi punto de vista, como un territorio que va más allá de los 100 km 
de cada lado de la línea divisoria que surgió del Acuerdo de La Paz. El medio 
ambiente no reconoce fronteras superficiales ni atmosféricas o marinas. Las 
áreas ecológicamente determinadas las ha dado la naturaleza, con su geografía 
correspondiente; a ellas se han superimpuesto las actividades humanas destruc­
toras en gran parte, o al menos muy amenazantes, de los equilibrios ecológi­
cos. La interacción se produce en cuencas hídricas cuyos cauces se inician a 
cientos de kilómetros o en todo caso fuera del área fronteriza. Los daños am­
bientales se registran en los subsuelos, en las lagunas, los ríos y los arroyos, en 
los bosques, en las wnas costeras, en las grandes y pequeñas urbes, en el exce­
so de tráfico automotor y de emisiones de carbono y otras, en la agricultura y 
en la industria grande y pequeña. Los daños sociales se generan en cualquier 
lado, sobre todo entre poblaciones que han sido marginadas, a las que falte 
educación, capacitación y conocimiento de su entorno, así como vivienda, 
agua potable y servicios de drenaje y urbanos. El ambiente urbano se vuelve ca-
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da Vt:Z más peligroso para una vida sana. Todo ello amerita insistir en la visión 
de conjunto territorial y ecológica, y por supuesto requiere una amplia coope­
ración, sobre todo entre instituciones administrativas y políticas, con interven­
ción de la sociedad civil. 17 

Para concluir, población, migración, educación, capacitación, investiga­

ción y diagnóstico, política industrial hacia la postmaquila, atención a los re­
cursos escasos como el agua, mejoramiento de infraestructuras y servicios, par­

ticipación ciudadana, eficiencia pública, todo será indispensable en el futuro de 
la wna de la frontera norte. 
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LA POLÍTICA AMBIENTAL EN UN CONTEXTO 
REGIONALIZADO DE MÉXICO. UNA APROXIMACIÓN* 

INTRODUCCIÓN 

El presente trabajo propone que la aplicación de la descentralización de la po­
lítica ambiental en México, así como en otros países de la región latinoameri­
cana, se plantee no entidad por entidad, sino sobre bases regionales en todos los 
casos en que la interrelación entre la actividad económica y la problemática am­
biental lo aconseje, sobre todo en las cuencas hídricas. La regionalización en 
México debería ser la base de la coordinación entre entidades estatales, y en su 
caso municipales, para la definición y la ejecución de las políticas ambientales 
respectivas, dentro del marco nacional. Además, la política ambiental no pue­
de ni debe desvincularse de la global ni de la de los países con los cuales existe 
la mayor relación comercial y económica, en este caso Estados Unidos y Cana­
dá, y secundariamente Europa Occidental y Japón; en consecuencia, la regio­
nalización de la política ambiental debe abarcar en especial la zona de la fron­
tera norte a ambos lados de ésta, y asimismo las zonas contiguas de las fronteras 
del sur, con Belice y Guatemala. 

La parte primera trata el contexto global de la política ambiental, enmar­
cada en la noción del desarrollo sostenible; la segunda, el contexto nacional, y 
la tercera, la regionalización de la política ambiental. 

I. EL CONTEXTO GLOBAL 

A partir de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y 
el Desarrollo (CNUMAD92), llevada a cabo en Río de Janeiro en junio de 1992, 
el compromiso de 178 estados soberanos es bien claro. Al suscribirse la Decla­
ración de Río, los convenios sobre biodiversidad y sobre cambio climático, y 

* Desarrollo regional y politica ambiental ensayo en homenaje al maestro Víctor L. Urquidi, 
El Colegio de Tlaxcala, A.C., San Pablo Apetatidán, Tlax., 2001. Mario M. Carrillo Huerta, 
René Valdivieso Sandoval, Sergio González (coords.). 
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aprobarse la Agenda 21, que contiene recomendaciones tanto para la coopera­
ción internacional como para las políticas ambientales nacionales y regionales, 
se ha dado un gran paso, al menos sobre el papel. El objetivo es complejo y di­
fícil de alcanzar: proteger el planeta de la creciente degradación de los recursos 
naturales y revertir el deterioro ambiental presente en todos los continentes, así 
como añadir, al mismo tiempo y de manera explícita a los horiwntes econó­
micos y sociales, el bienestar de las generaciones futuras. El concepto de desa­
rrollo sustentable, presentado en 1987 por la Comisión Mundial para el Medio 
Ambiente y el Desarrollo (Comisión Brundtland), 1 inspirado en ideas anterio­
res de biólogos y economistas pero no lo bastante articulado en función de 
otros aspectos y vertientes del desarrollo, pasó a ser en Río de Janeiro la pieza 
angular de lo que pudiera convertirse en un nuevo paradigma del desarrollo de 
la humanidad. 

¿Qué debe entenderse por desarrollo sustentable? En la Conferencia de 
Río, aun cuando el término aparece en la Declaración y en casi todos los do­
cumentos, no llegó a definirse con precisión. Tal ve:z habría sido imposible que 
los delegados de 178 estados miembros de las Naciones Unidas, y en paralelo 
miles de asistentes a los foros.sobre medio ambiente celebrados en las playas de 
Guanabara, se pusieran de acuerdo. Las conferencias de Naciones Unidas no 
pueden ser definitorias, y menos cuando su tema central toca asuntos econó­
micos y sociales tan fundamentales como las formas de reencauzar el desarro­
llo a escala mundial y de hacerlo, además, sin lesionar los equilibrios ecológi­
cos; los intereses económicos y políticos, muchos de ellos de corto alcance, y 
aun las visiones estratégicas, no podían menos que chocar con las advertencias 
de los científicos sobre los límites físicos y biológicos a que pueda llevar la ac­
tividad económica de las personas que habitan y seguirán habitando el plane­
ta, así como de las sociedades en que se agrupan, en un plaw que quizá no ex­
ceda la próxima centuria. La población mundial no podrá estabilizarse en 
menos de unos 1 O 000 millones de personas hacia mediados del próximo siglo. 

En Río se descansó en la elaboración del concepto de desarrollo sustentable 
hecha por un grupo de personalidades integrantes de la Comisión Brundtland, 
creada en 1984, con los apoyos de las comunidades científicas y del personal téc­
nico del sistema de las Naciones Unidas. Si, según muchos, la definición inten­
tada por la Comisión Brundtland, dada a conocer públicamente en 1987, no fue 
muy feliz ni demasiado precisa, al menos quedó explícita y sirvió de base a los 
estados que se comprometieron en Río cinco años después. Hela aquí: 

1 Comisión Mundial para el Medio Ambiente y el Desarrollo (Comisión Brunddand). 
Nuestro faturo común, Madrid. Alianza Editorial, 1987. 
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Es desarrollo sustentable aquel que se lleve a cabo "sin comprometer la capacidad 

de las generaciones futuras para satisfacer sus propias necesidades". Y agrega: "No 

se puede asegurar la sostenibilidad física si las políticas de desarrollo no prestan 

atención a consideraciones tales como cambios en el acceso de los recursos y en la 

distribución de los costos y beneficios"; está implícita asimismo "la preocupación 

por la igualdad social entre las generaciones, preocupación que debe lógicamente 

extenderse a la igualdad dentro de cada generación". Todavía más, se asevera que 

"los objetivos del desarrollo económico y social se deben definir desde el punto de 

vista de sostenibilidad en todos los países, ya sean desarrollados o en desarrollo, de 

economía de mercado o de planificación centralizada".2 

El propio Informe Brundtland admite que: " .. .las interpretaciones pue­
den variar, pero deben compartir ciertas características generales y resultar de 
un consenso básico de desarrollo (sustentable) y sobre un marco estratégico 
amplio para lograrlo". 3 

En esencia, el desarrollo sustentable debe ser una política a largo plazo 
que, tanto en la economía como en el medio ambiente (y en la sociedad en ge­
neral) deberá atender las necesidades de las generaciones futuras en función de 
los recursos naturales disponibles, siempre protegidos y mejorados. El desarro­
llo sostenible deberá ser tanto global como regional y nacional, y debe descan­
sar en principios distributivos, es decir, en equidad. 

Sin embargo, iba a ser punto menos que imposible, una vez lanzado el 
concepto, impedir las más variadas interpretaciones del alcance de la noción 
del desarrollo sustentable, según las regiones, los contextos socioeconómicos 
y políticos, las ideas preconcebidas y muchas otras consideraciones.4 La mis­
ma Comisión que la redactó lo previó y así llegó el asunto a Río de Janeiro, 
todavía impreciso y sujeto, además, en lo principal, a lo que los gobiernos 
miembros de la Comisión Preparatoria de la Conferencia aceptaron por 
consenso. 

De cualquier manera, de la definición un tanto indefinida arranca con cla­
ridad la noción de que los problemas ambientales del planeta y de la especie hu­
mana que lo habita, y de la propia naturaleza, deberán abordarse con arreglo a 

2 Comisión Brundtland, Nuestro foturo común, op. cit., p. 67. 
3 !bid., p. 67. 
4 Véase John Pezzey, Sustainable Deve/opment Concepts: An Economic Analysis, World Bank 

Environment Paper Number 2, Washington, Banco Mundial, noviembre de 1992, apéndice 1, 

pp. 55-62. Pezzey, economista inglés, enumera 51 definiciones de desarrollo sustentable, de casi 

otros tantos autores. pero entre ellas no menciona a ningún otro autor que no sea de habla ingle­
sa; igual en la amplia bibliografía que cita (!). 
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análisis, diagn6sticos y pron6sticos de orden sistémico, en sentido intertempo­
ral. Nada de lo que pase o que no se atienda en cualquier aspecto ambiental de­
ja de tener relación con el resto, en un sistema de interrelaciones y retroalimen­
taciones. Por ello, una fuerte perturbación de un equilibrio determinado puede, 
pasado un umbral, tornarse irreversible; puede ocasionar inestabilidad endémi­
ca y producir un acercamiento al caos. 

Teniendo en cuenta todo lo anterior, y sin ánimo de exagerar, puede 
afirmarse que el desarrollo sustentable vendrá a ser con el tic;:mpo la respues­
ta a la insatisfacci6n que desde hace decenios se ha manifestado respecto a 
los excesos del capitalismo, por una parte (incluidas tanto las versiones de los 
países industrializados como las de los países en vías de desarrollo), y del di­
rigismo, por otra (comprendidos en éste lo mismo los regímenes econ6mi­
cos basados en una fuerte intervenci6n del Estado o en economías mixtas 
que las distintas variantes de las economías plenamente autoritarias de pla­
nificaci6n central socialista). Ambas grandes versiones del futuro han sido, 
entre otras cosas, incapaces de crear condiciones de crecimiento y desarrollo 
que impidan el deterioro ambiental: es más, tampoco han logrado en gene­
ral producir sociedades en que la equidad social se alcance junto con el de­
sarrollo pleno de los recursos y una disponibilidad ampliamente generaliza­
da de bienes y servicios para garantizar niveles de vida apetecibles y a la vez 
equitativos. Y no obstante la larga tradición libertaria de la sociedad política, 
al menos desde el siglo XVII, las poblaciones de la mayor parte de los territo­
rios nacionales del planeta carecen aún de condiciones en que el ejercicio de­
mocrático y los ideales de la Revolución francesa imperen sin cuestiona­
miento o con amplia efectividad. 

El desarrollo sustentable, como la democracia perfecta o la plena equidad 
social, tal vez nunca se alcance. Sin embargo, es una norma que, adoptada por 
consenso en todos los países, podría orientar el futuro de la actividad econ6mi­
ca global, regional y nacional en un proceso de desarrollo que, en su conjun­
to, beneficie a la humanidad, proteja el ambiente y el habitat y contribuya a la 
reducci6n de las desigualdades agudas. 5 

5 Estoy consciente de que el mundo actual no se divide en sociedades capitalistas, por un 

lado, y sociedades socialistas, por otro, y de que existen muchas propuestas y aun algunas expe­

riencias de sociedades alternativas de tipo comunitario igualitario y austero. Sin embargo, han 
predominado las primeras, y todo parece indicar que por mucho tiempo se tenderá, en esta eta­

pa histórica de globalización, a crear un capitalismo modificado, más equitativo en la mayoría de 

las sociedades, y no un socialismo planificado realmente democrático. 
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II. LOS CONTEXTOS NACIONALES 

Los compromisos de Río de Janeiro son globales y nacionales. En la medida en 
que existan agrupamientos económicos de estados soberanos que suelen deno­
minarse regionales o subregionales -tales como la Unión Europea, los inten­
tos de integración latinoamericana, centroamericana o del Caribe, el Merco­
sur, los del sudeste de Asia, algunos en otras partes de Asia y en África, el 
representado por el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), 

el acercamiento mutuo del llamado "Hemisferio Occidental" y otros- será ló­
gico que no estén ausentes de ellos la dimensión ambiental y el objetivo del de­
sarrollo sustentable. Sin embargo, hasta ahora las políticas ambientales se con­
sideran nacionales, es decir, referentes a los territorios nacionales, con la 
salvedad de algunos compromisos internos de los agrupamientos, sobre todo 
en el caso de la Unión Europea, donde son de carácter supranacional, y hasta 
cierto punto en el TLCAN, donde se mantienen en el área de la cooperación en­
tre iguales. Los compromisos de Río de Janeiro, por cierto, no pasan de ser re­
comendaciones, pero que en el sistema de Naciones Unidas han ido adquirien­
do el carácter de "derecho internacional soft", es decir, son compromisos "no 
obligatorios". 

Se plantea en toda política ambiental integral el obvio dilema de decidir 
empezar por el desarrollo (bien concebido) para después atender los aspectos 
ambientales, o empezar por políticas ambientales demandadas por la sociedad 
que pudieran incidir en un rezago de los procesos de desarrollo. El desarrollo 
sustentable como concepto enseña que no debe existir semejante dilema, sino 
que deben abordarse los dos grandes objetivos en forma conjunta e interrela­
cionada. Por desgracia, antes de Río de Janeiro en 1992 --es decir, desde la 
Conferencia de Estocolmo de 1972- y pasando por las políticas ambientales 
elaboradas por los países miembros de la OCDE y por este organismo, y las de 
la Unión Europea, y por las recomendaciones del Programa de las Naciones 
Unidas sobre el Medio Ambiente y otros de carácter regional, no se pudo iden­
tificar un solo país que hubiera interrelacionado las dos políticas o que lo hu­
biera hecho en forma parcial o aproximada. 

Más grave es comprobar que después de Río de Janeiro, a casi cuatro años 
de distancia, tampoco se puede señalar un solo país que haya iniciado una polí­
tica de desarrollo sustentable. No han faltado declaraciones, discursos y docu­
mentos alusivos al tema. Tampoco se ha carecido de programas ambientales, en 
algunos países, cada vez más eficaces, aunque todavía insuficientes. Pero lo que 
es dar pasos concretos hacia el desarrollo sustentable, no puede afirmarse que ha­
yan dejado huella. Buenas intenciones no han dejado de expresarse, como la del 
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preámbulo del TLCAN, donde se enumera como propósito "promover el desarro­
llo sostenible [sic]", y la del Acuerdo de Cooperación Ambiental de América del 
Norte donde se afirma que "la cooperación ... es un elemento esencial para al­
canzar el desarrollo sustentable, en beneficio de las generaciones presentes y fu­
turas". 6 Mas la realidad es otra. 

El compromiso de Río es ineludible. Naciones Unidas ha tratado de lle­
var adelante, por diversos medios, entre ellos la Comisión de Desarrollo 
Sustentable del Consejo Económico y Social, un principio de aplicación de 
las recomendaciones de la CNUMAD92. Se ha adelantado un poco en mate~ 
ria de la Convención sobre el Clima, aunque no con los compromisos que 
se vislumbran en Río. El Protocolo de Montreal sobre las emisiones de CFC 

(clorofluorocarburos) que dañan la delgada capa de owno que protege la at­
mósfera de los rayos ultravioletas empieza a dar algunos resultados. El Fon­
do Ambiental Global del Banco Mundial cuenta con más recursos. La 
Unión Europea dedica cada vez más recursos a la política ambiental de los 
estados miembros. El Banco Interamericano de Desarrollo ha iniciado un 
programa de apoyo a la política ambiental. Aun así, todas estas acciones y 
programas, sumados, no significan el inicio del tránsito hacia el desarrollo 
sustentable. 

En el fondo, las políticas nacionales y regionales de desarrollo sustentable 
sólo pueden surgir de un conocimiento público amplio de los factores deter­
minantes del deterioro ambiental, de las tendencias del desarrollo y de la situa­
ción ambiental de la que se parte. En particular, el uso de la energía de origen 
fósil --el carbón, el petróleo y sus productos, y el gas natural, en sus respecti­
vas significaciones relativas en cada país- constituye, conforme al Índice 
Brundtland, el meollo. Mientras no se sustituyan esas fuentes de energía, en 
particular las dos primeras, cuya combustión es uno de las elementos principa­
les del deterioro ambiental global por medio del efecto de invernadero y sus 
consecuencias, no se habrá dado un paso importante hacia la creación de con­
diciones en que pueda lograrse el desarrollo sustentable. El poder generarlo tie­
ne que contrastarse con el hecho histórico de que el desarrollo moderno de la 
industria y el transporte, y las concentraciones urbanas, se ha basado precisa­
mente en el consumo de esos energéticos. Se plantea en consecuencia un cam­
bio fundamental en la relación de los energeticos disponibles, ya sea que se pro­
duzcan o que se obtengan por medio del comercio internacional, con el 
conjunto de la actividad económica y social. 

6 Secofi, Tratado de Libre Comercio de América del Norte: texto oficial, México, 1993, pp. 4 

y 1099. 
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Trasladada esta problemática al ámbito de un solo país, digamos México, 
se comprende que no será fácil, tan sólo en los aspectos ambientales y de desa­
rrollo económico, transitar hacia el desarrollo sustentable. Añadido el compo­
nente social, que entre otras cosas se caracteriza por una aguda desigualdad, el 
objetivo de la equidad queda aún más distante, por más que el concepto esté 
presente. 

De cualquier manera, el hecho de que en México, desde 1972, hayan exis­
tido elementos importantes de política ambiental y de que se haya creado algu­
na conciencia en los ámbitos políticos, administrativos y de la sociedad en ge­
neral sobre la importancia de mejorar dicha política anima a considerar -a 
diferencia de muchos otros países en vías de desarrollo-- que existen bases para 
perseverar en la iniciación del tránsito deseado hacia el desarrollo sostenible. 

No obstante, sin desmerecer en nada los esfuerzos hechos a lo largo de más 
de 20 años, y en particular la nueva orientación que parecen estar adoptando 
la Secretaría del Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca (Semarnap), y el 
Instituto Nacional de Ecología (!NE) para el periodo de 1996 en adelante, debe 
reconocerse que apenas se empieza a plantear una política integrada para con­
trarrestar el deterioro ambiental general del país. 

La gravedad de los problemas había sido ya descrita con claridad en el 
Programa Nacional de Protección Ambienral, 1990-1994, a cargo de la Sedue, 
cuyo objetivo era aplicar las disposiciones de la Ley General de Equilibrio Eco­
lógico y Protección al Ambiente de 1988.7 En ese documento se declaró que 
todos los ecosistemas de México se encontraban amenazados por el desarrollo 
agropecuario, industrial y urbano, a lo que se añadía el efecto del crecimiento 
demográfico rápido. Se determinó que las áreas principales de contaminación 
eran entonces las grandes ciudades, los puertos industriales las cuencas hídri­
cas y algunos ecosistemas especificados. El programa decía muy poco, por cier­
to, acerca de las superficies de uso agropecuario. 

El más reciente Informe Bienal sobre la situación ambiental, de la Secreta­
ría de Desarrollo Social (antes de la creación de la Semarnap),8 contiene infor­
mación verdaderarnente preocupante. En este último informe oficial se enume­
ran 25 áreas críticas, que incluyen zonas agrícolas (cap. 3) (a esa lista habría que 
añadir toda una subregión de la frontera norte). Se señalan también 15 áreas 

7 Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología (Sedue}, Programa nacional para la protección 
ambienta/, 1990-1994, México, 1990. 

8 Secretaría de Desarrollo Social, Instituto Nacional de Ecología, México: informe de la si­
tuación general en materia de equilibrio ecológico y protección al ambi€11te, 1993-1994, México, 

1994. 
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caracterizadas como de riesgo para la salud humana, incluida la Ciudad de Mé­
xico y su zona metropolitana y cinco áreas de alto riesgo personal para la po­
blación local debido a la presencia de sustancias carcinogénicas (cap. 3). Ade­
más, la calidad del agua urbana en general ha descendido, la deforestación 
continúa ocurriendo a una tasa anual superior a 1 o/o y la intensidad energética 
en la producción ha aumentado en lugar de haber descendido. Se estima que 
la intensidad contaminante de la industria de transformación se multiplicó 20 
veces entre 1950 y 1989, sin indicios de que se haya atenuado (cap. 11). 

En 1993, la generación de desechos municipales sólidos (excluidos los de­
sechos de procesos industriales) se estimó en 893 kg por habitante como pro­
medio nacional (en el Distrito Federal, 1 259 kg). La mayor parte del total de 
28 millones de toneladas que se generó ese año se originó en las zonas centra­
les de México y en el Distrito Federal (60%); en el norte correspondió 21 %; 
en la zona de la frontera norte 6%. Más de la mitad del volumen total fueron 
desechos orgánicos y casi 20% vidrio, papel y plásticos, siendo el resto metales 
y hule. Se calculó que 82% de los desechos fue a dar a tiraderos a la intempe­
rie, en su mayoría no controlados. Por añadidura, se estimó que en 1994 el vo­
lumen de desechos industriales peligrosos, tanto líquidos como sólidos, fue de 
7.7 millones de toneladas, constituido en 38% por solventes, 43% por aceites, 
pinturas, soldadura, resinas, ácidos y derivados del petróleo, y el restante 21 o/o 
por desechos varios (cap. 18). 

Han estado en ejecución programas de construcción de confinamientos 
sanitarios de desechos y de tratamiento de aguas y de reciclaje, incluidos pro­
yectos especiales para los desechos tóxicos. En la zona fronteriza del norte exis­
te un régimen especial aplicable a las empresas maquiladoras, y se ha creado 
mayor conciencia de los agudos problemas ambientales en esa zona, que afec­
tan las aguas subterráneas. Sin embargo, en general queda mucho por hacer; 
por ejemplo, la elaboración de un inventario actualizado de los desechos peli­
grosos. No se ha logrado impedir, por otra parte, que una proporción muy 
considerable, quizá la gran mayoría de los desechos industriales líquidos con­
siderados peligrosos, vaya a dar a los sistemas de drenaje, a los ríos y los arro­
yos y otras superficies acuáticas, a las lagunas y los esteros, a las bahías o a tira­
deros no debidamente controlados de donde los desechos líquidos se filtran al 
subsuelo y a los mantos freáticos. 

El diagnóstico completo de la problemática ambiental de México, sobre 
todo en un posible contexto de desarrollo sustentable como objetivo a media­
no y a largo plazo, no se ha hecho todavía. Entre los diversos campos en que 
se ha aumentado el conocimiento figuran desde luego algunas áreas naturales 
protegidas, así como otras, no debidamente protegidas, en que el deterioro fo-
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restal y de los suelos, así como la condición de las cuencas hídricas, las lagunas 
y los esteros es evidente. Pero en el campo de los desechos industriales y mu­
nicipales, problema que se agrava cada año en grandes proporciones, se carece 
de información sistemática y suficiente. Es más, el discurso oficial sobre la po­
lítica ambiental en México parece referirse sobremanera a los recursos natura­
les, y en cambio se dice muy poco sobre el problema de los desechos industria­
les y municipales, no obstante que el sistema de normas y castigos (Nyc) está 
diseñado en lo principal para contener o reducir la contaminación por emisio­
nes de sustancias peligrosas y tóxicas resultantes de la actividad agropecuaria e 
industrial, y hasta cierto punto la comercial y de servicios. 

Es indudable que aun incrementando en buena medida los recursos destina­
bles a los programas vigentes, los resultados positivos no se verán antes de muchos 
años. Se requerirá que dentro del propio sector público se coordine la política am­
biental, al más alto nivel, de manera que constituya un todo integrado y no una 
serie de acciones individualizadas a cargo de diferentes secretarías de Estado, de­
pendencias descentralizadas, empresas paraestatales y entidades federativas. Será 
precisa asimismo una cooperación y vinculación más estrecha de las autoridades 
ambientales con el sector productivo privado, que representa al conjunto de ac­
tores empresariales que, por medio de sus acciones productivas y otras, determi­
nan en gran parte el grado de contaminación y deterioro del ambiente. Y tampo­
co podrá dejarse fuera del marco de la política ambiental integrada la interacción 
adecuada con el gran mundo de los hogares o las unidades de vivienda que gene­
ran directamente desechos que contribuyen a la contaminación de suelos y aguas, 
o intervienen en la intensificación y la difusión de la contaminación atmosférica 
por medio del transporte urbano e interurbano, o en otras formas. 

El efecto contaminador de la actividad industrial proviene de la emisión de 
residuos sólidos, líquidos y gaseosos caracterizados como peligrosos, y a veces 
tóxicos, que tienen como destino principal los sistemas de drenaje y los ·llama­
dos tiraderos a cielo abierto, no controlados, así como otros destinos tales como 
los ríos y arroyos, las lagunas y los esteros, los barrancos, etc., y en el caso de los 
gaseosos una atmósfera ya cargada con las emanaciones de los vehículos auto­
motores. Los establecimientos industriales y de servicios, en especial las empre­
sas medianas y pequeñas, y las microempresas carecen de suficiente conciencia 
y conocimiento de la problemática ambiental, según lo reveló una encuesta re­
ciente de investigadores de El Colegio de México.9 

9 Véanse Alfonso Mercado y Lilia Domínguez, "Contaminación industrial en la zona me­

tropolitana de la Ciudad de México", Comercio Exterior, vol. 45, núm. 10, octubre de 1995, pp. 

766-774; Víctor L. Urquidi, "Instrumentos económicos para la política ambiental, estructura 
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La política ambiental mexicana, en la parte referente a desechos industria­
les, se basa, como la de todos los países de la OCDE y otros, en la aplicación de 
normas y castigos (Nyc). Aun cuando se ha mejorado su administración, en 
México existen sólo unas 80 normas, cuya aplicación dista bastante de ser ri­
gurosa y eficaz. Las empresas grandes, sean nacionales, extranjeras o de capital 
mixto, suelen acatarlas, aun cuando no siempre al máximo posible, sino más 
bien lo suficiente para no transgredirlas pero no lo bastante para tener un efec­
to ambiental importante, es decir, se cumplen para estar ligeramente dentro de 
la norma, por ejemplo, emisiones de 90 sobre un máximo permitido de 100, 
pero no se desciende a 15 o 25. 

Las emisiones de sustancias peligrosas de las empresas medianas y peque­
fias con &ecuencia rebasan las normas, sea por desconocimiento, por imposi­
bilidad técnica, por falta de financiamiento adecuado o por baja calidad de su 
propia gestión ambiental. Teniendo en cuenta nuevas tendencias entre los paí­
ses miembros de la OCDE y estudios de esta organización y otras, empieza a 
prestarse atención, como hubiera sido lógico desde el principio, al posible em­
pleo de instrumentos económicos, en concreto incentivos fiscales, financieros 
y otros, como complemento de las disposiciones reglamentarias, para inducir 
a las empresas a asumir conductas empresariales proambientales que a la vez re­
sulten rentables y competitivas. Estas nuevas políticas, que además tienen fun­
damento en el capítulo 8 de la Agenda 21 aprobado en la CNUMAD92, sobre las 
cuales muchas instituciones académicas han iniciado estudios, podrían com­
plementar la política de Nyc, a fin de inducir a las empresas a hacer las inver­
siones necesarias en equipo, cambios de tecnología y nuevos procesos que les 
permitan economizar agua y energía, reciclar desechos y reducir o evitar emi­
siones de residuos peligrosos. México no ha entrado todavía en esta nueva eta­
pa, cuyo estudio apenas se inicia. 

III. LA REGIONALIZACIÓN DE LA POLÍTICA AMBIENTAL 

La política ambiental, en muchos países -inclusive México- se inició a es­
cala nacional sin descentralización a sus territorios o entidades componentes. 
Desde 1989, y con mayor atención en la actualidad, se ha descentralizado la 
aplicación de las normas que siguen siendo nacionales, no regionales, y se ha 

industrial y comportamiento empresarial en los países en vías de desarrollo, con referencia a Mé­
xico", Seminario Internacional sobre Instrumentos Económicos para un Comportamiento Em­

presarial Favorable al Ambiente, México, El Colegio de México, 16-17 de octubre de 1995. 
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fincado en los gobiernos de las entidades federativas, con la cooperación del go­
bierno federal, la responsabilidad de las acciones proambientales. Esta tenden­
cia es sin duda un resultado de nuevas políticas administrativas consideradas 
convenientes desde muchos puntos de vista, y tienen la ventaja de fijar la aten­
ción en los problemas locales y de involucrar a las comunidades respectivas, lo 
que en determinadas circunstancias inducirá mayor demanda de protección 
ambiental y de programas de apoyo, así como más eficiencia en la implanta­
ción de la política ambiental. 

Por otro lado, bien puede cuestionarse que todas las entidades federativas 
cuenten con la capacidad necesaria para aplicar las normas y las reglamentacio­
nes existentes, y menos aún para investigar y analizar los problemas ambienta­
les estatales, y aun cuando la Federación podría sin duda inducir esfuerzos de 
cooperación con los estados, con el apoyo de organismos descentralizados, 
bancos de desarrollo y otros, inclusive del sector empresarial local, se requeri­
rán periodos largos de capacitación de las burocracias locales, así como de ca­
pacidades de análisis y evaluación. 

Sin embargo, sería un error, en materia ambiental, considerar la proble­
mática ambiental de cada estado como independiente de la de otros estados 
contiguos o vecinos, o que sean parte de una misma cuenca hídrica. La descen­
tralización no garantiza que se puedan armonizar las políticas ambientales de 
entidades federativas contiguas o de grupos de entidades federativas. El mejor 
ejemplo es la relación entre el Distrito Federal y el Estado de México, en las 
grandes ronas adyacentes y conurbadas, y en materia del uso del agua mexi­
quense por el Distrito Federal. 

En materia ambiental, en realidad no existen fronteras entre los estados. 
Desde el punto de vista ambiental, pueden identificarse regiones y subregiones 
en que los fenómenos ambientales tendrían que considerarse en su alcance re­
gional o cabe pensar desde luego en la rona de la frontera none, caracterizada 
además por cierra homogeneidad industrial por la importancia de las industrias 
maquiladoras, de su uso del escaso suministro de agua de esas ronas y por el vo­
lumen de desechos industriales que resultan de sus actividades. De igual modo 
pueden considerarse regiones como la cuenca Lerma-Santiago, afectada por la 
industrialización y las prácticas agrícolas y pecuarias de los estados circunveci­
nos, así como varias ronas del Bajío, Michoacán y Jalisco, la cuenca Orizaba-Río 
Blanco, la rona industrial de CNAc-Cuernavaca (tan vinculada al Distrito Fede­
ral), la de Monterrey-Saltillo y sus alrededores, la de Aguascalientes-Guanajua­
to y asimismo la rona Tlaxcala-Puebla-Atlixco y aledaños de estas ciudades, la 
cuenca del Papaloapan, los complejos petroquímicos del sur de Veracruz y de 
ciertas ronas de Tabasco, entre otras. 
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Lo que parece ser necesario es encuadrar la política ambiental, y sus aspec­
tos de descentralización, en los marcos regionale~ y subregionales del desarrollo 
industrial y agropecuario, teniendo en cuenta además los sistemas interurbanos 
de transporte, las líneas de abastecimientos recíprocos, los suministros energé­
ticos y muchos otros aspectos de integración regional. No todos los problemas 
en las distintas regiones y subregiones serán comunes a todas las entidades y los 
municipios comprendidos, pero habrá sin duda algunos de importancia que 
trasciendan las fronteras estatales y en consecuencia requieran vinculaciones ad­
ministrativas de orden regional. Es obvio que la política ambiental de un esta­
do determinado o de un municipio puede ser anuladada por la ausencia de po­
lítica ambiental o por su insuficiencia o falta de adecuación en un estado o 
municipio contiguo. 

Es posible que la idea de la planificación industrial regional no esté ya de 
moda. En el nuevo contexto en que se han disminuido las funciones de planea­
ción del Estado mexicano para adentrarse en el terreno de los instrumentos 
abstractos y en la recomendación de que se "vuele por instrumentos" sin pre­
cisar el lugar donde se requiere aterrizar no tiene lugar la planeación. No obs­
tante, abrigo la esperanza de que se retome la validez de la planeación regional, 
de lo que en Francia llaman el ordenamiento del territorio, sin delimitar las ac­
ciones sólo dentro de los confines de los límites territoriales de un estado. La 
economía regional es un hecho y se basa en vinculaciones reales que el propio 
sistema económico y social ha generado y en muchos casos fortalecido. Sería 
poco racional que en materia ambiental se procediera a la aplicación de las po­
líticas en contextos estrechos que no tuvieran en cuenta la realidad de las vin­
culaciones intrarregionales, que sería posible desde luego definir. México cuen­
ta con numerosos y valiosos estudios de regionalización que tienen aplicación 
en diversos contextos. El ambiente debe añadirse como elemento indispensa­
ble de un principio de aproximación a un futuro desarrollo sustentable y equi­
tativo. 



PERSPECTIVAS DEL DESARROLLO SUSTENTABLE 
EN MÉXICO Y SUS PRINCIPALES REGIONES* 

l. DESARROLLO SUSTENTABLE: CONSIDERACIONES GENERALES 

El desarrollo sustentable será, cuando se eche a andar en todo el mundo, un 
proceso que pretende alcanzar variados y complejos objetivos, entre ellos los si­
guientes: 

1) la equidad social en el desarrollo mediante un crecimiento de la econo­
mía que compense y reduzca las desigualdades históricas y las creadas por las 
estrategias incompletas de los últimos cincuenta años; 

2) la protección del medio ambiente y el hábitat humano mediante un 
uso de la riqueza natural que privilegie la conservación de ésta y reduzca y con­
trole los efectos contaminantes de la actividad económica, social y tecnológi­
ca de la especie humana; en esencia, deberá instaurarse una rigurosa economía 
de los recursos escasos y en particular de los que, como los principales energé­
ticos de origen fósil, contribuyen a la formación del efecto de invernadero y en 
consecuencia al cambio climático a largo plazo. Deberán remplazarse los re­
cursos y los procesos productivos emisores de residuos y desechos contaminan­
tes; deberá promoverse su reciclaje en los casos en que la tecnología existente 
y la futura lo permitan, y evitarse en general, al máximo posible, las emisiones 
de residuos peligrosos o tóxicos con apoyo en tecnologías "más limpias" o "me-

. " nos sucias ; 
3) la organización de la sociedad, en los ámbitos nacional y regional, en un 

contexto global de cooperación, de tal manera que se asiente la cultura de la 
sustentabilidad, por medio de políticas públicas de la más elevada prioridad y 
con la participación de la sociedad civil; los gobiernos, en sus diversas jurisdic­
ciones, los sectores empresariales y las organizaciones de la sociedad civil nece­
sitarán establecer mecanismos de consulta y de coordinación para llevar a la 

• Simposium sobre Apertura de Mercados y Reforma Fiscal, ciclo de conferencias Perspec­
tivas Económicas de México y su Frontera Norte rumbo al Tercer Milenio, El Colegio de la Fron­
tera Norte, Departamento de Estudios Económicos, Tijuana, Baja California, 13-14 de septiem­
bre de 1999. 
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práctica, con visión de largo plaw, políticas y programas que aseguren los ob­
jetivos del desarrollo sustentable. 

A siete años de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Am­
biente y Desarrollo, efectuada en Río de Janeiro, es poco lo logrado hasta 
ahora. En esa Cumbre de 1992 se precisaron y aprobaron los conceptos del 
desarrollo sustentable y se elaboraron importantes recomendaciones para su 
cumplimiento. Se recordará que desde 1972 se había iniciado en la esfera 
multilateral el debate y la concientización acerca de la problemática ambien­
tal global y nacional, y que se pusieron en vigor programas al respecto en el 
sistema de las Naciones Unidas, así como en diversos organismos de coope­
ración económica regionales y subregionales. Algunos países habían ya inicia­
do programas nacionales de mejoramiento y protección ambiental, y en po­
cos años se añadió a la lista de estos países la mayor parte de los ubicados en 
las zonas de alta industrialización. 

Los países en desarrollo no interpretaron correctamente el resultado de los 
diagnóstU::os ya existentes en los años setenta, y aun en Río de Janeiro y en los 
años recientes han carecido de suficiente compromiso con el medio ambiente, 
y aún menos con la idea del desarrollo sustentable. A pesar de algunos avances 
en ciertos países en desarrollo, son pocos los que dedican suficientes recursos a 
la construcción institucional para mejorar el ambiente y, en particular, al con­
vencimiento de sus sociedades civiles y en especial de sus sectores empresaria­
les en el sentido de hacer efectivos los enunciados generales concretándolos en 
programas que aseguren adelantos importantes. No basta la adhesión de los go­
biernos a compromisos multilaterales, ni la reiteración constante de buenas in­
tenciones; se requiere la organización de programas en todos los niveles y to­
dos los sectores que influyan en la conducta de los actores que contaminan y 
deterioran el ambiente con sus actividades: en el sector económico, las unida­
des de producción, comercio y distribución, y en el sector social y humano, las 
unidades de consumo, o sea los hogares y las familias. 

Se pensó en un principio que los costos del mejoramiento ambiental sólo 
podrían absorberlos los países de alta industrialización; se ha demostrado en 
forma creciente y fehaciente que la investigación ambiental, su aplicación tec­
nológica y las transformaciones a nivel de empresa que puedan requerir son 
costeables o rentables en cualquier parte del mundo. Se ha demostrado tam­
bién la interrelación a escala global de todas las contaminaciones y los deterio­
ros ambientales; en materia ambiental no existen ya fronteras atmosféricas, ni 
terrestres ni fluviales o marítimas. Si algunos países creen que primero está d 
desarrollo y el crecimiento económico como hasta ahora se han concebido, es 
decir, el desarrollo insustentable, tendrán que aprender en poco tiempo que se 
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requiere una reformulación de las estrategias del desarrollo incorporando ple­
namente los factores ambientales y las políticas sociales que reduzcan la mar­
ginalidad y la exclusión de gran parte de la población, que es efecto y causa a 
la vez de la insustentabilidad. 

Deberá insistirse en que no se trata de oponer el desarrollo sustentable a 
la mera noción del crecimiento económico, sino de consolidar ambos en un 
solo p~oceso para las generaciones futuras, que cada Estado deberá asumir co­
mo su objetivo social principal. El que se contabilice todavía la evolución 
cuantitativa del producto interno bruto y sus componentes sin deducir de los 
incrementos del mismo los costos de la destrucción ambiental, incluso los da­
ños a la salud, es cegarse social y políticamente a la perspectiva de un desarro­
llo sustentable para las sociedades en cualquier parte del mundo; es engañarse 
globalmente. Cierto es que el ejemplo lo deberían poner los países ya altamen­
te desarrollados, pero ello no obsta para que cada país, cada sociedad, establez­
ca las cuentas ambientales que deberán corregir las ordinarias del producto 
bruto y sus componentes, pues las metodologías para la contabilidad ambien­
tal han sido ya establecidas y ensayadas. 

Si bien no puede esperarse, por otra parte, que los más de 180 países que 
integran la sociedad global actúen como uno solo, podría preverse que, con el 
concurso de los organismos multilaterales y en particular el sistema de las Na­
ciones Unidas, se formen agrupamientos de países que por razones históricas, 
de proximidad geográfica y de otras afinidades emprendan planes estratégicos 
maestros de colaboración para orientar y dirigir sus políticas públicas hacia la 
consolidación de procesos de desarrollo sustentable. Sería, por cierto, el caso de 
América del Norte, si se quisiera, para empezar, otorgar la prioridad necesaria 
a la política ambiental sobre la simple política de crecimiento y comercio en los 
términos solamente macroeconómicos en que se mantiene hasta ahora, por lo 
demás indicadores de rutas no sustentables. 

A escala global, la ampliación del comercio mundial, la dirección seguida 
por los movimientos de capital y el esfuerzo tecnológico que ha acompañado 
estas tendencias de los últimos lustros han acentuado diferencias regionales y 
originado nuevas polarizaciones y disparidades. La apertura general, sin regu­
lación mundial atada solamente a criterios de política macroeconómica, ha 
agudizado las discrepancias entre las grandes regiones del mundo. Europa Oc­
cidental y Japón concentran mayor proporción del PIB global que antes (sería 
menos si se contabilizara el daño ambiental). Los países del sudeste de Asia han 
aumentado su participación aunque también son respoonsables de grandes de­
terioros ambientales, mientras que ha disminuido la participación de la región 
latinoamericana y del Caribe y la de la región africana, en ambos casos y a su 
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vez con enormes daños ambientales. Asimismo, en los últimos años se ha redu­
cido la participación de Rusia y los demás integrantes de la confederación que 
antes constituía la Unión Soviética en el producto global, pero se ha incremen­
tado su contribución negativa al medio ambiente. La mayor parte del comer­
cio mundial se efectúa entre los países de elevado grado de industrialización. 

En muchos países -México es un ejemplo- se han agudizado las dife­
rencias regionales internas en lo económico. Ello quiere decir que también, 
por la correspondencia entre actividad económica y el volumen de desechos y 
residuos resultantes de la misma, la contaminación se ha polarizado en ciertas 
subregiones. En el caso de México, sobresalen la wna metropolitana de la Ciu­
dad de México, la zona de la frontera norte, la subregión petrolera del sureste 
y algunos conglomerados urbanos del centro y el occidente del país. Ello sig­
nifica que si una política ambiental y de desarrollo sustentable se presenta como 
incompleta y débil a escala nacional, con más razón falla en las subregiones 
más afectadas. Éste es el caso de México y de muchos otros países. Si entre paí­
ses no existen ya fronteras ambientales, mucho menos se registran dentro de 
un territorio nacional. 

En consecuencia, una política ambiental nacional, cualquiera que sea su in­
tensidad en general, su éxito o su falta de éxito, requerirá interrelacionar los 
efectos y las causas en todas las regiones y subregiones, escogiendo en particu­
lar las áreas o los sectores más críticos y los problemas wnales o regionales cu­
yas repercusiones se extiendan a otras wnas y subregiones. La simple descentra­
lización de la política ambiental como está prevista en la legislación mexicana no 
es suficiente, aun en los casos en que realmente funcione; se requiere agrupar 
subregiones y wnas críticas alrededor de problemas bien identificados. Si esta 
idea es válida para el mejoramiento ambiental, lo es aún más para la promoción 
del desarrollo sustentable. 

II. HACIA UN DESARROLLO SUSTENTABLE EN MÉXICO 

Como la gran mayoría de los 178 países que asistieron a la Cumbre de Río en 
1992, México sigue muy lejos de haber emprendido un proceso que, en los tér­
minos definidos con anterioridad, pueda considerarse como de desarrollo sus­
tentable. Más bien predomina un desarrollo insustentable e inequitativo. 

En cuanto a equidad, la desigualdad interna y la marginación, cuya correc­
ción es un componente central del desarrollo sustentable, en los últimos 19 
años no se ha logrado en México ningún avance; antes bien hay claros indicios 
de deterioro. Ello deriva en parte de tendencias bien anteriores a la Cumbre de 
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Río que no se han contrarrestado --es decir, una estrategia o cuando menos 
una experiencia de desarrollo que no atendió este problema. El desarrollo de 
México hasta ahora no cabe en la calificación de desarrollo sustentable", que 
debe ser en principio equitativo. De hecho, la economía mexicana ha estado en 
situación de estancamiento entre 1981 y el presente, con tasa media geométri­
ca de incremento del PIB de 1.43% anual hasta 1997, y un resultado provisio­
nal de 1.5% hasta 1999 inclusive, teniendo en cuenta previsiones actualizadas 
para este año. Dado que en los casi dos decenios abarcados por este periodo la 
tasa media geométrica del incremento demográfico ha sido de 1.99%, la me­
dia anual geométrica del PIB por habitante ha decrecido 0.03% a predos cons­
tantes. Este cálculo, referente a un periodo de casi 20 años, que empieza con un 
año de muy elevado crecimiento (8.8% en 1981), constituye un diagnóstico 
preliminar, simplificado pero contundente, de una situación que escasamente 
ha podido rendir resultados útiles para un objetivo de desarrollo sustentable. 

A ello se añade que, propiamente, apenas en 1989 se inició una política 
ambiental medianamente bien definida. Pese a algunos esfuerzos, nada impor­
tante ocurrió en la política ambiental de México entre la Conferencia de las Na­
ciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano, efectuada en Estocolmo en 
1972, y la Cumbre de 1992 en Río de Janeiro. Para ésta se presentó un informe 
desolador sobre la situación ambiental en México, incluida la zona de la fron­
tera norte. A fines de 1994 se creó la Secretaría de Medio Ambiente, Recursos 
Naturales y Pesca, con el fin de coordinar algunos de los principales aspectos de 
la poco alentadora situación ambiental, superar deficiencias legislativas, mejo­
rar la organización institucional de las políticas ambientales y poner en marcha 
algunos programas, en especial referidos a zonas naturales protegidas. 

El informe de INE-Sedesol referido al periodo 1993-1994 no indicó me­
joramiento ambiental, sino continuo deterioro en todos los aspectos. El re­
cientemente publicado por INEGI e INE-Semarnap, con datos de 1995~ 1996, 
tampoco revela mejoramiento. El volumen de desechos sólidos y líquidos ha 
seguido aumentando, la pérdida de superficies boscosas sigue siendo impor­
tante, las aguas en la mayoría de los sistemas hídricos están contaminadas, va­
rias ciudades padecen de contaminación atmosférica grave, sin que haya habi­
do avance en los programas anticontaminantes en la zona metropolitana de la 
Ciudad de México ni en ninguna otra. 

Se aprobó una nueva legislación en diciembre de 1996, con fuerte acento en 
la descentralización y varias novedades positivas, y aun con una sección sobre 
instrumentos económicos para la política ambiental. Esta sección de la nueva 
ley, y algunas otras, son f~tra muerta hasta el momento. El instituto Nacional de 
Ecología ha avanzado en el análisis territorial de los recursos y se han hecho mu-
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chos seminarios y publicaciones. Se inició un programa sobre elementos deter­
minantes en México del cambio climático, en particular acerca de la medición 
de las emisiones de carbono, pero no se ha articulado un programa que asegure 
que México podrá algún día estar en la lista de los países que contribuyen posi­
tivamente a detener los efectos del cambio climático global. La situación en ma­
teria de biodiversidad, a pesar del buen trabajo de la Comisión Nacional para su 
estudio {Conabio), tampoco ha mejorado. El conjunto de medidas y programas 
merece consideración favorable, pero han faltado recursos. El gobierno de Mé­
xico no ha otorgado a la política ambiental la prioridad necesaria. 

A escala empresarial hay evidencia de que las grandes empresas, en especial 
las que producen en buena medida para el mercado externo, han introducido 
tecnologías más limpias y han cuidado los intereses ambientales. No así los ca­
sos de las empresas medianas y pequeñas, que en su gran mayoría, por falta de 
cultura industrial y ambiental, de información, de capacitación y de recursos fi­
nancieros, han estado impedidas de cumplir las normas y de implantar procesos 
proambientales. No todas las empresas paraestatales mantienen programas am­
bientales de largo alcance que puedan considerarse eficaces; es notorio el caso de 
la insuficiencia del compromiso ambiental de Pemex. Ha faltado en el país con­
tinuidad en la promoción de políticas ambientales en general y en el ámbito re­
gional y local. A escala de los hogares y la recolección de basura tampoco existe 
una política nacional que asegure un mínimo grado de éxito. En materia de con­
finamiento de residuos y desechos peligrosos, y aun de basura común y corrien­
te, México está muy por abajo de las normas generales internacionales. 

En suma, no se ha emprendido en México, con el apoyo de políticas pú­
blicas coordinadas y de recursos suficientes, una política nacional de desarro­
llo sustentable, ni ésta figura entre las prioridades económico-sociales, pese a 
los avances institucionales registrados. El que otros países en desarrollo y aun 
los más desarrollados tampoco la hayan emprendido no debe aducirse como 
pretexto, pues debería ser un imperativo nacional el legar a las generaciones ve­
nideras -con la todavía elevada tasa de incremento demográfico que eviden­
cian las cifras más recientes (de alrededor de 1.7 a 1.8% anual)- una perspec­
tiva favorable hacia el desarrollo sustentable. 

En realidad, la noción que vino de la Cumbre de Río no ha sido absorbi­
da y aun ha caído en ambiente de sordera e indiferencia en la sociedad mexi­
cana, con excepción de unos cuantos organismos profesionales y académicos, 
y algunas organizaciones no gubernamentales, por más que la frase "desarrollo 
sustentable" se emplee metafóricamente en muchos sectores. 



DESCENTRALIZACIÓN Y DESARROLLO REGIONAL 
SUSTENTABLE: PERSPECTIVAS Y POSIBILIDADES* 

A estas alturas no puede ya concebirse el desarrollo sin atención al mejoramien­
to y la protección del medio ambiente, en un encuadre dado por la globaliza­
ción. Sin embargo, es frecuente que estos temas se traten desde un punto de 
vista muy general, y en todo caso en el ámbito nacional, sin suficiente conside­
ración de los aspectos regionales. Se intenta en este artículo una aproximación 
a los aspectos regionales, en un contexto de desarrollo sustentable y equitativo. 

l. ANTECEDENTES 

Desde la posguerra de los años cuarenta se empezó a crear un clima económi­
co y financiero tendiente a la globalización del comercio internacional. La Or­
ganización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), las comisiones 
económicas regionales de las Naciones Unidas, en general el propio sistema de 
las Nac~ones Unidas, más tarde los bancos regionales como el Banco Intera­
mericano de Desarrollo y sus congéneres de Asia, África y el Caribe, y diver­
sos arreglos no formales entre los principales países industrializados ampliaron 
gradualmente sus funciones para impulsar los procesos de apertura comercial 
y de financiamiento que hoy prevalecen. A la en un principio gradual, y pos­
teriormente muy rápida globalización económica, se sumaron la del conoci­
miento y la aplicación de nuevas tecnologías, con apoyo en los medios electró­
nicos de comunicación. Más recientemente se han añadido las tendencias a la 
democratización y al adelgazamiento del Estado, sobre todo en sus funciones 
económicas. Todo ello se ha tratado bajo una enorme agregación, con aspec­
tos de homogeneidad entre las sociedades, sin suficiente atención a las tensio­
nes producidas entre nuevas demandas y viejas resistencias, ni a la asimetría 
internacional y la existencia de diversidades nacionales, y mucho menos a las 
diferencias regionales internas. 

*Federalismo y Desarrollo, año 109, núm. 60, pp. 11-15, octubre-noviembre-diciembre de 
1977. 
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El término globalización, si bien marca una tendencia acentuada duran­
te los últimos 15 años, es un proceso dispar que no favorece por igual a todas 
las economías y que aun margina a muchas de ellas. Son varias las facetas de 
la globalización ~conómica, desde los planteamientos generales del Grupo de 
los Siete (G-7) desde los años ochenta, reflejados además en la influencia pre­
ponderante de sus gobiernos en los organismos financieros multilaterales y en 
la OCDE, hasta el ejercicio de impulsos globalizantes a escala menor en deter­
minados agrupamientos regionales, como ocurre en la Unión Europea, en el 
área de libre comercio del Tratado de Libre Comercio de América del Norte 
(TLCAN), en los acercamientos entre los países del Pacífico y del sudeste de Asia, 
en el Mercosur y en otros casos. Muchos de los elementos que caracterizan la 
globalización económica actúan con diversa intensidad y en distintas direccio­
nes: la eliminación de barreras arancelarias y no arancelarias, las estrategias a 
largo plazo y las inversiones directas de capital determinadas por las empresas 
transnacionales (ETN), los flujos de capital financiero especulativo, las transfe­
rencias de tecnología industrial y de servicios y los efectos de los nuevos me­
dios de comunicación. 

Desde la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Ambiente y Desarro­
llo (Río de Janeiro, 1992) ha surgido una importante dimensión adicional: la 
ambiental, que trasciende fronteras y soberanías. Parece existir todavía una 
fuerte antinomia entre desarrollo y medio ambiente, al menos en los niveles 
políticos internacionales en que participan los países en vías de desarrollo. Es­
tas diferencias profundas se originan en gran parte en las discrepancias tan 
marcadas -en casi todos los casos crecientes entre la capacidad y situación de 
los países desarrollados (en su mayoría fuertemente industrializados) y la deJ° 
grupo amplio de los países en desarrollo (el G-77), hoy día bastante fragmen­
tado en los diversos continentes entre los semiindustrializados y aquéllos cuya 
estructura continúa siendo caracterizada por el predominio de la actividad 
agropecuaria, con frecuencia de baja productividad. La dinámica demográfica, 
a su vez, ha cambiado, polarizándose entre países de vieja industrialización en 
que la población casi no aumenta y una diversidad de países que registran to­
davía incrementos rápidos de su población o que, además, en varios casos im­
portantes, acusan montos absolutos muy considerables. 

Apenas en los últimos 30 años se ha prestado suficiente atención al dete­
rioro ambiental generado por la actividad económica y por ciertos fenómenos 
sociales. Bajo impulsos venidos de los sectores científicos a fines de los años se­
senta, algunos países industrializados comenzaron a formular políticas de con­
trol ambiental, refrendadas al poco tiempo por conferencias de las Naciones 
Unidas. Se concebían entonces las políticas ambientales como de aplicación ex-
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clusivamente nacional, y en algunos casos en cuencas hídricas o aguas marinas 
que trascendían fronteras o afectaban varios países. El PNUMA, nacido de la 
Conferencia de Estocolmo de 1972, inició, con recursos sumamente limitados, 
programas de apoyo técnico. Las comunidades científicas y el PNUMA aunaron 
esfuerzos para detectar algunos problemas de orden climático y relativos al uso 
de los recursos naturales que habrían de merecer acción de tipo global. Para 
1984, cuando la Asamblea General de Naciones Unidas estableció la Comisión 
Mundial del Medio Ambiente y el Desarrollo (Comisión Brunddand), había 
ya conciencia de la globalización de algunos deterioros ambientales, en especial 
por el efecto de invernadero originado en la combustión de energéticos de ori­
gen fósil, por la emisión a la atmósfera de los clorofluorocarburos (cFc), por la 
pérdida de biodiversidad y por el perenne problema de la deforestación y la 
erosión de los suelos. Las conclusiones de la Comisión Brunddand dieron pie 
a la convocatoria de la Conferencia de Río de Janeiro de 1992, y de allí partió 
el compromiso de 178 países de emprender acciones internacionales, regiona­
les y nacionales para combatir el deterioro ambiental y para emprender un pro­
ceso de desarrollo sustentable. 

De los términos tradicionales de desarrollo económico y social se pasó al 
concepto de desarrollo sustentable y equitativo, en función de la protección 
ambiental como eje del uso eficiente de los recursos naturales y del asegura­
miento del acceso a los mismos por las generaciones futuras --en el planeta en 
su conjunto y en todas las grandes regiones y todos los países. La Conferencia 
de Río indujo a los gobiernos a suscribir convenios internacionales sobre el 
cambio climático, la biodiversidad, el desarrollo forestal y la protección de los 
suelos, y reafirmó acuerdos anteriores como el del Protocolo de Montreal so­
bre la producción y el empleo de los CFC. Además, se aprobó la Agenda 21, que 
contiene un conjunto muy amplio de recomendaciones consensadas de índo­
le internacional, regional y nacional. 

Ha de entenderse que el nuevo paradigma del desarrollo sustentable, que 
requiere una comprensión amplia y profunda por la sociedad civil y por los sec­
tores públicos a todos los niveles, ha sido propuesto para normar la evolución 
de la humanidad en sus distintos sistemas económicos, ~ociales y políticos. 
Uno de sus requerimientos centrales -por las consecuencias ambientales del 
empleo de combustibles de origen fósil como principal energético industrial, 
agrícola, del transporte y del consumo urbano-- se finca en una necesaria tran­
sición hacia energéticos menos contaminantes y aun limpios, lo cual requiere 
significativas economías en el uso de los energéticos y transformaciones en los 
patrones de consumo congruentes con la economía en energéticos. No obstan­
te, un quinquenio después (Río+5), es poco lo que se ha logrado en las distin-
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tas regiones del mundo para avanzar hacia las metas y los procesos del desarro­
llo sustentable. De hecho, el deterioro ambiental se ha "globalizado" y la sus­
tentabilidad de las distintas rutas del desarrollo está aún por verse. 

II. MÉXICO Y LA GLOBALIZACIÓN 

El medio ambiente y la globalización sin fronteras serán sin duda una perspecti­
va inevitable del próximo siglo. Toda economía está hoy expuesta a tales fenóme­
nos, con efectos y causas tanto internos como externos. Es difícil que una econo­
mía se aisle, o que intente resolver sus problemas actuales y futuros de manera 
aislada. Sin embargo, en lo internacional y regional, y en lo nacional, las accio­
nes debieran ser congruentes. Sin perder de vista las aspiraciones nacionales, ba­
sadas en diagnósticos correctos de la problemática, será a la vez necesario adqui­
rir una comprensión adecuada de las tendencias globales y preparar las estrategias 
nacionales para obtener beneficios de los procesos globalizadores y a la vez para 
defenderse de los aspectos negativos de los mismos, sobre todo en las sociedades 
menos industrializadas. Es preciso hacer análisis acuciosos de la realidad nacional 
y sus complejidades nuevas, así como, al mismo tiempo, de las trayectorias futu­
ras que puedan ser viables. Está de por medio la mejoría permanente de las con­
diciones de vida de la población nacional y, más aún, de la que habita distintas 
regiones o territorios, con el cumplimiento eficiente de requisitos de estrategia 
económica, social y política para alcanzar un proceso de desarrollo sustentable. El 
objetivo del desarrollo sustentable resume y condensa los posibles márgenes den­
tro de los cuales podrán juzgarse las acciones y estrategias que se elaboren. 

En el caso de México, el desarrollo no ha sido sustentable en los términos 
hoy aceptados y ello por muchas rawnes. Se ha producido un deterioro am­
biental continuo en los últimos 25 años. La participación mexicana en la glo­
balización económica ha coincidido con este mismo periodo, con aspectos tan­
to positivos como desventajosos, de origen externo e interno: por un lado, la 
exportación de manufacturas en sustitución relativa de la de productos básicos; 
por otro, el excesivo endeudamiento externo y la escasa repercusión de las es­
trategias económico-financieras en el mejoramiento económico y social de los 
sectores y las regiones menos eficaces, que llevan el lastre de resistencias tradi­
cionales o que son más vulnerables. Se ha producido mayor concentración te­
rritorial de las actividades modernas y mayor desigualdad social, con claras ca­
racterísticas de inequidad para una proporción muy elevada de la población. 
Los sectores de alta productividad y capacidad para exportar a los mercados 
globales se han distanciado de los menos favorecidos. 
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El tránsito hacia un desarrollo sustentable en México no podrá hacerse 
sin vincular entre sí la visión política con la estrategia económica, sin ligar es­
tas visiones con una política social destinada a reducir la desigualdad y a ge­
nerar mayor equidad en todos los órdenes, sin efectuar reformas profundas al 
sistema educativo y sin afirmar los valores culturales propios. Podrían añadir­
se, por supuesto, otras múltiples consideraciones, en un horizonte de largo 
plaw determinado, entre otras cosas, por la dimensión de la población futu­
ra, su dinámica y sus cambios de estructura y de localización territorial. 1 Son 
temas que deberían figurar en todas las agendas sobre el porvenir de la nación, 
desde cualquier punto de vista, por lo menos para esclarecerlos. La globaliza­
ción, como quiera que se la juzgue como concepto, tenderá a ser el marco 
dentro del cual se podrán prever los resultados prácticos de las políticas de de­
sarrollo. 

III. DESARROLLO SUSTENTABLE Y FEDERALISMO EN MÉXICO 

La Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente de 1988 
constituyó un primer paso destinado a dar en México congruencia a las polí­
ticas ambientales que se habían iniciado desde 1972 en forma dispersa. Para el 
periodo 1990-1994 se intentó formular un programa ambiental de conjun~o, 
basado en un diagnóstico bastante preocupante que, no obstante, no abarcaba 
toda la problemática. 2 En dicho programa se preveía, entre otras cosas, una ne­
cesaria coordinación entre el gobierno federal y las entidades federativas en 
cuanto a las disposiciones regulatorias del medio ambiente. Al mismo tiempo, 
se identificaban ecosistemas amenazados por las actividades económicas con­
taminantes, incluidas las grandes ciudades y numerosas cuencas hídricas. Se 
necesitó que todas las entidades federativas aprobaran leyes de equilibrio eco­
lógico semejantes a la federal para que pudieran empezarse a instrumentar los 
planes y programas ambientales, lo cual indujo demoras y retrasos, mientras la 
condición del medio ambiente empeoraba.3 

1 La Sección Mexicana del Club de Roma ha publicado recientemente un informe que pro­

cura vincular la perspectiva global con la que presentan los grandes sectores mencionados. Véase 

México en la globa/ización: condiciones y requisitos de un desa"o//o sustentable y equitativo, Méxi­

co, Fondo de Cultura Económica, 1996, 1997, coordinado por el autor de este artículo. 
2 Programa Nacional para la Protección Ambienta/ 1990-1994, México, Sedue, 1990. 
3 Véanse México: informe de la situación general en materia de equilibrio ecol.ógico y protección 

al ambiente 1991-1992 y el informe similar correspondiente a 1993-1994, Instituto Nacional de 

Ecología, Sedesol, 1992 y 1994 respectivamente. 
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La propia Ley de 1988, en su exposición de motivos, afirmaba que se re­
quería "pasar de una visión sectorial de las acciones de gobierno hacia fórmu­
las de coordinación más eficaces, de una alta centralización en las decisiones a 
una concurrencia de los tres niveles de gobierno en la solución y prevención de 
los problemas ecológicos, de una acción estatal fundamental limitativa a la co­
rresponsabilidad de gobierno y sociedad, a la concertación de compromisos en 
torno a acciones para canalizar adecuadamente demandas y contribuir a la so­
lución efectiva de los problemas".4 Estas ideas quedaron plasmadas en el arti­
culado de la ley, aunque no tuvieron gran aplicación inmediata. Es de interés 
señalar que el articulado, además de considerar la descentralización de funcio­
nes ambientales, previó casos en que por la naturaleza del fenómeno ambien­
tal pudieran establecerse mecanismos especiales bajo iniciativa o tutela federal, 
como entre el Distrito Federal y el Estado de México con respecto a la zona co­
nurbada de ambos, y asimismo posibilidades de cooperación entre entidades 
federativas sin participación de la Federación. 

Sin embargo, aparte de la escasa o casi nula aplicación de tales casos, no se 
especificó en la ley la noción de que en materia ambiental no existen fronteras 
entre estados, ni entre municipios de un mismo estado, ni entre municipios de 
un estado y municipios de otro, ni entre municipios situados a un lado de la 
frontera norte y del otro lado. 5 

Las reformas a la Ley de 1988, aprobadas y promulgadas en diciembre de 
1996, retoman, ampliándolo y precisándolo, el tema de la federalización de las 
funciones ambientales. En su exposición de motivos se menciona una "etapa re­
vitalizada del federalismo mexicano", en la que figuran, entre varios nuevos pro­
pósitos, los siguientes: "establecer un proceso de decentralización ordenado, 
efectivo y gradual de la administración, ejecución y vigilancia ambiental en fa­
vor de las autoridades locales" y "ampliar los márgenes legales de participación 
ciudadana en la gestión ambiental ... ".6 Se supone que las entidades federativas 
y los municipios se encontrarán "en posibilidades de asumir mayores responsa­
bilidades en materia ambiental, para atender de manera directa las peculiarida­
des y problemas ambientales específicos de cada localidad", y se "establece con 
la mayor precisión posible los ámbitos de actuación que corresponderán a cada 

4 Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente, México, Secretaría de Gober­

nación, 1988, p. 13. 
5 Los problemas de la posible cooperación transfronteriza se perciben en sus complejas di­

mensiones en el informe Plan integral ambiental fronterizo: primera etapa (1992-1994), Méxi­

co, Sedue y U.S. Environmental Protection Agency, 1992. 
6 Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente, México, Semarnap, la. edi­

ción, enero de 1997, p. 22. 
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uno de los órdenes de gobierno ... " (pp. 23 y 24). Se prevé también el ordena­
miento ecológico regional, además del nacional; los ordenamientos regionales 
podrán "abarcar o no los límites de las entidades federativas, sólo una parte de 
un territorio o incluso territorio de dos o más entidades federativas ... " (p. 28). 

Estas nociones se respaldan en el articulado del cap. 11 del Título Primero, 
Distribución de Competencias y Coordinación. No obstante, quedan algunas 
dudas respecto a algunos aspectos importantes de la acción ambiental que no 
sea descentralización directa a un estado sino que entrañe la cooperación de dos 
o más estados. Por ejemplo, en el art. 7, relativo a las facultades de los estados, 
la &acción XX consigna "la atención coordinada con la Federación de asuntos 
que afecten el equilibrio ecológico de dos o más entidades federativas, cuando 
así lo consideren conveniente las entidades federativas respectivas", pero no se 
prevé que la iniciativa pueda originarse en el gobierno federal, salvo, en cierto 
modo, en lo dispuesto en el art. 14bis, que prevé que "las autoridades ambien­
tales de la Federación y de las entidades federativas integrarán un órgano que se 
reunirá periódicamente con el propósito de coordinar sus esfuerzos en materia 
ambiental, analizar e intercambiar opiniones [sic] en relación con las acciones y 
programas en la materia, evaluar y dar seguimiento a las mismas, así como con­
venir las acciones y formular las recomendaciones pertinentes ... ". 

A este respecto, pudiera haberse previsto que en determinados casos, de­
bidamente diagnosticados y a i.niciativa de la propia Federación, que es la que 
mejor conoce la problemática ambiental, se concierten programas ambienta­
les territoriales, de espacios atmosféricos o de cuencas hídricas en que parti­
cipen varias entidades federativas junto con la Federación y los principales or­
ganismos paraestatales (por ejemplo, en el sector energético). Desde luego, el 
art. 13 prevé que las entidades federativas puedan suscribir convenios entre sí 
y con el gobierno del Distrito Federal en "problemas ambientales comunes" 
(pero no menciona al gobierno federal como una de las partes). Por otro la­
do, el art. 14 considera que las "dependencias y entidades de la administra­
ción pública se coordinarán con la Semarnap ... cuando exista peligro para el 
equilibrio ecológico de alguna wna o región del país, como consecuencia de 
desastres producidos por fenómenos naturales, o por caso fortuito o fuerza 
mayor" (pero en este caso no se menciona a las entidades federativas). Final­
mente, en el cap. IV, arts. 20bis, 20bis 1 y 20bis 2, está previsto el ordena­
miento ecológico regional, inclusive que el gobierno federal pueda formular 
el programa respectivo. En otras disposiciones, por ejemplo, en el cap. 111 del 
Título Cuarto, referente a Contaminación de Aguas y de Ecosistemas Acuá­
ticos, aparecen aspectos de jurisdicciones compartidas; asimismo en otros ca­
pítulos. Es manifiesto que falta claridad en todo esto. 
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Cabe hacer notar que a pesar de los avances en legislación ambiental, en 
la que se incorpora ya el concepto de desarrollo sustentable (Título Primero, 
cap. 1, Normas Preliminares, art. 1 y art. 3, fracción XI), no parece estar sufi­
cientemente presente, en el marco de la federalización, la noción de regiones y 
subregiones de la economía en que los problemas ambientales puedan manifes­
tarse, por diversas causas, en formas agudas y prioritarias; por ejemplo, en la 
frontera norte, en las zonas del golfo de México, en las zonas semiáridas y ári­
das, etcétera. Esto tiene importancia, primero, porque siempre ha existido en 
México una señalad~ regionalización de la actividad económica, o de determi­
nadas formas de ésta (por ejemplo, la minería, la extracción de petróleo, la in­
dustria siderúrgica, la petroquímica, etcétera), cuyos efectos en el ambiente por 
contaminaciones de diversos tipos pueden ser importantes o peligrosos. Segun­
do, porque la actividad industrial y de transporte, que se concentra en las gran­
des ciudades y sus zonas metropolitanas, con frecuencia rebasa los límites te­
rritoriales de las entidades federativas o, en su caso, de los municipios. Tercero, 
porque ante la globalización y en particular los mayores flujos comerciales ge­
nerados por el TLCAN, algunas actividades con potencial contaminante o de 
otras formas de deterioro ambiental se han intensificado o se han concentrado 
con mayor densidad. Resulta cada vez menos evidente que los efectos ambien­
tales de determinada actividad económica se confinen al territorio de una sola 
entidad federativa, sobre todo cuando se viertan desechos peligrosos en ríos o 
desagües que recorran el territorio de varias entidades y aun en las lagunas y los 
esteros contiguos al océano. 

IV. CONCLUSIONES 

La política ambiental, y aún más la de desarrollo sustentable que abarca mucho 
más, debiera enfocarse en el futuro sobre bases regionales y subregionales, den­
tro de las cuales puedan cumplirse adecuadamente y con eficiencia las disposi­
ciones de la legislación ambiental. Será preciso, asimismo, fortalecer la capaci­
dad de las entidades federativas, y en ellas la de las autoridades municipales, 
para participar activamente en las acciones no sólo locales sino en las concerta­
das que sean necesarias entre municipios y entre entidades federativas para 
cumplir metas regionales en la materia. Las zonas de la frontera norte requeri­
rán obviamente cooperación transfronteriza no solamente entre pares de ciuda­
des, sino también con enfoques subregionales. 

El tema del desarrollo sustentable, que apenas comienza a tenerse en 
cuenta, llevará sin duda, con el tiempo, a fortalecer la visión regional y subre-
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gional. Ésta requerirá, entre otros aspectos adicionales, concebirse en un mar­
co que considere la reducción de las disparidades extremas y de los efectos so­
ciales desintegradores de éstas. 

Por encima de todo, deberá promoverse una política nacional de desarro­
llo sustentable -todavía por definirse- que abarque, entre otras cosas, la con­
sideración regional y subregional de los fenómenos ambientales y su interrela­
ción. La problemática ambiental -valga la reiteración- no tiene fronteras 
internacionales y mucho menos internas dentro de un territorio nacional. Los 
marcos regionales y subregionales de desarrollo industrial y agropecuario serán 
elementos determinantes, teniendo en cuenta, además, los sistemas interurba­
nos de transporte, las líneas de abastecimientos recíprocos, los suministros 
energéticos y muchos otros aspectos de integración regional y nacional. Los 
problemas ambientales locales que trasciendan las fronteras estatales requerirán 
vinculaciones administrativas de orden regional, pues la política ambiental de 
un estado determinado, o de un municipio, puede ser anulada por la ausencia 
de política ambiental o su insuficiencia, o falta de adecuación o de eficacia, en 
un estado o municipio contiguo o vecino. 





POLÍTICA AMBIENTAL Y FEDERALISMO 
HACIA LA REGIONALIZACIÓN AMBIENTAL DE MÉXICO* 

La finalidad de este artículo es atraer la atención hacia la necesidad de comple­
mentar la estrategia de descentralización federal que adopta explícitamente la 
Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente (LGEEPA) de 
México (1988), con una clara idea de zonificación y regionalización ambiental 
como la base de una política ambiental efectiva. 

l. LA POLÍTICA AMBIENTAL DE MÉXICO HASTA LA FECHA 

México inició formalmente su política ambiental en 1972, dando particular 
impulso a los aspectos de salud derivados del deterioro ambiental. Se adoptó 
una legislación y se creó una unidad administrativa en la Secretaría de Salud, 
a cargo de un subsecretario. En aquella época, a pesar de las recomendaciones 
de la Conferencia de Estocolmo, en México se tenía muy poca conciencia de 
los problemas ambientales globales y de la situación del propio país, aunque en 
el pasado, sobre todo entre los conservacionistas, ya se había atraído la atención 
hacia ciertos problemas ambientales; asimismo, se había contemplado el pros­
pecto de un serio problema de contaminación del aire en la wna metropolita­
na de la Ciudad de México (ZMCM) gracias a los estudios de un grupo de inves­
tigadores de la Universidad Nacional Autónoma de México con la cooperación 
de un experto de la UNESCO. 

Al igual que otros problemas mayores del desarrollo en México, los asun­
tos ambientales no lograron atraer suficiente atención en el sector público ni 
en la opinión pública general, ni en las ONG, ni siquiera entre los grupos de in­
vestigación académica. Dichos problemas no fueron vistos como una prioridad 
nacional. Sin embargo, en 1988, cuando el Congreso federal aprobó la nueva 
ley, el gobierno dio mayor relevancia a este tema. Se creó la nueva Secretaría de 

• North American Institute y North American Forum, Institute for lnternational Studies, 

Stanford, California, 22 al 24 de marro de 1996. Renewing Federalism in North America: Di­

versity of Peoples, Community of Purpose. 

[561] 
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Desarrollo Urbano y Ecología (Sedue), donde la "ecología'' estaba a cargo de 
un subsecretario de tiempo completo. 1 

Posteriormente se estableció el Instituto Nacional de Ecología (!NE), con 
el fin de crear y gestionar normas ambientales. En 1990 se publicó el Progra­
ma Nacional para la Protección Ambiental 1990-1994, pero no se le dio la di­
fusión necesaria. 

Este programa, 2 aparte de una descripción bastante concisa de la situación 
ambiental de México, no tuvo mucho que decir sobre la puesta en marcha de 
programas específicos para mejorar el medio ambiente. Se concentró en porme­
norizar las diversas medidas legislativas y administrativas que podían adoptar­
se, incluyendo la coordinación entre el gobierno federal y los gobiernos estata­
les en lo referente a políticas regulatorias. No obstante, afirma categóricamente 
que todos los ecosistemas de México están amenazados por el desarrollo agríco­
la, industrial o urbano, así como por el impacto del aún acelerado crecimiento 
demográfico. Las principales áreas afectadas por la contaminación ambiental 
eran las grandes ciudades, los puertos industriales, un buen número de cuencas 
hidrológicas y ciertos ecosistemas específicos. No se evaluó el daño ambiental a 
las tierras de cultivo con el pretexto de que se sabía muy poco sobre los efectos 
específicos de los plaguicidas y fertilizantes químicos. 

Conforme a la ley de 1988, se hizo evidente que la única manera de estable­
cer una política ambiental nacional era que cada estado del país adoptara una le­
gislación similar, de modo que el gobierno federal pudiera implementar medidas 
preparatorias que le serían delegadas a los 31 gobiernos estatales y, por medio de 
éstos, a las más de 4 000 administraciones municipales para la aplicación de las 
normas regulatorias que el !NE estableciera. México adoptó las estrategias de nor­
mas y castigos (NyC) que prevalecen en Estados Unidos y otros países de la Orga­
nización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), así como en la 
Comunidad Económica Europea. Los congresos estatales del país empezaron a 
aprobar gradualmente sus propias leyes. El último en hacerlo fue el congreso del 
Estado de México, entidad que rodea parcialmente el Distrito Federal y posee 
importantes zonas industriales conurbadas con la Ciudad de México. Aún está 
pendiente que el gobierno del Distrito Federal, por medio de su Asamblea local, 
también adopte su propia ley ambiental, aunque una Comisión Metropolitana 
conjunta ha tomado ciertas medidas administrativas relacionadas con el medio 
ambiente de la ZMCM, en particular lo referente a la contaminación atmosférica. 

1 Por alguna razón, el término "ecología" fue adoptado como sinónimo de "medio ambien­

te", y esta confusión prevalece hasta la fecha en muchos lugares. 
2 Programa Nacional para /,a Protección Ambiental 1990-1994, México, Sedue, 1990. 
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En 1992, la gestión ambiental le fue transferida, junto con los asuntos ur­
banos y los programas de bienestar social, a la nueva Secretaría de Desarrollo 
Social (Sedesol), donde el INE prosiguió con sus funciones y se estableció una 
procuraduría ambiental. En diciembre de 1994, la nueva administración fede­
ral aumentó la categoría de los asuntos ambientales al crear la Secretaría de Me­
dio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca (Semarnap), a la cual incorporaron 
el !NE y la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (Profepa). 

La presente administración anunció públicamente (el 21 de marzo de 
1996) el Programa para la Protección Ambiental y el Desarrollo Sustentable, 
pero quienes no pudieron asistir a cierta reunión al aire libre, efectuada bajo el 
candente sol de Loreto, Baja California Sur, aún no pueden conseguir copias 
del mismo; los resúmenes de prensa de este escrito son demasiado breves e ina­
decuados. En el Congreso federal se están discutiendo varias enmiendas a la 
LGEEPA de 1988.3 

Mientras tanto, el deterioro ambiental sigue adelante a todo vapor. Esto se 
aprecia claramente en el informe bienal que la Sedesol publicó en 1994 por 
conducto del INE.4 Dicho informe contiene muchos datos inquietantes sobre 
el estado actual del medio ambiente en México. Enseguida presentamos un 
breve resumen. 

En el informe se menciona una lista de 25 áreas críticas, incluyendo cier­
tas wnas agrícolas (capítulo 3). (Obviamente, toda la zona fronteriza del nor­
te, que no figura de manera explícita en el listado, debió ser incluida).5 Además, 
se identifican 15 áreas de riesgo para la salud humana, entre las cuales destaca 
la Ciudad de México y su wna metropolitana, y se demuestra que cinco de di­
chas áreas son de alto riesgo para la población local debido a la presencia de sus­
tancias carcinógenas (capítulo 3). Por otro lado, la calidad de las fuentes de agua 
urbanas ha declinado en general, la deforestación prosigue a una tasa anual de 
más de 1 % y la intensidad energética de la producción ha ido en aumento en 
vez de disminuir. Se calcula que la contaminación ocasionada por la industria 

3 Véase enseguida, sección 111. 
4 Secretaría de Desarrollo Social, Instituto Nacional de Ecología. México: infanne de la situa­

ción general en materia de equilibrio ecológico y protección del ambiente 1993-1994, México, 1994. 
5 En 1992 se publicó un importante informe del !NE, elaborado en colaboración con la EPA 

estadounidense, en el cual se describen detalladamente las condiciones que influyen en la gene­

ración de residuos industriales y municipales en 26 pares de ciudades fronterizas de México y Es­

tados Unidos y sus áreas de influencia, y se esbozan programas para atender los principales pro­

blemas. Cf. Plan integral ambiental fronterizo: primera etapa (1992-1994), México, Sedue, 

Estados Unidos, EPA, 1992. Este informe fue ignorado en el reporte 1993-1994 que se mencio­

na en la nota al pie número 4. 
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manufacturera se multiplicó por un factor de 20 entre 1950 y 1989, sin que ha­
ya indicio alguno de que ese crecimiento hubiera aminorado (capítulo 11). 

En 1993, según el mismo informe, la generación de residuos sólidos mu­

nicipales (que no incluyen los provenientes de procesos industriales) alcanzó en 
el país un promedio estimado de 839 kg por habitante (1 259 kg en el Distri­
to Federal, donde vive más de 20% de la población nacional). 

La mayor parte de las 28 millones de toneladas de residuos municipales 
generadas en 1993 se originó en las regiones centrales de México y el Distrito 
Federal (60%), el norte (21 %) y la zona fronteriza del norte (6%). Más de la 

mitad de los residuos sólidos municipales fueron desechos orgánicos, casi 20% 

constó de vidrio, papel y plásticos, y el resto fueron metales y hule. Según se 
estima, 82% de esos residuos acabaron en tiraderos a cielo abierto, en su ma­
yoría no regulados. En 1994, el volumen de residuos industriales peligrosos se 
calculó en 7.7 millones de toneladas, 38% de las cuales fueron solventes, 43% 
aceites, pintura, residuos de soldadura, resinas, ácidos y derivados del petróleo, 

y el restante 21 o/o una variedad de otros desechos (capítulo 18). 
Se instituyeron programas para construir sitios de confinamiento final, 

plantas de tratamiento de aguas residuales e instalaciones de reciclaje, incluyen­
do proyectos especiales para residuos tóxicos. En la zona de la frontera norte es­

tá vigente un régimen especial aplicable a los establecimientos de maquila (sub­
contratación), y la preocupación por la contaminación del agua del subsuelo y 
otros problemas ambientales agudos va en aumento. Aún hay mucho por ha­
cer en México, incluso en lo que respecta a_ la actualización de un inventario 

nacional de residuos peligrosos. Además, es un hecho que un alto porcentaje 
de los residuos peligrosos acaba en las redes de drenaje municipal, ríos y otros 
cauces, lagunas costeras y esteros, bahías y diversos tiraderos irregulares, inclu­
yendo suelos que permiten la infiltración de residuos líquidos y pulverizados 
hasta el subsuelo y los mantos freáticos. 

Todavía no se dispone de un diagnóstico completo de la situación ambien­
tal de México. No obstante, se cuenta con nuevos conocimientos sobre la de­
vastación de la naturaleza, el estado de las áreas naturales protegidas, la decli­
nación de los recursos forestales, la contaminación de las cuencas hidrológicas 
y otros temas. El asunto de los residuos industriales y domésticos, no obstan­
te, carece de evaluación sistemática y, al parecer, empeora cada año. Aún no se 

adopta una política nacional para la disposición y el tratamiento de residuos 
sólidos municipales. Gran parte del interés oficial en el deterioro ambiental se 
concentra en los recursos naturales -se da gran atención, por ejemplo, a ba­
llenas, tortugas, mariposas y guacamayas-, en vez de hacerlo en el desperdi­
cio de energía y los enormes volúmenes de residuos industriales y agrícolas sin 
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tratamiento. Cabe suponer, sin temor a equivocarnos, que la situación no ha 
mejorado desde el informe de 1994 y, de modo más específico, que el deterio­
ro ha avanzado durante 1996. 

Independientemente de la insuficiencia de recursos humanos, técnicos y 
financieros para atender debidamente la política ambiental en México, que tar­
dará en ser remediada, es indispensable que el medio ambiente reciba máxima 
prioridad en los niveles más altos del gobierno, de modo que de ello se derive 
autoridad suficiente para coordinar programas y acciones con buenos resulta­
dos en el sector público y entre éste y el sector empresarial. Es improbable que 
con medidas aisladas cuya responsabilidad recae en diferentes departamentos 
gubernamentales, sin un marco de referencia estratégico que incluya instru­
mentos económicos e incentivos específicos, puedan obtenerse resultados me­
surables incluso en el mediano plazo. También es necesario despertar interés 
con responsabilidad y cambios de conducta en los hogares y las ONG, así como 
en los medios de comunicación masiva. 

II. EL PAPEL DE LAS EMPRESAS 

La política ambiental mexicana empezó como un programa regulatorio más, 
estrechamente concebido, pero tuvo el mérito, sobre todo en la década de 
1990, de ayudar a crear mayor conciencia en el sector empresarial y otros sec­
tores, a veces por motivos equivocados. Las negociaciones del TLCAN y el Con­
venio de Cooperación Ambiental (cCA) tripartita fueron útiles para atraer ma­
yor atención hacia la situación ambiental y los vínculos directos e indirectos 
entre el comercio y el medio ambiente, así como entre éste y la inversión ex­
tranjera. El CCA, en particular, requiere muchas formas de cooperación entre las 
partes del TLCAN en lo que respecta a información general, tecnología, capaci­
tación e investigación, además de encargarse de conciliar disputas; al parecer se 
logró un buen comienzo. Hay dos ideas preconcebidas que, según se espera, no 
deben tardar en disiparse: 1) que el comercio es adverso al medio ambiente y 
2) que las nuevas inversiones fluyen de los países con alto desempeño hacia 
condiciones de cumplimiento legal frecuentemente inadecuadas en México, 
donde se considera que la aplicación de las normas ambientales es menos efi­
ciente. No obstante, la responsabilidad está en la formulación y aplicación de 
la política ambiental de México. 

Los principales actores, que son quienes tienen que responder al principio 
de "el que contamina paga'' (PCP) adoptado por la OCDE y todas las autoridades 
ambientales, son empresas privadas y paraestatales en el caso de los residuos pe-
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ligrosos industriales y de servicio, y propietarios de vehículos de motor (en su 
mayoría personas físicas) en lo que se refiere a contaminación atmosférica. La­
mentablemente, el régimen regulatorio de Nyc, por eficiente o ineficiente que 
pueda ser, sólo motiva al contaminador para trasladarle el costo al consumidor 
final, so pena de clausura de su establecimiento, a menos que sea particular­
mente hábil y logre introducir dispositivos de reducción de emisiones y nue­
vas o mejores tecnologías, incluyendo tecnologías "limpias" o "más limpias". 
Cuando no hay consumidor final, el contaminador tiene que absorber el cos­
to, como sucede con los infortunados propietarios de vehículos viejos. 

Aunque las empresas contaminantes tienden a cumplir con las normas de 
emisión, a menudo lo hacen en grado apenas suficiente para estar dentro de los 
límites de la norma y no lo bastante como para contribuir realmente a la me­
jora del ambiente. En los casos donde intervienen corporaciones multinacio­
nales o grandes empresas mexicanas, que adoptan políticas ambientales por in­
terés propio o están sujetas a mucha presión por parte del público, el grado de 
cumplimiento es mayor. Esto ocurre normalmente con las grandes empresas, 
sean extranjeras o nacionales, y los grandes consorcios con inversión mixta. 

En el caso de las pequeñas y medianas empresas (PYME), la situación es muy 
diferente. Aunque siempre salen a la luz casos aislados, una investigación recien­
te (1994-1995), efectuada por un pequeño grupo de investigadores de El Cole­
gio de México, reveló que tales empresas tienen dificultades para cumplir las nor­
mas de contaminación por desechos industriales debido a muchos factores, entre 
los que destacan: falta de conciencia, mala información, poco acceso a informa­
ción y opciones tecnológicas, mala relación con las autoridades reguladoras, po­
líticas administrativas inadecuadas, ausencia de programas de capacitación y fal­
ta de incentivos apropiados.6 Se descubrió que un porcentaje asombrosamente 

6 La encuesta incluyó 116 establecimientos de la ZMCM, 90 de los cuales penenecían a nue­

ve ramos de manufactura cuyos volúmenes de residuos peligrosos se consideran altos, y 26 per­

tenecían a tres ramos del sector de servicios. Además, se analizaron 10 casos de estudio en otras 
regiones de México para conocer otras condiciones y problemas locales contrastantes. La encues­

ta fue patrocinada por IDRC de Canadá y el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (Conacyt) 

de México. Los informes preliminares se comentaron en un seminario internacional llevado a ca­

bo en El Colegio de México, en octubre de 1995, y la publicación completa de los informes se 
efectuará posteriormente, este mismo año. En el ínterin, los resultados principales aparecen en Al­

fonso Mercado y Lilia Domínguez, "Contaminación industrial en la zona metropolitana de la 
Ciudad de México", Comercio Exterior, México, Banco Nacional de Comercio Exterior, vol. 45, 
núm. 10, octubre de 1995, pp. 766-774. También hay un breve resumen en Víctor L. Urquidi, 

"Economic and Regulatory Policy lnstruments in Developing Countries, with Special Reference 

to Mexico", Conferencia de Comercio y Desarrollo del Pacífico (PAFrAD 22), Medio Ambiente y 
Desarrollo en el Pacífico, llevada a cabo en Ottawa, septiembre de 1995. 
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grande de las empresas encuestadas no estaba claramente consciente de las nor­
mas ambientales aplicables en su caso para la emisión de desechos industriales, 
y hadan muy poco para ahorrar o tratar su agua, economizar en el uso de com­
bustibles y electricidad, e incluso para supervisar de manera adecuada el consu­
mo de agua y energía. Carecían virtualmente de medidas de tratamiento y reci­
claje de agua, tampoco habían adoptado nuevas tecnologías más cercanas al 
inicio del proceso de producción, y ni siquiera habían tomado en consideración 
las posibles consecuencias competitivas negativas de su comportamiento am­
biental. En más de 50% de las plantas encuestadas, las aguas residuales eran des­
cargadas con frecuencia, sin tratamiento alguno, en la red de drenaje municipal 
o retenidas en la planta, dentro de tanques de almacenamiento, para darles des­
pués alguna disposición indefinida. Los residuos clasificados específicamente co­
mo peligrosos suelen ser almacenados en recipientes especiales y transportados 
por una empresa privada hasta un lugar de confinamiento. Más de la mitad de 
los establecimientos encuestados ignoraban las sanciones impuestas por la emi­
sión de residuos peligrosos, asignaban baja prioridad a los problemas ambienta­
les y tenían poca comunicación con las autoridades. 

La mayoría de las empresas encuestadas, sobre todo las PYME, tampoco sa­
bían que ciertos incentivos fiscales y financieros habían estado en efecto a par­
tir de 1993: 

i] concesiones fiscales de depreciación acelerada para la adquisición de dis­
positivos y equipos de control de la contaminación (aunque no están al alcan­
ce de las pequefias empresas que, según los criterios fiscales de la actual admi­
nistración, no están obligadas a presentar declaraciones financieras completas, 
incluyendo cuentas de depréciación); 

ii] un programa de préstamos con tasas de interés preferenciales, otorgados 
por la banca nacional de desarrollo, Nacional Financiera, para permitir que la 
banca comercial haga empréstitos, incluso por largo tiempo y para cualquier 
"propósito" ambiental, que puede redescontar en Nafin con las garantías sus­
tanciales que ésta ofrece. 

La puesta en marcha de estos dos incentivos ha sido básicamente inefecti­
va, en el segundo caso debido a restricciones generales del crédito, condiciones 
que prevalecen desde 1994 y falta de acceso a créditos bancarios en general, y 
a la promoción insuficiente del programa. 

Estas conclusiones, que confirmaron ciertas suposiciones iniciales acerca 
de la necesidad de incentivos, condujeron a una revisión del uso de instru­
mentos económicos en la OCDE y otros países, así como a ciertas recomenda­
ciones para la implementación de políticas ambientales industriales en Méxi­
co, entre ellas la necesidad de incentivos fiscales y financieros. Los anuncios 



568 REGIONALIZACIÓN Y MEDIO AMBIENTE 

preliminares (20 de marzo) del Programa de Gobierno para el Medio Ambien­
te correspondiente al periodo 1996-2000 y los relacionados con posibles mo­
dificaciones a la LGEEPA de 1988 son alentadores en el sentido de que ahora ya 
se piensa en una serie de instrumentos e incentivos económicos, aunque apa­
rentemente no son todavía los de carácter financiero que se requieren, tal co­
mo lo indican las investigaciones y los datos recopilados en los países de la 
cuenca del Pacífico. El capítulo 8 de la Agenda 21, aprobada en la Conferen­
cia de la ONU sobre Medio Ambiente y Desarrollo de 1992, recomienda el uso 
de instrumentos económicos como complemento de las medidas regulatorias 
de Nyc para mejorar la actitud de las empresas hacia el entorno ambiental. Pe­
ro también es lógico, en particular para favorecer al extenso y desprotegido 
sector de las PYME, apoyar y estimular a las empresas para que mejoren su de­
sempeño ambiental. 

No obstante, si se quiere que sean realmente efectivos, los incentivos eco­
nómicos y financieros deben ir acompañados de información y programas de 
capacitación en los que participen el gobierno y las organizaciones empresaria­
les, de modo que las PYME aprovechen de manera adecuada tales incentivos. 

Asimismo, los incentivos deben ser temporales y jamás, en ninguna cir­
cunstancia, considerarse como un subsidio permanente. 

III. LA REGIONALIZACIÓN EN LA POLÍTICA AMBIENTAL 

Otro tema importante de la política ambiental mexicana es la descentralización 
de la gestión y la aplicación de las normas con la participación de gobiernos, 
empresas y ONG locales. Conforme a la LGEEPA de 1988, la descentralización (o 
"federalización", como se le conoce ahora en México) fue prevista desde el 
principio. Los dos párrafos siguientes aparecen en la introducción de la inicia­
tiva de ley enviada en aquel entonces al Congreso federal mexicano:7 

Desde el punto de vista político, el objeto de la presente iniciativa de ley es pasar 

de una visión sectorial de la acción gubernamental a convenios de coordinación 

más eficientes, de la centralización de las decisiones a la participación conjunta de 

los tres niveles de gobierno en la solución y prevención de los problemas ecológi­

cos, de una acción gubernamental fundamentalmente restrictiva a la corresponsa­

bilidad de gobierno y sociedad, a la negociación de compromisos relacionados con 

7 Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, 1988, México, Secretarla 

de Gobernación, p. 13. 
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la acción, para canalizar adecuadamente las demandas [sociales] y contribuir a la 

solución efectiva de los problemas . 

. . . [se define la] participación de los tres niveles de gobierno ... la autoridad 

legal se descentraliza a los estados y municipios de la Unión para prevenir y con­

trolar la contaminación atmosférica, así como la que se origina de la descarga de 

aguas [líquidos] en las redes de drenaje, la contaminación auditiva, la contamina­

ción energética, lumínica y vibratoria; para crear y administrar áreas naturales pro­

tegidas de interés estatal y municipal; para efectuar estudios de impacto ambien­

tal no reservados a la jurisdicción federal ... y para establecer y aplicar sanciones al 

incumplimiento de las medidas que se refieren a su ámbito de competencia en 

particular. 8 

Las ideas anteriores se detallan más a fondo en el resto del texto introduc­
torio, y se expresan en términos legales en la propia Ley. Por ejemplo, en los ar­
tículos 1, secciones VII y VIII; 4, secciones I y II, 6, secciones I a VIII; 8, sec­
ciones V y VI; así como en los artículos 12, 16, 38, 41, 42, 58 y 59, y en el 
artículo 111, sección II; artículo 112, sección III; artículo 116, secciones I a IV, 
y otros según el tema en particular, como pueden ser recursos naturales, atmós­
fera, residuos sólidos municipales, vigilancia, etcétera. 

Por lo tanto, la legislación vigente establece con claridad, a partir de 1988, 
la descentralización de la gestión y las funciones ambientales con excepción de 
ciertas partes, reservadas exclusivamente a las autoridades federales, pero tam­
bién prevé los mecanismos de coordinación entre las autoridades federales, es­
tatales y municipales, así como entre las dos últimas y las diversas autoridades 
sectoriales. 

La LGEEPA prevé, asimismo, casos en los que la índole de los problemas am­
bientales puede requerir mecanismos especiales, sea con apoyo federal o por 
iniciativa federal, como puede ser el caso entre el Distrito Federal y las áreas co­
nurbadas de los estados adyacentes. También se prevé la cooperación entre go­
biernos estatales, sin que tenga que intervenir necesariamente la autoridad fe­
deral. (Esto parece estar débilmente enunciado en la LGEEPA).9 

8 !bid., p. 15. 
9 Entre las enmiendas que el Congreso mexicano está evaluando se encuentra una sección 

que confiere a las autoridades federales el poder de "coordinar la atención de asuntos que pue­

dan afectar el equilibrio ecológico [sic] de dos o más estados". Asimismo, una sección donde se 

afirma que "las autoridades estatales pueden acordar entre ellas la coordinación y colaboración 

administrativa para resolver problemas ambientales en común y ejercer su implementación tal y 
como lo convengan; las autoridades municipales tendrán el mismo derecho entre sí, aun cuando 
pertenezcan a entidades federales distintas". 
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No obstante, en materia ambiental no existen límites reales. El esquema de 
descentralización o "federalización" mediante los territorios estatales y las au­
toridades locales correspondientes no parece ser una estrategia preponderante 
adecuada, o por lo menos no debería ser la única que se adopte, pues el medio 
ambiente no se relaciona específicamente con los "límites" territoriales, marí­
timos o atmosféricos, constitucional o legalmente establecidos. Los límites 
existentes no pueden prevenir, per se, la difusión de la contaminación y el de­
terioro ambiental resultante de las actividades económicas y sociales. Esto no 
sólo ocurre en México, sino también en las fronteras entre México, Estados 
Unidos y sus otros países vecinos. En lo que respecta a la atmósfera, como se 
ha señalado, los gases y partículas se vuelven parte de una peligrosa mezcla que 
afecta la salud humana y la naturaleza en sí. 

En el caso de México, es obvio que no todos los estados o municipios tie­
nen capacidad suficiente para aplicar de manera adecuada las normas y los re­
glamentos ambientales, y mucho menos para investigar y analizar problemas 
ambientales en el ámbito estatal e incluso municipal. Indudablemente, el go­
bierno federal puede ayudarles, e incluso inducir entre ellos las acciones de 
cooperación necesarias con el apoyo de empresas paraestatales y otros órganos 
del sector público, bancos de desarrollo y otras organizaciones, incluyendo los 
sectores empresariales locales. Sin embargo, tales acciones implican un exten­
so programa de capacitación para las burocracias locales y el desarrollo de ca­
pacidades analíticas y de evaluación. 

Y aún más importante es el hecho de reconocer que, en materia ambien­
tal, resulta conceptualmente erróneo suponer que los problemas de cada esta­
do o municipio están desconectados de los que enfrentan los estados o muni­
cipios vecinos o cercanos, en particular si se comparte una cuenca hidrológica, 

independientemente de cómo se haya definido la misma. 
La descentralización que se contempla en la legislación vigente no permi­

te asegurar que las políticas ambientales adoptadas por las autoridades de esta­
dos o grupos de estados adyacentes puedan ser armonizadas. 

Uno de los mejores ejemplos es la relación entre el Distrito Federal y el Esta­
do de México, tal como se enfoca en las grandes zonas conurbadas, y también lo 
es el uso, por parte de consumidores industriales y domésticos ubicados en el Dis­
trito Federal, de fuentes de agua situadas en las montañas del Estado de México. 
Pero existen muchos otros casos, por ejemplo en la franja fronteriza del norte y en , 
el sureste de México, así como entre los pequeños estados adyacentes de la región 
central del país o entre otros estados más grandes y con mucha interacción eco­
nómica e impactos ambientales particularmente mutuos. No se deben subestimar 
las dificultades prácticas y políticas de la cooperación entre gobiernos estatales. 
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En general, la regionalización de México ha sido abordada como la defi­
nición de grandes regiones que abarcan diversos estados y se basan en los pun­
tos cardinales: Norte, Noroeste, Sureste, etc. Sin embargo, estados como Oa­
xaca, para citar sólo un ejemplo, incluyen en su territorio cuencas hidrológicas 
que se dirigen hacia el Golfo de México, con cuencas menores que fluyen ha­
cia el lado del Pacífico y tienen grandes diferencias en cuanto a clima y entor­
no natural, concentración demográfica, etcétera. 

Al parecer es necesario que las regiones y subregiones, wnas y subwnas, 
sean definidas desde el punto de vista ambiental, con plena conciencia de las 
consecuencias ambientales reales de las actividades humanas industriales y agrí­
colas más allá de sus límites, y no necesaria y forwsamente dentro de su territo­
rio o el del estado o municipio vecino. Muchos problemas ambientales afectan 
sólo partes de un estado o parte de un municipio o conjunto de municipios. 10 

Por lo tanto, es necesario hacer una regionalización, subregionalización y 
wnificación ambiental. Se nos ocurren varios ejemplos: 

1] La wna fronteriza norte, o partes de ella, debido a la importancia de la 
industria maquiladora, su consumo de recursos hídricos y sus métodos de dis­
posición de residuos sólidos y líquidos; 

2] El golfo de California; 
3] La cuenca del Lerma-Santiago, que nace un poco al oeste de la Ciudad 

de México y recorre una importante región agrícola e industrial, pasando por el 
lago de Chapala hasta desembocar, por medio del río Santiago, en el Pacífico; 

4] Varias wnas de la región que ocupan Michoacán, Guanajuato, Jalisco 
y Aguascalientes; 

5] La cuenca de Orizaba-Río Blanco en el estado de Veracruz; 
6] El parque industrial de Cuernavaca-CIVAC; 
7] La wna industrial de Monterrey-Saltillo; 
8] El área industrial de Tlaxcala-Puebla-Atlixco; 
9] La cuenca del Papaloapan; 
10] Los complejos y wnas industriales petroquímicos del sur de Veracruz 

y Tabasco; 
11] La región de la Sonda de Campeche; 
12] La península de Yucatán; y muchas otras [penínsulas], grandes y chicas. 

10 Una de las enmiendas que se debaten actualmente en el Congreso establece lo siguien­

te: "Las autoridades federales exigirán que, en las acciones que afecten el territorio o el uso, con­

servación y restauración de recursos naturales, las autoridades estatales y municipales se apeguen 

al Ordenamiento Ecológico General del Territorio de México, y el gobierno federal promoverá y 

apoyará técnicamente la adopción de ordenamientos ecológicos territoriales locales". En varias 

secciones adicionales se explica con mayor detalle el asunto de los ordenamientos locales. 
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La política ambiental debe tener en cuenta, en sus aspectos de descentrali­
zación, los marcos de referencia regionales y subregionales del desarrollo indus­
trial y agrícola, así como los sistemas de transpone interurbano, rutas de sumi­
nistro, fuentes de energía disponibles y muchos otros. En México se han 
realizado muchos estudios de regionalización, pero aún es necesario precisar las 
regiones, subregiones o zonas críticas desde el punto de vista ambiental -no 
solamente el aspecto "ecológico" - y traducir los problemas en acciones coope­
rativas efectivas por pane de las autoridades federales y locales. En los casos don­
de el problema trasciende los límites nacionales existe, obviamente, la necesidad 
de implementar de manera conjunta las políticas ambientales apropiadas, como 
sucede en ambos lados de la frontera entre México y Estados Unidos y, en últi­
ma instancia, en algunos puntos de las fronteras con Guatemala y Belice. 
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l. DE LA ECOLOGfA AL DESARROLLO SUSTENTABLE 

El medio ambiente no reconoce fronteras territoriales, marítimas ni atmosfé­
ricas. La naturaleza y sus recursos no surgieron en nuestro planeta para bene­
ficio de tales o cuales entidades políticas nacionales o subnacionales, ni siquie­
ra para determinadas etnias o culturas de la especie humana. Son propiedad 
común de la humanidad y su destrucción por la actividad económico-social y, 
en su caso, a resultas de fenómenos naturales, tampoco se inhibe por fronteras 
de ninguna clase. 

Desde hace una treintena de años se ha adquirido conciencia cada vez ma­
yor del deterioro ambiental y de las amenazas al equilibrio ecológico general y a 
los sistemas y subsistemas identificados en diferentes partes del mundo. No fue 
un descubrimiento súbito, pues muchos de los daños se conocían ya desde épo­
cas anteriores. Los científicos jamás los han ignorado, y fueron ellos, de hecho, 
durante el decenio de los años sesenta del presente siglo -con ayuda de algunos 
escritores y divulgadores-, quienes llamaron la atención sobre la nueva intensi­
dad de los daños y su vínculo con determinadas actividades industriales y, en par­
ticular, con la creciente dependencia de toda la humanidad respecto al empleo y 
consumo de los combustibles de origen fósil. Asimismo, se creó mayor concien­
cia de los nuevos perfiles sociales generadores de los grandes volúmenes de mate­
riales de desperdicio que empezaban a degradar las concentraciones urbanas y las 
áreas rurales. Los economistas, en cambio, rara vez prestaron atención a estos fe­
nómenos; para ellos, los recursos comunes eran dones de la naturaleza sin límite 
y sin precio que pagar, o la tecnología podía encargarse del problema ambiental 
si es que éste se aceptara como importante. Los fenómenos llamados "extraeco­
nómicos" no tenían por qué incorporarse a las nociones sobre el funcionamien­
to de las economías o podían tornarse como factores intrusos no cuantificables. 1 

* Frontera Norte, publicación semestral de El Colegio de la Frontera Norte, vol. 7, núm. 14, 

pp. 95-107, julio-diciembre de 1995. 
1 He tratado más extensamente el tema en "Economía y medio ambiente", cap. 11 de la 
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En poco tiempo, por iniciativa de los biólogos, algunos economistas empe­
zaron a reconsiderar sus posiciones de aislamiento de los fenómenos ambienta­
les. Se avanzó con cierta rapidez gracias a iniciativas nacidas en el sistema de las 
Naciones Unidas y a la influencia de los medios de comunicación y de unos 
cuantos libros de denuncia sobre los daños ambientales al planeta. La Conferen­
cia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano, llevada a cabo 
en Estocolmo en 1972, recogió las principales ideas y planteamientos -no 
compartidos, por cierto, por todos los países industrializados ni por casi ningu­
no de los países en desarrollo. En esa conferencia --que fue un gran foro para 
los representantes oficiales, por un lado, y paralelamente, en un lugar cercano, 
para un número importante de organismos no gubernamentales y entidades 
académicas, por otro-- se reconocieron muchos de los problemas ambientales 
y se examinó su relación con las políticas económicas y de desarrollo. Se aprobó 
una larga serie de recomendaciones que serían la base para que los países que aún 
no habían iniciado programas de protección al ambiente emprendieran políti­
cas destinadas a ese objetivo. Además, se creó poco después un organismo inter­
nacional, el Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA), 
dotado de recursos (más bien limitados) para apoyar los esfuerzos nacionales, 
promover nuevas iniciativas y colocar en el seno de la problemática mundial, 
hasta entonces sólo económica y social, los aspectos ambientales conexos. 

La política ambiental no se puede ya concebir de manera aislada. Es más, 
forma parte de un concepto más amplio, el de desarrollo sustentable, al que 178 
estados se comprometieron en 1992, en la Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre Medio Ambiente y Desarrollo (CNUMAD92), llevada a cabo en Río de Janei­
ro. Al suscribirse la Declaración de Río y las convenciones sobre Biodiversidad y 
sobre Cambio Climático, y aprobarse la Agenda 21, que contiene recomendacio­
nes tanto para la cooperación internacional como para las políticas ambientales 
nacionales y regionales, se ha dado un gran paso, al menos sobre el papel. El ob­
jetivo es complejo y difícil de alcanzar: proteger el planeta de la creciente degra­
dación de los recursos naturales y revertir el deterioro ambiental presente en to­
dos los continentes, así como añadir a los horiwntes económicos y sociales, al 
mismo tiempo y de manera explícita, el objetivo del bienestar de las generacio­
nes futuras, que siempre ha sido la meta de los programas de desarrollo. 

obra coordinada por Alberto Glender y Víctor Lichtinger, La diplomacia ambiental México y la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo, Secretaría de Relaciones Ex­
teriores/Fondo de Cultura Económica, México, 1994, pp. 47-69. Véase también Víctor L. Ur­

quidi, "Reflexiones sobre medio ambiente y economía del desarrollo", Centro Internacional de 
Formación en Ciencias Ambientales, Madrid, fascículo núm. 7, enero-abril de 1985, México, El 

Colegio de México. 
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El concepto de desa"ollo sustentable, presentado en 1987 por la Comisión 
Mundial para el Medio Ambiente y el Desarrollo (Comisión Brundtland),2 

inspirado en ideas anteriores de biólogos y economistas pero no lo bastante ar­
ticulado en función de otros aspectos y vertientes del desarrollo, pasó a ser en 
Río de Janeiro la pieza angular de lo que pudiera convertirse en un nuevo pa­
radigma del desarrollo de la humanidad. 

¿Qué debe entenderse por desarrollo sustentable? En la Conferencia de 
Río, aun cuando el término aparece en la Declaración y en casi todos los docu­
mentos, no llegó a definirse con precisión. Tal Vt:Z habría sido imposible que los 
delegados de 178 estados miembros de las Naciones Unidas y los miles de asis­
tentes a los foros paralelos se hubieran puesto de acuerdo. En Río, las pláticas 
se basaron en la elaboración del concepto de desarrollo sustentable formulado 
por un grupo de personalidades integrantes de la Comisión Brundtland, crea­
da en 1984, con el apoyo de las comunidades científicas y del personal técnico 
del sistema de las Naciones Unidas. Si, según muchos, la definición intentada 
por la Comisión Brundtland, dada a conocer públicamente en 1987, no fue 
muy feliz ni demasiado precisa, al menos quedó explícita y sirvió de base a los 
estados que se comprometieron en Río cinco años después. 

Hela aquí: es desarrollo sustentable aquel que se lleve a cabo "sin compro­
meter la capacidad de las generaciones futuras para satisfacer sus propias nece­
sidades". 

Y agrega: 

No se puede asegurar la sostenibilidad física si las políticas de desarrollo no pres­

tan atención a consideraciones tales como cambios en el acceso a los recursos y en 

la distribución de los costos y beneficios ... 

Está implícita, asimismo, "la preocupación por la igualdad social entre las 
generaciones, preocupación que debe lógicamente extenderse a la igualdad 
dentro de cada generación''. Todavía más, se asevera que 

los objetivos del desarrollo económico y social se deben definir desde el punto de 

vista de sostenibilidad en todos los países, ya sean desarrollados o en desarrollo, de 

economía de mercado o de planificación centralizada.3 

2 Comisión Mundial para el Medio Ambiente y el Desarrollo (Comisión Brundtland), 
Nuestro faturo común, Madrid, Alianza Editorial, 1987. 

3 Comisión Brundtland, Nuestro faturo común, op. cit., p. 6. 
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El propio Informe Brundtland admite que: "las interpretaciones pueden 
variar, pero deben compartir ciertas características generales y resultar de un 
consenso básico de desarrollo (sustentable) y sobre un marco estratégico am­

plio para lograrlo". 4 

En esencia, el desarrollo sustentable supone una política a largo plazo que, 
tanto en la economía como en el ambiente (y en la sociedad en general), deberá 
atender las necesidades de las generaciones futuras en función de los recursos na­
turales disponibles, siempre protegidos y mejorados, con menos contaminación 
de suelos, aguas y atmósfera, y atendiendo al mejoramiento del hábitat humano, 
tanto rural como urbano. El desarrollo sustentable deberá ser tanto global como 

regional y nacional, y debe basarse en principios de equidad distributiva. 
Sin embargo, iba a ser punto menos que imposible, una vez lanzado el 

concepto, impedir las más variadas interpretaciones del alcance de la noción de 
desarrollo sustentable, según las regiones, los contextos socioeconómicos y po­
líticos, las ideas preconcebidas y muchas otras consideraciones.5 En efecto, lo 

previó la misma comisión que redactó el informe, y así llegó el asunto a Río de 
Janeiro, todavía impreciso y sujeto, además, en lo principal, a lo que los gobier­
nos miembros de la Comisión Preparatoria de la Conferencia aceptaran por 

consenso. 
De cualquier manera, de la definición un tanto indefinida arranca con cla­

ridad la noción de que los problemas ambientales del planeta, de la especie hu­
mana y de la propia naturaleza deberán abordarse con arreglo a análisis, diag­
nósticos y pronósticos de orden sistémico, en dimensión intertemporal. Nada 

de lo que pase o que no se atienda en cualquier aspecto ambiental deja de te­
ner relación con el resto, en un sistema de interrelaciones y retroalimentacio­

nes. Por ello, una fuerte perturbación de un equilibrio determinado puede, pa­
sado un umbral, tornarse de hecho irreversible; puede ocasionar inestabilidad 
endémica y producir un acercamiento al caos. 

Teniendo en cuenta todo lo anterior y sin ánimo de exagerar, puede afir­
marse que el desarrollo sustentable vendrá a ser con el tiempo ia respuesta a la 
insatisfacción que desde hace decenios se ha manifestado respecto a los excesos 
del capitalismo, por una parte (incluidas tanto las versiones de los países indus­
trializados como las de los países en vías de desarrollo), y del dirigismo, por 

4 !bid., p. 67. 
5 Véase John Pezzey, Sustainable Development Concepts: An Economic Analisis, World Bank 

Environment Paper Number 2, Washington, Banco Mundial, noviembre de 1992, apéndice 1, 

pp. 5 5-62. Pezzey, economista inglés, enumera 51 definiciones de desarrollo sustentable, de casi 
otros tantos autores, pero entre ellas no menciona a ningún otro autor que no sea de habla ingle­
sa; igual ocurre en la amplia bibliografía que cita (!). 
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otra (comprendidos en éste los regímenes económicos basados en una fuerte 
intervención del Estado, las economías mixtas y las distintas variantes de las 
economías plenamente autoritarias de planificación central socialista). 

Ambas grandes visiones del futuro han sido, entre otras cosas, incapaces de 
crear condiciones de crecimiento y desarrollo que impidan el deterioro ambien­

tal. Es más, tampoco han logrado en general producir, salvo en unos cuantos ca­
sos excepcionales, sociedades en que la equidad social se alcance junto con el de­
sarrollo pleno de los recursos y una disponibilidad ampliamente generalizada de 
bienes y servicios para garantizar niveles de vida apetecibles y a la ve:z equitativos. 

El desarrollo sustentable, como la democracia perfecta o la plena equidad 
social, tal ve:z nunca se alcance. Sin embargo, es una norma que, adoptada por 
consenso en todos los países, podría orientar el futuro de la actividad económi­
ca global, regional y nacional en un proceso de desarrollo que, en su conjun­

to, beneficie a la humanidad, proteja el ambiente y el hábitat y contribuya a la 

reducción de las desigualdades agudas. 6 

II. AMBIENTE Y DESARROLLO SUSTENTABLE NACIONAL: 

LA SITUACIÓN EN MÉXICO 

Los compromisos de Río de Janeiro son globales y nacionales. Sin embargo, has­
ta ahora las políticas ambientales, con algunas excepciones como en la Unión Eu­
ropea, se consideran solamente en el ámbito nacional. En toda política nacional, 
en un país en vías de desarrollo como México, se ha planteado un obvio dilema: 

¿empezar por el desarrollo económico y social (bien concebido) para después 
atender los aspectos ambientales, o establecer de una vez las políticas ambienta­

les demandadas por la sociedad aunque puedan incidir en un rezago de los pro­
cesos de desarrollo? Este dilema, por cierto, no se le presentó a los países hoy in­

dustrializados que iniciaron su desarrollo en el siglo XIX. El desarrollo sustentable 
como concepto enseña que no debe existir hoy semejante dilema, sino que deben 
abordarse los dos grandes objetivos en forma conjunta e interrelacionada. Por 
desgracia, no es posible aún identificar un solo país que en la actualidad haya in­

terrelacionado las dos políticas, ni siquiera en forma parcial o aproximada. 

6 Estoy consciente de que el mundo actual no se divide en sociedades capitalistas, por un 

lado, y sociedades socialistas, por otro, y de que existen muchas propuestas y aun algunas expe­

riencias de sociedades alternativas de tipo comunitario igualitario y austero. Sin embargo, han 

predominado las primeras y todo parece indicar que por mucho tiempo se tenderá, en esta etapa 

histórica de globalización, a crear un capitalismo modificado, más equitativo, en la mayoría de las 

sociedades, y no un socialismo planificado realmente democrático. 
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Más grave es comprobar que, a casi cuatro años de la Conferencia de 
Río (CNUMAD92), no se pueda señalar un solo país que haya iniciado una 
política de desarrollo sustentable o que haya emprendido pasos concretos 
destinados a dejar huella de sus intenciones a largo plazo. No han faltado 
declaraciones, discursos y documentos alusivos al tema. Las buenas inten­
ciones abundan. Se expresan, por ejemplo, en el preámbulo del Tratado de 
Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), donde se enumera como 
uno de los propósitos el de "promover el desarrollo sostenible [sic]", y en el 
Acuerdo de Cooperación Ambiental de América del Norte, donde se afirma 
que "la cooperación ... es un elemento esencial para alcanzar el desarrollo 
sustentable, en beneficio de las generaciones presentes y futuras" .7 

La realidad sigue siendo otra, pese a que en algunos países se han desarro­
llado programas ambientales relativamente eficaces, como en Japón, Suecia o 
Alemania, que podrían integrarse en una política de desarrollo sustentable. No 
es posible aún incluir en la lista a Canadá y Estados Unidos, y mucho menos 
a la gran mayoría de los países en vías de desarrollo, entre ellos México. 

Tampoco los compromisos internacionales se están cumpliendo con efecti­
vidad, excepto, hasta cierto punto, el Protocolo de Montreal sobre la reducción 
y eliminación de las emisiones de CFC (clorofluorocarburos), que dañan y des­
truyen parcialmente la delgada capa de ozono que protege la atmósfera y las es­
pecies humana y animal de los rayos ultravioleta.8 El Fondo Ambiental Global 
del Banco Mundial (GEF) cuenta ya con recursos adicionales. La Unión Europea 
dedica cada vez más inversiones a la política ambiental de sus estados miembros. 
El Banco Interamericano de Desarrollo ha iniciado un programa de apoyo a la 
política ambiental. El Banco Norteamericano de Desarrollo (NADBANK), sito en 
San Antonio, Texas, cuyo objetivo es financiar proyectos ambientales en una 
wna que abarca hasta 100 kilómetros a cada lado de la frontera México-Estados 
Unidos, ha iniciado operaciones. Aun así, todas estas acciones y programas, su­
mados, no significan ni el inicio del tránsito hacia el desarrollo sustentable. Las 
convenciones sobre Cambio Climático y sobre Biodiversidad suscritas en Río 
avanzan apenas lentamente e9 su gradual aplicación. 

En el fondo, las políticas nacionales y regionales de desarrollo sustentable 
-aparte de su costo y de los problemas de organización nacional de las mis-

7 Secofi, Tratado de Libre Comercio de América del Norte: texto oficial, México, 1993, pp. 4 

y 1099. 
8 La situación más reciente respecto al Protocolo de Montreal y los compromisos de reduc­

ción y eliminación de los CFC puede consultarse en Action Ozono, publicación trimestral del Pro­
grama de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA), núm. 17, enero de 1996, y en 

el suplemento especial, núm. 3, de noviembre de 1995. 
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mas- sólo pueden surgir de un conocimiento público amplio de los factores 
determinantes del deterioro ambiental, de las tendencias del desarrollo y de la 
situación ambiental de la que se partió. En particular, el meollo, según el Infor­
me Brundtland, está en el uso de la energía de origen fósil --el carbón, el pe­
tróleo y sus productos, y el gas natural, en sus respectivas significaciones relati­
vas en cada país. Mientras no se sustituyan esas fuentes de energía, en especial 
las dos primeras, cuya combustión genera los elementos principales que contri­
buyen al deterioro atmosférico global por medio del efecto invernadero y sus 
consecuencias, no se habrá dado un paso importante hacia la creación de con­
diciones que permitan el desarrollo sustentable. El poder alcanzarlo tiene que 
contrastarse con el hecho_ histórico de que el desarrollo moderno de la indus­
tria y el transporte, y el de las concentraciones urbanas, se ha basado precisa­
mente en el consumo de esos energéticos. Se plantea, en consecuencia, un cam­
bio fundamental en 1a relación de los energéticos disponibles de mayor uso en 
casi todas las economías, ya sea que se produzcan o que se obtengan por medio 
del comercio internacional, con el conjunto de la actividad económica y social. 

Trasladada esta problemática al ámbito de un país como México, se com­
prende que no será fácil, tan sólo en los aspectos ambientales y de desarrollo 
económico, transitar hacia el desarrollo sustentable. Añadido el componente 
social, que entre otros aspectos se caracteriza por una aguda desigualdad, el ob­
jetivo de la equidad queda aún más distante, por más que el concepto esté pre­
sente en la retórica oficial y aun en la privada y en la académica. 

En México han existido desde 1972 elementos importantes de política 
ambiental y se ha creado alguna conciencia política, administrativa y social en 
general sobre la importancia de mejorar dicha política. No obstante, sin des­
merecer en nada los esfuerzos hechos a lo largo de más de 20 años, y en parti­
cular la nueva orientación que parecen estar adoptando la Secretaría del Medio 
Ambiente, Recursos Naturales y Pesca (Semarnap) y el Instituto Nacional de 
Ecología (!NE) para el periodo de 1996 en adelante, debe reconocerse que ape­
nas se empieza a plantear una política integrada para contrarrestar el deterioro 
del ambiente en el país. 

En el medio oficial, la gravedad de los problemas fue descrita con claridad 
en 1990 en el Programa Nacional para la Protección Ambiental 1990-1994, a 
cargo de la entonces Sedue, cuyo objetivo era aplicar las disposiciones de la Ley 
General de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente de 1988.9 En ese do­
cumento se declaró que todos los ecosistemas de México se encontraban ame-

9 Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología (Sedue), "Programa Nacional para la Protec­

ción Ambiental 1990-1994", México, 1990. 
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nazados por el desarrollo agropecuario, industrial y urbano, a lo que se añadía 
el efecto del crecimiento demográfico todavía muy rápido. Se determinó que las 
principales áreas de contaminación eran entonces las grandes ciudades, los puer­
tos industriales, las cuencas hídricas y algunos ecosistemas específicos. El Progra­
ma decía muy poco, por cierto, acerca de las superficies de uso agropecuario. 

El más reciente informe bienal sobre la situación del ambiente, de la Se­
cretaría de Desarrollo Social (antes de la creación de la Semarnap), 10 contiene 
información verdaderamente preocupante que, en forma sintética, me permi­
to presentar a continuación. 

Se enumeran en el informe 25 áreas críticas, que incluyen zonas agrícolas 
(cap. 3). (A esa lista habría que añadir toda la subregión de la frontera norte). 
Se señalan también 15 áreas caracterizadas como de riesgo para la salud huma­
na, incluida la Ciudad de México y su zona metropolitana, y cinco áreas de 
alto riesgo personal para la población local debido a la presencia de sustancias 
carcinogénicas (cap. 3). Además, la calidad del agua urbana en general ha des­
cendido, la deforestación continúa ocurriendo a una tasa anual superior a uno 
por ciento y el consumo energético en la producción ha aumentado en lugar 
de descender. Se estima que la capacidad contaminante de la industria de trans­
formación se multiplicó 20 veces entre 1950 y 1989, sin indicios de que pos­
teriormente se haya atenuado (cap. 11). 

En 1993, según el informe citado, la generación de desechos municipales 
sólidos (excluidos los desechos de procesos industriales) se estimó en 893 kg 
por habitante como promedio nacional (en el Distrito Federal, 1 259 kg). La 
mayor parte del total de 28 millones de toneladas que se generaron ese año se 
originó en las zonas centrales de México y en el Distrito Federal (60%); al nor­
te correspondió 21 %, y a la zona de la frontera norte 6%. Más de la mitad del 

·volumen total fueron desechos orgánicos y casi 20% vidrio, papel y plásticos, 
siendo el resto metales y hule. Se calculó que 82% de tales desechos fue a dar a 
tiraderos a la intemperie, en su mayoría no controlados. Por añadidura, se esti­
mó que en 1994 el volumen de desechos industriales peligrosos, tanto líquidos 
como sólidos, fue de 7.7 millones de toneladas, de las que 38% eran solventes, 
43% eran aceites, pinturas, soldadura, resinas, ácidos y derivados del petróleo, 
y el restante 21% eran desechos varios (cap. 18). 

Se han puesto en marcha programas de construcción de confinamientos 
sanitarios de desechos y de tratamiento de aguas y de reciclaje, incluidos pro-

10 Secretaría de Desarrollo Social, Instituto Nacional de Ecología, México: informe de /,a si­
tuación general en materia de equilibrio ecológico y protección del ambiente 1993-1994, México, 

1994. 
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yectos especiales para los desechos tóxicos. En la wna fronteriza del norte exis­
te un régimen especial aplicable a las empresas maquiladoras y se ha creado ma­
yor conciencia de los agudos problemas ambientales surgidos que afectan las 
aguas subterráneas. En términos generales queda mucho por hacer; por ejem­
plo, la elaboración de un inventario nacional actualizado de los desechos peli­
grosos. No se ha logrado impedir, por otra parte, que una proporción muy 
considerable, quizá la gran mayoría, de los desechos industriales líquidos con­
siderados peligrosos vaya a dar a los sistemas de drenaje, a los ríos y los arroyos 
y otras superficies acuáticas, a las lagunas y los esteros, a las bahías o a tirade­
ros no debidamente controlados de donde los desechos líquidos y las particu­
las que llevan se filtran al subsuelo y a los mantos freáticos. 

El diagnóstico completo de la problemática ambiental de México, sobre to­
do en un posible contexto de desarrollo sustentable como objetivo a mediano y 
largo plaws, no se ha hecho todavía. Entre los diversos campos en que se ha au­
mentado el conocimiento figuran, desde luego, algunas áreas naturales protegi­
das, así como otras, no debidamente protegidas, en que el deterioro forestal y de 
los suelos (como ocurre también en las cuencas hídricas, las lagunas y los este­
ros) es evidente. Pero en el terreno de los desechos industriales y municipales, 
que crean un problema que se agrava cada año en grandes proporciones, se ca­
rece de información sistemática y suficiente. No se ha diseñado aún una políti­
ca nacional para los desechos municipales, que incluya no sólo los de origen in­
dustrial sino los que emanan de las unidades de vivienda. Es más, el discurso 
oficial sobre la política ambiental en México parece referirse sobre todo a los re­
cursos naturales, y se dice, en cambio, muy poco acerca del problema de los de­
sechos industriales y municipales, no obstante que el sistema de normas y casti­
gos (Nyc) está diseñado en lo principal para conten~r o reducir la contaminación 
por emisiones de sustancias peligrosas y tóxicas resultantes de la actividad agro­
pecuaria e industrial, y hasta cierto punto de la comercial y de los servicios. 

Puede suponerse que en 1995 la situación ambiental de México continuó 
empeorando y que 1996 depara el mismo resultado. Es indudable, por lo de­
más, que, aun incrementando en buena medida los recursos destinables a los 
programas vigentes, los resultados positivos no se verán antes de muchos años. 
Se requerirá que dentro del propio sector público se coordine la política ambien­
tal, al más alto nivel, de manera que constituya un todo integrado y no una se­
rie de acciones individualizadas a cargo de diferentes secretarías de Estado, de­
pendencias descentralizadas, empresas paraestatales y entidades federativas. Será 
preciso, asimismo, una cooperación y vinculación más estrecha de las autorida­
des ambientales con el sector productivo privado, el cual representa el conjunto 
de actores empresariales que, por medio de sus acciones productivas y otras, de-
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termina en gran parte el grado de contaminación y deterioro del ambiente. 
También tendrá que incluirse, en el marco de la política ambiental integrada, h 
interacción adecuada con el gran mundo de los hogares o unidades de vivienru 
que generan directamente desechos que contribuyen a la contaminación de sue­
los y aguas, o intervienen en el aumento y la difusión de la contaminación at· 
mosférica por medio del transporte urbano e interurbano, o en otras formas. 

El efecto contaminador de la actividad industrial proviene de la emisión 
de residuos sólidos, líquidos y gaseosos caracterizados como peligrosos, y a ve­
ces tóxicos, que tienen por destino principal los sistemas de drenaje y los lla­
mados tiraderos a cielo abierto, no controlados, así como otros destinos tale! 
como los ríos y arroyos, las lagunas y los esteros, los barrancos, etc., y en el case 
de los gaseosos, una atmósfera ya cargada con las emanaciones de los automo­
tores. Los establecimientos industriales y de servicios, en especial las empresa! 
medianas y pequeñas, y las microempresas carecen de suficiente conciencia y 
conocimiento de la problemática ambiental, según lo reveló una encuesta re· 
ciente de investigadores de El Colegio de México. 11 

La política ambiental mexicana, en la parte referente a desechos industria­
les, se basa, como la de todos los países de la OCDE y otros, en la aplicación de 
normas y castigos (Nyc). Aun cuando se ha mejorado su administración, en 
México existen sólo unas 80 normas, cuya aplicación dista bastante de ser ri­
gurosa y eficaz. Las empresas grandes, sean nacionales, extranjeras o de capital 
mixto, suelen acatarlas, aun cuando no siempre al máximo posible, sino más 
bien lo suficiente para no transgredirlas, pero no lo bastante para tener un efec­
to ambiental importante. Se cumplen para estar ligeramente dentro de la nor­
ma; por ejemplo, emisiones de 90 sobre un máximo permitido de 100, pero no 
se desciende a 15 o 25, es decir, no se va siempre del "final del tubo" al princi­
pio del mismo, lo que supondría cambios en procesos técnicos que requieren 
a veces fuertes inversiones. No se está transitando todavía lo suficiente de tec­
nologías ambientalmente sucias a otras limpias, o menos sucias. 

En el caso de empresas medianas y pequeñas, las emisiones de sustancias 
peligrosas rebasan con frecuencia las normas, sea por desconocimiento, por im­
posibilidad técnica, por falta de financiamiento adecuado o por baja calidad de 

11 Véanse Alfonso Mercado y Lilia Domínguez, "Contaminación industrial en la wna me­
tropolitana de la Ciudad de México", en Comercio Exterior, vol. 45, núm. 10, octubre de 1995, 
pp. 766-774; Víctor L. Urquidi, "Instrumentos económicos para la política ambiental: estructu­
ra industrial y comportamiento empresarial en los países en vías de desarrollo, con referencia a 
México", ponencia presentada en el Seminario Internacional sobre Instrumentos Económicos 
para un Comportamiento Empresarial Favorable al Ambiente, México, El Colegio de México, 

16-17 de octubre de 1995. 
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su propia gestión ambiental, según se desprende de los resultados de la encues­
ta citada de El Colegio de México. 

Teniendo en cuenta nuevas tendencias entre los países miembros de la 
OCDE y estudios de esta organización y otras, empieza a prestarse atención, 
como hubiera sido lógico desde el principio, al posible empleo de instrumen­
tos económicos, en concreto incentivos fiscales, financieros y otros, como 
complemento de las disposiciones reglamentarias para inducir a las empresas 
a asumir conductas empresariales proambientales que a la vez resulten renta­
bles y competitivas. Estas nuevas políticas, que además tienen fundamento en 
el capítulo 8 de la Agenda 21 aprobado en la Conferencia de Río de Janeiro 
(CNUMAD92), y sobre el cual buen número de instituciones académicas ha ini­
ciado estudios, podrían complementar la política de Nyc, a fin de inducir a las 
empresas a hacer las inversiones necesarias en equipo, cambios de tecnología y 
nuevos procesos que les permitan economizar agua y energía, reciclar desechos 
y reducir o evitar emisiones de residuos peligrosos, así como adoptar tecnolo­
gías limpias y con ello, además, mejorar su eficiencia y su competitividad. Mé­
xico no ha entrado todavía en esta nueva etapa, cuyo estudio apenas se inicia. 

III. POLÍTICA AMBIENTAL Y REGIONALIZACIÓN 

Lo anterior es una reseña del marco general en el cual evoluciona la política 
ambiental de México, ya de por sí difícil de llevar a cabo. Como ya se dijo, no 
se han dado pasos hacia la elaboración de una política de desarrollo sustenta­
ble. Se trata solamente de una política ambiental nacional, todavía no integra­
da a las políticas de desarrollo socioeconómico, pero con algunos puntos de 
cooperación con Estados Unidos y Canadá. 

Ahora analizaré una dimensión particular de la política ambiental en un 
país como México, relativamente grande en extensión y en economía, consti­
tuido en régimen político federal. En muchos países, incluido México, la po­
lítica ambiental se inició en todo el territorio sin descentralización de funcio­
nes a sus entidades componentes. Desde 1989, y con mayor atención en la 
actualidad, se ha descentralizado la responsabilidad de las acciones proambien­
tales, en particular por lo que hace a la aplicación de las normas. Éstas siguen 
siendo federales, no regionales, pero el programa administrativo de vigilancia 
y control, así como la determinación de los efectos ambientales en los casos que 
correspondan, se ha fincado en los gobiernos estatales, con la colaboración del 
gobierno federal. Esta tendencia es, sin duda, un resultado de nuevas políticas 
administrativas consideradas convenientes desde muchos puntos de vista, y tie-
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ne la ventaja de fijar la atención en los problemas locales y de involucrar a las 
comunidades respectivas. En determinadas circunstancias se podrá inducir una 
mayor demanda de protección ambiental y de programas de apoyo, así como 
una mayor eficiencia en la instrumentación de la política ambiental. 

La federalización o descentralización de la política ambiental está prevista 
en la Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente de 1988. 
En la exposición de motivos de esta ley se afirma que: 

El sentido político del proyecto [de ley] es pasar de una visión sectorial de las ac­

ciones de gobierno hacia fórmulas de coordinación más eficaces, de una alta cen­

tralización en las decisiones a la concurrencia de los tres niveles de gobierno en la 

solución y prevención de los problemas ecológicos; de una acción estatal funda­

mental limitativa a la corresponsabilidad de gobierno y sociedad, a la concertación 

de compromisos en torno a acciones, para canalizar adecuadamente demandas y 

contribuir a la solución efectiva de los problemas . 

. . . [se define] el sistema de concurrencia entre los tres niveles de gobierno ... [se] 

dispone la descentralización a las entidades federativas y los municipios de las fa­
cultades para prevenir y controlar la contaminación de la atmósfera, la contamina­

ción generada por aguas vertidas a los sistemas de drenaje y alcantarillado y de la 

producida por ruido, energía térmica, lumínica y vibraciones; de crear y adminis­

trar áreas naturales protegidas de interés estatal y municipal; de realizar las evalua­

ciones de impacto ambiental que no se reservan a la Federación ... y de establecer 

y aplicar las sanciones por infracción a las disposiciones que se refieren a asuntos 

de su competencia.12 

Estas ideas se elaboran con mayor detalle en el resto de la exposición de 
motivos y están plasmadas en el articulado de la Ley, por ejemplo, en los ar­
tículos 1 º,fracciones VII y VIII; 4º, fracciones 1y11; 6º, fracciones 1 a VII; 8º, 
fracciones Vy VI; los artículos 12, 16, 38, 41, 12, 57, 58, 59; 111, fracción 11; 
112, fracción III; 116, fracciones 1 a IV, y otros, según la temática específica 
de que traten (recursos naturales, atmósfera, emisiones municipales, vigilancia, 
etc.). La legislación establece la descentralización, reserva a la Federación deter­
minadas funciones y tareas y prevé mecanismos de relación o coordinación en­
tre la Federación, los estados y los municipios, así como entre estos últimos 
dos, y con las diferentes autoridades sectoriales. Considera también casos en 

12 Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente, México, Secretaría de Go­

bernación, 1988, pp. 13 y 15. 
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que por la naturaleza del fenómeno ambiental puedan establecerse mecanismos 
especiales en función del mismo, bajo iniciativa o tutela federal, como entre el 
Distrito Federal y la wna conurbada al mismo. Puede darse la cooperación en­
tre entidades federativas sin que participe la Federación. 

No obstante, si se parte de que en materia ambiental no hay fronteras rea­
les, el descentralizar solamente por entidades federativas no parece ser la estra­
tegia adecuada, o por lo menos no la única. 

Para empezar, no todas las entidades federativas cuentan con la capacidad 
necesaria para aplicar las normas y las reglamentaciones existentes, y menos 
aún para investigar y analizar los problemas ambientales del estado. Cierto es 
que la Federación podría, sin duda, inducir esfuerws de cooperación con los 
estados, con el apoyo de organismos descentralizados, bancos de desarrollo y 
otros, inclusive del sector empresarial local, pero para ello se requerirán perio­
dos largos de capacitación de las burocracias-locales, así como de capacidades 
de análisis y evaluación. 

Igual o más importante es reconocer que, en materia ambiental, sería un 
error conceptual tener la problemática de cada estado como independiente de 
la de otros estados contiguos o vecinos, o que sean parte de una misma cuen­
ca hídrica. La descentralización por sí sola, como se prevé en la ley, no garan­
tiza que se puedan armonizar las políticas ambientales de entidades federativas 
contiguas o de grupos de entidades federativas. El mejor ejemplo es la relación 
entre el Distrito Federal y el Estado de México, en las grandes wnas adyacen­
tes y conurbadas y en materia del uso del agua mexiquense por el Distrito Fe­
deral. Las dificultades prácticas de la coordinación de políticas ambientales en­
tre los estados son enormes. 

No bastaría acudir a lo que en México, en algunos casos, se llama regiona­
lización, consistente en definir grandes bloques de estados, cada uno compues­
to de tres o más entidades, con arreglo a alguna orientación de los puntos del 
compás: norte, noroeste, occidente, sureste, etc. Estados como Oaxaca, para 
tomar un solo ejemplo, se componen de wnas cuya vertiente es el golfo de Mé­
xico y también de otras que dan al océano Pacífico, con diferencias climáticas 
y ambientales. Lo que parece necesario es que se identifiquen y definan regio­
nes y subregiones, o wnas, en que los fenómenos ambientales tendrían que 
considerarse en su alcance regional o subregional, más allá de límites territoria­
les y sin abarcar necesariamente toda la superficie de la jurisdicción respectiva 
o de la vecina. Como tampoco un municipio por fuerza constituye una wna 
integrada con otro, sea del mismo estado o de un estado vecino. Y así sucesi­
vamente, atendiendo a criterios ambientales. Hace falta una "regionalización, 
subregionalización y zonificación ambientales". 
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Cabe pensar, desde luego, en la rona de la frontera norte, o en subronas de 
ésta, caracterizadas además por cierta homogeneidad industrial derivada de la 
importancia de las industrias maquiladoras, por el uso del escaso suministro de 
agua en algunas de las áreas agrícolas e industriales, y por el volumen de desechos 
industriales que resultan de determinadas actividades. De igual modo pueden 
considerarse regiones como la cuenca Lerma-Santiago, afectada por la industria­
lización y por las prácticas agrícolas y pecuarias de los estados circunvecinos, así 
como varias ronas del Bajío, Michoacán y Jalisco, la cuenca Orizaba-Río Blan­
co, la rona industrial CIVAC-Cuernavaca (tan vinculada al Distrito Federal), la de 
Monterrey-Saltillo y sus alrededores, la de Aguascalientes-Guanajuato, y asimis­
mo la rona Tlaxcala-Puebla-Atlixco y aledaños de estas ciudades, la cuenca del 
Papaloapan, los complejos petroquímicos del sur de Veracruz y de ciertas ronas 
de Tabasco, la subregión de la península de Yucatán y otras muchas, grandes y 
pequeñas. La lista, que seguramente existe ya para ciertos fines no ambientales, 
puede ser incrementada considerablemente. 

Se precisa encuadrar la política ambiental, y sus aspectos de descentraliza­
ción, en los marcos regionales y subregionales del desarrollo industrial y agro­
pecuario, teniendo en cuenta, además, los sistemas interurbanos de transporte, 
las líneas de abastecimientos recíprocos, los suministros energéticos y muchos 
otros aspectos de integración regional. No todos los problemas ambientales en 
las distintas regiones y subregiones serán comunes a todas las entidades y los 
municipios comprendidos, pero habrá sin duda algunos de importancia que 
trasciendan las fronteras estatales y, en consecuencia, requieran vinculaciones 
administrativas de orden regional y no sólo event4ales coordinaciones. Es ob­
vio que la política ambiental de un estado determinado, o de un municipio, 
puede ser anulada por la ausencia de política ambiental, o por su insuficiencia 
o falta de adecuación, en otro estado o en un municipio contiguo. 

Es posible que en México la idea de la planificación industrial regional no 
esté ya de moda. En el nuevo contexto, en que se han disminuido las funcio­
nes de planeación a largo plaw del Estado mexicano para adentrarse, en cam­
bio, en el terreno de los instrumentos abstractos y en la recomendación de que 
se "vuele por instrumentos" sin precisar el lugar donde se requiere aterrizar, no 
tiene lugar la planeación. No obstante, la idea de la planeación regional y sub­
regional tiene validez en muchas partes del mundo; por ejemplo, en Francia, 
lo que llaman el ordenamiento del territorio, sin delimitar las acciones sólo 
dentro de los confines de las unidades territoriales de una determinada juris­
dicción política. En Estados Unidos no se ha abandonado la planeación regio­
nal y de determinadas cuencas, como tampoco en el Reino Unido. En Euro­
pa, en general, y por las rawnes que imperan en la constitución de la Unión 
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Europea como ente con poderes supranacionales e intereses comunitarios, la 
planeación regional, que abarca la ambiental, está plenamente vigente. La eco­
nomía regional es un hecho y se basa en vinculaciones reales que el propio sis­
tema económico y social ha generado y en muchos casos fortalecido. 

Sería poco racional que en materia del ambiente se procediera a la aplica­
ción de las políticas en contextos estrechos que no tuvieran en cuenta la reali­
dad de las vinculaciones intrarregionales susceptibles de definirse e identificar­
se. México cuenta con numerosos y valiosos estudios de regionalización que 
tienen aplicación en diversos contextos. El ambiental debe añadirse como ele­
mento indispensable de un principio de aproximación a un futuro desarrollo 
sustentable y equitativo. 

IV. CONCLUSIÓN 

El presente trabajo propone que la descentralización de la política ambiental en 
México, así como en otros países de dimensión semejante y estructura federal 
de la región latinoamericana, se plantee no entidad por entidad, sino sobre ba­
ses regionales o subregionales, zonales y subzonales, en todos los casos en que la 
interrelación entre la actividad económica y la problemática ambiental lo acon­
seje, sobre todo en las cuencas hídricas. La regionalización en México debería 
ser la base de la coordinación entre entidades estatales y, en su caso, municipa­
les para la definición y la ejecución de las políticas ambientales respectivas den­
tro del marco nacional. Además, la política ambiental mexicana no puede ni 
debe desvincularse de la global ni de la de los países con los cuales existe la ma­
yor relación comercial y económica, en este caso Estados Unidos y Canadá, y se­
cundariamente Europa Occidental y Japón; en consecuencia, la regionalización 
de la política ambiental debe abarcar en especial la zona de la frontera none a 
ambos lados de la misma. De igual manera, las zonas contiguas de las fronteras 
del sur, con Belice y Guatemala, deben considerarse en su conjunto. Además, 
cualquier zona en que el comercio exterior desempeñe un papel imponante en 
el uso de los recursos naturales debiera incorporar los impactos ambientales a los 
criterios de regionalización. 

Se abriría así una dimensión mucho más provechosa que la actual a las po­
líticas ambientales generales y a aquellas que, sobre esta base, puedan condu­
cir al desarrollo sustentable. 





PERSPECTIVAS Y ALTERNATIVAS DE AMÉRICA LATINA 
ANTE LOS PROBLEMAS MUNDIALES* 

VfCTOR L. URQUJDI, VICENTE SANCHEZ y EDUARDO TERRAZAS** 

1. MARCO CONCEPTUAL 

El objetivo de este trabajo es presentar algunas ideas y comentarios sobre las 

perspectivas de América Latina y algunas de las alternativas por las que podría 
optar, en el enfrentamiento y la resolución de su situación particular, en fun­
ción de la problemática mundial. No pretendemos formular o reformular teo­
rías y explicaciones causales sobre la gestión y dinámica de la crisis global que 
amenaza al mundo de hoy. En todo caso, parece conveniente describir breve­
mente algunas premisas que informan nuestro pensamiento y las característi­

cas de los grados de desagregación con que operamos al aproximarnos al tema 
de las interrelaciones globales. 

Nuestra premisa básica es que la. articulación del hombre (en sociedad) con 
la naturaleza se ha hecho cada vez más inadecuada. El hombre es parte integral 

de la naturaleza, hecho que se ha olvidado progresivamente. En la medida en 
que la sociedad se ha ido haciendo más compleja y omnipresente, se ha produ­
cido una creciente enajenación del hombre en relación con el sistema natural 

del cual proviene y es aún parte. Esto ha afectado cada vez más la articulación 
sociedad-naturaleza, lo que se ha expresado en una serie de "crisis" (ambiental, 

alimentaria, energética, poblacional, etc.) que no constituyen sino diferentes fa­
cetas de la crisis global. 

Con fines analíticos, desagregamos el sistema natural en biótico y abióti­
co, y el sistema social en civilización, cultura y participación (véase figura). En 

*Estudios Internacionales, año XIV, octubre-diciembre 1981, núm. 56, pp. 447-473, 
Chile. 

** Los autores son miembros del Centro Tepoztlán, México. Este trabajo fue preparado 
como contribución de dicho Centro a la Conferencia del Club de Roma sobre ''.Alternativas 
para la humanidad: la misión de la América Latina", organizada por la Asociación Civil Orino­
quia, los días 16-19 de junio de 1981 en Caracas, Venezuela, y se publica en Estudios Interna­
cionales por especial autorización de sus autores y del Club de Roma. 
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BIÓTICA 

HOMBRE 
EN SOCIEDAD 

NATURALEZA 

ABIÓTICA 

esta presentación no entraremos en mayores detalles sobre el sistema natural y 
sólo lo usaremos como un referente fundamental. A continuación, sólo defini­
remos los grados de desagregación del sistema social con que operamos.* 

a] Cultura es la noción que se refiere a los valores morales, intelectuales y 
estéticos que dan sentido y cohesión a una sociedad. 

b] Civilización es la noción que indica el desarrollo de la producción, es­
trechamente ligada a la educación, a la creación del conocimiento científico y 
tecnológico y a las formas nacionales de organización administrativa y social. 

c] Participación define el horiwnte político, la relación entre autoridad y 
pueblo, entre Estado y sociedad, así como también entre los grupos sociales. 

* ·Estamos conscientes de que los términos para denominar los grados de desagregación que 

utilizamos en nuestro análisis, particularmente cultura y civilización, no coinciden con el uso ha­
bitual que a ellos se les da en las ciencias sociales en los últimos años. Los hemos utilizado, sin em­

bargo, con el significado que anotamos, porque en algunos seminarios realizados por el Centro Te­

pozdán en los últimos meses ha habido un planteamiento mayoritario entre los participantes para 

darles el significado que anotamos arriba en su definición y no los usuales. En todo caso, es per­

fectamente posible, para quien lo prefiera, entender por cultura la dimensión valórica-ideológica; 

por civilización, la dimensión económico-social y sus diversos componentes {ciencia, tecnología, 

sistemas productivos y administrativos, etc.), y por participación, la dimensión política. 
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La observación superficial muestra que hoy día es posible identificar ele­
mentos de crisis dentro de cada uno de estos componentes del sistema social. 
Más aún, es posible comprobar grados variables de dificultad y contradicción 
en las relaciones y articulaciones de estos componentes entre sí. De alguna ma­
nera, la rápida evaluación y el cambio que se ha ido produciendo en uno u 
otro de los componentes, y que no siempre corresponden a los cambios de los 
demás, atentan contra la posibilidad de una articulación fácil entre ellos. Por 
otra parte, como hemos mencionado, este sistema social con elementos críti­
cos en su propio funcionamiento se articula inadecuadamente con la natura­
leza. Esta articulación es, por lo demás, fundamental para lograr un desarro­
llo sostenido de la humanidad a largo plazo. 

Pudiera afirmarse que siempre ha sido posible identificar estos elementos 
de crisis en las interrelaciones mencionadas. Lo que parece cualitativamente 
nuevo, en la hora actual, es que esta vez la crisis amenaza con ser definitiva, 
tanto por la degradación ambiental progresiva acoplada al aumento de la po­
blación como por la capacidad del hombre para causar su propia destrucción 
por medio del holocausto nuclear. 

Agreguemos a esto que los sistemas sociales y políticos y las formas de co­
operación internacional no parecen ser capaces de afrontar ni interna ni inter­
nacionalmente, como tampoco en el ámbito regional o subregional, la magni­
tud y la complejidad de sus problemas básicos, ya sea a corto plazo o a mediano 
plazo y mucho menos se vislumbran soluciones a largo plazo. 

2. ALGUNAS CARACTERfSTICAS DE AMÉRICA LATINA 

Teniendo presente la problemática global señalada, es necesario evaluar, aun­
que sea en forma aproximativa, algunos de los elementos que caracterizan a 
América Latina en el momento actual. Éstos podrían representar ventajas o 
desventajas para las perspectivas de la región en el futuro. 

Es posible plantearnos -aunque eso signifique pensar con los deseos- que 
estas perspectivas se materialicen en la formación de proyectos alternativos, que 
no sólo permitan hacer frente a la problemática de la región, sino que sirvan 
también como sugerencias o modelos viables para afrontar la situación global. 

Debemos advertir que en la selección, la formulación y los comentarios de 
los elementos característicos de América Latina que presentamos se ha tenido 
presente lo siguiente: 

a] no se pretende ser exhaustivo y señalar todos los elementos que carac­
terizan la región. 
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b] los diversos elementos se presentan agrupados más o menos arbitraria­
mente, de acuerdo con el esquema conceptual esbozado previamente; 

c] codos ellos implican una comparación de la situación de América Lati­
na frente al resto del mundo. Por ello, es evidente que algunos significan ven­
tajas, en tanto representan comparaciones con otras regiones del Tercer Mun­
do, pero pueden no ser tales si la comparación se hace con el Primer Mundo o 
con el Segundo; 

d] todos los elementos que se mencionan son generalizaciones referidas a 
la región como conjunto. Por lo tanto, algunas aseveraciones que se hacen no 
son ciertas si se aplican a alguna subregión o nación dentro del conjunto; 

e] al seleccionar los elementos que se mencionan, se ha tenido presente 
que podrían facilitar o dificultar la superación de la situación problemática ac­
tual y no se ha pretendido hacer un análisis que intente explicar lo ocurrido 
hasta ahora; 

f] finalmente, en la selección de elementos se ha tenido muy presente que 
el punto de partida para cualquier perspectiva futura es la situación actual de 
estrecha interrelación e interacción en el mundo, de la cual no parece posible 
abstraerse ni es realista ignorarla. 

2.1. Características relativas al sistema natural 

2.1.1. Riqueza actual y potencial en fuentes de energía. América Latina en su 
conjunto posee una dotación de combustibles fósiles, particularmente petró­
leo, que es suficiente para su consumo previsible hasta fin de siglo y un perio­
do posterior razonable. Las fuentes de potencial hidroeléctrico son de enorme 
importancia y no más de 50%, de ellas están siendo utilizadas. Por otra parte, 
si se considera la posibilidad de utilización futura -a mediano plazo- de las 
llamadas fuentes alternativas de energía, la región cuenta con una reserva de 
biomasa (por ejemplo, la Amazonia, la Orinoquia y los ecosistemas tropicales 
en general) de gran extensión e importancia. Algo similar cabe decir respecto 
de la radiación solar, que es abundante y regular en una parte considerable de 
la región, lo que muy probablemente permitiría su aprovechamiento para di­
versos usos. En los últimos dos casos hace falta resolver problemas tecnológi­
cos, en un caso para no devastar y degradar los ecosistemas y en el otro para ba­
jar los costos de explotación que son actualmente muy altos. Mencionamos por 
fin las fuentes geotérmicas para la producción de energía, que comienzan a uti­
lizarse exitosamente y que prometen convertirse, por lo menos en parte de la 
región, en fuente alternativa de alguna importancia potencial para el futuro. 
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2.1.2. Situación alimentaria actual y potencial. En la actualidad, cerca de 40% 
de la población latinoamericana habita en países deficitarios en alimentos. Es­
tos déficit se pagan con petróleo en algunos casos, a expensas de la importación 
de bienes de inversión en otros, o mediante dádivas y créditos blandos que au­
mentan la dependencia respecto a los grandes exportadores de granos o redu­
cen la capacidad nacional para obtener crédito internacional para el desarrollo. 
No existe, por otra parte, ningún sistema de cooperación permanente entre los 
países de América Latina para el abastecimiento de productos alimenticios. 

El problema de la autosuficiencia alimentaria en la región suele verse, en 
general, en términos relativamente estáticos. Se tiende a menospreciar el hecho 
de que el crecimiento poblacional muy elevado de la mayoría de los países lati­
noamericanos es en sí un factor que absorbe casi cualquier esfuerzo de amplia­
ción de las superficies de cultivo o de aumento de los rendimientos agrícolas. A 
este respecto es necesario considerar que cada año se añaden alrededor de 1 O 
millones de bocas que alimentar, pero en 1 O años se sumarán entre 90 a 100 
millones. Con sólo multiplicar estas cifras por el número de calorías y proteí­
nas mínimas necesarias por día se tiene una idea de la magnitud del problema. 
Sin embargo no termina allí, pues es un hecho que la proporción de población 
desnutrida o malnutrida es muy elevada --en algunos países latinoamericanos 
rebasa 40%. O sea, que a las tendencias demográficas habrá que añadir la ne­
cesidad de complementos alimentarios para las grandes masas desnutridas, des­
de los desayunos escolares hasta los esfuerzos por mejorar el contenido proteí­
nico de la alimentación urbana. Otro factor, que refleja tendencias de otras 
partes del mundo, es la mayor capacidad de consumo alimenticio de los secto­
res de clase media y superior. Ésta se traduce en cambios en la estructura del 
consumo, sobre todo hacia alimentos más ricos en proteínas animales, cuya 
producción con frecuencia requiere insumos importados. También hacia ali­
mentos elaborados que suponen técnicas de producción agroindustrial basadas 
en suministros de gran volumen de productos primarios que no quedan siem­
pre disponibles para el consumo directo de las zonas rurales. Las políticas inter­
nas de precios rurales relativos no siempre se han armonizado en forma que de­
terminen la producción de los alimentos más necesarios para el gran consumo; 
en particular, es posible comprobar que la producción de granos básicos se sa­
crifica en muchos países a la de hortalizas y frutas semisuntuarias. 

Ahora bien, es evidente que la situación alimentaria actual deja mucho que 
desear. Sin embargo existen potencialidades importantes que podrían permitir 
resolver adecuadamente la problemática si se procediera en forma diferente a la 
que se sigue en la actualidad. Si bien es cierto que existe la desafortunada ten­
dencia a la utilización de suelos de vocación agrícola para otros fines (asenta-
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miemos humanos, industrias, etc.) que no les son adecuados, es también cier­
to que persiste una buena dotación de suelos para usos agrícolas y pecuarios de 
distintos tipos. Más aún, todavía es tiempo de regenerar suelos deteriorados y 
aún no perdidos del todo y de evitar una mayor pérdida en el futuro con una 
gestión ambiental adecuada de estos recursos natllrales. Conviene recordar que 
América Latina yace entre dos de los océanos más importantes del mundo y 
que posee un mar patrimonial extenso y rico, entre otras cosas, en fuentes de 
proteína para la alimentación. Al mismo tiempo, es posible comprobar que la 
población de la región está entre las que menos consumen alimentos de origen 
marino en el mundo, por lo que existe una gran potencialidad aún poco utili­
zada. No olvidemos tampoco que hay una disponibilidad adecuada de agua, si 
bien está distribuida desigualmente. Existen wnas áridas y semiáridas, pero 
muchas de ellas podrían ser recuperadas y también utilizadas en el futuro. Por 
último, es imaginable que especies vegetales y animales que existen en relativa 
abundancia y no son utilizadas en la actualidad pasen a ser en el futuro recur­
sos naturales aprovechables como fuentes directas o indirectas de alimentos. 

Desde otro punto de vista, es necesario considerar que en América Latina, 
desde hace varios años, se hace investigación científica sobre problemas alimen­
tarios locales; se forman cuadros técnicos bien capacitados en la actualidad para 
resolver algunos de estos problemas; existe una larga experiencia con diferentes 
sistemas de explotación de la tierra y en relación con ella se formula y se reforma 
la legislación agraria; se promueven políticas agropecuarias y es evidentemente 
posible estructurar sistemas de colaboración interlatinoamericana en materia de 
alimentos. En suma, existiendo la voluntad política están dadas las condiciones 
en América Latina para hacer frente adecuadamente al problema alimentario. 

2.1.3. Menor degradación del ambiente natural. Si bien parece todavía posible 
hacer esta afirmación, es necesario relativizarla un tanto porque América Lati­
na, acaso más que otras regiones del mundo, está sufriendo el doble embate de 
lo que podríamos llamar, por caricaturizarlos, el deterioro ambiental propio de 
la pobreza y el deterioro ambiental propio de la prosperidad. En efecto, la fal­
ta de capitales y tecnología adecuada para la explotación del agro lleva, por 
ejemplo, a graves deforestaciones y pérdidas de suelos fértiles. Al mismo tiem­
po, la industrialización acelerada, realizada con frecuencia sin dar mayor aten­
ción a los impactos ambientales, lleva a deterioros graves de los suelos, el agua 
y la atmósfera por contaminación, y a la invasión del campo por el asfalto. En 
otras palabras, el proceso de deterioro ambiental ha cobrado un ritmo progre­
sivamente acelerado. Sin embargo, debido a la extensión de su territorio y a 
que sus ecosistemas comenzaron a ser recargados en los últimos decenios, es 



PERSPECTIVAS Y ALTERNATIVAS DE AMÉRICA LATINA 595 

posible afirmar que el deterioro ambiental es aún comparativamente menor 
que el de otras regiones y, sobre todo, que aún es tiempo y que sería posible de­
tener el proceso si se mejorara la evaluación y la gestión del ambiente. 

2.1.4. Existencia de ecosistemas de gran riqueza potencial. América Latina cuen­
ta con grandes ecosistemas tropicales, particularmente bosques tropicales hú­
medos. Es perfectamente previsible que éstos puedan ser usados en el futuro 
como fuente de alimentos y energéticos sin grave degradación. Sin embargo, 
existe una clara desventaja actual para su utilización puesto que las tecnologías 
de mayor rendimiento en la actualidad, particularmente para la explotación 
agrícola, han sido generadas y perfeccionadas en países con ecosistemas muy di­
ferentes (hemisferio norte) y que de hecho no tienen trópico. La simple trans­
ferencia de dichas tecnologías hacia el sur ha significado desaprovechamiento 
y destrucción de estos ecosistemas. Resulta fundamental que el hombre apren­
da a utilizar los ecosistemas tropicales y otros como los áridos y semiáridos, lo 
que implica la generación endógena de tecnologías adecuadas y, por lo menos, 
un complejo proceso de ajuste a las condiciones ecológicas locales. 

2.1.5. Accesibilidad al resto del mundo. Existe el hábito de estudiar el mapa 
mundial con el centro en Europa. Si lo observamos vemos que América Lati­
na está lejos de Europa y lejísimos de Asia. La realidad es otra, puesto que si 
centramos el mapamundi en América Latina, esta región, por intermedio de 
los dos grandes océanos que la circundan, está a distancias variables pero no ex­
cesivas de África, Oceanía, Europa y Asia, además de formar un conjunto con 
América del Norte. 

2.2. Aspectos relacionados con el componente civilización 

2.2.1. Características demogrdficas y de salud. La dimensión crecimiento pobla­
cional es, sin duda, uno de los problemas graves en el contexto de la problemá­
tica global. Si bien América Latina acusa aún índices muy elevados de natalidad, 
existen síntomas auspiciosos de que éstos comienzan a disminuir gracias a una 
compleja interacción de factores. Por una parte, el aumento del nivel de vida de 
algunos sectores de la población y la progresiva urbanización de ésta comienzan 
a mostrar un efecto positivo en el sentido de cambios en las actitudes tradicio­
nales de la pareja hacia el número de hijos deseados; ello se refuerza con los pro­
gramas de planificación familiar que alcanzan éxito creciente en algunas nacio­
nes de la región. Por otra parte, la mejoría indudable de los índices de salud 
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(debido a más agua potable, más adecuados y crecientes sistemas de drenaje, 
una mayor cobertura médica y una medicina más eficiente), tienden a reducir 
la mortalidad infantil y, en especial, de los menores de cinco años. Aumenta 
proporcionalmente el sector de la población en condiciones de producir y, por 
lo tanto, de contribuir a la satisfacción de las necesidades de la población total 
(aunque en algunos países el incremento de la población en edad de trabajar 
será, durante los próximos dos decenios, superior a su posibilidad de absorción 
en el empleo productivo). 

Sin embargo, aun teniendo en cuenta los cambios mencionados, la tasa de 
incremento de la población sigue siendo superior al promedio registrado en 
grandes extensiones del Tercer Mundo, lo que presenta problemas de conside­
ración a futuro. 

2.2.2. Mayor grado de urbanización. América Latina cuenta con un grado y una 
tasa de urbanización superiores a los de la mayor parte del Tercer Mundo. El 
que una mayor urbanización represente ventajas o desventajas, o qué combina­
ción de ambos, es aún un tema abierto a discusión. Pensamos sin embargo que, 
para partir, como es forzoso hacerlo, del modelo imperante en el mundo de 
hoy, una tasa de crecimiento mayor de la población urbana representa ventajas 
ciertas para disminuir el índice de natalidad, proveer a la población de educa­
ción y salud, generar conocimientos y tecnologías útiles y organizar el proceso 
productivo en mejor forma. No se nos escapa que la mayor urbanización, so­
bre todo como se da principalmente en América Latina, con la constitución de 
megalópolis de crecimiento muy acelerado, la existencia de unos pocos centros 
urbanos de consideración y con el surgimiento de barriadas marginales habita­
das por la población recientemente inmigrada de las áreas rurales más pobres 
(urbanización descapitalizada), incide negativamente en el medio ambiente y 
en la calidad de vida en los asentamientos humanos. La falta de buenos siste­
mas de transportación pública agrava el problema al inducir un uso excesivo y 
dispendioso del automóvil particular. Sin embargo, no es utópico pensar que 
una planificación regional y urbana más adecuada, para lo cual hay condicio­
nes y cuadros técnicos, podría reducir la incidencia y gravedad de esta parte del 
problema.' 

2.2.3. Inadecuada distribución del ingreso y la riqueza.. En América Latina se 
comprueba una distribución muy desigual del ingreso y la riqueza. Aproxima­
damente de 5 a 10% de las familias de más alto ingreso concentran de 40 a 
50% del ingreso nacional (regional) generado, mientras que, a la inversa, de 40 
a 50% de las de más bajo ingreso recibe apenas de 5 a 10% del total, con al-
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gún mejoramiento gradual de los tramos intermedios. Esto condiciona la exis­
tencia de sectores de la población que padecen lo que se ha dado en llamar po­
breza crítica y, por otra parte, de sectores de gran prosperidad familiar que tie­
nen acceso al consumo suntuario nacional e internacional y a los niveles de 
educación y conocimientos más refinados. La "alianza" de grupos tan dispares 
se hace difícil y se comprueba un proceso progresivo de marginalización de 
grandes sectores de la población. Parece difícil en la actualidad poder insertar 
éstos últimos en programas de adiestratamiento que los convierta en un verda­
dero aporte al proceso productivo. Más difícil aún parece poder interesarlos y 
hacerlos partícipes, desde el comienw, de cualquier proyecto global que pre­
tenda resolver la problemática a que nos referimos. 

2.2.4. Experiencia en el uso de tecnologías avanzadas. América Latina, en com­
paración con el resto del Tercer Mundo, ha estado expuesta durante un tiem­
po mayor al uso de la tecnología moderna y esta experiencia debiera permitir­
le aprovecharla mejor. Es cierto que este hecho también ha determinado una 
mayor dependencia respecto a la tecnología importada y una gran pasividad en 
la generación de tecnología endógena, e incluso frente a la adaptación de tec­
nologías importadas. Pero habida cuenta de la experiencia y conciencia de los 
efectos negativos que se producen, hay en la región mayores posibilidades po­
tenciales que en gran parte del Tercer Mundo para proceder a la creación y a 
las adaptaciones creativas de tecnología que se ajusten mejor a las condiciones 
locales {ecológicas y sociales), sin que por esto deban ser de bajo nivel de efi­
ciencia o afinamiento. Además, la experiencia ganada podría proveer la región 
de una capacidad más lúcida en la selección de diferentes opciones tecnológi­
cas, faltando sólo la voluntad política para planificar un verdadero proceso de 
selección. Es conveniente aclarar que al referirnos a tecnologías no estamos 
pensando sólo en la tecnología dura (hardware), sino también en la serie de for­
mas y sistemas de organización social que se utilizan de hecho para acometer 
el proceso productivo. 

2.2.5. Existencia de recursos científicos y técnicos. América Latina cuenta con 
científicos y técnicos de buen nivel e incluso con instituciones de investigación 
científica y tecnológica de buena calidad. Es cierto que son insuficientes para 
enfrentar la totalidad del problema, pero lo son menos que en otras regiones 
del Tercer Mundo. Puede afirmarse que en muchos países existe ya una masa 
crítica. Por lo demás, sería posible por medio de una política diferencial que 
inspirara la acción de científicos técnicos y de las instituciones pertinentes lo­
grar un rendimiento mayor en la solución de los problemas de la región mis-
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ma y que no se continuara en una actividad que es fundamentalmente satélite 
de aquella de los centros científicos del mundo desarrollado. Probablemente, 
sería posible rescatar a muchos científicos y técnicos latinoamericanos que hoy 
día laboran fuera de la región y que podrían integrarse a la realización de un 
proyecto latinoamericano más útil y viable. Es justamente esta masa crítica ac­
tual y potencial lo que haría posible la generación y adaptación creativa de tec­
nologías que se mencionan en el párrafo anterior. 

2.3. Aspectos relacionados con el componente cultura 

2.3.1. Dependencia de la cultura de Occidente. América Latina es hija muy directa 
de la cultura occidental. A ésta se agregan, en diferentes proporciones según el área 
geográfica, elementos de culturas autóctonas precolombinas y algunos elementos 
de culturas africanas. El ethos cultural característico de Occidente -básicamente 
europeo, al que se agrega lo particular de Estados Unidos- logró imponerse y 
prácticamente hacerse propio en la región, por lo menos como esperanza de solu­
ción y guía conductual. Cualquiera que sea el proyecto que desarrollemos para el 
futuro, es indudable que éste no podría evitar considerar como punto de partida 
el modelo cultural occidenral. Desde este punto de vista, esta "dependencia" cul­
tural y la experiencia continua de varios cientos de años en su utilización pueden 
contar como una ventaja comparativa frente a otras regiones del Tercer Mundo 
donde o bien existe, o está superimpuesta sobre culturas diferentes. Sin embargo, 
esta característica también es causa de la tendencia a copiar extensamente en la 
búsqueda de conceptos y soluciones, tomando en conjunto lo que se aplica y lo 
que no se aplica, lo que sirve a nuestras propias características y también aquello 
que no es realmente posible utilizar. Existe por lo tanto, una cierta pasividad de­
pendiente que paraliza la imaginación creativa e incluso lleva a desechar solucio­
nes y maneras de abordar problemas que surgieron en el pasado (civilizaciones 
precolombinas) o que aún surgen ocasionalmente. Hemos comentado cómo 
esto ocurre con la tecnología, pero es posible ver otras áreas de la conducta social 
donde es muy notorio, como por ejemplo en los proyectos políticos en los que se 
pretende copiar casi sin modificaciones (la izquierda y la derecha), sin atender las 
diferencias reales en el substrato económico, social y político, con su consecuen­
te fracaso y la aparición de formas políticas espúreas. 

Se comprueba, sin embargo, que en los últimos decenios, en algunas áreas 
de la expresión cultural, América Latina ha comenzado a evidenciar sistemáti­
camente una originalidad trascendente. El ejemplo más notable es seguramen­
te el de la literatura y particularmente el de la novela latinoamericana. No se 
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trata de la creación de nuevas formas de expresión artística, pero sí de un apor­
te original y creativo, dentro del marco de las formas de expresión característi­
cas de la cultura occidental. Lo que es importante es que tanto en el caso re­
cién citado como en el de otras manifestaciones artísticas e incluso en algunos 
atisbos de pensamiento filosófico es posible apreciar la conformación de una 
forma de ser y de pensar latinoamericana. Entendemos esto como un proceso 
histórico cultural que implica pasado y presente, y además, sin duda, una afir­
mación futura creciente y vigorosa de una identidad cultural latinoamericana 
que consideramos condición indispensable para cualquier proyecto futuro. 

2.3.2. Sociedad joven. A pesar de lo dicho en el párrafo anterior, es necesario 
también destacar que América Latina es aún una sociedad joven si la compa­
ramos con la mayor parte del mundo desarrollado. Esto debiera condicionar 
una mayor flexibilidad y plasticidad de sus sociedades para cambios cuantita­
tivos y cualitativos que serán necesarios en un nuevo proyecto. Esta mayor fle­
xibilidad reside fundamentalmente en los sectores numéricamente más impor­
tantes del continente, pero que son al mismo tiempo los que carecen del poder 
y en buena medida de la formación occidental a que nos hemos referido antes. 
Por lo tanto, es necesaria una síntesis creadora que comprenda los elementos de 
plasticidad y los de inserción en el sistema prevaleciente occidental. 

2.3.3. Orientaciones valóricas frente a la naturaleza. En los sectores populares, 
particularmente en las masas campesinas, persiste un rasgo cultural propio de al­
gunas culturas antiguas y de muchos sectores de la población del Tercer Mun­
do. Nos referimos a un cierto grado de sometimiento o subyugación a la natu­
raleza que condiciona como valor inconsciente e implícito un nivel importante 
de fatalismo que se expresa en pasividad y falta de voluntad. Hay poca confian­
za en las posibilidades del hombre de negociar una relación más adecuada con 
la naturaleza. Por otra parte, las élites dominantes participan más bien del sen­
timiento opuesto de dominio sobre la naturaleza, característica del modelo 
transnacional prevaleciente en el mundo actual. Esta distancia de concepciones 
valóricas condiciona sin duda una tensión entre grupos de la población que di­
ficulta la participación colectiva en proyectos comunes. Sin embargo, no pen­
samos que estos rasgos culturales sean inmodificables, sino más bien lo contra­
rio. Lo que importa es la necesidad de tenerlos presentes y de que su cambio sea 
parte integrante de cualquier proyecto global para el futuro. 

2.3.4. Tendencia a la depredación. Si observamos la historia de América Latina, 
podremos comprobar que se ha dado en forma persistente, aun en algunas cul-
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turas precolombinas, la tendencia a una utilización arrasadora y devastadora de 
la naturaleza. Esto se ha visto agravado por esta misma tendencia en el mode­
lo transnacional industrializador, en su forma de aplicación en el Tercer Mun­
do. Tenemos aquí otra dimensión valórica inconsciente e implícita en la con­
ducta de los diversos sectores de la población y que condiciona una dificultad 
importante para la integración de la conservación con el desarrollo. 

2.4. Aspectos relacionados con la participación 

2.4.1. Mala experiencia participativa. La historia íntegra de América Latina evi­
dencia un bajo nivel de participación de la población en el proceso de toma de 
decisiones en los diferentes niveles de gobierno. La tendencia a la verticalidad 
en el ejercicio del poder, manifestada por medio de diferentes formas de auto­
ritarismo y caudillismo, ha sido lo predominante. Cualquier proyecto alterna­
tivo debe pasar por un mayor nivel de participación real de la población que 
con frecuencia sabe, en su nivel, lo que necesita y cómo lograrlo. Existen ante­
cedentes, sin embargo, de situaciones particulares ocurridas en comunidades 
locales, generalmente campesinas, en las que se ha dado una participación ma­
yor. Pensamos que ello ha sido posible, fundamentalmente, por su lejanía geo­
gráfica de las fuentes del poder, que por lo demás, cuando las ha alcanzado, ter­
mina desbaratando el proceso. Sin disminuir el peso negativo que constituye 
un rasgo de este tipo para lograr un proyecto alternativo futuro, es preciso re­
conocer también que este largo proceso de búsqueda (más de 150 años) de for­
mas de afirmación nacional puede convertirse en ventaja. En efecto, América 
Latina ha recorrido caminos y ensayado formas de organización política social 
que otros pueblos recién comienzan a explorar. Tal como se ha visto en la his­
toria y como se ve en los individuos, llega un momento en que la acumulación 
de experiencias, de todo orden, produce cambios que constituyen realmente 
un salto cualitativo. Esto puede ocurrir o bien la oportunidad puede perderse, 
pero resulta interesante que América Latina esté aparentemente llegando a una 
encrucijada en el momento que la coyuntura mundial señala la necesidad de 
encontrar un nuevo orden o una nueva modalidad de desarrollo. 

2.4.2. Concepción mds sólida del Estado nación. Si se compara América Latina 
con otras partes del Tercer Mundo, se comprueba que la concepción de la Na­
ción y del Estado está mucho más claramente asentada. Es éste un rasgo carac­
terístico que puede condicionar un grado de organización mayor y más ade­
cuado para cualquier perspectiva futura. Sin embargo, no debemos desconocer 
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que esto se relaciona con la dependencia cultural del modelo europeo, ya co­
mentada, y que puede bien convertirse en una limitación que imponga rigidez 
a futuros proyectos. En todo caso, como punto de partida y por estar en ma­
yor consonancia con el sistema prevaleciente internacionalmente puede ser un 
elemento útil. 

2.4.3. Tendencias recientes a la participación transfronteras. Se ha perfilado en los 
últimos tiempos una tendencia a plantear en América Latina y a llevar a la 
práctica con diferentes grados de éxito programas de cooperación transnacio­
nal bastante pragmáticos. De alguna manera, la inspiración del ideal bolivaria­
no de la unidad del continente se comienza a ensayar tímidamente, lo que im­
plica un mayor grado de conciencia de cuánto nos necesitamos unos a otros 
(pueblos y naciones) si queremos ser autosuficientes y superar las conyunturas 
difíciles. Además de los diversos esquemas de integración conocidos -ALALC­

ALADI, Pacto Andino, Mercado Común Centroamericano, Mercado del Cari­
be, Pacto Amazónico, etc.- cabe subrayar la creación de las multinacionales 
latinoamericanas que se ensayan bajo el palio del SELA y, muy especialmente, el 
programa por medio del cual México y Venezuela proveen de petróleo a Cen­
troamérica y algunos estados antillanos en condiciones francamente ventajosas. 
Se esboza así un espíritu de participación en que las partes no son todavía los 
pueblos, pero, por lo menos, comienzan a serlo los gobiernos verticales y todo­
poderosos. 

También hay que mencionar otro síntoma auspicioso, relativo a este tema, 
que es la iniciación de actividades de cooperación Sur-Sur. Esto se evidencia en 
el mayor intercambio cultural, comercial y tecnológico tanto con África como 
con algunos países asiáticos. Podemos imaginar el gran potencial de una coope­
ración si pensamos en la colaboración entre la masa crítica latinoamericana y 
la experiencia vivida en África y Asia durante milenios. Por ejemplo, con res­
pecto a la utilización adecuada del trópico. 

3. AMÉRICA LATINA FRENTE A LAS POLÍTICAS ECONÓMICAS EN BOGA 

Ante las crisis que presenta la sociedad global, ¿cuáles son las posibles solucio­
nes reales, las alternativas no utópicas, para los problemas inmediatos y para los 
de convivencia y desarrollo futuros? ¿Cuáles de las soluciones son específicas 
para los países industrializados, para los países socialistas o para los países en 
desarrollo en sus diversas categorías? ¿Cuáles son las soluciones alternativas 
para América Latina, teniendo en cuenta las crecientes diferenciaciones de sus 
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economías y de sus sociedades nacionales? ¿Cómo armonizar las soluciones 
para América Latina con las del resto del mundo y las que puedan avizorarse 
como globales? 

En estas materias, los países industrializados de Europa Occidental y los 
Estados Unidos están buscando, casi exclusivamente, soluciones a corto plazo 
a sus problemas inmediatos más graves, que son la inflación y el desempleo, y 
lo hacen mediante la aplicación de sencillas recetas monetaristas y de libre jue­
go del mercado. En esta coyuntura es extraordinario que a la par que se admi­
te la existencia de problemas estructurales en las economías industriales de Oc­
cidente -y nada difícil es enumerar esos problemas, de productividad, de 
actitud hacia el trabajo, de lucha por dividirse el pastel económico y de infle­
xibilidad para adaptarse a los cambios tecnológicos y a las tendencias nuevas en 
la división internacional del trabajo y el comercio- se ofrecen soluciones, y 
aun se intenta aplicarlas, que no atacan las causas de los problemas sino, cuan­
do más, algunos de sus síntomas. 

Son éstas las políticas de corte monetarista actualmente en boga. Tales po­
líticas pretenden limitar el gasto público, sobre todo en las áreas de educación 
y cultura, seguridad social y servicios de salud {sin tocar los gastos de defensa, 
más bien aumentándolos en términos reales): restringir la expansión del medio 
circulante y del crédito como medio para forzar al sector inversionista privado 
y al consumidor, ante tasas de interés muy elevadas, a moderar sus propios gas­
tos de inversión y de consumo, respectivamente; deteriorar el salario real de la 
masa obrera mediante presiones impuestas por legislación o por manipulación 
del movimiento sindical; crear incentivos fiscales a los grupos de ingreso me­
dio y superior, a costa de los grupos de menor ingreso; proteger industrias ine­
ficientes sin inducir el traslado de recursos reales a otras más competitivas, y 
dejar el ajuste del nivel general de precios al libre juego del mercado. Algunos 
de estos objetivos y medios son incongruentes entre sí. 

Sin negar que en toda política económica a corto plazo, sobre todo cuando 
existe inflación, puede ser necesario actuar sobre el crecimiento de la demanda, 
moderándola o restringiéndola selectivamente, es evidente que si todo el peso 
del reajuste cae sobre la demanda, por vía de la política monetarista, el resulta­
do no puede ser otro que el aumento del desempleo. La evidencia está a la vis­
ta, en mayor o menor medida, en toda Europa Occidental y en los Estados Uni­
dos. Los pocos países industriales europeos en donde el desempleo relativo ha 
sido menor se han defendido con base en no permitir el ingreso de trabajadores 
de migración temporal o aun en forzar su regreso a sus países de origen en Eu­
ropa meridional y .África del norte. En los demás, las tasas de desempleo abier­
to se aproximan a 7, a 8 o a 10% de la fuerza de trabajo y aumentan el cierre de 
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fábricas, la bancarrota y el malestar social, aparte de lo que representan como 
pérdida de potencial productivo. No obstante las políticas monetaristas y sus 
efectos sobre el empleo, las tasas de inflación han seguido siendo elevadas. 

En varias economías en desarrollo, particularmente en América Latina, 
que ha sido aquejada más que otras áreas del mundo por problemas de aguda 
inflación, se siguen, aún más inexplicablemente, políticas monetaristas simplis­
tas, por presión de grupos ideológicos de derecha, por consejo de supuestos ex­
pertos académicos extranjeros y de sus discípulos criollos, y por presión de or­
ganismos financieros internacionales. Y esto es aún más extraordinario porque, 
aun concediendo que en muchos países latinoamericanos las políticas de gas­
to deficitario del sector público han sido excesivas y despilfarradoras, sin ma­
yor beneficio social para las mayorías, en América Latina es donde con más cla­
ridad se han reconocido los problemas estructurales del desarrollo económico 
y social. No se necesita ser "cepalino" -y la CEPAL, en su momento, hizo una 
aportación técnica al análisis del desarrollo que no ha tenido igual en ninguna 
otra parte del Tercer Mundo-- para darse cuenta de que las economías latino­
americanas, que en su origen fueron apenas apéndices de las economías de los 
países industriales, tropezaron con fuertes obstáculos de carácter estructural 
desde el momento de su arranque después de la independencia política. 

Dichos problemas no fueron iguales a los experimentados en los países eu­
ropeos o en los Estados Unidos en sus épocas de expansión industrial en el si­
glo pasado y principios del actual. Basta enumerar algunos de ellos, de sobra 
conocidos y estudiados, todavía prevalecientes o aun surgidos en los últimos 
decenios: la estructura agraria de gran concentración de la propiedad; la distri­
bución agudamente desigual de la riqueza y el ingreso; el insuficiente desarro­
llo de la educación, la ciencia y la tecnología; la escasa capacitación de la fuer­
za de trabajo; la débil infraestructura (transporte, obras de regadío y control 
hidráulico, servicios urbanos); las tasas muy elevadas de fecundidad frente a 
descensos rápidos de la mortalidad; la excesiva concentración urbana; la falta 
de integración cultural; la ineficaz y abusiva administración pública; la orien­
tación de la producción hacia la exportación de productos básicos -alimen­
tos y materias primas- controlados por capital extranjero en función de los 
mercados mundiales y sujetos a fuertes vaivenes de los precios; el deterioro, du­
rante prolongados periodos, de la relación real de precios del intercambio; la 
escasa capacidad de ahorro y de conversión del ahorro en inversión. 

Los países latinoamericanos, además, en su gran mayoría, llegaron tarde a 
la industrialización, o no la han podido llevar más adelante que manifestacio­
nes incipientes. Y cuando la han intentado deliberadamente, como medio de 
crear empleo productivo y elevar el ingreso real de las mayorías y fortalecer la 
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posición de la balanza de pagos, han tenido que aceptar una industrialización 
con base en sustitución de importaciones, generalmente cara e ineficaz, con 

tecnología importada y sujeta a los designios de las grandes empresas transna­
cionales. Con frecuencia se ha hecho uso excesivo del endeudamiento externo 
-pese a los buenos esfuerzos de algunos organismos multilaterales de finan­

ciamiento a largo plazo. 
Industrializarse, elevar productividad, promover reforma agraria y produc­

ción agrícola, crear una infraestructura, ampliar la educación y la capacitación 
y hacer frente a vastas necesidades de salud y bienestar no ha sido tarea fácil 
para las naciones latinoamericanas. Atacar problemas de desigualdad regional 

interna, afrontar los fuertes procesos de migración entre áreas rurales y urba­
nas y absorber, en un desarrollo más acelerado, los incrementos rápidos de la 
fuerza de trabajo que demanda empleo a tiempo completo y con salarios que 
permitan un mejoramiento de los niveles de vida han sido, en los últimos de­
cenios, factores agravantes. A ello se agrega que la tecnología predominante es, 
en general, sustitutiva de mano de obra. Además, las condiciones externas, en 

materia de comercio internacional y financiamiento a largo plaw, han sido en 
general desfavorables, insuficientes o apenas transitorias. 

No obstante, en una forma o en otra, la mayoría de los gobiernos latinoame­

ricanos se ha propuesto, en particular a partir de 1950, promover el desarrollo, 
con creciente apego nominal y a veces real a las recomendaciones del sistema de 
Naciones Unidas y de los expertos más calificados en cuanto a conocimiento de 
los procesos de desarrollo y a políticas destinadas a mejorarlos. Y debe reconocer­
se que, habida cuenta de todas las distorsiones y desigualdades, el crecimiento de 
las economías latinoamericanas en su conjunto ha sido relativamente elevado, so­
bre todo si se compara con el de otras áreas del Tercer Mundo. 

Pero en la coyuntura actual, agravada por las tensiones internacionales y las 
crisis de los países industrializados, numerosos gobiernos latinoamericanos -an­

tes empeñados en el desarrollo-- adoptan recetas monetaristas de corto plaw. 
Además de las consecuencias similares a las de los países desarrollados, al­

gunos llegan inclusive a desmantelar el aparato administrativo y a establecer in­
centivos para la especulación financiera sin mayor orientación del ahorro hacia 
la inversión real. El resultado es pues peor que en los países industrializados, ya 
que se crea mayor desempleo, se reduce la absorción de la creciente y dinámi­

ca fuerza de trabajo joven en el sistema industrial, se agudizan los problemas es­
tructurales internos de competitividad internacional y aun se cancelan las liber­

tades políticas. Y la inflación no se abate, o sólo se reduce a expensas de un 
desempleo que terminará por frenar la expansión necesaria del mercado inter­
no y que tendrá graves repercusiones sociales y políticas. En algunos casos bajo 
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la divisa del libre juego de las fuerzas del mercado se intensificará la inflación, 
se empeorará la distribución del ingreso y se facilitará a los sectores especulati­
vos, vía manipulaciones de las tasas de interés en relación con el tipo de cam­
bio, la oportunidad de enriquecerse a costa de un sano desarrollo financiero. En 
ciertos países, la liberalización de las importaciones y de los movimientos de ca­
pital, basada en doctrinas monetarias, ni resuelve los problemas de inflación y 
desempleo, ni ayuda en los procesos de desarrollo agrícola e industrial. 

Es importante llamar la atención sobre las políticas a corto plazo de tipo 
monetarista y, en esencia, negativas para el crecimiento del empleo, porque pa­
recen ser lo más divorciado de la problemática a largo plazo. Esta última su­
pondría, fundamentalmente, ordenar el uso y la aplicación de los recursos para 
acrecentar la capacidad productiva de la sociedad, pero no con el fin único de 
incrementar la producción y la productividad, sino con el objetivo, más amplio 
y complejo, de orientarlas hacia la satisfacción de condiciones de vida adecua­
das y favorables para las grandes mayorías de la población y no sólo para limi­
tados grupos privilegiados. 

Muchos países latinoamericanos se encuentran en el dilema de tratar de re­
solver sus problemas de corto plazo, que consisten principalmente en reducir 
la tasa de inflación, restablecer la confianza para la inversión y evitar mayor de­
sempleo, y al mismo tiempo efectuar los gastos básicos necesarios para ampliar 
la capacidad productiva y crear condiciones tendientes a lograr un crecimien­
to más rápido del producto. En varios casos se han suscitado graves dificulta­
des por el costo de los energéticos. En otros, hay crisis en el sector agrícola. En 
otros más, los niveles del endeudamiento externo son ya muy altos. Es eviden­
te que conjugar políticas de corto plaw con políticas de largo plazo es una ta­
rea muy compleja en la cual, como se ha demostrado en los últimos años, se cae 
en el riesgo de no resolver las metas inmediatas ni tampoco sentar las bases para 
las metas de largo plazo. 

La experiencia ha sido en general desfavorable y por ello se hace necesario 
insistir en el señalamiento de objetivos a largo plaw para que se puedan esco­
ger las políticas inmediatas y mediatas más adecuadas. 

4. CONDICIONANTES GENERALES PARA UNA ALTERNATIVA VIABLE 

La problemática del desarrollo abarca metas sociales y políticas, así como cul­
turales, además de las económicas. Los criterios hoy aceptados, aplicables tan­
to a América Latina como a otras áreas del mundo en desarrollo, suponen que 
se podrá incrementar el producto bruto per cápita en forma constante. Pero 
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que se procurará, progresivamente, una mayor distribución del producto social 
y que, en particular, se podrán reducir las graves desigualdades características 
de los países en desarrollo, que en América Latina son en algunos casos muy 
agudas. Se requiere también incorporar metas ecológicas y ambientales, así 
como tecnológicas a la planificación del desarrollo, para tener una visión com­
pleta de lo que se pretende para la población. En este trabajo se sostiene que es 
también indispensable reorientar el esfuerzo del desarrollo en función de me­
tas culturales propias y que para lograr una sociedad futura igualitaria y prós­
pera es necesaria una creciente participación social y política de todos los sec­
tores en el proceso de desarrollo. 

Tampoco será posible que América Latina se aísle del resto del mundo, por 
lo que una parte importante de sus procesos de desarrcllo tendrá que ver con 
las relaciones entre la región y los países industrializados, con los cuales lleva a 
cabo la mayor parte de su intercambio económico y de donde recibe tecnolo­
gía e influencias culturales. Igualmente, será importante para América Latina 
su relación con las economías de planificación central y con las de otras regio­
nes del Tercer Mundo. 

Para cumplir con todas las metas y los requerimientos mencionados será 
necesario preocuparse de que ellos se relacionen coherentemente entre sí. Tal 
como lo enunciáramos al comienzo de este trabajo, no sólo es imprescindible 
hacer cambios en cada uno de los componentes del sistema social, sino que es 
fundamental lograr que éstos sean coordinados, que lleven a modificaciones 
coherentes en sus interrelaciones y en la articulación con el sistema natural. 

En estas condiciones, ¿será capaz Améri~a Latina, o el conjunto de países 
que la componen, de adoptar estos criterios, de pensar o planificar a largo pla­
zo, de preguntarse cómo se va a proveer un nivel adecuado de vida y una es­
tructura social y política favorables a los 530 millones de habitantes que por 
ahora se prevén para fines de siglo y a los que incrementarán esa cifra en los 
años siguientes al 2000, que se toma como punto de referencia pero que no es 
sino un escaso momento en el devenir de la humanidad? ¿Ofrece América La­
tina o las partes que la integran, alguna esperanza no sólo para la región sino 
para otras regiones y para el planeta en su conjunto? 

En relación con el mundo en desarrollo se ha generado una amplia litera­
tura sobre "alternativas". Todo ello parte de la conciencia, cada vez más amplia, 
de que las tendencias actuales en los países en desarrollo no parecen estar con­
duciendo precisamente a una perspectiva satisfactoria. Además, el ejemplo que 
ponen los países industrializados del mundo occidental y aun los de economía 
socialista no genera ningún ánimo para seguir por ese camino, sobre todo en 
las condiciones de estructura iniciales. Estos ejemplos fallan porque o no son 
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aplicables, o porque conducen a mayores desigualdades que las existentes o a 
enajenaciones culturales, o porque son contrarios a la preservación de las liber­
tades políticas que tras 170 años de independencia los países de América Lati­
na no están dispuestos a echar por la borda -no obstante persistentes tenden­
cias totalitarias, de diverso signo, en varios países. 

Entre las "alternativas" figuran muchas de carácter utópico, lírico e irrealis­
ta. No sería posible ni recomendable regresar a sociedades pastoriles y campesi­
nas, autosuficientes y empleadoras de tecnologías autóctonas sencillas, a menos 
que las explosiones nucleares de las superpotencias reduzcan a América Latina 
a unas cuantas comunidades primitivas. Tampoco parece viable lograr rompi­
mientos radicales con el orden establecido sin cambiar una dependencia -la 
que se ataca hoy día respecto al mundo capitalista- por otra, en el otro extre­
mo de la bipolaridad, que no ha demostrado su viabilidad ni su compatibilidad 
con la plena participación de la sociedad civil. Algunos ensayos intermedios de 
economía en gran parte socializada pero con pluralismo político no se han plan­
teado con seriedad, o al menos en forma que pueda asegurar su supervivencia 
en el medio latinoamericano e internacional. La economía mixta, tal como se 
ha practicado, ha intensificado de hecho los problemas estructurales que no po­
drá ignorar. El peligro de continuar con las tendencias actuales es el de seguir 
promoviendo la ineficiencia, la corrupción y el poder omnímodo que se tiende 
a dar al Estado, sin garantía de lograr un desarrollo sano y participativo. Si, en 
cambio, se sigue el modelo de la libre empresa, la no intervención del Estado y 
el juego de las fuerzas del mercado, no se acometen los objetivos sociales y eco­
nómicos básicos de una nación, ni siquiera el de reducir las desigualdades exis­
tentes, y ese modelo puede, de cualquier manera, llevar a la ineficiencia, la co­
rrupción y el poder autoritario (todo ello en nombre de la libertad). 

¿Podrán los países latinoamericanos, o algunos de los principales, hallar un 
camino ya sea intermedio o por lo menos viable, descartando extremos irreali­
zables o inconvenientes? Parece necesario partir de lo actual y existente. Ello no 
supone negar, al menos teóricamente, la posibilidad de que todo fuera distinto 
con sólo la implantación revolucionaria de un nuevo sistema. Pero las experien­
cias conocidas no han demostrado mayor éxito. Por otro lado, el desarrollo de 
los últimos 30 años en América Latina no ha sido totalmente negativo sino que, 
como se ha indicado antes, la región posee muchos elementos favorables que se 
encuentran en casi todos los órdenes: en la industrialización, en muchos ejem­
plos de mejoramiento agrícola, en las infraestructuras, en el crecimiento del 
empleo, en las políticas educativas y de salud, en otros aspectos de la política so­
cial, en el desarrollo de instituciones públicas y privadas, en los intentos a ve­
ces frustrantes y vacilantes, pero en ocasiones fructíferos, de integración regio-
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nal o subregional, en la creciente cohesión latinoamericana frente al mundo del 
Norte o en común con otras áreas del Tercer Mundo, y en la conciencia de que 
América Latina, pese a sus diferencias internas y a sus divergencias, existe como 
una de las regiones del Tercer Mundo de más adelanto, de mayor urbanización, 
de mejor preparación de sus recursos humanos, de mayor capacidad de moder­
nización. 

La perspectiva futura es, sin embargo, incierta y, sobre todo, se necesita ad­
quirir mayor conciencia de las diferenciaciones en la región. Algunos países, 
por ejemplo Brasil, parecen tener una visión de sí mismos optimista y no obs­
tante su problema energético y la existencia del problema del Nordeste, al me­
nos tiene fe en sus recursos naturales y en su capacidad tecnológica. Otros dis­
frutan de condiciones extraordinarias para lograr metas sociales y económicas 
significativas, en especial México, nación más estructurada y con continuidad 
de vida institucional, con base en un aprovechamiento racional de sus rique­
zas en hidrocarburos. Tampoco debe descartarse a Venezuela, una vez que pue­
da definir sus aspiraciones más adecuadamente y aprenda, en verdad, a "sem­
brar el petróleo". Otros, como Argentina, Colombia, Perú, Chile, están en el 
filo de la navaja, por carecer de "proyecto nacional", por disidencias internas 
agudas o por no poder asegurarse los recursos necesarios para proseguir políti­
cas de desarrollo congruentes a largo plazo. Otros más, entre ellos Bolivia, Pa­
raguay, Ecuador, las Guyanas, Centroamérica y varios de los países antillanos, 
están en grave desventaja en casi todos los órdenes y no se encuentran ni me­
dianamente preparados para el siglo XXI. (Cuba -caso especial por su depen­
dencia de la esfera de poder mundial socialista- exhibe innegables adelantos 
en el área social, pero apenas moderados en el campo económico). 

Por otra parte, ante el mundo externo, los países latinoamericanos, según su 
grado de industrialización y de diversificación de las economías, siguen más o 
menos insertos en la economía mundial en una relación de dependencia comer­
cial, financiera y tecnológica, con crecientes enajenaciones de carácter cultural, 
pese a la herencia prehispánica y a la de 400 años de cultura hispanolusitana. En 
los últimos años, la gran parte de los esfuerzos políticos internacionales de Amé­
rica Latina, en el seno del sistema de Naciones Unidas, se ha dirigido a insistir en 
los planteamientos del Nuevo Orden Económico Internacional. Como bien sa­
bemos, todas estas negociaciones o diálogos se han estrellado ante la posición más 
o menos solidaria de los países industrializados, temerosos de ceder poder econó­
mico a los del Tercer Mundo, y ya escaldados por el empuje de la OPEP. No se 
puede negar ni el valor moral, ni el técnico, ni el político de los planteamientos 
del Tercer Mundo, o de la parte de ellos agrupada entre los No Alineados. Pero, 
sin hacerlos a un lado, es posible que se esté prestando demasiada atención, al me-
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nos en América Latina, a los aspectos más bien formales del diálogo Norte-Sur: 
los convenios, los códigos, las resoluciones en la Asamblea General de las Nacio­
nes Unidas, la gran ostentación de principios, normas y pormenores del comer­
cio internacional, los precios, las inversiones, la conducta de las transnacionales, 
la transferencia de tecnología, etc. En cambio, parece ser que en América Latina 
no se ha creado suficiente conciencia de que muchos de los términos de la pro­
blemática Norte-Sur están cambiando, o han cambiado ya, sea en esa misma di­
mensión o en la dimensión global, planetaria. 

En resumen, la perspectiva para América Latina, si bien tiene numerosos 
e importantes aspectos favorables, no es susceptible ya de algunas de las sim­
plificaciones, que se han venido haciendo durante los últimos veinte años. Las 
condiciones externas son distintas según el país o la subregión de que se trate, 
tanto en lo político como en lo económico. Las diferenciaciones entre países la­
tinoamericanos son en algunos casos muy fuertes y, los intereses de los distin­
tos países no son necesariamente coincidentes. 

El "frente común" que alguna vez ha presentado América Latina hacia el 
resto del mundo no es ya tan solidario en la realidad, no obstante la frecuen­
te retórica latinoamericanista de muchos gobiernos. Frente a los problemas 
tradicionales que caracterizan la condición de las economías latinoamericanas 
como economías dependientes, han surgido problemas que, sin ser totalmen­
te nuevos, han adquirido dimensiones e intensidad mucho mayores que hace 
15 o 20 años. Es por ello oportuno hacer referencia a algunos de ellos y a sus 
consecuencias. 

5. ALGUNOS PROBLEMAS ESPECÍFICOS DEL LARGO PLAZO 

El propósito de esta sección es llamar la atención acerca de algunos de los prin­
cipales problemas que afectarán necesariamente la perspectiva de largo plazo de 
América Latina. Entre ellos cabe mencionar la necesidad de incrementar la 
producción de alimentos, la crisis de los energéticos en algunos países grandes 
y pequeños de la región, los nuevos problemas del medio ambiente que origi­
nan la industrialización y la modernización agrícola, y el perenne problema de 
mejorar los niveles educativos, así como la urgencia de desarrollar la ciencia y 
la tecnología con base en criterios de interés nacional y regional a largo plazo. 

El caso de los energéticos quizá sea el más dramático {aunque no específi­
co de América Latina). Es evidente que la lucha por mantener y aun mejorar en 
términos reales el precio de los hidrocarburos {vía OPEP y por otros medios) y 
por hacer a los países industrializados conscientes de la necesidad de economi-
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zar energía y planear alternativas a futuro que no dependan tanto del petróleo, 
no ha beneficiado por igual a todos los países latinoamericanos. ¿Qué entusias­
mo pueden tener los países centroamericanos, los del Caribe o cualquier otro 
deficitario en hidrocarburos por los fieros planteamientos tercermundistas de 
Venezuela y México? Brasil, el mayor importador de petróleo de América Lati­
na, empeñado en una vasta industrialización, ha sido llevado a crisis muy agu­
das por el alza en el precio de los energéticos, y difícilmente podrá sustituir los 
hidrocarburos por energía de biomasa o nuclear en el plazo intermedio. Ante el 
precio del petróleo y sus consecuencias en el desarrollo de los países más débi­
les de América Latina, ¿qué se ha hecho, en el seno de la integración o la con­
vivencia intralatinoamericanas, para acometer a largo plazo el problema ener­
gético, del que depende casi todo lo demás: agricultura, industria, vida urbana, 
etc.? Pueden citarse dos o tres acciones loables: el convenio Venezuela-México 
para abastecer a Centroamérica y algunos países del Caribe de productos del pe­
tróleo, mediante pago parcial en créditos blandos; la creación de la Olade (Or­
ganización Latinoamericana de Energía), y algunos ofrecimientos de asistencia 
tecnológica a países con potencial en hidrocarburos. La idea de un Plan Mun­
dial de Energía ha tenido poco eco, aun en la propia América Latina. 

Otra área que requiere inmediata atención es la del abastecimiento de ali­
mentos. Se ha citado ya el potencial de producción de alimentos que tiene 
América Latina. Pero es un potencial distribuido desigualmente y las políticas 
agrarias y agrícolas, conjuntamente con las condiciones ecológicas y climáticas, 
han conspirado en contra del objetivo de lograr un alto grado de abastecimien­
to alimenticio con producción nacional o al menos regional. 

El problema alimentario tiene también una importante dimensión inter­
nacional. En la medida en que algunos países latinoamericanos deficitarios en 
alimentos tengan que depender de importaciones provenientes de los grandes 
centros cerealeros del hemisferio norte o del mismo sur, se incurre en doble 
riesgo: el de que otras zonas en África o Asia, aún más deficitarias que Améri­
ca Latina, se lleven la prioridad en los abastecimientos (y no hay por qué ex­
cluir de esa demanda la voluminosa que ejercen algunos países de economías 
socialistas) y el de que, en parte como consecuencia de ello, los alimentos se 
vuelvan tan caros como el petróleo. Para algunos países latinoamericanos, ello 
significará un lastre pesado y en el caso de los deficitarios en hidrocarburos un 
doble lastre en sus esfuerzos por desarrollarse. 

En la actualidad, la prioridad que debiera tener la producción agrícola, que 
se supone tiene un gran potencial, no se refleja adecuadamente en los programas 
y las políticas de muchos países de la región. Es cierto que el encarecimiento re­
lativo de los productos alimenticios en el mercado mundial constituirá un incen-
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tivo para mayor producción de los mismos en los países latinoamericanos que 
tengan aquel potencial, pero, nuevamente, se está ante un caso muy importan­
te, en el que los intereses de los países latinoamericanos pueden no ser coinciden­
tes. Los alimentos y su problemática inciden diversamente en distintos tipos de 
economías latinoamericanas; lo que favorece a unas perjudica a otras. 

El problema de la producción de alimentos es un típico problema de aná­
lisis sistémico, con retroalimentaciones al propio problema energético ya cita­
do. Alimentos y energía constituyen un conjunto no necesariamente suscepti­
ble de soluciones claras y sencillas. Ni se trata de soluciones que vayan a surgir 
nítidamente en el contexto del diálogo Norte-Sur, ni de las resoluciones y re­
comendaciones de los organismos de Naciones Unidas. 

La problemática del medio ambiente en América Latina es importante, 
pero no es desde luego igual para todos los países. Aunque para algunos hay as­
pectos internacionales, tanto del mundo externo a la región como entre países 
contiguos, el esfuerw de mejoramiento tendrá que ser fundamentalmente na­
cional. En ello, la cooperación tecnológica del Primer y Segundo mundos pue­
de ser importante en la medida en que esos mundos orienten esfuerws hacia 
problemas particulares de interés para América Latina. Hace falta la formación 
de cuadros latinoamericanos capaces de enfrentar los problemas del medio am­
biente. Entre ellos los diversos aspectos de la sociología urbana y la organización 
y el planeamiento de las ciudades, de sus sistemas de transporte, de los progra­
mas de vivienda, agua, drenaje, etc. Se precisará, además, de mayores esfuerws 
de creación de conciencia acerca de los fenómenos y problemas del medio am­
biente, entrelazados con otros esfuerzos en otras áreas del desarrollo. Es necesa­
rio señalar que la conciencia sobre toda esta problemática ha estado surgiendo 
e incrementándose en los últimos años en la región. Allí están como testimo­
nios algunos interesantes esfuerws de legislación ambiental, de creación de me­
canismos institucionales para enfrentar la compleja temática ambiental y varios 
proyectos concretos para resolver aspectos específicos de ella. 

Puesto que todo desarrollo supone ampliación y mejoramiento de la edu­
cación y de la capacitación, y la creación de condiciones de salud que, aparte 
de su mérito intrínseco, se reflejen en la capacidad productiva de los recursos 
humanos, debe hacerse hincapié en que América Latina, con notables excep­
ciones, no se ha propuesto todavía, en la práctica, emprender los grandes pro­
gramas educativos, de capacitación y de salud que el ejemplo de los países de­
sarrollados -del Primer y el Segundo mundos- ha mostrado que es esencial. 
Son materias en que, nuevamente, el diálogo Norte-Sur no tiene gran cosa que 
aportar, salvo que los organismos internacionales competentes puedan contar 
con más recursos y los empleen más eficazmente. Aun los esfuerws de coope-
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ración intralatinoamericana en esos campos son débiles, a pesar de muchas 
buenas experiencias. De la larga historia de los países más adelantados mucho 
se puede aprender y la voluntad política latinoamericana existe. Lo que no 
siempre se tiene son los recursos necesarios para implantar los programas prio­
ritarios, y la capacidad para hacer adaptaciones y aun generar innovaciones 
congruentes con la realidad. 

Lo anterior se relaciona con la falta de políticas de ciencia y tecnología 
para el desarrollo, pese a los 15 a 20 años de discusiones en los ámbitos inter­
nacional y latinoamericano, con apoyo de organismos internacionales. Ya se ha 
citado la excesiva dependencia que existe respecto de tecnologías importadas, 
desarrolladas por los países industrializados en el contexto de sus propias con­
diciones de base. La contrapartida en la mayoría de los países latinoamericanos, 
en vez de intensificar los esfuerzos educativo y de formación de científicos y téc­
nicos y fomentar la investigación científica y tecnológica y el establecimiento de 
servicios de apoyo, ha sido la de confiar demasiado en la transferencia de tecno­
logía internacional. Se ha concentrado bastante atención en reducir el gasto 
oneroso en regalías sobre procesos y patentes extranjeros, en gran parte de las 
empresas transnacionales, pero mínimamente en fortalecer y ampliar esfuerzos 
de investigación que puedan sustituir parte de la tecnología importada, o sirvan 
para crear tecnologías adecuadas a las necesidades de las sociedades latinoame­
ricanas. Tampoco ha habido gran cantidad de cooperación científica y tecnoló­
gica intralatinoamericana; antes bien, muchos intentos se han frustrado. Algu­
nos países, los mayores, por su dotación de personal científico y técnico, están 
dejando muy atrás a los menores. Todo ello se relaciona, como debiera ser evi­
dente, con el problema energético y con el del abastecimiento de alimentos, así 
como con la orientación de los problemas ambientales y los de salud. Nueva­
mente, el diálogo Norte-Sur puede favorecer poco a los países latinoamericanos 
que no hagan un esfuerzo propio para acrecentar su autonomía en política cien­
tífica y tecnológica, con el respaldo necesario de recursos humanos y materiales. 

6. POSIBILIDAD DE UNA SÍNTESIS CREADORA 

De ser válidos los razonamientos expuestos en este trabajo -y recalcamos que 
en muchos casos pueden apartarse de lo que ya va siendo el modo convencio­
nal de ver los problemas en esferas latinoamericanas-, no hay duda de que en 
América Latina existe un gran potencial no aprovechado o definido. Sin em­
bargo, la orientación de los esfuerzos sociales no ha sido capaz aún de conjun­
tar todos los elementos que, interrelacionados, podrían encauzar el desarrollo 
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en forma sostenida hacia niveles de vida más elevados que al mismo tiempo 
signifiquen mejor distribución y participación de las mayorías. El adelanto en 
los sectores de producción y la capacidad para generarla no ha llevado consigo 
una necesaria evolución cultural que defina los valores propios posibles en 
América Latina, y mucho menos se ha alimentado de una tendencia participa­
tiva de los pueblos, por medio de sus sistemas sociales y políticos. Antes bien, 
el adelanto productivo en la industria y los servicios, en gran parte imitativo 
del de las culturas y los valores de los países de elevado desarrollo industrial, 
científico y técnico, ha producido enajenaciones en América Latina y debilita­
do o distorsionado una sana evolución cultural que tenga metas más específi­
camente latinoamericanas y dentro de la región, las que cada unidad nacional 
sea capaz de considerar más específicamente suyas. Por otro lado, ese adelanto 
productivo en la industria y los servicios se ha orientado también, en gran par­
te, a satisfacer la demanda de las capas superior y media de la población, en 
función de ingresos y de localización urbana moderna, dejando abandonados 
a su suerte los sectores rurales y aun los de reciente inmigración a las ciudades. 

La civilización industrial moderna de América Latina no se ha difundido a 
la~ capas inferiores, ni en productividad, ni en ingresos reales, ni en la provisión 
de un mínimo aceptable de alimentación, vestido, educación, salud y comuni­
caciones. En lugar de lo necesario para remediar esta condición de las mayorías, 
se produce lo que es superfluo; se desaprovechan y aun degradan los recursos 
naturales; se robustecel). estructuras económicas y sociales que no pueden res­
ponder a las aspiraciones populares. El deseo y la voluntad de participación, que 
es la esencia de la democracia representativa y de los sistemas pluralistas y de al­
ternación en el poder, escasamente se fomentan o incluso llegan a ser reprimi­
dos no sólo por los elementos que momentáneamente detenten el poder, sino 
por los grupos sociales privilegiados, que no aprenden de experiencias ajenas y 
que no avizoran el largo plazo, contentándose con el statu quo y el corto plazo. 

En esencia, nada de esto debe verse con fatalismo, como algo inevitable o 
irremediable. Antes al contrario, valga la repetición en que incurrimos: está en 
manos de América Latina, de sus pueblos y de sus gobernantes, cambiar esta si­
tuación dentro de las naturales limitaciones, tanto internas como internaciona­
les, que tiene todo proceso de cambio. Es más, América Latina puede también 
ofrecer lineamientos y perspectivas mejores a otros países del Tercer Mundo que 
buscan afirmar su propia personalidad y no necesariamente convertirse en so­
ciedades satélites imitativas de los países altamente industrializados. 

América Latina está en necesidad -y nunca será tarde para iniciarlo- de 
reevaluar su "proyecto" en términos propios y de generar congruencia entre sus 
metas culturales y políticas, por un lado, y su potencial en recursos y su capaci-
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dad técnica y organizativa, por otro. El largo plazo al que indefectiblemente ten­
drá que llegar la población creciente de América Latina no se podrá alcanzar en 
condiciones adecuadas por simple inercia, por libre juego de las fuerzas del mer­
cado, por intentos tibios de economía mixta, ni por decisiones de gobiernos au­
toritarios. El proceso de previsión y planeación, por lo menos en función de 
grandes variables y elementos -industrialización, alimentación, energéticos, 
medio ambiente, educación, capacitación, tecnología, desarrollo cultural autó­
nomo y ampliación de los cauces participativos-, es condición necesaria para 
hacer frente a los grandes retos que afronta ya América Latina, considerada como 
tal y en sus partes integrantes y frente a la problemática global. 

La diversidad de fuerzas sociales y económicas internas en los países lati­
noamericanos y las presiones externas hacen inevitable que el Estado asuma 
funciones de orientación, coordinación y aun ejecución de programas, no sólo 
en las áreas de desarrollo social sino en las de gestión administrativa y econó­
mica. Sin embargo, no son para fortalecer al Estado como fin último, sino para 
hacerlo instrumento del desarrollo económico-social, cultural y político, inte­
grativo y participativo. Ninguno de estos aspectos centrales puede prevalecer a 
la larga sobre los demás. Las alternativas a lo actual, al mal camino que lleva 
América Latina en su carrera al siglo XXI, están a la vista. Las alternativas son 
asequibles y sólo requieren voluntad para emprenderlas. Siempre podrán enri­
quecerse con experiencias ajenas, de cualquiera de los tres mundos, pero sólo 
con base en una conceptualización que responda a planteamientos de autono­
mía y de afirmación de valores propios. 

7. COMENTARIO FINAL 

Hemos revisado la problemática global que afecta el mundo en la hora actual 
y la forma que ésta adquiere en la América Latina contemporánea. Pensamos 
que ha llegado el momento de hacer un alto en el camino y plantear, a partir 
de un análisis profundo y con amplia participación, nuevas formas de enfren­
tar esta problemática. En otras palabras, es necesario formular un nuevo pro­
yecto global compartido, que debiera llevarse a la práctica sin tardanza para 
perfeccionarlo por aproximaciones sucesivas. 

La formulación de un proyecto de esta naturaleza y los vastos y profundos 
cambios que ello implica en las modalidades prevalecientes de organización 
política, social y económica para el desarrollo no se alcanzará como resultado 
del simple deseo ni del voluntarismo. Requiere, más bien, reconocer la necesi­
dad de partir de la realidad existente sin idealizaciones ni subjetivismos propios 
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del pensar con los deseos. Esto implica estudiar acuciosamente cómo se dan las 
interrelaciones y cuáles son sus características en los diversos contextos nacio­
nales y regionales. Implica también flexibilidad para hacer uso de la imagina­
ción creadora en forma continua y estar dispuesto a aplicar importantes dosis 
de voluntad política, aunque esto conlleve riesgos. Sólo así es dable pensar que 
se puedan corregir los problemas existentes y evitar las crisis futuras. 

Creemos haber señalado cómo América Latina en su conjunto posee una 
serie de características que la convierten en un espacio geográfico, social y po­
lítico con potencial adecuado para enfrentar sus propios retos internos y con­
tribuir a la resolución de los problemas globales. Si bien no todos los elemen­
tos que la caracterizan podrían ser considerados positivos, el conjunto parece 
hacer posible la formulación de un proyecto global. 

El nuevo proyecto deberá buscar nuevas formas de articulación entre los 
componentes del sistema social y de éste con el sistema natural. Parece amplia­
mente demostrado que los cambios o las reformas que se efectúan en uno y 
otro de los componentes y sistemas -aisladamente- no logran resolver la 
problemática presente ni evitar la inminente. Por ello, el nuevo proyecto debe­
ría intentar los cambios coordinados de todos ellos, que produzcan modifica­
ciones en cada una y en sus modalidades de interacción. 

Para que el nuevo proyecto surja como una síntesis creadora latinoameri­
cana será necesario tener presente consideraciones como las siguientes: 

1. Cualquier proyecto viable deberá comprender plenamente los compo­
nentes civilización, participación y cultura del sistema social y el sistema natural. 

2. Objetivo fundamental del proyecto deberá ser la búsqueda de una arti­
culación adecuada y armónica entre los componentes del sistema social y de 
éste con el sistema natural. 

3. El proyecto deberá tomar en cuenta la realidad concreta existente en la 
actualidad, en los países de América Latina y en el mundo, que es su punto de 
partida forzoso. 

4. El proyecto implicará una modalidad válida para América Latina en su 
conjunto, pero deberá permitir, al mismo tiempo, la diversidad de soluciones 
de acuerdo con el espacio natural y social de cada nación y localidad. 

5. El proyecto deberá también tener en cuenta la posibilidad y convenien­
cia de agrupaciones regionales, y subregionales dentro del conjunto latinoame­
ricano. 

6. Cualquier proyecto deberá considerar la compleja situación de determi­
naciones y efectos que cualquier cambio en una parte del sistema mundial ten­
ga sobre las otras. América Latina no podrá lograr su proyecto aislada del res­
to del mundo. 





LA CIUDAD SUBDESARROLLADA* 

Las ciudades contemporáneas pertenecen a los pobres. 

J.F.C. TuRNER, en el Seminario lnterregional de las Naciones Uni­

das sobre la Política y la Planeación del Desarrollo Urbano, 

Pittsburgh, 1966. 

El desmoronamiento de Roma fue el resultado final de su crecimien­

to exagerado ... ejemplo amenazador de la expansión incontrola­

da, la explotación sin escrúpulos y el exceso materialista. 

LEWJS MuMFORD, The City in History, 1961. 

Contener el problema evitando así que empeore. 

De un informe del Banco Interamericano de Desarrollo, 1965. 

El crecimiento urbano, que se registra a una tasa bastante más elevada que la 
del aumento general de la población, está ganando importancia rápidamente 
en la lista de los problemas económicos y sociales no resueltos, y tal vez inso­
lubles, de los países del mundo menos desarrollado. Aunque en algunas de es­
tas naciones hubo indicaciones claras de urbanización acelerada durante los 
años cuarenta, sobre todo bajo el impacto de la segunda guerra mundial y sus 
consecuencias, sólo a partir de 1950, aproximadamente, es cuando el proceso 
ha adquirido velocidad. Sin embargo, este proceso es todavía de crecimiento 
urbano más que de desarrollo urbano, si por desarrollo se entiende un proce­
so de cambio orgánico en función de objetivos y que pueda contribuir a un 
avance económico sólido y a un mayor bienestar sin que se creen desequilibrios 

* Demografta y Economía, vol. III, núm. 2, México, 1969, pp. 135-155. 
Trabajo presentado en el simposio El Hombre en la Ciudad del Futuro llevado a cabo en 

Río Piedras, Puerto Rico, en octubre de 1967, bajo los auspicios de Llons Internacional y la Uni­

versidad de Puerto Rico. El original se publicó en inglés en la obra colectiva de Richard Eells y 
Clarence Walton, Man in the City of the Future, Nueva York, Macmillan-Arkville Press, 1968, pp. 
73-97. La traducción es de Joaquín Urquidi. 
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penosos o se produzcan nuevas formas de malestar social. Las ciudades, de con­
diciones y tamaños distintos, están creciendo: contienen más habitantes, se ex­
tienden de manera horizontal y vertical, concentran en su medio más actividad 
comercial e industrial, atraen la mayor parte de las inversiones y los servicios, 
y se benefician proporcionalmente más que las áreas rurales del avance educa­
tivo y de la cultura en general. Pero el crecimiento de las ciudades en los paí­
ses más pobres, no previsto en su escala actual, ha traído una nueva dimensión 
al desarrollo económico y social --el requisito de que el crecimiento económi­
co, difícil en sí mismo, de alguna manera se haga congruente con las normas 
apetecibles de la vida urbana y tome en cuenta las varias y complejas fuerzas 
que configuran la ciudad y la conducta de sus habitantes. 

Los problemas de la urbanización son, claro está, mundiales. La ciudad es 
una preocupación principal de los sociólogos, los planificadores, los estadistas 
y los políticos, de los medios de comunicación masiva y de la gente común de 
las naciones del mundo industrialmente desarrollado. Aunque las descripcio­
nes espeluznantes de las ciudades industriales del siglo XIX son principalmente 
cuestión de historia, la riqueza económica actual de las naciones más avanza­
das no ha conducido a soluciones satisfactorias desde el punto de vista social. 
Entre las condiciones de vida y de vivienda de las familias en los niveles de in­
gresos superiores y las de los estratos inferiores persisten contrastes casi sin me­
dida. Una apreciación reciente y repentina de esas diferencias está requiriendo 
una concienzuda revaluación de las políticas de desarrollo urbano, y la consi­
deración no sólo de los problemas internos de cada ciudad, sino también de las 
interrelaciones entre los centros urbanos y del significado último de la urbani­
zación para la nación entera. 

La gravedad de estos problemas en los países desarrollados del mundo oc­
cidental, y las implicaciones casi aterradoras de los futuros conurbios megalo­
politanos que se prevén, no se pueden subestimar. Sin embargo, la mayor par­
te de la literatura escrita sobre esta materia, ya sea pesimista o utópica, trata la 
ciudad, o la cadena de ciudades, como accesible a algún tipo de esfuerzo con­
certado por parte de los planificadores y las autoridades a escalas locales y na­
cionales: los recursos, en potencia, están disponibles y lo que se necesita, en ge­
neral, es resolución en función de prioridad social y política (aparte de ciertas 
controversias entre las diferentes escuelas de planificación urbana). En cambio, 
en las partes menos desarrolladas del mundo -donde, no debe olvidarse, el in­
greso medio por habitante varía, en diferentes regiones, de una veinteava a una 
cuarta parte de los ingresos medios en los países industrialmente avanzados­
el problema estriba en una virtual indisponibilidad de recursos, además del as­
pecto, que dista de ser simple, de la toma de decisiones (en relación con lo cual 



LA CIUDAD SUBDESARROLLADA 619 

las perspectivas pueden ser incomparablemente menos alentadoras). La urbani­
zación en los países menos desarrollados es necesaria para el desarrollo moder­
no, pero está exhibiendo algunas de las peores características del crecimiento de 
las ciudades en las naciones industriales, a lo que se agrega el cambio social sin 
precedente que resulta de las tasas elevadas de crecimiento demográfico y de los 
movimientos en masa de población de las áreas rurales a las urbanas. 

Todas estas circunstancias están produciendo la ciudad subdesarrollada 
-la ciudad de las naciones subdesarrolladas. Debido a las situaciones econó­
micas y políticas en que se desenvuelve, este tipo de ciudad bien puede llegar a 
convertirse en la ciudad subdesarrollada permanente. A continuación se inten­
ta examinar las condiciones generales que rodean esta faceta particular del "De­
cenio del Desarrollo" y algunos de los lineamientos que podrían servir cuando 
menos para contener el problema. En la mayor parte, he consultado la literatu­
ra reciente sobre el cambio demográfico y el desarrollo urbano. 1 No pretendo 
hacer uso de conocimientos especializados -lo cual puede ser una ventaja­
sino que trato de ver el problema de manera más general, tal vez como lo haría 
un economista del desarrollo, aunque no hasta el punto de permitir que el cua­
dro total se oscurezca y se disuelva en lugares comunes. De manera inevitable, 
emplearé primordialmente los datos y la experiencia de América Latina, pero 
gran parte de lo que resulta de este cuadro probablemente se pueda aplicar al 
crecimiento urbano en Asia y en partes de África. 

11 

Más de 2 200 millones de personas habitan el mundo subdesarrollado, contra 
cerca de 1 000 millones en los países más afortunados en el avance económi­
co. Una medida común del grado de urbanización es el porcentaje de la pobla-

1 Entre las fuentes consultadas particularmente valiosas se pueden mencionar las siguien­
tes: trabajos presentados por la División de Población de las Naciones Unidas, otros organismos 

relacionados y expertos individuales, al Seminario lnterregional de las Naciones Unidas sobre Pla­

neación y Política del Desarrollo Urbano, en Pinsburgh, octubre-noviembre de 1966; escritos 
presentados en la Conferencia Mundial de Población, Belgrado, septiembre de 1965; Luis Lan­

der y Julio César Funes, "Urbanismo y Desarrollo", en Hacia una política de integración para el de­
sarrollo de América Latina, actas del Sexto Congreso Interamericano de Planificación, Caracas, 

6-11 de noviembre de 1966 (San Juan, Puerto Rico, Sociedad lnterarnericana de Planificación, 

1967), pp. 60-110, y Rubén D. Utria, "Los factores estructurales del desarrollo ye! problema de 

la vivienda en América Latina'', Boletín Económico de América Latina, vol. XI, núm. 2, octubre de 

1966, Naciones Unidas, CEPAL, pp. 246-275. 
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ción que vive en localidades de más de 20 000 habitantes. En 1920 esta pro­
porción, para el mundo entero, fue de 14%; en 1940, 19%, y en 1960, 25%; 
o sea un total de 753 millones de habitantes en 1960.2 De esta cantidad, más 
de la mitad, unos 380 millones, habitaban las áreas menos desarrolladas: Asia 
meridional y oriental, América Latina y África. 3 En América Latina, la propor­
ción, en 1960, de los habitantes en localidades de más de 20 000 habitantes 
fue de 32%, mientras que en Asia meridional fue de sólo 14%; en América del 
Norte fue de 57%; en Europa, 41%, y en la Unión Soviética, 36%.4 Entre 
1940 y 1960 el número de habitantes en dichas localidades se duplicó con cre­
ces en las áreas menos desarrolladas: en América Latina aumentó en 170%; en 
África, 164%; en Asia meridional, 130%, y en Asia oriental, 96%. 5 En las áreas 
desarrolladas, los aumentos variaron de 24 a 76%. 

Sin embargo, las localidades que contienen de 20 000 a 100 000 habitan­
tes no pueden ser consideradas como ciudades en el sentido usual de la palabra. 
Si se toma como indicador de la urbanización las ciudades de más de 100 000 
habitantes, el porcentaje de la población mundial que habita en ellas ascendió 
de 8.6 en 1920 a 12.6 en 1940 y a 17.5 en 1960; de 1940 a 1960 hubo un au­
mento de 82%.6 Hoy día, cerca de 600 millones de personas viven en ciudades 
de semejante tamaño, y tal vez la mitad se encuentre en los países menos desa­
rrollados, donde las tasas de incremento son, por lo general, más altas. 

Aún otro punto conveniente de separación es el límite de 500 000, que 
distingue las ciudades grandes de las simples ciudades y localidades urbanas. 
Para 1960, casi 12% de la población mundial, o 352 millones de habitantes, 
vivía en dichas ciudades grandes, contra 5% en 1920. En Asia meridional, 
América Latina y África, entre los años de 1940 y 1960, el número de habi­
tantes en ciudades de este rango se triplicó con creces y aumentó casi a esa tasa 

2 División de Población de las Naciones Unidas, Trends in Worl.d Urbanization, 1920-1960, 
trabajo presentado al Seminario lnterregional que se menciona en la nota l; estimación derivada 

del cuadro 2. 
3 Una definición aparentemente más rigurosa de "áreas menos desarrolladas" da un total de 

sólo 321 millones en este grupo en 1960, o sea el 42.4% del total. Este agrupamiento supuesta­

mente excluye a Japón, donde el grado de industrialización y de urbanización es mucho más alto 

y la tasa de incremento demográfico es mucho más baja que en la mayor parte de los países de 

Asia, aunque el ingreso per capita está por debajo de los niveles occidentales. Sin embargo, no 

está disponible la subdivisión por regiones de los 321 millones, por lo que en el texto se utilizó 

la cifra más alta. Cf. ibid., cuadro 11. 
4 /bid., cuadro 4. 

5 Para estas cuatro regiones en su conjunto el incremento fue de 116%; según la definición 

más rigurosa (véase la nota 3), fue de 138%. !bid., cuadros 2 y 11. 
6 /bid., cifra derivada del cuadro 1. 
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en Asia oriental; en América del Norte y la Unión Soviética se duplicó y en 
Europa ascendió sólo una quinta parte. En particular, el decenio de los cin­
cuenta presenció una expansión más rápida de las ciudades grandes y las me­
trópolis que de las ciudades menores. La concentración urbana aumentó, so­
bre todo en la Unión Soviética y en las áreas menos desarrolladas. En estas 
últimas, en 1960, 46% de la población urbana vivía ya en ciudades de 
500 000 o más personas. La rapidez con que esto ocurrió en esas regiones no 
significa, desde luego, que se estaban alcanzando los grados de urbanización de 
los países industriales, pero sí es significativo que casi la misma cantidad de 
personas vivía en ciudades de más de 500 000 habitantes en los países más po­
bres que en los más ricos.7 Con sólo considerar a América Latina, se encuen­
tra que 17% de su población total habitaba este tipo de ciudad, una propor­
ción más elevada que la de otras regiones menos desarrolladas, igual a la de 
Europa y superior a la media mundial. 8 

Dadas las tasas diferenciales de incremento de la población entre las áreas 
desarrolladas y las subdesarrolladas, se espera que para el año 2000 éstas (exclui­
do el Japón) contengan más de las tres cuartas partes de la población mundial, 
si se supone un total de 6 130 millones de habitantes.9 De hecho se estima que 
más de 85% del incremento de la población mundial entre 1965 y el año 2000 
tendrá lugar en las áreas menos desarrolladas, 10 debido a la expectativa de altas 
tasas de natalidad en esas áreas, reforzada por la mortalidad en descenso -en 
contraste con las tendencias de crecimiento demográfico más lento que preva­
lecen en los países industriales. Con base en las tendencias y la experiencia re­
cientes, y en los muchos factores que atraen a la gente a las ciudades y la indu­
cen a emigrar de las áreas rurales a las pequeñas poblaciones, es posible que para 
el año 2000 cerca de la cuarta parte de la población mundial viva en ciudades 
de 500 000 o más habitantes; de éstos, 1 500 millones de personas, tal vez tan­
to como las dos terceras partes, o casi 1 000 millones se encontrará en las regio­
nes menos desarrolladas. Y de estos 1 000 millones de personas es fácil que 300 
millones estén localizados en América Latina. Sí la línea divisoria se sitúa en 
100 000, es probable que las áreas menos desarrolladas contengan más de 

7 /bid., cuadros 7-9. La definición más rigurosa de "áreas menos desarrolladas" reduce la 
proporción de éstas en la población total de las ciudades de más de 500 000 habitantes a 39.5%, 
y la proporción de habitantes de escas ciudades al total de la población urbana a 43% (cuadro 11). 

8 !bid., cuadro 9. Alrededor de 25% estaba en ciudades de más de 100 000 habitantes. 
9 Proyección intermedia. Véase John D. Durand, "The Modern Expansion ofWorld 

Population", Proceedings de la Sociedad Filosófica Norteamericana, vol. CXI, junio de 1967, 

cuadro l. 
10 !bid., cuadro 5. 
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1 800 millones de habitantes en ciudades de ese tamaño y más, de los cuales 
unos 400 millones se encontrarán en América Latina. 

América Latina parece estar tomando la delantera, desde el punto de vista 
de las tasas de incremento, pues es posible que casi 47% de su población habi­
te, para el año 2000, ciudades de 500 000 o más habitantes, lo cual sería casi 
el doble de la proporción en el mundo como un todo. Y es probable que apro­
ximadamente 60% de la población futura de América Latina habite ciudades 
de más de 100 000 habitantes cada una. Ya en 1960, 19 ciudades de América 
Latina contenían más de medio millón de personas, hoy día hay por lo menos 
22 ciudades semejantes, y habrá muchas más en el futuro según continúe la 
migración rural-urbana y la gente fluya de las localidades más pequeñas a las 
de tamaño mediano y después a las más grandes. 

La urbanización rápida es evidente a lo largo de América Latina. Si se em­
plea la definición habitual en las comparaciones internacionales, de 20 000 o 
más habitantes como localidad urbana, la población urbana de América Lati­
na se expandió a una tasa media anual de 5.1 % entre los años 1940 y 1960. 
Esta tasa fue de por lo menos 5.3% en 1950-1960. En este decenio, en los dos 
países más populosos, Brasil y México, la tasa fue de 6.5 y 5.2%, respectiva­
mente. En Venezuela fue de 8.2%; en la República Dominicana, un país pe­
queño, fue de 9.0%; en Panamá, de 5.1 %. En México, la tasa de crecimiento 
de la población urbana en ciudades de 100 000 o más habitantes, en el perio­
do 1950-1960, fue de 5.3%; estas ciudades registraron las dos terceras partes 
del total de la población urbana en 1960. Las tasas correspondientes de Vene­
zuela y Brasil fueron de 8.1 y 5.5%. 11 En Venezuela, el número de personas en 
ciudades de más de 100 000 habitantes constituyó apenas 10% de la población 
total en 1940, pero esta proporción ascendió hasta 30% en 1961.12 

Algunas de las ciudades más grandes de América Latina aumentaron su 
población en los años cincuenta en 60 a 70%, por ejemplo, la Ciudad de Mé­
xico, Sao Paulo, Bogotá, Guayaquil, Quito; y otras casi la duplicaron o más, 
como Caracas, Lima, Cali, Santo Domingo, Monterrey, Belo Horiwnte, 
Guadalajara. En ciertas ciudades más pequeñas se registraron tasas de creci­
miento más elevadas. En Buenos Aires, la capital más grande de América La­

tina, y en Río de Janeiro, la antigua capital de Brasil, la expansión fue menos 

11 Datos para Brasil de John Durand y César Peláez, "Patterns of Urbanization in Latin 
America'', Milbank Memorial Fund Quarterly, vol. XLIII (parte 2, octubre de 1965), cuadros 4 y 
5. Datos para México, Venezuela, Panamá y República Dominicana de Carmen Miró, "The Pop­
ulation of Latin America'', Demography, vol. 1, núm. l, 1964, cuadro 8. 

12 Lander y Funes, loe. cit., cuadro 13. 
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rápida, pero en estas dos ciudades el tamaño por sí mismo ya es significativo, 
de manera que aun un crecimiento anual de 3% es importante y debe tomar­
se en cuenta. 

Es probable que continúen, por lo general, las tendencias actuales en Amé­
rica Latina, aunque las tasas de urbanización puedan disminuir en algunos de 
los países más grandes así como en las capitales mayores. No es probable que 
se aminore la migración rural-urbana, pero puede dirigirse, en forma crecien­
te, a las ciudades de tamaño medio según se extienda a ellas el desarrollo indus­
trial y comercial. La perspectiva mínima que se tiene es que la población urba­
na en su conjunto se duplicará cada 15 años, mientras que la población rural, 
en el mismo periodo de tiempo, puede que ascienda sólo 40% (cifra que por 
sí sola es inquietante). En países como Ecuador, Colombia y algunas naciones 
de América Central, la expansión será de tres tantos cada 15 años, y en otros, 
como la República Dominicana y Venezuela, de cuatro o cinco veces, si persis­
ten las tendencias presentes. 13 

Los datos sobre la población mundial, sobre todo de las áreas menos de­
sarrolladas, están sujetos a revisión y deben, desde luego, tomarse como estima­
ciones. Las aproximaciones son aún más grandes en el caso de la población ur­
bana, para la cual hay diferentes definiciones, y un poblado de un tamaño dado 
en función del número de habitantes tiene obviamente un significado bastan­
te diferente en África que en América Latina. Además, las proyecciones al año 
2000 no son mejores que las premisas en las que están basadas. No obstante, 
parece necesario tener alguna idea de las magnitudes, no sólo importantes en 
sí mismas sino también como trasfondo para otras consideraciones que afectan 
el crecimiento urbano y le dan características peculiares en nuestro tiempo. 

lII 

Las ciudades de América Latina que crecen con rapidez -y lo mismo es ver­
dad, en términos generales, para las otras áreas menos desarrolladas- no son 
el producto de sociedades agrícolas e industriales altamente productivas, sino 
que se relacionan con condiciones en donde la productividad rural es, por lo 
común, baja; la industria fabril está desarrollada sólo en parte; los niveles de 
educación, calificación, salud y seguro social son todavía sumamente inadecua­
dos, y el ingreso y la propiedad están altamente concentrados. Las ciudades de 
América Latina -aun las más grandes de origen europeo-- son pobres; pobres 

I3 R. Utria, loe. cit., p. 266. 
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y en parte desatendidas o pobres y atrasadas, o pobres en promedio pero con 
manchas de riqueza entremezcladas con barriadas pasmosamente horrendas y 
alrededores repulsivos, más o menos unidas por transportación y otros servicios 
crecientemente inadecuados. Las naciones de América Latina están siendo aco­
sadas por la "ciudad prematura'' -una visión previa de la futura "no ciudad" 
si es que no se cambian las perspectivas presentes de desarrollo. 

Es del conocimiento general que en los alrededores de casi todas las ciuda­
des grandes de América Latina han surgido las comunidades llamadas "margina­
les", que a veces han penetrado hasta su centro. Éstas varían desde los tugurios 
hasta las poblaciones "callampas" y las subdivisiones clandestinas, y constituyen 
lo que un autor llama asentamientos urbanos no regulados, en su mayor parte 
inevitables. 14 Estos asentamientos son o han sido los "centros de recepción", en 
términos generales, de los migrantes pobres y no calificados procedentes de las 
áreas rurales y de las localidades urbanas menores. La expansión de estas comu­
nidades ha sido tan rápida y tan inesperada que ha sido imposible proveerlas de 
los servicios esenciales -agua, drenaje, luz y los otros servicios municipales ha­
bituales; carecen de escuelas, unidades de salud, protección y amenidades; los te­
rrenos en que están establecidas están sujetos, con frecuencia, a la erosión y a las 
inundaciones; sus viviendas consisten, en lo principal, en chozas forjadas, de ma­
nera ingeniosa, con láminas metálicas de desecho, madera, piedra o tabla; a ve­
ces tienen una organización "cívica" propia, pero también con demasiada fre­
cuencia abrigan a los criminales habituales y procrean la violencia, el robo y el 
vicio. A estas áreas se deben añadir los tradicionales tugurios empotrados en el 
centro de las ciudades, tal vez hoy día en peores condiciones que antes. Los mo­
radores de las barriadas y de las comunidades marginales quizá abarquen de la 
cuarta parte a la mitad o más de la población de las ciudades más grandes de la 
India, Turquía, Perú, Venezuela, lrak, Senegal y muchos otros países. 

Estas subciudades de poblaciones marginales son el resultado de dos difi­
cultades principales: por un lado, la incapacidad de las áreas rurales para pro­
veer medios de vida a una población que crece con rapidez; por el otro, la in­
habilidad del sistema económico para absorber a los habitantes urbanos, de 
manera suficiente, dentro del empleo industrial.15 Ambos problemas requieren 

14 J.F.C. Turner, Uncontrolled Urban Settlements, trabajo presentado en el Seminario lmer­
regional citado en la nota 1. Este escrito contiene un análisis excelente de los problemas que hay 
que tratar, con ejemplos de muchas partes del mundo menos desarrollado. Véase también R. 
Utria, loe. cit. 

l5 R. Utria, loe. cit., passim, y División de Población de las Naciones Unidas con la colabo­
ración del Prof. Sidney Goldstein, Urbanization and Economic and Social Change, Seminario In­
terregional citado en la nota 1. 
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cierta elaboración y por ellos corre un tercer factor, a saber, los niveles relati­
vamente altos de fecundidad combinados con una mortalidad general e infan­
til, en descenso, lo que por el momento significa tasas de crecimiento de la po­
blación sin precedente que probablemente perdurarán por largo periodo de 
tiempo. 16 

Las condiciones rurales son responsables, en la mayor parte de los países, de 
una porción considerable de la migración a los asentamientos no regulados en 
las ciudades más grandes. A pesar del progreso logrado en muchas áreas, los sis­
temas de tenencia de la tierra son inadecuados y, con frecuencia, injustos desde 
el punto de vista social. Los más de los campesinos no poseen tierra, o tienen 
parcelas tan pequeñas, en propiedad o en arriendo, que no pueden ganarse la 
vida. Los programas para mejorar los métodos de cultivo y elevar los rendimien­
tos, ampliar los mercados y proveer incentivos no han sido suficientes. La gen­
te se mueve hacia los centros urbanos, no porque las técnicas nuevas la hayan 
hecho superflua en las explotaciones agrícolas, como en los países avanzados, 
sino porque la tierra no puede alimentarla. La gente va en busca de trabajos me­
jor pagados, de nuevas oportunidades o de la seguridad aparente -o aun el 
"atractivo" - de la ciudad: Sería imposible analizar aquí en detalle estos proble­
mas. Existe conciencia creciente de ellos, y muchos programas de desarrollo 
agrario y de cultivos se están llevando a cabo en América Latina, India, Pakis­
tán y otros lados. Pero es dudoso que el alcance de estos programas sea suficien­
temente amplio. Y debe admitirse que, según tengan éxito, la conclusión lógi­
ca, al aumentar la productividad y los ingresos, sería que más gente se desplazara 
hacia ocupaciones no agrícolas. En esto ayudaría el que se establecieran nuevas 
industrias fabriles en las áreas donde hay exceso de población agrícola, alrede­
dor de las poblaciones más pequeñas. 

El desarrollo industrial, que por lo general y de manera necesaria está res­
tringido a las ciudades, todavía no ha alcanzado una base lo bastante amplia 
para afrontar las adiciones potenciales a la fuerza de trabajo industrial que es­
tán resultando de la migración a las ciudades, o aun para absorber el crecimien­
to natural de la población urbana en edad de trabajar. En 1960 se encontró que 
en América Latina la proporción del empleo fabril, en relación con el total del 
empleo no agrícola, fue de 27% contra 35% 20 años antes, y que el empleo en 

16 Una encuesta que se llevó a cabo en siete capitales de América Latina mostró un núme­

ro promedio de hijos nacidos vivos por mujer de edad fecunda que iba de 2.25 en Río de Janei­
ro a 3.27 en la Ciudad de México (dejando fuera Buenos Aires, donde fue de 1.49). Véase Car­

men Miró, "Sorne Misconceptions Disproved: A Program of Comparative Fertility Surveys in 

Latin America", en B. Berelson (comp.), Fami/y Planning and Population Programs, Chicago, 

1966, p. 639, cuadro 2. 
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las actividades terciarias es relativamente más alto en la región que en los Esta­
dos Unidos y Europa en una etapa semejante de industrialización. 17 Esto sig­
nifica que en América Latina el empleo ha aumentado con más rapidez en los 
servicios, el comercio y en muchas otras ocupaciones menores que en la indus­
tria, lo que sugiere que el flujo de migrantes a las ciudades ha resultado en una 
propagación del subempleo urbano. Una estimación señala que en América 
Latina, en 1960, 8.2 millones de personas -12% de la fuerza de trabajo- es­
taban en condiciones de "desempleo disfrazado", y que en vez de disminuir se 
puede esperar que este sector de la vida urbana -improductivo y con ingresos 
de subsistencia- llegue a constituirse en cerca de 11 millones de personas para 
1970. 18 En algunos países se estima que el subempleo alcance a ser 25% del 
empleo total en "servicios misceláneos", lo cual comprende una parte impor­
tante de la actividad terciaria. 19 

A pesar de sus tasas altas y de los avances espectaculares en ciertos ramos, 
el desarrollo industrial en los países de América Latina no es todavía lo sufi­
cientemente rápido o diversificado, ni se están expandiendo a su vez de mane­
ra adecuada los servicios que le dan apoyo -educativos y de adiestramiento­
como para absorber en empleos productivos y constantes las adiciones a la po­
blación urbana en edad de trabajar. En particular, hay grandes excedentes de 
trabajo no calificado, incluida mano de obra femenina potencialmente emplea­
ble. El desarrollo de la tecnología moderna tiende, además, en muchos casos, 
a aumentar la relación capital/trabajo y, de cualquier manera, a requerir perso­
nal altamente calificado. Aquí, de nueva cuenta, no sería posible intentar un 
análisis más a fondo del cuadro del desarrollo industrial, excepto mencionar 
que además de los limitados mercados internos -mercados que en su mayor 
parte son el resultado de la baja productividad agraria- existen otros nume­
rosos problemas relacionados con las condiciones industriales y de comercio, 
acompañadas, por lo general, de los de estructura y fluctuación del comercio 
internacional, que afeqan de manera desfavorable los programas y las políticas 
de desarrollo de las naciones más pobres. 

En el fondo de la expansión de las comunidades marginales y las poblacio­
nes "callampas" de las ciudades de América Latina está entonces, por un lado, 

17 Comisión Económica para América Latina, El proceso de industrialización en América La­
tina, anexo estadístico, Santiago, Chile, 1966, pp. 11 y 13. 

18 B. Hopenhayn, Ocupación y desarrollo económico en América Latina, ILPES, Santiago, 

1966, citado por F.H. Cardoso y J .L. Reyna, "Indusrrialization, Occupational Strucrure and So­

cial Stratification in Latin America", en Cole Blasier (comp.), Comtructive Change in Latín Ame­
rica, University of Pittsburgh Press, 1968, nota 11, p. 54. 

19 !bid., p. 44. 
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el desequilibrio entre la productividad industrial y la agrícola, y por el otro, la 
dificultad de perseguir, a un mismo tiempo, el desarrollo adecuado de la agri­
cultura y el crecimiento más acelerado de la industria. Estas comunidades vi­
ven y crecen con velocidad. Tales "grupos marginales", según una estimación, 
crecen en ciertos lugares a tasas hasta de 15% anual.20 Esto produce presiones 
no sólo· sobre el empleo, sino también sobre los salarios, y tiende a abaratar el 
trabajo por debajo de los niveles de subsistencia. Se establece, además, una car­
ga imposible sobre los servicios urbanos y se abre una fuente creciente de ines­
tabilidad política. Así, las condiciones de vida en las ciudades reflejan -y por 
largo tiempo continuarán haciéndolo- las condiciones económicas angustio­
sas no sólo de sus habitantes sino de las economías subdesarrolladas en su con­
junto. 

El crecimiento adecuado de la ciudad, de la vivienda y de los servicios sólo 
puede ser el fruto de una elevada productividad y de una producción en ascen­
so acelerado, combinadas con un sistema educativo eficiente, una estructura 
impositiva equitativa, una mejor distribución de los ingresos, una estructura 
social menos rígida y una conciencia cuidadosa del conjunto de factores que 
afectan la ciudad. La expansión de la capa de ingresos medios en los países en 
vías de desarrollo, aunque genera demanda de gran parte de lo que una ciudad 
moderna debe ser, compensa muy poco el peso creciente de la oferta de entran­
tes a las comunidades marginales. Así, por cada edificio de clase media o rasca­
cielos para oficinas que se construya, pueden surgir de un día para otro miles 
de chozas habitadas por cinco, seis o más personas en cada cuarto. Estas perso­
nas son analfabetas, hambrientas, enfermizas y necesitadas, con pocas oportu­
nidades para avanzar económica y socialmente. Según un estudio, 90% de los 
migrantes a Santiago de Chile no logra desarrollar movilidad ascendente.21 Se 
pueden dar incontables ejemplos acerca del desempleo, los bajos ingresos y las 
condiciones miserables de vida en los asentamientos urbanos no regulados de 
América Latina y otros lados.22 

2° Felipe Herrera, presidente del Banco Interamericano de Desarrollo, en un discurso pro­
nunciado en la Universidad de Salvador, Bahía, Brasil, 23 de septiembre de 1967. 

21 Centro Latinoamericano de Demografía, Encuesta sobre inmigración en el Gran Santia­
go, citado por Teresa Orrego Lyon, ''Algunas consideraciones sobre marginalidad urbana", Temas 
del BID, Banco Interamericano de Desarrollo, Washington, núm. IV, septiembre de 1967, p. 30. 

22 R Utria, loe. cit., passim, cita varios ejemplos; véanse también los trabajos presentados en 

el Seminario Interregional de Pittsburgh, citado en la nota 1. Se puede encontrar un estudio com­

parado reciente e interesante sobre las barriadas de América Latina en Lloyd H. Rogler, "Slum 

Neighborhoods in Latin America", Journal of lnter-American Studies, vol. IX, octubre de 1967, 

pp. 507-528. 
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IV 

Además de la extensión creciente de la ciudad subdesarrollada, los sistemas gro­
tescos de transportación, el ruido y la actual propagación rápida de la contami­
nación atmosférica, la escasez de agua, las inundaciones, la ausencia casi total de 
servicios de policía, la suciedad y las disformes y no planeadas aglomeraciones 
de construcciones, destaca un problema principal: la vivienda. Se ha sostenido 
que el problema de la vivienda urbana en los países menos desarrollados es in­
soluble. Ésta es una afirmación intuitiva y a priori que muchos sin duda discu­
tirían. No obstante, puede que no sea demasiado desatinada. Algunas estima­
ciones recientes para América Latina -y con seguridad se han hecho cálculos 
semejantes sobre otras áreas- sefialan que el déficit de aproximadamente siete 
millones de unidades de vivienda urbana, aun en función de las presentes defi­
niciones inadecuadas, podría ser reducido de manera relativa -es decir, en re­
lación con el conjunto de necesidades habitacionales- dentro de este siglo, 
pero de ninguna manera eliminado. 23 

Las tasas actuales de construcción de viviendas son, en su mayor parte, ba­
jas. En 1964, una estimación sefialó la construcción en América Latina de poco 
más de 400 000 unidades, urbanas y rurales, que representa dos unidades nue­
vas por cada 1 000 habitantes. Otra estimación apunta a que la proporción 
pudo haber sido de tres.24 En particular, México, Venezuela y Brasil se están 
quedando atrás en la tarea de hacer frente a las necesidades anuales de vivien­
da. Chile, Costa Rica y Colombia están cercanos a encarar el incremento anual 
de la demanda. A pesar de los nuevos programas y de los nuevos medios de fi­
nanciamiento interno y externo, es poco probable que se progrese mucho más 
allá de las tasas de 1964. Por consiguiente, es dudoso que se esté reduciendo el 
déficit. Tan sólo para evitar que el déficit aumente, suponiendo un espacio me­
dio mínimo por unidad habitacional, América Latina tendría que construir 
anualmente varias veces más unidades que las que construye ahora; tal vez seis 
veces más que la tasa actual de construcción, para llegar a una proporción de 
diez unidades por 1 000 habitantes. Para lograr esto, el costo de la inversión 
anual, estimado conservadoramente (incluidos servicios e instalaciones bási­
cos), alcanzaría casi 40% de la actual inversión bruta global (que equivale a más 

23 R. Utria, loe. cit., pp. 260-263. 
24 Ambas estimaciones son citadas en una reseña bien meditada de la cuestión y publicada 

recientemente por el Banco Francés e Italiano para América del Sur, "El problema de la vivienda 
en América Latina", Estudios Económicos, I ( 1967), pp. 49-67. La proporción por 1 000 habitan­

tes en Europa Occidental fue de 7.4 en 1961. 
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o menos 16% del producto bruto).25 Si se dan ciertas condiciones, esto tal vez 
no sería imposible, aunque sí extremadamente dificil. Todavía significaría con­
llevar en forma indefinida el déficit urbano de siete millones, así como el défi­
cit rural (que se ha estimado entre ocho y 14 millones de unidades). Para re­
ducir realmente el déficit, al menos en las ciudades, se requeriría sin duda un 
esfuerzo mucho mayor y una proporción más grande de la inversión bruta 
anual. 26 Se podría especular acerca de las diversas posibilidades de financia­
miento y hacer suposiciones acerca de las tasas de crecimiento, los coeficientes 
de ahorro, las cargas impositivas, las especificaciones de las viviendas, etc. Pero 
sólo es necesario recordar que además de la vivienda urbana (y rural) existen 
otras tareas que hay que desempeñar "'"---en la educación, la tenencia de la tie­
rra, el desarrollo agrícola, el saneamiento y el bienestar, y otras urgentes nece­
sidades sociales y económicas, en América Latina y en otros lados. 

El problema, evidentemente, no consiste sólo en obtener recursos finan­
cieros o aun reales, ni mucho menos se trata de uno que pueda resolverse con 
la asistencia de la cooperación financiera internacional. El problema es, tam­
bién, de conceptos básicos. "Se observa más bien una actitud contemplativa 
frente al progresivo crecimiento del déficit de servicios habitacionales y comu­
nales y la aparente intención urbanístico-ornamental en el tratamiento de la 
planificación urbana''. 27 Pero la planificación urbana en sí misma, en el senti­
do de planes operativos y no de sueños de los arquitectos, casi no existe. Don­
de desde la nada se ha planeado y se ha desarrollado una ciudad como en el 
caso de Brasilia se ha resuelto poca o ninguna cosa. El desarrollo de la vivien­
da sufre, en consecuencia, de la insuficiencia de un planeamiento global. Pre­
dominan las soluciones ad hoc, y aun los mejores programas de vivienda atra­
viesan dificultades y demuestran ser insuficientes en relación con la escala de 
los problemas de la ciudad. 

También por estas razones, el diseño de los programas urbanos y de vivien­
da es poco realista en función de las fuerzas que influyen el desarrollo urbano. 
La mayor parte de los programas públicos y privados de vivienda en los países 
menos desarrollados en efecto está tratando de hacer frente, en el mejor de los 
casos, a los requisitos de ciertos tipos de demanda de clase media, y aun en las 
capas medias bajas las normas y los materiales empleados tienden a ser aque­
llos que corresponden a los países más ricos. Los costos de la vivienda son al-

25 R. Utria, loe. cit., p. 263. 
26 La fuente que se citó en la nota 24 contiene cálculos alternativos por varios autores. El 

problema queda igualmente insoluble. 
27 R. Utria, loe. cit., p. 272. 
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tos en relación con el nivel de desarrollo y el poder adquisitivo. Una mera com­
paración de los costos de la mano de obra y los materiales entre, digamos, Ca­
lifornia y Asunción, Paraguay, simplemente no cabe, porque de hecho en este 
último país tales costos, aunque más bajos, pueden ser más elevados en función 
de los ingresos del asalariado y del ingreso real previsible. Los intereses sobre los 
préstamos de vivienda son, por lo general, más altos en los países menos desa­
rrollados, tanto en términos absolutos como relativos. 

Se relaciona de manera muy estrecha con ello la cuestión del valor de los 
terrenos. Las estimaciones del costo de los programas de vivienda en América 
Latina, tan sólo para contener el problema, toman poco en cuenta el costo real 
de los terrenos. En el caso de la unidad mínima de vivienda, en un edificio 
multifamiliar de cuatr~ pisos, con un promedio de 80 metros cuadrados de te­
rreno por unidad de 70 metros cuadrados de piso, el costo del terreno y los ser­
vicios básicos sería de por lo menos 9% del costo total de la unidad; para una 
familia de ingresos medios, el costo iría de 10% por 80 metros cuadrados de 
piso a 20% por el doble de esa cantidad de construcción por unidad.28 Como 
resultado de la especulación y de las preferencias de inversión, la falta de regla­
mentación y factores económicos generales, los valores de los terrenos en las 
ciudades de América Latina son notoriamente altos. En Caracas, los valores de 
los sitios en diferentes partes de la ciudad aumentaron de cuatro a 18 veces en 
un periodo de 13 años.29 "Hoy día no hay oferta de terrenos en Caracas que 
esté al alcance de las familias de ingreso medio y bajo, y aun los precios de los 
terrenos no urbanizados son tan altos que se han vuelto prohibitivos para ser 
utilizados en la vivienda de bajo costo". 30 En las ciudades de América Latina es 
común que las familias de bajo y medio ingresos tengan que pagar más por el 
sitio que por la unidad habitacional que se construya en él. En la mayor parte 
de los países, según el Banco Interamericano de Desarrollo, hay considerables 
dificultades legales y de otro tipo en la adquisición de terrenos para los proyec­
tos de vivienda, además del costo. 

Los programas de vivienda pública deberían comprender arreglos institu­
cionales adecuados, desde una ley básica, servicios de investigación y la coordi­
nación del trabajo de los diversos organismos dentro de un plan global hasta las 
relaciones convenientes con otros aspectos del desarrollo urbano y regional. En 

28 /bid., pp. 250-2.51, cuadro l. Debe subrayarse que estos datos son usados como prome­
dios en una solución "planeada" del déficit de vivienda. Por lo general, el valor de los terrenos es 

más alto en proporción al costo total, sobre todo en relación con la vivienda para una familia de 
clase media, donde puede llegar a ser hasta de 50% o más. 

29 Lander y Funes, loe. cit. 
30 /bid., p. 98. 
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la mayor parte de los países de América Latina, estos programas son gravemen­
te deficientes. La situación deja que desear tan sólo por lo que hace a eficiencia 
en la construcción y la investigación sobre nuevos materiales y métodos para re­
ducir los costos. Con excepción de siete u ocho países que están llevando a cabo 
tales investigaciones, el resto de los países de Arn,érica Latina continúa constru­
yendo con métodos anticuados.31 

Dada la distribución de los ingresos que prevalece en la mayoría de los paí­
ses menos desarrollados, una importante proporción de los ocupantes poten­
ciales no podría pagar, de todas maneras, dentro de un periodo rawnable, tan­
to la casa como el terreno, o aun la construcción por sí sola. No está claro hasta 
qué grado los esfuerzos para reducir el costo por unidad habitacional podrían 
hacer frente a los niveles bajos de demanda a los precios de mercado y bajo 
condiciones financieras ordinarias. Con frecuencia los proyectos de vivienda de 
bajo costo sufren cambios rápidos en la ocupación debidos a la falta de pago, 
y los propietarios o los inquilinos tienden a sobrepoblar sus habitaciones y, en 
parte, a usarlas para fines comerciales. 

Por consiguiente, una consideración adecuada del problema de la vivien­
da no puede abstraerse de las condiciones económicas generales ni del marco 
tecnológico, cultural y social. Abordar el problema en forma meramente cuan­
titativa es insuficiente, por más que aparenten ser asequibles las metas cuanti­
tativas. El problema de la vivienda parece suscitar graves dudas acerca de la vida 
urbana en general, pero esto último es a su vez, en gran parte, reflejo de un de­
sarrollo económico inadecuado vinculado a un crecimiento demográfico exce­
sivamente alto. La respuesta al desarrollo urbano, y el futuro de la hoy ciudad 
subdesarrollada, debe buscarse, en consecuencia, dentro del contexto más am­
plio del crecimiento económico y del cambio social, antes que en la ciudad 
misma o en su estructura. 

V 

En los países industrialmente avanzados se despliegan esfuerzos bastante defi­
nidos y concentrados para aplicar el conocimiento y la habilidad organizativa 
al aumento de la producción total y a la extensión de los beneficios de la pro­
ductividad al consumo popular; esto es verdad en diferentes sistemas sociales, 
incluido el soviético. En su conjunto, las naciones menos desarrolladas no pa­
recen estar alcanzando a los países industriales. Están siendo inducidas por las 

31 De un informe del Banco Interamericano de Desarrollo. 
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comunicaciones modernas -la publicidad, la radio y la televisión, el cine y las 
publicaciones periódicas- a adoptar las aspiraciones y los patrones de consu­
mo de los países de altos ingresos. También, de manera parcial, incorporan la 
tecnología nueva a muchas actividades, con demasiada frecuencia sin tomar en 
cuenta las condiciones locales del mercado de trabajo, condiciones que favore­
cen el establecimiento de plantas industriales que trabajen con base en uso ex­
tensivo de la mano de obra en vez de alta densidad de capital. Dentro de sus 
mercados internos discontinuos y fragmentados, a menudo pequeños, permi­
ten que libremente se tomen decisiones irracionales sobre las inversiones pri­
vadas que conducen a una producción industrial de altos costos y de baja ab­
sorción de fuerza de trabajo. Los programas educativos y otros sociales son 
inadecuados y son frenados por el progreso económico mismo. Las condicio­
nes del mercado mundial no favorecen a los países menos desarrollados, yacer­
ca de las actitudes internacionales ante el desarrollo, a pesar de lo mucho que 
se ha hablado -por ejemplo, en Naciones Unidas, las conferencias regionales 
cumbres y otras reuniones- sólo se puede decir que dejan mucho que desear, 
en el mejor de los casos. La situación política internacional no es menos decep­
cionante, en tanto las potencias de la edad nuclear y del espacio vayan impli­
cando a las naciones más pobres en sus rivalidades. El desarrollo bajo estas con­
diciones será ciertamente milagroso. Y las ciudades sólo pueden ser una parte 
de ese conjunto, y no una entidad aparte. El desarrollo urbano sólo podría em­
pezar a ser racional en respuesta a un mejoramiento de las condiciones genera­
les que favorezcan el crecimiento y el cambio social. 

Se ha dicho que la mayoría de las llamadas soluciones a los problemas del 
desarrollo urbano no son más que respuestas parciales a corto plazo a cuestio­
nes mal planteadas. Se necesita mucha investigación para ayudar a obtener me­
jores evaluaciones en las que se puedan basar las políticas. Pero, así como en 
casi todos los otros aspectos del desarrollo, las políticas tienen que establecer­
se aun en la ausencia de una información y un análisis completos y adecuados. 
Sobre todo, como muchos han señalado, se necesita adoptar una "estrategia". 
No puede haber respuestas parciales, ni se pueden trasplantar totalmente los 
proyectos exitosos de un país a otro. A menudo es el planificador -usando 
este término en su sentido amplio-- quien hace que sea imposible el logro de 
un plan, porque o apunta demasiado alto o trata de alcanzar demasiados obje­
tivos al mismo tiempo. Éste es particularmente, el caso del planeamiento ur­
bano, donde las consideraciones sociales o aun estéticas pueden oscurecer la 
realidad económica. Pero también es la falta de una visión global la que en re­
petidas ocasiones impide que los programas individuales tengan éxito o que 
muestren el camino hacia soluciones más amplias. 
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En los países subdesarrollados parece necesario reconocer que no es pro­
bable que ciertos factores condicionantes cambien durante mucho tiempo. 
Cualquiera de las políticas que se siga debe entonces tomar muy en cuenta es­
tos factores. El crecimiento demográfico, aun con programas de planificación 
familiar intensificados, está destinado a continuar a una elevada tasa, y se pue­
de esperar que la migración rural-urbana presione de manera creciente sobre 
los servicios urbanos. La expansión de las ciudades es sin duda una condición 
necesaria de la industrialización, y el crecimiento industrial es el instrumento 
principal con el cual se puede acelerar el desarrollo y aumentar la movilidad so­
cial. Pero dada la naturaleza y el nivel de los recursos humanos y físicos de un 
país menos desarrollado y las oportunidades educativas efectivas que probable­
mente se van a presentar, se debe determinar una política amplia que permita 
impedir el tipo de concentración que ahora está ocurriendo en las ciudades 
más grandes. Los países más pobres no están preparados en el orden económi­
co e institucional para tal concentración. Una parte esencial de la estrategia 
debe ser, por lo tanto, fomentar el crecimiento de las ciudades más pequeñas 
mediante el desplazamiento de industrias fabriles y otras actividades modernas 
por medio de incentivos apropiados y de una planeación regional convenien­
te. Hasta hace poco, las comunicaciones inadecuadas eran una fuerza potente 
que tendía a concentrar la industria en las ciudades capitales o en otras pobla­
ciones grandes. Pero los nuevos métodos de transportación están aportando 
nuevos módulos de ubicación. Se necesita que este proceso sea estimulado, 
como medio para aminorar o extender hacia afuera la migración rural-urbana, 
y también para elevar los ingresos en los centros urbanos más pequeños hasta 
un nivel en que la vivienda y otras mejoras puedan estar dentro del alcance par­
cial del mercado local. Tal política no frenará la urbanización tomada en su 
conjunto, pero por lo menos evitará una alta concentración. 

Mientras tanto, dados ciertos supuestos, tal vez excesivamente escépticos, 
acerca de las tendencias actuales del progreso social en los países menos desa­
rrollados, algunos aspectos de la realidad urbana se deben encarar de manera 
directa. Los grupos marginales de bajo ingreso persistirán por largo tiempo; 
ellos crecerán por la migración rural-urbana y por las altas tasas de natalidad; 
no se pueden considerar como provisionales o como si estuvieran a punto de 
convertirse en estratos convencionales de clase media. Los planes de desarrollo 
urbano, por lo tanto, deben incluir la integración y el mejoramiento gradual y 
selectivo de estos grupos. Se empieza a reconocer esta parte de la estrategia en 
muchos lugares y en algunos países se ha vuelto explícita. Existen diversos me­
dios para darle contenido. Arrasar los tugurios, como sucede en los países in­
dustriales avanzados, sólo es aplicable en las áreas más pobres del centro de las 
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ciudades grandes, pero no en los llamados asentamientos urbanos no regulados 
o en las barriadas marginales. La existencia de las últimas y las condiciones que 
las crean no pueden ser ignoradas. Por lo tanto, parece necesario adaptar cier­
tas instituciones a su existencia e introducir en esos asentamientos elementos 
importantes de mejoramiento en los cuales los colonos puedan participar de 
manera activa. 

En muchos casos, sería recomendable legalizar los "derechos de las pobla­
ciones callampas", sobre todo donde la colonia es más que un lugar provisio­
nal de morada y demuestra síntomas claros de "marcha progresiva", según las 
características ocupacionales de sus habitantes, sus actitudes ante la posesión 
legítima y su participación en la actividad comunitaria. El establecimiento de 
la posesión legítima debería ir acompañado de la introducción subsidiada de 
servicios municipales básicos, con frecuencia con la participación local en su 
construcción por medio de trabajo voluntario. Son requisitos esenciales para 
tales programas los programas cooperativos subsidiados para la venta de mate­
riales, la asistencia técnica gratuita sobre la construcción y la ayuda en la me­
joría de las condiciones de la vida familiar y del hogar. Ha habido muchos ex­
perimentos de este tipo en América Latina, África y Asia, incluyendo algunos 
en que se proveen "casas-núcleo" para que se amplíen de manera gradual. El 
proyecto de "préstamo de techo" en Ghana, los planes de autoayuda en Santia­
go y Bogotá, y muchos otros de naturaleza semejante parecen marchar en la di­
rección correcta. Todos suponen que el colono sea capaz de una actividad or­
ganizativa y de una conducta en gran medida responsable. "El asentamiento 
irregular no debe entenderse como un fenómeno totalmente lamentable ... En 
algunos aspectos es probablemente la forma más significativa de construir ho­
gares que está aconteciendo en el mundo de hoy'' .32 Así, parece haber un vo­
lumen grande de ahorro no aprovechado, en el sentido de esfuerzo potencial, 
entre los colonos de esos asentamientos, de tal manera que los recursos públi­
cos se pongan a trabajar de manera conveniente en esa área.33 

Con frecuencia la legitimación de los derechos de los colonos usurpado­
res puede requerir la compra franca del terreno por una autoridad local, me­
diante un programa financiado nacionalmente, para concederlo en propiedad 
al colono. En algunos casos, una venta subsidiada sería preferible, o una com-

32 De un "Profile" de Charles Abrams, en The New Yorker, 1967. 
33 Las mejoras en los asentamientos irregulares podrían también tomar la forma de ciertos 

servicios "colectivos" para compensar la necesidad de la vivienda parcial o provisional, o la adop­
ción de normas estrechas de espacio mínimo. Pienso en dormitorios, cocinas comunales, baños, 

lavanderías, áreas para los niños, clubes de recreación, etc., que han sido probados en muchos lu­

gares. 
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binación de tenencia y venta por un periodo de tiempo dado. Cada proyecto 
tendría que adaptarse a las características particulares del asentamiento. En 
donde los moradores comunitarios marginales son en realidad propietarios, o 
han empezado a pagar el terreno que ocupan y han comenzado a construir so­
bre él, acontece una situación un poco diferente. En estos casos sería preciso in­
troducir los servicios básicos y ayudar en la racionalización del proceso de la 
construcción y del desarrollo, sobre todo sustituir el financiamiento oneroso e 
inadecuado por un sistema subsidiado, adaptado a los niveles de ingreso de los 
moradores actuales y en perspectiva. 

Una estrategia debe también incluir la consideración del problema general 
del valor de los terrenos, cuya incidencia, aun en los grupos de ingresos medios, 
es indebidamente desfavorable. La mudanza desde una vivienda derruida o de 
una choza a un vecindario mejor o a una colonia para personas de ingresos mo­
derados puede demorarse con frecuencia o aplazarse por tiempo indefinido por 
la influencia del valor de la ubicación sobre las rentas o sobre el precio de com­
pra de la nueva habitación. Dadas las tasas altas de interés que prevalecen en los 
préstamos ordinarios para la vivienda y los periodos relativamente cortos de 
amortización, el propietario potencial de una casa en un país subdesarrollado 
está en una situación sumamente desventajosa. Parece haber necesidad de regla­
mentar con rigor los terrenos urbanos y la tenencia de la propiedad urbana no 
fincada, si es que los valores especulativos han de dejar de actuar como factores 
negativos en el desarrollo de la vivienda. El alza del valor de los terrenos en 
América,Latina, por ejemplo, ha eliminado sin duda a millones de personas del 
mercado de la vivienda y ha reducido el alcance de innumerables proyectos de 
vivienda. Ha contribuido también a la extensión de los asentamientos no regu­
lados. Parece fundamental que debe efectuarse algún tipo de "reforma urbana'', 
en muchos aspectos paralela a la reforma agraria. También aparenta ser inevita­
ble, en los años que vienen, la aplicación de un fuerte impuesto sobre las ganan­
cias de capital obtenidas de las propiedades urbanas que estén en exceso de un 
valor mínimo y la reglamentación necesaria para prevenir la acumulación de la 
riqueza urbana en manos privadas, y especialmente la concentración de la pro­
piedad privada en zonas urbanas habitadas por familias de bajos ingresos. Para 
que sea efectiva, la reforma urbana tendría también que restringir de alguna for­
ma la libre venta privada por parte de los poseedores de vivienda subsidiada. 

Un enfoque nuevo de los problemas del desarro90 urbano parecería exigir 
además una revisión de los impuestos sobre la propietiad urbana en general, so­
bre todo para introducir el principio de las tasas progresivas. Los elevados cos­
tos del desarrollo suburbano moderno para la clase media alta en las ciudades 
de América Latina deberían ser compensados por altos impuestos prediales y 
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la fijación de impuestos especiales; y, en general, las propiedades grandes del 
sector adinerado, que a menudo comprenden terrenos muy extensos, deberían 
sujetarse a valuaciones efectivas y a tasas progresivas. Los impuestos sobre la 
propiedad urbana en las grandes ciudades de América Latina, donde la capaci­
dad impositiva es relativamente más alta en ciertos grupos, son en efecto bajos 
y aun nominalmente bajos: 

La tasa efectiva del impuesto mexicano sobre la propiedad urbana es aproximada­

mente la mitad del uno por ciento del valor real o efectivo del mercado, compara­

da con la tasa nominal de 1.09% del valor catastral ... La tasa nominal de impues­

tos de Caracas es de 6% de la renta potencial; en Montevideo la tasa es de 0.65% 

del valor catastral (con exclusión del impuesto adicional) ... [pero] las tasas efecti­

vas deben haber sido sólo una pequeña fracción de las tasas nominales. La tasa 

efectiva más elevada en México resulta más bien de una mejor administración que 

de tasas nominales más altas. [Sin embargo], los ingresos que provienen del im­

puesto sobre la propiedad representan aproximadamente [sólo] el uno por ciento 

del ingreso nacional que se origina en el Distrito Federal [de México], alrededor 

del doble de la proporción que se encuentra en Caracas, pero menos de la mitad 

de la proporción que se estima en las ciudades estadunidenses con poblaciones de 

un millón o más ... Las tasas mexicanas de los impuestos sobre la propiedad ... son 

modestas en comparación con las tasas en la mayor parte de las ciudades estadu­

nidenses, y, de hecho, con las tasas prevalecientes en muchas jurisdicciones donde 

el nivel de desarrollo económico no es más alto que el del Distrito Federal de Mé­
xico. 34 

Así, hay amplio espacio para ulteriores aumentos de las tasas efectivas, y no 
existe ninguna razón válida para: no introducir las tasas progresivas, aunque 
queda en pie alguna opinión fiscal experta a favor de la proporcionalidad.35 

Los impuestos y la reglamentación de los valores de las propiedades urba­
nas, y la política más amplia de reforma urbana, deberían considerarse dentro 
del contexto más general de la realidad de las comunidades marginales exten­
sivas, para las cuales parecen ahora indicarse nuevas preferencias en el gasto. La 
reforma urbana, por lo general, puede desearse desde el punto de vista social, 
como paso hacia una sociedad más igualitaria, pero se necesita en especial como 

34 Oliver Oldman et al., Financing Urban Development in Mexico City (Cambrigde, Mass., 

Harvard University Press, 1967), pp. 79-80. La referencia es a lugares en África, Brasil e India. 
35 Los autores del libro citado en la nota anterior desaprueban fuertemente las tasas progre­

sivas. Cf. Ibid., p. 81. 
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parte de un plan racional para el desarrollo urbano, antes de que las grandes 
ciudades subdesarrolladas sean aprisionadas por los asentamientos no regula­
dos y el ideal del "cinturón verde" de las grandes poblaciones sea sustituido por 
un "cinturón de color café" o por un "cinturón de miseria", como ya empieza 
a manifestarse en muchas partes del mundo. Las autorizaciones para construir 
hogares lujosos en los suburbios de la clase media deberían, en razón a los in­
tereses de los dueños mismos, restringirse o condicionarse con base en contri­
buciones al financiamiento de proyectos de colonias populares y otras en las 
wnas de menor ingreso o al mejoramiento de la vivienda deficiente. La ciudad 
subdesarrollada no puede costearse hogares millonarios al lado de millones de 
chozas. 

Se necesita la innovación tecnológica para la ciudad subdesarrollada. Gran 
parte del progreso técnico en la planificación urbana y en la construcción se re­
laciona con lo que las comunidades opulentas de las naciones industriales 
avanzadas pueden hacer con sus propios recursos. Los conceptos de la planifi­
cación urbana, como la tecnología industrial, parecen requerir una adaptación 
a un marco de referencia menos desarrollado. Con frecuencia, las propuestas de 
los planificadores urbanos, ricas en imaginación y en ideales humanísticos, es­
tán vacías en lo que se refiere al contenido económico; se relacionan de mane­
ra insuficiente con las condiciones iniciales o con las posibilidades sociales ac­
tuales de llevarlas a cabo y no cuantifican las muchas variables que entran en 
juego para obtener resultados, ni toman en cuenta las alternativas económicas 
más amplias. El planeamiento urbano es parte de un proceso; por sí mismo es 
necesariamente incompleto. Es indispensable asociar a los planificadores de 
manera más estrecha con los economistas y los sociólogos preocupados del de­
sarrollo urbano, ya que una totalidad de factores económicos y sociales deben 
entrar en el cuadro. En particular, la economía de la ciudad subdesarrollada, a 
diferencia de la ciudad opulenta de las naciones occidentales industriales, debe 
convertirse en el objeto de un estudio cuidadoso, y todo el sistema de interre­
laciones del desarrollo urbano y del desarrollo económico y social global nece­
sita esclarecerse. 

Una mayor conciencia de estos problemas en los países menos desarrolla­
dos está destinada a llevar a adoptar políticas nacionales de desarrollo urbano 
en que puedan establecerse los mecanismos adecuados para someter las políti­
cas de crecimiento y de vivienda de las principales ciudades al alcance de las au­
toridades centrales o federales, sin restringir de ninguna manera las funciones 
locales ni contener la iniciativa local. Las naciones industriales se mueven en 
esta dirección, y ahora mucha de la preocupación de los planificadores tiene 
que ver con el desarrollo urbano como parte integral del desarrollo nacional. 
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Los países menos desarrollados, en vista de sus perspectivas demográficas y de 
sus tendencias en la urbanización, anteriormente esbozadas, tienen necesidad 
igual, si no mayor, de conformar políticas nacionales. El crecimiento urbano, 
la industrialización y la planeación regional no pueden considerarse hoy día 
como procesos independientes. La expansión y la modernización de la trans­
portación, dentro de las ciudades y en el plano interurbano, tienen que formar 
parte integral del mismo proceso y de las mismas políticas. Se necesitan urgen­
temente, en los países más pobres, nuevas prioridades en el gasto público que 
reflejen estos objetivos. 

Las ciudades subdesarrolladas a menudo son proyectadas hacia el futuro 
no con base en lo que son y lo que probablemente serán, dadas sus condicio­
nes fundamentales presentes, o con base en un proceso realista de cambio, sino 
de acuerdo con los modelos de las ciudades ya pasadas de moda de las nacio­
nes industriales desarrolladas. Esto sucede de igual manera en estas últimas na­
ciones, en donde los que hacen la política "ocasionalmente han estado tratan­
do de resolver los problemas de la ciudad que ya pasó". 36 Se debe admitir que 
cualquier pronóstico es atrevido, pero la mayor parte de las proyecciones tien­
den a ser extremadamente conservadoras. Las proyecciones que se basan en las 
condiciones presentes pueden ser demasiado pesimistas. "Los sociólogos y los 
economistas que fundamentan sus proyectos para una expansión futura econó­
mica y urbana con base en las fuerzas que actúan en el presente, proyectando 
sólo aquellos cambios que pueden resultar de un aceleramiento de tales fuer­
zas, tienden a arribar a una megalópolis universal, mecanizada, estandarizada, 
efectivamente deshumanizada, como meta última de la evolución urbana."37 

Este día del juicio urbano no es todavía la forma de ver las cosas de los soció­
logos, los economistas o los planificadores urbanos en las áreas menos desarro­
lladas -más bien demuestran una conciencia insuficiente de las implicaciones 
de la urbanización-, pero ciertamente es común una proyección de las con­
diciones presentes. Un plan director para Monterrey, México, que se publicó 
recientemente, donde se estima que la población va a crecer del millón actual 
a más de cinco millones para el año 2000, no toma en cuenta ninguna alter­
nativa al automóvil privado o al autobús como medio de transporte interno, 
aunque el plan está bien concebido en casi todas sus partes. 38 Pero ¿serán ne-

36 Lowdon Wingo, Jr., "Urban Space in a Policy Perspective", en L. Wingo, Jr. (comp.), Ci­
ties and Space- The Future: Use of Urban Land, Baltimore, The Johns Hopkins Press, 1962, p. 4. 

37 Lewis Mumford, The City in History, Nueva York, Harcourt, Brace and World, 1961, p. 527. 
38 Departamento del Plan Regulador de Monterrey, N.L., y Municipios Vecinos, El plan 

director de la subregión Monterrey, Monterrey, Dirección General de Planificación, gobierno del 

estado de Nuevo Le6n, 1967. 
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cesarios los automóviles, como hoy los conocemos, en el año 2000? Es posible 
que aun un sistema de ferrocarril subterráneo sea obsoleto para entonces. No 
es necesario que los expertos sobre el desarrollo urbano se sumerjan en la cien­
cia ficción, pero se pueden introducir de manera fácil supuestos alternativos en 
las proyecciones. 

Existe evidentemente necesidad de aumentar el conocimiento de la situa­
ción actual de las ciudades en las naciones subdesarrolladas. No es menos 
esencial revaluar la perspectiva, elaborar nuevos enfoques y políticas, tratar de 
lograr una nueva comprensión, por todos los sectores, de las complejas cues­
tiones del mañana. Las áreas urbanas se beneficiarán del desarrollo global eco­
nómico y social, pero a su vez su propio desarrollo saludable puede ser una 
contribución positiva a la realización de objetivos más amplios. La perspecti­
va desalentadora que, por falta de políticas adecuadas, está ahora a la vista es 
una proliferación de ciudades subdesarrolladas; ciertamente se requiere otra 
perspectiva. En última instancia, estamos tratando no con terrenos y concre­
to, o con autopistas, proyectos de vivienda y centros comunitarios, o con agua, 
parques o atmósferas contaminadas, sino con personas -seres humanos que 
deben vivir y trabajar juntos, que pueden aspirar a estar solos juntos, y que de­
safortunadamente tienen la costumbre de multiplicarse (juntos) en medida 
hasta ahora no prevista. 
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